[bookmark: _Toc366755199]Nº 14-2022
JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL. - San José, a las ocho horas del veintiocho de marzo de dos mil veintidós.
[bookmark: _Toc84564292]Sesión ordinaria con asistencia del Presidente, doctor Juan Carlos Segura Solís, del Vicepresidente, licenciado Arnoldo Hernández Solano, del Secretario, máster Rodrigo Arroyo Guzmán, del Tesorero, licenciado Parris Quesada Madrigal, del Director 1, licenciado Freddy Chacón Arrieta y del Director 2, máster Alexander Arguedas Vindas. 
También asisten el máster Oslean Mora Valdez, la licenciada Ingrid Moya Aguilar, y el licenciado Eduardo Chacón Monge, en su orden, Director interino, Subdirectora interina y Asesor Jurídico, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
[bookmark: _Toc99027001]ARTÍCULO I
Documento N° 324-2022
Aprobación del orden del día presentado por la Secretaría de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
Por unanimidad, se acordó: Aprobar el orden del día presentado por la Secretaría Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 
[bookmark: _Toc99027003]ARTÍCULO II
Documento N° 325-2022
Aprobación del Acta N° 13-2022 de la sesión celebrada el lunes 21 de marzo de 2022.
El máster Alexander Arguedas Vindas, se abstiene de aprobar los artículos del acta en los que no estuvo presente.
Por mayoría, se acordó: Aprobar el Acta N° 13-2022 de la sesión celebrada el lunes 21 de marzo de 2022.
[bookmark: _Toc99027007]ARTÍCULO III
Documento N° 328-2022
Los másteres Oslean Mora Valdez, Director interino y Bryan Calvo Calderón, Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en oficio N° 179-JP/DJA-2022 del 17 de marzo de 2022, remitieron lo siguiente:
“Para su estimable conocimiento y lo que a bien estime resolver, en lo relacionado con el beneficio de la jubilada judicial Deyanira Adelaida Martínez Bolívar, cédula número (valor 1), en forma atenta se indica:

1. Que el 08 de febrero de 2022 vía telefónica la jubilada judicial señaló que los días 27 y 28 de enero de 2022 estuvo nombrada en la Sala Segunda como Magistrada Suplente pero que no vio reflejado el rebajo en el monto de la jubilación recibido en la segunda quincena de enero 2022. Por lo que, se le solicitó que indicara lo anterior vía correo electrónico, con el fin de consultar ante la Dirección de Gestión Humana (DGH), la razón por la cual no fue notificado dicho nombramiento a esta oficina.

1. Que recibido el correo electrónico por parte de la señora Martínez Bolívar, el 14 de febrero de 2022 esta oficina consultó a la funcionaria Eugenia Mora Morales, de la Unidad de Control de Procesos de la DGH si el nombramiento citado fue efectivo y la razón por la cual no se recibió la notificación en el momento en que se registró en la PIN. En respuesta, el 23 de febrero de 2022 la funcionaria confirmó que dicho nombramiento fue efectuado y se cancelaría en la II quincena de febrero de 2022:

[…] “En relación con el pago de la Sra. Martínez Bolívar, en efecto, ingresó y estará siendo cancelado en esta 2Q-02-2022.” […]

1. Que con el oficio N° 144-JP/DJA-2022 de fecha 08 de marzo de 2022 se notificó a la jubilada judicial mediante correo electrónico, la cuenta por cobrar por la suma girada de más por los días 27 y 28 de enero de 2022, por un monto total de ¢48.746,85 (se anexan diligencias).

1. Que el 11 de marzo de 2022 la señora Deyanira Martínez remitió a esta oficina vía correo electrónico, el comprobante del depósito pertinente al pago de la cuenta por cobrar. Dicha información fue confirmada por el funcionario Cristian Gómez Solís de la Unidad de Tesorería del Proceso Financiero de la Dirección de la JUNAFO, vía correo electrónico el día 14 de marzo de 2022, mediante el cual señala que se refleja el depósito N° 18324151 de fecha 11 de marzo de 2022 por la suma de ¢48.746,85 en la cuenta número 229-0000032-9 que mantiene el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial con el Banco de Costa Rica, monto que corresponde al beneficio de jubilación girado de más los días 27 y 28 de enero de 2022.

Es importante mencionar que, en razón de que se efectuó la recuperación de la suma girada en demasía a la jubilada judicial hasta en el mes de marzo de 2022, los montos de Cuota Obrera C.C.S.S. (5%) y Cuota Patronal C.C.S.S. (8,75%) e Impuesto sobre la Renta producto de la cuenta por cobrar por los días 27 y 28 de enero de 2022, deberán ser recuperados ante dichas entidades de acuerdo con los procedimientos establecidos a lo interno de esta Dirección.

Anexos

(Adjuntos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)
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Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tener por recibido lo informado por los másteres Oslean Mora Valdez, Director interino y Bryan Calvo Calderón, Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en oficio N° 179-JP/DJA-2022 del 17 de marzo de 2022, sobre la recuperación de la suma girada en demasía de la jubilada judicial Deyanira Adelaida Martínez Bolívar, hasta en el mes de marzo de 2022. 2.) Tomar nota que los montos de Cuota Obrera C.C.S.S. (5%) y Cuota Patronal C.C.S.S. (8,75%), e Impuesto sobre la Renta producto de la cuenta por cobrar por los días 27 y 28 de enero de 2022, deberán ser recuperados ante dichas entidades de acuerdo con los procedimientos establecidos a lo interno de esa Dirección. 3) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Gestión Humana, para lo que corresponda.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc99027009]ARTÍCULO IV
Documento N° 342-2022
El máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 007-PR-DJA-2022 del 22 de marzo de 2022, remitió lo siguiente:
“Se remite para aprobación de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial el “Informe Anual de Gobierno Corporativo del FJPPJ, con corte al 31 de diciembre de 2021”. 

[bookmark: _Hlk34317422]Este informe se realiza de acuerdo con lo establecido en el “Código de Gobierno Corporativo del Fondo de Jubilaciones y Pensiones de Poder Judicial”, donde se indica que:

[bookmark: _Toc527033023][bookmark: _Toc488003814]“[…] Artículo 5.- Informe anual de gobierno corporativo 

La Junta Administradora aprobará, remitirá y publicará dentro de los primeros tres meses del año, por los medios que disponga, el informe anual de gobierno corporativo con corte al 31 de diciembre de cada año.”
 
Este informe debe ser aprobado por la Junta Administradora y publicarse en la página electrónica del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial.

(…)

Anexo:




…”
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Manifestaciones de los integrantes:
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, remite algunas observaciones con respecto al citado informe: 
“En la página 17 se indica estatutos, no existe esa figura, es Ley.

Página 18, se indica secretaria, no sé si es Secretaría o Secretario.

En la página 19, en el punto c) sobre los otros cargos, me queda la duda de Parris, Freddy y Alexander, si bien, el Poder Judicial no pertenece a un grupo vinculado, ellos sí para con el Poder Judicial. En esta misma página en el punto e) falta indicar el lugar donde está disponible y si se realizaron modificaciones.

En el punto g) de la página 20, creo que debería ir un comentario al final de la columna de la derecha que indique “La rotación en la Presidencia, se realiza por medio de elección entre los integrantes de la Junta, atendiendo lo dispuesto en la Ley, siendo un ejercicio democrático y se debe realizar en el mes de enero de cada período.”

En la página 30, ¿qué se entiende por Estructura de la propiedad?, es la persona o el dinero físico”.
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Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Tener por recibido y aprobado el “Informe Anual de Gobierno Corporativo del FJPPJ, con corte al 31 de diciembre de 2021”, remitido por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial – JUNAFO, mediante oficio N° 007-PR-DJA-2022 del 22 de marzo de 2022, con la salvedad, de que se incorporarán las observaciones indicadas por el máster Rodrigo Arroyo Guzmán, para su publicación antes del 31 de marzo de 2022.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
ENTRA EL LICENCIADO ARNOLDO HERNÁNDEZ SOLANO Y EL LICENCIADO FREDDY CHACÓN ARRIETA
[bookmark: _Toc99027011]ARTÍCULO V
Documento N° 345-2022
En sesión N° 13-2022 celebrada el 21 de marzo de 2022, artículo XIV, se tuvo por recibido el oficio N° CNS-1718/09 del 14 de marzo de 2022, relativo al proyecto de acuerdo de reforma al Reglamento de Gestión de Activos, además se trasladó a la Dirección de la JUNAFO, para que remitiera las observaciones correspondientes, con el fin de dar respuesta al CONASSIF en el plazo establecido.
Los másteres Oslean Mora Valdez, José Andres Lizano Vargas y el licenciado Fabián Salas Fernández, por su orden, Director interino, Jefe Proceso de Riesgos y Jefe interino del Proceso de Inversiones, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 117-DJA-2022 del 23 de marzo de 2022, remitieron lo siguiente:
“En atención al acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en el acta 13-2022 artículo XIV del 21 de marzo 2022, donde se traslada a la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, el oficio CNS-1718/09 del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, recibido con fecha 14 de marzo de 2022, para que remita las observaciones correspondientes a la consulta del proyecto de acuerdo de reforma al Reglamento de Gestión de Activos. 

Se analizaron por parte del Proceso de Inversiones y el Proceso de Riesgos las modificaciones presentadas a los reglamentos y se indica lo siguiente:

	Reglamento Gestión de Activos

	Propuesta
	Observaciones

	‘Artículo 6. Política de inversiones

Las entidades reguladas deben contar con una política de inversiones que incluya como mínimo:

(…)

k. Incluir los niveles mínimos y máximos de recursos necesarios para gestionar el riesgo de liquidez, definidos en el marco de gestión de riesgo de liquidez existente.
 
Los niveles de liquidez requeridos deberán ser determinados para cada fondo administrado, para el corto, mediano y largo plazo, a través de metodologías cuantitativas, técnicamente fundamentadas y aprobadas por el Órgano de Dirección. Las metodologías deberán tomar en cuenta, entre otros, las características de cada fondo, sus flujos de efectivo, sus pasivos, las estacionalidades, y las necesidades particulares requeridas para la inversión de los recursos, de acuerdo con la planificación y asignación estratégica de las inversiones. Los resultados de las metodologías deberán mostrar, para un momento temporal dado, límites mínimos y máximos, expresados en porcentajes, rangos en valores absolutos o números fijos, según defina cada entidad.

Los datos o insumos utilizados en las metodologías para el cálculo de la liquidez requerida deberán ser razonables, objetivamente determinados y verificables, de forma que, para efectos de supervisión, puedan ser replicados.

La Superintendencia de Pensiones podrá requerir la revisión, ajuste o aclaración de las metodologías utilizadas o la precisión o eliminación de los insumos utilizados en dichas metodologías, así como la inclusión de los insumos omitidos que sean indispensables, cuando los resultados obtenidos de su uso y aplicación no resulten acordes con los requerimientos de liquidez óptimos requeridos por el fondo de que se trate.

l. Especificar los instrumentos que se utilizan para gestionar la liquidez, tomando en cuenta los riesgos operativos, legales y financieros de éstos.

Deberán indicarse los mecanismos para resolver y gestionar los conflictos de interés que puedan generarse cuando, para los efectos del párrafo anterior, se contraten o adquieran productos financieros o servicios con empresas del mismo grupo o conglomerado financiero al que pertenezca la entidad, de acuerdo con lo señalado por el artículo 16 de este reglamento.

(…)’
	Sin observaciones a las modificaciones presentadas por CONASSIF.

	Artículo 16. Gestión de la liquidez de los fondos administrados

1) Instrumentos para el manejo de la liquidez.

Las entidades reguladas podrán utilizar, para el manejo de la liquidez de los fondos administrados:

1. Instrumentos ofrecidos por entidades bancarias y bancos centrales que, por su muy corto plazo, alta liquidez y riesgo insignificante de cambios en su valor, puedan ser catalogados como efectivo.

Las entidades internacionales que sean contraparte para el manejo de la liquidez de los fondos deberán contar, al menos, con una calificación de riesgo de corto plazo dentro del grado de inversión otorgado por una calificadora de riesgos internacional, según lo definido en este Reglamento. 

Para el caso de los bancos centrales, a excepción del Banco Central de Costa Rica, el país donde se encuentren debe contar con al menos una calificación de riesgo soberano dentro del grado de inversión.

1. Inversiones a corto plazo de gran liquidez, que son fácilmente convertibles en importes determinados de efectivo, estando sujetos a un riesgo poco significativo de cambios en su valor, de conformidad con las normas contables.

	Sin observaciones a las modificaciones presentadas por CONASSIF.

	Artículo 71. Inversiones no autorizadas.

Los recursos de los fondos administrados por las entidades reguladas no pueden ser invertidos en:

1. Instrumentos locales o extranjeros emitidos o avalados por las siguientes empresas locales:

1. Otras entidades autorizadas por la Superintendencia de Pensiones, según la definición establecida en el artículo 2 de la Ley de Protección al Trabajador.
1. Sociedades administradoras de fondos de inversión.
1. Sociedades calificadoras de riesgo.
1. Bolsas de valores.
1. Puestos de bolsa.
1. Sociedades cuyo objeto exclusivo sea el de custodia y depósito de valores.
1. Sociedades titularizadoras.

La anterior prohibición alcanza a las participaciones de fondos o participaciones fiduciarias cuyos activos incluyan valores emitidos por las empresas antes indicadas.

1. Valores emitidos o garantizados en contravención a lo establecido en el artículo 63 de la Ley de Protección al Trabajador.

1. Títulos o valores que hayan sido dados en garantía, o que sean objeto de gravámenes, embargos o anotaciones al momento de adquirirse, salvo las operaciones en reportos y préstamos de valores.

1. El otorgamiento de préstamos, avales a sus afiliados o accionistas con recursos de los fondos administrados, ni con sus propios recursos. Se exceptúa a los regímenes que por Ley tienen esta facultad.

1. Salvo lo dispuesto en leyes especiales, las entidades reguladas no pueden invertir los recursos de los fondos en valores emitidos o garantizados por cualquiera de las empresas del grupo de interés económico o del grupo o conglomerado financiero al que pertenezca la entidad regulada. Esta prohibición incluye la inversión en valores utilizados como equivalentes de efectivo para el manejo de liquidez.

1. Fondos de cobertura o gestión alternativa (Hedge Funds).

1. Valores físicos.’
	

	Reglamento de Riesgos

	Propuesta
	Observación

	Artículo 3 
‘Riesgo liquidez 
Riesgo de pérdidas potenciales en los fondos administrados por la venta anticipada o forzosa de activos que conlleven descuentos inusuales para hacer frente a las obligaciones, o bien, por el hecho de que una posición no pueda ser oportunamente enajenada, adquirida o cubierta mediante el establecimiento de una posición contraria equivalente.

Incluye también riesgos que puede enfrentar el fondo administrado por excesos de liquidez que no están fundamentados en la política y la planeación estratégica de las inversiones, así como las pérdidas potenciales para los pensionados, derivadas de la incapacidad del fondo o régimen para el pago oportuno de beneficios, debido a que no cuenta con los activos líquidos suficientes para ello.’

	Sin observaciones a las modificaciones presentadas por CONASSIF.



(…)

Anexo:




…”
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Manifestaciones de los integrantes:
Indica el máster Rodrigo Arroyo Guzmán, que agradece el esfuerzo realizado por el equipo de la JUNAFO, y que le parece que lo prudente es darlo por aceptado y remitirlo a la CONASSIF.
Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Tener por recibido el informe presentado por los másteres Oslean Mora Valdez, José Andres Lizano Vargas y el licenciado Fabián Salas Fernández, por su orden, Director interino, Jefe Proceso de Riesgos y Jefe interino del Proceso de Inversiones, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial – JUNAFO, mediante oficio N° 117-DJA-2022 del 23 de marzo de 2022, relativo a las observaciones correspondientes a la consulta del proyecto de acuerdo de reforma al Reglamento de Gestión de Activos, y remitir al Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc98941202][bookmark: _Toc99027013]ARTÍCULO VI
Documento Nº 340-2022
El actuario Raúl Hernández González, mediante correo electrónico del 22 de marzo de 2022, remitió lo siguiente:
“De conformidad con los términos establecidos en el proceso de contratación, a continuación, se presenta la "Valuación actuarial del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, periodo 2021”. Esta evaluación se realizó conforme la normativa establecida por la SUPEN para las valuaciones actuariales, concretamente en el “Reglamento Actuarial”, publicado en el alcance 200 del diario oficial “La Gaceta” del 27 de setiembre de 2016, vigente a partir de enero 2017. 

También, se aplicó en todos sus extremos lo establecido en el marco normativo.

Quedo a su disposición para ampliar o aclarar cualquier aspecto relacionado con este informe.”
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Manifestaciones de los integrantes:
Indica el licenciado Arnoldo Hernández Solano, que se debe aprobar el informe y no acoger las recomendaciones, porque van contra la Ley.
Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tener por recibido y aprobado el informe “Valuación actuarial del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, periodo 2021”, presentado por el actuario Raúl Hernández González, mediante correo electrónico del 22 de marzo de 2022, en el entendido que, al no ser vinculante para esta Junta, las recomendaciones serán analizadas técnicamente para una posterior decisión, debido a las observaciones que se presentan por parte de este Órgano colegiado. 2.) Trasladar el citado informe, a la Dirección de la JUNAFO y al licenciado Eduardo Chacón Monge, Asesor Legal, en atención a las observaciones que realiza esta Junta a las recomendaciones que se emanan de ese estudio. 3.) Hacer este acuerdo de la Superintendencia de Pensiones – SUPEN. 4.) Encomendar a la Dirección de la JUNAFO, para la publicación respectiva del informe.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc99027015]ARTÍCULO VII
Documento N° 366-2022
Informa la Secretaría de la JUNAFO, que en sesión N° 13-2022 del 21 de marzo de 2022, se propuso por parte de los integrantes, conocer en esta sesión, el cambio del día en que se realiza la sesión de la Junta Administradora.
Manifestaciones de los integrantes:
Indica el máster Rodrigo Arroyo Guzmán que, en este caso, y atendiendo los comentarios que se emitieron en su oportunidad, propone que se trasladen las sesiones para los martes, en el horario de las 8 am, esto, por cuanto los miércoles los comités de inversiones y riesgos, sesionan. Eso sí, manteniendo los días ya establecidos para la tramitología de la Secretaría de la JUNAFO, en el entendido que se remitan las agendas los jueves y las actas para aprobación los viernes, y siguiendo con rol de corte para la recepción de documentos y posterior conformación de la agenda, como se tiene prevista, así como los fuera de agenda.
Señala el licenciado Arnoldo Hernández Solano, que se valore, que sean los días que no tengan sesiones de Comités.
Dice el licenciado Freddy Chacón Arrieta, que el martes le parece muy bien, para tener más tiempo de estudiar los documentos, y que los Comités se deben ajustar a la Junta, no la Junta a los Comités.
Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Trasladar las sesiones de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, para los días martes, a partir de las 8:00 am, y hasta que se conozca la totalidad de los acuerdos agendados, en el entendido que la próxima sesión, será el día 5 de abril. Lo anterior, con la salvedad, de que se mantengan los tiempos ya establecidos, para la tramitología de la Secretaría de la JUNAFO. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Consejo Superior del Poder Judicial, para que las personas integrantes de esta Junta que también son servidores judiciales, se les otorgue los permisos necesarios para atender las sesiones, conforme lo establece el artículo N° 240 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y sea informado a las oficinas respectivas.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc99027017]ARTÍCULO VIII
Documento N° 142-2020 / 348-2022
El máster Oslean Mora Valdez, Director interino, y la licenciada Ingrid Moya Aguilar, Subdirectora interina, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0114- DJA-2022 del 21 de marzo de 2022, remitieron lo siguiente:
“En la sesión N.° 12-2020 celebrada el 20 de abril de 2020, artículo XV, la estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, aprobó el “Reglamento de Desembolsos de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”, para dar trámite a los gastos menores más urgentes para el funcionamiento de la JUNAFO, en aquel momento dicho reglamento se ajustaba a los principios propios y buenas prácticas, pero con enfoque más orientado hacia la “naturaleza privada” que en aquel momento se estimaba poseía la JUNAFO, misma que fue corregida al momento de emisión del dictamen N° C-021-2021 de la Procuraduría General de la República.

Para el presente año, la JUNAFO se encuentra inmersa dentro de la estructura programática del Poder Judicial y le fue creado un programa presupuestario para efectos de la utilización de los recursos a través de un presupuesto formulado y aprobado mediante Ley de la República N.° 10103. Con base en lo antes indicado, esta Dirección solicitó a la Dirección Ejecutiva la apertura de una caja chica auxiliar para la ejecución de estos pagos menores, sin embargo, producto del criterio de la Dirección Jurídica N° 47-DJ/CAD-2022 del 4 de febrero de 2022 y del oficio de respuesta N° ATSJO-GER-SSC-OF-109-2022 emitido por la Dirección General de Tributación (Administración Tributaria San José Oeste), se determina que las facturas que se emitan sobre contrataciones de bienes y servicios requeridos, debe estar a nombre propio de la JUNAFO (Céd. Jur. Instrumental N° 3-007-792932) y no del Poder Judicial, considerando que se debe cumplir con los deberes ante la Administración Tributaria de manera independiente, en razón de lo anterior, la figura de la caja chica no se podría emplear, debido a que la normativa para las Cajas Chicas no es aplicable ni funcional, para los efectos que esta Dirección requiere.

Con fundamento en lo anterior, esta Dirección de la JUNAFO analizó el tema, y de un mejor análisis en conjunto con el Macroproceso Financiero Contable, se concluye la posibilidad de realizar la apertura de un fondo especial, homologando el procedimiento que manejan algunas oficinas del Poder Judicial, entre ellas la Oficina de Atención y Protección a Víctimas y Testigos por la naturaleza de las funciones, con la finalidad de contar con un mecanismo ágil para los gastos menores, sin estar bajo la cobertura que regula a las cajas chicas, pero que permita con total transparencia la ejecución de sus actividades. 
 
Con motivo de lo señalado en párrafos anteriores, se propone el siguiente “Reglamento para la Administración del Fondo Especial para la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”, el cual fue analizado por esta Dirección, el Área de Apoyo Administrativo y la Asesoría Legal.

De acogerse la propuesta, esta Dirección de la JUNAFO estaría coordinando con el Macroproceso Financiero Contable la apertura del mismo y se establecerán a lo interno los controles que correspondan.

Documento adjunto:




…”

- 0 -
Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Tener por aprobado el “Reglamento para la Administración del Fondo Especial para la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”, remitido por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino, y la licenciada Ingrid Moya Aguilar, Subdirectora interina, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial – JUNAFO, mediante oficio N° 0114- DJA-2022 del 21 de marzo de 2022. 
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
SALE EL MÁSTER RODRIGO ARROYO GUZMÁN
[bookmark: _Toc99027019]ARTÍCULO IX
Documento Nº 350-2022
El máster Oslean Mora Valdez, Director interino, la licenciada Ingrid Moya Aguilar, Subdirectora interina, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, mediante oficio N° 0115-DJA-2022 del 18 de marzo de 2022, comunicó:
“La evaluación del desempeño, corresponde a un proceso de desarrollo humano, que facilita instrumentos para reconocer el valor en la gestión de las personas trabajadoras, la rendición de cuentas y por ende los servicios que presta en la Institución, asimismo, busca garantizar la idoneidad, el compromiso y la integridad, por medio de planes de mejora, referidos a la salud, condiciones ambientales, ergonómicas, de ambiente laboral, de formación o desarrollo, para brindar a la persona trabajadora oportunidad de crecimiento, así como desarrollo personal y laboral.

El modelo es garantista, al requerir el registro de evidencias objetivas, seguimiento de indicadores cualitativos y cuantitativos, promoción de la confianza -entre la persona evaluadora y la persona evaluada- y comunicación de resultados, para generar entusiasmo en las personas trabajadoras, lo cual corresponde a un modelo de buenas prácticas. 

Para efectos del Poder Judicial, se ha conceptualizado la evaluación del desempeño como un proceso sistemático y periódico de estimación cuantitativa y cualitativa, que permite observar, valorar y apreciar el desempeño individual de las personas trabajadoras en un determinado periodo de tiempo, para medir su aporte al logro en las funciones, metas, actividades y responsabilidades que les competen, basado en instrumentos objetivos y confiables, conforme lo que se espera del puesto que ocupa.

Asimismo, el proceso contempla la identificación de las fortalezas y el potencial de
las personas para desarrollarse en la Institución.

Factores por evaluar

El modelo propone evaluar indicadores cualitativos o conductuales y cuantitativos del desempeño en los puestos de trabajo, basados en el perfil competencial, considerando que los objetivos o metas cuantitativas, orientan lo que se tiene que hacer y por su parte las competencias o indicadores cualitativos, indican cómo se van a alcanzar estos.

La conceptualización de estos factores se describe en la siguiente tabla:

	Factor
	Definición
	Indicadores
	Origen

	Rendimiento
	Determinado por la
correlación directa entre objetivos estratégicos
institucionales, objetivos del puesto y metas de evaluación, de aquel acto o acción lograda durante un plazo determinado.
	Indicador
cuantitativo
	Se mide por
medio de
indicadores de
desempeño de acuerdo con los controles y
registros propios de la oficina o
despacho
judicial.
	Determinación según las actividades de cada puesto de trabajo, con la facilitación de Gestión del
Desempeño y las
Instancias técnicas
respectivas.

	Competencias
Genéricas
	Determinado por medio de los valores organizacionales
y que se encuentran
representados en las
competencias genéricas, es decir aquellas que todas las personas trabajadoras deberían tener, con el fin de
lograr una identificación con
la institución.
	Indicador
cualitativo o
conductual
	Se mide por
medio de
conductas
observables
	Perfil
competencial.

	Competencias
Específicas
	Determinado por las competencias
específicas y técnicas de la función o puesto, en las dimensiones del saber (áreas de
conocimiento), saber hacer (habilidades) y
saber estar y querer
estar (actitudes).
	Indicador
cualitativo o conductual.
	Se mide por
medio de
conductas
observables.
	Perfil
competencial.



Al respecto, es importante destacar el dictamen de la Procuraduría General de la República, C-021-2021, del 29 de enero de 2021, donde se determina la naturaleza de la Junta Administradora y de su personal a cargo, conforme se resalta a continuación:

[image: ]
Dado lo anterior, se ve la necesidad de que las personas colaboradoras de la Dirección de la JUNAFO, se ajusten a la normativa aplicable a todas las personas servidoras judiciales, incluyendo lo correspondiente a la Evaluación del Desempeño.

Dentro de la estructura organizacional de la Junta Administradora y su aparato administrativo, existen algunos puestos que dependen directamente de dicho Cuerpo Colegiado, siendo estos los que se mencionan a continuación:

· Director General 2
· Asesor jurídico 1
· Encargada de Función de Cumplimiento
· Prosecretaria
· Jefatura Proceso de Riesgos

ORGANIGRAMA JUNAFO - DIRECCIÓN DE LA JUNAFO
PERIODO 2022
[image: organigrama]
Por tal razón, se remite a la estimable Junta Administradora, para valoración y si a bien lo estiman, la aprobación de las metas que, por la naturaleza de las funciones de cada uno de los puestos detallados, se han determinado por parte de esta Dirección que corresponden a las actividades sustantivas que deben ser evaluadas dentro del modelo citado. El detalle de las metas por cada uno de los puestos puede ser observado en el archivo adjunto:




Al corresponder a labores administrativas dentro de los sistemas institucionales, en caso de que esta propuesta sea avalada por la Junta Administradora del FJPPJ, se solicita de forma respetuosa, tomar el acuerdo para delegar en la Dirección de la JUNAFO, la operatividad de dicha actividad y en el caso específico del puesto de la Dirección, este sea asumido por la persona que ostenta el cargo de la Subdirección, por aspectos de control interno.”

- 0 -
Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tener por conocido el oficio N°. 0115-DJA-2022, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez y la licenciada Ingrid Moya Aguilar, en su orden, Director interino y Subdirectora interina de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, mediante el que comunican la metodología que utiliza el Poder Judicial para la Evaluación del Desempeño de las personas servidoras judiciales, la cual, de conformidad con lo señalado por la Procuraduría General de la República, en el dictamen C-021-2021, del 29 de enero de 2021, donde se determina la naturaleza de la Junta Administradora y de su personal a cargo, debe ser adoptada por este cuerpo colegiado para las personas colaboradoras que laboren directamente bajo su tutela. 2.) Conforme a la estructura vigente y autorizada para la Dirección de la JUNAFO, como cuerpo administrativo que coadyuva en el cumplimiento de las funciones asignadas por ley, existen cinco plazas sometidas directamente a supervisión y evaluación por parte de la JUNAFO como cuerpo colegiado, a saber: Director, Asesor Legal, Función de Cumplimiento, Prosecretaria y Jefatura del Proceso de Riesgos. 3.) Por voluntad de esta Junta Administradora, la evaluación del desempeño del puesto de Subdirección, recaerá en la Junta, por tal motivo, se incluye el puesto y las metas a evaluar. 4.) Con base en el estudio de los perfiles competenciales de los puestos a cargo directamente de esta Junta Administradora, se acuerda aprobar las metas para la evaluación del desempeño de los citados cargos, que incluyen las actividades sustantivas propias de cada cargo. 5.) La Dirección de la JUNAFO presentará semestralmente (en las fechas establecidas por la Institución), un informe de avance y/o cumplimiento de las metas respectivas de dichos cargos, para conocimiento y evaluación de este cuerpo colegiado. 6.) Al corresponder a labores administrativas dentro de los sistemas institucionales, esta Junta Administradora delega en la Dirección de la JUNAFO, la operatividad de dicha función, previo conocimiento del informe citado en el punto anterior y en el caso específico del puesto de la Dirección, este sea asumido por la persona que ostenta el cargo de la Subdirección, por aspectos de control interno.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc99027048]ARTÍCULO X
Documento N° 328-2021 / 330-2022
Entra a conocer esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, el acuerdo tomado por Corte Plena, en sesión N° 10-2022, del 28 de febrero de 2022, artículo XIV, que literalmente dice:
“La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 11-2021 celebrada el 8 de marzo del 2021, artículo VII, conoció el oficio N° 290-19-AUD-UJ-2021 del 2 de marzo del 2021 suscrito por el máster Robert García González, Auditor Judicial y; en lo que interesa, acordó hacer una instancia a la Corte Plena para que se pronunciara en cuanto a si la Auditoría Judicial deberá incluir dentro de su universo auditable al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y a su Junta Administradora.

La Secretaría General de la Corte en oficio N°2419-2021 remitió a estudio y análisis de la Dirección Jurídica el acuerdo adoptado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, en sesión N° 11-2021 celebrada el 8 de marzo del año en curso, artículo VII.

El máster Rodrigo Campos Hidalgo, Director Jurídico, en oficio N° DJ-C-171-2021 del 5 de abril del 2021, rindió el informe solicitado, cuya conclusión literalmente dice:

“ […]
 
4. Conclusiones:
 
Con base en los anteriores razonamientos, esta unidad asesora concluye lo siguiente:
 
[bookmark: _Hlk97733791] Conforme a la naturaleza jurídica de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones y lo dispuesto en el artículo 239 de la LOPJ, dicho órgano debe contar con una estructura administrativa básica y funcional que sea financiada con los recursos previstos en dicha norma, no siendo dable que con recursos públicos del Poder Judicial se mantenga la misma.
 
 La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones requiere tener su propia estructura de control financiada con recursos previstos en la Ley ° 9544 del 24 de abril de 2018.
 
 Corresponderá a la Auditoría Interna propia de dicha Junta emitir las recomendaciones y advertencias que correspondan al órgano decisor de la misma.
 
Dejamos así evacuada la solicitud de criterio expresada”.
 
- 0 -

Por su parte el máster Roberth García González, Auditor Judicial, en oficio N° 1071-40-SAFJP-2021 de 12 de agosto de 2021, expresó:

 “Con la finalidad de hacerlo del conocimiento de Corte Plena, en forma atenta, se presenta la solicitud para que se proceda a cambiar la nomenclatura de la Sección del Fondo y Jubilaciones y Pensiones, por el siguiente nombre: Auditoría de Prevención, Análisis e Investigación. Entre de las consideraciones tomadas para dicha decisión se encuentran:

[bookmark: _Toc80954748][bookmark: _Toc80350405]Antecedentes

· Imposibilidad de evaluar el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 

Mediante dictamen DFOE-PG-0436 del 10 de agosto de 2018 la Contraloría General de la República (CGR) oficializó la improcedencia de continuar evaluando el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial por parte de esta Auditoría (véase anexo 1), al indicar dentro de las conclusiones:

1) La Auditoría lnterna del Poder Judicial no tiene la facultad de fiscalizar, advertir o asesorar a la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por cuanto escapa de su ámbito de actuación institucional de conformidad con los artículos 7 y 21 de la LGCI; además por el hecho de haberse depositado la administración del Fondo en un órgano desconcentrado como la Junta, fuera del ámbito de jerarquía del Poder Judicial. 

(El subrayado no es del original)

Lo anterior fue ratificado mediante oficio DFOE-GOB-0042 del 28 de mayo de 2021, en términos generales, por parte de la CGR (véase anexo 2), como se cita:

El Órgano Contralor mantiene incólume en todos sus extremos lo indicado en el oficio DFOE-PG-0436 del 10 de agosto del 2018; así como su acatamiento vinculante; no habiendo motivo para revertir en nada el criterio vertido sobre la falta de competencia de esa Auditoría Judicial para prestar sus servicios a la Junta Administradora y el FJPPJ; resultando en consecuencia inevacuables los acápites a), b), c) y d) de la consulta del Auditor Judicial.

· Emisión de los Lineamientos generales para el análisis de presuntos hechos irregulares 

La Contraloría General de la República por medio de la resolución R-DC-102-2019 del 14 de octubre de 2019, emitió los Lineamientos generales para el análisis de presuntos hechos irregulares. Dicho documento representa un marco regulador que proporciona un esquema básico para la ejecución adecuada y transparente de la labor investigadora de las auditorías del Sector Público en el ámbito de sus competencias.

El análisis de presuntos hechos irregulares[footnoteRef:1] (PHI) constituye un proceso distinto de los tipos de auditorías (financiera, operativa o especial) regulados en las “Normas Generales de Auditoría para el Sector Público” y son de acatamiento obligatorio para las Auditorías Internas del Sector Público. Este tipo de investigaciones pueden realizarse por parte de las auditorías internas producto de diferentes fuentes, entre ellas:  [1:  Según numeral 1.2 Definiciones de los Lineamientos generales para el análisis de presuntos Hechos Irregulares:
Hechos presuntamente irregulares: Conductas entendidas como acciones u omisiones, atribuibles a los sujetos cubiertos por el ámbito de competencia de la Auditoría Interna, que podrían infringir el ordenamiento jurídico, provocar daños o causar perjuicios a la institución pública y que puedan generar algún tipo de responsabilidad a cargo del infractor.(El Subrayado no es del original)] 


En la estructura del Estado costarricense, la potestad de investigar administrativamente presuntos hechos irregulares en la función pública, está conferida a los jerarcas y titulares subordinados, así como a la Contraloría General de la República y las auditorías internas del sector público; cada uno de ellos con características y regulaciones propias.

Las investigaciones a cargo de las auditorías internas pueden realizarse de oficio, producto de una auditoría, en atención a la denuncia de un tercero, o como respuesta a una solicitud del jerarca o de titulares subordinados, entre otros. El procedimiento de investigación es distinto del eventual procedimiento administrativo. 

(El subrayado no es del original)

· Fortalecimiento de la organización de la Auditoría Interna del Poder Judicial orientada hacia PHI

Tomando en cuenta lo anterior y para ser consecuentes con la importancia de abordar investigaciones de esta naturaleza, la Auditoría Interna del Poder Judicial ha fortalecido su labor respecto a este tema, considerando la potestad para su análisis, facultades otorgadas tanto por la Ley General de Control Interno como por la Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública. Por consiguiente, en resguardo de una adecuada administración de los recursos, se reorganizó las actividades ejecutadas por el personal de la Sección de Auditoría del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, conforme lo establecido en el artículo 23 de la Ley General de Control Interno:

Artículo 23.-Organización. La auditoría interna se organizará y funcionará conforme lo disponga el auditor interno, de conformidad con las disposiciones, normas, políticas y directrices que emita la Contraloría General de la República, las cuales serán de acatamiento obligatorio.

A partir de la emisión de criterio la Contraloría General de la República sobre la falta de potestad por parte de esta Auditoría para evaluar el ya mencionado Fondo (2018), la Sección de comentario dio inicio con el abordaje de al menos una investigación de PHI. Posteriormente, se continuó invirtiendo tiempo mediante la asignación de algunas tareas a dicha Sección, a fin de dedicarse en parte a la atención de ese tipo de trabajos, mientras se realizaba la constitución formal de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (3 de febrero de 2020).

Desde esa fecha se ha hecho del conocimiento de esta Dirección varios casos de situaciones eventualmente irregulares, por alguno de los siguientes medios, como lo establecen los lineamientos de la CGR:

1.3 Conocimiento de los hechos

El conocimiento de las Auditorías Internas sobre hechos presuntamente irregulares, se origina por alguno de los siguientes medios:

a) Presentación de una denuncia, la cual puede ser interpuesta por cualquier funcionario o ciudadano; quien puede identificarse o presentarla de forma anónima.

b) Identificación de los hechos durante el desarrollo de estudios u otras actuaciones de la propia Auditoría Interna.

c) Requerimiento de una autoridad competente.

d) Cualquier otro medio que ponga los hechos en conocimiento de la Auditoría Interna.

(El subrayado no es del original)

La atención y planificación, requiere efectuar diversos pasos para documentar apropiadamente el cumplimiento de las disposiciones contenidas en los Lineamientos mencionados, además, se deben priorizar las actividades para incorporarse en el plan de trabajo de la propia Auditoría. Como se puede observar en el aparte 2.2, después del análisis inicial se debe definir el abordaje a dar en cada caso particular:

2.2 Definición de las acciones a realizar

Concluido el análisis inicial de los hechos, la Auditoría Interna definirá el abordaje que dará a cada caso particular, considerando alguna de las siguientes acciones posibles:

a) Iniciar la investigación de los hechos presuntamente irregulares, considerando lo dispuesto en el Capítulo III de los presentes lineamientos.

b) Remitir el asunto a las autoridades internas pertinentes de la institución, cuando se trate de casos que corresponda atender en primera instancia a la Administración Activa y ésta no haya sido enterada de la situación, o se encuentre realizando una investigación por los mismos hechos. De igual manera se remitirá el asunto cuando existan causales de abstención o conflictos de interés que puedan afectar al auditor o a algún funcionario de la Auditoría Interna.

c) Remitir el asunto a las autoridades externas a la institución, según corresponda, sean administrativas o judiciales, por especialidad de la materia o porque en otra instancia exista una investigación avanzada sobre los mismos hechos.

d) Incluir los hechos presuntamente irregulares para ser examinados en una auditoría que se encuentre en ejecución, o para la programación de un nuevo estudio o proceso de auditoría.

e) Desestimar y archivar el caso en atención de los criterios dispuestos en el punto 2.3 de esta normativa.

En todos los casos anteriores, la Auditoría Interna deberá dejar constancia en el expediente de las valoraciones efectuadas para la selección del abordaje del caso.

En los casos de los incisos b), c) y d) se debe informar al denunciante o solicitante sobre lo resuelto, sin comprometer las reglas de confidencialidad señaladas en el apartado 1.7 de los presentes lineamientos.

(El subrayado no es del original)

Por su parte, el personal que conforma la Sección ha recibido capacitaciones en temas de riesgos, fraude, los Lineamientos de la CGR, delitos funcionales, entre otros, y por medio de recursos propios participó en el Congreso Latinoamericano de Prevención de Fraude Organizacional CLAPFO- 2021, con el fin de tener más conocimiento para el abordaje de las investigaciones, en procura de mejorar y aumentar el impacto en las investigaciones. 

Además, se programaron actividades responsabilidad de dicha Sección, asociadas con el fortalecimiento continuo y el apoyo en la actividad de la Auditoría Interna para el desarrollo de metodologías definidas dentro del plan de mejora la autoevaluación de calidad. Actualmente, se cuenta con la metodología antifraude versión 1 emitida en diciembre de 2018, sin embargo, dada la posterior emisión del marco regulador vinculante por parte de la CGR (R-DC-102-2019), se está en proceso de actualización, en cumplimiento del artículo 4 de la resolución aludida:

Las auditorías internas contarán con un período máximo de un año, contado a partir de la entrada en vigencia de los presentes lineamientos, para realizar los ajustes necesarios en su normativa y prácticas internas, a fin de incorporarlos en su gestión.

[bookmark: _Toc80954749][bookmark: _Toc80350406]Impacto en la evaluación de investigación de presuntos hechos irregulares

Por parte de la actual Dirección de la Auditoría Judicial existe pleno convencimiento de la importancia para la Institución de contar con un grupo de personas dedicado al abordaje de este tipo de situaciones, como respuesta frontal y clara, en lucha contra la corrupción, fraude y la posibilidad de la materialización de riesgos asociados. Esta especialización permite, de mejor manera, brindar insumos y apoyar la labor desarrollada por las áreas competentes en el tema, entre ellas el Ministerio Público y la Inspección Judicial, al descubrir y verificar posibles actos de corrupción, dentro de los límites de sus potestades. Lo anterior, en complemento con lo señalado en el punto 1.10 de los Lineamientos emitidos por la CGR:

1.10 Colaboración: En el desarrollo de las investigaciones, las Auditorías Internas podrán brindarse apoyo entre ellas, tales como asesoría, insumos, o intercambio de experiencias; pudiendo incluso efectuar análisis conjuntos cuando lo estimen pertinente y las condiciones propias del caso particular lo permitan; sin que eso implique compartir o delegar las competencias propias de cada auditoría. De igual forma, cualquier otro ente u órgano que conforme la Administración Pública, podrá apoyar a las Auditorías Internas en el análisis de hechos presuntamente irregulares.

(El subrayado no es del original)

La posibilidad de presentarse corrupción y otros actos delictivos dentro de este Poder del Estado es un problema con implicaciones significativas sobre su funcionamiento, al incrementar la posibilidad de materializarse un riesgo reputacional en el accionar como entidad administradora de justicia, así como posible daño y rompimiento del principio de legalidad. 

Según CID Gallup en su encuesta[footnoteRef:2] de mayo de 2021, entre 13 países latinoamericanos, Costa Rica es el tercer país donde más ciudadanos reportan a la corrupción como el problema principal del país (véase anexo 3).  [2:  Este es uno de los resultados de encuestas nacionales de opinión pública realizadas en mayo y junio entre 1200 entrevistados en cada país.] 


Como Poder Judicial, se debe hacer frente a esos hechos mediante diversas estrategias y construyendo día a día con base en esfuerzos conjuntos y con los recursos disponibles. Además, corresponde como Institución dar prioridad total a estos temas y crear instrumentos y procesos a través de los cuales sea factible identificar y sancionar con el debido proceso a quienes incumplan.

Por consiguiente, a fin de propiciar una mayor transparencia, proyección institucional y para atender en forma adecuada las necesidades de investigación de la Institución, se requiere la modificación del nombre de la Sección del Fondo y Jubilaciones y Pensiones a Auditoría de Prevención, Análisis e Investigación.

Anexos

[bookmark: _Toc80954750][bookmark: _Toc80350407]Criterio de la Contraloría General de la República Competencias de la Auditoría Interna respeto la Junta Administradora




[bookmark: _Toc80954751][bookmark: _Toc80350408]Emisión de criterio solicitado sobre las competencias de la Auditoría Interna del Poder Judicial para prestar sus servicios al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y a la Junta Administradora de dicho Fondo





[bookmark: _Toc82767771][bookmark: _Toc82767059][bookmark: _Toc80955426][bookmark: _Toc80954752][bookmark: _Toc80350409]CID Gallup Encuestas de Opinión Pública





Fuente: Página web: 

https://www.cidgallup.com/uploads/publication/publication_files/publication_1627568481000.pdf”
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Finalmente, el Consejo Superior en sesión N° 73-2021 celebrada el 26 de agosto de 2021, artículo XXIII, tomó el acuerdo que literalmente dice:

[bookmark: _Toc78881893]“En sesión número 67-2021 celebrada el 05 de agosto del 2021, artículo XXI, se tomó el acuerdo que literalmente dice:

“Mediante oficio N° DJ-C-421-2021 del 29 de julio de 2021, el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico interino, comunicó:

[bookmark: _Hlk78444742]“Me refiero al oficio N° 5701-2021, del 29 de junio de 2021, suscrito por Lic. Eduardo Chacón Monge Prosecretario General interino Secretaría General de la Corte, donde se trasladó a esta Dirección Jurídica el acuerdo de Consejo Superior número 23-2021 celebrada el 31 de mayo de 2021, artículo XXIII, mediante el cual se hace dispone solicitar lo siguiente:

[bookmark: _Hlk78444843][bookmark: _Hlk78438353] “ampliación del criterio jurídico N° DJ-C-171-2021 del 5 de abril de 2021, conforme al criterio emitido por la Contraloría General de la República en el oficio N° DFOE-GOB-0042 del 28 de mayo de 2021, en cuanto a la posibilidad de que la Auditoría interna del Poder Judicial, audite el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, o en su defecto la viabilidad jurídica de trasladar al citado órgano las plazas que estaban asignadas a la Unidad de Auditoría del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, para que realicen dicha labor sustantiva, tomando en consideración que la Contraloría General de la República indicó que es competencia institucional valorar el tema, según lo siguiente: “…En torno a la consulta que realiza la Junta Administradora del FJPPJ de si es posible que la Auditoría Interna del Poder Judicial ceda las plazas de la Sección de Auditoría del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial dado su enfoque exclusivo de atención, experiencia y especialización en la materia, para que sean trasladadas bajo administración de la Junta Administradora del FJPPJ y con ello respetar el enfoque original para el cual dichas plazas fueron creadas; se reitera lo señalado en el oficio DFOE-PG-0436; respecto a que el Órgano Contralor no tiene las competencias legales ni constitucionales para decidir el ámbito de actuación legal de la administración activa en torno a sus propios funcionarios, lo cual obedece a su régimen de organización funcionarial, ni tampoco decidir la procedencia o no en la forma de utilización de sus recursos materiales, financieros, tecnológicos y de infraestructura, todo lo cual responde al ámbito de actuación interno que define cada institución. “

Al respecto, esta unidad asesora se permite manifestar lo siguiente:

I.- Sobre las regulaciones normativas que establecen un régimen particular para la Auditoría Interna en un ente público:

Con respecto a la asignación de recursos para el ejercicio de funciones por parte de la Auditoría Interna, es de advertir que el legislador, a diferencias de otros órganos internos, fue especialmente cuidadoso de cautelar la necesaria asignación de recursos para el cumplimiento de los objetivos de control de dicho órgano.

Al respecto, el artículo 27 de la Ley General de Control Interno dispuso, lo siguiente: 

“Artículo 27.-Asignación de recursos. El jerarca de los entes y órganos sujetos a esta Ley deberá asignar los recursos humanos, materiales, tecnológicos, de transporte y otros necesarios y suficientes para que la auditoría interna pueda cumplir su gestión.

Para efectos presupuestarios, se dará a la auditoría interna una categoría programática; para la asignación y disposición de sus recursos, se tomarán en cuenta el criterio del auditor interno y las instrucciones que emita al respecto la Contraloría General de la República. (el destacado es nuestro)

La auditoría interna ejecutará su presupuesto, conforme lo determinen sus necesidades para cumplir su plan de trabajo”.

Dicha norma debe ser complementada con el artículo 28 de dicho cuerpo normativo, que dispone:

“Artículo 28.-Plazas vacantes. Las vacantes que, por cualquier razón, tengan lugar en los puestos de la auditoría interna, deberán llenarse en un plazo máximo de tres meses, contado a partir del momento de la vacante. El plazo podrá prorrogarse por otros tres meses, por razones debidamente acreditadas en el expediente que se confeccione al efecto.

La disminución de plazas por movilidad laboral u otros movimientos en la auditoría interna, deberá ser previamente autorizada por el auditor interno.

Los requisitos para la creación y ocupación de plazas de la auditoría interna que definan la Autoridad Presupuestaria u otras instituciones competentes, deberán considerar, en todo momento, sus necesidades reales y no podrán ser aplicados en perjuicio del funcionamiento del sistema de control interno de la institución”.

Como se advierte de las normas descritas, la LGCI establece regulaciones propias que inciden abiertamente en la libre disposición de recursos de diferente índole por parte de los entes y órganos que componen la Administración Pública.

Así las cosas, en la toma de decisiones de orden presupuestario, debe tomarse en consideración claramente la no afectación al ejercicio de competencias de la Auditoría Interna y los límites implícitos y explícitos que el ordenamiento contempla para la asignación de recursos a la misma.

En el caso concreto del Poder Judicial, el Reglamento de Organización y Funcionamiento de la Auditoría del mismo dispone: 

“Artículo 22.-Plazas vacantes. Las vacantes de la Auditoría Interna deberán llenarse en un plazo máximo de tres meses, contado a partir del momento de la vacante. El plazo podrá prorrogarse por otros tres meses, por razones debidamente acreditadas en el expediente que se confeccione al efecto. Los requisitos para la creación y ocupación de plazas de la Auditoría Interna que se definan, deberán considerar, en todo momento, sus necesidades reales y no podrán ser aplicados en perjuicio del funcionamiento del sistema de control interno de la Institución; lo anterior de conformidad con el artículo 28 de la Ley Nº 8292”.

Complementario con lo anterior, debe tomarse en consideración lo dispuesto en los “Lineamentos Sobre Gestiones que involucran a la Auditoria Interna Presentadas anta la CGR” emanado por el despacho de la Contralora General de la República, que dispone al respecto lo siguiente:

“6 sobre la solicitud y asignación de recursos a las auditorías internas del sector publico 

6-1 Consideraciones generales

6.1.1 Objetivo: establecer los criterios básicos de análisis y gestión que se deben observar para la solicitud y asignación de recursos a las auditorías internas del sector público, a fin de asegurar razonablemente que las unidades que ejecutan la actividad de auditoría interna cuenten con los recursos suficientes para el cumplimiento de sus cometidos.

6.1.2 Responsabilidades por la dotación de recursos a la auditoria interna: en la gestión de la dotación de recursos para la Auditoría Interna dentro de la institución. Competen diversas responsabilidades d las instancias de injerencia en el proceso, a saber:

La Auditoría Interna- le corresponde formular técnicamente y comunicar al jerarca el requerimiento de los recursos para asegurar el cumplimiento de las competencias de la actividad de auditoría interna, así como dar seguimiento al trámite y los resultados de la solicitud, a fin de emprender cualesquiera medidas que sean procedentes en las circunstancias conforme a estas directrices y a las demás regulaciones del ordenamiento que sean aplicables. Asimismo, en la figura de su titular y como parte de la responsabilidad por la administración de sus recursos, debe rendir cuentas ante el jerarca por el uso que haga de los recursos, de conformidad con el plan de trabajo respectivo.

El jerarca- Tiene la responsabilidad de proporcionar los recursos a la Auditoria Interna. En consecuencia, debe analizar la solicitud y determinar la dotación que se hará. En el caso de que la dotación sea menor a la solicitada por la Auditoria Interna, debe justificarlo suficientemente. Así mismo, cuando corresponda, debe girar las instrucciones a las instancias institucionales pertinentes para que realicen, ante los terceros externos con injerencia sobre el particular, las gestiones y el seguimiento para que se obtengan los recursos necesarios para la Auditoria Interna. 

Otros funcionarios e instancias de la administración activa- Los titulares subordinados y colaboradores que en razón de su cargo tengan participación en el proceso de obtención y gestión de los recursos de la Auditoría Interna, deberán observar las instrucciones del jerarca sobre el particular, así como asegurar que los recursos asignados a esa actividad se encuentren disponibles para su uso y no se desvíe su destino a fines o unidades diferentes. Todo lo anterior, con sujeción a lo estipulado por el ordenamiento… 

6.2.9 Presentación del Estudio al Jerarca: el estudio de necesidades de recursos debe someterse a conocimiento del jerarca junto con la solicitud para que analice la situación y dote a la Auditoria Interna de los recursos que técnica y razonablemente se han determinado. El titular de la Auditoría Interna debe remitir el estudio y la solicitud de manera formal, mediante un oficio en el que resuma las razones de su petición. 

6.2.10 Tramite de la solicitud por el jerarca: el jerarca debe analizar la solicitud de recursos que le plantea la Auditoria Interna, considerando el estudio técnico que la sustenta, así como el marco normativo, el presupuesto del estudio técnico que la sustenta. Así como el marco normativo, el presupuesto institucional y cualquier otro factor que se estime relevante, y resolverla dentro del plazo que se establezca en la regulación relevante, y resolverla dentro del plazo que se establezca en la regulación interna a que se refiere la norma 

6.1.3. Podrá asesorarse por los funcionarios de la institución cuyo criterio y apoyo estime pertinente requerir, incluido el titular de la Auditoría Interna cuando proceda para efectos de adición o aclaración. El jerarca debe hacer la asignación respectiva considerando las necesidades expuestas , de conformidad con las políticas y regulaciones internas y externas sobre plazo y criterios para la asignación de recursos. No deberá supeditarse la decisión a otra instancia, a fin de proteger la independencia funcional y de criterio de la Autoridad Interna. 

En caso de que existan restricciones o limitaciones de orden presupuestario técnicamente justificada y documentadas, que no hagan factible solventar en su totalidad las necesidades de recursos que plantea la Auditoria Interna, el jerarca deberá dialogar con esta a fin de convenir sobre la dotación que podría concederse, de modo que se garantice que esa unidad se desempeñe de manera eficiente y eficaz, y se cubran hasta donde sea posible sus necesidades reales. 

Si el jerarca otorga a la Auditoria Interna sobre una dotación menor debidamente justificada, el jerarca debe instruir a las instancias de la entidad para que emprendan las acciones a fin de obtener y brindar esos recursos, incluyendo la coordinación con las entidades externas que tengan injerencia sobre la asignación de recursos, incluyendo la coordinación con las entidades externas que tengan injerencia sobre la asignación de recursos a la institución como un todo…”

Como se advierte de los lineamientos indicados, la Contraloría General de la República, como órgano responsable del sistema de control de la administración pública, establece los alcances de la relación de coordinación que hay entre la Administración activa y las Auditorías internas, para efectos de asignación de recursos.

Dicha competencia se ejerce de conformidad con lo dispuesto en la LGCI, en tanto dispone:

“Artículo 3º-Facultad de promulgar normativa técnica sobre control interno. La Contraloría General de la República dictará la normativa técnica de control interno, necesaria para el funcionamiento efectivo del sistema de control interno de los entes y de los órganos sujetos a esta Ley. Dicha normativa será de acatamiento obligatorio y su incumplimiento será causal de responsabilidad administrativa.

La normativa sobre control interno que otras instituciones emitan en el ejercicio de competencias de control o fiscalización legalmente atribuidas, no deberá contraponerse a la dictada por la Contraloría General de la República y, en caso de duda, prevalecerá la del órgano contralor”.

“Artículo 23.-Organización. La auditoría interna se organizará y funcionará conforme lo disponga el auditor interno, de conformidad con las disposiciones, normas, políticas y directrices que emita la Contraloría General de la República, las cuales serán de acatamiento obligatorio,”

Sobre la aplicación de la normativa legal citada con carácter prevalente a los actos administrativos dictados por la Administración, la misma Procuraduría General de la República, se pronunció en su momento, al indicar lo siguiente:

“….existe también una obligación concomitante de la Autoridad Presupuestaria de velar porque sus criterios para autorizar o denegar la ocupación de plazas, no vayan en detrimento de esa función especial que cumplen las Auditorías Internas, tal y como lo indicó la Contraloría General de la República en el Oficio DFOE-ST-0014 citado anteriormente, según el cual: “… debe quedar clara la responsabilidad no sólo de la propia administración activa, sino también de la Autoridad Presupuestaria de procurar que las garantías que establece la Ley General de Control Interno a favor de la función de Auditoría Interna deben mantenerse, entre ellas lo establecido en el artículo 28, pues lo contrario implicaría vaciar de contenido lo pretendido por el legislador. Téngase presente que las acciones u omisiones en que incurra cualquier funcionario público y que puedan debilitar la función de Auditoría Interna o poner en riesgo el Sistema de Control Interno, están propensas a generar responsabilidad de acuerdo con el artículo 39 de la Ley General de Control Interno…. Mediante una Directriz emitida por el Poder Ejecutivo, no es posible modificar el régimen especial para ocupar las plazas en las Auditorías Internas previsto en el artículo 28 de la Ley General de Control Interno, ya que de lo contrario, podría provocarse un debilitamiento en el funcionamiento del sistema de control interno de cada institución. En consecuencia, debe prevalecer lo regulado por la Ley General de Control Interno, sobre lo dispuesto en una Directriz emitida por el Poder Ejecutivo, tenga ésta carácter normativo o no…” criterio C- 011-2015 de 03 de febrero de 2015

En el mismo sentido, se ha pronunciado reiteradamente la Contraloría General de la República, al indicar lo siguiente:

a.- Oficio N.°14309 del 17 de noviembre, 2017:

“III. CRITERIO DEL ÓRGANO CONTRALOR: […] Además, en todo el proceso de planificación y presupuestación de recursos del que participa la Auditoría Interna como unidad administrativa se debe buscar la armonía institucional, de modo que esté presente la coordinación y fluya en los mejores términos la comunicación vertical y horizontal de manera oportuna, buscando dar el uso racional y eficiente que se debe a los escasos recursos públicos con que se cuente, todo con el afán de cumplir con los diferentes planes, objetivos y metas de las diferentes unidades administrativas y de la institución como un todo. Es oportuno tener presente que la administración activa y la auditoría interna tienen actividades complementarias y no antagónicas, la primera es responsable del Sistema de Control Interno y la segunda mediante el ejercicio de su función le corresponde apoyar a la administración en los esfuerzos para el fortalecimiento del Sistema citado y en el aseguramiento razonable del logro de los objetivos y cometidos institucionales En particular, el numeral 27 de la Ley General de Control Interno (LGCI) N.° 8292 que se transcribe en lo conducente establece que (…)/ Para efectos presupuestarios, se dará a la auditoría interna una categoría programática; para la asignación y disposición de sus recursos, se tomarán en cuenta el criterio del auditor interno y las instrucciones que emita al respecto la Contraloría General de la República. / La auditoría interna ejecutará su presupuesto, conforme lo determinen sus necesidades para cumplir su plan de trabajo. (El destacado no es del original). Al respecto, corresponde señalar que el criterio del auditor que se menciona no tiene un resultado imperativo en cuanto a la asignación y disposición final de recursos para la Auditoría Interna; el efecto más bien se establece e implica que se valore o aprecie (considere) la propuesta recibida de parte del Auditor. Entonces, el resultado final de la asignación de recursos (o presupuesto) puede ser diferente a la propuesta que ingresó para la formulación y trámite correspondiente. Por su parte, en el inciso d) del artículo 32 de la LGCI se indica que es deber del auditor interno, entre otros, administrar, de manera eficaz, eficiente y económica, los recursos del proceso del que sea responsable. El concepto administrar que se utiliza es sumamente amplio y como parte de él se incluye el manejo y atención de los recursos asignados a la unidad a cargo, en otras palabras, todo lo concerniente al presupuesto que se le ha concedido Así, el auditor interno tiene un papel preponderante en cuanto a la administración de los recursos de la unidad a su cargo, lo que necesariamente implica que es el primero en ser llamado a administrar el presupuesto que tiene a cargo, lo que supone y exige una acción diligente y oportuna de su parte. La directriz3 3.2 sobre Administración y disposición de recursos asignados a la Auditoría Interna dispone que la Auditoría Interna debe tener libertad para ejecutar sus recursos presupuestarios, de personal y de otra naturaleza, conforme lo dicten sus necesidades para cumplir con su plan de trabajo. Para el cambio de destino de los recursos asignados a la Auditoría Interna, el jerarca deberá valorar el criterio del titular de dicha unidad, en resguardo de su independencia funcional y de criterio y de la prestación de los diferentes servicios atinentes a la actividad. (El subrayado no es del original). De la directriz transcrita es oportuno manifestar en el mismo sentido ya comentado con respecto al numeral 27 de la LGCI, que el concepto que se utiliza en esta oportunidad en cuanto al cambio de destino de recursos ya asignados a la Auditoría Interna es que, antes de la acción, el jerarca o el competente de estas decisiones debe valorar, lo que viene a ser prácticamente lo mismo que tomar en cuenta el criterio del Auditor. Entonces, externado el criterio del Auditor sobre el asunto de interés se tomará en cuenta o valorará el criterio del Auditor, pero en última instancia resolverá el jerarca o competente, por lo que en consecuencia podrá cambiarse el destino de sobrantes en el contenido presupuestario de subpartidas de gastos, entre ellas, las referidas a remuneraciones. Así las cosas, en primer término, es de esperar que de presentarse sobrantes en subpartidas presupuestarias de la actividad de auditoría, sea el Auditor Interno quien oportunamente tome la iniciativa y proponga la reorientación de esos recursos, en procura de un uso eficiente y eficaz de los fondos públicos…”

b.- Oficio N.°04445 del 23 de marzo, 2018: 

“…b) Sobre la asignación y disposición de recursos de la Auditoría Interna Sobre este punto, ya en el oficio N.° 2132 (DFOE-DL-0190) citado, la CGR había llegado a la conclusión de que ante el jerarca del ente u órgano, es que las auditorías internas deben gestionar todo lo atinente a la dotación de recursos. Y es que precisamente, para desarrollar cabalmente su actividad, las auditorías internas precisan de una dotación de recursos congruente con su competencia institucional; es por eso que la normativa jurídica que le es aplicable determina como obligación del jerarca la de asegurar que tales recursos sean asignados y entregados oportunamente.

a. La Auditoría Interna – Le corresponde formular técnicamente y comunicar al jerarca el requerimiento de los recursos necesarios para asegurar el cumplimiento de las competencias de la actividad de auditoría interna, así como dar seguimiento al trámite y los resultados de la solicitud, a fin de emprender cualesquiera medidas que sean procedentes en las circunstancias conforme a estas directrices y a las demás regulaciones del ordenamiento que sean aplicables. Asimismo, en la figura de su titular y como parte de la responsabilidad por la administración de sus recursos, debe rendir cuentas ante el jerarca por el uso que haga de los recursos, de conformidad con el plan de trabajo respectivo. b. El jerarca – Tiene la responsabilidad de proporcionar los recursos a la Auditoría Interna. En consecuencia, debe analizar la solicitud y determinar la dotación que se hará. En el caso de que la dotación sea menor a la solicitada por la Auditoría Interna, debe justificarlo suficientemente. Asimismo, cuando corresponda, debe girar las instrucciones a las instancias institucionales pertinentes para que realicen, ante los terceros externos con injerencia sobre el particular, las gestiones y el seguimiento para que se obtengan los recursos necesarios para la Auditoría Interna. c. Otros funcionarios e instancias de la administración activa – Los titulares subordinados y colaboradores que en razón de su cargo tengan participación en el proceso de obtención y gestión de los recursos de la Auditoría Interna, deberán observar las instrucciones del jerarca sobre el particular, así como asegurar que los recursos asignados a esa actividad se encuentren disponibles para su uso y no se desvíe su destino a fines o unidades diferentes. Todo lo anterior, con sujeción a lo estipulado por el ordenamiento jurídico.

En ese sentido, existe una obligación por parte de la Administración de dotar de recursos suficientes a la Unidad de Auditoría Interna, de forma tal que pueda llevar a cabo sus funciones de acuerdo al plan de trabajo y el universo auditable, pero de igual forma, la auditoría interna tiene también la obligación de justificar mediante un estudio técnico8 por qué requiere determinada dotación de recursos y en caso de denegatoria en qué términos podría afectar la actividad de la auditoría interna y la independencia funcional y de criterio. Por otra parte también, el numeral 2.4 de las Normas para el Ejercicio de la Auditoría Interna en el Sector Público 9 (NEAISP), determina que el auditor interno debe gestionar que los recursos de la auditoría interna sean adecuados y suficientes, y que ante limitaciones de recursos que afecten la cobertura y alcance de la actividad de auditoría interna, el auditor debe presentar al jerarca un estudio técnico sobre las necesidades de recursos, debidamente fundamentado. Por lo tanto, respecto a este tema, la propia auditoría interna debe determinar cuál es su necesidad de recursos y gestionar ante su jerarca la dotación respectiva, teniendo presente no sólo los factores directamente identificables con la unidad, sino también las posibilidades institucionales de otorgar una mayor o menor cantidad, por lo que no serían procedentes las solicitudes que vayan en detrimento de dichas posibilidades o que no encuentren justificación técnica. Tampoco es procedente que el jerarca con potestades para otorgar o limitar esa dotación de recursos, los restrinja al punto de afectar negativamente la actividad de la auditoría interna o que no le brinde los recursos necesarios para poder llevar a cabo las funciones que el ordenamiento jurídico le asigna. c) Sobre la clasificación presupuestaria de la auditoría interna como actividad programática Respecto del punto en particular, resulta necesario aclarar primero, el concepto de categoría programática al que hace referencia el artículo 27 de la LGCI, que está definido en la norma 1.1 de las Normas Técnicas sobre Presupuesto Público10 (NTPP) N-1-2012-DC-DFOE, como: (…) el conjunto de acciones que requerirán autorización de recursos y que configuran finalmente la estructura del presupuesto (programa, subprograma, actividad, proyecto, obra, tarea).

Entonces cuando se habla de categoría programática, se está haciendo referencia no solamente a un programa, sino también a un subprograma, una actividad, un proyecto o incluso una tarea, que finalmente conforman la estructura del presupuesto. Así, al definir el artículo 27 de la LGCI que (…) Para efectos presupuestarios, se dará a la auditoría interna una categoría programática (…), hace referencia a que para asignar y disponer de sus propios recursos, se le debe dotar al ejecutor –en este caso a la auditoría interna–, de una categoría dentro de esa estructura presupuestaria de la Municipalidad, que le permita una adecuada administración de los recursos que le son asignados. Ordinariamente la categoría que le corresponde a una unidad de auditoría interna es la de actividad del Programa I11, lo cual no impide que esas unidades puedan administrar los recursos que les son asignados, y basta con que los jerarcas regulen la administración de esos recursos, de conformidad con los procedimientos institucionales establecidos en materia presupuestaria, asumiendo a su vez la auditoría interna, la obligación de administrar los recursos que le sean asignados, de forma eficiente, eficaz y económica12 . Es por esto que debe haber una correcta planificación, ya que pese a que se espera que el jerarca institucional le asigne los recursos suficientes y necesarios a la auditoría interna para que pueda cumplir con su gestión, la auditoría interna debe contar con un plan de trabajo que justifique que los recursos requeridos son proporcionales al universo auditable de la institución; esto de conformidad con indicado en el inciso f) del artículo 22 de la LGCI, y específicamente con lo establecido en el punto 2.2 13 de las NEAISP. Aunado a ello, debe quedar claro que la clasificación presupuestaria, es un tema presupuestario, independiente a la asignación de los recursos que le corresponden a la auditoría por parte del jerarca, lo cual ya se desarrolló en el acápite anterior…”

c.- oficio Nro. 17355 del 22 de diciembre, 2016:

“… De acuerdo con lo anterior, a efecto de garantizar el cumplimiento de la actividad de la auditoría interna, la LGCI le asignó amplias competencias, potestades para su ejercicio, independencia funcional y de criterio, dotación de recursos, régimen de nombramiento especial, régimen de inamovilidad del auditor y subauditor interno, y regulaciones específicas de organización y funcionamiento de éstas12. En lo que respecta a la dotación de recursos a las auditorías internas, el artículo 27 de la LGCI establece que el “jerarca de los entes y órganos sujetos a esta Ley deberá asignar los recursos humanos, materiales, tecnológicos, de transporte y otros necesarios y suficientes para que la auditoría interna pueda cumplir su gestión./ Para efectos presupuestarios, se dará a la auditoría interna una categoría programática; para la asignación y disposición de sus recursos, se tomarán en cuenta el criterio del auditor interno y las instrucciones que emita al respecto la Contraloría General de la República. La auditoría interna ejecutará su presupuesto, conforme lo determinen sus necesidades para cumplir su plan de trabajo.”

d.- Oficio N° 03076 del 18 de marzo de 2009:

“a)	Sobre la categoría programática

Este órgano contralor en otras ocasiones se ha pronunciado sobre el requerimiento que hace el artículo 27 de la Ley General de Control Interno, en el sentido de que la Auditoría Interna tenga una categoría programática.

Artículo 27. —Asignación de recursos. El jerarca de los entes y órganos sujetos a esta Ley deberá asignar los recursos humanos, materiales, tecnológicos, de transporte y otros necesarios y suficientes para que la auditoría interna pueda cumplir su gestión. / Para efectos presupuestarios, se dará a la auditoría interna una categoría programática; para la asignación y disposición de sus recursos, se tomarán en cuenta el criterio del auditor interno y las instrucciones que emita al respecto la Contraloría General de la República. / La auditoría interna ejecutará su presupuesto, conforme lo determinen sus necesidades para cumplir su plan de trabajo. -destacado propio-

Para poder comprender a que quiere decir la Ley General de Control Interno cuando nos habla de categoría programática, la cual se define como: Las categorías programáticas son la formalización en el presupuesto de las diversas acciones a realizar jerárquicamente o delimitándolas en forma tal que el expresar la red de conocimiento. Por su parte, el “Manual de normas técnicas sobre presupuesto que deben observar las entidades, órganos descentralizados, unidades desconcentradas y municipalidades, sujetos a la fiscalización de la Contraloría General de la República, publicado en La Gaceta Nº 183 del 27 de setiembre de 1988”, en cuyo punto 501.02 define este instituto como:

"Categoría programática: Representa el conjunto de acciones que requerirán autorización de recursos y que configuran finalmente la estructura del presupuesto (programa, subprograma, actividad, proyecto, obra, tarea, etc.)"

Asimismo, la norma 501.12 de dicho Manual señala

"Estructura presupuestaria: Es la forma particular adoptada por la entidad para la presentación de los programas del presupuesto".

Lo anterior quiere decir, que categoría programática no se refiere únicamente a un programa, sino que también incluye subprogramas, actividades, proyectos o tareas. Siendo lo correcto asignarle a la auditoría interna la categoría de “actividad”, entendiendo esta como: “la división más reducida de cada una de las acciones a desarrollar para cumplir con las metas de un programa o subprograma de funcionamiento y radica en la ejecución de trabajos mediante la utilización de los recursos humanos, materiales y financieros con un costo global y unitario, que queda a cargo de una entidad administrativa del nivel intermedio.”. Con lo cual, no se violentan los principios de independencia del auditor, ni se actúa en contra del numeral 27 de la Ley General de Control Interno.

a.	Sobre la necesaria participación del auditor para la ejecución de su presupuesto.

Ahora bien, aún cuando hemos dicho que clasificar a la auditoría interna como actividad dentro del presupuesto institucional, no vulnera por sí mismo la independencia del auditor ni va en contra de lo requerido por el artículo 27 de la Ley General de Control Interno, si es indispensable indicar que no se podrá disponer de los fondos asignados a la auditoría interna sin previa autorización por parte del auditor.

Anteriormente, hemos indicado que:

“En este sentido, la asignación adecuada de los recursos a la Auditoría Interna, según lo dispuesto en el artículo 27 de cita, obedece a la responsabilidad fundamental del jerarca de establecer, mantener, perfeccionar y evaluar el sistema de control interno institucional, asignada en el artículo 10 de la Ley General de Control Interno, siendo la Auditoría Interna componente orgánico y funcional de ese sistema. / De igual manera, queda claro según dicho artículo, que los trámites que se lleven a cabo por parte de la administración activa, respecto de la disposición de los recursos asignados a la Auditoría Interna, requieren el criterio del titular de esa actividad, en resguardo de su independencia funcional y de criterio y de la labor de fiscalización a su cargo.”

Incluso en el oficio 05292(DI-CR-202) antes citado, se fue más explícito al señalar una serie de aspectos que resulta importante retomar en esta ocasión, tales como:

•	Corresponde a los jerarcas de las instituciones asignar los recursos a las Auditorías Internas.

•	Para efectos presupuestarios debe asignarse a la Auditoría Interna de cada institución una categoría programática; la cual debe cumplir con los requisitos que ese concepto implica. Para mayor ilustración se cita la norma 501.02 del “Manual de normas técnicas sobre presupuesto que deben observar las entidades, órganos descentralizados, unidades desconcentradas y municipalidades, sujetos a la fiscalización de la Contraloría General de la República”, que define categoría programática como la que “Representa el conjunto de acciones que requerirán autorización de recursos y que configuran finalmente la estructura del presupuesto (programa, subprograma, actividad, proyecto, obra, tarea, etc.).”. Esta definición necesariamente implica que la categoría programática debe tener asociado el detalle de los objetivos, las metas, los indicadores de desempeño, los productos, las fuentes de financiamiento y la clasificación por objeto del gasto de los recursos asignados, en este caso a la unidad de Auditoría Interna.

•	Se debe tomar en cuenta el criterio del Auditor Interno para la asignación y disposición de los recursos de esa unidad, lo que a juicio de este Órgano Contralor, únicamente es comprobable mediante la autorización con su firma en los documentos (o similar en medios electrónicos) de asignación y de ejecución presupuestaria formalmente utilizados por la Administración.

•	Para la asignación y disposición de los recursos de la Auditoría Interna deben considerarse las instrucciones que al respecto emita esta Contraloría General de la República.

•	La Auditoría Interna debe tener libertad para ejecutar su presupuesto conforme lo dicten sus necesidades para cumplir con su plan de trabajo.

•	El Auditor Interno debe rendir cuentas por el uso que haga de los recursos de conformidad con el plan de trabajo respectivo.

Nótese que esa ocasión, este órgano contralor, reiteró la potestad que tiene la Auditoría Interna de disponer de sus recursos para el cumplimiento de su plan de trabajo, e incluso, introdujo la necesidad de que el auditor apruebe mediante su firma en los documentos (o similar en medios electrónicos) como único medio para comprobar que las disposiciones presupuestarias realizadas en la partida destinada a la Auditoría Interna cuentan con el visto bueno del Auditor Interno. 

Asimismo, se ha indicado que aún cuando se le defina a la auditoría interna como una “actividad” la administración queda obligada a implementar los mecanismos necesarios para garantizarse que sea la auditoría interna quien administre adecuadamente sus recursos.

“No obstante lo anterior, se debe indicar que aún cuando la auditoría interna sea definida presupuestariamente como ‘actividad’, basta con que su jerarca gire las instrucciones que correspondan para que esa auditoría administre los recursos asignados, ajustándose, por supuesto, a los procedimientos institucionales establecidos para estos efectos.”

a.	Sobre el caso particular

Esta División comprende que por razones de seguridad y control sobre el manejo presupuestario a lo interno de la institución, se le haya encargado del Despacho del Ministerio firmar y aprobar los movimientos presupuestarios; no obstante, de conformidad con el ordenamiento jurídico analizado, la potestad que tiene el auditor interno de decidir y aprobar la forma en que se utilizarán sus recursos no podría verse afectada.

En consecuencia, entiende este órgano contralor, que la firma y aprobación dada por el Encargado del Despacho del Ministerio no sustituye la autorización que debe dar el Auditor Interno, quien vasta decir, es el único que puede disponer de los recursos asignados a la actividad de la auditoría; pues la interpretación contraria estaría en contra de la Ley General de Control Interno, y de los reiterados pronunciamientos emitidos por este órgano.

En consecuencia, podría interpretarse que por razones de llevar un mejor control presupuestario interno de la institución se requiera la autorización conjunta de la administración activa y el auditor interno, pero teniendo siempre presente que la potestad de decidir sobre la utilización de los fondos es el Auditor Interno.

e.- Criterio DFOE-IFR-0186 (06736) del 16 de mayo de 2019:

“Por medio de los “Lineamientos sobre gestiones que involucran a la Auditoría Interna presentadas ante la Contraloría General de la República”, este órgano contralor actualizó la normativa atinente a las gestiones relacionadas con la actividad de las Auditorías Internas institucionales. Dichos Lineamientos definen los requerimientos mínimos que deben ser observados en las gestiones relacionadas con las actividades de las Auditorías Internas del sector público y son de acatamiento obligatorio por parte de los jerarcas, titulares subordinados y las Auditorías Internas y de otras instancias que tengan participación o injerencia en las gestiones que los Lineamientos regulan.

Las consultas 1 y 2 formuladas en esta oportunidad, refieren a la posibilidad de que la administración pueda de manera unilateral variar o dotar de ciertas especialidades a las plazas, vacantes o en propiedad, que se encuentra asignada de la Auditoría Interna y si una vez realizadas esas especialidades, puede también, de manera unilateral, realizar nombramientos, suspensión, remoción u otros del personal de esa Auditoría Interna.

Sobre el particular, los referidos Lineamientos establecen en sus apartes No. 5.1 y 5.3 en lo que interesa, los criterios que se deberán observar para la gestión de las regulaciones administrativas aplicables tanto al Auditor y Subauditor Interno como para la aplicación de movimientos para el resto del personal de la Auditoría Interna y el análisis de situaciones en las cuales las regulaciones administrativas aplicables pueden afectar negativamente el desarrollo de la actividad de la Auditoría Interna.

También, en lo atinente a los recursos de la Auditoría, el punto 6.3.2 de la citada norma, señala que la Auditoría Interna debe tener libertad para ejecutar sus recursos presupuestarios, de personal y de otra naturaleza, conforme lo dicten sus necesidades para cumplir con su plan de trabajo. Se estipula, que en caso de cambio de destino de esos recursos asignados a la Auditoría Interna “el jerarca deberá valorar el criterio del titular de dicha unidad, en resguardo de su independencia funcional y de criterio y de la prestación de los diferentes servicios atinentes a la actividad”

Concretamente en lo que respecta al recurso humano, el aparte 6.3.3 indica que la Auditoría Interna debe contar con un número determinado de funcionarios que les permita ejercer su actividad con la debida oportunidad, cobertura y disponibilidad. El jerarca institucional y los funcionarios a los que se les asigna la labor de proveer tales recursos, deben tomar las previsiones pertinentes para garantizar a la Auditoría Interna, dentro de las posibilidades institucionales, los recursos humanos suficientes y necesarios. Las vacantes que surjan deben suplirse atendiendo a los requerimientos que establece el ordenamiento jurídico. Cuando se pretenda disminuir plazas de la Auditoría Interna se debe contar con la autorización previa del titular de la Auditoría Interna. El razonamiento legal y técnico que emita éste, también debe ser considerado por el jerarca cuando se valore la posibilidad de llenar una plaza, dentro de los términos que establece el artículo 28 de la Ley General de Control Interno.”

De esta forma, puede desprenderse con meridiana claridad, que si bien el jerarca es el responsable de la administración del órgano o ente y de emitir las regulaciones pertinentes para tal efecto, cuando dichas decisiones involucren recursos o personal asociado a la Auditoría Interna, debe de valorar las particulares afectaciones que ello pueda tener en la función de la Auditoría, y para ello, conforme con lo expuesto, el que sus actuaciones no causen menoscabo o impacto negativo en la actividad propia de la Auditoría Interna. En ese sentido, la participación del Auditor, como jerarca de esa unidad, a través de su criterio sobre esos aspectos, resulta ineludible.

 Esta Contraloría General ha manifestado en otras oportunidades, en lo que compete a la administración de los recursos, y que resulta también aplicable a lo consultado en esta oportunidad, en relación con la necesaria participación y coordinación tanto del jerarca institucional como de la propia Auditoria, señalando que “...en todo el proceso de planificación y presupuestación de recursos del que participa la Auditoría Interna como unidad administrativa se debe buscar la armonía institucional, de modo que esté presente la coordinación y fluya en los mejores términos la comunicación vertical y horizontal de manera oportuna, buscando dar el uso racional y eficiente que se debe a los escasos recursos públicos con que se cuente, todo con el afán de cumplir con los diferentes planes, objetivos y metas de las diferentes unidades administrativas y de la institución como un todo. Es oportuno tener presente que la administración activa y la auditoría interna tienen actividades complementarias y no antagónicas, la primera es responsable del Sistema de Control Interno y la segunda mediante el ejercicio de su función le corresponde apoyar a la administración en los esfuerzos para el fortalecimiento del Sistema citado y en el aseguramiento razonable del logro de los objetivos y cometidos institucionales.”

En relación con la última consulta formulada relacionada con la validez e implicaciones legales que podrían tener los actos administrativos relacionados con los movimientos del personal que no se ajusten a lo preceptuado por el artículo No. 24 de la Ley General de Control Interno, debe indicarse, en primera instancia, que ello debe de ser analizado de frente a cada caso concreto. Los Lineamientos ya citados, establecen pautas para los casos que a criterio del Auditor, una regulación administrativa afecte de manera negativa el ejercicio de las funciones legalmente asignadas a la actividad de Auditoría Interna. En ese sentido, se dispone en el aparte 5.5, que “...las regulaciones administrativas aplicables al personal de la Auditoría Interna no pueden impedir, amenazar ni afectar negativamente los requisitos de independencia y objetividad que corresponde observar al personal de la Auditoría Interna en el ejercicio de las actividades que les son inherentes. Si se determina que una regulación no cumple este requisito, la administración activa deberá realizar las salvedades o ajustes pertinentes para su aplicación al personal de la Auditoría Interna, conforme se indica en esta normativa.” (El resaltado es propio)…”

Por otra parte, en el caso de análisis, debe tomarse en consideración que esta unidad asesora ha estimado que entre el Poder Judicial y la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones opera una relación interorgánica, no intersubjetiva, por lo que este último órgano, a pesar de tener personalidad jurídica instrumental, se mantiene como parte de la estructura orgánica del Poder Judicial, lo cual habilita el traslado horizontal de personas servidoras, siempre y cuando no se incurra en un ejercicio ilegítimo del ius variandi.

No obstante, esta unidad asesora reitera su criterio externado anteriormente, en el sentido de que debe tomarse en consideración que el recurso humano destinado a la administración del indicado órgano con personalidad jurídica instrumental, debe ser financiado con recursos provenientes de la comisión prevista en el artículo 239 in fine de la LOPJ.

De manera adicional en el caso objeto de consulta, debe tomarse en consideración que lo planteado en la respectiva solicitud de criterio, se funda en la viabilidad jurídica de trasladar a la indicada Junta, las plazas que estaban asignadas a la Unidad de Auditoría, cuando el Fondo de Jubilaciones y Pensiones era administrado por los órganos propios del Poder Judicial, sin contar con personalidad Jurídica instrumental.

Conforme a lo anterior se entiende que el planteamiento realizado se funda en el traslado de una competencia propia de la Auditoría Judicial del Poder Judicial al órgano creado mediante la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018) y la consecuente especialización, tanto de las personas servidoras a ser trasladadas como de la Junta en cuanto a la especialización de sus recursos.

En este sentido, conforme al análisis realizado ut supra, sería procedente desde el punto de vista jurídico el traslado planteado, dada la relación interorgánica dicha anteriormente, mediante acto debidamente motivado, siempre y cuando operen las siguientes condiciones:

· Se realice consulta previa y formal a la persona responsable de la Auditoría Interna, quien deberá expresar sus consideraciones con la debida motivación, en caso de oponerse al movimiento de personal planteado.

· Se valore si con el traslado podría estarse afectando la programación de la auditoría interna para el ejercicio de sus funciones, conforme la planificación realizada por dicho órgano de control y conocida y aprobada por la Corte Suprema de Justicia, o si se estaría debilitando el sistema de control interno institucional con la respectiva decisión. Lo anterior por cuanto debe valorarse si el personal que se plantearía trasladar, haya sido reasignado a otras funciones propias de control y fiscalización del Poder Judicial y resulte necesario e imprescindible para cumplir el plan de trabajo previsto por la Auditoría Interna.

· Exista un acto debidamente motivado que establezca la necesidad, oportunidad y conveniencia del traslado planteado y se realice la respectiva valoración de los razonamientos y justificaciones dadas por la persona a cargo de la Auditoría Interna.

· [bookmark: _Hlk78441230]El traslado eventual de las personas para el control de los recursos de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, debe significar el cumplimiento de lo dispuesto por la Contraloría General de la República y considerado por esta Dirección, respecto de la necesidad de creación de una auditoría propia, con una categoría programática para dicho órgano y en el entendido de que deberá cautelarse que las personas eventualmente trasladadas gozarán las garantías de estabilidad e independencia que contempla la Ley General de Control Interno, bajo una estructura propia dedicada a la fiscalización de los respectivos recursos. Conforme a lo anterior, estima esta unidad asesora que más que trasladar personal, deberá cautelarse la organización suficiente y necesaria de control frente a la administración activa que significaría las conductas de la Junta respectiva.

Debe tomarse en consideración que los indicados lineamientos, establecen un procedimiento para la asignación de recursos, que podría ser de aplicación complementaria de prevalecer discrepancia con lo indicado por la Auditoría Interna. En este sentido señala:

“…6.2.11 Desacuerdos atinentes a la Dotación de Recursos. Cuando el Titular de la Auditoría Interna no esté conforme con la resolución del jerarca respecto de su solicitud de recurso, podrá expresarle las razones de su inconformidad e indicarle los riesgos, podrá expresarle las razones de su inconformidad e indicarles a los riesgos que podrían generarse, aportando cualquier otra información que estime pertinente. El jerarca deberá referirse a lo expuesto por la Auditoria Interna, dentro del plazo que se establezca en la regulación interna a que se refiere la norma 6.1.3 Si luego de esa gestión persiste el desacuerdo, el titular de la Auditoría  Interna debe documentar que la falta de recursos limita el desarrollo efectivo y oportuno de la actividad y reiterar al jerarca los riesgos que se estaría al jerarca los riesgos que estaría asumiendo, así como la eventual responsabilidad en la que puede incurrir el jerarca, de la conformidad con articulo 39 Ley General de Control Interno…”

No se omite recordar que en temas de control interno el Jerarca debe tener especial prudencia, toda vez que el artículo 39 de la LGCI dispone:

“Artículo 39.-Causales de responsabilidad administrativa. El jerarca y los titulares subordinados incurrirán en responsabilidad administrativa y civil, cuando corresponda, si incumplen injustificadamente los deberes asignados en esta Ley, sin perjuicio de otras causales previstas en el régimen aplicable a la respectiva relación de servicios.

El jerarca, los titulares subordinados y los demás funcionarios públicos incurrirán en responsabilidad administrativa, cuando debiliten con sus acciones el sistema de control interno u omitan las actuaciones necesarias para establecerlo, mantenerlo, perfeccionarlo y evaluarlo, según la normativa técnica aplicable.

Asimismo, cabrá responsabilidad administrativa contra el jerarca que injustificadamente no asigne los recursos a la auditoría interna en los términos del artículo 27 de esta Ley.

Igualmente, cabrá responsabilidad administrativa contra los funcionarios públicos que injustificadamente incumplan los deberes y las funciones que en materia de control interno les asigne el jerarca o el titular subordinado, incluso las acciones para instaurar las recomendaciones emitidas por la auditoría interna, sin perjuicio de las responsabilidades que les puedan ser imputadas civil y penalmente.

El jerarca, los titulares subordinados y los demás funcionarios públicos también incurrirán en responsabilidad administrativa y civil, cuando corresponda, por obstaculizar o retrasar el cumplimiento de las potestades del auditor, el subauditor y los demás funcionarios de la auditoría interna, establecidas en esta Ley.

Cuando se trate de actos u omisiones de órganos colegiados, la responsabilidad será atribuida a todos sus integrantes, salvo que conste, de manera expresa, el voto negativo.”

Conforme a lo anterior, debe tomarse en consideración que en sesión de Corte Plena Nº 006 – 2021, artículo II de 8 de febrero de 2021 se conoció el Plan Anual de Trabajo de la Auditoría Interna para el presente año y se dispuso lo siguiente:

“En sesión N° 05-2021 celebrada el 1 de febrero del año en curso, con vista en el oficio N° 1439-342-AUD-SEGA-2020 de 25 de noviembre del 2020, remitido por el máster Roberth García González, Auditor Judicial, referente al Plan Anual de Trabajo (PAT) para el período 2021, se dispuso que en la próxima sesión del lunes 8 de febrero en curso, se incluya este oficio dentro del capítulo de propuestas.

El oficio que se da cuenta, literalmente dice:

“Con el propósito de que se haga del conocimiento de Corte Plena, en su condición de jerarca de esta Auditoría, se remite el Plan Anual de Trabajo (PAT) para el periodo 2021, el cual se confeccionó conforme lo establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial, Ley General de Control Interno, Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, Reglamento de Auditoría Interna y Normas para el Ejercicio de la Auditoría Interna en el Sector Público.

Es de recordar que el PAT es una guía de suma importancia para la Auditoría Judicial, para orientar la utilización de los recursos hacia el mejoramiento de la eficiencia, eficacia y economía de las áreas de mayor sensibilidad y criticidad de la Institución, teniendo como objetivo optimizar la prestación de los servicios y coadyuvar conforme a la misión de lograr una administración justicia pronta y cumplida. 

Para la elaboración del Plan Anual de Trabajo, en primera instancia, en el mes de agosto anterior, se remitió comunicado al estrato gerencial de la Institución, con la finalidad de que emitieran su criterio sobre las áreas que consideran desde su perspectiva como de atención prioritaria, críticas y sensibles para el Poder Judicial, así como aquellas actividades o proyectos que estimen deban ser evaluados por parte de esta Auditoría, eso sin dejar de lado la disponibilidad de recursos de esta Dirección fiscalizadora. Así también en el mes de setiembre, se recibió con agrado respuestas de las presidencias de las distintas salas, las direcciones departamentales, los jerarcas del Organismo de Investigación Judicial, Ministerio Público, Defensa Pública e integrantes del Consejo Superior.

Sobre el particular, todas las sugerencias recibidas se analizaron de acuerdo con el Ciclo de Auditoría, la metodología basada en riesgos asociados al Universo Auditable. De dichas sugerencias, las que obtuvieron la calificación más alta fueron incorporadas al Plan Anual de Trabajo.

Por otra parte, en lo referido al planeamiento, es importante señalar que el presente PAT está articulado con la Planificación Institucional y el Plan Anual Operativo vigente de la Auditoría.

No menos importante, es indicar, que el PAT está constituido, tanto por estudios “programados” como “no programados”, con la finalidad de atender solicitudes y denuncias formuladas por el Jerarca y Titulares Subordinados del Poder Judicial, Contraloría General de la República, entre otros.

En otro orden de contenido, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 25 de la Ley General de Control Interno, así como en los lineamientos emitidos para tal efecto por parte de la Contraloría General de la República, los planes anuales de trabajo no requieren de la aprobación de los jerarcas de las instituciones públicas, no obstante, por transparencia se les informa para el conocimiento de nuestro universo auditable.  

Finalmente, de conformidad con los lineamientos antes citados, la información de este Plan en cuanto a proyectos de fiscalización, se incluyeron en el Sistema de la Contraloría General de la República que para esos efectos dispone el Órgano de Fiscalización Superior.”

Se acordó: Tener por recibido el informe del Plan Anual de Trabajo para el periodo 2021 de la Auditoría Judicial. Se declara acuerdo firme…”

[bookmark: _Hlk78441141]Consecuente con lo anterior, si el Plan Anual de Trabajo de la Auditoría Judicial parte de la previsión de una serie de recursos humanos para su cumplimiento, necesariamente deberá valorarse si con el traslado planteado se estará afectando el mismo, a efecto de que no pueda interpretarse que la Administración activa está limitando a priori su ejecución, en contra de los deberes propios de la Administración activa en la materia. 

II.- Conclusión:

Esta unidad asesora estima procedente que se valore la procedencia del traslado del personal actualmente adscrito a la Auditoría Interna y destinado originalmente al control de los recursos del fondo de pensiones y jubilaciones del Poder Judicial para ser destinado a la fiscalización de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones, siempre y cuando en primer término opere consulta formal a la Auditoría Interna de este Poder, a efecto de determinar su anuencia y en el entendido de que la decisión respectiva que podría llegar a adoptarse, debe valorar que exista certeza respecto de que no se esté afectando el ambiente de control interno institucional ni el Plan Anual de Trabajo de la Auditoría Judicial.

Adicionalmente, esta unidad asesora estima oportuno advertir que el eventual traslado de las personas al control de la referida Junta debería traducirse en la conformación de una Auditoría propia, con una categoría programática para dicho órgano y en el entendido de que deberá cautelarse que las personas eventualmente trasladadas gozarán las garantías de estabilidad e independencia que contempla la Ley General de Control Interno, bajo una estructura propia dedicada a la fiscalización de los respectivos recursos.” 
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En sesión N° 48-2021 celebrada el 10 de junio de 2021, artículo LX, se solicitó a Dirección Jurídica, que ampliara el criterio jurídico N° DJ-C-171-2021 del 5 de abril de 2021, conforme al criterio emitido por la Contraloría General de la República en el oficio N° DFOE-GOB-0042 del 28 de mayo de 2021, en cuanto a la posibilidad de que la Auditoría interna del Poder Judicial, audite el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, o en su defecto la viabilidad jurídica de trasladar al citado órgano las plazas que estaban asignadas a la Unidad de Auditoría del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, para que realizaran dicha labor sustantiva, tomando en consideración que la Contraloría General de la República indicó que era competencia institucional valorar el tema, según lo siguiente: “…En torno a la consulta que realizó la Junta Administradora del FJPPJ de si era posible que la Auditoría Interna del Poder Judicial cediera las plazas de la Sección de Auditoría del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial dado su enfoque exclusivo de atención, experiencia y especialización en la materia, para que fueran trasladadas bajo administración de la Junta Administradora del FJPPJ y con ello respetar el enfoque original para el cual dichas plazas fueron creadas; se reiteró lo señalado en el oficio DFOE-PG-0436; respecto a que el Órgano Contralor no tiene las competencias legales ni constitucionales para decidir el ámbito de actuación legal de la administración activa en torno a sus propios funcionarios, lo cual obedece a su régimen de organización funcionarial, ni tampoco decidir la procedencia o no en la forma de utilización de sus recursos materiales, financieros, tecnológicos y de infraestructura, todo lo cual responde al ámbito de actuación interno que define cada institución.

Posteriormente, en sesión N° 61-2021 del 22 de julio de 2021, artículo XXVII, se tomó nota de lo comunicado por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico interino. Y se prorrogó por 5 días más, contados a partir de la comunicación de este acuerdo, el plazo para que se presentara la ampliación del criterio jurídico N° DJ-C-171-2021 del 5 de abril de 2021, conforme al criterio emitido por la Contraloría General de la República en cuanto a la posibilidad de que la Auditoría interna del Poder Judicial, auditara el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Indica el integrante Montero Zúñiga: “Me parece en que es la Corte Plena a quien le corresponde resolver este asunto.”

Señala el Presidente, magistrado Cruz Castro: “Desde el punto de vista práctico, veo que es positivo que la Auditoría audite al fondo.”

Refiere el integrante Montero Zúñiga: “Lo ideal es que la Auditoría vuelva a auditar con los recursos que ellos tienen el fondo, me parece más trasparente el proceso.”

Consulta el Presidente, magistrado Cruz Castro: “Y si acepta, no tendría que pasar por la Corte Plena.

Añade el integrante Bonilla Garro: “Sería previamente a enviarlo a la Corte Plena, que se le dé audiencia”

Agrega el Presidente, magistrado Cruz Castro “Si les parece, en 10 días.”

Analizada por este Consejo la gestión anterior, se acordó: Previamente a trasladar la gestión de cita a la Corte Plena, conceder audiencia al auditor judicial del Poder Judicial, máster Roberth García González, para que se refiera al criterio jurídico DJ-C-421-2021 del 29 de julio de 2021, lo anterior en el plazo de 10 días hábiles después de recibida esta comunicación. Se declara acuerdo firme”

- 0 -

Mediante el oficio número 1107-52-UJ-2021 del 20 de agosto de 2021, el máster Roberth García González, Auditor Judicial, remitió la siguiente gestión:

“En atención al oficio N° 7047-2021, relacionado con la audiencia conferida mediante el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 67-2021 celebrada el 05 de agosto del 2021, ARTÍCULO XXI y notificado a esta Auditoría por correo electrónico el 09 de agosto, se procede a responder en los siguientes términos:

1. Cuestiones previas. 

[bookmark: _Hlk64621677]Desde el 2002, con la promulgación de la Ley General de Control Interno, se tiene claro a nivel institucional que Corte Plena es el jerarca de la Auditoría Judicial. Posición que se analizó y aprobó por ese Órgano en sesión número 50-02, celebrada el 4 de noviembre de 2002, artículo XX, en los siguientes términos:

[bookmark: _Hlk37750242]“(…) la Corte Suprema de Justicia es el jerarca máximo de la administración activa del Poder. (…) Lo anterior lleva necesariamente a concluir que las atribuciones asignadas por la Ley número 8292 al jerarca, deben ser entendidas como dadas a la Corte Suprema de Justicia, en consecuencia, fue derogado en lo conducente el artículo 89 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en cuanto dicha norma disponía expresamente que la Auditoría Interna del Poder Judicial dependía del Consejo Superior. Como se dijo, a partir de la entrada en vigencia de la Ley 8292, el jerarca de dicho órgano pasa a ser la Corte Suprema de Justicia”. Se dispuso: Aprobar el anterior informe de los Magistrados Solís y Vargas y hacerlo de conocimiento del Consejo Superior y de la Auditoría Judicial, para los fines consiguientes. (…)” (Lo resaltado no es del original).

Además, fue avalado por la Contraloría General en oficio No. 11133-2010, mediante el cual indicó:

Del acuerdo transcrito se desprende que la Corte Plena ya había analizado la situación sobre cual órgano es el jerarca del Poder Judicial y concluyó al igual que lo hace esta División Jurídica, que la Corte Plena o Corte Suprema de Justicia es el órgano administrativo de máxima autoridad. 

(…) III. Conclusiones.

De lo anterior se concluye: 

a) Que la Corte Plena o Corte Suprema de Justicia en los términos de la Ley General de Control Interno es el Jerarca o máxima autoridad en el Poder Judicial. 

b) Que los destinatarios de los informes de auditoría son el jerarca o los titulares subordinados de la administración activa, según lo establecido en el artículo 35 de la Ley General de Control Interno.

c) Que el Consejo Superior del Poder Judicial en los términos de la Ley General de Control Interno tiene la condición de titular subordinado. 

(…) (Lo resaltado es propio).

Consecuentemente, por acuerdo de Corte Plena confirmado en criterio del Órgano Contralor, el artículo 89 de la Ley Orgánica del Poder Judicial fue derogado por la Ley General de Control Interno, en cuanto el jerarca de la Auditoría es Corte Plena y no el Consejo Superior, siendo este último un titular subordinado más. Asimismo, fue derogada en la referencia del artículo 84 de la LOPJ cuando señala que la Auditoría Interna depende del Consejo Superior.

1. Fortalecimiento de la organización de la Auditoría Interna del Poder Judicial orientada hacia Presuntos Hechos Irregulares (PHI)

Con la entrada en vigencia de la Ley No. 9544 que Reforma la Ley Orgánica del Poder Judicial y crea la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, la Contraloría General de la República, mediante dictamen DFOE-PG-0436 del 10 de agosto de 2018, señaló la improcedencia de continuar evaluando el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial por parte de esta Auditoría, al indicar dentro de las conclusiones:

1) La Auditoría lnterna del Poder Judicial no tiene la facultad de fiscalizar, advertir o asesorar a la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por cuanto escapa de su ámbito de actuación institucional de conformidad con los artículos 7 y 21 de la LGCI; además por el hecho de haberse depositado la administración del Fondo en un órgano desconcentrado como la Junta, fuera del ámbito de jerarquía del Poder Judicial. (El subrayado no es del original)

Lo anterior fue ratificado mediante oficio DFOE-GOB-0042 del 28 de mayo de 2021, en términos generales, por parte de la CGR, como se cita:

El Órgano Contralor mantiene incólume en todos sus extremos lo indicado en el oficio DFOE-PG-0436 del 10 de agosto del 2018; así como su acatamiento vinculante; no habiendo motivo para revertir en nada el criterio vertido sobre la falta de competencia de esa Auditoría Judicial para prestar sus servicios a la Junta Administradora y el FJPPJ; resultando en consecuencia inevacuables los acápites a), b), c) y d) de la consulta del Auditor Judicial.

Por otra parte, la Contraloría General de la República por medio de la resolución R-DC-102-2019 del 14 de octubre de 2019, emitió los Lineamientos generales para el análisis de presuntos hechos irregulares. Este documento representa un marco regulador que proporciona un esquema básico para la ejecución adecuada y transparente de la labor investigadora de las auditorías del Sector Público en el ámbito de sus competencias.

Es esta línea, el análisis de presuntos hechos irregulares[footnoteRef:3] (PHI) constituye un proceso distinto de los tipos de auditorías (financiera, operativa o especial) regulados en las “Normas Generales de Auditoría para el Sector Público” y son de acatamiento obligatorio para las Auditorías Internas del Sector Público. Este tipo de investigaciones pueden realizarse por parte de las auditorías internas producto de diferentes fuentes, entre ellas:  [3:  Según numeral 1.2 Definiciones de los Lineamientos generales para el análisis de presuntos Hechos Irregulares:
Hechos presuntamente irregulares: Conductas entendidas como acciones u omisiones, atribuibles a los sujetos cubiertos por el ámbito de competencia de la Auditoría Interna, que podrían infringir el ordenamiento jurídico, provocar daños o causar perjuicios a la institución pública y que puedan generar algún tipo de responsabilidad a cargo del infractor. (El Subrayado no es del original)] 


En la estructura del Estado costarricense, la potestad de investigar administrativamente presuntos hechos irregulares en la función pública, está conferida a los jerarcas y titulares subordinados, así como a la Contraloría General de la República y las auditorías internas del sector público; cada uno de ellos con características y regulaciones propias.

Las investigaciones a cargo de las auditorías internas pueden realizarse de oficio, producto de una auditoría, en atención a la denuncia de un tercero, o como respuesta a una solicitud del jerarca o de titulares subordinados, entre otros. El procedimiento de investigación es distinto del eventual procedimiento administrativo.
(El subrayado no es del original)

Tomando en cuenta estas dos situaciones y para ser consecuentes con la importancia de abordar investigaciones de esta naturaleza, la Auditoría Interna del Poder Judicial, en aras de fortalecer su labor respecto a este tema y considerando la potestad para su análisis, así como las facultades otorgadas tanto por la Ley General de Control Interno como por la Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, se reorganizó las actividades ejecutadas por el personal de la Sección de Auditoría del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, conforme lo establecido en el artículo 23 de la Ley General de Control Interno, el cual reza:

Artículo 23.-Organización. La auditoría interna se organizará y funcionará conforme lo disponga el auditor interno, de conformidad con las disposiciones, normas, políticas y directrices que emita la Contraloría General de la República, las cuales serán de acatamiento obligatorio.

Ahora bien, a partir de la emisión del criterio la Contraloría General de la República sobre la falta de potestad por parte de esta Auditoría para evaluar el ya mencionado Fondo (2018), la Sección de comentario dio inicio con el abordaje de todas aquellas investigaciones relacionadas con presuntos hechos irregulares.

Desde la reasignación de funciones en el año 2019 a la fecha, se han puesto en conocimiento de esta Dirección varios casos de situaciones eventualmente irregulares, por alguno de los siguientes medios, como lo establecen los lineamientos de la CGR:

1.3 Conocimiento de los hechos

El conocimiento de las Auditorías Internas sobre hechos presuntamente irregulares, se origina por alguno de los siguientes medios:

a) Presentación de una denuncia, la cual puede ser interpuesta por cualquier funcionario o ciudadano; quien puede identificarse o presentarla de forma anónima.

b) Identificación de los hechos durante el desarrollo de estudios u otras actuaciones de la propia Auditoría Interna.

c) Requerimiento de una autoridad competente.

d) Cualquier otro medio que ponga los hechos en conocimiento de la Auditoría Interna.
(El subrayado no es del original)

La atención y planificación, requiere efectuar diversos pasos para documentar apropiadamente el cumplimiento de las disposiciones contenidas en los Lineamientos mencionados, además, se deben priorizar las actividades para incorporarse en el plan de trabajo de la propia Auditoría. Como se puede observar en el aparte 2.2, después del análisis inicial se debe definir el abordaje a dar en cada caso particular:

1. Definición de las acciones a realizar

Concluido el análisis inicial de los hechos, la Auditoría Interna definirá el abordaje que dará a cada caso particular, considerando alguna de las siguientes acciones posibles:

a) Iniciar la investigación de los hechos presuntamente irregulares, considerando lo dispuesto en el Capítulo III de los presentes lineamientos.

b) Remitir el asunto a las autoridades internas pertinentes de la institución, cuando se trate de casos que corresponda atender en primera instancia a la Administración Activa y ésta no haya sido enterada de la situación, o se encuentre realizando una investigación por los mismos hechos. De igual manera se remitirá el asunto cuando existan causales de abstención o conflictos de interés que puedan afectar al auditor o a algún funcionario de la Auditoría Interna.

c) Remitir el asunto a las autoridades externas a la institución, según corresponda, sean administrativas o judiciales, por especialidad de la materia o porque en otra instancia exista una investigación avanzada sobre los mismos hechos.

d) Incluir los hechos presuntamente irregulares para ser examinados en una auditoría que se encuentre en ejecución, o para la programación de un nuevo estudio o proceso de auditoría.

e) Desestimar y archivar el caso en atención de los criterios dispuestos en el punto 2.3 de esta normativa.

En todos los casos anteriores, la Auditoría Interna deberá dejar constancia en el expediente de las valoraciones efectuadas para la selección del abordaje del caso.

En los casos de los incisos b), c) y d) se debe informar al denunciante o solicitante sobre lo resuelto, sin comprometer las reglas de confidencialidad señaladas en el apartado 1.7 de los presentes lineamientos.

(El subrayado no es del original)

Dada la importancia de estos temas, para el Plan Anual de Trabajo de la Auditoría del 2020 así como el del 2021, se destinaron las plazas bajo análisis a la investigación de presuntos hechos irregulares, con el fin de darle prioridad a temas que pueden recaer en delitos funcionales o incumplimientos administrativos. 

Dentro de la diversidad de temas analizados hasta el momento, se encuentran aspectos como temas salariales (horas extras, plus de prohibición y dedicación exclusiva, legalidad de nombramientos), fondos especiales como el Fideicomiso del Fondo de Emergencias y el canal denuncias institucional, que podrían brindar beneficios en aras de la transparencia del Poder Judicial. Lo anterior, ha permitido desarrollar entre otros productos de auditoría, relaciones de hecho y denuncias penales.

En conclusión, una reducción del personal designado a ello, requeriría una reorganización en la Auditoría, para poder continuar con la atención prioritaria de estos temas e inherentemente disminuiría la cobertura actual del Universo Auditable causando de esta forma un debilitamiento del Sistema de Control Interno y generando en la Administración la responsabilidad consecuente. 

1. Impacto en el Plan Anual de Trabajo de la Auditoría Interna y la investigación de presuntos hechos irregulares.

Por parte de la Dirección de la Auditoría Judicial, existe pleno convencimiento de la importancia para la Institución de contar con un grupo de profesionales dedicado al abordaje de este tipo de situaciones, como respuesta frontal y clara, en lucha contra la corrupción, fraude y la posibilidad de la materialización de riesgos asociados. 

Cabe agregar que, la eventual comisión de delitos de esa naturaleza dentro de este Poder de la República, es un problema con implicaciones significativas sobre su funcionamiento, al incrementar la posible concreción del riesgo reputacional en el accionar como entidad administradora de justicia, así como el posible daño y rompimiento del principio de legalidad. 

Además, la especialización de los profesionales en auditoría en estos temas permite, de mejor manera, brindar insumos y apoyar la labor desarrollada por las áreas competentes, entre ellas el Ministerio Público y la Inspección Judicial dentro de los límites de sus potestades. En concreto, se ha logrado el abordaje de requerimientos de la Fiscalía de diversa índole y desde una perspectiva de eventuales delitos y faltas administrativas, los productos emitidos por la Auditoría en este nuevo abordaje, han servido de insumos para el correspondiente estudio y toma decisiones por parte de la FAPTA o la citada Inspección. Lo anterior, para sustentar y darle continuidad al proceso penal o disciplinario.  

En complemento con lo señalado en el punto 1.10 de los Lineamientos emitidos por la CGR:

1.10 Colaboración: En el desarrollo de las investigaciones, las Auditorías Internas podrán brindarse apoyo entre ellas, tales como asesoría, insumos, o intercambio de experiencias; pudiendo incluso efectuar análisis conjuntos cuando lo estimen pertinente y las condiciones propias del caso particular lo permitan; sin que eso implique compartir o delegar las competencias propias de cada auditoría. De igual forma, cualquier otro ente u órgano que conforme la Administración Pública, podrá apoyar a las Auditorías Internas en el análisis de hechos presuntamente irregulares.

(El subrayado no es del original)

Según CID Gallup en su encuesta[footnoteRef:4] de mayo de 2021, entre 13 países latinoamericanos, Costa Rica es el tercer país donde más ciudadanos reportan a la corrupción como el problema principal del país (véase anexo 3).  [4:  Este es uno de los resultados de encuestas nacionales de opinión pública realizadas en mayo y junio entre 1200 entrevistados en cada país.
] 


En síntesis, el Poder Judicial, tiene la obligación legal de hacerle frente a esos hechos mediante diversas estrategias y construyendo esfuerzos conjuntos, para dotar a la Auditoría Interna de los recursos necesarios para hacerle frente a tan importante labor.

1. Afectación negativa a las funciones de la Auditoría Judicial producto de la pretensión de trasladar el recurso humano asignado. 

Conforme a la audiencia conferida por el Consejo Superior, se procede a exponer la afectación negativa que puede materializarse con el movimiento de personal actualmente adscrito a la Auditoría Interna para ser destinado ahora a la fiscalización de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones, producto de este acuerdo del Consejo Superior. 

Primero, se debe considerar que la Contraloría General de la República[footnoteRef:5], referente al artículo 24 de la Ley General de Control Interno, ha señalado que, para la gestión de las regulaciones administrativas aplicables al auditor y subauditor internos de las entidades sujetas a la LGCI, así como para la aplicación de movimientos del personal de la auditoría interna y el análisis de situaciones en las cuales las regulaciones administrativas aplicables a éste puedan afectar negativamente el desarrollo de la actividad de auditoría interna. [5:  Ver oficio Nro. 04495 (DFOE-ST-0015) de 7 de mayo de 2014. Contraloría General de la República.
] 


La norma en mención fue planteada por el legislador buscando un modelo de organización para los dos componentes orgánicos del sistema de control interno institucional, el cual se conforma por el jerarca y los titulares subordinados como parte del primero de esos componentes, y por otro lado la auditoría como apoyo a la administración en los esfuerzos para fortalecer dicho sistema y asegurar razonablemente el logro de los objetivos institucionales. 

En ese sentido, el artículo 24 de cita, por un lado recoge la condición jerárquica del auditor y subauditor internos respecto del jerarca, quien los nombra y determina las regulaciones administrativas que les resultan de aplicación; y por otro lado impone la obligación del jerarca de no afectar negativamente la actividad de auditoría interna, la independencia funcional y de criterio del auditor y el subauditor interno y su personal en la implementación de las regulaciones y decisiones que se instauren en cada institución; las cuales deben ser propicias para el desarrollo de la actividad independiente, objetiva y asesora de la auditoría[footnoteRef:6].  [6:  2Oficio No. 08176 (DFOE-ST-0037) de 11 de junio de 2015. Contraloría General de la República.] 


Para el aseguramiento de la protección de la función de auditoría interna, el legislador reguló un mecanismo particular que crea un fuero de protección a favor de los funcionarios de dicha unidad, que consiste en imponer la obligación al jerarca de obtener una autorización particular por parte del auditor interno de previo -entre otros supuestos- al movimiento de personal. En síntesis, la regla general de que la competencia la ejerce de manera unilateral por parte de quien ostente el cargo de jerarca, se rompe en el caso de funcionarios de auditoría interna para implementar un requisito de validez, obligatorio para el movimiento de los funcionarios de la Auditoría Interna.

En este punto es necesario señalar el Dictamen de la Procuraduría General de la Repúblicano. 179 del 10 de mayo del 2006, el cual cita al Ex magistrado Jinesta lobo sobre este tema, destacando lo siguiente:

“…Recuérdese que según lo expresa la doctrina, la autorización es un presupuesto de validez del acto administrativo que puede ser vista como un “acto de habilitación o permisión” por el que ante el requerimiento del administrado y tras el correspondiente estudio por parte de la Administración, se le concede la facultad de ejercer derechos preexistentes, o bien, como “acto de fiscalización o control” preventivo o “ex ante” - propio del caso en estudio -, consistente en: “.... una declaración de voluntad administrativa constitutiva o de remoción de obstáculos preexistentes para superar los límites que el ordenamiento jurídico le impone al libre desenvolvimiento de la actividad pública. Es un acto de control, puesto que, por su medio un órgano o ente faculta a otro para que dicte un acto, despliegue una actividad o realice un comportamiento. En estos casos, antes de la emisión del acto administrativo definitivo, se debe dictar un acto autorizante, puesto que el primero sin el segundo es relativamente nulo, la autorización integra la voluntad administrativa y su omisión solo puede ser subsanada por confirmación expresa y posterior. Hay dos actos uno principal - autorizado - y el secundario - autorizante -, desde luego, que por ello no debe confundirse con el acto complejo, ya que el principal es independiente del que autoriza. (...). El acto autorizante produce efectos ex nunca, desde su emisión, puesto que la autorización es un requisito de validez del acto definitivo ulterior razón por la que debe producirse antes del dictado del acto principal ...” - el subrayado es nuestro - (Jinesta Lobo, Ernesto. Op.cit. Pp: 449-450).

De lo anterior, debe tomar en consideración el Consejo Superior que, la Ley General de Control Interno, en lo relacionado con el movimiento de personal marcó lo siguiente: 

1. El jerarca es el único quién podrá establecer las regulaciones administrativas aplicables a la Auditoría Interna, y en todo caso no podrá afectar negativamente su actividad y la independencia funcional y de criterio. (artículo 24)

1. El movimiento de personal, deberá contar con la autorización del auditor interno; todo de acuerdo con el marco jurídico que rige para el ente u órgano, como un requisito de validez del acto administrativo. (artículo 24) 

1. La Auditoría Interna ejercerá sus atribuciones con total independencia funcional y de criterio respecto del jerarca y los demás órganos de la Administración Activa. (artículo 25)

1. [bookmark: _Hlk76664099]El jerarca deberá asignar los recursos humanos, materiales, tecnológicos, de transporte y otros necesarios y suficientes para que la auditoría interna pueda cumplir su gestión y la auditoría interna ejecutará su presupuesto, conforme lo determinen sus necesidades para cumplir su plan de trabajo. (artículo 27)

1. Las plazas vacantes que, por cualquier razón, tengan lugar en los puestos de la auditoría interna, deberán llenarse en un plazo máximo de tres meses, contado a partir del momento de la vacante. El plazo podrá prorrogarse por otros tres meses, por razones debidamente acreditadas en el expediente que se confeccione al efecto.

1. 
La disminución de plazas por movilidad laboral u otros movimientos en la auditoría interna, deberá ser previamente autorizada por el auditor interno.

Los requisitos para la creación y ocupación de plazas de la auditoría interna que definan la Autoridad Presupuestaria u otras instituciones competentes, deberán considerar, en todo momento, sus necesidades reales y no podrán ser aplicados en perjuicio del funcionamiento del sistema de control interno de la institución. (artículo 28)

1. El jerarca, los titulares subordinados y los demás funcionarios públicos también incurrirán en responsabilidad administrativa y civil, cuando corresponda, por obstaculizar o retrasar el cumplimiento de las potestades del auditor, el subauditor y los demás funcionarios de la auditoría interna, establecidas en esta Ley. (artículo 39)

Además, la Contraloría General de la República mediante criterio DFOE-IFR-0186 (06736) del 16 de mayo de 2019 analizó ampliamente este tema referente a las regulaciones administrativas que afectan negativamente la función de la Auditoría Interna, en el cual expuso:

Por medio de los “Lineamientos sobre gestiones que involucran a la Auditoría Interna presentadas ante la Contraloría General de la República”[footnoteRef:7], este órgano contralor actualizó la normativa atinente a las gestiones relacionadas con la actividad de las Auditorías Internas institucionales. Dichos Lineamientos definen los requerimientos mínimos que deben ser observados en las gestiones relacionadas con las actividades de las Auditorías Internas del sector público y son de acatamiento obligatorio por parte de los jerarcas, titulares subordinados y las Auditorías Internas y de otras instancias que tengan participación o injerencia en las gestiones que los Lineamientos regulan.  [7:  Resolución R-CO-83-2018 de las 8 hrs. del 9 de julio del 2018.] 


Las consultas 1 y 2 formuladas en esta oportunidad, refieren a la posibilidad de que la administración pueda de manera unilateral variar o dotar de ciertas especialidades a las plazas, vacantes o en propiedad, que se encuentra asignada de la Auditoría Interna y si una vez realizadas esas especialidades, puede también, de manera unilateral, realizar nombramientos, suspensión, remoción u otros del personal de esa Auditoría Interna. 

Sobre el particular, los referidos Lineamientos establecen en sus apartes No. 5.1 y 5.3 en lo que interesa, los criterios que se deberán observar para la gestión de las regulaciones administrativas aplicables tanto al Auditor y Subauditor Interno como para la aplicación de movimientos para el resto del personal de la Auditoría Interna y el análisis de situaciones en las cuales las regulaciones administrativas aplicables pueden afectar negativamente el desarrollo de la actividad de la Auditoría Interna.

También, en lo atinente a los recursos de la Auditoría, el punto 6.3.2 de la citada norma, señala que la Auditoría Interna debe tener libertad para ejecutar sus recursos presupuestarios, de personal y de otra naturaleza, conforme lo dicten sus necesidades para cumplir con su plan de trabajo. Se estipula, que en caso de cambio de destino de esos recursos asignados a la Auditoría Interna “el jerarca deberá valorar el criterio del titular de dicha unidad, en resguardo de su independencia funcional y de criterio y de la prestación de los diferentes servicios atinentes a la actividad” 

Concretamente en lo que respecta al recurso humano, el aparte 6.3.3 indica que la Auditoría Interna debe contar con un número determinado de funcionarios que les permita ejercer su actividad con la debida oportunidad, cobertura y disponibilidad. El jerarca institucional y los funcionarios a los que se les asigna la labor de proveer tales recursos, deben tomar las previsiones pertinentes para garantizar a la Auditoría Interna, dentro de las posibilidades institucionales, los recursos humanos suficientes y necesarios. Las vacantes que surjan deben suplirse atendiendo a los requerimientos que establece el ordenamiento jurídico. Cuando se pretenda disminuir plazas de la Auditoría Interna se debe contar con la autorización previa del titular de la Auditoría Interna. El razonamiento legal y técnico que emita éste, también debe ser considerado por el jerarca cuando se valore la posibilidad de llenar una plaza, dentro de los términos que establece el artículo 28 de la Ley General de Control Interno.”

De esta forma, puede desprenderse con meridiana claridad, que si bien el jerarca es el responsable de la administración del órgano o ente y de emitir las regulaciones pertinentes para tal efecto, cuando dichas decisiones involucren recursos o personal asociado a la Auditoría Interna, debe de valorar las particulares afectaciones que ello pueda tener en la función de la Auditoría, y para ello, conforme con lo expuesto, el que sus actuaciones no causen menoscabo o impacto negativo en la actividad propia de la Auditoría Interna. En ese sentido, la participación del Auditor, como jerarca de esa unidad, a través de su criterio sobre esos aspectos, resulta ineludible.

 Esta Contraloría General ha manifestado en otras oportunidades, en lo que compete a la administración de los recursos, y que resulta también aplicable a lo consultado en esta oportunidad, en relación con la necesaria participación y coordinación tanto del jerarca institucional como de la propia Auditoria, señalando que “...en todo el proceso de planificación y presupuestación de recursos del que participa la Auditoría Interna como unidad administrativa se debe buscar la armonía institucional, de modo que esté presente la coordinación y fluya en los mejores términos la comunicación vertical y horizontal de manera oportuna, buscando dar el uso racional y eficiente que se debe a los escasos recursos públicos con que se cuente, todo con el afán de cumplir con los diferentes planes, objetivos y metas de las diferentes unidades administrativas y de la institución como un todo. Es oportuno tener presente que la administración activa y la auditoría interna tienen actividades complementarias y no antagónicas, la primera es responsable del Sistema de Control Interno y la segunda mediante el ejercicio de su función le corresponde apoyar a la administración en los esfuerzos para el fortalecimiento del Sistema citado y en el aseguramiento razonable del logro de los objetivos y cometidos institucionales.”[footnoteRef:8]  [8:  DFOE-DL-1006(14309) del 17 de noviembre de 2017.] 


En relación con la última consulta formulada relacionada con la validez e implicaciones legales que podrían tener los actos administrativos relacionados con los movimientos del personal que no se ajusten a lo preceptuado por el artículo No. 24 de la Ley General de Control Interno, debe indicarse, en primera instancia, que ello debe de ser analizado de frente a cada caso concreto. Los Lineamientos ya citados, establecen pautas para los casos que, a criterio del Auditor, una regulación administrativa afecte de manera negativa el ejercicio de las funciones legalmente asignadas a la actividad de Auditoría Interna. En ese sentido, se dispone en el aparte 5.5, que “...las regulaciones administrativas aplicables al personal de la Auditoría Interna no pueden impedir, amenazar ni afectar negativamente los requisitos de independencia y objetividad que corresponde observar al personal de la Auditoría Interna en el ejercicio de las actividades que les son inherentes. Si se determina que una regulación no cumple este requisito, la administración activa deberá realizar las salvedades o ajustes pertinentes para su aplicación al personal de la Auditoría Interna, conforme se indica en esta normativa.” (El resaltado es propio).

1. Consideraciones finales.

El criterio emitido por la Dirección Jurídica mediante oficio N° DJ-C-421-2021, del 29 de julio de 2021, es impreciso a la hora de ahondar en el espíritu y esencia de la Ley General de Control Interno, toda vez, que confunde el tema de las obligaciones y las facultades que le son otorgadas a la Auditoría Interna, pues, de la normativa expuesta se debe tener claridad que, en los aspectos administrativos y generales de funcionamiento de la Auditoría Interna como es la asignación de recursos, se tomará en cuenta el criterio del Auditor, pero, estará sujeta a las disposiciones que determine el Jerarca, sin embargo, distinto sucede cuando se pretende realizar movimientos del recurso humano, porque el artículo 24 exige una autorización expresa del auditor interno para que se pueda disponer de ese recurso, es decir, irremediablemente, el jerarca está sujeto a un requisito sine qua non, para lo pretendido y sin el cual no será posible efectuarse, porque estaría viciando de nulidad absoluta cualquier acto en contrario e incurriendo en responsabilidad administrativa y civil, de todos los funcionarios que obstaculicen o retrasen el cumplimiento de las potestades del auditor, el subauditor y los demás funcionarios de la auditoría interna, esto último al tenor del artículo 39 de la LGCI.

1. No autorización del Auditor Interno ante la solicitud de la Administración Activa. 

Con las facultades que me otorga la Ley General de Control Interno y con el asidero jurídico antes esbozado, no autorizo el movimiento de personal actualmente adscrito a la Auditoría Interna para ser destinado ahora a la fiscalización de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones, por las siguientes razones: 

Primero, la Auditoría Judicial, actualmente, cuenta con el personal mínimo indispensable para desarrollar a plenitud con su gestión, detallada en el Plan Anual de Trabajo aprobado por Corte Plena en sesión No. 006-2021, con fecha 08 de febrero del 2021, ARTÍCULO II, debidamente comunicado a la Contraloría General de la República en su función de rectoría y cuyo cumplimiento está sujeta la Evaluación del Desempeño de mi persona como titular del Departamento. 

Segundo, con lo pretendido por el Consejo Superior, se debilita la tercera línea de defensa como uno de los pilares propuestos por el legislador con la Ley General de Control Interno, pues, tal medida que se procura implementar, restringe la capacidad del Sistema de Control Interno Institucional para la gestión y manejo de diferentes riesgos: operativos, legales, financieros, reputacionales, entre otros, lo anterior al observar la dimensión actual del Universo Auditable que debe manejar la Auditoría Judicial.

Tercero, la Auditoría Interna, desde el año 2019, viene desarrollando y fortaleciendo sus labores de investigación relativas a presuntos hechos irregulares, esto al tenor de lo dispuesto por la Contraloría General de la República, mediante los Lineamientos generales para el análisis de presuntos hechos irregulares (resolución R-DC-102-2019 del 14 de octubre de 2019), por ello, trasladar ahora a funcionarios que cumplen esta función tan importante en la actualidad, afectaría irremediablemente, el actual Plan Anual de Trabajo, el cual se encuentra en ejecución y causaría de forma concomitante un desequilibrio irreparable en el ambiente de control interno institucional. Esta situación, además, me colocaría en un contexto difícil para cumplir con los requerimientos planteados por la Contraloría General de la República y los planes de Trabajo de la Auditoría Judicial hacia el futuro, por el debilitamiento en la cobertura del sistema de control interno a raíz del escaso recurso humano.

[bookmark: _Hlk80098630]Por último, como se dijo líneas atrás, el criterio jurídico DJ-C-421-2021 del 29 de julio de 2021, del cual nos conceden audiencia, debe aclararse que el artículo 27 que refiere el Director Jurídico, establece el deber de la institución de asignar los recursos humanos, materiales, tecnológicos, de transporte y otros necesarios y suficientes para que la auditoría interna pueda cumplir su gestión y ejecutar su presupuesto, conforme lo determinen sus necesidades para cumplir con el plan de trabajo, tomando en cuenta el criterio del Auditor. Sin embargo, para el caso que nos ocupa, al pretender realizar un traslado de personal, la norma que debe prevalecer es el artículo 24 de la Ley General de Control Interno y la norma 5.11 de los Lineamientos sobre gestiones que involucran a la Auditoría Interna presentadas ante la Contraloría General de la República, (Resolución R-DC-83-2018) el cual dispone que de previo a realizar movimientos del personal de Auditoría se deberá contar con la autorización del Director de la Auditoría Interna como un requisito indispensable de validez, para lo pretendido por parte del Administración Activa y sin el cual no será posible efectuarse, viciando de nulidad absoluta cualquier acto en contrario e incurriendo en responsabilidad administrativa y civil, de todos los funcionarios que obstaculicen o retrasen el cumplimiento de las potestades del auditor, el subauditor y los demás funcionarios de la auditoría interna, esto al tenor de lo dispuesto en el artículo 39 de la ley citada.

De esta forma dejo contestada la audiencia conferida.”
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[bookmark: _Toc82767772][bookmark: _Toc82767060]Analizado por este Consejo lo manifestado por el máster Roberth García González, Auditor Judicial, mediante oficio número 1107-52-UJ-2021 del 20 de agosto de 2021, se acordó: Trasladar a conocimiento de la Corte Plena, el criterio jurídico DJ-C-421-2021 del 29 de julio de 2021, suscrito por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico interino, así como lo manifestado por el máster Roberth García González, respecto al criterio de cita, para que se analicen como parte de las diligencias que sobre este tema tiene pendiente de resolver.”
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SE CONECTA AL SISTEMA DE VIDEO CONFERENCIA EL MÁSTER ROBERTH GARCÍA GONZÁLEZ, AUDITOR JUDICIAL.

ENTRA EL MÁSTER RODRIGO CAMPOS HIDALGO, DIRECTOR JURÍDICO.

Manifiesta el Presidente, magistrado Cruz: “Este artículo es un informe de la Dirección Jurídica sobre el análisis de si la Auditoría Judicial deberá incluir dentro de su universo auditable al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y a su Junta Administradora. Y es el informe relacionado con el cambio de nomenclatura de la Sección del Fondo y Jubilaciones.

Acuerdo del Consejo Superior relacionado con la posibilidad de que la Auditoría interna del Poder Judicial audite el Fondo de Jubilaciones, ahí hay una discusión que es importante que Corte resuelva.

La Secretaría General de la Corte remitió a estudio y análisis de la Dirección Jurídica el acuerdo adoptado por la Junta Administradora del 8 de marzo del año en curso.

Expondría el Director Jurídico y el Auditor, hay una diferencia de criterio, vamos a escuchar a don Rodrigo Campos y a don Roberth García.

Don Rodrigo, es que su criterio por un dictamen tiene que ver con algo que debe ser conocido por Corte y resuelto por Corte, que es si con recursos de la Auditoría Judicial, se pueden mantener las funciones para auditar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones, que es un tema que por el conocimiento que ha tenido ha dado lugar, hay como ciertas zonas grises en este tema.

Yo sé que don Roberth también tiene su posición.

Podemos comenzar con usted don Rodrigo, que resuelva el tema que se le pregunta a la Dirección Jurídica, y luego escuchamos a don Roberth García sobre el tema, que me parece que él tiene la idea tampoco, me da la impresión, que la Auditoría tampoco debe incursionar en esa función.

Es interesante, como telón de fondo de esto, bueno, en primer lugar, o dos aspectos que son importantes; uno, es un tema que ya hemos hablado y que el propio órgano contralor de la Junta de Pensiones, se interesó doña Rocío Aguilar, que es el tema de no fijarle ninguna dieta o salario a los miembros de la Junta, que ese es un tema que la propia doña Rocío Aguilar expresó que quiere impulsar un cambio en la Asamblea, que es importante.

Y el otro tema es también que se fijó un porcentaje para contribución de gastos, pero se fijó el que tiene JUPEMA, pero no se tomó en cuenta que JUPEMA tiene otras fuentes de ingreso, lo hicieron igual pero no tomaron en cuenta que JUPEMA tiene otras fuentes de ingreso. Eso me parece que es porque esta ley fue hecha con precipitación, y entonces tenemos esas amenazas que son importantes de resolver, de conocer y de abordar en una futura reforma legislativa, que ojalá sea acogida con el cuidado que el tema de pensiones tiene. Don Rodrigo, tiene la palabra”.

Se concede el uso de la palabra al máster Rodrigo Campos Hidalgo, Director Jurídico, quien expone: “Buenas tardes, señores magistrados y señoras magistradas. Conforme se solicitó en su momento, vamos a hacer una exposición del criterio que se emite a raíz de la gestión que en su momento realizó la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones, con el fin de que la Auditoría del Poder Judicial, asumiera las labores de la Auditoría propia del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.	

Vamos a hacer una pequeña introducción de carácter general para poder posicionarnos ya propiamente en el caso concreto de lo que es la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones.

Vamos a ver, en el caso de la administración pública costarricense tenemos una maraña muy amplía de diferentes sujetos públicos que se relacionan entre sí, que se vinculan entre sí.

Entonces, tenemos desde lo que es propiamente los poderes de la República, que forman parte del ente público mayor llamado Estado y que se conforma por parte de los ministerios, los órganos constitucionales y propiamente ya los órganos administrativos que tienen estos poderes, y ocasionalmente como el caso de la Junta, órganos con personalidad jurídica instrumental.

También tenemos en esta maraña institucional, entes públicos menores que son básicamente las instituciones descentralizadas, las instituciones autónomas y las municipalidades, que a su vez están constituidas por órganos y con órganos con personalidad jurídica instrumental.

Y bueno, en este universo también tenemos entes públicos no Estatales, que son básicamente los Colegios Profesionales y aquellos entes de base corporativa -no sé- la Liga Industrial de la Caña, el Instituto del Café, el Instituto del Arroz, todos estos entes que tienen una base corporativa.

Entonces, toda esta maraña de sujetos públicos, como ya dijimos y ya sabemos, se vinculan entre ellos de una manera muy dinámica, tiene que ser así para que la administración pública actúe de una forma concertada, de una forma lo más ordenada posible, y sobre todo para que, en determinados supuestos permitidos por el ordenamiento, el ente público mayor, en este caso el Estado, pueda emitir directrices, lineamientos y disposiciones a los entes públicos menores.

Ahora, en esas formas de relación jurídica que se dan entre estos diferentes sujetos públicos, sabemos que hay, va a haber relaciones intersubjetivas y relaciones inter orgánicas. En el caso propiamente de las relaciones inter orgánicas, vamos a determinar que hay relaciones entre órganos de la misma naturaleza, y a veces hay relaciones entre órganos comunes y silvestres -digamos- con lo que son los órganos con personalidad jurídica instrumental.

En orden a lo anterior, hablamos de relaciones intersubjetivas, cuando se dan entre sujetos de derecho público, entre entes, entre poderes de la República y los entes o entre poderes. Llamamos a ese tipo de relaciones, relaciones intersubjetivas, y en el caso de los poderes, lo que esta Corte reiteradamente ha valorado y ha analizado en sus decisiones, en el sentido de que entre poderes no hay ni relaciones de dirección ni relaciones de jerarquía, y que precisamente los cuerpos normativos que en algún momento han propendido a crear relaciones de dirección, chocan con el bloque de constitucionalidad.

Entonces las relaciones intersubjetivas son entre poderes de la República, o poderes con entes o entre entes, más lo que nos atañe a nosotros y la exposición de hoy, lo que tenemos son diferentes tipos de relaciones que vamos a llamar inter orgánicas. Dentro de un sujeto público, los órganos de ese sujeto público se relacionan, se vinculan.

Entonces, dentro de un sujeto público puede haber órganos de diferente naturaleza, puede haber órganos que no están desconcentrados -que sé yo- la Dirección Jurídica o Planificación aquí.

Hay órganos que tienen una desconcentración mínima, que son como las Administraciones Regionales que tiene el Poder Judicial. Hay órganos con desconcentración máxima, que es el caso del Ministerio Público. Y hay órganos con desconcentración máxima que tienen personaría jurídica instrumental, o sea, son órganos que tienen la mayor desconcentración y tienen un plus. ¿Cuál es el plus? La personería jurídica instrumental, el caso propiamente de la Junta. 

Y entonces, en estas relaciones inter orgánicas tan complejas que prevé el ordenamiento jurídico costarricense, vemos como hay una vinculación del jerarca con determinados órganos según el nivel jerárquico que haya, y vamos a ver cómo entre esas relaciones algunas de esas relaciones están más limitadas y otras más posibilitadas por el propio ordenamiento.

Así lo diseñó el legislador al crear la figura de la descentralización por el constituyente del 49, así lo planteó posteriormente el legislador cuando en la administración del ex presidente Trejos Fernández se le quita autonomía de gobierno a la mayor parte de entes públicos y solo se le deja autonomía administrativa, y así lo fue desarrollando el legislador conforme fue pasando el tiempo, al crear órganos con personalidad jurídica instrumental.

Tradicionalmente los órganos no tienen presupuesto propio, tradicionalmente los órganos no tienen personería propia, tradicionalmente los órganos no son un centro de imputación de responsabilidades. Ejemplo, la Dirección Jurídica, Planificación, Proveeduría, la Dirección Ejecutiva; son órganos que no tienen un presupuesto propio, sino que es el presupuesto del Poder Judicial, no tienen una personería jurídica propia, sino que es la del Poder Judicial y no tienen una responsabilidad propia.

O sea, si hay alguna acción u omisión de la Dirección Jurídica, de Planificación, de Proveeduría, la Dirección Ejecutiva, etcétera, ¿se demanda a quién? se demanda al Estado, se demanda al Estado y no se demanda a estos órganos, porque en este caso ellos son órganos en el término tradicional -digamos- del concepto de órgano.

Cuando hablamos de este tipo de órganos, los ejemplos que les acabo de poner, hay diferentes tipos de relaciones, relaciones de dirección y jerarquía; entonces, cuando hay este tipo de relaciones, el superior tiene dirección y tiene jerarquía con ellos. Ya sea la Corte Suprema de Justicia o ya sea el Consejo Superior, le puede ordenar el hacer la actividad, puede emitirle directrices, puede vigilar el cumplimiento de cómo actúa, tiene también la potestad jerárquica disciplinaria, tiene la potestad de dar órdenes, e inclusive, de avocarse competencias. Ejemplo, esta norma expresa que está en la Ley Orgánica, ocasionalmente se avoca competencias del Consejo Superior.

Pero bueno, ¿esto por qué es así?, bueno, porque el mismo ordenamiento que está en la Ley General de Administración Pública establece que en esta relación inter orgánica del superior con los inferiores, a esas relaciones de dirección y jerarquía.

El tema pasa porque en algún momento el legislador creó la figura de los órganos con personalidad jurídica instrumental, no es casualidad que ponga el animalito este, tanto la Procuraduría General de la República como la doctrina dice que son ornitorrincos jurídicos. ¿Por qué?, porque tienen el alma de ente, pero el cuerpo de un órgano. ¿Por qué?, porque los órganos con personería jurídica instrumental son como los hermanos que tienen ciertas ventajas en la familia.

Mientras dijimos que la Proveeduría, mientras que dijimos que la Dirección Ejecutiva, Dirección Jurídica, no tenemos personería propia ni presupuesto propio, los órganos con personería jurídica instrumental tienen presupuesto propio, personería jurídica propia, pueden ser hasta demandados en materia Contencioso Administrativa y tienen esa máxima desconcentración.

El caso de la Junta. La Junta tiene esas características, al tener esas características, implica que y al tener máxima desconcentración, el jerarca no puede avocarse competencias de la Junta, o sea, no le puede tomar esas competencias, no puede revisar ni sustituir las conductas específicas de la Junta, no puede darle órdenes, instrucciones, ni circulares a la Junta, el jerarca, la Corte; pero sí tiene una potestad sancionadora. Esto va a ser determinante para la conclusión que vamos a llegar con posterioridad. 

Eso está en el artículo 83 de la Ley General de la Administración Pública, que habla que cuando hay desconcentración mínima, el superior no puede avocarse a la competencia ni revisar o sustituir la conducta y que cuando la desconcentración sea máxima, el inferior está sustraído, además, de órdenes, instrucciones o circulares del superior.

Entonces, en el caso de la Junta, le aplicamos plenamente la norma, sobre todo el 83.3, y aparte de eso, vamos a decir que tiene personería jurídica propia. Y al ser un órgano con personalidad jurídica instrumental, la Junta, va a poder realizar todos los actos administrativos, los contratos necesarios para el cumplimiento de sus fines, va a administrar su presupuesto y va a administrar sus recursos. 

Vamos a ver, la Junta es un equivalente en cuanto a naturaleza jurídica, a lo que es CONAVI, COSEVI, la Comisión Nacional de Emergencias, el Museo Nacional; hay una gran cantidad de órganos que tienen estas características propias. El legislador en algún momento optó por no crear más entes, sino mantener órganos dentro de entes o ministerios, pero con estas características particulares. 

Al tener la Junta entonces esta característica de órgano con personería jurídica instrumental y una máxima desconcentración, tiene toda la posibilidad entonces de administrar sus recursos y tiene todas las competencias propias inherentes para ellos. 

En la familia judicial de los órganos, entonces vamos a tener muy resumidamente estos, vamos a tener los órganos comunes y silvestres: Dirección Jurídica, Dirección Ejecutiva, Planificación, Informática -que sé yo-. Vamos a tener ciertos órganos que tienen máxima desconcentración: Ministerio Público y el OIJ. Y va a haber un órgano -el que está señalado ahí con un colorcito diferente- que aparte de tener máxima desconcentración, tiene personería jurídica instrumental, tiene ese plus. 

Ahora, cuando se crea la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, el legislador fue claro en lo que quería, se crea la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial como un órgano del Poder Judicial que contará con plena independencia funcional, técnica y administrativa para ejercer las facultades y atribuciones que le otorga la ley. La Junta contará con personalidad jurídica instrumental para ejercer las atribuciones que la ley le asigna, así como para ejercer la representación judicial y extrajudicial del Fondo.

Y en la parte de competencias va a decir algo muy importante, va a decir que le toca a la Junta dictar las normas para el nombramiento, suspensión, remoción y la sanción del personal. O sea, estaba pensando que iba a tener personal propio, así como aprobar el Plan Anual Operativo, el presupuesto de operación, sus modificaciones y su liquidación anual.

¿Ahí qué es lo que está haciendo el legislador?, pues, reforzando el concepto de la personería jurídica instrumental. Está diciendo: mire Junta usted va a tener la plata, usted va a tener que auto administrarse, y derivado de ello, casi que por esencia misma de estas potestades que tiene la Junta, el control, el deber de rendir cuentas. 

Se refuerza con uno de los párrafos de la 239, se financiará con una comisión por gastos administrativos que surgirá a deducir un cinco por mil de los sueldos que devengan los servidores judiciales, así como las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo. Con estos recursos se pagarán, entre otros, los salarios de su personal y en general sus gastos administrativos.

Nuevamente ahí se reafirma entonces que, para el cumplimiento de la naturaleza jurídica propia de la Junta, órgano con personalidad jurídica instrumental, y por ende, con máxima desconcentración, el legislador planteó que la Junta tenía la posibilidad de financiar su personal, o sea, su planilla, con los recursos del cinco por mil de los sueldos. 

Ahora ¿qué es lo que pasa?, bueno, en su momento la Junta nos pide el criterio respecto del tema del control que hay que ejercer sobre la Junta por parte de la Auditoría y las funciones propias inherentes de la Auditoría. 

En nuestro criterio DJ-171-2021, y quiero que vean la fecha muy concretamente de 5 de abril de 2021, nosotros indicamos que el pronunciamiento ya de la Contraloría desde agosto del 2018 sobre el tema, había dirimido el tema, ¿por qué?, porque la Contraloría en agosto del 2018 dijo, bueno, ahorita vamos a ver, dijo -palabras más, palabras menos- la Auditoría del Poder Judicial no le corresponde auditar a la Junta, la Junta tiene que tener su propia auditoría -palabras más, palabras menos-. 

Y ese pronunciamiento de la Contraloría General de la República, el DFOE-PG-436 del 10 de agosto del 2018, pues es parte del que tiene la competencia exclusiva y excluyente en materia de control, la Contraloría General de la República.

Asimismo, el criterio nuestro, ya en el análisis particular que hacemos, consideramos nosotros que la naturaleza jurídica de la Junta, su especialidad, su financiamiento propio y sus regulaciones propias, lo que propenden o lo que tienen inherente, es tener su propia auditoría pagada con recursos propios. 

Y lo que establecemos es que hay que tomar en consideración que hay una diferenciación y una especialidad en cuanto a las competencias de la Junta respecto del Poder Judicial; y aquí sí queremos destacar algo, nunca dijimos que era una relación inter orgánica, siempre hemos mantenido que es una relación intersubjetiva, pero que tiene que respetar la naturaleza jurídica propia de la Junta. 

Entonces, ahí adicionalmente concluimos que no estima esta unidad asesora que en criterio 021-2021 de la Procuraduría, que es la base de la solicitud que nos hace la Junta a nosotros, del cual esta unidad asesora posee reservas en cuanto a la interpretación que da la Junta, y aún las seguimos teniendo esas reservas, habilite a considerar que la Auditoría Judicial o los órganos del Poder Judicial, deban ejercer competencias permanentes de apoyo. 

En razón de nuestro criterio, y dado que a la Junta no le pareció nuestro criterio, plantea el acuerdo 11-2021 del 8 de marzo del 2021, artículo VIII, en donde dice: “Hacer una instancia a la Corte Plena para que se pronuncie que en cuanto a que la Junta sea auditada por la Auditoría Judicial considerando el criterio de la Procuraduría General de la República.”

Entonces, lo que hace la Junta es enviarlo a esta Corte, y es el objeto de mi intervención hoy, para que, teniendo a la vista el criterio de la Procuraduría, pues, se aplique la interpretación que ellos hacen de ese criterio, y con base en eso, pues se indique que la Auditoría Judicial le corresponde auditar a la Junta. 

Sin embargo, hay un elemento importante a tomar en consideración, como dijimos, desde agosto del 2018 ya la Contraloría había dicho que no le correspondía a la Auditoría Judicial auditar la Junta, y en mayo del 2021, dos meses después de nuestro criterio, el DFOE-042 del 28 de agosto del 2021, este criterio, en dos meses posterior a nosotros, viene a ratificar, a validar y a coincidir plenamente con el criterio de la Dirección Jurídica del Poder Judicial.

Porque la Contraloría lo que indica es que hay una falta de competencia de la Auditoría Judicial para prestar sus servicios a la Junta Administradora.

Entonces, hay dos criterios coincidentes, concluyentes, en el sentido de que la Auditoría Judicial no puede prestarle servicios de auditoría a la Junta, y que coinciden plenamente con el criterio de la Dirección Jurídica. 

Me voy a permitir leer unos párrafos de ese informe porque es interesante la valoración que hace, dice:

“El órgano contralor interpreta que la Junta está entendiendo el dictamen 021-2021, el de la Procuraduría, desde un punto de vista orgánico, esto es que por ser un órgano inserto en la estructura vertical del poder procede la fiscalización por parte de la Auditoría Judicial”.

Indica la Contraloría:

“Al respecto debe indicarse que la Contraloría General no concuerda con dicha conclusión, lo cual no se desprende del dictamen, el cual como quedó analizado solo se refiere a la naturaleza jurídica de la Junta sin entrar al análisis del sistema de Control Interno, que en dicha configuración administrativa de desconcentración tendría la Auditoría Judicial respecto de la Junta y del Fondo de Pensiones y Jubilaciones”.

Más contundente es el último párrafo, el siguiente párrafo que voy a plantearles:

“El Órgano Contralor mantiene incólume en todos sus extremos lo indicado en el oficio DFOE-PG-0436 del 10 de agosto del 2018; así como su acatamiento vinculante; no habiendo motivo para revertir en nada el criterio vertido sobre la falta de competencia de esa Auditoría Judicial para prestar sus servicios a la Junta Administradora y el FJPPJ; resultando en consecuencia inevacuables los acápites a), b), c) y d) de la consulta del Auditor Judicial.”

Entonces, la Contraloría reafirma de una manera todavía más tajante, que la Auditoría Judicial, no es competente para auditar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones.

Y aquí solamente tener claro que la misma Ley Orgánica de la Contraloría General de la República le da carácter de rector en materia del ordenamiento de control y fiscalización a la misma Contraloría. Entonces, aquí las disposiciones, las normas, políticas, directrices, los criterios que dicten dentro de la competencia, son de acatamiento obligatorio y prevalecen sobre cualquier otra disposición.

Ahora, algo importante es que en algún momento se planteó, lo que podemos hacer es quitarle a la Auditoría dos servidores o tres servidores y pasarlos a la Junta y con eso arreglamos ese problema. 

Y entonces le quitamos esas personas y esas personas se van a trabajar para ahí. Lo que pasa es que la Ley General de Control Interno establece en su artículo 24, y aquí hay una norma que en algún momento no habíamos citado, y después la Auditoría en un informe lo recordó, que es esta, que, para el nombramiento, traslado, suspensión, remoción, concesión de licencias y demás movimientos de personal deberán contar con la autorización del auditor interno. La norma está ahí”.

Interviene el Presidente, magistrado Cruz: “Don Rodrigo, qué interesante el artículo 24, porque es como blinda mucho al auditor, el auditor queda mejor que como quedamos nosotros con la Ley de Empleo Público”.

Prosigue el máster Campos Hidalgo: “Un poco el objetivo del legislador, a mí me tocó trabajar no aquí en el Poder, sino en el ente donde yo laboré hace bastantes años, estudiar estas normas cuando estuvieron saliendo, y el concepto básico fue blindar las auditorías de manera tal que de alguna forma no fueran - es una palabra coloquial pero es la más sana- “manoseadas” -digamos- por una administración activa, quitándole o removiéndole recursos; no estoy diciendo que este sea el caso, vemos que hay una necesidad pública, pero ese fue el objetivo de la norma y de alguna forma el concepto blindaje es el que mejor se adecua a esto. Y se reafirma con el 28 en cuanto al tema de que se requiere la autorización del auditor interno, de los movimientos de plazas que puedan ser vacantes y otros movimientos que se hagan.

Este concepto está, y la idea eventual también, de como una especie de plan B, restarle personas y trasladarlas a la Junta, tendría que pasar por el tamiz de la autorización del auditor interno. 

Un elemento adicional que creo importante que el decisor tome en consideración, es que la SUPEN emitió el reglamento de riesgos, y en el reglamento de riesgos de la Superintendencia de Pensiones, se establecen como tres líneas de defensa en el tema de los órganos o sujetos públicos o privados que administren fondos de pensiones, y entonces habla de tres líneas de defensa.

Una primera línea de defensa, que es la gestión diaria de riesgos, donde se ve el apetito de riesgo que tenga cada órgano, ente o empresa, y ya es un tema que ellos tienen inclusive cómo medir y cuantificar ese apetito de riesgo.

Habla también de una segunda línea de defensa, que es ya el control y seguimiento que ellos hacen, SUPEN, a los diferentes órganos o empresas dedicadas a esto.

Pero habla de una tercera línea de riesgo, y en esta línea de riesgo, la tercera, la SUPEN indica que consiste en el funcionamiento de una auditoría interna, independiente y efectiva.

Entonces, también SUPEN en cuanto a la reglamentación propia que tiene en el tema de los riesgos de este tipo de actividad, -recordemos que en el derecho público económico, la idea es que hay determinadas actividades en que el legislador tiene especial inherencia por lo que maneja-, y estamos hablando de la actividad bancaria, la actividad de las pensiones, la actividad de las telecomunicaciones, por ahí se me queda alguna otra.

Pero en estas hay toda una cuestión donde lo que ejerce la administración pública son actividades de policía por excelencia, en el cual el Estado o la administración tiene una inherencia más calificada sobre la actividad del órgano, la empresa o el ente, por lo que significa, por el impacto que sea, y para evitar lo que ha sucedido en otros países, inclusive Estados Unidos a principios de los dos mil, cuando fue todo lo de la burbuja inmobiliaria.

Aquí la idea es entonces que la tercera línea de defensa de la SUPEN, ante los riesgos, es propiamente este tema de las auditorías.

Ya casi concluyendo, algunas consideraciones que creemos importantes hacer ver al decisor para que las valore, es tener claro que siempre hay una relación inter orgánica entre la Junta y los órganos del Poder Judicial, es una relación inter orgánica y es una relación en la cual hay que definir, y nosotros ya lo hemos recomendado muy claramente que hay que tener muy claras las líneas de relación que hay entre la Junta, la Corte, el Consejo Superior y los diferentes órganos. Creemos que eso hay que afinarlo todavía más, por hasta por un tema de control interno.

Creemos también importante hacerle ver al tomador de decisiones, este órgano, que pudiera ser un error visualizar simplemente, verlo desde el punto de vista, se ocupan dos personas de Auditoría para la junta, eso es un error, y es un error porque no tiene una visión de control interno como sistema, es que la Junta lo que tiene que tener es un sistema de control interno, tiene que tener un sistema tal que de una vez también de termine sus riesgos, valore sus riesgos y sobre eso se puede hacer la labor de control.

Es también como sistema de control interno que tiene que tener, no dos auditores instalados ahí, no, es que tiene que tener una auditoría, chiquitita, no importa, pero como auditoría, como órgano, con cargos definidos, plazas definidas, con una claridad de independencia funcional, hasta con su propia reglamentación.

Entonces, tiene que tener una visión de sistema, y ha sido un error la visión que se ha planteado de que se ocupan dos plazas, no, es más que eso, mucho más que eso para poder cumplir los mandatos de la Ley General de Control Interno y la Ley Orgánica de la Contraloría en términos de control de la Junta.

Y es que de por sí, hay que tomar en cuenta que la Junta en el tema de riesgos está especialmente expuesta por el tipo de actividad que desarrolla.

Y también importante tomar en cuenta que esta Corte valore, luego vi que ya hay un documento del señor auditor -me imagino que lo va a exponer- el planteamiento que se le haga a la Auditoría sobre este tema, pasando siempre por el restante las normas que establecen las competencias que tiene el auditor institucional, o las instituciones donde haya el auditor institucional, en cuanto a autorizar o no movimientos dentro de su auditoría.

Y tomar en cuenta también que dentro del plan anual de trabajo de la Auditoría, que ha sido conocido por Corte, no se contempla el Fondo, entonces, ya de alguna forma ya esto estaba planteado, ¿en orden a qué?, bueno, en orden inclusive a los criterios emitidos en su momento en el 2018 y luego en el 2021 por la misma Contraloría General de la República, en cuanto al tema.

Así las cosas, nuestro criterio es básicamente ya la Contraloría sobre esto se ha pronunciado dos veces de una manera absolutamente clara. La Dirección Jurídica se pronunció sobre este tema también de una manera clara, y en cual la misma Contraloría coincidió con nuestras apreciaciones.

Lo tercero es si es necesario que la Junta urge, tenga un sistema de control interno.

Y cuarto, estimamos en orden a nuestras valoraciones y a la misma contraloría y la naturaleza jurídica de la misma Junta, que la Junta debe tener su propio órgano de Auditoría interno, y que no es viable que la auditoría institucional le de esos servicios a la Junta, por la especialidad, por la misma naturaleza; pueden haber otras valoraciones, yo las comprendo, de alguna forma todos los que estamos aquí estamos interesados de que la Junta esté muy bien y todo lo demás, pero jurídicamente eso es lo que estimamos procede de nuestra parte”.

MIENTRAS SE ENCONTRABA EN USO DE LA PALABRA EL MÁSTER RODRIGO CAMPOS HIDALGO, SE CONECTA AL SISTEMA DE VIDEO CONFERENCIA LA MAGISTRADA ROJAS. 

Dice el Presidente, magistrado Cruz: “Gracias, sigue don Roberth García, pero veo que doña Rocío Rojas me pidió la palabra, ¿quería decir algo doña Rocío?”.

Refiere la magistrada Rojas: “No, si don Roberth, que me interesa muchísimo escucharlo como auditor y como involucrado tiene algo que decir, yo esperaría para tener una, como vengo incorporándome, para tener más elementos de juicio. Sí quisiera decir algo después de él si usted me lo permite”.

Responde el Presidente, magistrado Cruz: “Claro. Don Roberth García tiene la palabra”.

Hace uso de la palabra el máster Roberth García González, Auditor Judicial, quien expone: “Gracias señor Presidente y gracias, señoras y señores magistrados. Muy buenas tardes a todos y todas. También le doy las buenas tardes a doña Silvia Navarro y por supuesto a don Rodrigo Campos que ha hecho una ponencia bastante completa.

Prácticamente don Rodrigo, me dejaste sin discurso, porque realmente el contenido que yo les traía exactamente es el mismo. Importante rescatar o destacar justamente el criterio de la Contraloría General de la República que, en mi caso, ustedes bien saben que es vinculante y obligatorio.

Para la Contraloría el escenario es bien claro. Recuerden ustedes que esta reforma a la Ley del Poder Judicial en su artículo, don Rodrigo citó el 239, yo quería citarles el 241, porque el 241 incluso nos deja a nosotros no en una tercera línea de defensa como realmente debemos operar, recuerden ustedes que la primera línea de defensa es el control operativo. La segunda línea de defensa es la supervisión. La tercera línea de defensa seríamos nosotros como auditoría interna del Poder Judicial.

Pero resulta que en ese 241 aparecen otras figuras, aparece la SUPEN, aparece la SUGEF y necesariamente la contratación, tal cual lo decía don Rodrigo Campos, de una Auditoría Interna, y les agrego otra auditoría. Esa Junta por fuerza, viendo que operaría de una forma totalmente independiente, como un órgano desconcentrado, debería contratar anualmente un despacho de contadores externos para que también realicen una auditoría anual.

Entonces prácticamente nosotros quedaríamos en una sétima línea de defensa, en un ente totalmente sobre auditado. Y entonces, realmente quedamos sobrando tal cual lo establece la Contraloría.

Importante es, como lo decía don Rodrigo también, este criterio de la Contraloría fue emitido en el 2018 y ratificado en el 2021, pero importante también es que tanto las señoras magistradas como los señores magistrados, comprendan que desde el 2018 nosotros hicimos una restructuración, que es la segunda parte de ese oficio contenido hoy en la agenda de Corte Plena, donde nosotros tuvimos que cambiar radicalmente la función de cobertura del universo auditable del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, para dedicarnos a una nueva funcionalidad de la Auditoría, que es justamente el tratamiento a los presuntos hechos irregulares, porque tenemos lineamientos, antes decíamos son lineamientos nuevos, pero realmente fueron de consideración desde el año 2019, octubre del 2019, entraron en vigencia.

Y por supuesto nosotros tuvimos que darle tratamiento especial y convertimos la sección dedicada a la auditoría del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, justamente al tratamiento de los presuntos hechos irregulares, cambiándole la nomenclatura incluso, que se la estamos presentando hoy a Corte Plena para su aval, para su acuerdo correspondiente, en el caso que les venga a bien el nombre que le hemos puesto a esta nueva sección que se llama APAI, es Auditoría para la Prevención y Análisis e Investigación de los presuntos hechos irregulares.

Esa es la propuesta que le llevamos hoy a Corte de cambiarle la nomenclatura a la sección que antes se dedicaba para auditar el Fondo de Jubilaciones y Pensiones.

Importante -insisto- en este criterio de la Contraloría, recuerden que el artículo 24 de la Ley de Control Interno, por eso esta ley, yo pienso que tiene una importancia especial y relevante, sobre todo para el funcionamiento de las auditorías internas, porque este artículo 24 es justamente en el que se apoya el criterio de la Contraloría para decir, bueno, no podemos tampoco desbalancear el plan anual de trabajo que tiene la Auditoría, que ya está proyectado, incluso ya estamos comprometidos con el ese plan anual de trabajo que aprobó Corte Plena, justamente para este año 2022, para el período 2022, y que justamente están comprometidos todos los recursos que tenemos para desarrollar ese plan.

Entonces, nos quedaríamos un poco falseados si empezamos a ceder plazas, y de ahí la protección y el blindaje que don Rodrigo les explicaba de ese artículo 24 de la Ley de Control Interno; que nos apoya también el artículo 27, donde se dice que a las auditorías no se les debe cercenar ningún tipo de recurso para cumplir el plan anual de trabajo, se les debe dar los recursos necesarios para poderlo cumplir y así estamos comprometidos tal cual presentamos el plan anual de trabajo a la Corte Plena en las primeras fechas de este año.

Entonces, señoras y señores magistrados, siento que el discurso de don Rodrigo estuvo muy completo, en realidad veníamos con una presentación muy similar, para no decir que reiterada, entonces, no los voy a atrasar ni las voy a atrasar con un contenido igual o equivalente al que les trajo don Rodrigo Campos, a quien le agradezco el enfoque tan completo que presentó. 

Eso es lo que yo les tenía señor Presidente, señoras y señores magistrados, para esta tarde”.

SALE EL PRESIDENTE MAGISTRADO CRUZ, ASUME LA PRESIDENCIA LA MAGISTRADA SOLANO.

Señala la Presidenta en ejercicio, magistrada Solano: “Muchas gracias don Roberth, un saludo para usted y para don Rodrigo. Don Fernando momentáneamente me cedió el ejercicio de la Presidencia. 

Magistrada Rojas, la escuchamos, muy buenas tardes”.

Manifiesta la magistrada Rojas: “Buenas tardes. Muchas gracias. Yo tengo una inquietud, a mí me parece, y debo felicitar al Director Jurídico por el análisis que hace de los órganos con personalidad jurídica instrumental, yo agregaría, inclusive, que para mí son inconstitucionales, porque la organización administrativa que está en la Constitución Política solo permite la descentralización administrativa en entes autónomos y semi autónomos.

Por tanto, este es un invento que nació en Suramérica de personería jurídica instrumental, que en realidad tampoco es un ente y lo limita, y como decía don Rodrigo, parcialmente correcto, si bien tiene posibilidad para ser demandada y demandar en la jurisdicción Contencioso Administrativa, imagínense que no lo puede hacer de manera autónoma.

Al tenor del artículo 12 del Código Procesal Contencioso Administrativo, siempre tiene que integrarse la litis con el Estado, ¿esto qué significa?, que si la Junta realiza un funcionamiento anormal y es condenada y su patrimonio tiene algún tipo de compromiso, el Estado costarricense, porque pertenece al Poder Judicial, y hay que demandar al Estado porque quien defiende al Poder Judicial es el Estado, tendría que asumir la responsabilidad correspondiente de manera subsidiaria, tal y como lo ha sostenido la Sala Primera en su reiterada jurisprudencia sobre este tema.

A mí la duda y la inquietud que me genera, doña Patricia y compañeros magistrados, es lo siguiente: sabemos que el Fondo de Pensiones costó muchísimo conformarlo, estuvimos en aquella etapa, inclusive haciendo interpretaciones jurídicas para poder hacer la designación de los propietarios y de los suplentes. Sabemos que en este momento inclusive la Junta ha impulsado un gran, más bien ha colocado una gran cantidad de sus fondos en el extranjero, y bueno, es nuestra Junta, y obviamente pues uno se preocupa por su funcionamiento. 

La pregunta que yo hago es, la Junta nuestra, a diferencia de otras Juntas de Pensiones muy sólidas, que hasta tienen edificios ahí cerca de la Corte, carece de esos recursos, al menos en infraestructura, por eso el Poder Judicial le ha suministrado todo el apoyo, inclusive en términos de funcionarios, que creo que no tiene, no sé si tendrá algunos propios ya, pero por lo menos empezó funcionando con todo lo que el Poder Judicial le facilitó en ese momento.

Entonces mi pregunta es, cuando se hace un análisis jurídico, que es correcto, pero ¿cuál es la realidad de la Junta?, ¿realmente está la Junta en condición?, conforme a la Ley de Control Interno, tener su propia auditoría con los recursos que recibe que son los que cobra a todos los que somos sus cotizantes para mantenerse, o el no incluirla dentro del Poder Judicial implicaría que sería una auditoría de papel, porque no tiene recursos para llevarla a cabo.

Me pregunto ¿cuál es la razón por la cual la Junta quiere que el Poder Judicial le colabore también en este extremo?, ¿tiene recursos para hacer esa auditoría? o está acudiendo a que el Poder Judicial asuma, tal vez de manera temporal, no lo sé, esa es mi duda, porque no tiene recursos. ¿Puede la Junta hacerle frente, porque yo tenía entendido que no, a todas las obligaciones que como órgano con personería jurídica instrumental y con desconcentración máxima le dio la ley?, ¿o todavía depende hasta de que el Poder Judicial le suministre el personal para poder funcionar?

¿Por qué?, porque si los dictámenes jurídicos, tanto de Contraloría como de la Dirección Jurídica se basan en una posibilidad jurídica de papel, en el papel, en la ley, pues estaría muy bien el informe. Pero si en realidad lo que la Junta nos está haciendo es trasladándonos un riesgo y nos está diciendo: no tengo recursos ni siquiera para tener los funcionarios propios, no puedo tener mi propia auditoría; entonces, a mí sí me preocuparía que esta situación se quedara sin ningún tipo de control, sobre todo en este momento en que la Junta ha dado pasos muy importantes para la inversión de los fondos.

Esa es una pregunta que yo quisiera tener respuesta, ¿tiene la Junta los recursos para tener su propia auditoría como lo señala la ley?, ¿o está en una situación en que eso no es posible?, y necesitaría, al menos de manera temporal y cautelar, la ayuda del Poder Judicial para cumplir con sus cometidos, ¿o sí es autosuficiente? Porque creo que más allá de la legalidad hay que ver cuál es la realidad de la Junta, y bueno, son muchos recursos y son muchos funcionarios los que dependen de que este órgano tan importante para todos y todas esté en buenas condiciones. 

Entonces, me pregunto ¿por qué la Junta si tiene sus propios recursos, hace ese requerimiento?, ¿realmente tiene ella cómo poder contratar una auditoría y contratar todos estos requerimientos que sí, que la ley le exige?

Como le reitero a don Rodrigo, el informe de don Rodrigo es impecable desde el punto de vista jurídico. Ahora, yo lo que quiero preguntar es si eso obedece a la realidad, y si en realidad estamos en condiciones de decirle a la Junta, no, cumplen el papel porque así dice el papel y nosotros nos desentendemos. ¿Por qué?, porque finalmente, en caso de que sea demandada, también va a responder el Poder Judicial por disposición expresa de ley y yo creo que esa es una situación que nosotros no podríamos obviar. 

¿Cuál es la realidad de la Junta? Si hay que preguntarles a los miembros de la Junta, a mí me gustaría que antes de votar se hiciera esa consulta, y si el señor Auditor o el Director Jurídico tiene esa información, me parece que sería muy importante que me la suministrara para poder hacer una votación informada. Muchas gracias”.

Menciona la Presidenta en ejercicio, magistrada Solano: “Don Rodrigo”.

Expresa el máster Campos Hidalgo: “Sí, con mucho gusto. Vamos a ver. Yo creo que sería, tal vez conveniente que se pudieran conversar con don Oslean, que es el Director de la Junta, y él les explique la previsión de plazas que ellos tienen dentro de su presupuesto ordinario 2022 con lo del 0.5% y para poder dirimir la consulta de doña Iris Rocío. 

No me atrevo yo a puntualizar, porque he escuchado algunas informaciones, pero me parece que no soy la persona ni autorizada, ni calificada y si don Oslean podría, tal vez ahí explicarnos, porque sí el presupuesto 2022, ellos también tenían que montar un presupuesto, tiene unas previsiones para poder determinar lo que plantea la señora magistrada. Mi sugerencia”.

Agrega la Presidenta en ejercicio, magistrada Solano: “Me parece que lo correcto es preguntarles, hasta donde yo conozco, lo que recuerdo es que sí tenía presupuestado dos plazas para Auditoría.

Recordemos que la Junta tiene, todos los meses nos hace una deducción para el costo administrativo de la Junta, pensaría que de estos recursos, que en este momento ya se acumula una cantidad importante de dinero, tiene suficientes recursos a efectos de que puedan tener para poder costear estos temas.

Sin embargo, quien nos debe dar la respuesta es otra persona. 

Pero le pregunto a don Roberth si él tiene noticias al respecto, tal y cual lo pregunta la magistrada Rojas Morales”.

Indica el máster García González: “Sí, doña Patricia, con todo gusto. Vieras que yo tengo datos añejos -para decirlo de la forma más convergente- de los reportes de la Junta, simple y sencillamente porque la hemos dejado de auditar hace cuatro años.

Entonces, doña Patricia, vieras que yo siento que la persona más indicada debería ser alguien de la Junta Directiva, y en este caso don Oslean es el que maneja toda la situación financiera de la Junta. No sé si le podemos lograr el contacto desde ya para salir todos de dudas, pero entiendo que debería tener la capacidad financiera para justamente conformar la Junta con una estructura, una estructura no solo pensando en dos auditores aislados, sino toda una estructura de Control Interno como debería ser el órgano desconcentrado, como lo tiene el COSEVI, como lo tiene el CONAVI, tal cual lo expuso don Rodrigo Campos.

Entonces doña Patricia, sería un dato especulado lo que le estaría dando, entonces prefiero que sea don Oslean el criterio autorizado”.

ENTRA EL MAGISTRADO CRUZ Y ASUME LA PRESIDENCIA.

Expresa la magistrada Solano: “Muy bien. Reitero, pensaría que de los recursos que se nos debitan todos los meses de nuestros salarios a efectos de tener el fondo para la parte administrativa de la Junta, yo pensaría que cuentan con los recursos. 

Ya doña Silvia está comunicándose con don Oslean, que es el encargado de dar respuesta, y yo me separo porque ya llegó el señor Presidente, a efectos de que continúe con la dirección del debate, como corresponde.

Don Fernando, la magistrada Rojas pregunta, ya dieron el dictamen don Rodrigo y don Roberth, y ella pregunta si la Junta tiene los recursos suficientes para poder costear la auditoría que corresponde en forma interna y su propio control interno. Entonces, por eso es que doña Silvia está procediendo a llamar a don Oslean a efectos que pueda dar respuesta a ese tema. Muchas gracias”.

Dice el Presidente, magistrado Cruz: “Gracias doña Patricia”.

SE CONECTA AL SISTEMA DE VIDEO CONFERENCIA EL MÁSTER OSLEAN MORA VALDÉZ, DIRECTOR INTERINO DE LA JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL.

Indica el Presidente, magistrado Cruz: “Don Oslean, tal vez, si usted está conectado, tal vez que, no sé si escuchó la pregunta”.

Hace uso de la palabra el máster Oslean Mora Valdez, Director de la Junta Administradora del Pondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, quien indica: “Muy buenas tardes don Fernando. No logré escuchar la consulta completa. Me acabo de unir. Si es tan amable por favor me la repite y con muchísimo gusto trato de aclararla”.

Interviene la magistrada Rojas: “Si gusta, yo puedo”.

Dice el Presidente, magistrado Cruz: “Sí claro”.

Manifiesta la magistrada Rojas: “Muy buenas tardes. Mucho gusto en saludarlo. Mire, estamos viendo un informe jurídico que coincide con el de la Contraloría y la Auditoría, que jurídicamente es impecable en el sentido de que las personas, los órganos con personería jurídica instrumental, tienen que tener su propio sistema de control, y que además tienen personería para contratar, etcétera. 

Sin embargo, yo estoy indicando que la personería jurídica instrumental no le asimila a un ente público y que cuando por alguna razón son demandados o demandan, tienen que ir acompañados con el Estado porque el artículo 12 del Código Procesal Contencioso Administrativo obliga la integración de la litis.

¿Por qué iría acompañado por el Estado?, porque sería la Junta un órgano de desconcentración máxima del Poder Judicial y al Poder Judicial lo defiende la Procuraduría cuando defiende al Estado. 

Entonces, nosotros como Poder Judicial y como jerarcas, también si hay alguna situación que involucra al ente, podríamos como Estado tener una responsabilidad subsidiaria si la Junta no pudiese hacerle frente a una demanda por sus actuaciones, eventualmente en la vía Contencioso Administrativa, y esa es mi preocupación. 

Entonces, a partir de ahí, a partir de que, no es que la personería jurídica les responde solo a ustedes por su patrimonio, sino que permanece el patrimonio del Estado Costarricense a través del Poder Judicial ahí, mi pregunta es: ¿están ustedes en capacidad para asumir?, ¿tienen los recursos para asumir la fiscalización o auditoría que demanda la ley?, que es claro que les corresponde. Pero si no estuvieran en capacidad, a mí me preocuparía muchísimo decir que el Poder Judicial, por lo menos de manera temporal no les puede dar ese apoyo.

Si usted me dice que sí tiene capacidad para cumplir con los recaudos legales establecidos, pues nosotros yo creo que no tendríamos ningún inconveniente.

Aquí me preocupa la responsabilidad del Poder Judicial, en caso de una demanda por alguna actuación de la Junta, y por eso, porque creo en las auditorías, quería preguntarle si efectivamente ustedes tienen los recursos y los instrumentos necesarios para conformar su propia auditoría interna, o el análisis que se ha hecho es solo legal y está un poco separado de la realidad.

Para hacer una votación informada, creo que todos deberíamos y todas deberíamos tener ese dato en nuestro conocimiento. Muchísimas gracias”.

SALE EL MAGISTRADO SÁNCHEZ.

Responde el máster Mora Valdez: “Muy buenas tardes. Magistrada Rojas, atiendo su consulta. Veamos, lo que tiene que ver con los recursos de la Junta Administradora hay que ser muy francos con este tema, corresponden una copia al carbón de lo establecido en la ley de JUPEMA, y donde se establece que es un cinco por mil.

Los estimados diputados al promover el cambio de la ley, no consideran si ese cinco por mil, traerlo al cálculo del Poder Judicial iba a ser o no suficiente para determinar si se podía -digamos- independizar completamente esta estructura administrativa.

Puntualmente, hasta el día de hoy la Junta Administradora ha insistido en la necesidad de que fuera la Auditoría Judicial la que realice el servicio de control y fiscalización de las actuaciones de este ente, por considerar de que existía una clara relación inter orgánica con el Poder Judicial. Y tal y como usted lo señala, habría inclusive eventualmente una responsabilidad del Poder Judicial ante la actuación de este órgano. Por lo tanto, la Junta Administradora en todo momento ha procurado y ha insistido en que sea a través de este órgano del Poder Judicial, de la Auditoría Judicial, la que realice esas funciones.

No obstante, contestando directamente su consulta en cuanto si existen recursos monetarios en este momento para poder hacer la contratación de un personal para tener una auditoría interna propia, debo indicarle que efectivamente se cuentan con los recursos en este instante para poder integrar una auditoría básica de alrededor de tres personas. ¿Serán suficientes para ejecutar las funciones que históricamente realizaba una sección de la Auditoría Judicial?, eso es criterio totalmente distinto. 

Pero lo que ha tomado como previsión de hecho el día de hoy la Junta Administradora es previendo que esta situación no se solucione a corto plazo, contar con tres plazas a manera extraordinaria a partir del período 2023. La situación de las plazas sería hasta el año 2023 por un tema de tramitación presupuestaria, como ustedes conocen.

Tenemos una necesidad puntual y real al día de hoy en el período 2022, hemos estado efectuando funciones y hemos estado efectuando labores sin contar con una auditoría interna a lo largo de todo el período 2020 y todo el período 2021. Y hemos tenido, gracias a Dios, muy buenos resultados con nuestra auditoría externa contratada, pero no es lo mismo, y en eso quiero ser totalmente transparente con sus personas. 

Doña Iris Rocío, no sé si con esto contesto su consulta”.

Expresa la magistrada Rojas: “Sí, a raíz de que su manifestación es que para el 2023 ya presupuestaron recursos, bueno, no se sabe, pero además sería un hecho futuro incierto sobre el que tampoco puede actuar la administración activa. Digamos que ustedes ya tienen la previsión presupuestaria, ¿usted diría que carece de interés actual la gestión que plantearon ante Corte Plena, puesto que ya tienen la previsión presupuestaria para el 2023?” 

Responde el máster Mora Valdez: “No me atrevería a hacer esa afirmación doña Iris Rocío, por el hecho de que hasta el día de hoy, como les menciono, durante dos periodos consecutivos, la Junta ha funcionado sin contar con un órgano de control, como una auditoría interna propia, ha insistido a lo largo más de un año en la necesidad de que se incluya dentro del universo auditable de la Auditoría Judicial, al Fondo de Jubilaciones y a la Junta Administradora, y estaríamos a las puertas de que durante todo el periodo 2022, nos mantengamos también de esa forma.

Entonces, no me atrevería a decir que la solución ya está finiquitada con el simple hecho de incluir a nivel de presupuesto hasta el año 2023, tomando en consideración estos aspectos, y aclarar…”.

Interviene la magistrada Rojas: “Perdón, podría haber una modificación a su gestión, en el sentido para que sea analizada de cara a la realidad, jurídicamente ustedes deberían tener su propia auditoría, pero lo están presupuestando hasta el 2023, y eso es preocupante para mí por lo menos.

El asunto es que ustedes están pidiendo que el Poder Judicial los siga auditando, la realidad ya hoy no es esa, puesto que ya, aunque sea escasa, ya tienen su propia estructura prevista. Esto implicaría entonces, en el fondo, de alguna manera una modificación de la pretensión inicial suya, que era que el Poder Judicial continuara asumiendo, ahora pareciera cambiarla porque se audite ese período en el que no han contado con los recursos, ¿sería así?, ¿y podría usted hacer una modificación en ese sentido para que Corte resuelva lo que corresponda?”.

Aclara el máster Mora Valdez: “Hago una aclaración doña Rocío, la pretensión no es de mi persona, es del cuerpo colegiado de la Junta Administradora como un todo, así que no podría avocarme yo a tomar esa decisión en nombre de ellos.

Lo que puedo en este momento indicarles, es que la posición del cuerpo colegiado ha sido del interés de que la Auditoría Judicial sea la que audite a este órgano de desconcentración máxima, porque ha seguido un principio de que se mantiene identificado como un órgano del Poder Judicial, y por lo tanto, considera este órgano que este servicio sería más seguro si lo efectúa directamente la Auditoría Judicial.

Esa ha sido la posición y que yo me atrevería en estos momentos indicarles.

Lo que usted señala, doña Iris Rocío, es un tema a considerar, pero tendrá que ser una consulta que se planteé al órgano como tal, no me atrevería yo a contestar a nombre de ellos”.

Agrega la magistrada Rojas: “Sí, muchas gracias.

Don Fernando, antes de que el señor auditor se vaya, y no tiene que ver con este punto, a mí me gustaría aprovecharlo que está conectado para hacerle una pregunta, pero no tiene que ver con este tema.

Eso es todo lo que yo quería preguntar. Muchas gracias”.

Manifiesta el Presidente, magistrado Cruz: “Bueno yo creo que desde el principio que yo conocí de este tema, me parecía que estábamos en un zapato difícil para el Poder Judicial, y ha sido difícil desde que se creó y desde que se diseñó la ley, pero podemos resolver el tema en las condiciones actuales.

Doña Iris usted iba a plantear una pregunta”.

Prosigue la magistrada Rojas: “Sí, don Fernando, sí, es con respecto a la Junta, a mí me preocuparía que teniendo conocimiento de que no tiene recursos y que hay, tanto lo ha dicho el auditor como el señor que nos acaba de hablar, que no tienen ese universo auditable por un período específico, yo quería preguntar si para la Auditoría sería posible darle la ayuda al Fondo, que se la ha dado el Poder Judicial desde que se constituyó porque no tenía esos recursos, por lo menos antes de que las plazas entren en funcionamiento y se pueda cumplir con las normas de control interno.

Porque yo quisiera preguntarle a él que si ante esta realidad, que es la realidad, no la realidad jurídica, sino la realidad material, hay un universo no auditable y la Junta es un órgano de desconcentración del Poder Judicial, y el Poder Judicial tiene responsabilidad pecuniaria sobre la actuación de la Junta y lo dice una ley de la República.
Entonces, si fuese posible completar esa auditoría que señala, o si es posible, le pregunto yo al auditor, él que nos enseña tanto de trasmisión del riesgo, si nosotros no incurriríamos en ninguna responsabilidad, sabiendo que hay un universo que la Junta no tiene mecanismos para auditarlo y que el Poder Judicial no lo hace, yo querría que el auditor me conteste desde el punto de vista de control interno y del riesgo. Gracias”.

Dice el Presidente, magistrado Cruz: “Don Robert”.

Expresa el máster García González: “Sí, señor Presidente, con todo gusto doña Iris Rocío. Yo soy muy solidario con su pensamiento, yo también formo parte de ese Fondo y me preocupa también, pero usted bien sabe, usted en su especialidad contenciosa, usted bien sabe que apartarme del dictamen de la Contraloría, sería una desobediencia, y justamente ese dictamen me amarra por todos lados, ese dictamen me obliga, me vincula.

Entonces, yo perfectamente, yo tengo toda la disposición, si lo auditamos durante cuarenta años el Fondo, pero yo quisiera, y le digo, soy solidario con su pensamiento, pero definitivamente no puedo hacerlo, aunque sea en forma transitoria, eso por un lado doña Iris Rocío.

Y recuerde también que nosotros trabajamos con presupuestos de trabajo, con horas asignadas, y justamente el plan anual que nosotros proyectamos con esta nueva sección, que es la segunda parte de lo que estamos presentando el día de hoy que es la APAI, la nueva sección, justamente están programados todos los estudios y se nos llenó la línea de denuncias que estamos entendiendo, es decir, los hechos irregulares casi que se han disparado al triple de como iniciamos, porque ya justamente los Centros de Responsabilidad saben que tenemos una sección exclusivamente para el tratamiento de los hechos irregulares y las denuncias. Entonces, ya comprometimos el plan anual de trabajo y comprometimos también el recurso doña Iris Rocío.

Yo quisiera, al igual que usted, dar esa cobertura, pero definitivamente me amarra el dictamen de la Contraloría General de la República”.

Señala el Presidente, magistrado Cruz: “Bueno, creo que la pretensión de la Junta pretendía que nosotros a través de la Auditoría auditáramos a la Junta.

Creo que debemos someter a votación esto conforme lo que hemos escuchado de don Rodrigo Campos y de don Roberth García, lo vamos a someter a votación”.

SALE EL MÁSTER RODRIGO CAMPOS HIDALGO, DIRECTOR JURÍDICO.

ENTRA EL MAGISTRADO SÁNCHEZ.

Consulta la magistrada Rojas: “Don Fernando, ¿cuáles serían las opciones de votación?, es que a mí me preocupa, yo sé que el señor Roberth no puede desobedecer la Contraloría, pero también, y él no me contestó ese tema, qué pasa con la responsabilidad de la Corte que sabe que hay un universo no auditable y no estaría apoyando la gestión. Ya no tiene que ver con él quiera o pueda, sino desde el punto de vista de control interno ¿cuál es nuestra situación y nuestra responsabilidad don Fernando?, por eso es que me preocupa mucho”.

Señala el Presidente, magistrado Cruz: “Bueno, es que el origen de esto fue la petición que hizo la Junta en esas condiciones, el dictamen de don Rodrigo es muy tajante y además, el de don Roberth también, no deja mucho espacio.

Claro que lo que usted plantea es una interrogante que deberíamos formular, pero ya no sería parte de esto que estamos decidiendo, porque este es un asunto que tiene mucho tiempo de estar esperando.

Así es que o acogemos el dictamen de don Rodrigo o lo rechazamos, y si lo rechazamos, pues ahí veremos qué hacemos. Doña Julia”.

Refiere la magistrada Varela: “Sí, don Fernando. Yo quería señalar que para mí es sumamente claro y contundente el dictamen que da la Dirección Jurídica, además se complementa con lo que dijo don Roberth, incluso con lo que ahora don Oslean nos señaló, que le están más bien presupuestando para el próximo año. 

Yo no sé si don Oslean está conectado por ahí para hacerle una pregunta”.

Dice la Secretaria General: “Sí, está conectado”.

Indica la magistrada Varela: “Sí, ahí está. Don Oslean ¿le puedo hacer una pregunta?”.

Menciona el máster Mora Valdez: “Sí señora. Con mucho gusto”. 

Prosigue la magistrada Varela: “Gracias. Bueno, primero que nada, buenas tardes y espero que estén bien. 
En la Junta han tomado, o sea, dentro de las posibilidades legales que ustedes tienen para la administración del Fondo ¿tienen posibilidades de contar con recursos extraordinarios a partir de ya? Porque creo que, si la ley les obliga, ya está bien claro, quedó bien claro con el dictamen de la Auditoría, que es responsabilidad de la Junta tener esa estructura de control interno para poder asumirlo.

Porque a mí me preocupa sinceramente que siendo en primer lugar, una responsabilidad de la administración del Fondo prever todos los riesgos, administrar los riesgos, como se dice ahora, que pueda quedar en descubierto ya a futuro, de aquí al 2023. Gracias”.

Dice el máster Mora Valdez: “Con permiso, don Fernando”.

Indica el Presiente, magistrado Cruz: “Sí claro don Oslean, tiene la palabra”.

Continúa el máster Mora Valdez: “Muchas gracias, doña Julia. Atendiendo su consulta, la Junta Administradora ha estado en todo momento en disposición de poder contar el recurso humano necesario para ejecutar las funciones que la ley le confiere.

No obstante, hay que recordar, regresarnos al momento histórico cuando nace la reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial, hubo una tesis que siguió, que decía que básicamente la Junta Administradora constituía un ente independiente al Poder Judicial, que se iba a movilizar bajo la ley, la ley privada, por así decirlo, como si fuera una operadora de pensiones.

Esa tesis no llevaba razón, la misma Procuraduría General de la República lo clasifica como un órgano de desconcentración máxima que mantiene una relación inter orgánica con el Poder Judicial, y no tiene calidad de ente, no es igual a otras instituciones, no es igual a una operadora de pensiones, no es igual a un JUPEMA, por ejemplo, tiene sus características diferentes. 

Dada esa situación, la Junta Administradora analiza que al no perder esa relación inter orgánica con el Poder Judicial, existen una serie de funciones dentro de las cuales destaca la función de Auditoría Judicial, que históricamente fueron llevado a cabo por parte de las instancias del Poder Judicial, de todas estas áreas a lo largo de 79 años que estuvo este Fondo administrado por la cúpula del Poder Judicial. Y, por lo tanto, consideró este cuerpo colegiado, consideró que era como un síntoma de garantía y de transparencia, el continuar recibiendo el servicio de auditoría interna por parte de la Auditoría Judicial. Ese fue el criterio y fue el principio que persiguió este órgano colegiado.

Al momento en que se recibe este criterio de la Contraloría, se presenta una aclaración y se hace una gestión ante la misma Contraloría, donde se le indica que, bueno, que, dado el criterio de la Procuraduría, pareciera de que no lleva razón la Contraloría en su análisis. Posteriormente la Contraloría emiten el criterio que ustedes me imagino ya conocieron.

Y queda entonces, este cuerpo colegiado queda a la espera de lo que bien estime resolver Corte Plena para efectos de dotar o no ese servicio.

Las pretensiones de la Junta Administradora iban en dos orientaciones o en dos sentidos. Una, era en que se incluyera dentro del universo auditable de la Auditoría Judicial al Fondo de Jubilaciones y a la Junta Administradora; o dos, que se cedieran las plazas que históricamente brindaron ese servicio por más de 79 años al régimen del Fondo de Jubilaciones, para que brinde ese servicio a lo interno de la Junta. Si ambas pretensiones no eran acogidas por parte de este cuerpo colegiado, que sería la Corte Plena, la Junta Administradora activó como plan B la opción de contar con una auditoría interna propia a partir del período 2023. 

¿Qué tantas posibilidades hay de contar con esos recursos humanos durante este período 2022?, doña Julia, conociendo la forma, la técnica presupuestaria para poder dotar de recursos, hacer efectivamente los nombramientos y demás, es altamente probable que se lleve, por lo menos, dos terceras parte del período 2022 sin que se puedan ejecutar o sin que se pueda hacer el nombramiento respectivo para poder arrancar con este órgano de control interno. 

Muy probablemente, si se inicia inmediatamente esta gestión, ya estamos prácticamente primero de marzo, estaríamos hablando que, en el mejor de los escenarios, lo estimo yo, alrededor del mes de noviembre, el mes de octubre, noviembre de este período. Esa sería mi estimación”.

Dice la magistrada Varela: “Muchas gracias”.

Indica el Presidente, magistrado Cruz: “Bueno. Tenemos que referirnos.

Don Fernando Castillo”.

Manifiesta el magistrado Castillo: “Muy buenas tardes, señor Presidente. Muy buenas tardes, magistradas y magistrados. Buenas tardes al señor Auditor y al Director Jurídico, don Rodrigo y a don Oslean. 

Yo tenía tres preguntas para don Oslean. Una: si el presupuesto que ellos manejan es un presupuesto independiente al del Poder Judicial. En segundo lugar: ¿quién les aprueba ese presupuesto? Tercer lugar: ¿cuál es el monto de ese presupuesto? Y finalmente, aquí hay que tener presente que la principal fuente de financiamiento o la única fuente de financiamiento son los aportes de los trabajadores, quiere esto decir que, si bien son recursos públicos, a través de esta contribución parafiscal se financia este órgano de desconcentración máxima con personalidad jurídica instrumental. 

Si sería tan amable don Oslean en responderme esas cuatro interrogantes”.

Responde el máster Mora Valdez: “Con mucho gusto don Fernando. En primer lugar, el presupuesto de la Junta Administradora por disposición del Ministerio de Hacienda fue incluido como parte, como un programa del Poder Judicial, está dentro de la estructura programática del Poder Judicial, y sigue la ruta de aprobación que sigue el presupuesto del Poder Judicial. Es decir, se convirtió en Ley de la República, creo que es la 100103 -si mal recuerdo- publicada en el mes de diciembre del año pasado.

En cuanto al monto del presupuesto, el presupuesto aprobado para el período 2022, corresponde aproximadamente a mil setecientos veintidós millones de colones. 

En cuanto al monto de las recaudaciones que en este momento se están generando por parte de esta comisión del cinco por mil, efectivamente o aproximadamente más bien, ronda esos mil setecientos a mil ochocientos millones de colones anuales de los que se están percibiendo. ¿De qué dependerá?, dependerá obviamente de la tasa de afiliados que posea el régimen en determinado momento.

Entonces, situaciones como el aumento o disminución en el personal del Poder Judicial, afectan directamente la tasa de recaudación que tenga este régimen.

Y su última pregunta don Fernando, perdón, me percaté de esas tres”.

Agrega el magistrado Castillo: “No, más bien aprovecho, si el señor Presidente me lo permite, para formularle otra interrogante, don Oslean. Ya ustedes han tenido, en el presupuesto del año 2022 ¿es el primero presupuesto o ya tuvieron otro presupuesto en el año 2021?, que ya está, o 2020 que está ya liquidados, y si en esos presupuestos se dieron o no superávits, o se dieron déficits”.

Añade el máster Mora Valdez: “Sí señor. Me permito aclarar, la Junta Administradora nace en enero del 2020, en enero del 2020 la tesis que se persigue es que esta institución o este ente funcionaba bajo la Ley de Administración Privada, no pública, no pertenecía al Poder Judicial, era un ente independiente y se rige bajos las reglas de la administración privada. 

Bajo ese criterio, la Junta en el propio artículo 239 de la ley, establecía que era, podía definir su propio presupuesto, y basado en ese principio, en el año 2020 y en el 2021 gestionó su propio presupuesto a criterio de este cuerpo colegiado.

Es a partir de enero 2021 cuando recibimos el criterio de la Procuraduría General de la República, que se aclara de que pertenecemos al Poder Judicial como un órgano de desconcentración máxima, y es a partir de ese momento que se inicia la tramitación del presupuesto por las vías normales a través de los mecanismos establecidos de control presupuestario para el sector público. 

Entonces, puntualmente don Fernando, este período 2022 sería el primer presupuesto que se tramita bajo esas reglas de la administración pública. Previamente en los presupuestos anteriores existe un superávit, efectivamente; y ese superávit está en estos momentos pendiente de definición de una acción de inconstitucionalidad que se encuentra pendiente de ejecutar, de hecho, para aclarar si efectivamente esos recursos, esa comisión del cinco por mil que se estableció es correcta que se mantenga o si en su lugar debe ser devuelta a los afiliados a este régimen.

Entonces, bajo ese principio, la Junta Administradora en los períodos anteriores tuvo una posición muy austera a la espera de esa definición, a partir del período 2022 toma la decisión de generar el presupuesto correspondiente para poder funcionar y arrancar cómo se debe, y es a partir de este período que se toca o se gasta -por así decirlo- los recursos a través de la tramitación del presupuesto del programa 951, que es el que nos corresponde. 

Entonces, vea que ha habido como un cambio en el camino de criterios en cuanto a cómo manejar el tema presupuestario porque en un principio se creía que la Junta Administradora debería funcionar muy parecido a cómo funciona o a cómo opera una operadora de pensiones. Que una operadora de pensiones, a pesar de sus socios o sus dueños sean entes públicos, se rigen bajo el principio de administración privada”.
Añade el magistrado Castillo: “Finalmente, ¿si el señor Presidente me lo permite?”

Dice el Presidente, magistrado Cruz: “Sí, don Fernando”.

Refiere el magistrado Castillo: “Sí, podría decir don Oslean, podría concluir que la única fuente de financiamiento del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial es el cinco por mil, es decir, no hay otra fuente de financiamiento que provenga de una transferencia o un cambio, o un traslado de partidas del Poder Judicial ¿Estoy en lo correcto o no estoy en lo correcto don Oslean?”.

Responde el máster Mora Valdez: “Puntualmente don Fernando, el programa 951 sí tiene un fondeo de parte del Poder Judicial en cuanto a unos recursos anteriores a la ley, pero como traslado de recursos hacia el Fondo de Jubilaciones o hacia la Junta, no existe, no hay un traslado de recursos. Más bien lo que se acostumbra en la técnica presupuestaria, es definir el programa 951, se hace el presupuesto, y lo que está haciendo la Junta en este momento es depositándole al Ministerio de Hacienda el equivalente al monto que cubre de la Junta Administradora para el periodo 2022.

De esa forma, por así decirlo, sería el equivalente, no sé si conocen esta técnica, pero sería equivalente a hacer un pago diferido, estamos haciendo un depósito por adelantado del año completo en las cuentas del Ministerio de Hacienda para que de ahí se debiten los gastos mensuales que ejecuta la Junta Administradora conforme a dicho presupuesto.

Entonces, en realidad el Poder Judicial no está trasladándole recursos a la Junta Administradora o depositándoles a favor de la Junta administradora como tal, sino que más bien es la Junta Administradora la que lo está haciendo a nivel de unas cuentas presupuestarias del Ministerio de Hacienda”.

Prosigue el magistrado Castillo: “¿Quiere decir que ustedes recaudan la contribución, la depositan en una cuenta de Hacienda, y Hacienda conforme mensualmente ustedes van generando gasto, Hacienda les va haciendo los respectivos giros, don Oslean?”.

Aclara el máster Mora Valdez: “Don Fernando, se hizo un depósito único por la cantidad equivalente al presupuesto 2022, no de la totalidad de lo que se ha recaudado, hay una parte importante de recursos históricos que se ha recaudado a través de esta ley, que están en posesión de la Junta Administradora y no del Ministerio de Hacienda, aproximadamente alrededor de unos cinco mil millones de colones”.

Dice el magistrado Castillo: “Muchas gracias, don Oslean, muy claras las respuestas, muy amable”.

Indica el máster Mora Valdez: “Con mucho gusto, don Fernando”.

Dice el Presidente, magistrado Cruz: “Vamos a votar si están de acuerdo o no con el dictamen jurídico que responde a una pregunta que planteó la Junta en su momento.

Doña Sandra Zúñiga”.

Expresa la magistrada Zúñiga: “Muchas gracias, don Fernando Cruz, de nuevo saludar a las señoras y señores magistrados, también darle las gracias por su intervención a don Rodrigo Campos, a don Roberth García y también a don Oslean, que nos acompaña de la Junta.

Hay un tema que a mí me ha quedado ahí como dando vueltas y que yo sinceramente no entiendo, porque las preocupaciones que externó la magistrada doña Iris Rocío son totalmente valederas, es decir tiene que existir un ente que esté auditando.

Entonces, desde mi perspectiva, lo que debería de suceder reconociéndose, como ya nos lo aclaró don Oslean, está el pronunciamiento de la Contraloría General de la República, que ha sido totalmente claro sobre la personería instrumental, que además está dispuesta por ley, y que entonces se trata simplemente de un ente público al que hay que aplicarle también la normativa como ente público, entonces ¿por qué no pasar precisamente el recurso de auditores que teníamos antes para regular y fiscalizar y realizar todas las labores de auditoría a la Junta?

Yo es que simplemente no entiendo por qué no se pasan esos recursos de la Auditoría a la Junta, si históricamente habían sido creados con ese propósito, eso es algo que yo no entiendo por qué no se puede realizar, esa es mi duda. Y creo que también eso solventaría algo de las preocupaciones que ya nos externó la magistrada doña Iris Rocío, que no es poca cosa. Muchísimas gracias”.

Refiere el Presidente, magistrado Cruz: “No sé si don Oslean puede responder a eso o está don Roberth todavía por ahí, pero lo que yo he entendido siempre de toda esta problemática que es producto de la chapucería en relación a temas que tienen que ver con el diseño legislativo, que no importa quién es el autor, pero hay cosas que se omitieron; por ejemplo, el período de transición, no hay una previsión adecuada del periodo de transición, pero es que no se pueden destinar, los que estaban destinados a esa labor, don Roberth los destinó a otra cosa y ya están en sus funciones, no se podrían sacar de esa función.

Don Oslean no sé si usted puede responder, porque mi apreciación le falta el detalle de los datos precisos”.

Indica el máster Mora Valdez: “Don Fernando, no sé si don Roberth se va a referir”.

Dice el Presidente, magistrado Cruz: “¿Don Roberth, tal vez usted se puede referir al tema que planteaba doña Sandra?”.

Expresa el máster García González: “Sí, señor Presidente, en realidad yo pienso que es un tema que se expuso muy claro con el dictamen que nos presentó don Rodrigo Campos, pero con todo gusto.

Doña Sandra Zúñiga, vamos a repasar cuál es los argumentos que hemos empleado para poder en este momento decir que nos vemos con una camisa de fuerza, porque a mí me interesa muchísimo la custodia de estos fondos, porque precisamente yo también formo parte de ellos.

Y don Rodrigo Campos lo expuso, no sé si don Rodrigo está ahí para que nos ayude con el artículo 239, de la reforma a la ley del Poder Judicial, me estoy refiriendo a la 9544, ese artículo 239, doña Sandra, se dice que la Junta Administradora tiene sus propios fondos y su propio sistema de financiamiento para los recursos con los cuales sea administrada. Y justamente nosotros, históricamente desde que se creó el Fondo, lo hemos venido auditando, lo auditamos durante cuarenta años.

Pero por una prohibición, por un criterio emitido por la Contraloría General de la República, doña Sandra, usted bien sabe que, en materia de control interno, en materia de fiscalización, los dictámenes de la Contraloría General de la República son criterios vinculantes y de cumplimiento obligatorio paras las auditorías internas, y en este caso la auditoría interna del Poder Judicial no es la excepción, yo no puedo apartarme de ese criterio, sería desobedecer al mandato de la Contraloría.

Y a mí también me preocupa, y doña Rocío ahora preguntaba en materia de riesgo, claro que existe un riesgo latente, un riesgo inherente, para decirle también que es un riesgo de control y también de detección, porque tenemos todo un año donde podríamos decir que no hay cobertura, aunque don Oslean nos acaba de exponer algo que nos da cierta paz, que es que una auditoría ya contratada un despacho de contadores públicos independiente externo, ha hecho repaso de los estados financieros generados por la Junta durante estos años que la Auditoría Judicial no los ha auditado.

Doña Sandra, y para complementar su inquietud, vuelvo a repasar, igualmente el artículo 241 de esta reforma, de la reforma 9544, en su artículo 241 donde se dice que nosotros, o más bien que la SUPEN, la SUGEF, una auditoría interna con su propia estructura, más una auditoría externa de un despacho independiente, tiene que realizar su función como fiscalizadores, y nosotros quedaríamos prácticamente en un plano séptimo.

Y recuerde doña Sandra, nosotros no somos un recurso tampoco barato, y en protección de la Hacienda Pública nosotros no podemos estar casi que sobrantes en una función de fiscalización. Y pensemos en los controles operativos, el control operativo lo mismo en la Junta con los recursos que ya tiene, pensemos en la supervisión de la dirección de la Junta, pensemos en la tercera línea de defensa que sería su propia estructura de auditoría interna, pensemos en la cuarta línea de defensa que sería la auditoría externa contratada de la que nos estaba hablando don Oslean ahorita, pensemos en una quinta de defensa la SUPEN, en una sexta línea de defensa la SUGEF, y nosotros entraríamos en una séptima línea de defensa, si fuera el caso y si hubiesen autorizado.

Pero como le digo, tenemos la camisa de fuerza de un dictamen, que fue justamente resuelto por la Contraloría en el año 2018, que fue cuando nosotros hicimos y destinamos los recursos y los canalizamos para una nueva sección, para el tratamiento de los hechos irregulares por mandato de la Contraloría también, y que este dictamen lo confirmó y ratificó la Contraloría en agosto del 2021.

Entonces, es un dictamen que se mantiene incólume, no hay ninguna variación, y nos prohíbe definitivamente que nosotros seamos los que nos encarguemos del universo auditable del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.

No sé si don Oslean tiene una idea complementaria o fui suficientemente claro como para explicar por qué motivo no podemos auditar nosotros en este momento”.

Interviene la magistrada Rojas: “Don Fernando, antes de que hable don Oslean, ¿yo podría decir algo?, si usted me da permiso”.

Dice el Presidente, magistrado Cruz: “Sí, claro”

Prosigue la magistrada Rojas: “Don Roberth, es que creo que hay un problema de comunicación, es decir, la Junta está haciendo dos peticiones. Una, que me parece que no es viable por lo dicho por la Contraloría, que es que ustedes auditen y continúen como hasta ahora, eso yo creo que está clarísimo en que no es posible y que además la Junta ya lo ha resuelto.

La segunda petición no es que usted audite y que usted no desatienda lo dicho por la Contraloría, es que el Poder Judicial pase dos plazas que tienen 76 años según dice usted de hacer lo mismo, que supongo que tienen una expertise muy grande en este tema y colaboremos con la Junta que tiene pocos recursos en momentos en que tiene un hueco de auditoría, por decirlo así, un área vacía de auditoría.

Entonces, me parece que son dos peticiones los que dice don Oslean que él está haciendo, yo creo que podríamos perfectamente votar la segunda de pasarles dos plazas de auditores, que siempre han auditado el Fondo a la Junta, como se ha hecho con otras plazas que también se trasladaron cuando empezó a funcionar, como se ha hecho con el espacio físico que se le ha dado que es del Poder Judicial, sin que usted tenga que asumir su función como auditor del fondo.

Es decir, son dos peticiones, y me parece entenderle a doña Sandra que ella está en la segunda propuesta, que a mí me parece que es posible apoyarla.

Yo quisiera escuchar a don Oslean, porque me parece que sería, la opción nuestra estaría en la segunda opción. Gracias”.

Añade el máster García González: “Nada más, señor Presidente, si usted me permite nada más quizás aclarar un punto que yo considero que es relevante, no sé si tardo un minuto en aclarárselo”.

SE CONECTA AL SISTEMA DE VIDEO CONFERENCIA EL MÁSTER RODRIGO CAMPOS HIDALGO, DIRECTOR JURÍDICO.

Expresa el Presidente, magistrado Cruz: “Don Roberth nada más quiero aclararles una cuestión, que esto ha sido un estire y encoje difícil, en el Parlamento nos hicieron objeciones por algunos recursos que le dimos en el presupuesto de este año a la Junta, y había mucha indisposición y mucha resistencia.

De manera que esto no es asunto fácil, pero ya es otro tema, el tema es entonces si destinamos fondos, eso requeriría un 44 o lo que fuera, que no sé en este momento, pero este no era el tema, el tema que estamos discutiendo es si la Auditoría del Poder Judicial podía hacerla, ese es el tema, concentrémonos en eso y lo otro se puede proponer. Yo creo que ya eso se ha explorado, los 44 están muy limitados, los problemas de presupuesto son muy graves, pero ya ese es otro tema, yo creo que lo que aquí está claro es que la auditoría judicial no puede auditar el Fondo. Y todo el problema viene por una insuficiencia del Fondo que es un asunto muy delicado.

Sí, don Roberth, ¿usted quería decir algo, agregar algo?”.

Refiere el máster García González: “Sí, don Fernando, muy rápidamente imagínense ustedes que excepcionalmente, pero sí se nos presentan situaciones en donde entramos en conflictos con el auditado. Y justamente cuando nosotros entramos en conflicto con el auditado la Ley de Control Interno establece que sea el jerarca quien dirima el conflicto.

En este caso qué hacemos nosotros si con la desconcentración que tiene la Junta, con una independencia absoluta sería el mismo jerarca, es decir, dónde queda la Corte en ese momento, justamente en el momento que le estaríamos planteando a la Contraloría no podemos, tendríamos esa limitación en el planteamiento que le hacemos a la Contraloría, porque nuestro jerarca es Corte Plena, son los 22 magistrados y magistradas, no la Junta en ningún tipo de conflicto que se nos vaya a generar en el momento que lo estamos auditando.

Entonces, es clara la idea de que por eso nosotros hacemos una analogía con la auditoría interna del CONAVI que es un órgano exacto, igual COSEVI que tiene su propia auditoría interna y que justamente tienen esa prohibición expresa por parte de la Contraloría.

A mí también me preocupa, como le digo don Fernando, es un tema que a mí también me preocupa, pero definitivamente yo no puedo desobedecer el mandato de la Contraloría. Eso es todo lo que yo quería decirle”.

Dice el Presidente, magistrado Cruz: “Gracias. Don Oslean”.

Agrega el máster Mora Valdez: “Gracias, don Fernando, bueno, retomo aquí una aclaración nada más, lo que comenta doña Iris Rocío, efectivamente era una parte de las pretensiones que la Junta estaba valorando, será cuestión de en otro momento dilucidar si esa es una posibilidad.

Con respecto a esta situación, quiero hacer una aclaración que don Fernando Castillo nos hizo en la intervención anterior, la Junta Administradora tiene como un único ingreso la comisión del cinco por mil, y por lo tanto, si esa comisión de cinco por mil desaparece por cualquier motivo, el peso de toda esta estructura terminaría cayendo directamente en el Poder Judicial, eso es importante que ustedes lo consideren. 

Asimismo, en caso de que la Junta Administradora llegase a no estar conformada y desaparecer por renuncia o por cualquier situación de sus integrantes, hay un vacío en la ley que no está claro quién tocaría, quién asumiría el rol de este cuerpo colegiado para administrar el régimen del Fondo de Jubilaciones.

Es claro que el régimen del Fondo de Jubilaciones no puede dejar de operar, no puede dejar de cumplir a sus beneficiarios, ni dejar de atender sus obligaciones, pero la cabeza que eventualmente tendría que tomar esas decisiones, en el pasado existió un criterio jurídico donde se habilitó al Consejo Superior del Poder Judicial para que asumiera dicho rol mientras integraba este cuerpo colegiado. Entonces, sin ser experto, sin ser abogado, nada más a mi criterio personal, me parecería que en un caso hipotético de que este cuerpo colegiado se desaparezca por cualquier motivo, pensaría que la lógica es volver a un esquema parecido. Y, por lo tanto, creo que esta discusión perdería sentido, porque volveríamos a un esquema donde el propio Poder Judicial seguiría administrando este régimen jubilatorio. 

En fin, nada más para aportar a la discusión, quería indicarles que, efectivamente hay una necesidad puntual que este cuerpo colegiado tiene, tiene el interés de que la Auditoría Judicial realice la función, estamos claros de que la Auditoría Judicial no puede efectuar la función por el mandato de la Contraloría. Sin embargo, la opción de un traslado de plazas no lo descartaría, al menos a mi criterio, porque en ningún momento esa posibilidad fue cancelada o fue -digamos- vedada por parte de la Contraloría. Ustedes en este caso como Corte Plena, tendrían eventualmente una potestad sobre este quehacer.

Y para aclarar nada más el último punto, hay que indicar lo que la Junta Administradora tiene desconcentración grado máximo en lo referente a su especialidad, en referente a lo que tiene que ver con jubilaciones y pensiones, pero el mismo criterio de la Procuraduría establece que Corte Plena mantiene ciertas relaciones, ciertas potestades como máximo jerarca del Poder Judicial, dentro de las cuales destaca, precisamente, la selección de los integrantes de la Junta Administradora; entonces, no es tan cierto que Corte Plena no tenga potestad o no tenga alguna relación con este cuerpo colegiado, porque recordemos que este es un órgano de desconcentración máxima, no es un ente independiente.

Si fuera un ente independiente, completamente independiente, creo que esta discusión ni siquiera se traería a este seno, pero estamos ante un órgano de desconcentración máxima que sí guarda alguna relación con el Poder Judicial, y que, por lo tanto, por eso se presentan este tipo de situaciones. Muchas gracias”.

Menciona el Presidente, magistrado Cruz: “Don Rodrigo, ¿usted quiere agregar algo a propósito de, que ya se pudo conectar, a propósito de la posibilidad de que se destinen dos recursos o tres funcionarios del Poder Judicial para que se integren a la Junta, y eso sea el respaldo para la financiación o para el respaldo del recurso humano para auditarlo? Don Rodrigo”.

Señala el máster Campos Hidalgo: “Sí, bueno. Muy brevemente, básicamente, recordar que estamos en materia de principio de legalidad, y de alguna forma las normas son claras en cuanto a lo que indican, tanto en términos de lo que ha definido la Contraloría General de la República, ya en sus dos criterios que han sido absolutamente claros en cuanto al tema propiamente de la asunción de las competencias por la Auditoría, como también propiamente hacer ver que propiamente en el tema del recurso, estamos ante un supuesto en el cual ya ese blindaje legal que en algún momento se planteó en la anterior exposición, pues, eso el que pasa cualquier decisión, que es básicamente que no es dable imponerle a la Auditoría los traslados de personal.

¿Por qué? porque bueno, podría haber un riesgo, un eventual riesgo de que alguien llegara eventualmente a interpretar que se está debilitando el sistema de control interno propiamente del Poder para atender el otro, no digo que sea así, pero alguien podría interpretarlo y máxime que de alguna forma es algo que ya desde hace varios años estaba pendiendo o se veía venir.

¿Por qué?, porque este tema pues no es nuevo, se está viendo hoy pero no es un tema novedoso ni en términos de Junta, y ya ese planteamiento pues tiene algún tiempo de existir. Hemos insistido reiteradamente que hay una relación intersubjetiva, es más, desde el 2018-2019 lo decíamos cuando nadie compartía la existencia de una relación intersubjetiva, hemos insistido, pero también hemos insistido de que hay una naturaleza jurídica muy propia de la Junta que no podemos soslayar, y menos ahora cuando hablamos de temas de control. 

Y aquí reitero, el intérprete exclusivo y excluyente en temas de control no es ni la administración activa, ni esta Dirección Jurídica, sino que el intérprete exclusivo y excluyente es la Contraloría General de la República y obviamente, sus brazos, que en este caso son las Auditorías.

Entonces, podemos interpretar varias cosas o podemos estimar que hay motivos de oportunidad y conveniencia muy válidos, muy razonables, pero de alguna forma la normativa en estos casos, en orden a ese cerco que se crea alrededor del sistema de control es bastante explícito en eso y no da mucho espacio para poder escaparnos, sí, la Contraloría ya determinó cierta orientación, cierto lineamiento, sí, las normas son bastantes explicitas, y sí, bueno, la misma Auditoría interna ya expresó su parecer. De mi parte sería eso”.

Dice el Presidente, magistrado Cruz: “Gracias don Rodrigo. Doña Sandra Zúñiga”.

Añade la magistrada Zúñiga: “Muchas gracias. Disculpen por la insistencia, pero realmente a mí me preocupa en todo sentido, hasta la responsabilidad civil que cada uno de nosotros pueda tener en este tema.

Yo no tengo ninguna discusión, y créame don Roberth y don Rodrigo que a mí me ha quedado totalmente claro la decisión de la Contraloría, con respecto a que no es conveniente que un recurso de la Auditoría pase a la Junta, pero no estábamos hablando -digamos- de pasar transitoriamente, es simplemente ya deja ser, formar parte de la Auditoría para formar parte de la Junta.

En este momento nosotros tenemos que tener claro que la Junta es un órgano de la Corte que no tiene un presupuesto efectivo, hasta que incluso la Sala Constitucional resuelva el punto en cuestión; ya hemos escuchado a don Oslean inclusive, de las posibles repercusiones, si se decide que hay que hacer la devolución de ese 5%, ellos responsablemente en la Junta nos alertan sobre las necesidades de plazas, le escuché a don Fernando Cruz que incluso no solamente de auditores, sino de Tecnología de la Información.

Y yo pienso que sinceramente como jerarcas de la institución, es nuestra responsabilidad darles una respuesta y no dejarlos diciendo como: eso no es problema de nosotros, es un problema de la Junta, y no hacer nada.

Yo quisiera, yo sé que hay reservas en cuanto a lo de la Auditoría, pero obviamente dependiendo, no sé, ¿cuántos auditores hay?, ¿qué carga de trabajo tienen?

Pero dada la urgencia yo por lo menos sí plantearía y quisiera que se contemple como una opción de votación. Yo respeto que don Fernando nos dice que ese no era el tema en esta oportunidad que se debatía, pero en ese sentido yo también quisiera, porque no he podido abrir el documento, que doña Silvia me aclare si en el comunicado que hizo la Junta no incluyó también la posibilidad de no solamente, bueno, de que fuera auditada por la Auditoría, lo que ya sabemos que definitivamente no, y si no, mencionó también la posibilidad de que se le otorgaran estos otros recursos.

Sinceramente, yo sí pienso hacer la propuesta de un voto en ese sentido para salvar de responsabilidad. Yo pienso que no podemos simplemente dejar a la deriva a la Junta, que es la administradora del futuro de los funcionarios y funcionarias judiciales, tenemos que buscar una solución y no simplemente decir que ya en la Auditoría, pues seguramente en los planes operativos ya tienen destinados el recurso para las labores de este año de cada uno de sus auditores. 

Pienso que este es un tema de urgencia, de necesidad, como decía también don Rodrigo, le tomo esa expresión, y que definitivamente tenemos que buscar una salida a una situación sobre la que ya nos está alertando responsablemente los integrantes de la Junta. Muchas gracias”.

Expresa el Presidente, magistrado Cruz: “Con mucho gusto. 

No, yo no estoy totalmente seguro de esa posibilidad, solo es que todo el tema central era el tema de la petición persistente que ha tenido la Junta de que sea auditado por la Auditoría Judicial, esa es.

Pero puede ser que haya otra, es más, yo creo que voy a, podemos someter a votación su iniciativa, pero eso requeriría, que, de aprobarse, que se haga una valoración presupuestaria de legalidad para esos efectos, porque es trasladar recursos del Poder Judicial, pero presupuestariamente los tendría que asumir la Junta, o sería que queden permanentemente bajo la financiación del Poder Judicial.

El tema tiene muchos detalles que son importantes, pero podemos discutir, yo lo que sugiero es que veamos qué pensamos de lo del dictamen de don Rodrigo, y luego tomamos la iniciativa que usted ha tenido, doña Sandra, porque claro, esto refleja un tema complejo, siempre he pensado; no sé si don Luis Fernando, la memoria de don Luis Fernando está mejor que la mía, me parece que cuando se dio la Ley de Pensiones no se planteó ninguna consulta legislativa, que yo recuerde, sino que fue por una acción después de constitucionalidad, pero eso no estoy seguro.

Pero eso ahí había, tenía que haber tenido una consulta por una serie de problemas que tiene esa ley. 

Doña Roxana Chacón tiene la palabra”.

Señala la magistrada Chacón: “Muchas gracias. Buenas tardes señores magistrados, señoras magistradas. 

Yo lo que efectivamente interpreto, a mí me queda muy claro el dictamen que ha hecho la Dirección Jurídica sobre la prohibición de que la Auditoría Interna del Poder Judicial pueda hacer el auditoraje del Fondo de Pensiones.

El otro asunto que a mí me parece que aquí se está discutiendo y era sobre eso que quería intervenir, es que el poder definir como Corte Plena sacar recursos de la Auditoría para trasladarlos a Fondo de Jubilaciones y Pensiones, eso no es posible precisamente por el Reglamento que se le aprobó a la Auditoría y por las disposiciones de la Contraloría General de la República en cuanto a los funcionarios que pertenecen a una auditoría interna. Obviamente están blindados y ellos no van a ser sacados ni tocados de sus puestos, porque así la ley los protege como tal, como funcionarios propios de la Auditoría Interna, y que no tiene por qué definir ningún órgano de cómo traslada estos funcionarios a otros lugares, pese a que existe, y estoy consciente que… fundamental de parte del Fondo de Jubilaciones de hacer este auditoraje que no se ha podido hacer desde hace varios años.

Pero, lo que quiero decir también, es que me quedó una duda, y tal vez el representante del Fondo me puede aclarar, don Oslean, sobre ese cinco por ciento por mil, que es exactamente el fondo que es el que se va a generar o el que se ha venido generando para la administración del fondo de Pensiones y Jubilaciones, si eso está sujeto de una acción de inconstitucionalidad, no sé, eso quería preguntar, si la Sala suspendió el giro de esos recursos, porque si los recursos están efectivamente el Fondo puede hacer la contratación de los auditores para auditar los períodos que a la fecha no han sido auditados.

En ese sentido quería preguntar, porque no me quedó claro ese porcentaje que está en discusión del cinco por mil, pero yo específicamente quiero decir que estoy clara en que estos momentos la petición que hace formalmente el Fondo no se puede acceder, en razón de que las normas de la Contraloría, el mismo reglamento de la Auditoría y la naturaleza jurídica de ese fondo, no permiten que esto se realice.

Y lo otro de trasladar recursos de la Auditoría, para mí tampoco es posible, en razón de la norma del reglamento que prohíbe y que blinda a estos funcionarios como funcionarios exclusivos de la Auditoría Interna del Poder Judicial.

Y nada más si me puede contestar para salir de la duda sobre ese cinco por mil, porque si los recursos están, no veo impedimento para que el Fondo de Pensiones del Poder Judicial pudiera hacer las contrataciones para llevar a cabo las auditorías.

Nada más, no sé si no me percaté que es lo que ocurría con relación a ese cinco por mil. Gracias”.

Refiere el máster Mora Valdez: “Doña Roxana, para atender su inquietud, la Comisión establecida en el artículo 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial es del cinco por mil de los ingresos que perciban los funcionarios activos y las personas beneficiarias del régimen.

Ese ingreso sí acumuló, desde la promulgación de la ley el 22 de mayo del 2018, hasta la conformación efectiva de la Junta administradora, el 27 de enero del 2020, es decir, se cobró durante todo ese tiempo esa comisión, y al momento en que nace la Junta Administradora digamos que ya tenía un saldo acumulado.

En este momento, la Junta Administradora posee ese saldo acumulado a su favor, no ha sido dictada una norma o un impedimento para su utilización, y basado en eso es que, en el presupuesto del 2022, ya la Junta Administradora dispuso utilizar estos recursos para financiar este presupuesto, no podía seguir esperando el pronunciamiento, porque ya tenemos sendas necesidades de iniciar las operaciones tal y como exige la ley.

Con respecto al monto, hay que tal vez dimensionarlo, suena muy abstracto de hablar de un cinco por mil, si lo ponemos en términos monetarios, lo que estamos conversando es ciento cuarenta millones de colones por mes, y esos ciento cuarenta millones de colones por mes tienen que alcanzar para efectuar una serie de inversiones, especialmente inversiones en temas tecnológicos, en temas por ejemplo de contratación de personal, que históricamente no han existido a nivel interno del Poder Judicial; hay una serie de requerimientos que todo órgano supervisado por la SUPEN necesita tener, pero que a lo interno del Poder Judicial no existían plazas equivalentes.

Entonces, vean que esos ciento cuarenta millones de colones es una cantidad ínfima en comparación a lo que perciben otros regímenes jubilatorios por comisiones de administración y demás. 

Entonces lo que da miedo o hay cierto temor de parte de los integrantes de la Junta Administradora, es tener un incremento muy significativo en un gasto fijo, como lo representaría el tema de la planilla, y que eso consuma los recursos, imposibilite la inversión en este otro tipo de gestiones, en temas que la Junta efectivamente necesita disponer, como son la parte de tecnología y la parte, por ejemplo, de sistemas de control de calidad y demás.

Entonces, dada esa situación, doña Roxana, creo que es importante que se dimensione tal vez un poquito esa situación, que ustedes sepan que efectivamente la Junta Administradora hasta el día de hoy posee la posibilidad de utilizar esos recursos, y que efectivamente ha sido bastante austera durante los períodos 2020 y 2021, tratando de no utilizar esos recursos a la espera del pronunciamiento; pero que ya para el período 2022, no hubo más forma que tener que salir adelante y empezar a gastar estos recursos en procura de tener una estructura mínima necesaria para poder ejecutar las funciones y las tareas que nos encomienda la ley.

Recordar que la supervisión que ejerce al Superintendencia de Pensiones, es una supervisión constante, directa y bastante intensa -debería de agregar yo- en el sentido de que hay una serie de requerimientos que históricamente el Poder Judicial tal vez no cumplió y que ahora la Junta Administradora está en la obligación de atender de forma casi que inmediata. Y por eso se presentaba la situación de definir qué ocurriría en este caso con la Auditoría Judicial, por eso es que se plantea esta situación.

Doña Roxana, no sé si con esto atiendo su consulta”.

Contesta la magistrada Chacón: “Perfectamente. Muchísimas gracias, ya estoy totalmente clara. Gracias”.

Manifiesta la magistrada Solano: “Muchas gracias, don Fernando, mi intervención iba en el mismo sentido que la magistrada Zúñiga Morales, en cuanto a la preocupación de que la Junta debe de ser auditada, hay una relación siempre con el Poder Judicial y que no cuenta con los recursos para poder realizar esa función.

Yo quería preguntarle a don Roberth García ¿cuántos son los auditores que tiene la Auditoría en total? y ¿cuántos son los informes que producen o se hacen por año? Yo asumo que la Auditoría debe de llevar un SICE, como se lleva casi en todas las oficinas para saber la cantidad o cuánto es la encomienda que tiene cada uno de los operadores que tiene.

En cuanto a la cantidad yo sé que tienen programado el Plan de Trabajo, que Corte Plena lo aprobó el año pasado, sin embargo, siempre he tenido la inquietud de cuál es exactamente la carga de trabajo que tiene asignada cada uno de los auditores, y si es posible este recurso poderlo redireccionar en la forma como se propone.

Entonces quería hacerle esa pregunta a don Roberth. Muchas gracias”.

Responde el máster García González: “Señora vicepresidenta, con todo gusto, doña Patricia. En este momento nosotros tenemos un universo auditable contemplando incluso las reformas, nosotros tenemos una preocupación grandísima que hemos dejado de crecer desde el 2011, las jurisdicciones van creciendo, creció la Jurisdicción Contenciosa, creció la Jurisdicción Laboral, la Civil, la Agraria y ahorita viene la de Familia, ya en noviembre estamos previendo que esta jurisdicción ya está y entra dentro del ciclo operativo de la Auditoría, y volvemos a darle vuelta a los ciclos operativos por la capacidad instalada dentro de la Auditoría.

Es decir, nos hicimos pequeños ante una población de universo auditable de 13 500 funcionarios y casi mil oficinas ya con el crecimiento de las jurisdicciones.

Resulta que nos estamos volviendo muy pequeños y los ciclos de auditoría se nos están alargando, tanto es así, que por ejemplo en materia contenciosa ya estamos durando hasta cuatro o cinco años para volver a repasar, y otras materias ahí las estamos descuidando sin poderlas repasar.

Pero ese no es el caso, doña Patricia, hay algo más preocupante, lo que yo les decía, ya ustedes como Corte Plena aprobaron el Plan Anual de Trabajo y dentro de ese plan iba una carga importante destinada a las denuncias que nos han entrado y nos siguen ingresando y que se está viendo en la nueva conformación de la sección de Prevención Análisis e Investigación de Presuntos hechos irregulares.

Es decir, doña Patricia, en otras palabras, si ustedes, ya yo trasladando el riesgo, hablando doña Iris Rocío maneja bien el concepto, yo me apartaría porque yo tengo que respetar justamente el criterio, no le puedo pasar por encima al criterio de la Contraloría, pero ustedes como jerarca y como Corte Plena tomaran la decisión de llevarse las plazas, yo tendría que reenviar otra vez el plan de trabajo, hacer el recorte y dejar al descubierto la sección que se está ocupando de los presuntos hechos irregulares, donde vemos denuncias, relaciones de hechos, denuncias penales y el apoyo que le estamos dando también a todo el aparato, que usted bien conoce porque usted es la líder de ese proyecto de anticorrupción.

Y entonces, justamente estaríamos debilitando un fuerte, porque nosotros casi que estamos siendo pioneros en la estructuración de una auditoría que vea y que se encargue del tratamiento de los presuntos hechos irregulares, donde hemos tenido capacitación todos los auditores en la teoría del delito, que usted bien domina, y justamente hasta esa capacitación se desperdiciaría.

A mí lo que me preocupa es que tendríamos que entrar en reversa el Plan Anual de Trabajo que ustedes nos aprobaron, volvérselos a plantear y con la reducción de esa nueva sección conformada, y justamente yo trasladando el riesgo, porque en realidad doña Patricia, sería una desobediencia, un incumplimiento al criterio dictamen ya vertido por la Contraloría.

En cuanto a la capacidad operativa nuestra, doña Patricia, quería informarle que nosotros somos la totalidad del recurso humano en la auditoría somos 63 personas, pero no todos somos auditores, tenemos que descontar el personal asistencial, tenemos que descontar también las jefaturas y dos analistas jurídicos o dos asesores jurídicos que tenemos.

Entonces, si descontamos el personal asistencial y si descontamos los asesores jurídicos y descontamos las jefaturas que no hacen trabajo de campo, pues estaríamos pensando en que somos alrededor de 40 personas que hacen trabajo de campo como auditores, justamente destinados a cada una de las secciones especializadas, desde auditoría operativa hasta el tratamiento de los hechos irregulares.

Entonces no sé doña Patricia si con eso le respondo a sus inquietudes”.

Consulta la magistrada Solano: “Sí, ¿cuántas jefaturas tienen?”.

Responde el máster García González: “Sí, tenemos vamos a ver, son seis secciones, le describo; una de Auditoría Financiera, una de Auditoría Operativa, una Auditoría de Estudios Especiales, una Auditoría de Asuntos Económicos, Una Auditoría de Tecnología de Información, una Auditoría de Seguimiento y Gestión Administrativa y una Auditoría de Prevención y Análisis e Investigación de Presuntos Hechos Irregulares”.

Prosigue la magistrada Solano: “Y de la otra pregunta que le había hecho don Roberth, ¿cuántos informes genera la Auditoría al año?”.

Agrega el máster García González: “Nosotros le presentamos ya el informe doña Patricia, más bien en estos días ya se lo estamos presentando porque me imagino que está en agenda de Corte, no sé en cual artículo, pero nosotros presentamos este año 147 informes generados”.

Prosigue la magistrada Solano: “En total ¿cuántos son la cantidad de personal profesional que hace trabajo de campo?”.

Contesta el máster García González: “Cuarenta personas”.

Dice la magistrada Solano: “Muchas gracias, don Roberth”.

Añade el máster García González: “Con todo gusto doña Patricia, estoy para servirle”.

Refiere el Presidente, magistrado Cruz: “Gracias. Doña Julia Varela”.

Expresa la magistrada Varela: “Muchas gracias, vamos más o menos en las mismas preocupaciones que acaba de externar doña Patricia. Yo tengo bien claro que con esta reforma se generaron efectos que no se estaban visualizando en su momento, pero bueno, es lo que tenemos.

Ahora, si nosotros tenemos una auditoría que tiene obligaciones específicas por ley y que a su vez está controlada por la Contraloría General de la República, me resulta un poco complicado pensar una solución de que la Corte tome una decisión de trasladar recursos; el primer escoyo es que tiene que ser autorizado por el Auditor en este caso, don Roberth nos acaba de decir él nos traslada el riesgo, ok, eso está claro, porque para poder él primero contar con su autorización es un traslado del riesgo y él nos está dejando bien claro que tendría esta Corte que replantearse nuevamente el Plan de Trabajo para poder abarcar los diferentes universos auditables, como él le llama.

Entonces ¿qué es lo esencial para una institución como esta?, contar con el escaso recurso con el que tenemos, y con las obligaciones que van en crecimiento como lo ha dejado bien claro don Roberth. Incluso no debemos de olvidar que muy recientemente pasamos una auditoría de la Contraloría General de la República en la jurisdicción de familia, que incluso llama a cuentas también a la auditoría interna, porque tiene que estar vigilante de muchas actividades, o sea, auditando para poner las alertas y hacer las recomendaciones para la mejora. 

Si eso es así, y yo pienso que es un trabajo muy técnico y muy intenso de fijo para el trabajo de campo, que no lo podemos medir solo con el número de informes, sino la pregunta que yo me hago es, y a don Roberth, don Roberth ¿cuánto tiempo es deseable para que una auditoría se dé?, y si es, si como consecuencia del personal con el que ustedes cuentan se generan atrasos, porque entonces ya entraríamos en otro escenario muy complicado; una auditoría que está auditando para ver que se mejore y que se actúe correctamente y se mejore en tiempos de respuesta también, como que también podría asumir el riesgo, aumentar el riesgo de retrasos en sus informes. Porque creo yo, y si no me corrige don Roberth, que una auditoría tardía puede ser un riesgo aumentado para el servicio.

Y entonces, si trasladamos a la Junta que es como estaba antes para que se audite, que es bueno, es necesario, y así lo manda la ley, pero lo que no me calza es que la ley exige que eso lo prevea la misma Junta. Entonces aquí tenemos un problema de operatividad, que las razones que ya han explicado y cómo resolverlo.

Yo me temo que no hay salida para trasladar recursos, salvo que asumamos el riesgo que muy claro nos ha dicho don Roberth, y quisiera que me aclaren si estoy entendiendo el tema o no”.

Interviene el máster García González: “Señor Presidente, ¿si me permite responderle a doña Julia?”

Indica el Presidente, magistrado Cruz: “Con mucho gusto”.

Menciona el máster García González: “Sí, gracias don Fernando. Sí doña Julia, usted tiene toda la razón, veo que el enfoque lo comprende perfectamente bien. 

En realidad nosotros no podemos trabajar con teoría de cola, doña Julia, hemos tratado de erradicar esa práctica, ustedes bien conocen las audiencias que realizamos con las magistradas y los magistrados, justamente quizá alguna cola que nos quede de un año con otro, los primeros meses será por una audiencia con el Consejo Consultivo, una audiencia con Corte Plena, una audiencia con el Consejo Superior; pero ya es motivo de agenda, no es, digamos que no se nos puede endosar la responsabilidad a nosotros, sino que es justamente por las agendas tan apretadas que ustedes manejan.

Nada hacemos, y yo concibo la idea igual que usted doña Julia, en que estaríamos tapando una laguna para destapar otra, en realidad en este momento decirle a la Contraloría General de la República que nosotros, Poder Judicial, donde se administra justicia, donde las páginas muchas veces cuestionan asuntos relacionados con la corrupción, el fraude y demás; que no tengamos una sección para el tratamiento de la corrupción por medio de una auditoría especializada en el manejo de los hechos irregulares, pues, yo no sé cómo podría justificarlo, por eso es que yo les estoy diciendo que en ese caso yo lo que hago es trasladar el riesgo, y yo digo, yo salvé mi posición, pero la Corte Plena es el jerarca y al final de cuentas tomará la decisión.

Doña Julia, justamente nosotros desde el 2018, porque este dictamen de la Contraloría no es un dictamen nuevo, lo que hicieron fue remozarlo, pero manteniendo el criterio del 2018, y en este 2021 reiteraron el mismo criterio. Y entonces, nosotros desde el 2018 tomamos las previsiones, y ya cuando tomamos las previsiones capacitándonos en materia Penal, donde la Fiscalía por medio de la Fiscalía Adjunta de Probidad y Anticorrupción, ellos fueron, nos dieron ese servicio colaborativo de capacitación para todos los auditores y auditoras, formamos esta nueva sección, justamente con la entrada en vigencia e incluso de los lineamientos que nos establece la Contraloría para cumplimiento obligatorio, que entraron en vigencia a partir de octubre del 2019, cuando ya nosotros estábamos estructurados, conformados y hasta con una metodología.

Donde invitamos a varios integrantes de Corte Plena para celebrar los 40 años de existencia de la Auditoría, y justamente ahí mismo fue cuando nosotros presentamos la metodología antifraude que fue heredada de un proyecto que hoy en día lidera doña Patricia Solano, que es el Proyecto Anticorrupción donde con la colaboración de la Embajada de Estados Unidos por medio de la National Center se nos dio toda la capacitación en teoría del delito a los auditores y auditoras

Entonces, doña Julia, justamente usted tiene la razón en su percepción”.

Dice la magistrada Varela: “Gracias”.

Dice el Presidente, magistrado Cruz: “Don Luis Fernando Salazar”.

Manifiesta el magistrado Salazar Alvarado: “Muchas gracias, don Fernando. Buenas tardes a don Roberth, a don Oslean y don Rodrigo si está por ahí. 

Yo tengo algunas inquietudes muy parecidas a las de la magistrada Varela, don Fernando, y a lo que usted ahora me preguntaba. Toda esta discusión no tendría sentido si la Asamblea Legislativa no le hubiera quitado la administración de las pensiones judiciales al Consejo Superior del Poder Judicial. Recuerden que ahí se opuso la Corte, llegó a la Sala Constitucional en consulta y llegó en acción, y usted y yo quedamos en un voto salvado donde dijimos precisamente que quitarle la administración de las pensiones al Consejo Superior para trasladárselos a una Junta independiente, desconcentrada, violentaba la organización y el funcionamiento del Poder Judicial. Pero quedamos en minoría. 

Cuando se hace la reforma y la Junta se administra del cinco por mil, en efecto, podríamos decir que ellos tienen sus recursos con los cuales poder afrontar este problema en el que se encuentra la Corte en este momento, ¿por qué razón?, porque la Junta es desconcentrada, porque ya vimos en qué quedaron esos informes, y además, hay un híbrido, porque los integrantes de la Junta que se administra con ese cinco por mil, son nombrados por la Corte Plena.

Entonces, la Corte Plena tiene también una responsabilidad en la integración de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones.

Pero cuando el señor Auditor Judicial nos dice: yo no tengo cómo prestar plazas, pero les traslado el riesgo a la Corte, quiere esto decir que, si la Corte lo hace contra criterios o violentando el principio de legalidad, entonces la responsabilidad es de la Corte y no del señor Auditor Judicial. 

Ahora bien, yo no iba a manifestar lo que pensaba ahora en virtud de que iba a solicitar la posibilidad de la abstención, en virtud de que varias de las acciones que están acumuladas por varios ex funcionarios judiciales, hoy todos pensionados, precisamente impugnan la naturaleza jurídica de esta Junta Administradora y solicitaron expresamente como medida cautelar suspender ese porcentaje de la cotización. La Sala lo dejó para resolverlo en sentencia.

Entonces, aquí la cuestión es ¿qué sucede, como dijo don Oslean, si la Sala Constitucional llega a determinar, por ejemplo, que esa cotización podría ser inconstitucional?, ¿querría eso decir que se elimina o se liquida el Fondo?, si lo que nos dice don Oslean, ellos se alimentan del cinco por mil, claro que pondría a la Corte en otro gran dilema. 

Aquí es o la Procuraduría o la Contraloría le tiene que aconsejar a esta Corte lo del presupuesto y lo de esas plazas, que no lo ha hecho, porque solamente dijo lo de la personería jurídica de la Junta, o nos dan un criterio para esta Corte, o esta Corte tiene que tomar una decisión, aún y a sabiendas de que el Auditor Judicial le hace el traslado del riesgo a esta Corte. 

Yo creo que ese es el panorama en el que nos encontramos don Fernando, y tiene usted razón cuando me puso a recordar esos dos votos de la Sala. Gracias”.

Expresa el Presidente, magistrado Cruz: “Sí, yo recordaba eso, pero tal vez no me expresé, nada más es una nota al pie. 

Casualmente que hemos explorado poco esa posibilidad, debió haberse planteado directamente de Corte una consulta institucional, que se hizo por primera vez en el tema del Empleo Público, dos veces se ha hecho, porque también los señores diputados cuando hacen su consulta, le dan un sesgo propio de su visión, pero no el que interesa a la Corte; claro que como es tan difícil interpretar a veces a la Sala, no sé cuál será el criterio para poder acertar con una consulta institucional, pero ya ese es otro tema. 

Doña Rocío Rojas”.

Señala la magistrada Rojas: “Gracias. Don Fernando, tres cosas muy puntuales. Yo lo he dicho ya, el informe jurídico que presenta don Rodrigo, que avala la Auditoría y que es clarísimo de la Contraloría, que ese es su marco de especialidad, no tiene discusión alguna, y yo creo que no hay ningún problema en votarlo porque creo que nadie iría contra ese criterio que la Auditoría del Poder Judicial pueda auditar el Fondo.

Eso es lo primero, y con eso salimos con la tarea que a usted le preocupa tanto que tiene tiempo de estar en agenda. 

En segundo lugar, a mí me parece que sí hay dos situaciones adicionales que se presentan ante lo que justamente está planteando el dictamen jurídico, y una es frente a las acciones de inconstitucionalidad, en qué condición quedaría la situación de la Junta si se queda sin los recursos, y yo creo que la Corte debe plantear a través suyo una consulta a la Contraloría General de la República y a la Procuraduría General de la República, con esto les trasladamos el riesgo. Es decir, que ellos nos digan en la situación específica, porque también, la Contraloría toma en cuenta las normas jurídicas, pero no averiguó cuál era la situación de la Junta.

Entonces, sí sería muy bueno mandarle a decir, bueno, eso tiene como consecuencia que hay un universo no auditable porque no tiene recursos la Junta, y hacerle una consulta que es posible hacerla como Corte Plena, y yo estaría planteando que se formule esa consulta a los dos órganos, en el sentido de qué sucede si la Junta se queda sin ingresos a la Procuraduría, y a la Contraloría en que si el dictamen de ellos se mantiene, en el sentido de que no se le puede dar colaboración a pesar de no tener recursos.

Lo que diga entonces será responsabilidad de la Contraloría y nosotros estaríamos trasladándole el riesgo a los órganos, porque lo que ellos dicen sería vinculante para nosotros. Yo no lo asumiría, yo diría que hay que votar que se haga una consulta a esos órganos, y bueno, ya don Rodrigo tiene mucha experiencia en consultas y creo que nos podría ayudar bastante en este tema. 

Y lo otro es, en una situación de urgencia, usted mismo lo planteaba, la posibilidad, no de que la Auditoría colabore, sino de usar el 44 para dar algún tipo de labor específica para que se complete el estudio de fiscalización que hace falta, esto es otro aspecto que yo entiendo que no está hoy, pero que la utilización del 44 por el Consejo Superior para una tarea específica cuando sabemos que hay unos dineros que son de todos los funcionarios judiciales, que nosotros tenemos el gobierno judicial, que hay un universo que está sin auditar.

Y entonces, a mí me parece que sí sería posible crear por esta vía y para ese fin especifico, unas plazas vía Consejo Superior para que completaran el estudio hasta el momento en que la Junta pueda asumir, ya después lo que vendrá, sería bueno tener el criterio de la Procuraduría en ese sentido. Y de la Contraloría en el sentido también de qué sucede si no hay recursos para que cuente con su propio grupo de personas para auditarlos. 

Creo que la solución es esa, no tiene que ver, tiene usted toda la razón con lo que está planteado, creo que lo que está planteado no hay ninguna duda, nosotros no podemos ir más allá, la Auditoría Interna no puede auditar, y en ese sentido, pues yo sí estaría votando por aprobar el informe.

Lo que no quiere decir que no le esté planteando estas dos opciones adicionales. Muchas gracias”.
Indica el Presidente, magistrado Cruz: “Gracias. Doña Patricia Solano”.

Agrega la magistrada Solano: “Muchas gracias, don Fernando. A mí lo que me preocupa, creo que al igual que a la magistrada Zúñiga Morales, y me hago la pregunta es, si pasa algo con el Fondo ante la ausencia de auditoría, ¿quién responde?, es cierto que se trata de un órgano de desconcentración máxima, pero sigue perteneciendo al Poder Judicial.

Entonces, yo me pregunto ¿quién asume ese riesgo?, creo que Corte, entonces esa es la gran interrogante que tenemos, por un lado, la Junta no tiene recursos suficientes, se hace necesario hacer la auditoría, tienen que ser auditados, ¿entonces qué sucede?, creo que en todos los casos quien asume el riesgo es Corte, así que simplemente les dejo la inquietud. Muchas gracias, don Fernando”.

Expresa el Presidente, magistrado Cruz: “Les voy a hacer un ruego, por qué no votamos el asunto del informe y resolvemos qué vamos a hacer con lo que me parece que no fue planteado originalmente, es que hemos tardado bastante en un tema muy importante, por cierto, pero votemos esto y despejemos. Yo no estoy tan claro pero ya termino con esto, que tengamos nosotros responsabilidad en el tema del Fondo, me parece que no, porque la voluntad legislativa fue sacar esto de la Corte y hacer un órgano autónomo que tiene sus especificidades, pero tampoco lo tengo tan claro, puede ser que sí, que tengamos alguna responsabilidad”.

Manifiesta la magistrada Varela: “Muy rápido, me pregunto, lo primero es, la Contraloría General de la República no tiene por qué estarnos diciendo a nosotros como actuar, para eso nosotros conocemos y debemos de conocer la ley y tenemos criterios técnicos que nos acompañan, eso, por un lado.

Segundo, la Procuraduría no se refiere a temas específicos, normalmente cuando se hacen consultas, eso también está claro.

Tercero, que según nos dijo don Oslean, tienen auditorajes externos, lo que no se ha podido cumplir es por el hecho del tema de los recursos que tienen para poder tener una auditoría interna.	

Y cuarto, partimos de la premisa de que las personas que están administrando el fondo, son personas que cuidan al máximo los recursos. Es cierto que son riesgos, el legislador estableció una obligación legal de que se tenga que tener una auditoría, ok, pero también el Poder Judicial necesita tener un cuerpo técnico para que haga las auditorías para el Poder Judicial, entonces ¿qué tenemos que priorizar?, esa es la inquietud”.

Dice el Presidente, magistrado Cruz: “Bueno, vamos a votar primero el tema del informe y luego también hay varias opciones, una de doña Sandra y dos que planteó doña Rocío Rojas”.

Indica la Secretaria General: “Las opciones de votación serían:

1) Acoger el informe de la Dirección Jurídica.
2) No acoger el informe de la Dirección Jurídica.
3) Se abstiene.

Voy a iniciar la votación es una votación pública están los 22 señores y señoras magistradas”.

Recibida la votación correspondiente, por mayoría de diecisiete votos, se acordó: 1.) Acoger el informe de la Dirección Jurídica remitido mediante oficio N° DJ-C-171-2021 del 5 de abril del 2021, así como las conclusiones que contiene, a saber, 

 Conforme a la naturaleza jurídica de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones y lo dispuesto en el artículo 239 de la LOPJ, dicho órgano debe contar con una estructura administrativa básica y funcional que sea financiada con los recursos previstos en dicha norma, no siendo dable que con recursos públicos del Poder Judicial se mantenga la misma.
 
 La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones requiere tener su propia estructura de control financiada con recursos previstos en la Ley ° 9544 del 24 de abril de 2018.
 
 Corresponderá a la Auditoría Interna propia de dicha Junta emitir las recomendaciones y advertencias que correspondan al órgano decisor de la misma.

2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en atención a la instancia planteada ante esta Corte Plena, y de la Superintendencia de Pensiones (SUPEN). 

Así votaron los magistrados y las magistradas Cruz, Rivas, Rojas, Vargas, Aguirre, Varela, Sánchez, Olaso, Chacón, Solano, Ramírez, Burgos, Alfaro, Zúñiga, Castillo, las suplentes Vargas Vargas y Jiménez Ramírez.

Los magistrados y las magistradas Rueda, Salazar Alvarado, Araya, Garro y el suplente Solano Aguilar, se abstienen de votar.
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Prosigue el Presidente, magistrado Cruz: “Ahora tenemos que, doña Sandra usted tenía una propuesta en particular y lo mismo doña Rocío, ¿cuál es su propuesta doña Sandra?”.

Refiere la magistrada Zuñiga: “Muchas gracias, don Fernando, la propuesta que haría en este momento sería más bien solicitar a la Dirección Jurídica que nos haga una propuesta de escenarios de solución frente a la situación que está afrontando en este momento la Junta, que tiene la situación de la acción esta ante la Sala Constitucional, limitación de reglamento que mencionó la magistrada doña Roxana Chacón, entonces qué solución viable le encuentra, que nos haga una propuesta de escenarios, lo más pronto posible”.

Responde el Presidente, magistrado Cruz: “Yo creo que no habría problema en eso, eso incluiría doña Sandra, el tema de poder trasladar plazas”.

Agrega la magistrada Zúñiga: “Sí, señor”.

Prosigue el Presidente, magistrado Cruz: “Yo no vería problema, creo que estaríamos de acuerdo en eso”.

Interviene la magistrada Rojas: “Yo incluiría dentro de esa propuesta la mía, en un solo sentir, que sería el estudio no de trasladar plazas, sino darle unas plazas vía artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, para no desaplicar el reglamento y colaborar con la Junta, que me parece que esa sería una opción prevista para un trabajo específico y calza con todas las previsiones legales. Sé que es de uso muy restringido pero la urgencia de este caso ameritaría que se aplicara esta norma para poder colaborar con ellos.

Y ampliaría a formularle dos consultas, que las consultas están reguladas en la Ley Orgánica del Poder Judicial, quien hace la consulta tiene una respuesta vinculante, está plenamente regulada en la Ley Orgánica de la Contraloría y de la Procuraduría, de hecho forman parte del recaudo del debido proceso cuando se declara una nulidad o cuando se revoca un acto, está regulado la extensión de esta consulta, y también yo quisiera que se planteara la posibilidad de que la Presidencia autorizada por Corte, formule las consultas para que la Contraloría conociendo el caso concreto, no solo lo que dice la ley, sino la situación concreta de la Junta más la situación de las acciones de inconstitucionalidad, nos diga si efectivamente ella mantiene el criterio, creo que eso sería, haría parte de los escenarios solo especificarlos de que habla doña Sandra y yo me adhiero a lo que ella está formulando. Muchas gracias”.

Añade la magistrada Zúñiga: “Don Fernando, si me permite un detalle más, yo también pediría que este informe se suministre lo más pronto posible, yo sé que en la Junta están ansiosos porque se les resuelva la situación, como ya lo estuvo mencionando don Oslean, ellos necesitan que se les fije un camino, hay gastos que efectuar y en este momento es un panorama incierto.

Así que solicitaría que se le dé una prioridad a este tema. Muchas gracias”.

Responde el Presidente, magistrado Cruz: “Claro que sí con mucho gusto.

Doña Rocío yo creo que podemos agregar lo que usted señaló, pero ya luego entramos en los detalles de su petición los podemos complementar después con su redacción doña Rocío, ¿está de acuerdo?”.

Contesta la magistrada Rojas: “Con todo gusto”.

Expresa el Presidente, magistrado Cruz: “Bueno, yo creo que zanjamos, eso como una acción adicional, que queda pendiente por la urgencia que tiene”.

Añade el magistrado Castillo: “Sí, es que lamentablemente, y digo lamentablemente, porque no podríamos acompañar a doña Rocío en la consulta, porque precisamente la Sala ya resolvió una acción muy grande sobre el tema del Régimen de Jubilaciones y pensiones del Poder Judicial, esa acción fue notificada a principios del mes de enero, es una sentencia bastante voluminosa, pero han quedado pendientes una serie de acciones que están rezagadas, no rezagadas porque no tengamos tiempo, sino porque la dinámica de la Sala se enfocó primeramente en sacar las acciones que tenían que ver con regímenes de pensiones con cargo al presupuesto nacional, y finalmente sacamos esta acción que es muy intensa, que eran varias acciones acumuladas.

Pero quedan algunas que están ahí pendientes, y entonces como en este asunto doña Rocío está sujetando el tema aunque se resuelvan las acciones, creo que en este caso yo por lo menos en lo particular no podría acompañarla, entonces que se formule la abstención de los magistrados de la Sala Constitucional, no así en el tema anterior, por lo menos desde mi perspectiva, porque el tema anterior es un tema estrictamente de si la Auditoría puede o no puede auditar a la Junta de Pensiones del Poder Judicial, los criterios vinculantes de la Contraloría es que no lo debe de hacer.

Entonces, esa es la sugerencia de que por lo menos en la propuesta de doña Rocío se consigne la abstención de los magistrados de la Sala Constitucional”.

Indica el Presidente, magistrado Cruz: “Si, comprendo la situación, porque está en el límite, en la zona gris entre una consulta que tiene que ver con una intervención propia de la Sala, así se consigna don Fernando”.

Añade la magistrada Rojas: “Claro, entiendo. Muchas gracias más bien por la aclaración y perfecto, entendemos, gracias”.

Sin objeción alguna de las señoras magistradas y de los señores magistrados presentes, se acordó: Acoger la propuesta de la magistrada Zúñiga, en consecuencia: Solicitar a la Dirección Jurídica, que, a la brevedad, rinda un informe a esta Corte en que realice una propuesta de escenarios de solución, de cara a la situación que está enfrentando en este momento la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Lo anterior tomando en consideración los aspectos señalados por la magistrada Zúñiga, así como lo adicionado por la magistrada Rojas en cuanto a la viabilidad de otorgarle plazas vía artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y la posibilidad de que la Presidencia, autorizada por Corte, formule las consultas ante la Contraloría General de la República, a fin de que se pronuncie respecto de si mantiene el criterio emitido, en razón de la situación actual de la Junta.

Los magistrados Castillo, Rueda, Salazar Alvarado, Araya, Garro y el suplente Solano Aguilar se abstienen de votar. 
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Prosigue el Presidente, magistrado Cruz: “Creo que podemos continuar. Don Roberth, muchas gracias y a don Oslean y a don Rodrigo”.

Refiere el máster García González: “Muchas gracias, buenas noches, señor Presidente y señoras y señores magistrados, muchísimas gracias”.””
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En sesión N° 07-2021 celebrada el 15 de febrero del 2021, artículo XXXIV, se solicitó al Auditor Judicial, que se pronunciara en el plazo de 8 días, acerca de si la oficina que representa incluiría dentro de su universo auditable al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y a su Junta Administradora, esto conforme al dictamen vinculante emitido por la Procuraduría General de la República N° C-021-2021 del 29 de enero de 2021, mediante el cual se aclara que este cuerpo colegiado es un órgano más del Poder Judicial. 
Por lo anterior, en sesión N° 11-2021 celebrada el 08 de marzo de 2021, artículo VII, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
“El máster Roberth García González, Auditor Judicial, mediante oficio N°290-19-AUD-UJ-2021 del 2 de marzo de 2021, remitió lo siguiente:

“En atención al oficio No. 209-2021 del 24 de febrero de 2021, comunicado por correo electrónico a esta Auditoría Interna en fecha 25 de febrero del presente año, mediante el cual solicita que en el plazo de 8 días me pronuncie “acerca de si la oficina que representa incluirá dentro de su universo auditable al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y a su Junta Administradora, esto conforme al dictamen vinculante emitido por la Procuraduría General de la República N° C-021-2021 del 29 de enero de 2021, mediante el cual se aclara que este cuerpo colegiado es un órgano más del Poder Judicial. Lo anterior para que dicha oficina continúe brindando el apoyo necesario respectivo en la ejecución de actividades de su especialidad. 2) Hacer este acuerdo de conocimiento del honorable Consejo Superior y de la Superintendencia de Pensiones.”

Al respecto, se reitera lo indicado en los oficios N° 1152-17-UJ-2018 de fecha 11 de setiembre de 2018 y N° 206-09-UJ-2021 del 09 de febrero de 2021, donde se expone el criterio vinculante y obligatorio que la Contraloría General de la República (DFOE-PG-0436-2018) le remitió a esta Auditoría Interna y donde expresamente concluye:

1) La Auditoría interna del Poder Judicial no tiene la facultad de fiscalizar, advertir o asesorar a la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por cuanto escapa de su ámbito de actuación institucional de conformidad con los artículos 7 y 21 de la LGCI; además por el hecho de haberse depositado la administración del Fondo en un órgano desconcentrado como la Junta, fuera del ámbito de jerarquía del Poder Judicial. 

Por lo anterior, esta Auditoría Interna no puede actuar contrario a lo señalado por el Órgano Contralor. Para mayor detalle de lo expuesto en el criterio DFOE-PG-0436-2018 se adjunta de manera integral:
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Criterio de la Procuraduría General de la República N° C-021-2021 del 29 de enero de 2021 y Criterio de la Dirección Jurídica N° DJ-C-43-2021 del 01 de febrero de 2021, suscrito por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico:
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Se acordó por unanimidad: 1.) Tener por recibido el oficio N° 290-19-AUD-UJ-2021 del 2 de marzo de 2021, suscrito por el máster Roberth García González, Auditor Judicial, mediante el cual reitera a la Junta Administradora, el criterio de la Contraloría General de la República (DFOE-PG-0436-2018), comunicado con oficios N° 1152-17-UJ-2018 de fecha 11 de setiembre de 2018 y N° 206-09-UJ-2021 del 09 de febrero de 2021. 2.) Solicitar al máster García González, remita a esta Junta Administradora el nuevo pronunciamiento de la Contraloría General de la República, basada en el criterio de la Procuraduría General de la República N° C-21-2021, el cual es vinculante, asimismo, tomando en consideración el criterio N° DJ-C-43-2021 del 01 de febrero de 2021, suscrito por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico. 3.) Hacer una instancia a la Corte Plena para que se pronuncie en cuanto a que la Junta Administradora y el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, sea auditada por la Auditoría Judicial considerando el criterio de la Procuraduría General de la República, en donde concluyó: 1- La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial es un órgano con grado de desconcentración máxima del Poder Judicial para la administración de dicho régimen, dotado de personalidad jurídica instrumental para la gestión más eficiente de su propio presupuesto y de los recursos que componen el aludido fondo. 2- La naturaleza jurídica de la Junta, a la que el artículo 239 de la LOPJ le confiere poderes – incluso normativos – que inciden directamente en la gestión de los recursos humanos a su cargo; no desliga a su personal del Poder Judicial, con el que sigue manteniendo una relación de empleo público. Se declara acuerdo firme.””
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Posteriormente, en sesión N° 12-2021 celebrada el 15 de marzo de 2021, artículo XXV, se autorizó al integrante, en ese momento, presidente, licenciado Arnoldo Hernández Solano, para que realizara y firmara la respectiva consulta a la Contraloría General de la Republica para que se pronunciara con base en el criterio de la PGR C-21-2021 y C-43-2021, si la Auditoría Judicial debe considerar a la Junta Administradora dentro del universo auditable, asimismo, se comisionó al máster Oslean Mora Valdez, para que coordinara lo necesario para su ejecución. 
Finalmente, en sesión N° 23-2021 celebrada el 31 de mayo de 2021, artículo XXIII, se hizo de conocimiento del Consejo Superior el criterio de la Contraloría General de la República, sobre el tratamiento de efectuar la Auditoria Judicial a la Junta Administradora del FJPPJ, asimismo, se le solicitó respetuosamente a ese Órgano Superior, información respecto a las plazas que en su oportunidad se crearon para conformar la Sección del Fondo de Jubilaciones y Pensiones de la Auditoría Judicial. 
Manifestaciones de los integrantes:
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, dejó expreso en el chat de la sesión, antes de retirarse, que este tema fue abordado por esta Junta, e incluso, se han previsto plazas para el próximo año, y se estaría a la espera de la resolución de Corte Plena, no obstante, y en procura de contener cualquier efecto negativo, respetuosamente, indica que solicitaría un criterio de la Asesoría Jurídica de la Junta, en la que, a modo de previsión y respaldo, se les indique las responsabilidades y riesgos en que puede estar incurriendo esta Junta y el mismo Fondo, y en conjunto con la Dirección de la JUNAFO, puedan trabajar una propuesta de respuesta o comunicación para con la SUPEN, atendiendo y previniendo las situaciones que puedan darse, por no tener la Auditoría Interna. Considera, además que es necesario, el criterio legal y técnico, para que ellos o quienes vengan en el futuro, cuenten con este apoyo, y no incurrir, pese a las buenas intenciones, en omisiones y, en consecuencia, omisiones en perjuicio personal y del mismo Fondo.
Indica el licenciado Arnoldo Hernández Solano, que la propuesta debería ser que se aplique el artículo 44, a la mayor brevedad posible para que durante el 2022, se puedan tener 3 plazas con permiso del 44.
Dice el doctor Juan Carlos Segura Solís, que se le inste a la Corte a la mayor brevedad posible, la toma de la decisión, de conformidad con esa propuesta que se hizo en esa sesión de Corte.
Agrega el licenciado Arnoldo Hernández Solano, que se debería indicar que es para un puesto de Auditor Jefe, y dos subalternos de Profesional 2.
Señala el licenciado Parris Quesada Madrigal, que este acuerdo es muy importante, porque se deja ver, el criterio real de la Contraloría General de la República, de la Auditoría del Poder Judicial, así como de los magistrados y magistradas del Poder Judicial, y se llega a finiquitar que el Fondo de Jubilaciones, así como está no puede ser auditado por la Auditoría interina del Poder Judicial y que se debe tener la propia. En sentido que, la propuesta debería ser, solicitar a la Corte Plena, que agilice el procedimiento para poder interponer ese permiso del 44, a la brevedad posible para subsanar el tema de la Auditoría.
Expresa el licenciado Eduardo Chacón Monge, que se le debería enviar copia al Consejo Superior, en razón de ser el Órgano que aprueba esos permisos.
Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tomar nota de lo acordado por la Corte Plena, en sesión N° 10-2022, del 28 de febrero de 2022, artículo XIV, sobre la situación que está enfrentando en este momento esta Junta Administradora, referente a la Auditoría interna. 2.) Solicitar a la Corte Plena, que a la brevedad posible se realice el procedimiento para contar durante el 2022, con las plazas de Auditor Jefe y de 2 Profesionales 2, de conformidad con el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, para conformar la Auditoría interina de la JUNAFO, y subsanar ese tema. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Consejo Superior y de la Superintendencia de Pensiones – SUPEN.
	La Dirección de la JUNAFO, tomará nota para lo de su cargo.
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
[bookmark: _Toc99027021]ARTÍCULO XI
Documento Nº 351-2022
El máster Oslean Mora Valdez, Director interino y el licenciado Fabián Salas Fernández, Jefe interino de Proceso de Inversiones, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, mediante oficio N° 0019-PI-DJA-2022 del 24 de marzo de 2022, comunicaron:
“Conforme las políticas de transparencia, así como lo analizado y aprobado por el Comité de Inversiones en la sesión ordinaria N°. 112 del 23 de marzo de 2022, se adjunta la Planificación Estratégica con los cambios aprobados en dicho Comité, en cumplimiento al SP-A-252-2020 “DISPOSICIONES RELATIVAS A LA PLANIFICACIÓN DE LAS COMPRAS Y VENTAS DE DOLARES POR PARTE DE LAS ENTIDADES REGULADAS Y DEBERES DE INFORMACIÓN A LA SUPERINTENDENCIA DE PENSIONES” el cual se anexa a este oficio e indica:

“…Las entidades reguladas que, como parte de la planificación y la asignación de las inversiones de los fondos administrados, aprobadas por los Órganos de Dirección, en consonancia con los artículos 5, 6 y 7 del Reglamento de Gestión de Activos, requieran comprar o vender dólares en el mercado cambiario, deberán contar con un programa de compras y de ventas de esta moneda. Esta programación se realizará sobre la base de una proyección de compras esperadas, la cual podrá estar sujeta a ajustes en el tiempo. Tanto los ajustes como la programación original deberán justificarse de forma técnica, clara y congruente con los correspondientes ajustes a la planificación estratégica de las inversiones y, consecuentemente, deberán ser aprobados por los órganos de dirección de las entidades reguladas.” El destacado no corresponde al original.

El cuadro que se muestra a continuación es un resumen de los elementos que se están actualizando en el documento antes señalado:

	Planificación Estratégica Actual
	Planificación Estratégica propuesta

	b) Objetivo de rendimiento.

Para la definición del rendimiento objetivo, se utilizará el “Rendimiento del escenario base del estudio actuarial vigente”, el vigente para el periodo 2021 es de 5.05% rendimiento real para el portafolio completo. El rendimiento objetivo variará según la periodicidad de los estudios actuariales de acuerdo con lo establecido en la norma, no obstante, es los supuestos del último estudio realizado, se estimó un nivel incremental para dicho objetivo según se aprecia a continuación:
	b) Objetivo de rendimiento.

Para la definición del rendimiento objetivo, se utilizará el “Rendimiento del escenario base del estudio actuarial vigente”, el vigente para el periodo 2022 es de 5.10% rendimiento real para el portafolio completo. El rendimiento objetivo variará según la periodicidad de los estudios actuariales de acuerdo con lo establecido en la norma, no obstante, es los supuestos del último estudio realizado, se estimó un nivel incremental para dicho objetivo según se aprecia a continuación:

	c) Asignación estratégica de activos.

[…]
En términos generales, el FJPPJ priorizará para la ejecución de sus inversiones la moneda en curso legal de Costa Rica (colones), sin embargo, por estrategia se define que podrá mantener hasta un 20% de sus activos en moneda extranjera (preferiblemente dólares o euros).

	
En términos generales, el FJPPJ priorizará para la ejecución de sus inversiones la moneda en curso legal de Costa Rica (colones), sin embargo, por estrategia se define que podrá mantener hasta un 25% de sus activos en moneda extranjera (preferiblemente dólares o euros).

La determinación de las necesidades de compra y venta de moneda extranjera se realizará de forma prospectiva en el documento denominado Estrategia de Inversión, según la normativa aplicable.




Cabe destacar que, en sesión N° 11-2022 celebrada el 07 de marzo de 2022, artículo XXIII se acordó:

“… Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Tomar nota de lo comunicado por la señora Rocío Aguilar M, Superintendente de Pensiones, mediante oficio N° SP-A-252-2022 recibido el 4 de marzo de 2022, y encomendar a la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, para que realice la ejecución de las actividades establecidas en el citado oficio, en el entendido que ya se realizan por parte de la Administración.”

En virtud de lo acordado y lo antes expuesto, se procede a anexar a este oficio, la propuesta de presentación de información a la Superintendencia de Pensiones, según lo normado en cuanto a los Deberes de información en dicho documento.

La información detallada y anexada en este documento es, si bien así lo estima, para hacerlo de conocimiento a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.




  

…”
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Manifestaciones de los integrantes:
Indica el máster Oslean Mora Valdez, que se tienen que hacer un reporte de divisas ante la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, por lo que es importante aprobar la modificación de la planificación estratégica.
Consulta el licenciado Parris Quesada Madrigal, que el cuadro se indica el 25%, que si se está hablando del 10% al 25%.
Responde el máster Oslean Mora Valdez, que no, que se está pasando de un 20% a un 25% en la compra de divisas, o compra de moneda internacional, que no se refiera a mercados internacionales.
Manifiesta el licenciado Parris Quesada Madrigal, que él no entiende que implicaciones tendría para la toma de decisiones de la Junta, ese aumento del 20% al 25%.
Señala el máster Oslean Mora Valdez, que el primer cambio es que se está estableciendo una meta de rendimiento real más alta conforme al estudio actuarial, el segundo cambio es pasar de un 20% a un 25% de moneda extranjera, con el objetivo de poder mejorar el perfil de portafolio a nivel de composición, a criterio de los integrantes del Comité de Inversiones, es preferible tener un mayor porcentaje de “moneda fuerte”, que invertir únicamente o el 100% en colones, y el punto más importante de la modificación es lo que está en el cuadro amarillo, que es el que establece las necesidades de compra y venta de divisas que se tiene que manejar como parte de la normativa que exige la Superintendencia de Pensiones – SUPEN. Además, indica que es un 25% y no otro porcentaje, porque al conocerse a lo interno del Comité de Inversiones, cuando se vio la necesidad de reportar trimestralmente la compra de divisas ante la SUPEN, se consideró que era necesario mantener un nivel de “colchón”, porque se deben proyectar muy bien las necesidades, para fijar dentro de la programación esos dineros, y si quedan ajustados con la programación, no se va a poder comprar la divisa cuando se requiera, por lo anterior, es que se consideró que el 5% era suficiente y se ajustaba a las necesidades. Asimismo, refiere que, para el próximo trimestre, como ya se tienen unos dólares en cuenta, se consideró que no era necesario ejecutar nuevas compras de divisas en los próximos tres meses y así se les comparte el documento.
Agrega el licenciado Parris Quesada Madrigal, dice que en cada normativa hay topes, como el 25% en mercados internacionales, por ejemplo, por lo que consulta, si en la compra de divisas hay un tope también.
Responde el máster Oslean Mora Valdez, que la normativa a nivel de Superintendencia, dice que no hay tope en la composición de monedas, que es parte de la estrategia que se defina por parte de la entidad.
Añade el licenciado Parris Quesada Madrigal, que quiere conocer el estudio técnico que respalde el aumento del 20% al 25%, y que, si existe un instrumento o crear un instrumento que valide históricamente los cambios que hay en los porcentajes, ya que a él le gustaría saber la evolución histórica, de los Comités, en este caso el Comité de Inversiones. Asimismo, indica que se podría aumentar al 25%, pero que se proponga un instrumento para analizar los cambios dentro de la planificación estratégica, por parte del Comité de Inversiones.
Interviene el máster Alexander Arguedas Vindas, antes de retirarse sobre el porcentaje del 25% de las inversiones internacionales, indicando que, del Comité de Riesgos, surgió una recomendación para la Junta, y que sabe lo importante que es tener este reglamento aprobado y el cumplimiento normativo, y que lo que dice don Parris es cierto, se debería contar con ese elemento que indique porqué llevarlo del 10% al 25%, y que también se deberían establecer escalas, para que se pongan plazos, porque si bien es cierto no se ha llegado al 10% en inversión internacional, según lo que se expuso en riesgos, de un mes al otro, se duplicó la inversión en mercados internacionales, y quién le asegura a la Junta que no se va a disparar la inversión y que de un momento a otro ya se esté topado normativamente, por lo que a él también le gustaría contar con ese elemento diferenciador, escalonado tal vez.
Aclara el máster Oslean Mora Valdez, que ese porcentaje no es de inversión en mercados internacionales, es porcentaje de inversión en moneda extranjera, es decir, cuánto se puede invertir en dólares, para comprar instrumentos en Costa Rica, en mercado local, no necesariamente en mercados internacionales. También que, de acuerdo con gobierno corporativo, la Junta se apoya en un Comité técnico para dar agilidad a la toma de decisiones, de inversión, en general, todos los Comités son apoyo para la Junta Administradora, pero que la Junta, como máximo Órgano de Dirección es la que toma las pautas a seguir, y quien tiene la última palabra, por lo que podrían no acoger las modificaciones.
SALE EL MÁSTER ALEXANDER ARGUEDAS VINDAS
Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tener por conocidos los documentos remitidos por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino y el licenciado Fabián Salas Fernández, Jefe interino de Proceso de Inversiones, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, mediante oficio N° 0019-PI-DJA-2022 del 24 de marzo de 2022, respecto a lo analizado y aprobado por el Comité de Inversiones en la sesión ordinaria N°. 112 del 23 de marzo de 2022, referente a la Planificación Estratégica. 2.) Aprobar las modificaciones señaladas por el Comité de Inversiones y la programación trimestral de divisas. 3.) Solicitar al Comité de Inversiones, que realice una propuesta de un instrumento financiero que pueda indicar los cambios que sugiere ese Comité, respecto a las actividades que realiza, para posteriores modificaciones. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Superintendencia de Pensiones – SUPEN.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc99027024][bookmark: _Toc34222240]ARTÍCULO XII
Documento N° 339-2022
La máster Rocío Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones, en oficio N° SP-263-2022 del 21 de marzo de 2022, comunicó lo siguiente:
“De conformidad con lo dispuesto en el acuerdo SP-A-210 “Ajustes al Manual de información de los Regímenes de Capitalización individual y de los Regímenes Colectivos” y en el acuerdo SP-A-211 “Confección, envío y publicación de la información requerida a las entidades supervisadas”, ambos del 9 de setiembre de 2019, se les comunica que, la Superintendencia de Pensiones mantendrá cerradas sus oficinas a partir del lunes 11 de abril y abrirá nuevamente el lunes 18 de abril de 2022.

En virtud de lo anterior, el trámite de la correspondencia, consultas, validaciones, entre otros, que se presenten esos días, se realizará a partir del 18 de abril de 2022 y para efectos del conteo de los plazos de respuesta a requerimientos, generales o particulares, realizados por la SUPEN, no se considerarán los días comprendidos durante el período de cierre de nuestras oficinas.

Debido a lo anterior, la información relativa a las compras de dólares efectuadas del 8 al 21 de abril de 2022 deberá enviarse el 22 de abril de 2022
 
Adicionalmente, se informan los plazos y condiciones que regirán para el suministro de la información periódica de las operadoras de pensiones y sus fondos administrados, en función de lo comunicado en este oficio:
Información de las entidades autorizadas y fondos administrados 
· La información diaria del valor cuota para los días comprendidos del 8 de abril de 2022 al 18 de abril del 2022 inclusive, deberá ser ingresada en la base de datos de SUPEN a más tardar el martes 19 de abril de 2022, a las 4:00 pm.

· A partir del 18 de abril de 2022 se reiniciará el conteo de los plazos para la inclusión de los archivos de afiliados voluntarios y obligatorios, según los grupos definidos en el Acuerdo SP-A-119-2008 y sus reformas, siendo la fecha límite de inclusión de estos archivos el 19 de abril de 2022.

Plazos para la libre transferencia y el proceso de recaudación semanal
· En lo relativo a la etapa de compensación y liquidación del Sistema Electrónico de Compensación, SICERE acumulará los archivos de traslados, ajustes de afiliación y correcciones desde el jueves 7 de abril de 2022 hasta el lunes 18 de abril de 2022. Dichas operaciones se liquidarán en el ciclo del 20 de abril de 2022, según las disposiciones del acuerdo SP-A-137-2010 y sus reformas, denominado Plazo y forma de los traslados de recursos de la cuenta individual de los afiliados al Régimen de Capitalización individual.

· En caso de que en los archivos de recaudación remitidos por SICERE se reciban aportaciones de trabajadores no incluidos en los archivos de libre transferencia, la entidad autorizada deberá proceder a la creación de la cuenta individual correspondiente, tomando como base la información recibida en los mencionados archivos de recaudación.”

- 0 -
Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Tomar nota de lo comunicado por la máster Rocío Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones, en oficio N° SP-263-2022 del 21 de marzo de 2022, referente al cierre de sus oficinas a partir del lunes 11 de abril y apertura nuevamente el lunes 18 de abril de 2022. 
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc99027026]ARTÍCULO XIII
Documento N° 753-2021 / 346-2022
El máster Mauricio Soto Rodríguez, Director de la División de Regímenes Colectivos de la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, en oficio N° SP-280-2022 del 22 de marzo de 2022, remitió lo siguiente:
“Mediante oficio N° 0068-DJA-2022 del 04 de marzo de 2022 solicita prórroga de 20 días hábiles para atender el punto 7 del SP-135-2022, relativo a ajustes en la declaratoria de apetito por riesgo. Lo anterior en vista de que estos cambios deben ser presentados al Comité de Riesgos en la sesión de marzo, 2022; además, recién fue contratado el nuevo asesor externo en riesgos, que se estará incorporando al Comité de Riesgos y requiere de un periodo de transición, capacitación y entendimiento del marco normativo que rige para el Fondo en esta materia. Condiciones que dificultan realizar una sesión extraordinaria en las primeras semanas de marzo para analizar y aprobar estos cambios.

Con fundamento en lo anterior, se autoriza, de forma improrrogable, el tiempo adicional solicitado, el cual rige a partir de la recepción de este comunicado. En caso de disponer de los ajustes requeridos y aprobados por las partes que correspondan antes del plazo otorgado, mucho se le agradece su remisión a esta superintendencia.” 

- 0 -
En sesión N° 24-2021 celebrada el 07 de junio de 2021, artículo XIII, se comunicó el inicio de una visita al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por parte de la Superintendencia de Pensiones, con el propósito de identificar los riesgos inherentes derivados de las actividades significativas de Acumulación, Desacumulación, Gestión de Activos, Actuarial, Comunicación y Tecnologías de Información, así como la efectividad de las acciones de mitigación que la entidad lleva a cabo. Asimismo, se solicitó a la Dirección de la Junta Administradora que preparara la información requerida por la Superintendencia de Pensiones.
Posteriormente, en la sesión N° 08-2022 celebrada el 21 de febrero de 2022, artículo X, se tuvo por conocido el oficio N° SP-135-2022 del 10 de febrero de 2022, suscrito por la señora Rocío Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones, sobre el estudio realizado a los procesos sustantivos que ejecuta el Fondo y varios hechos observados que requieren atención, además se le solicitó a la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, que en un plazo máximo de 15 días hábiles, atendiera las observaciones de la SUPEN y presentara ante la Junta Administradora, las propuestas a realizar.
Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tomar nota de lo comunicado por el máster Mauricio Soto Rodríguez, Director de la División de Regímenes Colectivos de la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, en oficio N° SP-280-2022 del 22 de marzo de 2022, donde se autoriza de forma improrrogable, el tiempo adicional solicitado, el cual rige a partir de la recepción de este comunicado. 2.) Tomará nota de lo aquí establecido el Comité de Riesgos, para efectos del trámite solicitado.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc98916697][bookmark: _Toc99027029]ARTÍCULO XIV
Documento Nº 335-2022
El máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Dirección de la JUNAFO, el máster Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, y la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, Coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0177-JP/DJA-2022 del 21 de marzo de 2022, comunicaron lo siguiente:
“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se rinde el informe correspondiente a la solicitud de pensión incoada por el señor Luis Alberto Campos Molina, cédula de identidad (valor 1) en calidad de cónyuge sobreviviente de la servidora judicial fallecida Beiy Hiu Li Villalobos, cédula de identidad (valor 2), cuyo deceso acaeció el 27 de diciembre de 2020.

1. Origen

Esta Dirección en fecha 17 de diciembre de 2021, recibió la gestión del señor Campos Molina, mediante la cual solicita que se le otorgue la pensión por el fallecimiento de su esposa. Para tal efecto, se solicitó la intervención del Departamento de Trabajo Social y Psicología, para la práctica de la valoración socioeconómica.

1. Valoración socioeconómica practicada 

Mediante informe N° 22-000015-0725-TS suscrito por el Lic. Francisco Morales León, perito del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se analizaron las condiciones socioeconómicas del señor Campos Molina.

1. Consideraciones más relevantes del estudio socioeconómico de acuerdo con el criterio de la Profesional en Trabajo Social

El señor Luis Alberto Campos Molina cuenta con 50 años de edad, con un nivel de escolaridad universitaria completa y se desempeña como profesional 2 en informática para el Poder Judicial.

De la relación de pareja entre el señor Luis Alberto y la señora Beiy Hiu, se identificó que esta inició formalmente en marzo de 2007 (momento para el cual ambas personas se desempeñaban como funcionarias judiciales), y posteriormente, a inicios del año 2008 establecieron convivencia y en noviembre de 2009 contrajeron nupcias (no registrando nacimiento de hijos o hijas en común), mismo año en que adquirieron un crédito hipotecario figurando como deudora la ahora fallecida y como acreedor Scotiabank de Costa Rica Sociedad Anónima, para compra de terreno y vivienda, las cuales se registran bajo matrícula (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante).

Desde el establecimiento de la convivencia, tanto el señor Campos Molina como su cónyuge, asumieron en conjunto y por partes iguales los pagos de servicios básicos, artículos para la satisfacción de necesidades, créditos personales, entre otros, cubiertos con los ingresos provenientes del empleo con que contaban. Aunado a lo anterior, se reporta que a partir del 2013 (y hasta el 2020), Andrea Campos Villalobos, hija del señor Luis Alberto estableció convivencia con su padre y esposa y luego, en el 2010, también el hijo Diego Campos Villalobos se incluyó en el grupo familiar, manteniéndose relación cordial entre las personas convivientes.

En dicho contexto, señala la persona evaluada, que desde el año 2008, la señora Li Villalobos presentó manifestaciones de afectación en su salud física, posteriormente en el 2011 se encontró incapacitada por aparente depresión, a partir de lo cual, constante y progresivamente presentó diversos problemas de salud (física y mental), existiendo incapacidades recurrentes.

En relación con lo anterior, enfatiza la persona referida que como parte de las situaciones emocionales que presentaba su esposa, aproximadamente para el año 2016 y años siguientes, esta incurría en gastos excesivos de dinero en compras de ropa, libros u otros mediante tarjetas de crédito o en artículos específicos, por ejemplo, compra de mercadería para emprendimiento de joyería artesanal, lo que desbalanceó el presupuesto familiar generando una reorganización de este, viéndose él obligado a asumir parte de las responsabilidades económicas que a la señora Li Villalobos le correspondían, lo cual realizó mediante créditos en COOCIQUE y la Asociación Solidarista de Servidores Judiciales (ASOSEJUD) -2 en total-, los cuales a la fecha se encuentran vigentes hasta el 2036, 2032 y 2037 respectivamente.

Al respecto, rememora el señor Luis Alberto que, como parte de dicha reformulación, él asumió el pago total de la cuota de un vehículo (adquirido en el año 2016, el cual se registra a nombre de Beiy Hiu, con placa (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) y gravamen de contrato prendario), parte de la alimentación y aproximadamente un 20% de la cuota de crédito hipotecario mencionado, en tanto a la señora Li Villalobos se encargaba del restante 80% (monto aproximado de ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) colones mensuales), parte de la alimentación y la totalidad de los servicios básicos.

Por su parte, debido a nuevas afectaciones en la salud física, para febrero del año 2020, se diagnosticó la presencia de un tumor cancerígeno el cual progresivamente fue medicado, contexto en el cual la señora Li Villalobos se vio obligada a asumir el pago de necesidades específicas en alimentación, medicación, atención médica privada, compra de ropa, entre otras, así como que la cuota del crédito fue readecuada a un monto mensual aproximado de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), esto debido a la condición de salud y gestión realizada ante el ente acreedor.

El 27 de diciembre del 2020, la señora Beiy Hiu falleció, registrando como causa de muerte (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), a partir de lo cual, según señala el señor Campos Molina, se ejecutó la póliza de muerte, quedando cancelado el crédito hipotecario con Scotiabank referente a la propiedad y la casa de habitación; no obstante, dicha documentación no logró ser corroborada ante su no presentación.

Con respecto a los ingresos mensuales del grupo familiar, previo a la defunción de la señora Li Villalobos, según constancia de histórico de pagos, para el mes de noviembre de 2020, la funcionaria judicial recibió un salario bruto de ¢3,081,476.00 (tres millones ochenta y un mil cuatrocientos setenta y seis colones con 00/100), correspondiente a un salario neto de ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), indica la persona referida que, por parte de la CCSS, por concepto de incapacidad recibía aproximadamente ¢1,600,000.00 (un millón seiscientos mil colones con 00/100), mientras que el señor Molina Campos percibió un salario bruto de ¢2,310, 042.00 (dos millones trescientos diez mil cuarenta y dos colones con 00/100) y un salario neto de ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), para un aproximado de ingresos netos en el grupo familiar de ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), con los cuales, tal como se mencionó, cubrían las diversas responsabilidades económicas mencionadas en párrafos anteriores.

Al momento de la valoración social, el señor Campos Molina conforma grupo familiar con su hijo Diego Campos Villalobos, quien cuenta con 20 años y es estudiante de cursos técnicos, por lo que no cuenta con ingresos económicos. Posterior al fallecimiento de la señora Beiy Hiu, los ingresos del grupo familiar se vieron reducidos considerablemente, los cuales según el estudio corresponden a un monto neto mensual de ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante). En relación con lo anterior, señala la persona evaluada como motivación para realizar la presente solicitud, además de su derecho, la afectación económica que surgió al solicitar los créditos previamente indicados, los cuales aún continúa pagando.

Aunado a lo anterior, se conoció que posterior al deceso de la ex funcionaria judicial, el señor Luis Alberto estableció un proceso sucesorio de los bienes registrados a nombre de su cónyuge ante el Juzgado Civil del I Circuito Judicial de San José conforme expediente (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), figurando como herederos él, su suegro y suegra, por lo que manifiesta que una vez que este se resuelva, su situación financiera podría verse afectada, siendo este, otro de los motivos que argumenta para realizar la presente solicitud.

Por lo anterior, se identificó que se ha presentado un alejamiento entre la persona evaluada y la familia de la señora Li Villalobos, siendo que, al momento de la evaluación, no se reporta la existencia de otras fuentes o personas de apoyo.

1. Normativa atinente al caso

Ley Orgánica del Poder Judicial N° 9544, de interés, estipula lo siguiente:

“[…]Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:
El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento...”

“[…]Artículo 229- El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante…” 

1. Conclusiones

Con base en lo antes expuesto se puede concluir que:

· El peritaje socioeconómico practicado al señor Luis Alberto Campos Molina, es claro en demostrar que a lo largo de la vida conyugal con la señora Beiy Hiu Li Villalobos, ambos asumían los gastos del hogar, por lo que el señor Campos Molina dependió parcialmente de los ingresos de su esposa, lo que al amparo de la Ley N° 9544 lo convierte en sujeto del derecho reclamado, según lo indicado en el artículo N° 228 de dicha Ley. 

· Según certificaciones aportadas por el señor Campos Molina, se constató que no es beneficiario de una pensión por parte de la Caja Costarricense de Seguro Social, Magisterio Nacional o el Ministerio de Trabajo, por lo que no cuenta con ingresos por esta vía. Pero es funcionario activo del Poder Judicial dónde devenga un salario bruto de ¢2.310.042,00 y neto de ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

· Según lo concluido por el Trabajador Social encargado del peritaje, a partir del estudio socioeconómico realizado, se determina que históricamente la persona evaluada y su excónyuge compartían los gastos y responsabilidades económicas del grupo familiar, por lo cual la persona referida sí dependía de su excónyuge para hacer frente a los pagos y deudas vigentes adquiridas como grupo familiar ante la condición de salud de la ahora fallecida.

· Como parte de la valoración posterior al deceso de la exfuncionaria judicial, se conoce que el señor Campos Molina estableció un proceso sucesorio de los bienes registrados a nombre de su cónyuge ante el Juzgado Civil del I Circuito Judicial de San José conforme expediente (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), figurando como herederos él, su suegro y suegra, por lo que, según lo manifestado por este en su entrevista, su situación financiera podría verse afectada dependiendo de lo que se resuelva.

1. Datos de interés

· [bookmark: _Hlk43904805]Para el caso en concreto, es importante señalar que al momento del deceso la señora Beiy Hiu Li Villalobos, mantenía una condición de servidora judicial activa. Por lo anterior, para efectos del trámite de pensión, de previo es necesario estimar el monto de jubilación que hubiera recibido conforme a sus antecedentes de tiempo servido (21 años, 0 meses y 10 días) y salarios devengados. De los cálculos efectuados, se establece que la señora Li Villalobos, conforme las disposiciones de la Ley N° 9544, le asistiría un monto en bruto de ¢1,288,177.61 (un millón doscientos ochenta y ocho mil ciento setenta y siete colones con 61/100) mensuales en bruto.

· [bookmark: _Hlk62749140]Conforme a la normativa actual vigente, el monto máximo al que aspira el señor Campos Molina de aprobársele la pensión es del 80% del monto que hubiese devengado de jubilación su cónyuge fallecida, el cual para este caso equivaldría a ¢1,030,542.09 (un millón treinta mil quinientos cuarenta y dos colones con 09/100) mensuales en bruto.

· Sobre la posible vigencia del beneficio, la solicitud de pensión fue presentada el 17 de diciembre de 2021, un total de 239 días hábiles posteriores al fallecimiento de la señora Li Villalobos. Se informa lo anterior para que si a criterio de la Junta Administradora del Fondo, se debe aprobar la pensión al señor Campos Molina, se cuente con la referencia sobre la fecha de presentación de la solicitud para el establecimiento del rige del beneficio.

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.

Se espera que los elementos enumerados en el presente documento, sean de utilidad a esa estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para lo que a bien estimen resolver.

(…)

Anexos:

1. Dictamen Socioeconómico

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

Medios de notificación:

(…)”
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Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Una vez analizada la solicitud de pensión incoada por el señor Luis Alberto Campos Molina, en calidad de cónyuge sobreviviente de la servidora judicial fallecida Beiy Hiu Li Villalobos, así como el dictamen socioeconómico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología y el oficio N° 0177-JP/DJA-2022 del 21 de marzo de 2022, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Dirección de la JUNAFO, el máster Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, y la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, Coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, por lo anterior, de conformidad con el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, la Junta acuerda: Acoger la solicitud de pensión que formula el señor Campos Molina cuya asignación mensual será de ¢1,030,542.09 (un millón treinta mil quinientos cuarenta y dos colones exactos) mensuales en bruto, equivalente al 80 % del monto del monto que hubiese devengado de jubilación su cónyuge fallecida, con las deducciones que por ley correspondan. Lo anterior, en el entendido que el otorgamiento será a partir del 17 de diciembre de 2021.
La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tomará nota para lo que corresponda. 
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc98941208][bookmark: _Toc99027031]ARTÍCULO XV
Documento Nº 341-2022
El máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Dirección de la JUNAFO, el licenciado Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, y la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, Coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0182-JP/DJA-2022 del 21 de marzo de 2022, comunicaron lo siguiente:
“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se rinde el informe correspondiente a la solicitud de pensión incoada por la señora Isabel Cristina Palma Zamora, cédula de identidad (valor 1) en calidad de cónyuge sobreviviente del servidor judicial fallecido Oldemar Jonathan Arias Ahrens, cédula de identidad (valor 2), cuyo deceso acaeció el 10 de diciembre de 2021.

1. Origen

Esta Dirección en fecha 14 de diciembre de 2021, recibió la gestión de la señora Palma Zamora, mediante la cual solicita que se le otorgue la pensión por el fallecimiento de su esposo. Para tal efecto, se solicitó la intervención del Departamento de Trabajo Social y Psicología, para la práctica de la valoración socioeconómica de la petente.

1. Valoración socioeconómica practicada

Mediante informe N° 21-001705-0735-TS suscrito por la MSc. Alejandra Vega Rodríguez, perita del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se analizaron las condiciones socioeconómicas de la señora Palma Zamora.

1. Consideraciones más relevantes del estudio socioeconómico de acuerdo con el criterio de la Profesional en Trabajo Social

La señora Isabel Cristina Palma Zamora cuenta con 38 años, con estudios universitarios completos (Psicología) y se desempeña como funcionaria judicial en la Unidad de Psicología de Reclutamiento y Selección de la Dirección de Gestión Humana.

Ella y el señor Oldemar Jonathan Arias Ahrens mantuvieron unión matrimonial durante 11 años y no procrearon hijos.

Al momento de la valoración el grupo familiar es unipersonal. La señora Palma Zamora reporta un salario por un monto bruto mensual de ¢1,909,491.30 (un millón novecientos nueve mil cuatrocientos noventa y un colones con 30/100) y un monto líquido de ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante).

Tras el fallecimiento del servidor judicial, doña Isabel Cristina ha subsistido con el ingreso que le genera su trabajo y el dinero ahorrado por el señor Arias Ahrens, el cual le fue entregado por la póliza de vida.

La persona fallecida, el señor Oldemar Jonathan Arias Ahrens, se desempeñaba como jefe administrativo 2 en propiedad, ingresó a la institución desde el 10/11/2008 y contaba con un ingreso total de ¢1,350,285.68 (un millón trescientos cincuenta mil doscientos ochenta y cinco colones con 68/100) y un ingreso neto de ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), siendo este monto su aporte al hogar.

Pese a ello, antes de su fallecimiento, el señor Arias Ahrens se encontraba incapacitado por enfermedad; doña Cristina aportó la certificación de pagos por incapacidades y licencias en la cual se indica que el ahora fallecido estuvo incapacitado desde el 30/8/2021 hasta el 10/12/2021, lapso en el cual su esposo recibió un total de ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante).

Según la referida, su esposo siempre fungió el rol de proveedor principal y todo el dinero asignado lo dedicaba al hogar, siendo que el ahora fallecido se encargaba de cubrir los gastos de necesidades básicas, alimentación, pago de servicios públicos, cuotas condominales y jardinería, servicios por oficios domésticos, mantenimiento del vehículo (seguro y gasolina) el marchamo lo pagaban entre ambos; asimismo, don Jonathan apoyaba a su esposa con el pago de la universidad. Por su parte, doña Cristina era quien asumía la deuda por el préstamo de la casa.

Finalmente, al momento de la valoración doña Cristina no reporta apoyo económico de familiares ni de instituciones.

1. Normativa atinente al caso

Ley Orgánica del Poder Judicial N° 9544, de interés, estipula lo siguiente:

“[…]Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:
1. El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento...”

“[…]Artículo 229- El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante…” 

1. Conclusiones

Con base en lo antes expuesto se puede concluir que:

· El peritaje socioeconómico practicado a la señora Isabel Cristina Palma Zamora, es claro en demostrar que a lo largo de la vida conyugal con el señor Oldemar Jonathan Arias Ahrens, ambos asumían los gastos del hogar, por lo que la señora Palma Zamora dependió parcialmente de los ingresos de su esposo, lo que al amparo de la Ley N°9544 la convierte en sujeto del derecho reclamado, según lo indicado en el artículo N°228 de dicha Ley. 

· Según certificaciones aportadas por la señora Palma Zamora, se constató que no es beneficiaria de una pensión por parte de la Caja Costarricense de Seguro Social, Magisterio Nacional o el Ministerio de Trabajo, por lo que no cuenta con ingresos por esta vía.

· El estudio revela que el fallecimiento del señor Arias Ahrens, le ha causado a la señora Palma Zamora afectación en el área económica, dado que los gastos del hogar eran cubiertos por ambos, de forma tal que, la ausencia de su aporte no puede ser cubierta por ella, quien, a pesar de contar con un salario, este es insuficiente para solventar los gastos que asumía el ex servidor fallecido. 

· De acuerdo con la información recabada por la trabajadora social encargada del peritaje, se identifica que doña Isabel Cristina señaló que, su esposo siempre fungió el rol de proveedor principal y todo el dinero asignado lo dedicaba al hogar. Por su parte, ella era quien asumía la deuda por el préstamo de la casa. Asimismo, al momento de la valoración la señora Palma Zamora no reporta apoyo económico de familiares ni de instituciones.
· 
1. Datos de interés

· Para el caso en concreto, es importante señalar que al momento del deceso el señor Oldemar Jonathan Arias Ahrens, mantenía una condición de servidor judicial activo. Por lo anterior, para efectos del trámite de pensión, de previo es necesario estimar el monto de jubilación que hubiera recibido conforme a sus antecedentes de tiempo servido (13 años, 0 meses y 4 días) y salarios devengados. De los cálculos efectuados, se establece que el señor Arias Ahrens, conforme las disposiciones de la Ley N° 9544, le asistiría un monto en bruto de ¢338,962.60 (trescientos treinta y ocho mil novecientos sesenta y dos colones con 60/100) mensuales en bruto.

· Conforme a la normativa actual vigente, el monto máximo al que aspira la señora Palma Zamora de aprobársele la pensión es del 80% del monto que hubiese devengado de jubilación su cónyuge fallecido, el cual para este caso equivaldría a ¢271,170.08 (doscientos setenta y un mil ciento setenta colones con 08/100) mensuales en bruto.

· Sobre la posible vigencia del beneficio, la solicitud de pensión fue presentada el 14 de diciembre de 2021, un total de 2 días hábiles posteriores al fallecimiento del señor Arias Ahrens. Se informa lo anterior para que si a criterio de la Junta Administradora del Fondo, se debe aprobar la pensión a la señora Palma Zamora, se cuente con la referencia sobre la fecha de presentación de la solicitud para el establecimiento del rige del beneficio.

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.

Se espera que los elementos enumerados en el presente documento sean de utilidad a esa estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para lo que a bien estimen resolver.

(…)

Anexos:

1. Dictamen Socioeconómico

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

Medios de notificación:

(…)”
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Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Una vez analizada la solicitud de pensión incoada por la señora Isabel Cristina Palma Zamora, en calidad de cónyuge sobreviviente del servidor judicial fallecido Oldemar Jonathan Arias Ahrens, así como el dictamen socioeconómico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología y el oficio N° 0182-JP/DJA-2022 del 21 de marzo de 2022, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Dirección de la JUNAFO, el licenciado Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, y la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, Coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, por lo anterior, de conformidad con el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, la Junta acuerda: Acoger la solicitud de pensión que formula la señora Palma Zamora cuya asignación mensual será de ¢271,170.08 (doscientos setenta y un mil ciento setenta colones exactos) mensuales en bruto, equivalente al 80 % del monto que hubiese devengado de jubilación su cónyuge fallecido, con las deducciones que por ley correspondan. Lo anterior, en el entendido que el otorgamiento será a partir del 11 de diciembre de 2021.
La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tomará nota para lo que corresponda. 
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc98916700][bookmark: _Toc99027034]ARTÍCULO XVI
Documento Nº 957-2021 / 331-2022
El señor Rodolfo Vásquez Vásquez, Jubilado Judicial, mediante correo electrónico del 20 de marzo de 2022, indicó:
“…el suscrito Rodolfo Vásquez Vásquez, en atención al oficio 0190-JUNAFO-2022, les comunico mi conformidad con el pago del monto de dinero calculado por su representada, a efecto que se me reconozca el tiempo de servicio en favor del Ministerio de Educación Pública, para ello solicito que se me indique el número de cuenta y la entidad Bancaria en la cual debo realizar el depósito.

Sumado a lo anterior, pido que se me realice el reajuste económico del monto de mi jubilación, una vez realizado el depósito a mi cargo.”
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En sesión N° 31-2021 celebrada el 28 de julio de 2021, artículo XII, se aprobó la jubilación por incapacidad absoluta y permanente del licenciado Rodolfo Vásquez Vásquez, Juez del Juzgado Agrario de Alajuela, a partir del 1 de agosto de 2021.
Luego, en sesión N° 11-2022 celebrada el 07 de marzo de 2022, artículo IX, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
“…en sesión N° 07-2022 celebrada el 14 de febrero de 2022, artículo XI, se tuvo por recibido el informe N° PJ-DGH-SAS-0184-2022 del 27 de enero de 2022, suscrito por la máster Roxana Arrieta Meléndez, la licenciada Olga Guerrero Córdoba, la máster Adriana Steller Hernández, por su orden, Directora, Subdirectora, y Jefa de Administración Salarial, todas de la Dirección de Gestión Humana, correspondiente al reconocimiento de tiempo servido en instituciones del Estado para efectos de jubilación, del señor Rodolfo Vásquez Vásquez, Jubilado Judicial, en el entendido que no se realizan estos reconocimientos a las personas jubiladas judiciales, que en el caso en estudio acaeció a un atraso en la remisión del informe por parte de la Dirección de Gestión Humana, ya que la gestión se presentó antes de acogerse el señor Vásquez a su jubilación. Además, se le solicitó al señor Vásquez Vásquez, que manifestara sí tenía interés en la actualización del monto de la jubilación, para lo cual debería de reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial el monto de ₡ 7,438,058.94 (siete millones cuatrocientos treinta y ocho mil cincuenta y ocho colones con noventa y cuatro céntimos), en un solo tracto, ya que al ser una persona jubilada no se le puede aplicar la deducción del 10% sobre el beneficio, como se le aplica a las personas servidoras activas.

En relación con lo anterior, el señor Rodolfo Vásquez Vásquez, mediante correo electrónico del 27 de febrero de 2022, indicó:

“El suscrito Rodolfo Vásquez Vásquez, portador de la cedula de identidad 2 459 314, jubilado judicial, en atención al oficio 0142 JUNAFO 2022, conocido en la sesión N 07 2022 celebrada el 14 de febrero del año en curso, notificado a mi personal el viernes recién pasado, con todo respeto, procedo a su contestación:

A) Con relación al punto 1 del acuerdo, es importante señalar, que efectivamente, la gestión del tiempo servido en otras Instituciones del Estado se presentó según se refiere en el oficio en fecha 14 de octubre del 2020, siendo que antes a dicha fecha, mi persona presento certificaciones relacionadas al tiempo servido en el Ministerio de Educación tal y como se puede corroborar en el expediente de la gestión. Por ello, la gestión de tiempo servido se presentó con mucha antelación a la declaratoria de mi jubilación acaecida el 31 de julio del 2021. Siendo que mi persona para la fecha que se presentó la gestión de reconocimiento de tiempo servido en favor de otras instituciones del Estado, ante el Departamento de Gestión Humana del Poder Judicial, me encontraba como servidor activo, en función en el Juzgado Agrario de Alajuela. Deseo recalcar, que como se indica en citado punto, acaeció un atraso en la remisión del informe por parte de la Dirección de Gestión Humana, lo cual no es atribuible al suscrito,

B) Con relación al punto 2 del acuerdo, deseo manifestar mi total interés en la actualización del monto de la jubilación, para lo cual estoy de acuerdo en reintegrar el monto correspondiente al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en un solo trato como se me indica. Solicito de manera respetuosa y con fundamento en lo expresado en el punto anterior, al ser el suscrito funcionario activo al momento de la presentación de la gestión del citado reconocimiento, que se me aplique el beneficio de la deducción del 10 % sobre el monto a pagar, como se ha aplicado a los funcionarios activos que presentan la gestión, por cuanto reitero no es un hecho atribuido a mi persona, que se haya resuelto con antelación la gestión de mi jubilación, por sobre la del reiterado reconocimiento. Por último, solicito, se me brinde, el numero IBAN de la cuenta bancaria a la que corresponde realizar el depósito del pago del monto que corresponda.”
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Manifestaciones de los integrantes:

Consulta el máster Rodrigo Arroyo Guzmán, que ¿cuál es la política o norma que se aplica en la actualidad?, y que le parece que, en el primer punto, que es lo de anualidades, y que, si el atraso fue un tema de la Administración, parece oportuno ejecutar el rebajo como en otros casos. Pero que, en la actualización de la Jubilación, considera que eso ya no es posible.

El máster Oslean Mora Valdez, aclara que en el pasado el Consejo Superior, por error permitió ese tipo de situaciones, pero que, en la práctica actual, una persona debidamente jubilada no tiene derecho a realizar un reconocimiento de tiempo servido, y si realizó el reconocimiento antes de jubilarse, lo que se hace es que, al momento de que los cálculos se encuentran listos, se le informa a la persona, que si quiere que se le reconozca el tiempo servido, debe reintegrar al fondo, la suma indicada, y al momento de que se le cancele al fondo, el monto, se le recalcula el monto de la jubilación. Esto por cuanto, si la persona fallece, las personas beneficiarias de la pensión, no reintegrarían al fondo, el monto adeudado por reconocimiento de tiempo, ya que, al morir la persona, moriría la deuda.

Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Previamente a resolver lo que corresponda, comunicarle al señor Rodolfo Vásquez Vásquez, Jubilado Judicial que, de conformidad con el Reglamento General del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, si desea que se le aplique el reconocimiento de tiempo servido para efectos de jubilación, deberá de cancelar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, el monto de ₡ 7.438.058,94 (siete millones cuatrocientos treinta y ocho mil cincuenta y ocho colones con noventa y cuatro céntimos), en un solo tracto. Por lo que debe informar a esta Junta Administradora, si mantiene el interés en la actualización del monto de la jubilación, en esas condiciones. Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.”

- 0 -
Manifestaciones de los integrantes:
El máster Oslean Mora Valdez, expresa que es importante recordar que el señor Vásquez, presentó esta solicitud siendo servidor activo, y que el trámite se realiza posterior a su jubilación absoluta y permanente, debido a un atraso en la remisión del informe por parte de la Dirección de Gestión Humana, y es por ellos que se le está dando esa posibilidad, pero que los jubilados judiciales no pueden optar por ese acrecimiento.
Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tomar nota de lo comunicado por el señor Rodolfo Vásquez Vásquez, Jubilado Judicial, e indicarle que podrá depositar la suma indicada previamente, en la cuenta corriente número CC-CR45015201229000003291 del Banco de Costa Rica, de previa coordinación, con la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO. 2.) La Dirección de la JUNAFO, tomará nota para lo de su cargo, para que, al momento de la cancelación de la suma adeudada, se realicé el reajuste al monto de Jubilación del señor Vásquez. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Gestión Humana.
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
[bookmark: _Toc99027037]ARTÍCULO XVII
Documento N° 327-2022
En sesión Nº 111-2018 celebrada el 20 de diciembre del 2018, articulo LVII, se le reconoció para efectos de anualidades y jubilación a la servidora Ana María Céspedes González, Investigadora de la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, 5 años, 11 meses y 29 días, laborados para la Universidad de Costa Rica, a partir del 16 de setiembre de 2016, con la obligación de reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial la suma de ¢9.135.391,69 (nueve millones ciento treinta y cinco mil trescientos noventa y un colones con sesenta y nueve céntimos), que se le iba a deducir de su salario bruto en el tanto de 10% mensual hasta la cancelación total.
La señora Ana María Céspedes González, Investigadora 1 del Departamento de Investigaciones Criminales, mediante nota del 17 de marzo de 2022, presentó la siguiente gestión:
“…expongo y solicito lo siguiente:

Primero:

Ingresé a laborar para el Poder Judicial, en el año 2014, en diferentes puestos desde servicios generales hasta el puesto que desempeño actualmente, se me informó que como venía de una institución pública podría optar en aquel momento por un trámite de reconocimiento de años servidos, ya que para esa data se tenía por cierto que un funcionario del Poder Judicial podría pensionarse con treinta años de servicio para la institución y el cien por ciento de los últimos salarios, por cuanto al tener la opción aplique y me fue aprobada mi solicitud. 

Segundo:

Sin embargo, las condiciones que tanto Gestión Humana y Financiero Contable condicionaron fue equiparar las cuotas correspondientes al Fondo de Jubilación, del régimen de la Caja Costarricense del Seguro Social al cual pertenecía con el régimen de Pensiones del Poder Judicial, por consiguiente, el tiempo servido en las instituciones públicas que me aprobaron fue de cinco años, once meses y veintinueve días, por ello, me comuniqué con personal de Gestión Humana, para realizar dicha gestión. Ante ello, autoricé, el rebajo adicional a mi salario, por un monto del diez por ciento mensual en relación al salario bruto, solicitud que realicé desde el año 2016. 

Tercero:

No obstante, como es de conocimiento público, en fecha 22/05/2018 (Gaceta N° 89), entró en vigencia la Ley N° 9544, que reformó la Ley Orgánica del Poder Judicial (7333), propiamente el artículo 224.

Los servidores judiciales con veinte o más años de servicio en el Poder Judicial podrán acogerse a una jubilación ordinaria igual a un ochenta y dos por ciento (82%) del promedio de los últimos veinte años de salarios mensuales ordinarios devengados en su vida laboral, actualizados según el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), siempre y cuando hayan cumplido sesenta y cinco años de edad y hayan trabajado al menos treinta y cinco años.

Lo cual significó, que, con tal reforma, mi expectativa de jubilación cambió con relación a los años de servicio y de edad, siendo ahora de 65 años de servicio, siempre y cuando tenga los 35 años de servicio público. 

Por lo que considero, no hay necesidad hoy día de mi parte, de equiparar el fondo de pensión; puesto que con los años demás que tengo que laborar, se solventará el pago para la pensión.

Sin dejar de lado, que ya no voy a gozar del 100% de pensión, cuando me jubile, como se pretendía. Tal y como estaba la ley, cuando ingresé a laborar al Poder Judicial y, se me indicó por parte de Gestión Humana. Razones, además, por las cuales autoricé el rebajo demás a mi salario, para ponerme al día con el Régimen de Pensiones del Poder Judicial, existente en ese momento. –

Petitoria:

En razón de lo esbozado, solicito a los miembros de la Honorable Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, se ordene cesar el cobro del 10% mensual destinado para compensar por el Reconocimiento de Tiempo servido en otras instituciones del estado. Con vista en los informes de la Dirección de Gestión Humana y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y los artículos 11, 12 y 13 del nuevo Reglamento de Reconocimiento de Tiempo Servido en Otras Instituciones del Estado para Efectos del Pago de Anualidades y la Jubilación en el Poder Judicial, además de la respectiva devolución del dinero ya aportado en los años anteriores. Para dichos fines aporto mi número de cuenta bancaria del banco de Costa Rica CR96015202001102475055.

(…)”
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Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tener por recibida la gestión de la señora Ana María Céspedes González, Investigadora 1 del Departamento de Investigaciones Criminales, mediante nota del 17 de marzo de 2022. 2.) Suspender el rebajo del 10% mensual para pagar la deuda que tiene la servidora Céspedes González, con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en razón del reconocimiento para efectos de jubilación, por el tiempo servido en la institución indicada, a partir del último día hábil del mes siguiente de conocido por esta Junta Administradora, con la salvedad de que si la administración puede ejecutar el cese en menor plazo se aplique de esa manera. 3.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana compute a cuánto tiempo de servicio reconocido, corresponde la suma dineraria aportada por concepto de cuotas por la señora Ana María, para cancelar su deuda con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en el entendido que no le será reintegrada suma alguna, sino que será aplicada de forma integral al tiempo de servicio reconocido para efectos de jubilación. 4.) La Dirección de Gestión Humana y la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, tomarán nota para lo que corresponda.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc98916704][bookmark: _Toc99027040]ARTÍCULO XVIII
Documento Nº 723-2021 / 336-2022
La máster Argili Gómez Siu, Subdirectora Jurídica del Poder Judicial, mediante oficio N° DJ-AJ-457-2022 recibido el 21 de marzo de 2022, comunicó:
“En atención al oficio N° 0191-JUNAFO-2022 de 17 de marzo del 2022, mediante el cual se comunicó el acuerdo adoptado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 11-2022 celebrada el 07 de marzo del 2022, artículo X, en que se acordó solicitar a esta Dirección Jurídica remitir informe sobre el tema: denominado 2 x 1, de la aplicación incorrecta del Transitorio III de la Ley Marco de Pensiones de los casos que ya tiene asignados, y el trámite en que se encuentran, se informa que a dicha solicitud le fue asignada la referencia N° 377-2022.

Asimismo, debe señalarse que esta gestión será atendida conforme lo permitan las posibilidades de esta Dirección Jurídica, tomando en consideración la existencia de otras solicitudes de criterios enviadas por la Corte Plena y el Consejo Superior, las cuales tienen orden de atención prioritaria, según lo dispuesto por el Consejo Superior en la sesión N° 54-18 celebrada el 14 de junio del 2018, artículo LXXVIII.

Por otra parte, se recuerda que el cumplimiento de lo dispuesto en la Ley de Protección al ciudadano del exceso de requisitos y trámites administrativos, Ley N° 8220, es competencia del órgano requirente el dar respuesta a la solicitud de pronunciamiento al administrado; por tanto, se recomienda que, si una vez transcurridos diez días hábiles y no han podido aún dar respuesta al administrado, ello en espera de este criterio o por algún otro motivo, la Junta deberá generar una indicación formal a la persona requirente, en el sentido de que a su trámite se le está dando el curso respectivo con el fin de obtener una debida motivación de la respectiva decisión. Lo anterior, a efecto de prevenir el ejercicio del derecho de acción ante órganos jurisdiccionales para el cumplimiento del artículo 27 y 41 constitucional.”
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El Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 26-2021 celebrada el 06 de abril de 2021, artículo XXXI, en lo conducente, dispuso lo siguiente:
“(…) 2.) Deberán las dependencias del Poder judicial mantener el apoyo que actualmente brindan a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 3.) Autorizar a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para que solicite directamente en caso de ser necesario a las dependencias del Poder Judicial los requerimientos específicos que permitan el correcto funcionamiento del Fondo. 4.) Autorizar el traslado de las plazas relacionadas con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial a partir del 15 de abril de 2021, para que integren la Dirección del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, que responderá a la Junta Administradora del Fondo…”
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En sesión N° 11-2022 celebrada el 07 de marzo de 2022, artículo X, en lo conducente, se acordó, con base en el informe rendido por la Dirección de Gestión Humana, solicitar a la Dirección Jurídica del Poder Judicial, un informe sobre los casos denominados 2 x 1, de la aplicación incorrecta del Transitorio III de la Ley Marco de Pensiones de los casos que ya tiene asignados, y el trámite en que se encuentran. Además, se hizo ese acuerdo de conocimiento de la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, como seguimiento del plan de acción de la aplicación del 2 x 1, así como al Consejo Superior y la Corte Plena.
Manifestaciones de los integrantes:
Expresa el máster Oslean Mora Valdez, que hay que recordar lo dispuesto por el Consejo Superior, en sesión N° 26-2021 celebrada el 06 de abril de 2021, artículo XXXI, cuando se creó la Dirección de la JUNAFO, donde se le indicó a las dependencias del Poder Judicial que debían mantener el apoyo a la Junta, así como la autorización a la Junta, para solicitar directamente a las dependencias del Poder Judicial los requerimientos específicos que permitan el correcto funcionamiento del Fondo, por lo que debería prevalecer sobre ese acuerdo del 2018, que mencionan.
Agrega el licenciado Arnoldo Hernández Solano, que esa prioridad que se necesita y que se solicita, es lo que va a permitir a la Junta, rebajar el déficit actuarial dadas las modificaciones que se podrían hacer a las jubilaciones y pensiones. 
Indica doctor Juan Carlos Segura Solís, que el Consejo Superior, fue enfático en la importancia que hay que darle a este tema, toda vez que repercute de manera importante en las finanzas del Fondo de Jubilaciones.
El licenciado Arnoldo Hernández Solano, propone agregar un punto 3, que indique: “Solicitar a la Dirección Jurídica que en referencia a lo que indica la Ley de protección al ciudadano del exceso de requisitos, que si una vez transcurridos 10 días del comunicado que nos envía la Dirección Jurídica y no haya dado respuesta a lo solicitado, la JUNAFO debe generar una indicación formal a todas las personas requirentes de que se les está dando el trámite respetivo solicitado a la Dirección Jurídica. Por lo que es necesario que la Dirección Jurídica nos suministre la lista con todos los datos de las personas que tienen para estudio, para generar esa comunicación.” Lo anterior, por responsabilidad, ya que este tema lleva más de 10 años, y entonces sería bueno, decirles a las personas que se están analizando los casos, y que su jubilación o pensión pueden cambiar.
Dice el licenciado Parris Quesada Madrigal, que él quisiera fortalecer ese tema, porque se tiene que llevar persona a persona, toda la secuencia y el estado donde están las solicitudes, que todas las personas tienen derecho a realizar su gestión, pero que no se tienen una secuencia cronológica, para las consultas. 
Expresa la licenciada Ingrid Moya Aguilar, que tiene una duda, en relación con los 10 días, para remitir respuesta a las personas, es cuando son las personas las que hacen la gestión, y que en este caso es la aplicación incorrecta del 2 x 1, lo que está revisando a Dirección Jurídica, por lo que no hay nadie a quién comunicarle, en este caso, sería comunicarle a las personas que se les va a rebajar, o que les hemos rebajado la jubilación porque aún la Dirección Jurídica está haciendo el estudio. Entonces normalmente lo de los 10 días, que de hecho entiendo que no es la Ley de Protección al ciudadano del exceso de requisitos y trámites administrativos, si no la Ley de Administración pública, y que don Arnoldo en su propuesta indica “a las personas requirentes”, y esas personas no está requiriendo nada, más bien ellos desean que ni les comuniquen que les van a hacer rebajo, por lo que considera que no aplica aquí esa parte, además que ese estudio es a solicitud de la misma Superintendencia de Pensiones – SUPEN, y de la Auditoría, cuando en su oportunidad auditaba al FJPPJ.
Responde el licenciado Parris Quesada Madrigal, que sea bueno o malo hay que comunicarlo, y que hagan una gestión de lo que quieren, posteriormente. Asimismo, señala que habría que reestructurar, lo que compete dentro de la propuesta de don Arnoldo, por eso habla de una generalidad, de que las personas deben estar informadas de lo que podría pasar con su jubilación.
Aclara la licenciada Ingrid Moya Aguilar, que ese estribillo, lo pone la Dirección Jurídica, en todos los escritos, cuando no tienen respuesta, y que en ningún momento ha tratado de indicar que solamente, cuando hay cosas positivas se les informe a las personas, ya que obviamente que todas las personas tienen derecho a conocer el estado de los casos que se llevan, en cuanto se vean afectados, pero que el asunto es que precisamente la Dirección Jurídica está analizando cuáles personas son las que se verán afectada, señala que para qué se le va indicar a alguien, que podrá ser afectado o afectada, si cuando se termine el estudio de la Dirección Jurídica, pueda ser que no hubo una mala aplicación del 2 x 1 en su caso, entonces apenas está en estudio, no se tiene un estado actual, porque la Dirección Jurídica está diciendo que no lo tienen, para poderle decirle a tales personas, que su caso está en estudio y que se le va a subir o bajar la jubilación. Dice que lo que le parece sano, es esperar a ese informe, y ese estribillo, que se indica ahí, es cuando hay un requirente que se le tiene que decir por qué no le hemos dado respuesta, los que están esperando esa respuesta son la JUNTA.
Agrega el licenciado Parris Quesada Madrigal, para razonar su voto, en la parte positiva que, como Junta, los integrantes son vinculantes para cualquier procedimiento que afecte a alguna persona del conglomerado, por lo que tienen que tener conocimiento de lo que pasa en otras áreas, legales o de algún otro tipo, por lo que está de acuerdo con la propuesta de don Arnoldo.
Indica el doctor Juan Carlos Segura Solís, que esta es una gestión que fue heredada del Consejo Superior, a la Junta y que no están ayudando de la manera adecuada, es decir, ágil.
Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tomar nota de lo comunicado por la Dirección Jurídica en oficio N° DJ-AJ-457-2022 del 21 de marzo del 2022 y estar a la espera de que remitan el informe solicitado, sobre el tema denominado 2 x 1, de la aplicación incorrecta del Transitorio III de la Ley Marco de Pensiones. 2.) Comunicar a la Dirección Jurídica, que según lo acordado por el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 26-2021 celebrada el 06 de abril de 2021, artículo XXXI, este tema es de carácter prioritario para esta Junta, para el correcto funcionamiento del Fondo, ya que repercute en sus finanzas, y las modificaciones que se realicen a las jubilaciones y pensiones, rebajarían el déficit actuarial. 3.) Solicitar a la Dirección Jurídica que en referencia a lo que indica la Ley de protección al ciudadano del exceso de requisitos que, si una vez transcurridos 10 días del comunicado que nos envía la Dirección Jurídica y no haya dado respuesta a lo solicitado, la JUNAFO debe generar una indicación formal a todas las personas requirentes de que se les está dando el trámite respetivo solicitado a la Dirección Jurídica. Por lo que es necesario que la Dirección Jurídica nos suministre la lista con todos los datos de las personas que tienen para estudio, para generar esa comunicación. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Consejo Superior del Poder Judicial.
El licenciado Freddy Chacón Arrieta, vota por no agregar el punto 3 propuesto por el licenciado Arnoldo Hernández Solano.
Se procede con la votación, y se aprueba por mayoría.
[bookmark: _Toc98916706][bookmark: _Toc99027042]ARTÍCULO XIX
Documento Nº 263-2022 / 338-2022
Conoce esta Junta Administradora, el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 24-2022 del 17 de marzo del 2022, artículo XLV, que dice:
“En sesión número 16-2022 celebrada el 24 de febrero del 2022, artículo XLVIII, en lo que interesa se dispuso acoger la solicitud presentada por la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina de Gestión Humana, en oficio Nº PJ-DGH-RS-0000-2022 del 3 de febrero de 2022, respecto a activar el Tribunal Electoral Judicial a fin de elegir los integrantes suplentes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, asimismo, se dispuso solicitar a las jefaturas del Consejo de la Judicatura, la Fiscalía General de la República, la Defensa Pública, la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial y la Dirección Ejecutiva, que comuniquen a este Consejo Superior, si van a asumir directamente o bien van a designar a una persona para que los represente, en la integración del Tribunal Electoral Judicial.

En oficio número 169-DG-2022 del 04 de marzo 2022, el máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, informó lo siguiente:

“De conformidad con lo solicitado mediante el Oficio N° 2078--2022 sobre acuerdo tomado en sesión n° 16-2022 celebrada el 24 de febrero del 2022, referente a la solicitud de designación de un representante para la integración del Tribunal Electoral Judicial.

Dado lo anterior, por parte de la Dirección General, se procede a nominar al Señor Gerald Campos Valverde, Subdirector General del Organismo de Investigación Judicial, para que forme parte y participe como representante ante el Tribunal Electoral Judicial. 

(…).”

- 0 -

Se acordó: Tener por rendido el informe presentada en oficio número 169-DG-2022 del 04 de marzo 2022, por el máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, en consecuencia: Tener por designado al máster Gerald Campos Valverde, Subdirector General del Organismo de Investigación Judicial, como integrante del Tribunal Electoral Judicial a fin de elegir los integrantes suplentes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Se declara acuerdo firme.”

- 0 -
Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Tomar nota de lo comunicado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 24-2022 del 17 de marzo del 2022, artículo XLV, sobre la designación del máster Gerald Campos Valverde, Subdirector General del Organismo de Investigación Judicial, como integrante del Tribunal Electoral Judicial, para la elección de los integrantes suplentes de esta Junta Administradora.
	La Dirección de la JUNAFO, tomará nota para lo que corresponda.
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
[bookmark: _Toc99027044]ARTÍCULO XX
Documento N° 322-2022
Entra a conocer esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, el acuerdo tomado por el Consejo Superior, en sesión extraordinaria N° 22-2022 celebrada el 11 de marzo de 2022, artículo X, que literalmente dice:
[bookmark: _Hlk64559994]“La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, manifiesta que se recibieron un grupo de peticiones que deben ser valoradas adicionalmente, esto por cuanto en las directrices 27 y 28 del documento de las Directrices Técnicas para la Formulación del Anteproyecto de Presupuesto 2023, se indica que como medida de contención del gasto no es permitido incluir nuevas necesidades de alquileres de locales, servicio de vigilancia y servicio de limpieza. Señala que si existiera algún caso especial de la necesidad de un contrato nuevo que responda a un requerimiento legal o sanitario o de un adendum a uno ya existente, se deberá indicar a la Dirección de Planificación, quien a su vez lo enviará a análisis de la Dirección Ejecutiva para su correspondiente aprobación. 

En el archivo adjunto se detallan las solicitudes que fueron remitidas por los centros de responsabilidad, el monto total suma ¢1.081.150.084. Estos rubros no se encuentran incluidos en el Sistema SIGA-PJ, esto porque se encontraban pendientes de ser analizados por la Dirección Ejecutiva. 




Mediante correo electrónico del 9 de febrero de 2022, se remitió a la Dirección Ejecutiva el archivo donde se compilaron las solicitudes para que fueran objeto de valoración por esa instancia. Posteriormente, el 16 de febrero de 2022, mediante correo electrónico la Dirección Ejecutiva remite la propuesta a ser conocida por el Consejo Superior por un monto de ¢715.064.860.




En el siguiente cuadro se muestran los montos de estas necesidades adicionales solicitadas por los centros de responsabilidad, para el 2023 los recursos solicitados se clasifican todos en gasto corriente.

	Otros Requerimientos Operativos 2023

	Descripción
	Monto

	Subpartida 10101 Alquiler de Edificios
	460.576.762

	Subpartida 10406 Servicio de Limpieza
	69.334.260

	Subpartida 10406 Servicio de Vigilancia
	185.153.838

	TOTAL
	715.064.860

	
	




1. En la hoja “10101 Alquileres” se incluyen las líneas solicitadas como necesidades adicionales por traslados a un nuevo local, adendum a contratos, ampliaciones, entre otros, en la subpartida 10101 Alquiler de Edificios, Locales y Terrenos por un total de ¢460.576.762. 

Para el 2023 sobresalen con solicitudes adicionales mayores, la Fiscalía de Hatillo, Juzgado Penal de Hatillo y Defensa Pública de Desamparados.

1. En la hoja “10406 Limpieza” se incluyen las líneas que los centros de responsabilidad indicaron se debían agregar al anteproyecto de presupuesto 2023, en la subpartida 10406 Servicios Generales, para el Servicio de Limpieza por un total de ¢69.334.260.

1. En la hoja “10406 Vigilancia” se incluyen las líneas que los centros de responsabilidad indicaron se debían agregar al anteproyecto de presupuesto 2023, en la subpartida 10406 Servicios Generales, para el Servicio de Vigilancia por un total de ¢185.153.838

· Criterio de la Dirección de Planificación

Con respecto a este bloque de requerimientos, es criterio de la Dirección de Planificación que dadas las limitaciones presupuestarias existentes, para poder absorber la inclusión de estos nuevos contratos de alquiler, limpieza o vigilancia, resulta necesario que los Centros de Responsabilidad indiquen de dónde se tomarán los recursos para financiar estos nuevos contratos, es decir, cuáles necesidades van a sacrificar para poder incluir estas necesidades. 

Además, se debe llamar la atención de casos como los de la Defensa Pública de Desamparados y la Defensa Pública de Nicoya, que están ubicadas en inmuebles que pertenecen al Poder Judicial y para los que se solicita recursos para trasladarse a un local alquilado. Asimismo, destaca el traslado a inmuebles alquilados de mayor costo, algunos ejemplos en este sentido son la Fiscalía de Hatillo (aumento aproximado de 69 millones anuales), el Juzgado Penal de Hatillo (aumento aproximado de 51 millones anuales), o el caso del Centro Infantil (aumento aproximado de 27 millones anuales), por citar algunos, los cuales implican una mayor erogación económica para el Poder Judicial. Por lo anterior, no se debería autorizar el cambio de locales a los despachos u oficinas que operan en un inmueble propiedad de la institución y para los despachos que operan en inmuebles arrendados, autorizar su traslado en el entendido de que no habrán incrementos en el presupuesto destinado al pago del alquiler. 

No menos relevante resulta también el hecho de que la aprobación de nuevos alquileres de edificios, conllevará en el corto plazo también la necesidad de incorporar recursos para servicios de limpieza y vigilancia para estos locales, ya que como se aprecia en esta misma propuesta, concretamente para la Defensa Pública de Nicoya y el Juzgado Penal Juvenil del II Circuito Judicial de Guanacaste, se solicitan requerimientos adicionales para limpieza y vigilancia y se argumenta que los nuevos recursos solicitados responden a las necesidades derivadas de los nuevos alquileres de locales.

- 0 -

En línea con lo desarrollado en el punto 9, doña Nacira Valverde señaló el impacto de permitir crecimiento de algunos presupuestos, por cuanto, esto posiblemente implique que se debe recortar en otras áreas o necesidades de la institución, por lo que en todos los casos, se sugiere que de autorizarse la incorporación de recursos que superen el límite presupuestario, se debe hacer un ejercicio de establecer prioridades e indicar de dónde se tomarán los recursos.

Al respecto el Consejo Superior en reunión de trabajo del pasado 4 de marzo dispuso solicitar a la Dirección Ejecutiva elaborar una propuesta de lineamientos relacionada con nuevos contratos de alquiler, limpieza y vigilancia.

- 0 -

Por lo anterior, la Dirección Ejecutiva analizó el tema y plantea que el acuerdo del Consejo Superior relacionado con los requerimientos adicionales para contratos de alquiler de edificios, limpieza y vigilancia para el 2023, se lea de la siguiente manera: 

1. (…) 2) Solicitar a la Dirección Ejecutiva revisar en coordinación con los Centros de Responsabilidad los requerimientos adicionales solicitados e indicar al Consejo Superior de dónde se tomarán los recursos para financiar estos nuevos contratos, es decir, cuáles necesidades van a sacrificar de sus presupuestos ordinarios para poder incluir estos requerimientos. 3) No autorizar el traslado a los despachos u oficinas que operan en un inmueble propiedad de la institución. Para los despachos que operan en inmuebles arrendados, se autoriza su traslado en el entendido de que, por este motivo, el programa al que pertenece no experimentará incrementos en el presupuesto destinado al pago del alquiler, sino no que los financiará mediante ajustes dentro de la misma subpartida. 

- 0 -

En línea con lo anterior, resulta necesario actualizar las directrices de formulación presupuestaria relacionadas con esta temática, ante lo cual la Dirección Ejecutiva plantea que se ajuste la directriz 27 sobre alquiler de locales y se lea de la siguiente manera:

“En cuanto a los alquileres de locales y parqueo como parte de las medidas tomadas a nivel institucional para controlar el crecimiento del gasto corriente, para los contratos que vencen en el 2021, 2022 o parte del 2023, en todos los casos se modificó en el Sistema la fecha de fin de vigencia, indicando 31/12/2023, con el objetivo de que se genere el año completo del servicio y no sea necesario agregar líneas adicionales al presupuesto por parte de los encargados de Centros de Responsabilidad. 

De acuerdo con lo anterior se procedió a inactivar los artículos asociados al alquiler de local y alquiler de parqueo. No se autorizará el traslado de locales a los despachos u oficinas que operan en un inmueble propiedad de la institución. Para los despachos que operan en inmuebles arrendados, se autoriza su traslado en el entendido de que, por este motivo, el programa al que pertenece no experimentará incrementos en el presupuesto destinado al pago del alquileres, sino que los financiará mediante ajustes dentro de la misma subpartida. Si existiera la necesidad de un nuevo contrato o adendum para incremento de área que responda a un requerimiento legal o sanitario, se deberá indicar a la Dirección de Planificación de dónde se tomarán los recursos para financiar estos nuevos contratos, la cual a su vez lo enviará a análisis de la Dirección Ejecutiva y si luego de esta valoración determina que efectivamente se deben incorporar más recursos, será la Dirección de Planificación la que incluya la línea en el Sistema SIGA-PJ.”
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Por su parte, para la directriz 28, sobre contratos de limpieza y vigilancia se propone que se lea de la siguiente forma:

“Debido a restricciones presupuestarias a raíz de la situación fiscal del país y comprometidos con las medidas de contención del gasto, no es permitido incluir nuevas contrataciones o ampliaciones de contratos de limpieza, jardinería o vigilancia, por lo que los artículos correspondientes se inactivarán en el Catálogo de Bienes y Servicios del Sistema SIGAPJ y las necesidades de nuevos contratos o adendum a los ya existentes, deberán ser enviadas a la Dirección de Planificación indicando de dónde se tomarán los recursos para financiar estos nuevos contratos, para ser analizadas en conjunto con la Dirección Ejecutiva. 

- 0 -

Se acordó: 1.) Tomar nota de la exposición realizada por la licenciada Nacira Valverde Bermúdez. 2.) Solicitar a la Dirección Ejecutiva revisar en coordinación con los Centros de Responsabilidad los requerimientos adicionales solicitados e indicar al Consejo Superior de dónde se tomarán los recursos para financiar estos nuevos contratos, es decir, cuáles necesidades van a sacrificar de sus presupuestos ordinarios para poder incluir estos requerimientos. 3.) No autorizar el traslado a los despachos u oficinas que operan en un inmueble propiedad de la institución. Para los despachos que operan en inmuebles arrendados, se autoriza su traslado en el entendido de que, por este motivo, el programa al que pertenece no experimentará incrementos en el presupuesto destinado al pago del alquiler, sino no que los financiará mediante ajustes dentro de la misma subpartida. 4.) Aprobar los ajustes propuestos por la Dirección Ejecutiva a las directrices de formulación presupuestaria números 27 y 28 relacionadas con contratos de alquiler de edificios, contratos de servicios de limpieza y contratos de servicios de vigilancia vigentes para el año 2023 y siguientes. Se declara acuerdo firme.””
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Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Tomar nota de lo acordado por el Consejo Superior, en sesión extraordinaria N° 22-2022 celebrada el 11 de marzo de 2022, artículo X, sobre las directrices de formulación presupuestaria números 27 y 28 relacionadas con contratos de alquiler de edificios, contratos de servicios de limpieza y contratos de servicios de vigilancia vigentes para el año 2023 y siguiente.
	La Dirección de la JUNAFO, tomará nota para lo de su cargo.
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
[bookmark: _Toc99027046]ARTÍCULO XXI
Documento N° 326-2022
Entra a conocer esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, el acuerdo tomado por el Consejo Superior, en sesión extraordinaria N° 22-2022 celebrada el 11 de marzo de 2022, artículo VIII, que literalmente dice:
“La máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora a.i. de Gestión Humana expone el informe relacionado con el proceso de construcción de la formulación presupuestaria para la partida de Salarios para el 2023.

En términos generales, doña Roxana Arrieta señaló como preámbulo que se estuvo rindiendo informes trimestrales a los jefes de programa durante el 2021. Además, indicó que se llevaron controles en temas de permisos, para poder cumplir con una ejecución presupuestaria adecuada en materia de salarios. Adicionalmente, expone con respecto a los montos formulados para 2022 y ejecutado para 2021 en materia de Salarios. Asimismo, expone sobre acciones realizadas durante la ejecución del 2022 en materia salarial y hace énfasis en temas como el impacto de las incapacidades, la sustitución por vacaciones, el promedio general de días de sustitución en 2021 que fue de 25 días y que se proyecta un gasto en sustituciones de 4.400 millones colones aproximadamente en 2022.

Concretamente presenta dos escenarios y aclara que en ambos no se incluyen los recursos asociados a plazas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, plazas de leyes especiales, ni plazas del Tribunal Contencioso.

En el escenario 1 se proyectó para el 2023 un monto total de 268.823.694.242 conforme se aprecia a continuación:

[image: cid:image001.png@01D83A02.D95CC1B0]

En este primer escenario, se aplica un promedio de días de sustitución por programa, de acuerdo con la información generada por el sistema SIGA-GH: 
[image: cid:image002.png@01D83A02.D95CC1B0]

Por su parte, en el escenario 2, se proyecta para el 2023 un monto total de 266.122.317.774 conforme se aprecia a continuación:

[image: cid:image003.png@01D83A02.D95CC1B0]

Cabe señalar que en este segundo escenario, se mantiene por programa la cantidad de días de sustitución que se utilizó para la formulación presupuestaria del 2021 y del 2022, a saber: 

[image: cid:image004.png@01D83A02.D95CC1B0]
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[bookmark: _GoBack]
Manifiesta la licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación: “En la sesión de trabajo quedamos en que la máster Arrieta para el día de hoy nos traería el escenario con respecto a lo que correspondería el presupuesto ordinario sin los costos de crimen organizado, para tener ambos escenarios partiendo del presupuesto ordinario más lo que se tendría nuevo, y entiendo que hay algún ajuste que realizaron en relación a la sesión anterior, entonces si nos lo permiten, para que la máster Arrieta nos de la información.”

- 0 -

En relación con lo anterior, mediante correo electrónico del 10 de marzo en curso, la Dirección de Gestión Humana, consignó que luego de presentada la información identificó la necesidad de realizar unos ajustes en la subpartida 00103 Servicios Especiales, que consistió en distribuir el presupuesto de plazas extraordinarias según la subpartida correspondiente, de manera tal que el escenario 2, queda finalmente de la siguiente forma:

	CÓD.
	Concepto
	Proyectado 2023 Escenario #2 (03-03-2022)**

	0
	REMUNERACIONES
	266,122,317,774.38

	 
	
	 

	0.01
	Remuneraciones Básicas
	120,676,826,047.98

	0.01.01
	Sueldos para Cargos Fijos
	113,245,234,396.78

	0.01.03
	Servicios Especiales
	203,539,800.00

	0.01.05
	Suplencias
	7,228,051,851.20

	 
	
	 

	0.02
	Remuneraciones Eventuales
	6,343,734,799.57

	0.02.01
	Tiempo Extraordinario
	4,110,508,431.53

	0.02.02
	Recargo de Funciones
	39,941,666.67

	0.02.03
	Disponibilidad Laboral
	2,130,118,034.71

	0.02.04
	Compensación de Vacaciones
	0.00

	0.02.05
	Dietas
	63,166,666.67

	 
	
	 

	0.03
	Incentivos Salariales
	139,101,756,926.83

	0.03.01
	Retribución por Años Servidos
	37,112,610,070.43

	0.03.02
	Restricción al Ejercicio Liberal de la Profesión
	38,903,783,676.99

	0.03.99
	Otros Incentivos Salariales
	63,085,363,179.41

	 
	
	 

	**Este escenario incluye la proyección del presupuesto para el programa 951

	**Este escenario mantiene el factor de sustitución del 2020
	 



Se comenta la importancia de visualizar el costo del personal de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada, dadas las gestiones realizadas en torno a la asignación de recursos para este tema.

En línea con lo anterior, doña Roxana Arrieta, expone la información relacionada con el cálculo de salarios 2023 para la jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada, con lo que los escenarios antes expuestos, quedarían de la siguiente forma: 

Escenario #1

	CÓD.
	Concepto
	Proyectado 2023 Escenario # 1 (03-03-2022)**
	
	Presupuesto JEDO 2023
	
	Total

	0
	REMUNERACIONES
	261,021,877,743.14
	
	7,801,816,499.26
	
	268,823,694,242.40

	
	
	
	
	
	
	

	0.01
	Remuneraciones Básicas
	119,218,191,608.25
	
	3,443,160,433.23
	
	122,661,352,041.48

	0.01.01
	Sueldos para Cargos Fijos
	110,093,828,347.57
	
	3,152,470,800.00
	
	113,246,299,147.57

	0.01.03
	Servicios Especiales
	113,557,800.00
	
	89,982,000.00
	
	203,539,800.00

	0.01.05
	Suplencias
	9,010,805,460.68
	
	200,707,633.23
	
	9,211,513,093.91

	
	
	
	
	
	
	

	0.02
	Remuneraciones Eventuales
	6,003,970,010.54
	
	355,323,760.17
	
	6,359,293,770.71

	0.02.01
	Tiempo Extraordinario
	3,902,460,144.81
	
	224,655,404.70
	
	4,127,115,549.51

	0.02.02
	Recargo de Funciones
	40,268,899.52
	
	0.00
	
	40,268,899.52

	0.02.03
	Disponibilidad Laboral
	1,997,479,330.72
	
	130,668,355.47
	
	2,128,147,686.18

	0.02.04
	Compensación de Vacaciones
	0.00
	
	0.00
	
	0.00

	0.02.05
	Dietas
	63,761,635.49
	
	0.00
	
	63,761,635.49

	
	
	
	
	
	
	

	0.03
	Incentivos Salariales
	135,799,716,124.35
	
	4,003,332,305.86
	
	139,803,048,430.21

	0.03.01
	Retribución por Años Servidos
	36,188,425,206.94
	
	924,184,863.49
	
	37,112,610,070.43

	0.03.02
	Restricción al Ejercicio Liberal de la Profesión
	38,456,646,672.82
	
	811,951,403.08
	
	39,268,598,075.91

	0.03.99
	Otros Incentivos Salariales
	61,154,644,244.58
	
	2,267,196,039.29
	
	63,421,840,283.87



Escenario #2

	CÓD.
	Concepto
	Proyectado 2023 Escenario #2
	
	Presupuesto JEDO 2023
	
	Total

	0
	REMUNERACIONES
	258,320,501,275.13
	
	7,801,816,499.26
	
	266,122,317,774.38

	
	
	
	
	
	
	

	0.01
	Remuneraciones Básicas
	117,233,665,614.75
	
	3,443,160,433.23
	
	120,676,826,047.98

	0.01.01
	Sueldos para Cargos Fijos
	110,092,763,596.78
	
	3,152,470,800.00
	
	113,245,234,396.78

	0.01.03
	Servicios Especiales
	113,557,800.00
	
	89,982,000.00
	
	203,539,800.00

	0.01.05
	Suplencias
	7,027,344,217.97
	
	200,707,633.23
	
	7,228,051,851.20

	
	
	
	
	
	
	

	0.02
	Remuneraciones Eventuales
	5,988,411,039.41
	
	355,323,760.17
	
	6,343,734,799.57

	0.02.01
	Tiempo Extraordinario
	3,885,853,026.82
	
	224,655,404.70
	
	4,110,508,431.53

	0.02.02
	Recargo de Funciones
	39,941,666.67
	
	0.00
	
	39,941,666.67

	0.02.03
	Disponibilidad Laboral
	1,999,449,679.25
	
	130,668,355.47
	
	2,130,118,034.71

	0.02.04
	Compensación de Vacaciones
	0.00
	
	0.00
	
	0.00

	0.02.05
	Dietas
	63,166,666.67
	
	0.00
	
	63,166,666.67

	
	
	
	
	
	
	

	0.03
	Incentivos Salariales
	135,098,424,620.97
	
	4,003,332,305.86
	
	139,101,756,926.83

	0.03.01
	Retribución por Años Servidos
	36,188,425,206.94
	
	924,184,863.49
	
	37,112,610,070.43

	0.03.02
	Restricción al Ejercicio Liberal de la Profesión
	38,091,832,273.91
	
	811,951,403.08
	
	38,903,783,676.99

	0.03.99
	Otros Incentivos Salariales
	60,818,167,140.12
	
	2,267,196,039.29
	
	63,085,363,179.41



El Consejo Superior solicita a doña Roxana aclarar las estimaciones en torno al costo del recurso humano de las plazas del Poder Judicial, que laboran para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (programa 951), visualizando por separado el costo de las plazas que se financian con recursos propios de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Lo anterior considerando que el costo de las plazas del programa 951 financiadas con los recursos propios de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, no deben considerarse dentro del límite presupuestario que el Ministerio de Hacienda establezca para el Poder Judicial, para su presupuesto ordinario del año 2023, lo cual será presentado en una próxima sesión de presupuesto de Consejo Superior.

Finalmente, doña Roxana Arrieta, informa que la Dirección de Gestión Humana está trabajando en el análisis del impacto de la nueva Ley de Empleo Público en la estimación del costo de salario para el Poder Judicial para el 2023, información que los integrantes del Consejo Superior estiman importante conocer en una próxima sesión de trabajo.
[bookmark: _Hlk97902741]
- 0 -

Responde la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora de la Dirección de Gestión Humana: “Efectivamente nosotros remitimos a solicitud del correo el monto relativo a la parte de la jurisdicción Especializada de Delincuencia Organizada. Los cambios que estamos previendo producto de la Ley de Empleo Público es el cambio de las licencias por paternidad, las licencias por paternidad nos están generando un cambio de 7 días, hay otras que sí son sustituibles a un mes.

A nivel de base de datos para el ejercicio 2021 lo que teníamos eran 78 casos que representaban 33 millones de colones, sin embargo, con el recorrido del sistema tuvimos problemas y no tuvimos la oportunidad de que nos diera el dato exacto porque al ser un mes ya serían todas las licencias. Lo que teníamos solamente era un dato de referencia porque son las que son sustituibles, según el plan de vacaciones, entonces con el recorrido no tuvimos la oportunidad de actualizar el dato completo para ver el impacto real de esas licencias en cuanto a la parte económica.

Lo que habíamos conversado era sobre propiamente el dato de delincuencia organizada y el detalle.”

Dice la licenciada Valverde Bermúdez: “Por cuestión de orden nosotros lo que proponemos, como ya el Consejo Superior en esa sesión el presupuesto ordinario y que nos está impactando en este momento lo que es la reforma a la Ley de Empleo Público, mantengamos en el análisis dispuesto lo que ya usted revisó en la sesión de trabajo y en un segundo escenario se traiga la diferencia del monto que pueda generar en cuanto a la aplicación de la Ley de Empleo Público, para llevar el orden de la agenda partiendo de que ustedes ya habían conocido en la sesión de trabajo el presupuesto ordinario, si les parece en ese orden considero que podríamos crear para la siguiente sesión el análisis completo de lo que sería ya impacto de la Ley de Empleo Público.” 

Prosigue la máster Arrieta Meléndez: “Como ustedes pueden visualizar el resumen de la propuesta del escenario 2 que incluía estrictamente los días de sustitución iguales a como se han venido formulando los últimos tres años nos daba un monto de 266 mil millones de colones, incluido el tema de Delincuencia Organizada.

Si sacamos Delincuencia Organizada el monto ajustado del presupuesto corresponde a 258 mil millones de colones. En estos 258 mil millones de colones sí tiene incluido las extraordinarias que nos faltaban, recuerdan, las del 951, lo que no tiene es lo de la afectación de lo que corresponde al tema producto de la Ley de Empleo Público básicamente.

Esos son los montos, recuerden que esto no tiene cargas no tiene aguinaldos y no tiene salario escolar, a esto hay que sumarle todos esos factores, no sé si desean que amplie en algo.”

Consulta la licenciada Valverde Bermúdez: “Dices que ahí contiene las plazas del 951, eso es el Fondo de Jubilaciones, refiero a que son las que aporta el Poder Judicial.”

Responde la máster Arrieta Meléndez: “No, financia la Junta.”

Señala la licenciada Valverde Bermúdez: “Es que no deberían estar contenidas las que financia la Junta porque a lo que queremos llegar es el monto del presupuesto ordinario del Poder Judicial, lo que la Junta posteriormente solicita se hace con presupuesto adicional, entonces deberíamos llevar los dos montos separados.”

Dice la máster Arrieta Meléndez: “Bueno, podríamos hacer el ejercicio rápidamente porque sería sacar del todo el 951 y tenemos las mismas condiciones para el 2022 del ordinario, el ordinario con relación a las plazas propiamente del Poder Judicial

Para efectos de tramitación de nosotros yo tengo que presentar todo, hasta el 951.”

“Es que para efectos de nosotros, Poder Judicial ordinario y para concretar los límites que nos pone el Ministerio de Hacienda, nosotros valoramos contra el monto del presupuesto ordinario el límite del Fondo de Jubilaciones, porque el Fondo de Jubilaciones ese sí lo sacamos por aparte porque son recursos propios, entonces sí requerimos que se nos de el ejercicio con las plazas que son aporte extraordinario de los recursos de la Junta, porque al final llegue en una sola olla, todos los ejercicios del presupuesto ordinario deben ir separados, para sopesar los límites, porque si no estaríamos castigando ese monto.”

Retoma la licenciada Valverde Bermúdez: “Es que en este presupuesto que nos traen nada más aclarar que no están lo que son las cargas sociales y las relacionadas, tal vez por eso es que el monto puede ser que se vea un poco menos en relación a lo que se había presupuestado, y tal vez consultar nada más si ahí está considerado el estimado del plus que se iba a incluir en las diferentes plazas, esa sería tal vez mi segunda consulta.”

Señala la máster Arrieta Meléndez: “Igualmente sin cargas y sin salario escolar son 390 millones de colones lo que el Poder Judicial aporta al Fondo de las plazas que fueron trasladadas y ya de ahí nos va a sacar la diferencia para entonces poder visualizar de esos 258 mil millones de colones cuánto hay que restarle del 951 para el 2023.”

Expresa el Presidente magistrado Cruz: “Me parece que es un monto bajo como para tener objeciones políticas por eso.”

Responde la licenciada Valverde Bermúdez: “Tal vez no es la objeción política, nada más magistrado Cruz, nosotros lo que queríamos era que se separara lo que corresponde al aporte que realiza la Junta porque como son recursos propios del aporte de las personas, entonces nosotros eso lo llevamos por fuera.”

Dice el Presidente magistrado Cruz: “Que no se confunda.”

Expresa la licenciada Valverde Bermúdez: “Exacto, que no se confunda para poder mantener los…”

Indica el Presidente magistrado Cruz: “¿Que quede claro qué es de la Junta? y ¿qué es del Poder Judicial?”

Responde la licenciada Valverde Bermúdez: “Exacto sí señor.”

Refiere el Presidente magistrado Cruz: “Sí para aclarar, porque esto también puede generar distorsiones.”

Dice la licenciada Valverde Bermúdez: “Exacto es por eso que nosotros nada más solicitamos esa separación y lo segundo era consultarle si en el presupuesto asignado está consignado la estimación del plus que también eso estaba ahí, entonces es para consulta de ustedes si ahí está consignado.”

Responde la máster Arrieta Meléndez: “Sí el informe ya está para conocimiento de ustedes como Órgano para su aprobación, se hizo la consulta a la Comisión, se le presentaron varios escenarios con los criterios técnicos y evidentemente escogieron el más bajo que es un 10%, eso ronda a 350 millones de colones aproximadamente.”

Consulta la Integrante Álvarez Acosta: “Esos 350 millones de colones son los únicos que hay que cargarle a la Junta, ¿cierto?, porque el resto lo asume la Junta con su presupuesto?”.

Responde la máster Arrieta Meléndez: “Sí, solo que esto no tiene salario escolar ni cargas.”

Consulta la Integrante Álvarez Acosta: “¿Va a ser un poquito más alto nada más?.”

Responde la máster Arrieta Meléndez: “Sí, un poquito pero es solo la diferencia.”

Expresa la Integrante Álvarez Acosta: “Pero así me parece bien porque ya queda neteado que es lo que realmente tenemos que reflejar nosotros en el presupuesto ordinario.”

Consulta la máster Romero Jenkins, Directora Ejecutiva: “¿Estas son las plazas nuevas financiadas por el Fondo?¨.”

Responde la máster Arrieta Meléndez: “Esos 390 millones de colones que les estoy indicando en este momento son el costo real de las plazas o lo aporta el Poder Judicial al Fondo, aquí se lo estoy pasando a David para que haga la diferencia.”

Dice la máster Romero Jenkins: “Sí pero como teníamos separado lo financiaba el Poder Judicial porque eran plazas persistentes y las plazas que se crearon a gestión de la Junta con base en el estudio técnico, entonces la duda es que si incluye ese monto de esos dos grupos de plazas o solamente las que se crearon a partir de la creación de la Junta.”

Expresa la máster Arrieta Meléndez: “Este es el ejercicio del año pasado, estos 390 millones son exclusivos del Poder Judicial, los compañeros que se trasladaron, y estos 336 son los que hoy está aportando el Fondo. Ahora, con estos datos David nos va a sacar la diferencia del programa completo para entonces ajustarlo a los 258 mil millones que es el dato del resumen que tenemos acá. De estos 258 mil millones lo que me está pidiendo la licenciada Valverde es que saquemos lo del Fondo, que se cubre con plata del Fondo; eso es lo que David me está haciendo ahorita.”

Dice la licenciada Valverde Bermúdez: “Si ustedes están de acuerdo para avanzar, ya la máster Arrieta Meléndez nos expuso el escenario, nos remitiría lo que corresponde al costo del aporte del Fondo, y en la propuesta de acuerdo lo que se podría indicar es en el segundo punto que la máster Jenkins posteriormente presente a este Consejo el escenario con el impacto de lo que corresponde a la Ley de Empleo Público, y ya modificar la propuesta que se traía y presentar el presupuesto de Crimen Organizado, si a ustedes les parece.”

Consulta la Integrante Álvarez Acosta: “Tengo una duda máster Arrieta, en ese aporte del Fondo, tengo muy claro que el Fondo es lo que nosotros aportamos como patrono, porque el Fondo financia sus plazas con su presupuesto, ¿eso es solamente el aporte nada más neto del Poder Judicial?”.

Responde la máster Arrieta Meléndez: “Es el costo de las plazas que el Fondo crea a partir del 1º de enero de 2022 en adelante, más la extraordinarias que está solicitando adicionales, eso es lo que le vamos a excluir a este valor de 258 mil millones de colones.”

Se acordó: 1) Aprobar el escenario 2 presentado por la licenciada Roxana Arrieta de cara al proceso de formulación presupuestaria para la partida de Salarios para el 2023, el cual mantiene por programa la cantidad de días de sustitución que se utilizó para la formulación presupuestaria del 2021 y del 2022. 2) Solicitar a doña Roxana Arrieta, directora de Gestión Humana presentar a este Consejo Superior, un nuevo escenario que permita visualizar el impacto de los costos asociados a la ley de empleo público para el ejercicio presupuestario 2023. Se declara acuerdo firme.””
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Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Tomar nota de lo acordado por el Consejo Superior, en sesión extraordinaria N° 22-2022 celebrada el 11 de marzo de 2022, artículo VIII, sobre el informe relacionado con el proceso de construcción de la formulación presupuestaria para la partida de Salarios para el 2023, rendido por la Dirección de Gestión Humana.
	La Dirección de la JUNAFO, tomará nota para lo que corresponda.
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
ARTÍCULO XXII
Documento Nº 357-2022
Los licenciados Parris Quesada Madrigal y Freddy Chacón Arrieta, en su condición de Presidente y Secretario del Comité de Auditoría, mediante oficio N° CA 05-22 del 25 de marzo de 2022, comunicaron:
“Con la finalidad de que sea informada a la Junta Administradora del Fondo de Pensiones del Poder Judicial, nos permitimos remitir Acta del Comité de Auditoría del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, correspondiente a la sesión N° 03-2022, celebrada el 25 de marzo del 2022. 

En el acta adjunta, se encuentran los temas tratados en el Comité, y que corresponden a correos electrónicos recibidos por el Comité, y de los cuales informamos en este acto, mediante el documento adjunto, a la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial. 

La grabación de la sesión y los documentos a ser firmados, serán incorporados en el drive que tiene la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, para atender los requerimientos de la SUPEN, dentro del plazo fijado para esos fines y una vez suscritos de forma electrónica.



Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tener por recibida y aprobada el Acta N° 3-2022 de la sesión realizada el 25 de marzo de 2022. 2) Aprobar los Estados Financieros al 31 de enero de 2022 de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial y del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial. 3.) Aprobar los Estados Financieros al 28 de febrero de 2022 de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial y del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial. 4.) Esta Junta Administradora toma nota que, el Comité de Auditoría no presenta observación alguna a los Estados Financieros Auditados del periodo 2021, los cuales mantienen índices de riesgo aceptables y con un nivel de confianza que reafirma la buena labor de la administración. 5.) Trasladar a la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, para lo que corresponda.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
-o0o-
A las diez horas once minutos terminó la sesión.


Doctor Juan Carlos Segura Solís               Máster Rodrigo Arroyo Guzmán
Presidente Junta Administradora             Secretario Junta Administradora
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14 de marzo del 2022

CNS-1718/09





Señores

Sector Pensiones





Estimados señores:



El Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, en el artículo 9 del acta de la sesión 1718-2022, celebrada el 7 de marzo del 2022,



dispuso en firme:



remitir en consulta, por un plazo de quince días hábiles, según el artículo 361, numeral 2, de la Ley General de la Administración Pública, a las operadoras de pensiones, a la Junta de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio (JUPEMA), al Fondo de Pensiones del Poder Judicial, a los regímenes de pensiones creados por leyes especiales y a la Asociación Costarricense de Operadoras de Pensiones (ACOP), el proyecto de acuerdo de reforma al Reglamento de Gestión de Activos, conforme al texto que se indica de seguido.



Es entendido que las observaciones y comentarios deberán ser remitidos directamente a la Superintendencia de Pensiones.





BORRADOR DE ACUERDO



“El Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero en el artículo XX, del acta de la sesión XX-2022, celebrada el XX de…del 2022.



considerando que:



1.	El artículo 38, literal a), de la Ley 7523, Régimen Privado de Pensiones Complementarias, establece, como una atribución del Superintendente de Pensiones (SUPEN), proponer al Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF) los reglamentos necesarios para ejercer y llevar a cabo las competencias y funciones de la Superintendencia a su cargo.



2.	Colateralmente, el artículo 171, literal b, de la Ley 7732, Ley Reguladora del Mercado de Valores, señala, como una atribución del CONASSIF, aprobar las normas atinentes a la autorización, regulación, supervisión, fiscalización y vigilancia que, conforme a la Ley, debe ejecutar la SUPEN.



REFORMA A LOS INCISOS K. Y L. DEL ARTÍCULO 6 Y EL ARTÍCULO 16, AMBOS, DEL REGLAMENTO DE GESTIÓN DE ACTIVOS.



3.	Los regímenes de inversión del Régimen Obligatorio de Pensiones Complementarias, el Fondo de Capitalización Laboral y el Régimen Voluntario de Pensiones Complementarias, no son autogestionados por cada uno de los afiliados, de acuerdo con una opción, predeterminada o no, de instrumentos financieros. Por el contrario, el legislador de la Ley 7983, Ley de Protección al Trabajador, encomendó a las entidades autorizadas, sea, las operadoras de pensiones y de capitalización laboral y a las entidades sociales que, de conformidad con dicha ley, pueden administrar los fondos de capitalización laboral, la administración e inversión de los recursos de estos regímenes. Este mandato legal deriva de la necesidad, por un lado, de que los recursos se administren en un fondo común, de manera que los volúmenes logrados permitan realizar inversiones en mejores condiciones de rentabilidad que la que podrían obtener los afiliados individualmente, a mayores costos y, por otro, para que la administración e inversión de los recursos fueran realizados por una entidad especializada que cuenta con el expertise necesario para ello. Este mandato es oneroso, en tanto que las entidades autorizadas tienen el derecho de cobrar una comisión de administración, regulatoriamente establecida, que responde a la retribución que los afiliados deber realizar por sus servicios especializados. Características, todas, que establecen obligaciones a cargo de los administradores de los recursos de los afiliados y pensionados de ejercer su mandato como un buen padre de familia, de forma tal que se cumplan, de la mejor manera posible, con uno de los fines de este mandato: garantizar que las inversiones se realicen en ‘…provecho de los afiliados, procurando el equilibrio necesario entre seguridad, rentabilidad y liquidez, de acuerdo con su finalidad…’, según reza el inciso b) del artículo 60 de la Ley atrás citada.



4.	En consonancia con lo anterior, el artículo 56 de la Ley de Protección al Trabajador estableció el objeto y fines de este mandato, acotando que los recursos de los fondos serían destinados, únicamente, a lo siguiente:



‘a) La adquisición de valores en favor del mismo fondo, de conformidad con las inversiones autorizadas según esta ley.



b) El pago de los beneficios a los afiliados de acuerdo con esta ley. En el caso de los fondos de capitalización laboral y los estatuidos en el capítulo III del título III en relación con los fondos de pensiones, estos beneficios son los contenidos en el artículo 6 y en el artículo 22.



c) La transferencia entre operadoras u organizaciones sociales autorizadas o entre fondos, conforme a las normas dictadas por la Superintendencia.



d) Al pago de las sumas por comisiones ordenadas en esta ley.



e) A la devolución de los ahorros contemplados en el artículo 18 de la presente ley.

Los gastos de la operadora o los de la entidad autorizada, así como las multas y los gastos correspondientes a la información que la operadora u organización social autorizada deba proveer a los afiliados, deberán ser asumidos por ella y, en ningún caso, podrán imputarse como gastos del fondo.’



Norma de la que se deduce (i) la necesaria inversión de los recursos de los afiliados y pensionados para generar rendimientos que acrezcan los recursos de sus cuentas; y, (ii) la necesaria liquidez con que deben contar las entidades para atender sus egresos, incluyendo las reservas necesarias para la adquisición de valores, de acuerdo con la planificación estratégica de las inversiones y la política de inversiones de cada fondo. Así lo señalan el inciso e) del artículo 5 y el artículo 6 del Reglamento de gestión de activos:



‘Artículo 5. Principios relativos a la planificación estratégica de las inversiones



La planificación estratégica de las inversiones, como mínimo debe:



(…)



e. Definir la asignación estratégica de activos la cual debe incluir los tipos de inversión que permitan el logro de los objetivos estratégicos, tomando en cuenta: países, monedas, plazos, sectores, clase de activos, sus índices de referencia, niveles de liquidez, tipo de instrumentos, tipo de gestión, fuentes de rentabilidad, entre otros; así como límites y activos que son restringidos para las inversiones de la entidad regulada; todo lo anterior, acorde con el apetito de riesgo y la diversificación.



(…)’



‘Artículo 6. Política de inversiones



Las entidades supervisadas deben contar con una política de inversiones que incluya como mínimo:



(…)



c. Definir los aspectos específicos para cada tipo de inversión que deben ser tomados en cuenta para la ejecución del proceso de inversiones, entre otros: porcentajes a invertir por: clase de activos, dentro de estas, por tipo de instrumento, plazos al vencimiento, monedas, tipo de emisor, montos de emisión y emisores, sectores, países, liquidez, calificaciones de riesgo y cualquier otra que sea relevante para la administración de los activos.



(…)



k. Incluir los niveles mínimos y máximos de recursos necesarios para gestionar el riesgo de liquidez, definidos en el marco de gestión de riesgo de liquidez existente, la cual debe obedecer a metodologías técnicamente sustentadas, que tomen en cuenta las características del fondo y las necesidades de flujos de efectivo en el corto, mediano y largo plazo, así como aspectos relacionados con su administración.



l. Especificar los instrumentos que se utilizan para gestionar la liquidez, tomando en cuenta los riesgos operativos, legales y financieros que éstos tengan.



m. Establecer los requisitos para los proveedores de servicios de manejo de liquidez e inversiones, tales como bancos, intermediarios de valores, custodios y administradores externos, o relacionados con la gestión de créditos, entre otros.’ 



5.	El artículo 16 del Reglamento de Gestión de Activos establece los requisitos que deben cumplir los instrumentos para el manejo de la liquidez de los fondos:



‘Artículo 16. Instrumentos para el manejo de liquidez



Las entidades reguladas pueden usar para el manejo de la liquidez de los fondos administrados instrumentos ofrecidos por entidades bancarias y bancos centrales que, por su muy corto plazo, alta liquidez y riesgo insignificante de cambios en su valor, puedan ser catalogados como efectivo.



(…)



Adicionalmente, pueden utilizar los instrumentos de inversión que cumplan con las condiciones establecidas en las normas contables para que se cataloguen como equivalentes de efectivo.’ 



Un inadecuado manejo de las disponibilidades le imprime a los fondos administrados dos diferentes riesgos que la regulación pretende prevenir: si resulta insuficiente, el riesgo de incumplir con el pago de los pasivos de los fondos o realizar pérdidas por la venta anticipada de valores para poder atenderlos; o bien, si resulta excesiva, el riesgo de obtener menores rendimientos y, consecuentemente, menores recursos acumulados en las cuentas de los afiliados y pensionados para financiar las pensiones, futuras y presentes, respectivamente. Así, para una adecuada mitigación de riesgos derivados de los potenciales conflictos de interés, producto de la adquisición de instrumentos para el manejo de la liquidez de los fondos por parte de las entidades autorizadas a las empresas de su grupo o conglomerado financiero, se requiere que las metodologías para la determinación de las necesidades de liquidez de cada fondo deban responder a criterios técnicos, cuantitativos, objetivos y replicables para efectos de supervisión.



6.	Desde el punto de vista jurídico, en virtud de las normas legales y reglamentarias que establecen el objeto del mandato derivado de la afiliación a una operadora y de los principios que rigen las inversiones, los niveles de liquidez  que exceden los técnica y objetivamente requeridos por los fondos, constituirían recursos ociosos que contravienen lo señalado en el inciso b) del artículo 60 de la Ley de Protección al Trabajador, así como el uso exclusivo a que están sometidos los recursos de los fondos, según su artículo 56.



7.	Los artículos 10 y 14 del Reglamento de Gobierno Corporativo, en lo que interesa, establecen, como una obligación de los órganos de dirección de las entidades, aprobar políticas claras, exhaustivas y auditables para la administración de los conflictos de intereses, actuales y potenciales, que se identifiquen, producto de sus actuaciones, las de sus directores o sus empleados, en las relaciones con las entidades vinculadas. Estas políticas deben procurar que las actividades de las entidades que conforman los grupos o conglomerados financieros, o bien, de sus áreas de negocio, no se realicen en detrimento de la transparencia, la adecuada formación de precios, la debida competencia y el beneficio de los clientes, considerando, entre otros la aplicación de los criterios o metodologías para pactar los precios de los servicios que se suministren o precios de las transacciones que se celebren a precios de mercado, atendiendo a las características, volumen y demás circunstancias relevantes que tendría en cuenta una contraparte no vinculada en un régimen de libre competencia, así como los lineamientos para la gestión de los conflictos de interés entre dichas áreas, los productos o las empresas del grupo o conglomerado.



8.	La liquidez de los fondos, cuando exceden los niveles técnica y objetivamente determinados requeridos para atender sus obligaciones y realizar las inversiones, según lo indicado en el último párrafo del acápite anterior, no puede ser trasladada, bajo la figura de instrumentos para el manejo de la liquidez, al intermediario financiero del grupo o conglomerado, así como a ninguna de sus empresas, bajo este concepto, ya que deben ser destinados a su inversión en valores, conforme señala el inciso a) del  artículo 56 y c) del artículo 60 de la Ley 7983, arriba citado, en beneficio exclusivo de los afiliados y pensionados. Tampoco, como se indica adelante, pueden ser utilizados para la compra de valores emitidos o garantizados las empresas del grupo al que pertenece la entidad, aun cuando los niveles de liquidez correspondan a los técnica y objetivamente determinados para atender las obligaciones e inversiones de los fondos, por mandato de ley.



9.	El inciso d) del artículo 71 del Reglamento de Gestión de Activos prohíbe que los recursos de los fondos administrados por las entidades reguladas puedan ser invertidos en:



‘(…)



El otorgamiento de préstamos, avales a sus afiliados o accionistas con recursos de los fondos administrados, ni con sus propios recursos. Se exceptúa a los regímenes que por Ley tienen esta facultad.’



El traslado de los excesos de liquidez técnicamente injustificados a las empresas del grupo o conglomerado financiero podría constituir un financiamiento contrario a las disposiciones reglamentarias que prohíben el otorgamiento de créditos en favor de las empresas del grupo, utilizando para ello recursos de los afiliados.

 

En razón de lo anterior, las entidades reguladas no deben, ni se encuentran regulatoriamente autorizadas, a mantener excedentes de liquidez que no respondan a las metodologías adoptadas para el cálculo de los requerimientos de liquidez que sean necesarios, según el artículo 6, inciso k) del Reglamento de Gestión de Activos, sin incumplir el mandato de los afiliados legalmente establecido de administrar sus recursos para lograr uno de los fines del sistema:  que los afiliados obtengan el mayor saldo posible en sus cuentas al final de su vida laboral para financiar las pensiones, y el mayor saldo posible en las cuentas del Régimen de Capitalización Laboral, para lograr cubrir las contingencias a las que está legalmente destinado.



10.	En consonancia con lo que señala el inciso c) del artículo 6 del Reglamento de gestión de activos, atrás transcrito, la liquidez que se requiere para la inversión de los recursos de los fondos administrados por las entidades reguladas en valores, forma parte del proceso de inversión, de donde se desprende que la Superintendencia de Pensiones, a través del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, puede establecer límites reglamentarios con el fin de promover una adecuada diversificación de riesgo y regular posibles conflictos de interés en la gestión de la liquidez de los fondos, según reza el primer párrafo del artículo 61 de la Ley de Protección al Trabajador.



11.	El depósito de efectivo en cuentas corrientes, depósitos overnights, o productos similares por parte de las empresas reguladas en el intermediario financiero de su mismo grupo o conglomerado financiero, conlleva potenciales riesgos de agencia y de contraparte para los afiliados y pensionados, por lo que se requiere el establecimiento de límites a este tipo de operaciones intragrupo, en torno a los promedios observados en los últimos años, para acotarlos adecuadamente.



12.	El artículo 146 de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica, Ley 7558, establece una serie de prohibiciones a entidades y empresas supervisadas de grupos y conglomerados financieros indicando, en lo que interesa:



‘Queda absolutamente prohibido, a las entidades y empresas integrantes de los grupos y conglomerados financieros, realizar operaciones entre sí en condiciones diferentes de las aplicadas en las operaciones con terceros independientes.



(…)’



13.	Independientemente de las políticas que deben dictar las juntas directivas de las entidades reguladas, de conformidad con las normas del Reglamento de Gobierno Corporativo, atrás comentadas, deben establecerse disposiciones que normen  las condiciones de las tasas o rendimientos que pagan los intermediarios financieros a las entidades reguladas que administran fondos de pensiones, integrantes de su mismo grupo o conglomerado financiero, producto de instrumentos financieros a la vista como son las cuentas corrientes bancarias y depósitos overnight, entre otros, que, jurídicamente no constituyen valores, con el propósito de tutelar de mejor manera los derechos de los afiliados y pensionados a que los recursos de su propiedad sean invertidos para su exclusivo provecho, así como para evitar subsidios entre empresas vinculadas mediante la utilización de recursos bajo su administración, en condiciones distintas a las que los fondos obtendrían de terceros no relacionados en igualdad de condiciones.



14.	Como se indicó anteriormente, las entidades pueden utilizar, como instrumentos para el manejo de la liquidez de los fondos, valores que sean equivalentes a efectivo, cuando cumplan con los requisitos previstos en las normas contables. 



15.	La Ley Reguladora del Marcado de Valores, Ley 7732, define como valor ‘…. todo derecho de naturaleza patrimonial susceptible de ser transado en el mercado de valores, que tenga por objeto o efecto obtener recursos del público.’ Norma que es complementada por el artículo 2 del Reglamento de Oferta Pública de Valores, el cual señala, en su artículo 2, que se considera valor ‘…cualquier derecho de contenido económico o patrimonial, incorporado o no en un documento que, por su configuración jurídica y régimen de transmisión, pueda ser objeto de negociación en un mercado de valores’. Este último reglamento expresa que las acciones, los documentos que pueden dar derecho a la suscripción de acciones, las obligaciones negociables emitidas por un emisor público o privado, los títulos valores (según el derecho comercial), y los certificados de participación de fondos de inversión, se consideran valores, sin necesidad de entrar a valorar ningún otro elemento o circunstancia (artículo 3). 



16.	Por su parte, el reglamento en comentario (artículo 4), establece una presunción de que constituyen un valor, salvo prueba en contrario, los documentos o instrumentos representativos de contratos de inversión o los emitidos en conexión directa con dichos contratos, cuando haya una conjunción de un tomador de fondos y un inversionista que aporta los fondos; el inversionista no tiene injerencia directa en la administración de la empresa o negocio a que se refiere la inversión; y cuando se ofrecen o emiten documentos o instrumentos múltiples, aunque no necesariamente iguales, cada uno de los cuales representa un derecho de crédito o de participación en relación con una cartera o negocio común. Asimismo, se presumen que constituyen valores los certificados que otorguen a sus tenedores derechos de participación en un patrimonio fideicometido, con exclusión de los fideicomisos testamentarios o de garantía; y los productos provenientes de procesos de titularización y otros productos estructurados.



17.	La prohibición para que los fondos puedan adquirir valores emitidos o garantizados por empresas de su grupo o conglomerado financiero al que pertenece la entidad, según expresa el inciso a) de artículo 63 de la Ley de Protección al Trabajador, alcanza tanto a los valores que sean destinados como inversión como a los utilizados como instrumentos para el manejo de la liquidez de los fondos, en tanto, como se indicó atrás, stricto sensu, en ambos casos se trata de inversiones que pueden diferenciase, únicamente, en función de los fines a las que están destinadas y las características que su uso y destino le exige a los valores, en particular, su altísima liquidez, corto plazo y poca volatilidad, que las asemeja a efectivo.



REFORMA AL ARTÍCULO 71 DEL REGLAMENTO DE GESTIÓN DE ACTIVOS



18.	El artículo 71 del Reglamento de gestión de activos establece como inversiones no autorizadas, en lo que interesa,  la adquisición de los valores emitidos o avalados por otras entidades autorizadas por la Superintendencia de Pensiones, según la definición establecida en el artículo 2 de la Ley de Protección al Trabajador; así como las sociedades administradoras de fondos de inversión; sociedades calificadoras de riesgo; bolsas de valores; puestos de bolsa; sociedades de custodia o depósito de valores de objeto único; y, sociedades titularizadoras. Dicha norma se encontraba, en similares términos, en el derogado Reglamento de inversiones de las entidades reguladas, artículo 30, fuera del Título IV, Inversión en valores de emisores extranjeros, por lo que resultaba de aplicación a emisores locales. 



No obstante, el artículo 71 del vigente Reglamento de gestión de activos tomó la disposición, con algunas diferencias, del Reglamento de inversiones de las entidades reguladas, colocándolo en el Capítulo XV. Prohibiciones, Título V. Límites y prohibiciones, del reglamento primeramente indicado, sin distinguir si se trata de emisores locales o internacionales, o de emisiones locales o internacionales, situaciones que han motivado algunas dudas sobre este particular, es decir, sobre el alcance de la prohibición, razón por la cual dicha norma debe ser reformada para que pueda ser aplicada de forma clara y segura por las entidades y el supervisor.



REFORMA AL ARTÍCULO 3 DEL REGLAMENTO DE RIESGOS



19.	Finalmente, en concordancia con lo anteriormente señalado, se requiere modificar la definición de riesgo de liquidez contenida en el artículo 3 de Reglamento de riesgos para que se incluya dentro de la misma los excesos de liquidez que no resultan acordes con la política y la planeación estratégica de las inversiones de los fondos y la incapacidad de éstos para realizar el oportuno pago de las prestaciones.



dispuso:



aprobar la reforma al Reglamento de Gestión de Activos, conforme se indica a continuación:



I.	Modificar los incisos k) y l) del artículo 6, y los artículos 16 y 71 del Reglamento de Gestión de Activos para que, en lo sucesivo, se lean de la siguiente forma:



‘Artículo 6. Política de inversiones



Las entidades reguladas deben contar con una política de inversiones que incluya como mínimo:



(…)



k. Incluir los niveles mínimos y máximos de recursos necesarios para gestionar el riesgo de liquidez, definidos en el marco de gestión de riesgo de liquidez existente.

 

Los niveles de liquidez requeridos deberán ser determinados para cada fondo administrado, para el corto, mediano y largo plazo, a través de metodologías cuantitativas, técnicamente fundamentadas y aprobadas por el Órgano de Dirección. Las metodologías deberán tomar en cuenta, entre otros, las características de cada fondo, sus flujos de efectivo, sus pasivos, las estacionalidades, y las necesidades particulares requeridas para la inversión de los recursos, de acuerdo con la planificación y asignación estratégica de las inversiones. Los resultados de las metodologías deberán mostrar, para un momento temporal dado, límites mínimos y máximos, expresados en porcentajes, rangos en valores absolutos o números fijos, según defina cada entidad.



Los datos o insumos utilizados en las metodologías para el cálculo de la liquidez requerida deberán ser razonables, objetivamente determinados y verificables, de forma que, para efectos de supervisión, puedan ser replicados.



La Superintendencia de Pensiones podrá requerir la revisión, ajuste o aclaración de las metodologías utilizadas o la precisión o eliminación de los insumos utilizados en dichas metodologías, así como la inclusión de los insumos omitidos que sean indispensables, cuando los resultados obtenidos de su uso y aplicación no resulten acordes con los requerimientos de liquidez óptimos requeridos por el fondo de que se trate.



l.  Especificar los instrumentos que se utilizan para gestionar la liquidez, tomando en cuenta los riesgos operativos, legales y financieros de éstos.



Deberán indicarse los mecanismos para resolver y gestionar los conflictos de interés que puedan generarse cuando, para los efectos del párrafo anterior, se contraten o adquieran productos financieros o servicios con empresas del mismo grupo o conglomerado financiero al que pertenezca la entidad, de acuerdo con lo señalado por el artículo 16 de este reglamento.



(…)’



‘Artículo 16. Gestión de la liquidez de los fondos administrados



1) Instrumentos para el manejo de la liquidez.



Las entidades reguladas podrán utilizar, para el manejo de la liquidez de los fondos administrados:



a. Instrumentos ofrecidos por entidades bancarias y bancos centrales que, por su muy corto plazo, alta liquidez y riesgo insignificante de cambios en su valor, puedan ser catalogados como efectivo.



Las entidades internacionales que sean contraparte para el manejo de la liquidez de los fondos deberán contar, al menos, con una calificación de riesgo de corto plazo dentro del grado de inversión otorgado por una calificadora de riesgos internacional, según lo definido en este Reglamento. 



Para el caso de los bancos centrales, a excepción del Banco Central de Costa Rica, el país donde se encuentren debe contar con al menos una calificación de riesgo soberano dentro del grado de inversión.



b. Inversiones a corto plazo de gran liquidez, que son fácilmente convertibles en importes determinados de efectivo, estando sujetos a un riesgo poco significativo de cambios en su valor, de conformidad con las normas contables.



2) Condiciones.



La liquidez requerida para la inversión de los recursos de los fondos en valores deberá mantenerse disponible, para estos efectos, dentro de los plazos que resulten estricta y razonablemente acordes con la programación temporal de las operaciones de inversión y la planificación y asignación estratégica de las inversiones de cada fondo.



3) Prohibiciones



a. Efectivo



Las tasas o rendimientos obtenidos por los instrumentos para el manejo de la liquidez, según lo indicado en el punto 1.a) de este artículo, adquiridos por los fondos a las empresas que integran el grupo o conglomerado financiero de la entidad autorizada, no podrán ser diferentes al ofrecido, por dichas empresas a terceros no relacionados, en igualdad de condiciones. Corresponde al Comité de Riesgos y de Inversiones hacer constar, de forma documentada, que estas condiciones se mantengan en el tiempo e informar al Órgano de Dirección para que este tome las medidas necesarias para corregir los incumplimientos que se haya determinado.



b. Valores equivalentes a efectivo



Los fondos no podrán adquirir valores emitidos o garantizados por ninguna de las empresas del grupo económico o financiero de las entidades autorizadas, como instrumentos de inversión equivalentes a efectivo.



4) Límites



Los fondos no podrán mantener en efectivo más del dos y medio por ciento (2.5%) mensual del nivel máximo de liquidez de los fondos, determinado según el artículo 6 de este reglamento, cuando sean contratados con el intermediario financiero del grupo o conglomerado financiero al que pertenezca la entidad regulada’



‘Artículo 71. Inversiones no autorizadas.



Los recursos de los fondos administrados por las entidades reguladas no pueden ser invertidos en:



a. Instrumentos locales o extranjeros emitidos o avalados por las siguientes empresas locales:



i. Otras entidades autorizadas por la Superintendencia de Pensiones, según la definición establecida en el artículo 2 de la Ley de Protección al Trabajador.

ii. Sociedades administradoras de fondos de inversión.

iii. Sociedades calificadoras de riesgo.

iv. Bolsas de valores.

v. Puestos de bolsa.

vi. Sociedades cuyo objeto exclusivo sea el de custodia y depósito de valores.

vii. Sociedades titularizadoras.



La anterior prohibición alcanza a las participaciones de fondos o participaciones fiduciarias cuyos activos incluyan valores emitidos por las empresas antes indicadas.



b. Valores emitidos o garantizados en contravención a lo establecido en el artículo 63 de la Ley de Protección al Trabajador.



c. Títulos o valores que hayan sido dados en garantía, o que sean objeto de gravámenes, embargos o anotaciones al momento de adquirirse, salvo las operaciones en reportos y préstamos de valores.



d. El otorgamiento de préstamos, avales a sus afiliados o accionistas con recursos de los fondos administrados, ni con sus propios recursos. Se exceptúa a los regímenes que por Ley tienen esta facultad.



e. Salvo lo dispuesto en leyes especiales, las entidades reguladas no pueden invertir los recursos de los fondos en valores emitidos o garantizados por cualquiera de las empresas del grupo de interés económico o del grupo o conglomerado financiero al que pertenezca la entidad regulada. Esta prohibición incluye la inversión en valores utilizados como equivalentes de efectivo para el manejo de liquidez.



f. Fondos de cobertura o gestión alternativa (Hedge Funds).



g. Valores físicos.’

 

II.	Modificar la definición de riesgo de liquidez contenida en el artículo 3 del Reglamento de Riesgos, para que se lea de la siguiente forma:



‘Riesgo liquidez 

Riesgo de pérdidas potenciales en los fondos administrados por la venta anticipada o forzosa de activos que conlleven descuentos inusuales para hacer frente a las obligaciones, o bien, por el hecho de que una posición no pueda ser oportunamente enajenada, adquirida o cubierta mediante el establecimiento de una posición contraria equivalente.



Incluye también riesgos que puede enfrentar el fondo administrado por excesos de liquidez que no están fundamentados en la política y la planeación estratégica de las inversiones, así como las pérdidas potenciales para los pensionados, derivadas de la incapacidad del fondo o régimen para el pago oportuno de beneficios, debido a que no cuenta con los activos líquidos suficientes para ello.’



Rige a partir de su publicación en el diario oficial La Gaceta.”



[image: ]Atentamente,






Jorge Monge Bonilla

Secretario del Consejo
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San José, 14 de marzo de 2022 


 
Doctor 


Juan Carlos Segura Solís, Presidente 
Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial  
 


 
De conformidad con los términos establecidos en el proceso de contratación, a continuación, 


se presenta la "Valuación actuarial del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder 
Judicial, periodo 2021”.  Esta evaluación se realizó conforme la normativa establecida por la 
SUPEN para las valuaciones actuariales, concretamente en el “Reglamento Actuarial”, 


publicado en el alcance 200 del diario oficial “La Gaceta” del 27 de setiembre de 2016, vigente 
a partir de enero 2017.   


 
También, se aplicó en todos sus extremos lo establecido en el marco normativo. 
 


 
Quedo a su disposición para ampliar o aclarar cualquier aspecto relacionado con este informe. 
 


Atentamente, 
 


 
 
 


Actuario Raúl Hernández González, MBA 
Cédula N° 2-443-650 


Miembro 016152 del Colegio de Ciencias Económicas 
  


 


 


 


 


 


 


 


Correo: raul@actuarios.cr 


 


Web:    www.actuarios.cr 
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http://www.actuarios.cr/





 


Página 3 de 128  


 


 
OPINIÓN PROFESIONAL 


 


El Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial muestra una 


disminución del déficit actuarial en el escenario cerrado. Sin embargo, también 


se ha observado una reducción en la cantidad de los trabajadores activos, 


situación que reduce el efecto favorable que tienen las futuras generaciones. Por 


lo tanto, es necesario que se tomen medidas que solo pueden llevarse a cabo 


mediante reforma legal. Esto de acuerdo con el fallo de la Sala Constitucional de 


mayo de 2021. 


 


Se debe recordar que la reforma de este régimen se planteó de forma implícita 


en dos grandes ejes: la disminución de los pasivos actuariales de la población 


activa y la eliminación del déficit mediante cotizaciones a largo plazo. El primer 


objetivo tiene un efecto fuerte sobre los trabajadores actuales y futuros, mientras 


que el segundo depende de qué tanto crezcan los salarios de los futuros 


trabajadores. No obstante, estos salarios pueden verse afectados por la Ley de 


Empleo Público, que está próxima a discutirse en la Asamblea Legislativa. Estas 


reformas deben buscar la reducción de los pasivos en curso de pago. 
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En esta sección, se presenta la información general del informe.  Las secciones que lo 
componen son definiciones, objetivos y alcances.   







 


 INFORMACIÓN GENERAL 


         DEFINICIONES 


 


I.   INFORMACIÓN GENERAL VI.   METODOLOGÍA. 


II.  RESUMEN EJECUTIVO VII.  BASES DE DATOS Y SUPUESTOS 


III. CONTEXTO ECONÓMICO VIII. RESULTADOS 


IV. CONTEXTO DEMOGRÁFICO IX.   CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 


V.  ANÁLISIS DE LA SITUACIÓN ACTUAL X.     ANEXOS 
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I. INFORMACIÓN GENERAL 
 
 


VALUACIÓN ACTUARIAL DEL RÉGIMEN DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL 


PODER JUDICIAL, PERIODO 2021 REALIZADA POR el Actuario Raúl Hernández 


González, MBA Cédula N° 2-443-650, Miembro 016152 del Colegio de Ciencias 


Económicas de Costa Rica 


 


 
i. DEFINICIONES 


 


Actuario: Profesional especializado en cálculos actuariales, financieros y 


demográficos, quien es responsable de dictaminar la solvencia actuarial de un régimen 


de pensiones. 


 


Auditoría actuarial: Estudio técnico elaborado por un actuario o firma independiente 


con el propósito de emitir una opinión sobre la razonabilidad de una valuación 


actuarial. 


 


Balance actuarial: Comparación del activo, valuado según las normas aplicables y del 


pasivo del régimen a una fecha determinada. Cuando el valor presente de los activos 


supera el valor presente de los beneficios ofrecidos, se considerará que existe un 


superávit actuarial y, en la situación inversa, un déficit actuarial. 


 


Beneficios devengados: Estimación de la cuantía de los beneficios de los 


pensionados y los afiliados actuales atribuibles al periodo presente y a los anteriores, 


cuya determinación se realiza mediante el método de la unidad de crédito proyectada, 


según la cual cada periodo de acumulación se considera generador de una unidad 
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II.  RESUMEN EJECUTIVO VII.  BASES DE DATOS Y SUPUESTOS 


III. CONTEXTO ECONÓMICO VIII. RESULTADOS 


IV. CONTEXTO DEMOGRÁFICO IX.   CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 


V.  ANÁLISIS DE LA SITUACIÓN ACTUAL X.     ANEXOS 
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adicional de derecho a los beneficios. Se mide cada unidad de forma separada para 


conformar la obligación final. 


 


Densidad de cotización: Porcentaje del tiempo que un empleado cotiza al fondo de 


pensiones mientras trabaja para la institución.  Algunos eventos que afectan la 


densidad de cotización son las incapacidades, los permisos sin goce de salario, las 


suspensiones de contratos, etcétera. 


 


Escala salarial: Grado o nivel de crecimiento salarial debido a elementos tales como 


el ascenso, el reconocimiento de experiencia, el reconocimiento académico, etcétera.   


 


Población abierta: Enfoque de valuación según el cual el régimen de pensión 


continúa recibiendo afiliados, por lo que es necesario elaborar supuestos sobre el perfil 


de los nuevos participantes. 


 


Población cerrada: Enfoque de valuación según el cual el régimen de pensión no 


recibe más afiliados, por lo que la población a evaluar a una fecha determinada es 


conocida. 


 


Perfil de beneficios: Conjunto de prestaciones que otorga el régimen, según su 


diseño. Incluye la cuantía o magnitud, la forma y las condiciones en que estas se 


disfrutan. 


 


Perfil de requisitos: Conjunto de condiciones que delimitan el acceso a los beneficios 


del régimen, según el tipo de riesgo. 


 


Plan de Recuperación: Conjunto de acciones desarrolladas por el régimen de 


pensiones para restablecer su solvencia actuarial. 
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Prima media nivelada: Porcentaje de los salarios calculado actuarialmente que 


resulta suficiente para financiar el plan de pensiones bajo el supuesto de que no 


cambiará en el tiempo. 


 


Provisión para pensiones en curso de pago: Monto determinado actuarialmente que 


respalda el pago de las pensiones en curso. 


 


Puntos críticos:  


 


Primer punto crítico: Insuficiencia de aportes. Ocurre cuando los aportes no son 


suficientes para cubrir el gasto y es necesario utilizar intereses generados por las 


inversiones para pagar obligaciones. 


 


Segundo punto crítico: Insuficiencia de Ingresos. Ocurre cuando los ingresos totales 


del fondo (contribuciones más intereses de las inversiones) no son suficientes para 


cubrir el gasto y es necesario utilizar las reservas. 


 


Tercer punto crítico: Agotamiento de reserva. Ocurre cuando los intereses, junto con 


la reserva, se vuelven insuficientes para hacerle frente a los egresos. 


 


Razón del fondo para contingencias: Es el fondo acumulado al inicio del año dividido 


entre los egresos del año. 


 


Reservas en formación: Recursos acumulados para el pago de beneficios futuros. 


 


Solvencia actuarial: Un régimen es solvente si los recursos de la provisión para 


pensiones en curso de pago y de las reservas en formación, más el valor presente de 
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las contribuciones futuras, son suficientes para pagar los beneficios de los 


pensionados actuales, de los miembros activos y de los beneficiarios de ambos grupos. 


 


Tasa de costo: También es conocida como prima de reparto. Son las salidas o egresos 


anuales expresados como porcentaje de los salarios. 


 


Tasa de Ingresos: Son los aportes especificados por ley y otros ingresos expresados 


como porcentaje de los salarios. 


 
ii. ABREVIATURAS 


BCCR: Banco Central de Costa Rica. 


 


CCSS: Caja Costarricense del Seguro Social. 


 


INEC: Instituto Nacional de Estadística y Censos. 


 


IPC: Índice de precios al consumidor. 


 


IVM: Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social. 


 


OPC: Operadora de pensiones complementarias. 


 


PIB: Producto interno bruto. 


 


PJ:  Poder Judicial 


 


Reglamento actuarial: Reglamento actuarial de la Superintendencia de Pensiones. 
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Régimen: Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial . 


RJP: Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial . 


 


ROP: Régimen de Pensión Obligatoria. 


 


SUPEN: Superintendencia de Pensiones de Costa Rica.  
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iii. OBJETIVOS Y ALCANCES 


 
 


Para definir los objetivos y los alcances de este estudio, debemos evaluar la normativa. 


Así, de acuerdo con el Reglamento actuarial, publicado en el alcance 200 del diario 


oficial “La Gaceta” del 27 de septiembre de 2016, en el artículo 5 se indica:  


 


“La valuación actuarial de un régimen proporciona elementos objetivos para el análisis 


de su solvencia actuarial. Constituye información mínima para los gestores del régimen 


valuado, y sirve de sustento para realizar los ajustes necesarios que permitan asegurar 


su sostenibilidad en el tiempo.” 


 


Objetivo general 


 


Valuación actuarial anual para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, 


solicitado por la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) en el Reglamento actuarial.  


 


Objetivos específicos 


 


a) Establecer la situación financiera actual del Fondo de Jubilaciones y Pensiones 


del Poder Judicial y su proyección, al considerar la Ley de Jubilaciones y 


Pensiones del Poder Judicial tramitada bajo el N° 9544, publicada en diario 


oficial La Gaceta del 22 de mayo de 2018.  


 


b) Valuar la solvencia actuarial del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 


Judicial en relación con las tasas de contribución actuales, los beneficios, el 


método de financiamiento establecido y la definición de solvencia aplicable.  
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c) Identificar las causas que originan desequilibrios financieros y actuariales 


presentes o futuros y las razones de los cambios desde la última valuación.  


 


d) Asesorar a los gestores con respecto a las medidas necesarias para preservar  


o restablecer el equilibrio del régimen.  
 


e) Recomendar ajustes en el sistema de financiamiento del régimen.  


 


f) Valuar la adecuación y la congruencia de los perfiles de requisitos y de 


beneficios ofrecidos por el régimen.  


 


g) Valuar la suficiencia de las provisiones. 


 


h) El adjudicatario (actuario) debe proponer los valores de las hipótesis 


demográficas y financieras que no estén definidos en la normativa aplicable. 


Además, las hipótesis deben ser consistentes entre sí y cada una de ellas debe 


reflejar una parte de la realidad en función del aspecto al que se refiera, con 


base en un análisis retrospectivo y prospectivo.  
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Alcances 
 


Los alcances son los establecidos en el proceso de contratación y el Reglamento 


actuarial de la Supen publicado en el alcance 200 del diario oficial La Gaceta del 27 


de septiembre de 2016. 
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El resumen ejecutivo muestra los principales hallazgos del estudio actuarial.  Se 
presentan los principales resultados y las líneas de acción a seguir.    
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II. RESUMEN EJECUTIVO 


 


La población de activos al 31 de diciembre de 2021 estaba compuesta por 12.806 


personas: 6,568 son hombres y 6,238, mujeres. La cantidad de derechos en curso de 


pago es de 4,213. De esta cantidad, 2,337 son hombres y 1,876, mujeres. 


 


El escenario base con población cerrada (suponiendo que no se contrata a nadie más 


ni para sustituir a las personas que se acogen a su derecho de jubilación ni para las 


salidas) tiene una razón de solvencia del 74.26% y un déficit de 674,273 millones de 


colones. 


 
Tabla # 2.1 
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Para el año 2021, el déficit disminuyó debido a un aumento de las ganancias no 


realizadas en la cartera de inversiones. Se observó una disminución significativa de los 


funcionarios judiciales y un aumento en el salario promedio de las personas servidoras 


judiciales, situación que provoca un aumento de los pasivos de este grupo. Otro 


aspecto que se dio en el 2021 fue un aumento de los casos de defunción y de invalidez, 


los cuales deben estar asociados al efecto de la pandemia. 


 


Si bien el déficit disminuyó en el escenario cerrado, la reducción de la población no 


permite cerrar, a largo plazo, la brecha existente en el déficit. Es necesario que se 


tomen medidas que solo pueden llevarse a cabo mediante reforma legal, de acuerdo 


con el fallo de la Sala Constitucional N° 2021-11957 del 25 de mayo de 2021. 


 


Los escenarios de sensibilización muestran la importancia de la tasa real para alcanzar 


los objetivos de solvencia. El escenario de beneficios devengados muestra un déficit 


actuarial importante, el cual se ha originado en los desequilibrios actuariales existentes 


previos a la reforma del año 2018. 
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En esta sección, se realiza un análisis del contexto económico.  Se analiza la 
evolución de las principales variables que tienen efecto en el contexto económico y 
financiero.  
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III. CONTEXTO ECONÓMICO  


 
 


 


i. ENTORNO MACROECONÓMICO 
 


Las expectativas para el 2021 han mejorado conforme ha transcurrido el año. Al igual 


que en el resto del mundo, Costa Rica muestra una recuperación económica; sin 


embargo, la presión inflacionaria es alta y mayor de lo previsto inicialmente. De 


acuerdo con la OCDE1, habrá una disminución de la presión inflacionaria conforme 


disminuyan los cuellos de botella presentados en las cadenas de producción y el 


transporte de mercancías. El BCCR proyectó una mejora en el crecimiento económico 


para el 2022, de acuerdo con lo observado en las exportaciones, el consumo interno 


y un aumento en la inversión privada. Para el 2021, el ente emisor prevé que el 


producto interno bruto (PIB) aumente 5,4%, un punto y medio más respecto a la 


proyección hecha en julio pasado. Para el 2022, se espera una tasa de crecimiento del 


4.5%, según la última revisión del Programa Macroeconómico 2021-2022. 


 


De acuerdo con las últimas cifras fiscales acumuladas a noviembre del 2021, el 


resultado primario y el financiero mejoraron respecto al periodo previo. Esto se debe 


a una mayor recaudación tributaria, originada en la recuperación dentro la actividad 


económica y los resultados derivados de la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas 


Públicas (Ley 9635).  


 
 
1 OCDE (2021, 1ero de Diciembre) https://www.oecd-ilibrary.org/sites/66c5ac2c-en/index.html?itemId=/content/publication/66c5ac2c-en 
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ii. TASAS DE INTERÉS EXPERIMENTADAS Y ESPERADAS 


 


Las tasas de interés mostraron una disminución a finales del año 2018, principalmente 


la de política monetaria; sin embargo, el BCCR aumentó la tasa de política monetaria 


por primera vez desde junio del 2020, la cual pasó de 0.75% a 1.25%. La razón de tal 


incremento se debe a la presión inflacionaria, cuyo origen está en el aumento del n ivel 


de actividad económica y al aumento de las materias primas. 


 


En el caso de la tasa básica pasiva, esta cerró el año en 2.90%, principalmente, debido 


a los niveles altos de liquidez presentes en el sistema financiero, lo cual conlleva a las 


entidades financieras a reducir las tasas. No obstante, un aumento en la reactivación 


económica y el aumento de la tasa de política monetaria pueden generar incrementos 


en la tasa básica pasiva. 
 


 
  


Gráfico # 3.2 


0.00%


1.00%


2.00%


3.00%


4.00%


5.00%


6.00%


7.00%


8.00%


2014 2015 2016 2017 2018 2019 2020 2021


Comportamiento de  Tasa de Política
Monetaria Tasa Básica Pasiva


Costa Rica 2015-2021


Tasa de política monetaria Tasa Básica


Fuente: Banco Central de Costa Rica







 


 CONTEXTO ECONÓMICO 


         NIVEL DE PRECIOS 


 


I.   INFORMACIÓN GENERAL VI.   METODOLOGÍA. 


II.  RESUMEN EJECUTIVO VII.  BASES DE DATOS Y SUPUESTOS 


III. CONTEXTO ECONÓMICO VIII. RESULTADOS 


IV. CONTEXTO DEMOGRÁFICO IX.   CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 


V.  ANÁLISIS DE LA SITUACIÓN ACTUAL X.     ANEXOS 


             


 


Página 20 de 128  


iii.  NIVEL DE PRECIOS  


 
  


El nivel de precios promedio durante el último lustro ha sido de un 2,06%. Este 


porcentaje es muy bajo si se compara con las expectativas que ha tenido el BCCR 


durante los últimos años. Sin embargo, para el 2021 el valor registrado es 3.30%, 


debido a los problemas de logística observados en los encadenamientos de 


producción mundial y el mayor aumento de la demanda a nivel global. Si se toma en 


cuenta la última década, dicho promedio ronda el 2.36%, lo cual lo acerca más a las  


metas establecidas con anterioridad por el BCCR. 


 


Para el primer semestre del 2022, se espera que continue la presión inflacionaria, 


debido a la persistencia de los problemas de logística y en el nivel de demanda. Por lo 


tanto, es muy probable que, para este año, el nivel de precios se mantenga en la banda 


superior del rango meta del BCCR, el cual establece que su proyección es del 3% ± 


1%.  


Gráfico # 3.3 
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iv. DÉFICIT FISCAL 


 
   


De acuerdo con los últimos datos del Ministerio de Hacienda, se estima que el déficit 


primario cerró en 0.27% del PIB en 2021 y el déficit financiero, en 5.03%. Para el 2022, 


de acuerdo con la revisión del Programa Macroeconómico, el déficit financiero 


alcanzaría un 5,0% del PIB y el resultado primario (sin el pago de intereses) registraría 


un superávit de 0,2% del PIB. 


 


La reducción del déficit se debe a que los ingresos tributarios han crecido a causa del 


aumento de la actividad económica por el repunte significativo en las exportaciones y 


la inversión privada; y por la disminución del gasto financiero debido al financiamiento 


externo con condiciones más favorables en tasa de interés y el plazo.


Gráfico # 3.4 
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Esta sección presenta el contexto demográfico del fondo analizado. Se analiza la 
evolución de la estructura de la población, así como la población activa y la 
pensionada.  
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IV. CONTEXTO DEMOGRÁFICO 


 


i. CONTEXTO GENERAL 
 
 


De acuerdo con las proyecciones del INEC sobre la población de Costa Rica, se espera 


que, para el 2022, sea de 5,213,374 y, para el 2050, esta alcanzará un total de 


6,093,068 personas. Esto a pesar de que la tasa de natalidad de Costa Rica se ha 


reducido. En el 2019, había, en promedio, 1.56 hijos por cada mujer, mientras que en 


el año 2008, la estadística mostraba 1.97 hijos por mujer durante toda su vida fértil. 


Para el 2020, se registró la cifra más baja de nacimientos de los últimos 20 años, con 


casi 6500 nacimientos menos que en el 2019. De acuerdo con el INEC, el país llegaría 


a una tasa mínima de 1,65 hijos por mujer alrededor del 2030, lo cual puede tener 


efecto aún mayor en la estructura poblacional. 


 


La proyección de la estructura poblacional tendrá cambios fuertes en un periodo de 


21 años, en el cual las personas mayores de 65 años llegarán a representar el 21% de 


la población en lugar del 9% actual. La razón es que la tasa de crecimiento anual de la 


población será de un 0.56% para el periodo 2022-2050, por lo que las nuevas 


generaciones tendrán cada vez menos peso relativo, mientras que la expectativa de 


vida continúa en aumento. Las últimas proyecciones del lNEC indican que, para el 


2050, una persona de 65 años tendrá una esperanza de vida residual de 25 años. No 


obstante, un estudio reciente del Centro Centroamericano de Población (CCP) de la 


Universidad de Costa Rica (UCR) señala que la pandemia habría reducido la esperanza 


de vida de los costarricenses en dos años para los hombres y en 0,9 años para las 


mujeres. 


 


Para efectos de estudio, el comportamiento de la población y su expectativa de vida 


tienen importancia en las proyecciones, tanto en el crecimiento de la planilla, como en 


el costo actuarial asociado con el periodo de disfrute de los beneficios.  


Gráfico # 4.1 
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ii. DESEMPLEO 
 


De acuerdo con la Encuesta Nacional de Hogares del INEC, el desempleo en Costa 


Rica cerró, para el 2021, en 13.7%. A nivel mundial, ha disminuido con el aumento en 


la actividad económica; sin embargo, los valores están por encima de la tasa 


prepandemia. La desconfianza de los consumidores y los problemas de logística en 


los encadenamientos de suministro no permiten un crecimiento más acelerado. 


 


Para el 2022, la Organización Internacional del Trabajo (OIT) proyecta un desempleo 


para Costa Rica de 17.1%, casi el triple del resultado promedio esperado para el 


mundo, que es de 5.9%.  


  


Gráfico # 4.3 
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i. ESTRUCTURA DE LA POBLACIÓN 
 


Población activa 


  


La población de activos al 31 de diciembre de 2021 estaba compuesta por 12,806 


personas, de las cuales 6,568 son hombres y 6,238, mujeres. La composición por sexo 


es de un 51.29% de hombres y un 48.71% de mujeres. Se acentúa la participación de 


los hombres, pues estos representaban el 50.79% en el estudio anterior, lo que 


significa un crecimiento del 0.50%. La edad promedio, tanto para hombres como para 


mujeres, es de 40 años. En el Poder Judicial, la antigüedad promedio es de 15 años y 


el salario promedio de los hombres es de 1,517,356 colones, mientras que el de las 


mujeres es de 1,588,999 colones. 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


Cuadro # 4.1 


Cantidad
Edad 


promedio


Antigüedad 


promedio


Salario 


Pormedio


 Hombres           6,568             40                  15    1,517,356 


 Mujeres           6,238             40                  15    1,588,999 


 Total         12,806             40                  15    1,552,255 


Fuente: Base de datos


RJP del Poder Judicial


Miembros activos al 31 de diciembre del 2021
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La estructura por edad muestra que el peso de los primeros tractos ha reducido su 


peso relativo. Se muestra un envejecimiento de la población, debido a la salida de 


funcionarios judiciales y a la falta de sustitución de estos. 


 


 


 


 


 


  


 


  


Gráfico # 4.4 
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Actualmente, solo un 11.41% del total de activos puede adquirir la posibilidad de 


jubilarse en los próximos 10 años. Como se puede observar en los siguientes cuadros, 


en el último año, la población activa ha disminuido y ha envejecido.  Para el 2021, hay 


un aumento del salario promedio. Estas tendencias pueden deberse al efecto de la 


pandemia y a las restricciones con respecto a la sustitución del personal.   


  


Gráfico # 4.5 


Cuadro # 4.2 


Cuadro # 4.3 
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2016 2017 2018* 2019 2020 2021


 Trabajadores activos         12,617         13,147         12,802         14,086         13,722         12,806 


 Salario promedio    1,415,252    1,448,046    1,561,421    1,550,380    1,494,720   1,552,255 


 Edad promedio                 39                 38                 38                 37                 39                40 


 Antigüedad promedio                  14                 13                 13                 12                 14                15 


Fuente: Base de datos  y  * estudio actuarial de PIPCA


Histórico de los principales indicadores de los trabajadores activos


RJP del Poder Judicial


2017 2018* 2019 2020 2021


 Trabajadores activos 4.20% -2.62% 10.03% -2.58% -6.68%


 Salario promedio 2.32% 7.83% -0.71% -3.59% 3.85%


 Edad promedio -2.17% -1.26% -1.76% 4.12% 3.71%


 Antigüedad promedio -6.31% -3.14% -4.11% 10.08% 10.65%


Fuente: Base de datos  y  * estudio actuarial de PIPCA


RJP del Poder Judicial


Variación de los principales indicadores de los trabajadores activos
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Adicionalmente, la entrada de la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas y la 


salida de funcionarios con mayor antigüedad y con salarios altos provocan que los 


salarios promedios se mantengan sin crecimiento significativo o que presenten una 


leve disminución. 


 


Población jubilada y pensionada 
 


La cantidad de derechos en curso de pago es de 4,213; es decir, un 0.07% menos que 


en el estudio previo.  Los derechos por jubilación disminuyeron un 1.282%, mientras 


que los derechos por invalidez aumentaron 4.306%; sin embargo, la pensión promedio 


disminuyó un 37%. Del total de derechos, 2,337 son hombres y 1,876, mujeres. Un 


71.30% de los derechos le corresponde al derecho por vejez; un 10.35%, por invalidez; 


y un 18.35%, a sucesiones. 


 


Los montos de los derechos presentaron, en promedio, un aumento de 2.22% con 


respecto al último año. Esto se debe a que los montos de los derechos por jubilación 


crecieron un 7.34% 


 


 


Otros indicadores demográficos 
 


No se emplean otros indicadores. 


 
 


 


Cuadro # 4.4 


Cuadro # 4.5 


Beneficio Hombres Mujeres Total %


Vejez             2,004             1,000                 3,004 71.30%


Invalidez                 231                 205                    436 10.35%


Sucesiones                 102                 671                    773 18.35%


Total              2,337              1,876                 4,213 100.00%


Fuente: Base de datos


RJP del Poder Judicial


Distribución de la población jubilada y pensionada


Beneficio Hombres Mujeres Total 


Vejez      1,890,321      2,027,789         1,936,082 


Invalidez         958,675         856,314            910,547 


Sucesiones         661,172         887,869            857,955 


Total      1,744,585      1,462,397         1,632,136 
Fuente: Base de datos


RJP del Poder Judicial


Monto promedio por tipo de beneficio


Montos en colones
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En esta sección, se realiza un análisis de la situación actual del régimen.  Se evalúan 
las provisiones y las reservas con que cuenta el régimen y su comportamiento.  
Asimismo, se hace una presentación del marco legal y se analiza el comportamiento de 
las inversiones, los gastos de administración y cualquier otra variable financiera que 
afecte el desempeño del régimen. 
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V. ANÁLISIS DE LA SITUACIÓN ACTUAL  
 


i. SITUACIÓN DE LAS PROVISIONES Y DE LAS RESERVAS  


 


La reserva del régimen muestra, al 31 de diciembre de 2021, un saldo de 727,895.05 


millones de colones, lo cual representa un crecimiento del 14.86% con respecto al 31 


de diciembre de 2020. En el Cuadro 5.1, se muestra un detalle de la composición de 


la reserva. Al 31 de diciembre de 2020, se tiene una ganancia no realizada por 6,806.97 


millones de colones y, al 31 de diciembre de 2021, una ganancia no realizada por 


46,260.24 millones de colones.  


 


 


 


Saldo de la reserva 


 


El saldo de la reserva que se debe tomar para la valuación actuarial es de 727,895.05 


millones de colones. En este se consideran las ganancias y las pérdidas no realizadas.  


En el Cuadro 5.2, se muestra el detalle de la composición de la reserva utilizada.  


  


Cuadro # 5.1 


Cuadro # 5.2 


Reserva con 


valoración


Reserva sin 


valoración


Provisiones de Curso de Pago              666,435,268,442              620,064,736,116 


Reserva en formación                61,459,785,181                61,459,785,181 


Total              727,895,053,623              681,524,521,297 


Fuente: Estados Financieros


Saldo de la reserva en colones


Montos en colones al 31 de diciembre de 2021


RJP del Poder Judicial
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ii. EGRESOS DEL FONDO 


 


Los egresos, para el periodo 2021, son 1.60% mayores a los observados en el 2020. 


El principal motivo de esto radica en el aumento de un 11.51% en el pago de 


beneficios.  


 


Los derechos por vejez representan el 84.45% del total cancelado durante el 2021; el 


pago de los derechos de invalidez, el 5.61%; y los derechos por sucesión, el 9.94%. 


 


 


 


 
 
 


 
 


  


Cuadro # 5.3 


Gráfico # 5.1 
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iii. INGRESOS DEL FONDO 


 


                                                                                                                            


Los ingresos del fondo para el 2021 registraron un crecimiento del 0.06% en relación 


con los del año previo. Los ingresos financieros decrecieron un 2.52%, mientras que 


las cotizaciones crecieron un 2.01%, lo cual es consistente con el aumento promedio 


de los salarios.   


Cuadro # 5.4 


2020 2021


Ingresos Financieros         71,141,897,430      69,349,952,727 


Cotizaciones         93,742,223,021      95,629,457,496 


Total       164,884,120,451    164,979,410,223 


Fuente: Estados Financieros


RJP del Poder Judicial


Ingresos del Fondo por año 2020-2021


Monto en colones
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iv. COMPORTAMIENTO DE LAS INVERSIONES 


 


El valor de mercado del portafolio administrado por el régimen es de 697,673.07 


millones de colones. Un 85% se encuentra invertido en colones, mientras que un 15%, 


en dólares. 


 


Por sector 


 


El 73% de las inversiones se encuentra invertido en el Gobierno. Los fondos de 


inversión cuentan con el 6% del total de las inversiones; un 13% está colocado en el 


sector financiero privado, incluyendo los bancos; y el sector público no financiero 


cuenta con un 3% de la cartera.   


Gráfico # 5.2 
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Por plazo 


 


La gran parte de las inversiones se encuentra a corto y mediano plazo. El 38.28% tiene 


un plazo entre 1 y 4 años, mientras que el 20.70% menos de un año. Además, un 7.55% 


de las inversiones no tiene plazo de vencimiento. El restante 33.48% se encuentra 


invertido con más de 5 años de vencimiento. 


 


El plazo ponderado para los instrumentos con fecha de vencimiento es de 4.09 años.  


 
  


Gráfico # 5.3 
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v. RENDIMIENTO DEL FONDO 
 


La tasa de rentabilidad del fondo es de 11.48% para el 2021, debido en gran medida 


al efecto producido por la valoración. Las rentabilidades del régimen muestran un 


comportamiento similar a las observadas en el ROP, que está administrado por las 


operadoras de pensión complementaria. Sin embargo, los rendimientos del régimen 


han sido menores que los del ROP hasta el 2021, producto de tener un conjunto de 


títulos con rendimiento bajos, que fueron adquiridos años atrás y que vencen a inicios 


de 2022. Estos vencimientos permiten recolocar recursos financieros en instrumentos 


que garantizan el objetivo en el largo plazo.   


  


 


 


 


Cuadro # 5.5 


Gráfico # 5.4 


Gráfico # 5.5 


Periodo
Saldo 


inicial


Ingresos 


financieros


Egresos 


financieros
Valoración


Ingresos 


Netos
Saldo final


Rendimiento 


Nominal
Inflación Tasa real


2016      417,424       30,466           1,753       (1,475)      27,238      455,617 6.44% 0.77% 5.63%


2017      455,617       34,837           1,149       (3,251)      30,437      493,267 6.63% 2.57% 3.96%


2018      493,267       42,328           9,701       (7,529)      25,098      538,077 4.99% 2.03% 2.90%


2019      538,077       61,277        21,796       28,614      68,096      580,160 12.97% 1.52% 11.28%


2020      580,160       71,142        20,424       (2,197)      48,521      633,720 8.33% 0.89% 7.37%


2021      633,720       69,350        12,872       39,453      95,931      727,895 15.16% 3.30% 11.48%


Fuente:  Estados financieros e Información financiera


RJP del Poder Judicial


Rendimientos reales del Fondo con valoración periodo 2016-2021


Montos en millones de colones
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Durante los últimos 5 años, el fondo muestra rentabilidades reales superiores al 


4.50%2, como se puede observar en el Gráfico 5.6. La rentabilidad real promedio 


observada, para este periodo, es de 7.10%, porcentaje superior al objetivo establecido 


para el 2022: 5.10%. 


 


vi. GASTOS ADMINISTRATIVOS  
 


Los gastos registrados hasta al momento son pocos. La normativa indica que se 


financiará con una comisión que surgirá de deducir un cinco por mil de los sueldos 


que devenguen los servidores judiciales, así como de las jubilaciones y de l as 


pensiones a cargo del fondo.  Por lo tanto, se asumirá que los ingresos serán igual a 


los egresos, a partir de lo establecido en la normativa, y que estos no tienen efecto en 


el fondo.  Por esta razón, se opta en no incluirlos.  


 
 
2 El 4.50% es el rendimiento esperado de las inversiones de las proyecciones actuariales en el largo plazo 


Gráfico # 5.6 


Cuadro # 5.6 


Periodo
Saldo 


inicial


Ingresos 


financieros


Egresos 


financieros


Ingresos 


Netos
Saldo final


Rendimiento 


Nominal
Inflación Tasa real


2016   417,424        30,466           1,753      28,712   455,617 6.80% 0.77% 5.99%


2017   455,617        34,837           1,149      33,688   493,267 7.36% 2.57% 4.67%


2018   493,267        42,328           9,701      32,626   538,077 6.53% 2.03% 4.41%


2019   538,077        61,277        21,796      39,482   580,160 7.32% 1.52% 5.71%


2020   580,160        71,142        20,424      50,718   633,720 8.72% 0.89% 7.76%


2021   633,720        69,350        12,872      56,478   727,895 8.65% 3.30% 5.18%


Fuente:  Estados financieros e Información financiera


RJP del Poder Judicial


Rendimientos reales del Fondo sin valoración periodo 2016-2021


Montos en millones de colones
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vii. MARCO LEGAL 


 


El régimen se rige por lo indicado en la Ley Orgánica del Poder Judicial y sus 


Reformas: Título IX Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, 


reformado por el artículo 1° de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018 y publicada el 22 


de mayo de 2018, Gaceta no. 89. 


 


Prestaciones  


 


El otorgamiento de las prestaciones se rige por los siguientes artículos: 


 


Artículo 224- Los servidores judiciales con veinte o más años de servicio en el Poder 


Judicial podrán acogerse a una jubilación ordinaria igual a un ochenta y dos por ciento 


(82%) del promedio de los últimos veinte años de salarios mensuales ordinarios 


devengados en su vida laboral, actualizados según el índice de precios al consumidor 


(IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), siempre y 


cuando hayan cumplido sesenta y cinco años de edad y hayan trabajado al menos 


treinta y cinco años. 


 


Artículo 224 bis- Los servidores con veinte o más años de servicio en el Poder Judicial 


podrán acogerse a una jubilación anticipada si no se cumpliera con la edad o el número 


de años de servicio, citado en el artículo anterior. Esta se calculará de la siguiente 


forma: 


 


a) Si el retiro se produjera al cumplir treinta y cinco o más años de servicio, pero sin 


haber cumplido los sesenta y cinco años de edad, la jubilación se calculará en 


proporción a la edad del servidor: 
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1) Las mujeres deben haber cumplido al menos sesenta años y los hombres al menos 


sesenta y dos años. 


 


2) El cálculo se hará multiplicando la pensión obtenida según lo establecido en el 


artículo 224 para el cálculo de la jubilación ordinaria, por la edad del servidor y el 


producto se dividirá entre sesenta y cinco; el resultado de esta operación constituirá 


el monto de la jubilación anticipada. 


 


b) Si el retiro se produjera al cumplir el servidor sesenta y cinco o más años de edad, 


pero antes de cumplir treinta y cinco años de servicio, la jubilación se acordará en 


proporción a los años laborados, siempre que el número de años servidos no sea 


inferior a veinte. Para fijarla, se multiplicará el monto de la jubilación ordinaria, indicado 


en el artículo 224 por el número de años servidos y el producto se dividirá entre treinta 


y cinco; el resultado será el monto de la jubilación anticipada. 


 


Artículo 225- Ninguna jubilación podrá ser superior a diez veces el salarlo base del 


puesto más bajo pagado en el Poder Judicial, ni inferior a la tercera parte del salario 


base del puesto más bajo pagado en el Poder Judicial. El monto de las pensiones y las 


jubilaciones en curso de pago y las que se otorguen en el futuro se reajustará por 


variaciones en el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto 


Nacional de Estadística y Censos (INEC). 


 


Artículo 226- Para el cómputo del tiempo laborado no será necesario que los 


funcionarios hayan servido para el Poder Judicial consecutivamente ni en puestos de 


Igual categoría. Se tomarán en cuenta todos los años de trabajo remunerado, debiendo 


el servidor haber servido al Poder Judicial al menos los últimos veinte años.  


 


Se reconocerá, únicamente, el tiempo servido y cotizado en las dependencias o las 


Instituciones públicas estatales. En ningún caso, podrá computarse el tiempo servido 


en las instituciones de derecho público no estatales de base corporativa. 
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Si la prestación del servicio, por parte del funcionarlo, se dio a tiempos parciales, se 


reconocerá la proporción que corresponda respecto de ese salario. 


 


Será admisible todo medio de prueba para comprobar el tiempo servido por el 


trabajador. Al valorar la prueba se tomará en consideración el principio in dubio pro 


fondo. 


 


Si el interesado había cotizado en otros regímenes de pensiones establecidos por otra 


dependencia o por otra institución del Estado, el Fondo de Jubilaciones y Pensiones 


del Poder Judicial, al momento de otorgar la jubilación, tendrá derecho a exigir y la 


respectiva institución o dependencia estará obligada a girar el monto de esas 


cotizaciones (obrero, patronal y estatal) mediante una liquidación actuarial.  


 


En el caso de que lo cotizado por el interesado, el patrono y el Estado no alcanzara el 


monto que corresponde al Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, el 


interesado deberá reintegrar a este la suma adeudada por las diferencias de cotización 


actualizadas al valor presente por el índice de precios al consumidor (IPC), definido 


por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC). Además, el interesado deberá 


cancelar el rendimiento real promedio que se haya obtenido sobre las sumas 


trasladadas, de haberlas invertido el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 


Judicial durante el período reconocido. 


 


Artículo 227- El servidor judicial que se incapacite de modo permanente para el 


desempeño de su cargo o empleo, así declarado por la Comisión Calificadora del 


Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) o por la 


instancia que esa institución designe, y hubiera laborado por cinco años o más para el 


Poder Judicial, será separado de su puesto con una jubilación permanente. Dicha 


jubilación se calculará de la siguiente manera: 
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a) Se determina el ochenta y tres por ciento (83%) del promedio de los salarios 


ordinarios devengados en los últimos veinte años de su vida laboral o los que hubiera 


disponibles, actualizados según el índice de precios al consumidor (IPC), definido por 


el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), según se estableció en el artículo 


224. 


 


b) El resultado obtenido en el punto a) se multiplica por el tiempo servido a un máximo 


de treinta y cinco años y se divide entre treinta y cinco. El resultado será el monto del 


beneficio. 


 


Los montos de las pensiones por invalidez observarán los topes establecidos en el 


artículo 225. 


 


Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia: 


 


a) El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa 


económicamente del causante, al momento del fallecimiento. 


 


b) El compañero económicamente dependiente al Momento del fallecimiento del 


jubilado, que haya convivido por lo menos tres años previos al deceso y tuvieran 


ambos aptitud legal para contraer nupcias, conforme la legislación civil. 


 


c) El cónyuge divorciado o separado judicialmente o de hecho, excompañero, que 


disfruta a la fecha del deceso de una pensión alimentaria, declarada por sentencia 


judicial firme o que demuestre que recibía una ayuda económica por parte del 


causante. 


 


Tienen derecho a pensión por orfandad: 
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1) Los hijos que, al momento del fallecimiento del causante, dependían 


económicamente de este, de acuerdo con las siguientes reglas: 


 


1.1) Solteros menores de edad. 


 


1.2) Mayores de dieciocho años, pero menores de veinticinco años, que realicen 


estudios reconocidos por el Ministerio de Educación Pública (MEP), el Instituto 


Nacional de Aprendizaje (INA), u otras instituciones a criterio de la Junta 


Administradora. 


 


1.3) Mayores de edad que, previo al fallecimiento del causante, se encuentren inválidos 


e incapaces para ejercer labores remuneradas. 


 


En ausencia de los derechohabientes por viudez, unión de hecho u orfandad, tienen 


derecho a pensión los padres, si al momento de fallecer el causante dependían 


económicamente de este. 


 


Artículo 229- El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos 


de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de 


pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto 


no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante. En 


caso de muerte de un servidor activo, la cuantía de la pensión por viudez, unión de 


hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que hubiera 


recibido el fallecido de acuerdo con el Cumplimiento de requisitos en el momento de 


la contingencia, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) 


de lo que le hubiera correspondido al causante. 


 


 


Las proporciones para los beneficios por viudez, unión de hecho, orfandad y 


ascendencia serán las que se estipulen en el reglamento del Régimen. 







 


  ANÁLISIS DE LA SITUACIÓN ACTUAL  


         MARCO LEGAL 


 


I.   INFORMACIÓN GENERAL VI.   METODOLOGÍA. 


II.  RESUMEN EJECUTIVO VII.  BASES DE DATOS Y SUPUESTOS 


III. CONTEXTO ECONÓMICO VIII. RESULTADOS 


IV. CONTEXTO DEMOGRÁFICO IX.   CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 


V.  ANÁLISIS DE LA SITUACIÓN ACTUAL X.     ANEXOS 


 


Página 42 de 128  


 


Toda pensión por sobrevivencia caducará por la muerte del beneficiario, a excepción 


de lo dispuesto en este artículo para la pensión que corresponde a los hijos. 


 


Las asignaciones que caduquen acrecerán proporcionalmente las de los demás 


beneficiarios que se mantienen vigentes, a solicitud de ellos y siempre y cuando los 


requieran, previo estudio de trabajo social y aprobación de la Junta Administrativa del 


Fondo.  


 


Traslado de cotizaciones 


 


El traslado de cotizaciones de las personas que no materializan ningún derecho se rige 


por los siguientes artículos. 


 


Artículo 234- Las personas que hayan laborado en el Poder Judicial y que hayan 


cesado en el ejercicio de sus cargos sin haber obtenido los beneficios de jubilación o 


pensión no tendrán derecho a que se les devuelva el monto de las cuotas con que han 


contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. 


 


Sin embargo, sí tendrán derecho a que el monto de las cuotas obreras, patronales y 


estatales con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y 


Pensiones del Poder Judicial se trasladen mediante una liquidación actuarial a la Caja 


Costarricense de Seguro Social (CCSS), o a la institución administradora del régimen 


básico en el que se les vaya a otorgar la jubilación o pensión. 


 


La solicitud de traslado la hará la entidad respectiva cuando vaya a otorgar la jubilación 


o la pensión, indicando el monto que debe enviársele. En el supuesto de que el monto 


resulte mayor al cotizado para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, 


solo se deberá enviar lo determinado actuarialmente. 
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En caso contrario, si lo determinado actuarialmente como cotizado al Fondo de 


Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial fuera mayor que lo solicitado, la diferencia 


de la cuota obrera se trasladará al Régimen Obligatorio de Pensiones (ROP), 


administrado por la operadora de pensiones complementaria en la que se encuentra 


afiliada la persona que laboró en el Poder Judicial. 


 


Sobre el Fondo 


 


El financiamiento y administración del Fondo administrado se regulan mediante los 


siguientes artículos. 


 


Artículo 235- Con las cotizaciones de los servidores judiciales, el Estado y el Poder 


Judicial, la Junta conformará un Fondo, el cual se incrementará con los réditos 


producidos por sus inversiones. Ese Fondo debe mantenerse separado física y 


contablemente, y es independiente del patrimonio de la Junta Administrativa y del 


patrimonio del Poder Judicial. 


 


Artículo 236- El Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial tendrá los 


siguientes ingresos: 


 


1) Un aporte obrero de un trece por ciento (13%) de los sueldos que devenguen los 


servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo, 


porcentaje que se retendrá en el pago periódico correspondiente. 


 


2) Un aporte patronal del Poder Judicial de un catorce coma treinta y seis por ciento 


(14,36%) sobre los sueldos y los salarios de sus servidores. 
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3) Un aporte del Estado que será un porcentaje sobre los sueldos y los salarios igual 


al establecido para el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense 


de Seguro Social (CCSS). 


 


4) Los rendimientos y demás beneficios que produzca o pueda llegar a generar, 


obtener el Fondo. 


 


En ningún caso, la suma de la contribución obligatoria y la contribución especial, 


solidaria y redistributiva y, en general, la totalidad de las deducciones que se apliquen 


por ley a todos los pensionados y jubilados del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 


Poder Judicial, podrá representar más del cincuenta y cinco por ciento (55%) respecto 


de la totalidad del monto bruto de la pensión que por derecho le corresponda al 


beneficiario. Para los casos en los cuales esta suma supere el cincuenta y cinco por 


ciento (55%) respecto de la totalidad del monto bruto de la pensión, la contribución 


especial se reajustará de forma tal que la suma sea igual al cincuenta y cinco por ciento 


(55%) respecto de la totalidad del monto bruto de la pensión. 


 


 


Los recursos que se obtengan con la contribución obligatoria establecida en la 


presente ley ingresarán al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.  


 


Artículo 236 bis- Contribución especial, solidaria y redistributiva de los pensionados y 


jubilados 


 


Además de la cotización común establecida en el artículo anterior, los pensionados y 


los jubilados, cuyas prestaciones superen los montos que se fijarán, contribuirán de 


forma especial, solidaria y redistributiva, de acuerdo con la siguiente tabla: 
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a) Sobre el exceso del tope establecido en el artículo 225 y hasta por el veinticinco por 


ciento (25%) de dicho tope, contribuirán con el treinta y cinco por ciento (35%) de tal 


exceso. 


 


(Nota: Mediante el artículo 7° de la Ley para rediseñar y redistribuir los recursos de la 


contribución especial solidaria, N° 9796 del 5 de diciembre de 2019,  se reformará el 


inciso anterior. De conformidad con el numeral 9° de la norma antes referida di cha 


modificación entrará a regir 6 meses después de su publicación, es decir el 21 de junio 


de 2020, por lo que a partir de esa fecha el nuevo texto del inciso a) será el siguiente: 


"a) Sobre el exceso del monto de seis (6) salarios base del puesto más bajo pagado 


en el Poder Judicial y hasta por el veinticinco por ciento (25%) de dicho tope, 


contribuirán con el treinta y cinco por ciento (35%) de tal exceso.") 


 


b) Sobre el exceso del margen anterior y hasta por un veinticinco por ciento (25%) 


más, contribuirán con el cuarenta por ciento (40%) de tal exceso. 


 


c) Sobre el exceso del margen anterior y hasta por un veinticinco por ciento (25%) 


más, contribuirán con el cuarenta y cinco por ciento (45%) de tal exceso. 


 


 


d) Sobre el exceso del margen anterior y hasta por un veinticinco por ciento (25%) 


más, contribuirán con un cincuenta por ciento (50%) de tal exceso. 


 


e) Sobre el exceso del margen anterior contribuirán con un cincuenta y cinco por 


ciento (55%). 


 


En ningún caso, la suma de la contribución especial, solidaria y redistributiva y la 


totalidad de las deducciones que se apliquen por ley a todos los pensionados y 


jubilados del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, podrá representar 


más del cincuenta y cinco por ciento (55%) respecto de la totalidad del monto bruto 
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de la pensión que por derecho le corresponda al beneficiario. Para los casos en los 


cuales esta suma supere el cincuenta y cinco por ciento (55%) respecto de la totalidad 


del monto bruto de la pensión, la contribución especial se reajustará de forma tal que 


la suma sea igual al cincuenta y cinco por ciento (55%) respecto de la totalidad del 


monto bruto de la pensión. Mediante la sentencia N° 2021-11957 de las 17 horas de 


este martes 25 de mayo de 2021, la Sala Constitucional estableció este tope en un 


50%.  


 


 


Los recursos que se obtengan con la contribución especial, solidaria y redistributiva, 


establecida en la presente ley, ingresarán al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 


Poder Judicial. 


 


Artículo 237- Los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones deberán ser 


gestionados de conformidad con la Ley N.º 7983, Ley de Protección al Trabajador, de 


16 de febrero de 2000, y la normativa que al efecto ha establecido el Consejo Nacional 


de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif) y la Superintendencia de Pensiones 


(Supen). 


 


Artículo 238- Estarán exentos de los impuestos referidos en el artículo 18 y en el inciso 


c) del artículo 23 de la Ley N.º 7092, Ley del Impuesto sobre la Renta, de 21 de abril 


de 1988, y sus reformas, los intereses, los dividendos, las ganancias de capital y 


cualquier otro beneficio que produzcan los valores en moneda nacional o en moneda 


extranjera en que se inviertan los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 


Poder Judicial. 
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Ajustes propuestos 


 


De acuerdo con el fallo de la Sala Constitucional, N° 2021-11957 del 25 de mayo de 


2021., en el que se señala: “Segundo: Por mayoría (Castillo Víquez, Rueda Leal, 


Hernández López, Araya García y Garro Vargas) se declara inconstitucional y en 


consecuencia se anula el párrafo contenido en el  artículo 239 de la Ley Orgánica del 


Poder Judicial reformado por la Ley número 9544 impugnada, que dice: "Con base en 


el resultado de los estudios actuariales, y con autorización de la Superintendencia de 


Pensiones, la Junta Administrativa podrá modificar los parámetros iniciales 


establecidos en esta ley respecto de los requisitos de elegibilidad, el perfil de 


beneficios, así como los aportes y las cotizaciones de los servidores judiciales y de las 


jubilaciones y las pensiones previstos en la ley, siempre que esto sea necesario para 


garantizar el equilibrio actuarial del Régimen",  es necesario gestionar un proyecto ley 


que permita realizar ajustes. Debido a que el déficit actuarial observado durante los 


últimos años obedece a los derechos en curso de pago, los ajustes deben realizarse 


sobre este grupo de miembros. Adicionalmente, como ya se ha indicado 


anteriormente, el porcentaje del 80% para derechos sucesorios es alto.  


 


Con la finalidad de reducir los pasivos actuariales, se proponen dos ajustes: 


 


a) Actualmente, el artículo 229 de Ley Orgánica del Poder Judicial indica que “en su 


conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que 


correspondía al causante”.  Por ende, tal porcentaje puede ser  menor al 80%. Por 


esto, se está proponiendo que este monto sea del 50%. Otra alternativa que, 


eventualmente, puede ser valorada es que este porcentaje sea diferenciado:  


 


i. Un 80% para la pensión por viudez, cuando la viuda o el viudo sea mayor 


de 65 años o se encuentre discapacitado. 
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ii. Un 65% para la pensión por viudez cuando la viuda o el viudo sea mayor 


de 50 y menor de 60 años. 


 


iii. Un 50% para la pensión por viudez cuando la viuda o el viudo sea menor 


de 50 años. 


 


 


 


b) El artículo 225 señala que: “el monto de las pensiones y las jubilaciones en curso 


de pago y las que se otorguen en el futuro se reajustará por variaciones en el índice 


de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y 


Censos (INEC)”. Esto significa que el hecho generador son las variaciones en el 


índice de precios al consumidor, pero la norma no indica que deben apegarse a 


ese valor. Por lo tanto, se está proponiendo ajustar por inflación solamente el 50% 


de los derechos en curso de pago, dado que la otra vía es un aumento de la 


cotización y esta tiene efectos colaterales como la no reducción de la base 


impositiva. 
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En esta sección, se presentan el método o los procedimientos empleados, así como 
una presentación de las principales fórmulas utilizadas.   
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VI. METODOLOGÍA.  


 


 
i. FÓRMULAS EMPLEADAS 


 


Prima Media Nivelada 


 
 


El modelo de valuación actuarial se construyó luego de considerar que la población es 


cerrada y, opcionalmente, se toman en cuenta nuevas generaciones de afiliados en el 


modelo. 


 


                                 Valor presente de los beneficios futuros– reservas disponibles 


  π = Prima =      


                                             Valor presente de los salarios futuros 


 
Para el cálculo del valor presente de los beneficios futuros, se utilizó la siguiente 


fórmula: 
 


𝑎̈𝑥 = ∑ 𝑣𝑡 𝑝𝑥𝑡
𝜔
𝑡=0  (vi.1) 


 


Donde  
 
 


➢ 𝑝𝑥𝑡  Probabilidad de sobrevivencia de una persona de edad x para t años 


 


➢ ω Valor máximo de la tabla de mortalidad 


 


➢ 𝑣 Factor de descuento 1/(1+i) 
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Para el caso del cálculo del valor presente de los salarios, se empleó la siguiente 


fórmula, para la estimación de ingresos:  
 


 


𝑎̈𝑥 =
(∑ 𝑣𝑡 𝑝𝑥 𝐸𝑠𝑐𝑥+𝑡𝑡


𝑇𝑅
𝑡=0 )


𝐸𝑠𝑐𝑥
 (vi.2) 


 


 


Donde  


 


➢ R es la fecha de salida 


 


➢ 𝑝𝑥𝑡
𝑇  es la probabilidad de permanencia de una persona de edad x hasta la edad x+t, 


si se toman en cuenta todos los factores decreméntales. 


 


➢ 𝐸𝑠𝑐𝑥+𝑡  es la escala salarial, para la edad x+t 


 


 


Para estimación de los beneficios se empleó la siguiente fórmula: 


 


𝐶𝑜𝑠𝑡𝑜 𝐵𝑒𝑛𝑓𝑖𝑐𝑖𝑜(𝑗) = ∑ 𝑣𝑡 𝑝𝑥  𝑞𝑥+𝑡


(𝑗)
 𝐵𝑥+𝑡


𝑗 ∗ (1 + 𝑖)−𝑡
𝑡
𝑇𝜔−𝑥


𝑡=0  (vi.3) 


 


Donde, adicionalmente,  


 


➢ j es el beneficio o la contingencia: muerte, invalidez o jubilación. 


 


➢ i es la tasa real de descuento. 
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➢ 𝑞𝑥+𝑡


(𝑗)
Probabilidad de que la contingencia j ocurra para una persona de edad x+t. 


 


➢  𝐵𝑥+𝑡
𝑗


 Monto del Beneficio j para una persona de edad x+t.  La estimación de cada 


beneficio está planteada de acuerdo con la normativa y, por ende, requiere un 


conjunto de información individualizada; por ejemplo. la edad de ingreso.  
 


 


Para cumplir con el artículo 7 del Reglamento actuarial en el cual se establece que, en 


la valuación actuarial, debe presentarse un balance actuarial utilizando la metodología 


de beneficios devengados, se empleó la siguiente fórmula: 


 


 


Costo unitario beneficio j =∑
𝑣𝑡 𝑡𝑇𝑝𝑥  𝑞𝑥+𝑡


(𝑗)
 𝐵𝑥 +𝑡


𝑗
∗(1+𝑖)−𝑡


𝑡+𝑥−𝑦


𝜔−𝑥
𝑡=0  (vi.4) 


 


Donde y es la edad de ingreso de la persona.  
 


 


 


Para el cálculo del salario de referencia, se tomó el promedio de los salarios y se utilizó 


la escala empleada descontada por la inflación ajustada semestralmente: 


 
∑ 𝐸𝑠𝑐𝑥−𝑘


𝑁
𝑘=0 𝑣𝑘 (1+𝑣1/2)/2


𝐸𝑠𝑐𝑥
 (vi.5) 


 


Donde 


 


➢ 𝑣  Factor de descuento inflacionario 


➢ 𝑁  Años de promedio  
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Para el cálculo del costo actuarial del beneficio por separación se tomó en cuenta lo 


que indica el artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, donde indica que los 


traslados de los aportes se dada cuando “se les vaya a otorgar la jubilación o pensión”. 


 


Para efectos de modelación se asume que el pago de tal beneficio se dará a la edad 


de 65.   


 


Para el cálculo de la tasa de interés, se empleó la siguiente fórmula: 


 


𝑇𝑎𝑠𝑎 =
2(𝐼−𝐺)


𝐹𝑓 +𝐹𝑖 −(𝐼−𝐺)
 (vi.6) 


Donde 


 


➢ 𝐼  Ingresos Financieros 


➢ 𝐺  Gastos Financieros 


➢ 𝐹𝑓   Fondo final 


➢ 𝐹𝑖   Fondo Inicial 


 


Para determinar la tasa real se emplea la siguiente fórmula: 


 


 


𝑇𝑎𝑠𝑎 𝑟𝑒𝑎𝑙 =
(𝑇𝑎𝑠𝑎−𝐼𝑛𝑓𝑙𝑎𝑐𝑖ó𝑛)


1+𝐼𝑛𝑓𝑙𝑎𝑐𝑖ó𝑛
 (vi.7) 


Donde 


 


➢ 𝑇𝑎𝑠𝑎  Es valor determinado en la expresión (vi.6) 


➢ 𝐼𝑛𝑓𝑙𝑎𝑐𝑖ó𝑛  Es valor observado o esperado de la inflación. 
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i. PROCEDIMIENTOS 


 


No se emplearon procedimientos diferentes a los establecidos en la técnica actuarial.  
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En esta sección, se evalúa la calidad y la fuente de las bases de datos, como los 
supuestos empleados.  
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VII. BASES DE DATOS Y SUPUESTOS  
 


 
ii. BASE DE DATOS 


 


Con respecto a la información suministrada por la Administración del Poder Judicial, 


esta proviene de las áreas de Gestión Humana, Contabilidad, Financiera y Tecnologías 


de la Información: 


 


➢ Base de datos de la población afiliada activa al 31 de diciembre de 2021. 


➢  Base de datos de la población jubilada y pensionada al 31 de diciembre de 2021. 


➢  Detalle del auxiliar de inversiones al 31 de diciembre de 2021. 


➢  Detalle de las planillas mensuales para el periodo 2010-2021. 


➢  Estados financieros del régimen para el periodo 2017-2021. 


➢  Detalle del control financiero del pago de los derechos en curso. 


➢  Información del estado civil y de los hijos de los trabajadores actuales. 


➢ Detalle del pago de obligaciones judiciales derivadas sobre salarios que no se 


cancelan en la planilla “colectivas”. 


 


La calidad de la información  


 


➢ Las bases de datos suministradas son completas. Sin embargo, no fueron creadas 


para atender las necesidades de información de un estudio actuarial.  
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iii. SUPUESTOS 


 


Tablas de mortalidad  


 


 


Reglamento de tablas de mortalidad de la SUPEN, el cual fue aprobado por el Consejo 


Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, mediante artículo 7 del acta de la 


sesión 700-2008, publicado en el diario oficial La Gaceta N° 40, del 26 de febrero de 


2008 y reformado por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, 


mediante artículo 9 del acta de la sesión 1507-2019, celebrada el 18 de junio de 2019, 


y publicado en el diario oficial La Gaceta N° 174, del 16 de septiembre de 2019. 


 


Para el escenario alternativo de muerte diferenciada para inválidos, se utiliza la tabla de 


mortalidad RP-2014 Disabled Retiree de la Sociedad de Actuarios (Anexo D). 


 


Tablas de invalidez  


 


Se empleó la tabla de invalidez basada en la experiencia del Poder Judicial, la cual se 


muestra en el Anexo A. 


 


Edad de Jubilación 


 


Para estimar la edad de jubilación, se empleó lo indicado en la ley N°  9544, artículos 


224 y 224 bis.  Adicionalmente, se considera que una proporción de las personas decide 


postergar su retiro. Para ello, se determinaron las tasas que se muestran en la Tabla 


7.1., las cuales están basadas en los datos observados durante los dos últimos años.  


Tabla # 7.1 


Años de 


postergación


Porcentaje 


de la 


población


0 50.00%


1 30.00%


2 15.00%


3 5.00%


Elaboración propia


RJP del Poder Judicial
Tasas de postergación
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Escala Salarial  


 


La Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas produce un cambio fuerte en el 


crecimiento de los salarios de los servidores públicos. En el gráfico 7.1, se puede 


observar cómo ha evolucionado la escala salarial de los colaboradores activos en los 


últimos años.  


 


Para el presente estudio, se emplea la escala salarial teórica desarrollada en el estudio 


previo, la cual toma como base la escala salarial intergeneracional observada. 


Posteriormente, se sustituye el efecto de los componentes que sufrieron ajus tes. El 


objetivo es mostrar que el salario aumenta anualmente por el efecto de los ascensos y 


por la inflación, a menos que una norma indique lo contrario. Con base en estos 


supuestos, se obtuvo el siguiente resultado:       


    


                                               


                      𝐸𝑠𝑐𝑎𝑙𝑎 𝑆𝑎𝑙𝑎𝑟𝑖𝑎𝑙 =  −0.00049 ∗ 𝑥 2  +  0.06287 ∗ 𝑥 −  0.01849, 𝑅2 = 0.9777 


 


 


Donde x, es la edad.  Ver Anexo B.   


 


De acuerdo con lo observado, la revisión de este supuesto debería hacerse cuando se 


tenga al menos cinco años de haberse implementado la Ley de Fortalecimiento de las 


Finanzas Públicas.  


Gráfico # 7.1 
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Densidad de cotización  


 


Para estimar la densidad de cotización, se tomaron los valores observados del 2015 al  


2021 para las personas activas a la fecha del estudio; se realizó un análisis sobre la 


frecuencia de salarios percibidos sobre cada mes; y se comparó con el máximo que 


deberían haber recibido. Para ello, se tomó en cuenta la fecha de ingreso y se 


obtuvieron los siguientes resultados:  


 


 
𝐷𝑒𝑛𝑠𝑖𝑑𝑎𝑑 = 0.000000015 ∗ 𝑥5 − 0.0000034 ∗ 𝑥4  +  0.000311 ∗ 𝑥3  −  0.01389 ∗ 𝑥2 +  0.3057 ∗ 𝑥 −  1.661  


𝑐𝑜𝑛 𝑅2 = .9412 


 


 


Donde x, es la edad. 


 


 


Salarios 


 


Los salarios son suministrados por la administración.  En el caso que el trabajador no 


reportara salario en diciembre de 2021, se tomó el promedio para el 2021. De no 


encontrarse registro se optó por tomar el salario más bajo pagado por el Poder Judicial.  


 


Para el 2022, los salarios no son ajustados por costo de vida de acuerdo con la 


normativa vigente. 
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Tasa de separación o rotación 


 


Para el periodo del 2021, se presentó un aumento de las salidas aun mayor que el 


registrado para el 2020, 1106 casos. Muchos de estos casos corresponden a personas 


que estaban nombradas de forma interina. Dado que esta situación es coyuntural, para 


la actualización de la probabilidad de salida, se les dio un peso relativo del 25% a los 


datos observados en el 2021 y del 75% a la información recopilada previamente, lo cual 


arrojó la siguiente expresión:   


 


Probabilidad de salida =0.202034 ∗ e−0.16902 𝑡 , 𝑠𝑖 𝑡 ≤ 12 


 


Probabilidad de salida =-0.01991 ∗ 𝑙𝑛(𝑡) + 0.07518,si 𝑡 > 12 


 


Donde t, es el tiempo de permanencia. 


 


 


Inflación  


 


De acuerdo con la última revisión del Programa Macroeconómico por parte del BCCR, 


se espera que la tasa de inflación se mantenga entre en un 3% ± 1. Al considerar el 


proceso de reactivación económica, la incertidumbre económica a largo plazo y el 


análisis realizado en la sección III, se estimó una inflación a largo plazo de un 3.50%. 


  


Gráfico # 7.2 
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Tasa de rendimiento real  


 


De acuerdo con lo indicado en la sección V, los rendimientos reales han mostrado 


valores aceptables en los últimos años. Si se toma en cuenta lo señalado en el Cuadro 


7.1, se tiene que la tasa real ha mostrado un promedio de 7.10% desde el 2016. 


Adicionalmente, las inversiones poseen un conjunto de instrumentos de bajo 


rendimiento que vencen en el 2022.  De acuerdo con este análisis, se planteó una 


estructura de tasas para los diferentes escenarios en los próximos años, la cual fue 


avalada por la Junta Administradora. Estas se observan en el Cuadro 7.2.  


Cuadro # 7.1 


Cuadro # 7.2 


Año Tasa Año Tasa Año Tasa


2022 5.10% 2022 4.65% 2022 5.41%


2023 5.25% 2023 4.51% 2023 5.51%


2024 5.36% 2024 4.38% 2024 5.62%


2025 5.41% 2025 4.25% 2025 5.74%


2026 5.41% 2026 4.12% 2026 5.85%


2027 5.41% 2027 4.00% 2027 5.79%


2028 5.41% 2028 3.88% 2028 5.74%


2029 5.41% 2029 3.76% 2029 5.50%


2030 5.36% 2030 3.65% 2030 5.50%


2031 5.30% 2031 3.50% 2031 5.50%


2032 5.25% 2032 3.50% 2032 5.50%


2033 5.20% 2033 3.50% 2033 5.50%


2034 5.14% 2034 3.50% 2034 5.50%


2035 5.09% 2035 3.50% 2035 5.50%


2036 5.04% 2036 3.50% 2036 5.50%


2037 4.99% 2037 3.50% 2037 5.50%


2038 4.94% 2038 3.50% 2038 5.50%


2039 4.89% 2039 3.50% 2039 5.50%


2040 4.85% 2040 3.50% 2040 5.50%


2041 en 


adelante
4.50%


2041 en 


adelante
3.50%


2041 en 


adelante
5.50%


Elaboración propia


Tasas reales empleadas para los diferentes escenarios


Escenario Medio Escenario Pesimista Escenario optimista


Montos en millones de colones


Valor inferior 2.90%


Valor superior 11.48%


Promedio 7.10%


periodo 2016-2021


RJP del Poder Judicial


Rendimiento reales 
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Reservas 


 


Se emplea el monto de la reserva indicado en los estados financieros, a saber: 


727,895.05 millones de colones. 


 


Salario de referencia 


 


El salario de referencia, de acuerdo con la ley, toma el promedio de los últimos veinte 


años de salarios mensuales ordinarios devengados en su vida laboral y actualizados 


según el Índice de precios al consumidor (IPC)3.  Para efectos de modelación, se toma 


como referencia los salarios proyectados. En el caso de que sea necesario completar la 


información de los salarios anteriores al 2019, se asume que el salario en términos 


reales creció de acuerdo con la escala salarial previa. Este aspecto es de suma 


importancia, pues los salarios antes del 2019 crecían en términos reales a un ritmo 


superior de lo reflejado en la escala salarial actual. Para efectos de estudio y de acuerdo 


con la información salarial de 2019, se emplea la siguiente expresión para modelar la 


escala salarial anterior: 


 


             y =  5.6422 ∗ 𝑙𝑛(𝑡) − 15.992 


 


Donde  


x, es la edad. 


y, es la escala salarial para completar salarios previos al 2019 


 


 
  


 
 
3 Esto no afecta a las personas que conservan derechos. 
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Tasa de incremento de los derechos en curso de pago 


 


De acuerdo con la normativa, el ajuste de las pensiones en curso de pago no podrá ser 


mayor a la inflación.  Para efectos de este estudio, se toma un incremento del 100% de 


la inflación.  
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Derechos sucesorios 


 


Para determinar el estado civil de los trabajadores activos y las personas jubiladas, así 


como las relaciones de edades, se emplea las expresiones desarrolladas en el estudio 


actuarial anterior, las cuales son las siguientes: 


 


                    Probabilidad mujeres = -0.0004 x2 + 0.05241 x - 0.9255 con R² = 0.9401  


 


                    Probabilidad hombres = -0.0005 x2 + 0.0585 x - 1.1082 con R² = 0.9512 


 


 


                 Edad cónyuge hombres = 0.77 * x +8.01 con R2= 0.9401 


 


                    Edad cónyuge mujeres = 0.88 * x +9.24 con R2= 0.9514 


 


 


Para estimar la probabilidad de generar un derecho sucesorio, se determinó los casos 


de funcionarios que tienen hijos y no se encuentran casados ni en unión libre. Luego, 


se determinó la edad mínima de los hijos para valorar si estos pueden producir un 


derecho sucesorio.  En el caso de los hombres, la edad se ubica alrededor de los 57 


años y, en el caso de las mujeres, los 54 años. En el Anexo I se muestran las 


probabilidades. 


  


Gráfico # 7.3 
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Otros elementos a informar 


 


La cotización total de los trabajadores activos es de 28.77% y se aplicarán gradualmente 


los incrementos del Estado; es decir, 0.16%, 0.18% y 0.16% a partir de los años 2023, 


2026 y 2029, respectivamente. 


 


El salario base más bajo pagado por el Poder Judicial es de ¢433,800. 


 


El salario base que se utiliza para el tope es de ¢462,200. 


 


Para los efectos pertinentes, se incluye el salario escolar: 8.33%. 


 


Se incluye el 8.75% de contribución patronal a la CCSS. Para el escenario base, se 


determinó que para los jubilados y los pensionados actuales la contribución solidaria 


representa un 4.93% de la planilla.  Mediante una proyección, dicho porcentaje para los 


futuros jubilados es de 2.95%, ya que estos están sujetos al tope. Estos porcentajes 


varían en los escenarios porque el cálculo se hace de forma individual.  


 


En el análisis de datos, se descubrió que existe una gran cantidad de pagos retroactivos, 


lo cual tiene un efecto importante en los ingresos del fondo. En la metodología 


empleada, estos ingresos no fueron incluidos implícitamente en los salarios, ya que se 


tomaron los vigentes a la fecha de corte, por lo tanto, deben ser contabilizados de forma 


independiente. De forma conservadora, solamente se toman en cuenta los pagos 


retroactivos de años anteriores o los que pertenecen a exfuncionarios. El porcentaje 


empleado para el estudio es de un 1.90% de los salarios. 


 


Adicionalmente, existe un conjunto de pagos que se realiza vía judicial, el cual es 


denominado colectivas. Estos pagos están sujetos a cotización y el promedio para los 


dos últimos años ascendió a 720,476,653 colones: por lo tanto, se estima que el valor 


Gráfico # 7.5 


Cuadro # 7.3 


año Salarios retroactivos %


2020        276,316                3,230 1.17%


2020        262,536                6,210 2.37%


2019        240,206                5,039 2.10%


2018        254,978                5,263 2.06%


2017        240,536                4,868 2.02%


2016        228,156                4,222 1.85%


2015        219,997                3,881 1.76%


Total    1,722,725             32,714 1.90%


Fuente:  Planillas
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presente de este pago es de 16,010,592,299 colones. Para ello, se empleó una 


perpetuidad financiera con tasa real de 4.50%.  


 


Se observó que el monto por concepto de liquidaciones actuariales fue de 494 millones 


de colones para el 2020 y 338 millones de colones para el 2021. Para la estimación de 


este pasivo, se toma el promedio y, posteriormente, se calcula como una perpetuidad 


financiera con una tasa real de 4.50%, lo que produce un valor presente de 9,244 


millones de colones. 


 


Horizonte de proyección 


 


El horizonte de la proyección es de 100 años, esto en cumplimiento del artículo 7 del 


Reglamento.  
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Futuras generaciones 


 


Para la modelación, se empleó la información del 2017 al 2021 y se obtuvo la 


distribución por edad (se asume igual cantidad de hombres y mujeres) y salarios medios 


que se observa en el Anexo G. 


 


Hasta el 2019, la tasa de crecimiento anual de la población fue del 2,71%. Los últimos 


dos años, el proceso de contratación y de creación de programas se redujo casi en su 


totalidad.  Para efecto de modelación, se está asumiendo que la organización retomará 


los procesos de contratación. Se están presentando tres opciones de crecimiento: 


2.93%, 2.71% y 1.00%. Para esto, se montó un modelo de necesidades de contratación 


por año en el que se tomó en cuenta todo tipo de salidas (ver Anexo H). 
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Esta sección contiene los resultados de los escenarios. Se realiza una comparación 
de los resultados obtenidos en el escenario base del informe actuarial anterior; se 
incluye el análisis de pérdidas y ganancias.  Un comparativo de las poblaciones 
esperadas y efectivas.  
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VIII. RESULTADOS 
 


i. ESCENARIO BASE  


El escenario base4, de acuerdo con la normativa, es de grupo cerrado, presenta un 


déficit actuarial de 674,273 millones y la prima media general es de 67.02%. La razón 


de solvencia es de 74.26% El escenario base muestra una disminución del déficit 


gracias a las ganancias no realizadas, esto a pesar del fallo de la Sala Constitucional 


que disminuye el aporte de la Contribución Solidaria. 


 


 
4 Los derechos derivados del fallecimiento de un trabajador activo, jubilado o pensionado se muestran en el beneficio por muerte tanto en beneficios en curso, como en 


los beneficios futuros de los actuales participantes. 


Cuadro # 8.1 


Gráfico # 8.1 
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Proyecciones demográficas 
 


Activos 


 


La proyección de trabajadores activos se realizó luego de considerar todas las 


variables previamente expuestas. De acuerdo con las proyecciones, la generación 


actual desaparecerá en el año 2064, como se puede observar en el Gráfico 8.2. 


 


 


 


 


Derechos actuales  


 


De acuerdo con las proyecciones, los derechos en curso de pago se extinguirán en el 


año 2107, como se muestra en el Gráfico 8.3. 


 


 


 


  


Gráfico # 8.2 


Gráfico # 8.3 







 


  RESULTADOS  


         ESCENARIO BASE 


 


I.   INFORMACIÓN GENERAL VI.   METODOLOGÍA. 


II.  RESUMEN EJECUTIVO VII.  BASES DE DATOS Y SUPUESTOS 


III. CONTEXTO ECONÓMICO VIII. RESULTADOS 


IV. CONTEXTO DEMOGRÁFICO IX.    CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 


V.  ANÁLISIS DE LA SITUACIÓN ACTUAL X.     ANEXOS 


 


Página 71 de 128  


Proyecciones de derechos 


 


Al incorporar a la proyección los futuros pensionados de la generación actual, se 


observa un crecimiento de la cantidad de derechos de pago hasta el año 2054. El 


último derecho se pagaría hasta el 2114, como se puede observar en el Gráfico 8.4. 


 
 


 
 


 


 


Proyecciones financieras  
 


Proyección de ingresos y egresos 


 


Los ingresos son producidos por las cotizaciones y los ingresos financieros. Por su 


parte, los egresos son producidos por el pago de los derechos en curso de pago y las 


liquidaciones actuariales. De acuerdo con las proyecciones, los ingresos serán 


superiores a los egresos hasta el año 2037; posterior a esa fecha, se debe tomar 


recursos patrimoniales de la reserva para hacerle frente al pago de los derechos en 


curso de pago. 
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Comportamiento de las provisiones del régimen. 
 


La reserva presenta un comportamiento estrictamente decreciente. Bajo el escenario 


de grupo cerrado, la reserva se agotará en el 2048. En el Anexo D, se muestra el 


resultado numérico. 
 


Indicadores 
 


La razón del fondo para contingencias. 


 


La razón del fondo para contingencias corresponde a la reserva acumulada al inicio 


del año, dividido entre los egresos del año. Para el 2021, la reserva cubre 6.57 veces 


los egresos anuales que corresponden a los beneficios actuales. 
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La tasa de ingresos y la tasa de costo. 


 


Según la normativa, la tasa de ingresos corresponde a los aportes especificados por 


ley y a otros ingresos expresados, como el porcentaje de los salarios. Como se puede 


observar en el Gráfico 8.7, la tasa de ingresos es creciente hasta el año 2042. Esto se 


debe a que la masa salarial es decreciente en un escenario de población cerrada. 


Posteriormente, los ingresos caen debido al pago de las obligaciones.  


 


 


La tasa de costo, de acuerdo con la normativa, corresponde a la prima de reparto.  


Este indicador muestra los costos anuales como porcentaje de los salarios y es 


creciente debido a que el número de trabajadores activos se reduce cada año, 


mientras que el número de derechos en curso de pago aumenta, como se puede 


observar en el Gráfico 8.8. 
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Razón de Solvencia 


 


La razón de solvencia muestra la relación entre los activos y los pasivos actuariales. 


De acuerdo con lo establecido en la Política de Solvencia del Régimen, la razón de 


solvencia es tolerable pues se ubica entre un 70% y un 80%.  Uno de los principales 


elementos que incide en la razón de solvencia es el pasivo producido por los derechos 


en curso de pago. Cuando se presentan cambios importantes en los ingresos de los 


trabajadores activos, tanto los pasivos como los activos de este grupo se reducen. No 


obstante, el peso del pasivo de los derechos en curso aumenta. 
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ii. COMPARACIÓN DE LOS RESULTADOS 


 


Análisis de pérdidas y ganancias  
 


Al comparar los resultados obtenidos en el último estudio actuarial del Régimen de 


Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial con el desarrollado en este estudio, se 


puede observar cambios significativos. Las reservas muestran un crecimiento del 


14.86%. La disminución de la cantidad de trabajadores y su envejecimiento produce 


que la masa salarial no aumente significativamente. Sin embargo, el aumento del 


promedio salarial en un 3.85% produce un aumento significativo del pasivo actuarial 


del valor presente de los beneficios futuros de los participantes actuales y de las 


contribuciones asociadas a tales derechos.  
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El ingreso estimado es menor al observado, debido a un aumento de los ingresos netos 


financieros por 40,841 millones de colones. Las cotizaciones registradas son 4,122 


millones de colones más de lo estimado. El aumento de los ingresos es de 37,619 


millones de colones, como se muestra en el Cuadro 8.5. 


 


  
 


Los egresos observados muestran una diferencia de 2,565 millones de colones con 


respecto a lo proyectado. Esto se debe, principalmente, a un aumento en los casos 


por invalidez, como se puede observar en el siguiente cuadro: 
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La variación en el superávit se debe a las ganancias no realizadas por valoración de 


las inversiones. Sin embargo, se presentó un aumento del valor presente de los 


beneficios futuros debido a un aumento del salario promedio de los activos y a un 


aumento de la cantidad de los derechos por invalidez y muerte. El fallo de la Sala 


Constitucional N° 2021-11957 generó un aumento neto de más en el déficit de 8.307 


millones de colones. Otro factor que afectó los ingresos fue la disminución de la 


cantidad de trabajadores activos. 
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Comparativo de las poblaciones esperadas y efectivas 
 


La diferencia entre los trabajadores activos proyectados y los observados es de 396. 


En el caso de los derechos en curso de pago, la diferencia fue de 4 casos: 27 menos 


por vejez; 12 más por invalidez; y 4 más por sobrevivencia.  
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iii. ANÁLISIS DE SENSIBILIDAD 


Escenario optimista 
 


En este escenario, se incrementa la tasa real de acuerdo con lo indicado en el Cuadro 


7.2. Se mantienen los mismos supuestos del escenario base, en el cual el déficit 


disminuye a 480,125 millones de colones y la prima media general es de 59.78%. La 


razón de solvencia es de 79.73%.  
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Escenario pesimista 
 


 


En este escenario, se disminuye la tasa real de acuerdo con lo indicado en el Cuadro 


7.2. Se mantienen los mismos supuestos del escenario base, en el cual se produce un 


déficit de 1,235,722 millones de colones y la prima media general es de 84.21%. La 


razón de solvencia es de 63.49%. 
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iv. BENEFICIOS DEVENGADOS 


  


De acuerdo con la normativa, se debe presentar un balance actuarial con la 


metodología de beneficios devengados, la cual tiene como objetivo mostrar las 


obligaciones adquiridas por el Régimen, tanto para los derechos otorgados como para 


los trabajadores activos.  Este escenario presenta un déficit de 1,078,927 millones de 


colones y la razón de solvencia es de 48.42%. Esto indica que, a la fecha del estudio, 


el fondo solamente tenía acumulado el 48.42% de lo que debía haber acumulado para 


hacerles frente a sus compromisos devengados, de acuerdo con las normas 


internacionales financieras. En este escenario, si se distribuye el costo respectivo del 


8.75% de contribución a la CCSS, un 60% de los pasivos corresponden a los derechos 


en curso de pago y un 40%, a los derechos en formación.  


Cuadro # 8.11 


Gráfico # 8.11 


BALANCE ACTUARIAL AL 31 DE DICIEMBRE DE 2021 (Millones de Colones)


ACTIVOS PASIVOS


Reserva en curso de pago 666,435     Beneficios en curso 1,189,957       


Vejez 931,988         


Beneficios en curso 13% 142,795     Invalidez 67,544           


Solidaria 54,129       Muerte 190,425         


Participantes actuales Beneficios futuros participantes actuales 746,502         


Reserva en formación 61,460       


Vejez 570,163         


13% 88,170       Invalidez 56,206           


Muerte 108,381         


Separación 11,751           


(Superávit) Déficit 1,078,927   8,75% CCSS 155,457         


Total 2,091,916   Total 2,091,916       


Razón de solvencia 48.42%
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v. OTROS ESCENARIOS 


Escenario con población abierta crecimiento del 2.71% 


 


Este escenario replica la tasa de crecimiento observada de la población de un 2.71% 


hasta el 2019. Bajo este supuesto se alcanza un nivel de solvencia del 98.26% y el 


déficit es de 67,245 millones de colones.  
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Escenario con población abierta crecimiento del 2.93% 


 


Este escenario supone una tasa de crecimiento del 2.93% de la población.  Bajo este 


supuesto se alcanza un nivel de solvencia del 100%.  
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Escenario con población abierta crecimiento del 1% 


 


Este escenario modela un crecimiento de la población del 1%, tomando como base los 


trabajadores activos al 31 de diciembre de 2021.  Bajo este supuesto se alcanza un 


nivel de solvencia del 87.76% y el déficit es de 391,397 millones de colones.  
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Bajo los supuestos de este escenario, la reserva podría hacerles frente a los 


compromisos hasta el 2056. 
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Escenario mortalidad de inválidos diferenciada 
 


De acuerdo con la normativa, se debe emplear el Reglamento de tablas de mortalidad 


de la SUPEN en todos los casos. Esto sin tomar en cuenta si la persona ha sido 


declarada inválida o no. En este escenario, se emplea la tabla de mortalidad RP-2014 


Disabled Retiree de la Sociedad de Actuarios para modelar la mortalidad de dicho 


grupo de personas.  


 


En este escenario, el déficit baja a 662.032 millones de colones y la razón de solvencia 


baja a 74.59%, por un efecto aritmético al disminuir el pasivo actuarial.  


 


Cuadro # 8.15 


Gráfico # 8.16 


BALANCE ACTUARIAL AL 31 DE DICIEMBRE DE 2021 (Millones de Colones)


ACTIVOS PASIVOS


Reserva en curso de pago 666,435      Beneficios en curso 1,184,445       


Vejez 931,988          


Beneficios en curso 13% 142,133      Invalidez 60,258           


Solidaria 54,123       Muerte 192,199          


Participantes actuales Beneficios futuros participantes actuales 1,228,159       


Reserva en formación 61,460       


Salarios 812,131      Vejez 999,660          


13% 144,842      Invalidez 77,525           


Cotización solidaria 32,758       Muerte 129,834          


Contr. Diferida 20,117       Separación 21,139           


Contr. Futura Estado 9,729         


(Superávit) Déficit 662,032      8,75% CCSS 193,157          


Total 2,605,761   Total 2,605,761       


Razón de solvencia 74.59% Pasivo actuarial 2,605,761       


Prima 66.52% Valor presente de los salarios 2,822,840       


Prima considerando cotizaciones 53.28% Reserva Total 727,895          
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En este escenario disminuyen los pasivos por invalidez como de esperarse, pero 


aumenta el pasivo por el beneficio de muerte en un menor grado; dado que, al existir 


una mayor incidencia por muerte, la cantidad de derechos por sucesión aumentan, 


pero con un costo actuarial menor. 
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vi. VALORACIÓN CON REFORMAS PROPUESTAS 


 


De acuerdo con lo indicado en la sección Ajustes propuestos, se está proponiendo 


evaluar dos elementos: 


 


a) Reducir el porcentaje de la tasa de reemplazo del 80% al 50% en los futuros 


derechos sucesorios. 


 


b) Reconocerles un 50% de inflación a los derechos actuales en curso de pago. 


 


Estos ajustes reducen el déficit a 459,276 millones de colones y un aumento en la 


razón de solvencia que pasa a 80.61%. 


Gráfico # 8.17 
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Cuadro # 8.16 


BALANCE ACTUARIAL AL 31 DE DICIEMBRE DE 2021 (Millones de Colones)


ACTIVOS PASIVOS


Reserva en curso de pago 666,435     Beneficios en curso 1,004,258       


Vejez 798,938         


Beneficios en curso 13% 120,511     Invalidez 57,356           


Solidaria 45,572       Muerte 147,964         


Participantes actuales Beneficios futuros participantes actuales 1,188,694       


Reserva en formación 61,460       


Salarios 812,131     Vejez 999,660         


13% 140,107     Invalidez 88,503           


Cotización solidaria 33,031       Muerte 79,392           


Contr. Diferida 20,117       Separación 21,139           


Contr. Futura Estado 9,729         


(Superávit) Déficit 459,276     8,75% CCSS 175,416         


Total 2,368,368   Total 2,368,368       


Razón de solvencia 80.61% Pasivo actuarial 2,368,368       


Prima 58.11% Valor presente de los salarios 2,822,840       


Prima considerando cotizaciones 46.10% Reserva Total 727,895         
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Beneficios devengados 
 


El escenario con beneficios devengados muestra que, con estos cambios, se le puede 


hacer frente al 53.48% de los compromisos actuales. 
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Cuadro # 8.17 


BALANCE ACTUARIAL AL 31 DE DICIEMBRE DE 2021 (Millones de Colones)


ACTIVOS PASIVOS


Reserva en curso de pago 666,435     Beneficios en curso 978,204         


Vejez 798,938         


Beneficios en curso 13% 117,385     Invalidez 57,356           


Solidaria 44,398       Muerte 121,910         


Participantes actuales Beneficios futuros participantes actuales 706,121         


Reserva en formación 61,460       


Vejez 570,163         


13% 83,324       Invalidez 56,206           


Muerte 68,000           


Separación 11,751           


(Superávit) Déficit 846,416     8,75% CCSS 135,093         


Total 1,819,418   Total 1,819,418       


Razón de solvencia 53.48%
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Población Abierta 


 


Si los ajustes se integran con las nuevas incorporaciones y se asume que estas crecen 


a una tasa del 1%5, se obtiene un nivel de solvencia del 94.33% y un déficit de 166,326 


millones de colones.   


 
 
5 Solo se hace bajo este supuesto, pues la tasa de crecimiento de la población de Costa Rica es muy cercano a este valor. 
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vii. SEGUIMIENTO DE OTROS INDICADORES 
 


Para brindar seguimiento a la reforma planteada en la ley N° 9544 del 24 de abril de 


2018, se realiza una proyección del valor presente de los activos, los pasivos y 


derechos en curso de pago; con el objetivo de obtener una proyección de la razón de 


solvencia y el porcentaje cubierto de los pasivos en curso de pago.   Los indicadores 


se valoran con los tres escenarios abiertos, con la finalidad de medir que tan sensibles 


son al crecimiento de la población. En el Anexo J se detallan los valores obtenidos. 


 


 


Con una tasa de crecimiento de la población del 2.71%, el nivel de solvencia alcanza 


el 80% en el año 2044 y la cobertura del pasivo de los derechos en curso de pago se 


da en el año 2030; sin embargo, la cobertura desciende por debajo del 100% hasta el 


año 2058, como se puede observar en el Gráfico 8.20. 


 


 


 


 


En el Gráfico 8.21 se puede observar el comportamiento de los indicadores con una 


tasa de crecimiento de la población del 3.05%.   Con los supuestos de este escenario, 


el nivel de solvencia alcanza el 80% en el año 2043 y la cobertura del pasivo de los 


derechos en curso de pago se da en el año 2027; sin embargo, la cobertura desciende 


por debajo del 100% hasta el año 2058. 
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En el escenario con tasa de crecimiento de un 1% de la población, la razón de 


solvencia disminuirá levemente hasta el 2034.  Posteriormente, conforme se cancelen 


los activos actuales y, dado el costo menor de los futuros trabajadores, la razón de 


solvencia alcanzará el 80% en el 2061. 


 


El porcentaje cubierto de los derechos en curso de pago crecerá hasta alcanzar un 


97%, en el año 2032. Posteriormente, este porcentaje decrecerá hasta agotar la 


reserva en el 2060.   En este escenario, los activos serán mayores que los pasivos en 


el futuro, sin embargo, el superávit de las generaciones futuras no será suficiente para 


cubrir los pagos de los derechos actuales.  


 


Las desviaciones observadas con respecto al último estudio actuarial se deben a la 


disminución de la cantidad de trabajadores, un 6.68%. Es evidente que lo actuado en 


materia de contratación durante los últimos dos años tienen un efecto negativo en los 


resultados en el largo plazo. Adicionalmente, el proyecto en materia de empleo público 


puede generar una desviación adicional.  


 


Es difícil alcanzar tasas de crecimiento mayores al 1% en la población en el largo plazo, 


por lo que se debe considerar lo indicado en la sección previa. 
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En esta sección, se presentan las conclusiones y las recomendaciones derivadas de 
los escenarios desarrollados. En el caso de requerirse y de poder hacerse, se 
presentarán medidas para restablecer o preservar el equilibrio actuarial del Régimen. 
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IX. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES  


 
viii. CONCLUSIONES 


a) El escenario base, el cual corresponde a lo que la normativa establece con 


población cerrada, tiene una razón de solvencia del 74.26% y se requeriría una 


prima sobre salarios de 67.02%, lo que produce un déficit de 674,273 millones de 


colones.  De acuerdo con lo establecido en la Política de Solvencia del Régimen, la 


razón de solvencia es tolerable pues se ubica entre un 70% y un 80%.   


 


b) Para el año 2021, el déficit disminuyó debido a un aumento de las ganancias no 


realizadas en la cartera de inversiones. Se observó una disminución significativa de 


funcionarios y un aumento en el salario promedio de los funcionarios activos, 


situación que provoca un aumento de los pasivos de este grupo. Otro aspecto que 


se dio en el 2021, fue un aumento de los casos de defunción y de invalidez, los 


cuales deben estar asociados al efecto de la pandemia.  


 


c) Es necesario obtener tasas de crecimiento de los trabajadores cercanas o 


superiores al 2.93% para alcanzar una razón de solvencia del 100%. El escenario 


con población abierta y la tasa de crecimiento del 1% de la población reducen el 


déficit a 391,397 millones de colones y se alcanza una razón de solvencia de 


87.76%. 


 


d) El escenario optimista, muestra un déficit de 480,125 millones de colones, una 


razón de solvencia de 79.73% y una prima media de 59.78% de los salarios. 


 


e) El escenario pesimista muestra un déficit de 1,235,722 millones de colones, una 


razón de solvencia de 63.49%y una prima media de 84.21% de los salarios.  
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f) Bajo los supuestos empleados, el escenario de beneficios devengados presenta un 


déficit actuarial de 1,078,927 millones de colones y una razón de solvencia del 


48.42%. Dos tercios de los pasivos de los compromisos actuales corresponden a 


los derechos en curso de pago y un tercio a los derechos en formación. 
 


g) Si bien el déficit disminuyó en el escenario cerrado, la reducción de la población 


no permite cerrar la brecha existente en el déficit largo plazo. Por esto, es necesario 


que se tomen medidas que solo pueden llevarse a cabo mediante reforma legal, de 


acuerdo con el fallo de la Sala Constitucional de mayo de 2021. 


 


ix. RECOMENDACIONES 


 


 


a) Se recomienda valorar reformas que permitan disminuir el pasivo generado por los 


beneficios en curso de pago, pues el gran peso de la reforma lo llevan los 


trabajadores activos.  


 


Debido a que tales ajustes son reserva de ley, es necesario plantear un proyecto 


en ese sentido. Se sugiere, de nuevo, valorar los siguientes elementos  indicados 


en el escenario de la página #88, los cuales permitirán alcanzar un nivel de 


solvencia aceptable:  


 


i. Reducir el porcentaje de la tasa de reemplazo del 80% al 50% en los futuros 


derechos sucesorios. 


 


ii. Reconocerles un 50% de inflación a los derechos en curso de pago. 
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En esta sección se muestran los elementos referenciados en el estudio. 
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X. ANEXOS 
 


A. TABLA DE INVALIDEZ 
 


HOMBRES  MUJERES 


Edad Probabilidad Edad Probabilidad   Edad Probabilidad Edad Probabilidad 


18 0.00056% 40 0.06984%  18 0.00039% 40 0.06258% 


19 0.00078% 41 0.08106%  19 0.00055% 41 0.07323% 


20 0.00107% 42 0.09374%  20 0.00076% 42 0.08536% 


21 0.00143% 43 0.10804%  21 0.00104% 43 0.09915% 


22 0.00189% 44 0.12412%  22 0.00139% 44 0.11477% 


23 0.00248% 45 0.14214%  23 0.00185% 45 0.13241% 


24 0.00320% 46 0.16230%  24 0.00243% 46 0.15229% 


25 0.00410% 47 0.18479%  25 0.00314% 47 0.17462% 


26 0.00519% 48 0.20982%  26 0.00404% 48 0.19966% 


27 0.00652% 49 0.23761%  27 0.00513% 49 0.22765% 


28 0.00812% 50 0.26842%  28 0.00647% 50 0.25888% 


29 0.01003% 51 0.30248%  29 0.00809% 51 0.29365% 


30 0.01231% 52 0.34008%  30 0.01003% 52 0.33227% 


31 0.01500% 53 0.38150%  31 0.01236% 53 0.37508% 


32 0.01817% 54 0.42705%  32 0.01513% 54 0.42246% 


33 0.02188% 55 0.47704%  33 0.01840% 55 0.47478% 


34 0.02620% 56 0.53183%  34 0.02225% 56 0.53246% 


35 0.03120% 57 0.59177%  35 0.02676% 57 0.59593% 


36 0.03698% 58 0.65724%  36 0.03201% 58 0.66567% 


37 0.04363% 59 0.72865%  37 0.03811% 59 0.74216% 


38 0.05125% 60 o más 0.80641%  38 0.04515% 60 o más 0.82594% 


39 0.05994%      39 0.05327%     
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B. ESCALA SALARIAL 


 
Escala Salarial 


Edad  Escala  Edad  Escala  


18 1.00 40 1.70 


19 1.00 41 1.73 


20 1.04 42 1.75 


21 1.08 43 1.77 


22 1.13 44 1.79 


23 1.17 45 1.81 


24 1.21 46 1.83 


25 1.24 47 1.84 


26 1.28 48 1.86 


27 1.32 49 1.87 


28 1.35 50 1.89 


29 1.39 51 1.90 


30 1.42 52 1.91 


31 1.45 53 1.92 


32 1.49 54 1.93 


33 1.52 55 1.94 


34 1.55 56 1.95 


35 1.58 57 1.96 


36 1.60 58 1.96 


37 1.63 59 1.97 


38 1.66 60 1.97 


39 1.68     
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C. DENSIDAD DE COTIZACIÓN 


 


Densidad de cotización  


Edad  Densidad  Edad  Densidad  


18                0.82  42                0.99  


19                0.86  43                0.99  


20                0.89  44                0.99  


21                0.91  45                0.99  


22                0.93  46                0.99  


23                0.94  47                0.99  


24                0.96  48                0.99  


25                0.97  49                0.99  


26                0.98  50                0.99  


27                0.98  51                0.99  


28                0.99  52                0.99  


29                0.99  53                0.99  


30                0.99  54                0.99  


31                0.99  55                0.98  


32                1.00  56                0.98  


33                1.00  57                0.98  


34                1.00  58                0.98  


35                1.00  59                0.98  


36                1.00  60                0.98  


37                1.00  61                0.97  


38                0.99  62                0.97  


39                0.99  63                0.97  


40                0.99  64                0.98  


41                0.99  65                0.98  
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D. MORTALIDAD DE INVALIDOS 
 


 
 


TABLA DE MORTALIDAD DE INVALIDOS 


RP-2014 


Edad Hombres Mujeres Edad Hombres Mujeres 


18         0.00574          0.00216  70         0.01677          0.02820  


19         0.00646          0.00223  71         0.01836          0.03028  


20         0.00711          0.00223  72         0.02014          0.03259  


21         0.00786          0.00223  73         0.02213          0.03515  


22         0.00855          0.00223  74         0.02435          0.03796  


23         0.00891          0.00229  75         0.02683          0.04105  


24         0.00904          0.00233  76         0.02961          0.04441  


25         0.00848          0.00238  77         0.03274          0.04808  


26         0.00809          0.00247  78         0.03626          0.05206  


27         0.00786          0.00258  79         0.04023          0.05637  


28         0.00778          0.00270  80         0.04472          0.06104  


29         0.00781          0.00284  81         0.08256          0.06607  


30         0.00792          0.00300  82         0.08914          0.07151  


31         0.00811          0.00318  83         0.09641          0.07736  


32         0.00835          0.00336  84         0.10444          0.08365  


33         0.00862          0.00355  85         0.11330          0.09042  


34         0.00890          0.00375  86         0.12308          0.09769  


35         0.00916          0.00394  87         0.13385          0.10551  


36         0.00939          0.00413  88         0.14570          0.11391  


37         0.00965          0.00438  89         0.15871          0.12294  


38         0.00998          0.00467  90         0.17301          0.13265  


39         0.01042          0.00503  91         0.18746          0.14342  







 


  ANEXOS  


         MORTALIDAD DE INVALIDOS 


 


I.   INFORMACIÓN GENERAL VI.   METODOLOGÍA. 


II.  RESUMEN EJECUTIVO VII.  BASES DE DATOS Y SUPUESTOS 


III. CONTEXTO ECONÓMICO VIII. RESULTADOS 


IV. CONTEXTO DEMOGRÁFICO IX.    CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 


V.  ANÁLISIS DE LA SITUACIÓN ACTUAL X.     ANEXOS 


 


Página 101 de 128  


40         0.01100          0.00545  92         0.20210          0.15519  


41         0.01175          0.00596  93         0.21692          0.16789  


42         0.01270          0.00657  94         0.23194          0.18147  


43         0.01389          0.00729  95         0.24717          0.19588  


44         0.01534          0.00811  96         0.26261          0.21105  


45         0.01704          0.00905  97         0.27828          0.22692  


46         0.01774          0.00964  98         0.29418          0.24344  


47         0.01843          0.01022  99         0.31032          0.26055  


48         0.01910          0.01079  100         0.32672          0.27819  


49         0.01976          0.01135  101         0.34338          0.29630  


50         0.00406          0.01191  102         0.36031          0.31482  


51         0.00438          0.01245  103         0.37752          0.33369  


52         0.00471          0.01298  104         0.39503          0.35287  


53         0.00504          0.01349  105         0.41283          0.37227  


54         0.00538          0.01399  106         0.43095          0.39186  


55         0.00574          0.01448  107         0.44823          0.41085  


56         0.00610          0.01496  108         0.46459          0.42911  


57         0.00648          0.01544  109         0.47999          0.44654  


58         0.00688          0.01593  110         0.49438          0.46306  


59         0.00731          0.01645  111         0.50000          0.47860  


60         0.00777          0.01700  112         0.50000          0.49314  


61         0.00828          0.01760  113         0.50000          0.50000  


62         0.00885          0.01827  114         0.50000          0.50000  


63         0.00949          0.01903  115         0.50000          0.50000  


64         0.01021          0.01988  116         0.50000          0.50000  


65         0.01101          0.02086  117         0.50000          0.50000  


66         0.01192          0.02198  118         0.50000          0.50000  


67         0.01293          0.02325  119         0.50000          0.50000  
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68         0.01407          0.02470  120         1.00000          1.00000  


69         0.01534          0.02635        
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E. DISTRIBUCIÓN DE ACTIVOS Y DERECHOS 


Activos 


 


Edad Cantidad 
 Salario 
Promedio  


Cantidad 
 Salario 
Promedio  


19     1 628,198 


20 5 498,897 3 659,413 


21 9 520,953 6 495,961 


22 18 594,520 20 528,021 


23 28 641,827 45 571,987 


24 49 651,908 49 660,872 


25 83 688,073 74 600,269 


26 72 709,634 93 692,704 


27 101 793,597 143 737,403 


28 156 829,190 155 819,789 


29 179 1,053,612 167 817,777 


30 199 969,436 193 1,036,126 


31 225 1,048,232 217 1,025,690 


32 281 1,183,800 259 1,171,671 


33 253 1,205,667 254 1,240,038 


34 274 1,213,567 266 1,362,615 


35 326 1,315,025 243 1,397,971 


36 286 1,324,069 275 1,463,422 


37 275 1,350,206 261 1,396,211 


38 264 1,440,289 244 1,609,861 


39 253 1,476,945 227 1,673,045 


40 214 1,447,993 194 1,735,357 


41 254 1,675,272 213 1,802,403 
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42 234 1,663,526 212 1,742,577 


43 224 1,709,610 221 1,887,148 


44 223 1,837,913 233 1,938,658 


45 202 1,975,477 196 1,998,618 


46 180 1,821,310 191 1,980,777 


47 175 2,012,703 165 2,131,139 


48 172 1,901,551 169 2,200,951 


49 149 2,037,069 167 2,239,192 


50 137 2,104,471 155 2,162,170 


51 134 2,201,815 130 1,877,040 


52 110 2,056,216 121 2,004,203 


53 136 2,007,533 116 2,201,002 


54 134 2,166,972 98 2,032,485 


55 81 1,878,758 89 2,205,770 


56 94 1,782,508 73 2,164,385 


57 81 1,950,563 76 2,191,656 


58 80 1,813,891 69 2,083,640 


59 68 1,915,921 59 2,076,029 


60 52 2,022,133 27 2,018,424 


61 55 1,738,050 36 1,736,260 


62 22 1,346,277 18 1,954,017 


63 8 2,456,775 7 1,469,712 


64 2 1,656,792 1 3,415,324 


65 2 733,281 2 1,777,360 


66 1 3,119,343 1 2,940,067 


67 2 862,936 1 926,254 


68 1 8,590,523 1 4,764,098 
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69 1 3,951,195     


71     1 8,705,375 


72 1 9,031,152 1 972,392 


73 1 7,417,175     


79 2 9,239,524     
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Derechos en curso de pago 


 
INVALIDEZ 


  Hombres Mujeres 


Edad  Cantidad   Salario Promedio   Cantidad   Salario Promedio  


38     1         324,213.66  


39     1         278,565.50  


40     1         274,727.32  


41 1           432,016.12  1         291,397.97  


42 2           385,774.41  1         333,053.02  


43     1         692,695.39  


44 1           451,991.29  1         320,517.27  


45     1         359,813.56  


46     1         388,196.07  


47 1           341,375.41  3      1,142,182.49  


48 1        1,269,560.82  3      1,162,650.59  


49 3           547,674.62  3         723,804.77  


50 3           649,313.01  4         529,940.13  


51 6        1,015,576.19  2         752,516.37  


52 5           757,496.46  6      1,074,210.34  


53 14        1,166,423.14  5         688,855.25  


54 11        1,125,535.13  3      1,061,482.65  


55 7           671,966.11  7         503,735.18  


56 14           861,175.16  12         812,885.03  


57 8           986,618.80  9         975,659.56  


58 11           971,949.84  9         742,965.20  


59 12           837,052.88  8         874,626.50  
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60 10        1,057,360.04  10         910,407.38  


61 15           862,360.54  12      1,079,731.01  


62 8           801,012.19  12         764,823.77  


63 12           971,926.65  15         638,630.03  


64 9        1,165,408.35  10         979,046.03  


65 12        1,200,586.14  15         626,218.38  


66 14        1,155,907.28  7         926,615.81  


67 3           693,944.96  5      1,278,672.15  


68 10        1,260,973.77  4         796,479.51  


69 5           947,589.60  7         919,857.38  


70 6           878,881.18  3      1,285,794.03  


71 3           614,231.27  3      1,257,844.65  


72 3           609,512.98  3         436,955.39  


73 5           965,839.84  2         471,498.06  


74 4           778,051.30      


75 2           490,555.04  2         529,968.66  


76 1        1,569,604.19      


78 1           440,608.22  1         412,784.99  


82     1      1,470,563.25  


99 1           409,498.55      
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VEJEZ 


  Hombres Mujeres 


Edad  Cantidad   Salario Promedio   Cantidad   Salario Promedio  


49 7        1,553,287.93  1        1,023,858.38  


50 9        2,333,300.95  11        2,138,005.01  


51 26        2,028,864.22  6        1,564,288.06  


52 33        2,447,036.86  17        1,718,152.02  


53 55        2,719,208.23  30        2,203,519.96  


54 52        2,328,609.10  21        2,083,593.02  


55 58        2,489,136.97  18        2,455,235.68  


56 78        2,505,521.16  42        2,561,134.64  


57 85        2,451,474.56  46        2,468,931.76  


58 77        2,376,417.69  55        2,570,612.58  


59 84        2,254,985.61  54        2,356,180.90  


60 83        2,182,649.19  60        2,140,023.47  


61 118        2,000,685.10  66        1,948,647.53  


62 100        1,717,277.20  65        2,344,265.17  


63 115        1,942,996.05  58        2,087,892.22  


64 108        1,936,250.33  53        2,040,622.28  


65 94        1,680,575.79  61        1,854,519.23  


66 93        1,834,160.83  50        1,979,936.14  


67 80        1,710,265.36  43        2,235,856.28  


68 74        1,792,025.18  28        1,779,890.48  


69 71        1,391,868.44  29        1,608,812.03  


70 53        1,756,873.44  32        1,434,282.61  


71 57        1,248,049.90  18        1,367,852.51  


72 48        1,215,690.39  17           995,808.37  
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73 41        1,028,403.85  22        1,127,457.32  


74 45        1,592,151.16  16        1,273,288.01  


75 41        1,266,230.13  10        1,097,519.04  


76 30        1,414,234.66  13           748,533.15  


77 32           958,802.43  6        1,337,114.82  


78 28        1,108,448.40  10        1,342,853.11  


79 30        1,231,924.29  8           920,653.43  


80 11           758,477.06  7        1,079,122.94  


81 22           820,411.04  4        1,009,340.02  


82 21           961,422.57  5        1,199,296.29  


83 18           728,269.88  4           472,903.71  


84 18        1,356,109.10  7        1,251,453.60  


85 15        1,074,289.94  3           608,501.74  


86 9           786,730.06  1        1,362,772.96  


87 10           757,100.81  1           617,478.13  


88 15           843,455.70  3           617,887.00  


89 9           652,464.16  1           689,451.55  


90 8           678,912.31  1           419,144.00  


91 5        1,610,905.05  1           528,762.34  


92 5           601,486.57      


93 4           763,975.41  3           779,801.10  


94 3           920,054.63  1           604,951.12  


96     1           523,008.43  


97 1           564,815.85      


101 1           578,158.01      


 
VEJEZ 
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  Hombres Mujeres 


Edad  Cantidad   Salario Promedio   Cantidad   Salario Promedio  


8     3          352,480.45  


10 2          313,769.72  1          678,109.56  


11     1            58,840.13  


12 1          187,293.78  1          609,987.00  


13 4          335,673.80  1            89,894.59  


14 2          453,960.49  2          221,087.38  


15     3          184,090.40  


16 3          324,403.45  3          244,970.82  


17     5          173,621.42  


18     3          328,443.13  


19 2          110,043.31  1          351,241.63  


20 4          155,158.05  4          228,080.73  


21 4          221,687.31  4          308,897.09  


22 5          527,774.53  3          129,042.13  


23 7          250,805.11  6          416,427.35  


24 4          199,214.13  5          376,061.65  


25 4          344,530.44  4          406,579.61  


26 1            95,454.65  2          339,474.33  


27 1          126,004.45  1            86,560.13  


28 3          313,488.74      


30 1          246,547.65  4          162,721.42  


31 1            41,899.46  2          154,791.35  


32 2          338,081.11  2          259,335.18  


33     4          388,328.22  


34 2          330,586.20      
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35     3          462,825.39  


36 2          310,216.12  4          292,194.15  


37 1          467,884.55  2          675,460.17  


38     6          471,156.73  


39     1        2,142,627.32  


41     3          733,711.23  


42     2        2,348,018.18  


43 2       1,127,742.32  5          404,158.36  


44 1          360,471.29  7          573,375.48  


45     4        1,722,095.88  


46     8          544,756.59  


47     7          402,542.26  


48     5          531,026.14  


49     12          647,973.90  


50     5        1,475,644.91  


51 3          863,363.94  6        1,204,377.57  


52 2          924,676.24  7          833,321.85  


53 2          801,726.24  3          904,582.97  


54     6          489,638.84  


55 2          409,847.38  6          622,770.30  


56 1          356,891.25  18          758,854.25  


57     4          469,901.85  


58     7        1,005,071.37  


59 1          160,512.63  7          910,587.62  


60 2          386,164.65  15        1,249,828.35  


61     14        1,331,746.58  


62     16          815,331.09  
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63 2          393,111.53  12        1,040,575.94  


64 2       1,346,609.26  20        1,113,453.89  


65 3       1,274,590.97  10          734,567.12  


66 1       2,890,535.47  13          923,308.10  


67 3          641,277.67  16          740,203.57  


68 2          531,069.10  16        1,092,920.75  


69 3          431,670.66  7          705,247.56  


70 2          461,998.91  10        1,232,926.50  


71 1          425,736.90  12          825,234.08  


72     17          801,889.50  


73 1          284,900.12  16          718,119.32  


74 2          662,966.99  10        1,806,021.51  


75 1            70,856.61  14        1,168,204.60  


76     14          819,036.37  


77 2          518,752.51  19          707,081.61  


78     14        1,101,493.57  


79 1       1,949,142.12  14          822,174.05  


80     22          890,534.25  


81 3          490,324.28  21          644,925.91  


82 1          442,520.17  13          618,133.07  


83 3          335,677.93  10          504,503.46  


84 1          171,041.16  15          646,032.81  


85     10        1,209,052.10  


86 1          566,043.31  14          739,501.49  


87     15          669,639.15  


88 1          282,471.42  12          680,213.68  


89     14          558,832.26  
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90     4        1,480,500.09  


91     12          597,784.61  


92 2          699,490.33  12          681,919.33  


93     4          795,813.51  


94 1          805,822.65  3          706,202.86  


95     4        1,847,440.50  


96     6        1,652,080.46  


97     5          881,281.58  


98     5        1,271,627.99  


99     1          994,276.09  


100     1        4,268,232.28  


102     2        1,514,316.51  


 


 
F. PROYECCIÓN DE LA RESERVA 2021-2050 


 


 
  2022 2023 2024 2025 2026 2027 2028 2029 2030 2031 


(+) Reserva al inicio del año 
         


727,895  
         


785,731  
         


847,627  
         


914,951  
         


986,624  
      


1,061,494  
      


1,139,484  
      


1,218,632  
      


1,298,208  
      


1,376,798  


(+) Cotizaciones activos 
           


75,941  
           


77,024  
           


79,190  
           


80,636  
           


82,057  
           


84,379  
           


85,646  
           


86,865  
           


88,812  
           


89,775  


(+) Cotizaciones derechos 
           


14,258  
           


14,593  
           


14,932  
           


15,273  
           


15,619  
           


15,960  
           


16,295  
           


16,619  
           


16,942  
           


17,255  


(+) Ingresos financieros 
           


63,399  
           


69,525  
           


75,885  
           


82,289  
           


88,534  
           


95,038  
         


101,640  
         


108,277  
         


114,183  
         


119,744  


(-) Pago de derechos por vejez 
           


74,508  
           


76,797  
           


78,906  
           


81,265  
           


84,380  
           


88,522  
           


93,457  
           


98,943  
         


105,558  
         


112,995  


(-) Pago de derechos por invalidez 
              


5,229  
              


5,603  
              


6,030  
              


6,511  
              


7,044  
              


7,624  
              


8,255  
              


8,939  
              


9,671  
           


10,450  


(-) Pago de derechos por sucesión 
              


8,412  
              


8,956  
              


9,583  
           


10,282  
           


11,071  
           


11,925  
           


12,859  
           


13,843  
           


14,953  
           


16,163  
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(-) Pago 8.75% CCSS 
              


7,120  
              


7,379  
              


7,634  
              


7,920  
              


8,278  
              


8,729  
              


9,254  
              


9,832  
           


10,515  
           


11,276  


(-) Pago de separaciones 
                 


494  
                 


511  
                 


529  
                 


548  
                 


567  
                 


587  
                 


607  
                 


629  
                 


651  
                 


673  


Reserva al final del año 
      


785,731  
      


847,627  
      


914,951  
      


986,624  
   


1,061,494  
   


1,139,484  
   


1,218,632  
   


1,298,208  
   


1,376,798  
   


1,452,015  


           
  2032 2033 2034 2035 2036 2037 2038 2039 2040 2041 


(+) Reserva al inicio del año 
      


1,452,015  
      


1,522,710  
      


1,586,828  
      


1,641,700  
      


1,685,124  
      


1,715,079  
      


1,729,663  
      


1,726,819  
      


1,703,588  
      


1,657,149  


(+) Cotizaciones activos 
           


90,706  
           


91,475  
           


92,007  
           


92,391  
           


92,642  
           


92,785  
           


92,821  
           


92,613  
           


92,392  
           


92,103  


(+) Cotizaciones derechos 
           


17,552  
           


17,835  
           


18,099  
           


18,336  
           


18,550  
           


18,730  
           


18,878  
           


18,987  
           


19,052  
           


19,095  


(+) Ingresos financieros 
         


124,870  
         


129,401  
         


133,131  
         


135,893  
         


137,536  
         


137,925  
         


136,919  
         


134,306  
         


130,101  
         


119,111  


(-) Pago de derechos por vejez 
         


120,904  
         


129,843  
         


140,126  
         


151,274  
         


162,943  
         


174,963  
         


187,298  
         


200,501  
         


214,612  
         


229,812  


(-) Pago de derechos por invalidez 
           


11,281  
           


12,153  
           


13,054  
           


13,982  
           


14,939  
           


15,922  
           


16,928  
           


17,942  
           


19,000  
           


20,087  


(-) Pago de derechos por sucesión 
           


17,465  
           


18,881  
           


20,418  
           


22,039  
           


23,801  
           


25,656  
           


27,650  
           


29,761  
           


32,002  
           


34,396  


(-) Pago 8.75% CCSS 
           


12,087  
           


12,994  
           


14,021  
           


15,128  
           


16,290  
           


17,490  
           


18,728  
           


20,047  
           


21,453  
           


22,962  


(-) Pago de separaciones 
                 


697  
                 


721  
                 


746  
                 


773  
                 


800  
                 


828  
                 


857  
                 


887  
                 


918  
                 


950  


Reserva al final del año 
   


1,522,710  
   


1,586,828  
   


1,641,700  
   


1,685,124  
   


1,715,079  
   


1,729,663  
   


1,726,819  
   


1,703,588  
   


1,657,149  
   


1,579,250  


           
  2042 2043 2044 2045 2046 2047 2048 2049 2050 2051 


(+) Reserva al inicio del año 
      


1,579,250  
      


1,472,916  
      


1,334,537  
      


1,161,221  
         


946,070  
         


685,466  
         


376,533  
           


14,857  
-        


404,115  
-        


884,380  


(+) Cotizaciones activos 
           


91,730  
           


91,097  
           


90,362  
           


88,911  
           


87,376  
           


85,909  
           


84,285  
           


82,527  
           


80,774  
           


79,199  


(+) Cotizaciones derechos 
           


19,060  
           


18,970  
           


18,824  
           


18,619  
           


18,353  
           


18,025  
           


17,636  
           


17,185  
           


16,675  
           


16,111  


(+) Ingresos financieros 
         


111,091  
         


100,654  
           


87,582  
           


71,355  
           


51,700  
           


28,399  
              


1,121  
-          


30,479  
-          


66,702  
-        


107,793  


(-) Pago de derechos por vejez 
         


244,220  
         


259,504  
         


274,883  
         


293,050  
         


311,264  
         


328,770  
         


346,487  
         


364,268  
         


381,465  
         


397,304  


(-) Pago de derechos por invalidez 
           


21,160  
           


22,225  
           


23,281  
           


24,272  
           


25,219  
           


26,118  
           


26,942  
           


27,678  
           


28,325  
           


28,883  
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(-) Pago de derechos por sucesión 
           


36,876  
           


39,467  
           


42,179  
           


44,995  
           


47,914  
           


50,929  
           


54,040  
           


57,231  
           


60,495  
           


63,830  


(-) Pago 8.75% CCSS 
           


24,413  
           


25,943  
           


27,489  
           


29,264  
           


31,047  
           


32,778  
           


34,526  
           


36,280  
           


37,985  
           


39,578  


(-) Pago de separaciones 
              


1,546  
              


1,962  
              


2,252  
              


2,455  
              


2,587  
              


2,672  
              


2,723  
              


2,748  
              


2,742  
              


2,733  


Reserva al final del año 
   


1,472,916  
   


1,334,537  
   


1,161,221  
      


946,070  
      


685,466  
      


376,533  
        


14,857  
-     


404,115  
-     


884,380  
-  


1,429,191  
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G. DISTRIBUCIÓN DE NUEVOS INGRESOS 


 


Edad 
Distribución 


de Ingreso 


Salario 


de 


Ingreso 


Edad 
Distribución 


de Ingreso 


Salario 


de 


Ingreso 


18 2.21% 590,135 39 1.04% 1,024,831 


19 4.30% 599,852 40 0.91% 974,266 


20 4.63% 608,053 41 1.17% 1,143,195 


21 4.69% 593,927 42 0.46% 702,631 


22 8.08% 639,368 43 0.46% 1,162,497 


23 6.32% 688,367 44 0.13% 1,442,369 


24 7.30% 809,664 45 0.20% 1,252,648 


25 7.04% 740,089 46 0.13% 1,584,653 


26 8.08% 889,528 47 0.20% 1,448,669 


27 7.17% 1,012,179 48 0.20% 2,647,878 


28 5.67% 944,400 49 0.07% 675,372 


29 5.41% 931,638 50 0.13% 1,731,700 


30 4.10% 1,003,651 51 0.20% 3,110,833 


31 3.65% 919,630 52 0.26% 2,802,438 


32 3.32% 1,113,449 53 0.26% 1,204,430 


33 2.74% 1,074,407 54 0.13% 1,677,088 


34 2.15% 966,642 55 0.07% 656,744 


35 2.28% 921,225 56 0.07% 577,184 


36 1.11% 1,098,946 57 0.07% 8,054,863 


37 2.35% 1,182,219 58 0.07% 2,411,245 


38 1.24% 883,103       
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H. NECESIDADES DE CONTRATACION 2022-2101 


Tasa del 1%  Tasa del 2.17%  Tasa del 2.93% 


Año contrataciones Año  contrataciones   Año contrataciones Año  contrataciones   Año contrataciones Año  contrataciones  


2022 161 2062 1720  2022 435 2062 4347  2022 471 2062 4873 


2023 880 2063 1720  2023 1221 2063 4451  2023 1265 2063 5003 


2024 725 2064 1727  2024 1011 2064 4566  2024 1050 2064 5143 


2025 818 2065 1740  2025 1216 2065 4691  2025 1269 2065 5296 


2026 850 2066 1758  2026 1281 2066 4825  2026 1340 2066 5459 


2027 916 2067 1782  2027 1395 2067 4969  2027 1461 2067 5633 


2028 980 2068 1807  2028 1503 2068 5118  2028 1576 2068 5814 


2029 1044 2069 1836  2029 1611 2069 5275  2029 1691 2069 6003 


2030 1101 2070 1867  2030 1711 2070 5436  2030 1799 2070 6198 


2031 1172 2071 1898  2031 1827 2071 5602  2031 1922 2071 6399 


2032 1228 2072 1929  2032 1927 2072 5770  2032 2029 2072 6603 


2033 1263 2073 1958  2033 2006 2073 5941  2033 2116 2073 6812 


2034 1316 2074 1989  2034 2103 2074 6118  2034 2222 2074 7028 


2035 1382 2075 2021  2035 2214 2075 6298  2035 2341 2075 7249 


2036 1423 2076 2052  2036 2301 2076 6483  2036 2436 2076 7476 


2037 1468 2077 2084  2037 2393 2077 6673  2037 2537 2077 7709 


2038 1501 2078 2116  2038 2473 2078 6866  2038 2626 2078 7948 


2039 1535 2079 2148  2039 2555 2079 7064  2039 2718 2079 8192 


2040 1579 2080 2179  2040 2649 2080 7267  2040 2822 2080 8444 


2041 1602 2081 2210  2041 2723 2081 7474  2041 2905 2081 8701 


2042 1645 2082 2241  2042 2817 2082 7685  2042 3010 2082 8965 


2043 1654 2083 2272  2043 2880 2083 7902  2043 3084 2083 9236 


2044 1706 2084 2303  2044 2987 2084 8123  2044 3202 2084 9514 
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2045 1736 2085 2333  2045 3074 2085 8350  2045 3301 2085 9799 


2046 1851 2086 2364  2046 3246 2086 8582  2046 3485 2086 10091 


2047 1863 2087 2393  2047 3318 2087 8819  2047 3570 2087 10392 


2048 1875 2088 2422  2048 3391 2088 9062  2048 3657 2088 10699 


2049 1904 2089 2451  2049 3483 2089 9310  2049 3762 2089 11015 


2050 1927 2090 2479  2050 3571 2090 9564  2050 3866 2090 11339 


2051 1944 2091 2506  2051 3656 2091 9823  2051 3965 2091 11672 


2052 1939 2092 2533  2052 3720 2092 10089  2052 4045 2092 12012 


2053 1936 2093 2558  2053 3788 2093 10360  2053 4129 2093 12362 


2054 1915 2094 2582  2054 3841 2094 10637  2054 4200 2094 12720 


2055 1894 2095 2605  2055 3897 2095 10920  2055 4274 2095 13087 


2056 1869 2096 2627  2056 3951 2096 11210  2056 4346 2096 13464 


2057 1832 2097 2648  2057 3996 2097 11507  2057 4411 2097 13851 


2058 1792 2098 2669  2058 4042 2098 11811  2058 4477 2098 14249 


2059 1759 2099 2689  2059 4098 2099 12122  2059 4554 2099 14658 


2060 1745 2100 2708  2060 4176 2100 12442  2060 4654 2100 15078 


2061 1728 2101 2728  2061 4255 2101 12770  2061 4757 2101 15511 
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I. PROBABILIDAD DE GENERAR DERECHO SUCESORIO 


 


 
 


Probabilidad generar derecho hombres 


Edad  probabilidad  Edad  probabilidad  


18                     -    60                 0.67  


19                     -    61                 0.67  


20                     -    62                 0.67  


21                     -    63                 0.67  


22                 0.02  64                 0.67  


23                 0.04  65                 0.66  


24                 0.07  66                 0.66  


25                 0.12  67                 0.65  


26                 0.17  68                 0.65  


27                 0.22  69                 0.64  


28                 0.27  70                 0.63  


29                 0.31  71                 0.62  


30                 0.36  72                 0.61  


31                 0.40  73                 0.60  


32                 0.44  74                 0.59  


33                 0.47  75                 0.57  


34                 0.51  76                 0.56  


35                 0.54  77                 0.54  


36                 0.58  78                 0.53  


37                 0.61  79                 0.51  


38                 0.63  80                 0.49  


39                 0.66  81                 0.47  
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40                 0.69  82                 0.45  


41                 0.71  83                 0.43  


42                 0.73  84                 0.41  


43                 0.75  85                 0.39  


44                 0.77  86                 0.36  


45                 0.78  87                 0.34  


46                 0.79  88                 0.31  


47                 0.81  89                 0.29  


48                 0.82  90                 0.26  


49                 0.82  91                 0.23  


50                 0.83  92                 0.20  


51                 0.83  93                 0.17  


52                 0.84  94                 0.14  


53                 0.84  95                 0.11  


54                 0.84  96                 0.07  


55                 0.83  97                 0.04  


56                 0.83  98                 0.00  


57                 0.66  99                     -    


58                 0.67  100                     -    


59                 0.67      
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Probabilidad generar derecho hombres 


Edad  probabilidad  Edad  probabilidad  


18                     -    60                 0.48  


19                     -    61                 0.47  


20                 0.00  62                 0.47  


21                 0.02  63                 0.46  


22                 0.04  64                 0.45  


23                 0.08  65                 0.44  


24                 0.13  66                 0.43  


25                 0.17  67                 0.42  


26                 0.21  68                 0.40  


27                 0.26  69                 0.39  


28                 0.30  70                 0.38  


29                 0.34  71                 0.36  


30                 0.37  72                 0.34  


31                 0.41  73                 0.33  


32                 0.45  74                 0.31  


33                 0.48  75                 0.29  


34                 0.51  76                 0.27  


35                 0.54  77                 0.25  


36                 0.57  78                 0.22  


37                 0.60  79                 0.20  


38                 0.62  80                 0.17  


39                 0.65  81                 0.15  


40                 0.67  82                 0.12  


41                 0.69  83                 0.10  


42                 0.71  84                 0.07  


43                 0.73  85                 0.04  


44                 0.75  86                 0.01  
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45                 0.77  87                     -    


46                 0.78  88                     -    


47                 0.79  89                     -    


48                 0.80  90                     -    


49                 0.81  91                     -    


50                 0.82  92                     -    


51                 0.83  93                     -    


52                 0.84  94                     -    


53                 0.84  95                     -    


54                 0.50  96                     -    


55                 0.50  97                     -    


56                 0.49  98                     -    


57                 0.49  99                     -    


58                 0.49  100                     -    


59                 0.48      
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J. PROYECCIÓN DE ACTIVOS Y PASIVOS  


 


Tasa de crecimiento del 2.71% 
 
  2022 2023 2024 2025 2026 2027 2028 2029 2030 2031 


Pasivo               2,624,329                2,639,203                2,653,334                2,671,546                2,691,676                2,713,735                2,737,346                2,762,480                2,788,551                2,815,650  


Activos               1,930,280                1,931,961                1,930,853                1,935,614                1,942,902                1,953,302                1,966,524                1,982,683                2,001,255                2,022,665  


Déficit                  694,049                   707,243                   722,481                   735,932                   748,774                   760,433                   770,822                   779,797                   787,296                   792,985  


Reserva                  752,581                   780,898                   812,770                   847,293                   883,291                   920,886                   958,680                   996,483                1,033,782                1,069,454  


Pasivo neto derechos en curso               1,069,957                1,048,380                1,026,026                1,007,385                   997,253                   997,243                1,003,759                1,013,171                1,030,788                1,052,498  


Razón de Solvencia 74% 73% 73% 72% 72% 72% 72% 72% 72% 72% 


% Pasivo en curso cubierto 70% 74% 79% 84% 89% 92% 96% 98% 100% 102% 


           
  2032 2033 2034 2035 2036 2037 2038 2039 2040 2041 


Pasivo               2,843,704                2,872,178                2,901,066                2,930,687                2,960,913                2,992,252                3,024,920                3,059,152                3,095,389                3,133,360  


Activos               2,046,837                2,073,139                2,101,976                2,134,045                2,169,107                2,207,944                2,250,824                2,298,242                2,351,071                2,408,970  


Déficit                  796,867                   799,039                   799,090                   796,642                   791,806                   784,308                   774,096                   760,909                   744,318                   724,390  


Reserva               1,103,440                1,135,176                1,163,982                1,189,674                1,212,224                1,231,786                1,248,491                1,262,149                1,272,872                1,276,660  


Pasivo neto derechos en curso               1,074,246                1,100,887                1,134,084                1,168,472                1,201,395                1,230,998                1,257,590                1,284,697                1,312,829                1,336,116  


Razón de Solvencia 72% 72% 72% 73% 73% 74% 74% 75% 76% 77% 


% Pasivo en curso cubierto 103% 103% 103% 102% 101% 100% 99% 98% 97% 96% 


           
  2042 2043 2044 2045 2046 2047 2048 2049 2050 2051 


Pasivo               3,174,346                3,218,012                3,266,129                3,317,937                3,376,497                3,440,385                3,510,359                3,587,728                3,673,441                3,768,602  


Activos               2,473,837                2,545,073                2,625,560                2,714,499                2,817,027                2,930,194                3,055,164                3,194,036                3,348,156                3,518,999  


Déficit                  700,509                   672,940                   640,569                   603,438                   559,469                   510,190                   455,196                   393,691                   325,285                   249,603  


Reserva               1,278,201                1,277,427                1,274,799                1,269,375                1,261,814                1,252,805                1,242,602                1,231,565                1,220,277                1,209,540  


Pasivo neto derechos en curso               1,351,295                1,367,049                1,378,825                1,400,967                1,418,074                1,427,014                1,433,129                1,435,969                1,433,005                1,421,947  
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Razón de Solvencia 78% 79% 80% 82% 83% 85% 87% 89% 91% 93% 


% Pasivo en curso cubierto 95% 93% 92% 91% 89% 88% 87% 86% 85% 85% 


           
  2052 2053 2054 2055 2056 2057 2058 2059 2060 2061 


Pasivo               3,873,699                3,990,203                4,118,893                4,260,957                4,417,603                4,589,216                4,775,720                4,977,811                5,196,788                5,433,761  


Activos               3,707,055                3,914,372                4,141,847                4,391,230                4,664,199                4,961,443                5,283,468                5,631,858                6,009,269                6,417,647  


Déficit                  166,644                    75,831  -                 22,955  
-                


130,273  


-                


246,596  


-                


372,227  


-                


507,747  


-                


654,047  


-                


812,481  


-                


983,886  


Reserva               1,199,962                1,192,462                1,187,815                1,186,596                1,189,553                1,196,827                1,207,721                1,221,850                1,238,856                1,258,818  


Pasivo neto derechos en curso               1,404,989                1,379,230                1,346,491                1,309,419                1,266,473                1,219,223                1,170,031                1,121,859                1,075,364                1,031,515  


Razón de Solvencia 96% 98% 101% 103% 106% 108% 111% 113% 116% 118% 


% Pasivo en curso cubierto 85% 86% 88% 91% 94% 98% 103% 109% 115% 122% 


           
  2062 2063 2064 2065 2066 2067 2068 2069 2070 2071 


Pasivo               5,689,851                5,966,528                6,265,472                6,588,631                6,938,142                7,316,553                7,725,978                8,168,825                8,647,369                9,164,029  


Activos               6,859,342                7,337,156                7,854,138                8,413,746                9,019,667                9,676,149              10,386,932              11,156,264              11,988,285              12,887,354  


Déficit 
-             


1,169,490  


-             


1,370,628  


-             


1,588,666  


-             


1,825,115  


-             


2,081,525  


-             


2,359,595  


-             


2,660,954  


-             


2,987,439  


-             


3,340,915  


-             


3,723,325  


Reserva               1,281,347                1,306,257                1,333,520                1,363,200                1,395,488                1,430,802                1,469,228                1,510,891                1,555,757                1,603,845  


Pasivo neto derechos en curso                  991,018                   954,193                   921,431                   892,763                   868,302                   847,718                   830,938                   817,723                   807,676                   800,398  


Razón de Solvencia 121% 123% 125% 128% 130% 132% 134% 137% 139% 141% 


% Pasivo en curso cubierto 129% 137% 145% 153% 161% 169% 177% 185% 193% 200% 


           


 


 


Tasa de crecimiento del 2.93% 
 
  2022 2023 2024 2025 2026 2027 2028 2029 2030 2031 


Pasivo               2,624,734                2,640,147                2,654,774                2,673,705                2,694,668                2,717,711                2,742,465                2,768,917                2,796,497                2,825,315  


Activos               1,930,994                1,933,629                1,933,402                1,939,441                1,948,212                1,960,366                1,975,626                1,994,137                2,015,405                2,039,885  


Déficit                  693,739                   706,518                   721,372                   734,264                   746,456                   757,345                   766,839                   774,779                   781,093                   785,430  
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Reserva                  752,686                   781,222                   813,395                   848,338                   884,882                   923,163                   961,789                1,000,585                1,039,054                1,076,077  


Pasivo neto derechos en 
curso 


              1,069,957                1,011,238                   972,728                   939,443                   916,133                   904,394                   900,569                   901,053                   911,041                   926,437  


Razón de Solvencia 74% 73% 73% 73% 72% 72% 72% 72% 72% 72% 


% Pasivo en curso cubierto 70% 77% 84% 90% 97% 102% 107% 111% 114% 116% 


           
  2032 2033 2034 2035 2036 2037 2038 2039 2040 2041 


Pasivo               2,855,318                2,885,991                2,917,353                2,949,749                2,983,077                3,017,878                3,054,400                3,092,915                3,133,904                3,177,138  


Activos               2,067,538                2,097,769                2,131,028                2,168,054                2,208,659                2,253,681                2,303,446                2,358,515                2,419,829                2,487,126  


Déficit                  787,780                   788,222                   786,326                   781,695                   774,418                   764,197                   750,954                   734,400                   714,075                   690,012  


Reserva               1,111,609                1,145,100                1,175,883                1,203,784                1,228,793                1,251,075                1,270,776                1,287,719                1,302,036                1,309,645  


Pasivo neto derechos en 
curso 


                 943,161                   965,977                   996,486                1,029,359                1,061,751                1,091,855                1,119,798                1,149,074                1,180,089                1,207,307  


Razón de Solvencia 72% 73% 73% 73% 74% 75% 75% 76% 77% 78% 


% Pasivo en curso cubierto 118% 119% 118% 117% 116% 115% 113% 112% 110% 108% 


           
  2042 2043 2044 2045 2046 2047 2048 2049 2050 2051 


Pasivo               3,223,942                3,274,036                3,329,242                3,388,860                3,456,015                3,529,352                3,609,707                3,698,465                3,796,667                3,905,511  


Activos               2,562,382                2,645,094                2,738,239                2,841,122                2,958,996                3,089,035                3,232,536                3,391,746                3,568,167                3,763,447  


Déficit                  661,560                   628,942                   591,003                   547,738                   497,019                   440,318                   377,171                   306,719                   228,500                   142,064  


Reserva               1,315,344                1,319,084                1,321,342                1,321,199                1,319,333                1,316,453                1,312,838                1,308,868                1,305,147                1,302,506  


Pasivo neto derechos en 
curso 


              1,226,752                1,246,865                1,263,159                1,289,860                1,311,468                1,324,663                1,334,685                1,340,949                1,340,734                1,331,527  


Razón de Solvencia 79% 81% 82% 84% 86% 88% 90% 92% 94% 96% 


% Pasivo en curso cubierto 107% 106% 105% 102% 101% 99% 98% 98% 97% 98% 


           
  2052 2053 2054 2055 2056 2057 2058 2059 2060 2061 


Pasivo               4,025,589                4,158,482                4,305,091                4,466,735                4,644,761                4,839,670                5,051,513                5,281,144                5,530,041                5,799,508  


Activos               3,978,261                4,214,855                4,474,347                4,758,719                5,069,907                5,408,835                5,776,271                6,174,104                6,605,325                7,072,248  


Déficit                   47,328  -                 56,373  
-                


169,256  


-                


291,985  


-                


425,146  


-                


569,165  


-                


724,758  


-                


892,960  


-             


1,075,284  


-             


1,272,740  


Reserva               1,301,572                1,303,292                1,308,466                1,317,693                1,331,749                1,350,764                1,374,033                1,401,174                1,431,844                1,466,133  
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Pasivo neto derechos en 
curso 


              1,315,503                1,289,585                1,255,458                1,215,503                1,167,983                1,114,338                1,056,694                   997,801                   938,042                   878,018  


Razón de Solvencia 99% 101% 104% 107% 109% 112% 114% 117% 119% 122% 


% Pasivo en curso cubierto 99% 101% 104% 108% 114% 121% 130% 140% 153% 167% 


           
  2062 2063 2064 2065 2066 2067 2068 2069 2070 2071 


Pasivo               6,090,872                6,405,836                6,746,342                7,114,621                7,513,134                7,944,769                8,411,995                8,917,617                9,464,323              10,054,981  


Activos               7,577,614                8,124,661                8,716,916                9,358,353              10,053,240              10,806,434              11,622,327              12,505,875              13,461,974              14,495,794  


Déficit -             
1,486,742  


-             
1,718,825  


-             
1,970,574  


-             
2,243,732  


-             
2,540,106  


-             
2,861,665  


-             
3,210,331  


-             
3,588,258  


-             
3,997,651  


-             
4,440,813  


Reserva               1,503,654                1,544,240                1,587,887                1,634,683                1,684,861                1,738,873                1,796,839                1,858,917                1,925,105                1,995,459  


Pasivo neto derechos en 
curso 


                 818,449                   759,845                   702,646                   647,114                   593,447                   541,790                   492,220                   444,805                   399,620                   356,718  


Razón de Solvencia 124% 127% 129% 132% 134% 136% 138% 140% 142% 144% 


% Pasivo en curso cubierto 184% 203% 226% 253% 284% 321% 365% 418% 482% 559% 


 


 
 


Tasa de crecimiento del 1% 
 
 
  2022 2023 2024 2025 2026 2027 2028 2029 2030 2031 


Pasivo               2,621,176                2,631,916                2,642,320                2,655,168                2,669,162                2,684,058                2,699,444                2,715,198                2,730,646                2,745,777  


Activos               1,924,715                1,919,079                1,911,351                1,906,580                1,902,940                1,900,572                1,899,117                1,898,528                1,898,121                1,898,142  


Déficit                  696,462                   712,836                   730,968                   748,588                   766,221                   783,486                   800,327                   816,670                   832,525                   847,635  


Reserva                  751,759                   778,395                   807,967                   839,301                   871,206                   903,701                   935,343                   965,873                   994,682                1,020,611  


Pasivo neto derechos en 
curso 


              1,069,076                1,046,693                1,023,606                1,004,299                   993,568                   993,024                   999,066                1,008,065                1,025,324                1,046,733  


Razón de Solvencia 73% 73% 72% 72% 71% 71% 70% 70% 70% 69% 


% Pasivo en curso cubierto 70% 74% 79% 84% 88% 91% 94% 96% 97% 98% 


           
  2032 2033 2034 2035 2036 2037 2038 2039 2040 2041 
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Pasivo               2,760,410                2,773,891                2,786,089                2,797,187                2,806,906                2,815,594                2,823,292                2,830,048                2,836,103                2,840,968  


Activos               1,898,322                1,897,820                1,896,817                1,895,767                1,894,165                1,892,505                1,890,747                1,889,051                1,887,933                1,886,665  


Déficit                  862,087                   876,071                   889,272                   901,420                   912,741                   923,089                   932,545                   940,997                   948,170                   954,303  


Reserva               1,043,533                1,062,814                1,077,702                1,087,941                1,093,433                1,094,257                1,090,473                1,081,818                1,068,303                1,046,539  


Pasivo neto derechos en 
curso 


              1,068,230                1,094,667                1,127,702                1,161,971                1,194,806                1,224,353                1,250,911                1,278,001                1,306,127                1,329,429  


Razón de Solvencia 69% 68% 68% 68% 67% 67% 67% 67% 67% 66% 


% Pasivo en curso cubierto 98% 97% 96% 94% 92% 89% 87% 85% 82% 79% 


           
  2042 2043 2044 2045 2046 2047 2048 2049 2050 2051 


Pasivo               2,845,696                2,849,692                2,854,462                2,858,963                2,865,944                2,873,646                2,882,470                2,893,342                2,906,802                2,923,502  


Activos               1,886,735                1,887,077                1,890,097                1,894,488                1,904,827                1,917,563                1,933,213                1,953,193                1,978,103                2,008,607  


Déficit                  958,961                   962,616                   964,366                   964,475                   961,116                   956,083                   949,257                   940,149                   928,699                   914,895  


Reserva               1,020,467                   989,930                   955,293                   915,517                   871,161                   822,811                   770,620                   714,837                   655,939                   594,623  


Pasivo neto derechos en 
curso 


              1,344,542                1,360,154                1,371,737                1,393,612                1,410,352                1,418,803                1,424,298                1,426,363                1,422,406                1,410,128  


Razón de Solvencia 66% 66% 66% 66% 66% 67% 67% 68% 68% 69% 


% Pasivo en curso cubierto 76% 73% 70% 66% 62% 58% 54% 50% 46% 42% 


           
  2052 2053 2054 2055 2056 2057 2058 2059 2060 2061 


Pasivo               2,943,466                2,967,653                2,996,295                3,029,998                3,069,334                3,114,330                3,164,451                3,219,781                3,280,888                3,348,065  


Activos               2,044,351                2,086,456                2,134,826                2,190,150                2,252,950                2,322,995                2,399,731                2,483,474                2,575,444                2,676,003  


Déficit                  899,115                   881,197                   861,469                   839,848                   816,385                   791,336                   764,720                   736,307                   705,444                   672,062  


Reserva                  531,381                   467,022                   402,208                   337,402                   273,244                   210,061                   147,305                    84,654                    21,749  -                 41,332  


Pasivo neto derechos en 
curso 


              1,391,707                1,364,197                1,329,375                1,289,809                1,243,926                1,193,238                1,140,022                1,087,179                1,035,243                   985,088  


Razón de Solvencia 69% 70% 71% 72% 73% 75% 76% 77% 78% 80% 


% Pasivo en curso cubierto 38% 34% 30% 26% 22% 18% 13% 8% 2% -4% 


           
  2062 2063 2064 2065 2066 2067 2068 2069 2070 2071 


Pasivo               3,421,632                3,502,075                3,589,964                3,686,059                3,791,074                3,906,122                4,031,844                4,169,024                4,318,273                4,480,203  
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Activos               2,785,861                2,905,964                3,037,301                3,181,130                3,338,612                3,511,410                3,700,574                3,907,389                4,132,948                4,378,320  


Déficit                  635,771                   596,111                   552,663                   504,930                   452,462                   394,712                   331,270                   261,635                   185,325                   101,883  


Reserva -                104,896  -                169,173  -                234,273  -                300,221  -                367,032  -                434,459  -                502,536  -                571,280  -                640,848  -                711,367  


Pasivo neto derechos en 
curso 


                 937,459                   892,656                   851,086                   812,782                   777,918                   746,250                   717,713                   692,172                   669,366                   648,976  


Razón de Solvencia 81% 83% 85% 86% 88% 90% 92% 94% 96% 98% 


% Pasivo en curso cubierto -11% -19% -28% -37% -47% -58% -70% -83% -96% -110% 
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REGLAMENTO PARA LA ADMINISTRACIÓN DEL FONDO ESPECIAL PARA LA DIRECCIÓN DE LA JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL



CAPÍTULO I



DISPOSICIONES GENERALES



ARTÍCULO 1°. Ámbito de aplicación. 



El presente reglamento regula la organización, funcionamiento y control de un Fondo Especial para la ejecución de los recursos presupuestarios formulados para la atención de trámites urgentes, gastos menores y ocasionales, que justifiquen su pago fuera de los trámites ordinarios establecidos, por parte de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en adelante Dirección de la JUNAFO, lo anterior de conformidad con el artículo 2 de la Ley de Contratación Administrativa. 



ARTÍCULO 2°. Objetivo. 



El objetivo del Fondo Especial es facilitar y agilizar la adquisición de bienes y servicios, hasta por la suma que establezca la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO) y que por sus características son indispensables, urgentes o que por su cuantía no conviene recurrir a procedimientos de contratación administrativa, de conformidad con el artículo 2 de la Ley de Contratación Administrativa.



ARTÍCULO 3°. Administración. 



El manejo, custodia y la ejecución de las compras y pagos estará a cargo de la Dirección de la JUNAFO. El Macroproceso Financiero Contable y la Auditoria Interna, podrán efectuar periódicamente y sin previo aviso arqueos y conciliaciones de este fondo. 



ARTÍCULO 4°. Fondeo. 



Los recursos de este Fondo Especial, serán depositados en una cuenta corriente en cualquiera de los bancos del Estado a nombre de la Junta Administradora y el giro de los recursos se podrá realizar mediante transferencia para la atención de gastos presupuestados en el programa 951 denominado– Administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, dentro de la estructura programática del Poder Judicial, específicamente en las subpartidas 1 “Servicios”, 2 “Materiales y suministros” y algunas de la 5 “Bienes duraderos”, cuando se trate de mobiliario y equipo de oficina, equipo de comunicación y equipos varios cuyo costo sea menor a un procedimiento de compra menor y cumpla con las características de urgente, ocasional y/o necesario para el funcionamiento de la oficina. La Dirección de la JUNAFO, podrá mantener en efectivo hasta un diez por ciento del Fondo para los mismos fines que establece este reglamento. 



a. Se autoriza el pago de viáticos y gastos de transporte a las personas integrantes de la Junta Administradora y al personal que esté autorizado para su uso, en cuyo caso se regirán por lo dispuesto en el «Reglamento de Gastos de Viaje y de Transporte para los Funcionarios Públicos» de la Contraloría General de la República.

b. Se autoriza la adquisición de otros bienes y servicios menores, indispensables para la buena marcha de la oficina, de verdadera urgencia y que se presenten en forma ocasional y que se justifique su pago fuera de los trámites ordinarios establecidos.

c. Se autoriza el pago de servicios públicos y/o municipales.

d. Se autoriza la adquisición de mobiliario y equipo de oficina, equipo de comunicación y equipos varios.

Los recursos del Fondo Especial, no se deben utilizar para cambios monetarios, cambio de cheques u operaciones distintas a las que se destinan dichos fondos.



ARTÍCULO 5°. Monto máximo del Fondo. 



El monto máximo del Fondo será de ¢2,000,000.00 (dos millones de colones) y el contenido económico para su constitución provendrá del presupuesto ordinario aprobado para la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones dentro del programa 951.



Por aprobación de la Junta Administradora y mediante resolución razonada, el Fondo Especial podrá ser aumentado.



CAPÍTULO II



FUNCIONAMIENTO.



ARTÍCULO 6°. Autorización de gastos del Fondo. 



Para la adquisición de bienes y servicios mayores a un 10 % del monto de este Fondo, se requerirá contar con al menos tres cotizaciones y se seleccionará la de menor precio, siempre que cumpla con las características requeridas por la Dirección de la JUNAFO, con excepción de bienes o servicios que por razones de conveniencia y oportunidad no sea posible obtener las tres cotizaciones, en cuyo caso se podrá contar con menos cotizaciones evidenciando los motivos de dicha excepción.



ARTÍCULO 7°. Forma de Pago. 



Toda compra que se realice mediante el Fondo Especial, deberá ser hecha estrictamente al contado, contra la presentación de la respectiva factura comercial o comprobantes autorizados. Cuando el pago se realice mediante transferencia o tarjeta institucional se deberá anotar en la factura el número de transferencia o del comprobante de débito. En caso de que el pago se realice en efectivo, se dejará constancia en la factura de este hecho.



ARTÍCULO 8°. Fondo Fijo. 



El Fondo operará bajo el sistema de “fondo fijo”, haciéndose los reembolsos necesarios, para reponer las sumas pagadas, de tal forma que no llegue a agotarse. Cada reembolso se hará siguiendo los procedimientos establecidos para tal efecto. La Dirección de la JUNAFO deberá contar con registros que permitan la evaluación de los componentes del fondo fijo, a saber:



a) Efectivo.

b) Saldo en cuenta corriente.

c) Documentos originales cancelados pendientes de incluir en el reintegro.

d) Solicitudes de reintegro en trámite.

e) Transferencias por reintegro sin aplicar.

f) Anticipos pendientes de liquidar.

g) Otros comprobantes.



ARTÍCULO 9°. Comprobantes autorizados. 



a. Todo pago deberá estar respaldado por factura electrónica comercial registrada ante el Ministerio de Hacienda, lo que se verificará con la leyenda correspondiente o dispensa emitida por dicho Ministerio.

b. Se aceptarán tiquetes de caja registradora únicamente acompañados de la respectiva factura comercial, según la obligación a empresas establecida en la resolución No. 11-97 de 12-08-97 de la Dirección General de Tributación.

c. Si debido al servicio, no existiera factura que justifique el gasto, se hará un comprobante o boleta donde conste el servicio prestado, el nombre y la identificación de la persona proveedora, el monto correspondiente y el visto bueno de la persona que ejerza el cargo de Dirección o Subdirección de la Dirección de la JUNAFO.



Se autoriza a la persona encargada del Fondo Especial a mantener una diferencia de más o menos en el efectivo, de hasta cien colones, con ocasión de los faltantes o sobrantes debidamente justificados que, por diferencia, en el pago en efectivo se produzcan. En caso de sobrantes mayores a la suma supra indicada deberán ser depositados en la cuenta corriente de la Junta Administradora Nº CC-001-04871790, que se mantiene en el Banco de Costa Rica.



ARTÍCULO 10°. Requisitos de los comprobantes y facturas comerciales. 



Toda factura comercial que respalde la compra de bienes y servicios por medio del Fondo Especial, deberá cumplir con los siguientes requisitos:



a. Confeccionada en original, a nombre de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, cédula jurídica 3-007-792932, indicando claramente la adquisición del bien y/o servicio, monto y fecha de emisión.

b. Contar con el nombre y número de cédula o razón social de la persona física o jurídica proveedora de los bienes y servicios adquiridos. Además, deberá poseer la firma, nombre, número de cédula de la persona servidora de la Dirección de la JUNAFO que recibe el bien o el servicio, la fecha en que se consigna el recibido a satisfacción, o la firma digital en los casos que la factura sea electrónica, de acuerdo con las políticas que al respecto se establezcan por el ente rector en la materia. 

c. Los documentos que se presenten al cobro no deben contener borrones, tachaduras o alteraciones que hagan dudar la legitimidad del documento. La cantidad indicada debe coincidir tanto en número como en letras. Si existe diferencia prevalece la consignada en letras.

d. Las facturas que se presenten al cobro deben estar debidamente timbradas o autorizadas por la Dirección General de la Tributación Directa. En el caso de que la persona física o jurídica cuente con dispensa de ese requisito, se deberá presentar el documento justificante, así como consignar en la factura el número del oficio emitido por la Tributación, salvo que por la naturaleza del pago y por ser ocasional, se tramite sin contar con la respectiva factura comercial timbrada o dispensada, aunque si con un comprobante de pago que cumpla con los datos que se indican en este artículo. 

 

ARTÍCULO 11°. Autorización de Anticipos. 



Los adelantos de dinero que se tramiten por medio de la Dirección de la JUNAFO, deberán ser aprobados por la persona que ejerza el cargo de Dirección o Subdirección de la Dirección de la JUNAFO o por quien se haya designado para tales efectos.



ARTÍCULO 12°. Formularios para anticipos. 



Las solicitudes de adelanto de dinero para efectuar las compras, se tramitarán mediante formulario confeccionado para tales fines, que contará con numeración consecutiva. En este se consignará la fecha, nombre de la oficina, monto solicitado, destino del dinero, visto bueno de la persona que ejerza el cargo de Dirección o Subdirección o por quien se haya designado para tales efectos de la Dirección de la JUNAFO, nombre y firma de la persona servidora que recibe el adelanto.



Estos formularios se resguardarán adecuadamente de forma electrónica, con numeración consecutiva, y serán liquidados por la persona que realizó la compra, una vez que proceda a la devolución del dinero que le fue entregado, en caso de existir sobrante o a la presentación de las respectivas facturas o comprobantes originales que respaldan la erogación. 



ARTÍCULO 13°. Fecha límite para liquidación de anticipos. 



La liquidación correspondiente a los adelantos de dinero, deberá presentarse dentro de los siete días hábiles siguientes a la adquisición del bien o servicio, salvo que por casos excepcionales no sea posible cumplir con dicho plazo, en cuyo caso debe constar la respectiva justificación.



La persona que presente las liquidaciones en forma extemporánea deberá justificar el motivo de la no presentación oportuna, sin perjuicio de las sanciones a imponer de conformidad con lo dispuesto en la Ley de la Administración Financiera de la República, el Reglamento de la Contratación Administrativa y demás ordenamientos jurídicos.



ARTÍCULO 14°. Impedimento para un nuevo anticipo. 



A la persona que tenga pendiente una liquidación de un anticipo de dinero, no le será tramitado otro hasta tanto no liquide la que tiene pendiente o mediante autorización expresa y razonada por la persona que ejerza el cargo de Dirección o Subdirección de la Dirección de la JUNAFO.



ARTÍCULO 15°. Arqueo e informe. 



El área encargada del manejo del fondo, deberá rendir mensualmente un arqueo e informe del Fondo Especial a la Dirección de la JUNAFO con copia a la Auditoria Interna y al Macroproceso Financiero Contable, a más tardar el tercer día hábil del mes siguiente. Este arqueo corresponde enviarlo independientemente si hubo erogación o movimiento alguno durante ese mes.





ARTÍCULO 16°. Autorización de desembolsos. 



Las órdenes de pago, mediante transferencias electrónicas de fondos, serán autorizadas en forma mancomunada, por dos de las personas autorizadas por la Junta Administradora en la cuenta que para el efecto se utilizará. Se deberá llevar un libro de bancos electrónico y de efectivo en el que se registrarán las operaciones que se realicen con cargo al fondo especial. 



ARTÍCULO 17°. Trámite de reintegro. 



El reintegro de las sumas canceladas por el Fondo Especial, se tramitará mediante la presentación al Macroproceso Financiero Contable, de un detalle de la información de los documentos a reintegrar debidamente clasificados por subpartida presupuestaria. Los documentos originales o electrónicos se mantendrán en la Dirección de la JUNAFO, que será la responsable de la autenticidad, razonabilidad y exactitud aritmética del reembolso. 



ARTÍCULO 18°. Depósitos. 



La transferencia electrónica de fondos que emita el Macroproceso Financiero Contable, producto del acuerdo de pago por concepto de reintegro al Fondo, será depositada o acreditada en la cuenta bancaria respectiva.



CAPITULO III 

	DEBERES Y RESPONSABILIDADES



ARTÍCULO 19°. De la persona que ejerza el cargo de Dirección o Subdirección de la oficina.



Le corresponde a la persona que ejerza el cargo de Dirección o Subdirección de la Dirección de la JUNAFO, garantizar el cumplimiento de las normas y procedimientos de control interno, de contabilidad y legalidad, que deben aplicarse a las transacciones que se realicen por el Fondo que regula este reglamento y velará por el correcto uso de esos fondos.



Responsable del Fondo:



· Velar por el uso correcto de los fondos.

· Velar por el fiel cumplimiento de las disposiciones contempladas en el presente reglamento y cuando sea del caso, comunicar al superior jerárquico, la Auditoria Interna o al Macroproceso Financiero Contable, según corresponde las violaciones al mismo.

· Revisar y firmar mensualmente el arqueo del Fondo.

· Autorizar y firmar las solicitudes de reintegro.

· Autorizar y firmar los arqueos y conciliaciones de cambio de persona encargada del fondo.

· Confeccionar la solicitud formal de los incrementos del fondo cuando así se requiera.



ARTÍCULO 20°. Del personal encargado del Fondo Especial. 



 Le corresponderá al personal asignado por la persona que ejerza el cargo de Dirección o Subdirección de la Dirección de la JUNAFO, para la administración, control y uso del fondo: 



Persona Encargada del Fondo Especial:



· Recibir y custodiar, facturas y comprobantes de gastos realizados.

· Revisar los cálculos aritméticos, legalidad y autenticidad de los comprobantes.

· Revisar los documentos que respaldan el pago.

· Ejecutar los pagos.

· Mantener un control de los pagos efectuados.

· Velar por el uso correcto de los fondos.

· Efectuar la retención del impuesto sobre la renta en la factura, cuando por el importe de la transacción tramitada corresponda efectuar dicha retención, conforme la normativa vigente.

· Elaborar mensualmente el arqueo del Fondo, dejando constancia por escrito del acto, consignando su firma. 

· Elaborar las solicitudes de reintegro.

· Velar por el fiel cumplimiento de las disposiciones contempladas en el presente reglamento y cuando sea del caso, comunicar a la jefatura superior las violaciones al mismo.

· Llevar un control de los anticipos no liquidados en tiempo y forma.



Personas designadas al uso del fondo especial mediante tarjeta de compra institucional:



· Mantener en custodia y hacer uso adecuado de la tarjeta de compra institucional que le sea asignada y entregada.

· Recibir y custodiar, facturas y comprobantes de gastos realizados.

· Revisar los cálculos aritméticos, legalidad y autenticidad de los comprobantes. 

· Ejecutar los pagos.

· Proceder con la liquidación de los anticipos de dinero solicitados por el mismo. 

· Reportar a la persona que ejerza el cargo de Dirección o Subdirección de la Dirección de la JUNAFO, cualquier tipo de anomalía, inconsistencia, indicación o intromisión indebida en el uso del Fondo Especial, por parte de cualquier persona servidora o de terceros.



ARTÍCULO 21°. Cambio de persona encargada. 



Toda persona que asuma la responsabilidad de operar el Fondo Especial al que hace referencia este Reglamento, ya sea en forma permanente o transitoria, deberá recibirla previo arqueo, con la presencia y firma de quien entrega y quien recibe los fondos. 



En los casos fortuitos o de fuerza mayor, la persona anteriormente encargada del manejo de este Fondo Especial no pudiese realizar su entrega, estará facultada la persona que ejerza el cargo de Subdirección de la Dirección de la JUNAFO, junto con dos testigos, procederá a realizar el arqueo inmediato de dicho fondo especial, reportando los resultados del mismo a la persona que ejerza el cargo de Dirección de la Dirección de la JUNAFO.



CAPITULO IV

DISPOSICIONES FINALES.



ARTÍCULO 22°. Directrices e instrucciones. 



El Macroproceso Financiero Contable, cuando realice arqueos periódicos, podrá establecer directrices y dictar instrucciones generales o recomendaciones tendientes a obtener una mejor fiscalización y operación del Fondo, sin perjuicio de la obligada fiscalización que le corresponde a la Auditoría Interna.



ARTÍCULO 23°. Normas supletorias. 



Para resolver los casos no contemplados en este reglamento, se aplicarán supletoriamente, las disposiciones contenidas en lo que corresponda en la Ley Orgánica del Poder Judicial (en lo que a la Junta Administradora aplica); en la Ley y el Reglamento de la Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos de la República; La Ley y el Reglamento de la Contracción Administrativa. 



ARTÍCULO 24°. Disposiciones disciplinarias. 



Cualquier infracción a las disposiciones contenidas en este reglamento, dará lugar a la aplicación del régimen disciplinario que corresponda de conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial, sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley de la Administración Financiera de la República. 



ARTÍCULO 25°. Vigencia



Este reglamento rige a partir de su publicación en el Boletín Judicial.
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1. La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial es
un Grgano con grado de desconcentracion maxima del Poder Judicial para la
administracion de dicho régimen, dotado de personalidad juridica instrumental para la
gestion mas eficiente de su propio presupuesto y de los recursos que componen el
aludido fondo.

2. La naturaleza juridica de Ia Junta, |3 que el articulo 239 de la LOP le confiere poderes
~ incluso normativos — que inciden directamente en la gestion de los recursos humanos
2 su cargo; no desliga a su personal del Poder Judicial, con el que sigue manteniendo
una relacidn de empleo piblico.
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Evaluación del  Desempeño Puestos Aprob. JUNAFO final.xlsx


Evaluación del Desempeño Puestos Aprob. JUNAFO final.xlsx
Asesor legal

		Descripción de la meta:		Indicarle un nombre a la meta propuesta (Debe expresarse en términos de tiempo, por ejemplo: que al 31 de diciembre…)

		Justificación:		Indicar claramente, las razones y motivos para el establecimiento de esa meta.  Responder a las preguntas: ¿Por qué es importante? ¿Cuál es su impacto en la mejora del trabajo?, ¿Cómo contribuye en la mejora o en la toma de decisiones?

		Nivel de cumplimiento		Indicar el nivel de cumplimiento esperado: Un valor absoluto o un valor porcentual

		Unidad de medida:		Indicar si es un valor absoluto o un valor porcentual

		Frecuencia de medición:		Periodicidad en la que se va a contratar la meta establecida con el resultado obtenido para determinar su nivel de cumplimiento.  Ejm: mensual, trimestral, semestral, anual, un momento en el tiempo determinado (fecha de seguimiento del PAO). Se requiere ajustar la tabla de control en función con esta frecuencia. 

		Fórmula de cálculo de la meta:		Indicar la fórmula de cálculo de la meta:

				- Podría ser la simple comprobación de un dato en momento determinado a lo largo de la frecuencia de medición de la meta, como por ejemplo la realización de arqueos de manera mensual, trimestral o semestral.

				- Podría requerir cálculos utilizando una variedad de datos, en cuyo caso se debe ajustar el control o llevar un control aparte para el cálculo de ese dato (requiere la existencia o la elaboración de un control para ese cálculo).

				- Podría determinarse como un porcentaje de nivel de cumplimiento, utilizando los cálculos indicados en la viñeta anterior, en cuyo caso se debe ajustar el control o llevar un control aparte para el cálculo de ese dato (requiere la existencia o la elaboración de un control para ese cálculo). 

		Fuente de los datos:		Indicar el lugar o soporte (físico o tecnológico) donde se encuentran y se extraerán los datos para aplicar la fórmula de cálculo, es decir comparar el resultado obtenido con la meta propuesta para obtener el nivel de cumplimiento de la meta.

				- El dato “A” se encuentra en el registro que lleva la persona evaluada.

				- El dato “B” se extrae del control de excel a cargo de la secretaría de la oficina en la ruta: Oficina / Control de asuntos / Asignaciones por profesional.

				- El dato “C” se obtiene del sistema X generándolo desde la opción “Reporte”.













								Clase del puesto al que aplica la meta		Asesor Legal

								Nombre de la persona colaboradora		Eduardo Chacón Monge

								Despacho u oficina		Dirección de la JUNAFO-1907

								Factor: Rendimiento		Porcentaje asociado: 80%

								Metas Asesor Legal, Plaza 382277

								Descripción de la meta:		Que mensualmente por el periodo de evaluación, se participe en las sesiones de trabajo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial debidamente convocadas.		Que por el periodo de evaluación se brinde asesoría legal a las solicitudes de la Alta Gerencia de la Dirección de la JUNAFO, para la correcta aplicación de la normativa relacionada con los asuntos a cargo de la oficina.		Que al 31 de diciembre de 2022 se haya elaborado el total de los criterios jurídicos que solicite la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y pensiones del Poder Judicial, en los plazos establecidos en los acuerdos de la JUNAFO.		Que al 31 de diciembre de 2022 haya recibido, estudiado y procedido con el trámite de la documentación relativa a los procesos jurisdiccionales en los que esté involucrada la JUNAFO o el FJPPJ, según corresponda, ya sea a lo interno de la Dirección de la JUNAFO, Dirección Jurídica del Poder Judicial, Procuraduría General de la República, Asamblea Legislativa, Ministerio de Hacienda o en su defecto, con los abogados externos.		Que por el periodo de evaluación haya redactado, revisado y actualizado los reglamentos, circulares, manuales o protocolos, directrices, entre otros, de tipo legal solicitados por la JUNAFO o por la Dirección de la JUNAFO.

								Justificación:		En atención y cumplimiento a la solicitud de la JUNAFO con el fin de apoyar la labor de las personas integrantes desde el marco legal aplicable.		Conforme a las funciones del perfil que el puesto demanda, la asesoría legal debe brindar apoyo a la Alta Gerencia para dilucidar temas de su competencia que puedan impactar el accionar del cuerpo administrativo 		Conforme a las funciones del perfil que el puesto demanda, la asesoría legal debe priorizar la atención de los criterios jurídicos que la JUNAFO como cuerpo colegiado requiera para la correcta gestión del régimen del FJPPJ.		Conforme a las funciones del perfil que el puesto demanda, la asesoría legal debe estar al tanto y brindar el seguimiento necesario en aquellos procesos judiciales en los cuales se encuentren involucrados el FJP y la JUNAFO.		Conforme a las funciones del perfil que el puesto demanda, debe esta asesoría legal participar en la creación, revisión y actualización de la normativa aplicable al cuerpo administrativo y a la propia JUNAFO.

								Valor de la Meta:		10%		20%		25%		25%		20%

								Porcentaje de cumplimiento esperado 		100%		100%		100%		100%		100%

								Unidad de medida:		Porcentaje		Porcentaje		Porcentaje		Porcentaje		Porcentaje

								Frecuencia de medición:		Mensual		Mensual		Trimestral		Trimestral		Trimestral

								Fórmula de cálculo de la meta:		Cantidad de sesiones en que participa / Cantidad de sesiones convocadas		Cantidad de solicitudes de asesoría emitidas / Cantidad de asesorías solicitadas 		Cantidad de criterios elaborados / Cantidad de criterios requeridos		Cantidad de acuerdos tramitados/ Cantidad de acuerdos asignados		Cantidad de solicitudes tramitadas/ Cantidad de solicitudes asignadas

								Fuente de los datos:		Grabación de las sesiones y actas de la Junta Administradora		SICE y control de criterios solicitados		Control administrativo de criterios solicitados, SICE, seguimiento de la Secretaría de la JUNAFO		Control administrativo de trámites asignados y SICE		Control administrativo de trámites asignados y SICE

								Factor: Competencias Genéricas		Porcentaje asociado: 20%

								Nombre		Definición		Conductas Observables

								Compromiso		Actuar con responsabilidad cumpliendo con los deberes y obligaciones asignados, realizando el trabajo a tiempo, siendo eficiente y brindando un servicio de calidad.

								Ética y transparencia		Implica, asumir como propios la Misión, Visión y Valores del ámbito donde se desempeñe, identificándose con estos y tomándolos como referencia en su actuación, tanto en su vida laboral como en lo privado, siendo congruente con el cargo que desempeña, mediante prácticas y métodos a la disposición pública, en el marco de la legalidad.

								Servicio de calidad		Tener la actitud y aptitud de comprender las necesidades de otros, para brindar un servicio oportuno y de calidad a personas usuarias internas y externas, dando respuesta ágil, eficaz, cordial, asertiva, con conocimiento y transparencia en la gestión.







Prosecretario

		Descripción de la meta:		Indicarle un nombre a la meta propuesta (Debe expresarse en términos de tiempo, por ejemplo: que al 31 de diciembre…)

		Justificación:		Indicar claramente, las razones y motivos para el establecimiento de esa meta.  Responder a las preguntas: ¿Por qué es importante? ¿Cuál es su impacto en la mejora del trabajo?, ¿Cómo contribuye en la mejora o en la toma de decisiones?

		Nivel de cumplimiento		Indicar el nivel de cumplimiento esperado: Un valor absoluto o un valor porcentual

		Unidad de medida:		Indicar si es un valor absoluto o un valor porcentual

		Frecuencia de medición:		Periodicidad en la que se va a contratar la meta establecida con el resultado obtenido para determinar su nivel de cumplimiento.  Ejm: mensual, trimestral, semestral, anual, un momento en el tiempo determinado (fecha de seguimiento del PAO). Se requiere ajustar la tabla de control en función con esta frecuencia. 

		Fórmula de cálculo de la meta:		Indicar la fórmula de cálculo de la meta:

				- Podría ser la simple comprobación de un dato en momento determinado a lo largo de la frecuencia de medición de la meta, como por ejemplo la realización de arqueos de manera mensual, trimestral o semestral.

				- Podría requerir cálculos utilizando una variedad de datos, en cuyo caso se debe ajustar el control o llevar un control aparte para el cálculo de ese dato (requiere la existencia o la elaboración de un control para ese cálculo).

				- Podría determinarse como un porcentaje de nivel de cumplimiento, utilizando los cálculos indicados en la viñeta anterior, en cuyo caso se debe ajustar el control o llevar un control aparte para el cálculo de ese dato (requiere la existencia o la elaboración de un control para ese cálculo). 

		Fuente de los datos:		Indicar el lugar o soporte (físico o tecnológico) donde se encuentran y se extraerán los datos para aplicar la fórmula de cálculo, es decir comparar el resultado obtenido con la meta propuesta para obtener el nivel de cumplimiento de la meta.

				- El dato “A” se encuentra en el registro que lleva la persona evaluada.

				- El dato “B” se extrae del control de excel a cargo de la secretaría de la oficina en la ruta: Oficina / Control de asuntos / Asignaciones por profesional.

				- El dato “C” se obtiene del sistema X generándolo desde la opción “Reporte”.













								Clase del puesto al que aplica la meta		Prosecretaria

								Nombre de la persona colaboradora		Angie Ampié Gutiérrez

								Despacho u oficina		Dirección de la JUNAFO-1907

								Factor: Rendimiento		Porcentaje asociado: 80%

								Metas Prosecretaria, Plaza 382291

								Descripción de la meta:		Que al 31 de diciembre de 2022 haya confeccionado y entregado las agendas de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, a las personas integrantes, Director, Subdirectora y Asesor Jurídico de la Dirección de JUNAFO, en los días establecidos por dicho órgano.		Que al 31 de diciembre de 2022, haya confeccionado y remitido las actas de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, a las personas integrantes, Director, Subdirectora y Asesor Jurídico de la Dirección de JUNAFO, en los días establecidos por dicho órgano, para su respectiva revisión y posterior aprobación.		Que al 31 de diciembre de 2022, haya trasladado para su publicación las actas de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO a más tardar 5 días hábiles posterior a su firmeza.		Que al 31 de diciembre de 2022, haya remitido las actas transcritas del Comité de Auditoría.		Que al 31 de diciembre de 2022, se de seguimiento a las actividades de ejecución, comunicación y control propias de la Secretaría de la JUNAFO.

								Justificación:		Conforme a las funciones del perfil que el puesto demanda, la Secretaría de la JUNAFO debe remitir las agendas a la Junta Administradora y personal administrativo, donde se incluyan los temas que deben ser conocidos por ese máximo cuerpo colegiado.		Conforme a las funciones del perfil que el puesto demanda, debe la Secretaría de la JUNAFO remitir las actas considerando todos los ajustes que se hayan determinado en las sesiones de la Junta por parte de las personas integrantes y órgano administrativo, conforme se indica en las grabaciones de las mismas.		Conforme a las funciones del perfil que el puesto demanda y los requermimiento de la SUPEN y por principio de transparencia y comunicación con las personas cotizantes al régimen del FJPPJ.		Conforme a las funciones del perfil que el puesto demanda, y por ser requerido para colocar en el repositorio de la Superintendencia de Pensiones.		Conforme a las funciones del perfil que el puesto demanda, debe la Prosecretaria dar seguimiento a las labores que realizan las personas asistentes.

								Valor de la Meta:		20%		20%		20%		20%		20%

								Porcentaje de cumplimiento esperado 		100%		100%		100%		100%		100%

								Unidad de medida:		Porcentaje		Porcentaje		Porcentaje		Porcentaje		Porcentaje

								Frecuencia de medición:		Mensual		Mensual		Mensual		Mensual		Mensual

								Fórmula de cálculo de la meta:		Cantidad de agendas confeccionadas / Cantidad de sesiones realizadas		Cantidad de actas remitidas / Cantidad de sesiones realizadas		Cantidad de archivos remitidos / Cantidad de archivos requeridos 		Cantidad de actas del Comité / Cantidad de sesiones del Comité		Informe de labores / Cantidad de informes requeridos

								Fuente de los datos:		Agendas enviadas por correo electrónico, los controles que lleva la Secretaria de la JUNAFO, así como el informe de labores.		Actas enviadas por correo electrónico por la Prosecretaria.		Actas enviadas por correo electrónico por la Prosecretaria para publicar en la página de JUNAFO		Actas enviadas por correo electrónico por la Prosecretaria.		Control de Excel y SICE

								Factor: Competencias Genéricas		Porcentaje asociado: 20%

								Nombre		Definición		Conductas Observables

								Compromiso		Actuar con responsabilidad cumpliendo con los deberes y obligaciones asignados, realizando el trabajo a tiempo, siendo eficiente y brindando un servicio de calidad.

								Ética y transparencia		Implica, asumir como propios la Misión, Visión y Valores del ámbito donde se desempeñe, identificándose con estos y tomándolos como referencia en su actuación, tanto en su vida laboral como en lo privado, siendo congruente con el cargo que desempeña, mediante prácticas y métodos a la disposición pública, en el marco de la legalidad.

								Servicio de calidad		Tener la actitud y aptitud de comprender las necesidades de otros, para brindar un servicio oportuno y de calidad a personas usuarias internas y externas, dando respuesta ágil, eficaz, cordial, asertiva, con conocimiento y transparencia en la gestión.





Función de cumplimiento

		Descripción de la meta:		Indicarle un nombre a la meta propuesta (Debe expresarse en términos de tiempo, por ejemplo: que al 31 de diciembre…)

		Justificación:		Indicar claramente, las razones y motivos para el establecimiento de esa meta.  Responder a las preguntas: ¿Por qué es importante? ¿Cuál es su impacto en la mejora del trabajo?, ¿Cómo contribuye en la mejora o en la toma de decisiones?

		Nivel de cumplimiento		Indicar el nivel de cumplimiento esperado: Un valor absoluto o un valor porcentual

		Unidad de medida:		Indicar si es un valor absoluto o un valor porcentual

		Frecuencia de medición:		Periodicidad en la que se va a contratar la meta establecida con el resultado obtenido para determinar su nivel de cumplimiento.  Ejm: mensual, trimestral, semestral, anual, un momento en el tiempo determinado (fecha de seguimiento del PAO). Se requiere ajustar la tabla de control en función con esta frecuencia. 

		Fórmula de cálculo de la meta:		Indicar la fórmula de cálculo de la meta:

				- Podría ser la simple comprobación de un dato en momento determinado a lo largo de la frecuencia de medición de la meta, como por ejemplo la realización de arqueos de manera mensual, trimestral o semestral.

				- Podría requerir cálculos utilizando una variedad de datos, en cuyo caso se debe ajustar el control o llevar un control aparte para el cálculo de ese dato (requiere la existencia o la elaboración de un control para ese cálculo).

				- Podría determinarse como un porcentaje de nivel de cumplimiento, utilizando los cálculos indicados en la viñeta anterior, en cuyo caso se debe ajustar el control o llevar un control aparte para el cálculo de ese dato (requiere la existencia o la elaboración de un control para ese cálculo). 

		Fuente de los datos:		Indicar el lugar o soporte (físico o tecnológico) donde se encuentran y se extraerán los datos para aplicar la fórmula de cálculo, es decir comparar el resultado obtenido con la meta propuesta para obtener el nivel de cumplimiento de la meta.

				- El dato “A” se encuentra en el registro que lleva la persona evaluada.

				- El dato “B” se extrae del control de excel a cargo de la secretaría de la oficina en la ruta: Oficina / Control de asuntos / Asignaciones por profesional.

				- El dato “C” se obtiene del sistema X generándolo desde la opción “Reporte”.













								Clase del puesto al que aplica la meta		Profesional 1

								Nombre de la persona colaboradora		Vanessa Mesén Arroyo

								Despacho u oficina		Dirección de la JUNAFO-1907

								Factor: Rendimiento		Porcentaje asociado: 80%

								Metas Profesional 1, Plaza 382286

								Descripción de la meta:		Que al 31 de diciembre de 2022, se haya elaborado al menos diez informes a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial referentes al seguimiento de los oficios y planes de acción que están en trámite con SUPEN. 		Que al 31 de diciembre de 2022, se mantenga debidamente actualizada la matriz de control de comunicación con los entes supervisores evidenciando el respectivo seguimiento y coordinación necesarios.		Que al 31 de diciembre de 2022, se evidencie el seguimiento a cada uno de los planes de acción establecidos ante los entes supervisores.		Que al 31 de diciembre de 2022, se evidencie el seguimiento al cumplimiento de las leyes, reglamentos y demás normativa aplicable a la JUNAFO y al FJPPJ.

								Justificación:		Conforme lo exije la normativa aplicable emitida por el Conassif y bajo la supervisión directa de la Superintendencia de Pensiones y con el fin de hacerlo de conocimiento de la JUNAFO.		Conforme lo exije la normativa aplicable emitida por el Conassif y bajo la supervisión directa de la Superintendencia de Pensiones, así como el perfil de la persona colaboradora.		Conforme lo exije la normativa aplicable emitida por el Conassif y bajo la supervisión directa de la Superintendencia de Pensiones y dar seguimiento a los planes en coordinación con las personas involucradas.		Conforme lo exije la normativa aplicable emitida por el Conassif y bajo la supervisión directa de la Superintendencia de Pensiones y conforme las funciones atinentes al puesto, para dar cumplimiento a dicha normativa.

								Valor de la Meta:		30%		30%		20%		20%

								Porcentaje de cumplimiento esperado 		100%		100%		100%		100%

								Unidad de medida:		Porcentaje		Porcentaje		Porcentaje		Porcentaje

								Frecuencia de medición:		Mensual		Trimestral		Mensual		Mensual

								Fórmula de cálculo de la meta:		Informes presentados a la JUNAFO / Informes requeridos		Cantidad de comunicaciones gestionadas / Cantidad de comunicaciones recibidas		Informes presentados a la JUNAFO / Informes requeridos		Requerimientos normativos efectuados / Requerimientos normativos existentes

								Fuente de los datos:		Oficios de remisión y acuerdos de la JUNAFO		Matriz de seguimiento de control de los entes supervisores		Actas de la JUNAFO, oficios de remisión y documentación de seguimiento		Informe mensual de seguimiento y acuerdos de la JUNAFO

								Factor: Competencias Genéricas		Porcentaje asociado: 20%

								Nombre		Definición		Conductas Observables

								Compromiso		Actuar con responsabilidad cumpliendo con los deberes y obligaciones asignados, realizando el trabajo a tiempo, siendo eficiente y brindando un servicio de calidad.

								Ética y transparencia		Implica, asumir como propios la Misión, Visión y Valores del ámbito donde se desempeñe, identificándose con estos y tomándolos como referencia en su actuación, tanto en su vida laboral como en lo privado, siendo congruente con el cargo que desempeña, mediante prácticas y métodos a la disposición pública, en el marco de la legalidad.

								Servicio de calidad		Tener la actitud y aptitud de comprender las necesidades de otros, para brindar un servicio oportuno y de calidad a personas usuarias internas y externas, dando respuesta ágil, eficaz, cordial, asertiva, con conocimiento y transparencia en la gestión.





Jefatura Riesgos

		Descripción de la meta:		Indicarle un nombre a la meta propuesta (Debe expresarse en términos de tiempo, por ejemplo: que al 31 de diciembre…)

		Justificación:		Indicar claramente, las razones y motivos para el establecimiento de esa meta.  Responder a las preguntas: ¿Por qué es importante? ¿Cuál es su impacto en la mejora del trabajo?, ¿Cómo contribuye en la mejora o en la toma de decisiones?

		Nivel de cumplimiento		Indicar el nivel de cumplimiento esperado: Un valor absoluto o un valor porcentual

		Unidad de medida:		Indicar si es un valor absoluto o un valor porcentual

		Frecuencia de medición:		Periodicidad en la que se va a contratar la meta establecida con el resultado obtenido para determinar su nivel de cumplimiento.  Ejm: mensual, trimestral, semestral, anual, un momento en el tiempo determinado (fecha de seguimiento del PAO). Se requiere ajustar la tabla de control en función con esta frecuencia. 

		Fórmula de cálculo de la meta:		Indicar la fórmula de cálculo de la meta:

				- Podría ser la simple comprobación de un dato en momento determinado a lo largo de la frecuencia de medición de la meta, como por ejemplo la realización de arqueos de manera mensual, trimestral o semestral.

				- Podría requerir cálculos utilizando una variedad de datos, en cuyo caso se debe ajustar el control o llevar un control aparte para el cálculo de ese dato (requiere la existencia o la elaboración de un control para ese cálculo).

				- Podría determinarse como un porcentaje de nivel de cumplimiento, utilizando los cálculos indicados en la viñeta anterior, en cuyo caso se debe ajustar el control o llevar un control aparte para el cálculo de ese dato (requiere la existencia o la elaboración de un control para ese cálculo). 

		Fuente de los datos:		Indicar el lugar o soporte (físico o tecnológico) donde se encuentran y se extraerán los datos para aplicar la fórmula de cálculo, es decir comparar el resultado obtenido con la meta propuesta para obtener el nivel de cumplimiento de la meta.

				- El dato “A” se encuentra en el registro que lleva la persona evaluada.

				- El dato “B” se extrae del control de excel a cargo de la secretaría de la oficina en la ruta: Oficina / Control de asuntos / Asignaciones por profesional.

				- El dato “C” se obtiene del sistema X generándolo desde la opción “Reporte”.













								Clase del puesto al que aplica la meta		Jefe Proceso de Riesgos

								Nombre de la persona colaboradora		José Andrés Lizano Vargas

								Despacho u oficina		Dirección de la JUNAFO-1907



								Factor: Rendimiento		Porcentaje asociado: 80%

								Metas Jefe de Proceso de Riesgos, Plaza 377207

								Descripción de la meta:		Que al 31 de diciembre de 2022, se mantenga los sellos de calidad otorgados al Proceso de Riesgos por parte del Centro de Gestión de la Calidad (CEGECA).		Que al 31 de diciembre de 2022, se de cumplimiento a los planes de acción del Proceso de Riesgos definidos en el oficio N.° 0091-DJA-2022.		Que al 31 de diciembre de 2022, se haya coordinado y presentado los informes pertinentes al Comité de Riesgos.		Que al 31 de diciembre de 2022, los informes presentados por el Proceso a cargo al Comité de Riesgos se ajusten a la normativa aplicable.		Que al 31 de diciembre de 2022, se hayan realizado las evaluaciones pertinentes del personal a cargo, en el periodo correspondiente. 

								Justificación:		El mantener los Sellos de Calidad por parte de CEGECA, es tener un distintivo de que la operativa en lo referente al manejo documental y de procesos, se realiza bajo los más altos estándares dentro de la institución y el sello certifica el trabajo que se realiza. 		La Superintendencia de Pensiones realizó por medio del oficio N° SP-135-2022, distintas observaciones y requerimientos a la Dirección de la JUNAFO sobre ciertas actividades significativas  del Fondo, con el fin de cumplir con lo solicitado se establecieron planes de acción para las distintas áreas, donde se definen actividades y plazos, con el fin de cumplir con la SUPEN.		La normativa de la Superintendencia de Pensiones, solicita que al menos una vez al mes se presente al Comité de Riesgos, un informe sobre los resultados de la gestión de riesgos, donde se analiza la situación macroeconómica actual, el comportamiento de los indicadores, se presentan conclusiones y  recomendaciones, esto con el fin de que la información permita tomar decisiones a los miembros del comité y a la Junta Administradora del FJPPJ. 		Conforme lo exije la normativa aplicable emitida por el Conassif y bajo la supervisión directa de la Superintendencia de Pensiones.		En cumplimiento a las directrices de la Institución y según lo definido en el Reglamento del Sistema Integrado de Evaluación del Desempeño, se deben aplicar las evaluaciones del desempeño a todas las personas colaboradoras del Poder Judicial.

								Valor de la Meta:		20%		20%		25%		25%		10%

								Porcentaje de cumplimiento esperado 		100%		100%		100%		100%		100%

								Unidad de medida:		Porcentaje		Porcentaje		Porcentaje		Porcentaje		Porcentaje

								Frecuencia de medición:		Anual		Semestral		Mensual		Mensual		Semestral

								Fórmula de cálculo de la meta:								Informes apegados a normativa / lnformes presentados al Comité		Evaluaciones realizadas / Evaluaciones requeridas

								Fuente de los datos:		Sellos activos del Proceso y reacreditaciones otorgadas		Presentación de informes de cumplimiento		Actas elaboradas y grabaciones de las sesiones de Comité de Riesgos		Correo de remisión de agenda de Comité y Actas del Comité de Riesgos		Informes de labores y Sistema de Evaluación del Desempeño (PIN)

								Factor: Competencias Genéricas		Porcentaje asociado: 20%

								Nombre		Definición		Conductas Observables

								Compromiso		Actuar con responsabilidad cumpliendo con los deberes y obligaciones asignados, realizando el trabajo a tiempo, siendo eficiente y brindando un servicio de calidad.

								Ética y transparencia		Implica, asumir como propios la Misión, Visión y Valores del ámbito donde se desempeñe, identificándose con estos y tomándolos como referencia en su actuación, tanto en su vida laboral como en lo privado, siendo congruente con el cargo que desempeña, mediante prácticas y métodos a la disposición pública, en el marco de la legalidad.

								Servicio de calidad		Tener la actitud y aptitud de comprender las necesidades de otros, para brindar un servicio oportuno y de calidad a personas usuarias internas y externas, dando respuesta ágil, eficaz, cordial, asertiva, con conocimiento y transparencia en la gestión.





Director

		Descripción de la meta:		Indicarle un nombre a la meta propuesta (Debe expresarse en términos de tiempo, por ejemplo: que al 31 de diciembre…)

		Justificación:		Indicar claramente, las razones y motivos para el establecimiento de esa meta.  Responder a las preguntas: ¿Por qué es importante? ¿Cuál es su impacto en la mejora del trabajo?, ¿Cómo contribuye en la mejora o en la toma de decisiones?

		Nivel de cumplimiento		Indicar el nivel de cumplimiento esperado: Un valor absoluto o un valor porcentual

		Unidad de medida:		Indicar si es un valor absoluto o un valor porcentual

		Frecuencia de medición:		Periodicidad en la que se va a contratar la meta establecida con el resultado obtenido para determinar su nivel de cumplimiento.  Ejm: mensual, trimestral, semestral, anual, un momento en el tiempo determinado (fecha de seguimiento del PAO). Se requiere ajustar la tabla de control en función con esta frecuencia. 

		Fórmula de cálculo de la meta:		Indicar la fórmula de cálculo de la meta:

				- Podría ser la simple comprobación de un dato en momento determinado a lo largo de la frecuencia de medición de la meta, como por ejemplo la realización de arqueos de manera mensual, trimestral o semestral.

				- Podría requerir cálculos utilizando una variedad de datos, en cuyo caso se debe ajustar el control o llevar un control aparte para el cálculo de ese dato (requiere la existencia o la elaboración de un control para ese cálculo).

				- Podría determinarse como un porcentaje de nivel de cumplimiento, utilizando los cálculos indicados en la viñeta anterior, en cuyo caso se debe ajustar el control o llevar un control aparte para el cálculo de ese dato (requiere la existencia o la elaboración de un control para ese cálculo). 

		Fuente de los datos:		Indicar el lugar o soporte (físico o tecnológico) donde se encuentran y se extraerán los datos para aplicar la fórmula de cálculo, es decir comparar el resultado obtenido con la meta propuesta para obtener el nivel de cumplimiento de la meta.

				- El dato “A” se encuentra en el registro que lleva la persona evaluada.

				- El dato “B” se extrae del control de excel a cargo de la secretaría de la oficina en la ruta: Oficina / Control de asuntos / Asignaciones por profesional.

				- El dato “C” se obtiene del sistema X generándolo desde la opción “Reporte”.













								Clase del puesto al que aplica la meta		Director General 2

								Nombre de la persona colaboradora		Oslean Mora Valdez

								Despacho u oficina		Dirección de la JUNAFO-1907



								Factor: Rendimiento		Porcentaje asociado: 80%

								Metas Director General 2, Plaza 382283

								Descripción de la meta:		Que mensualmente por el periodo de evaluación, se participe en las sesiones de trabajo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y de sus Comités Técnicos debidamente convocadas.		Que al 31 de diciembre de 2022, se evidencie el seguimiento al cumplimiento de las leyes, reglamentos y demás normativa aplicable a la JUNAFO y al FJPPJ.		Que al 31 diciembre de 2022, se haya cumplido los objetivos, metas e indicadores trazados en el Plan Anual Operativo establecido para la Dirección de la JUNAFO.		Que al 31 diciembre de 2022, se haya cumplido las metas de gestión establecidas para las áreas sustantivas de la Dirección de la JUNAFO a cargo.		Que al 31 de diciembre de 2022, se hayan realizado las evaluaciones pertinentes del personal a cargo, en el periodo correspondiente. 

								Justificación:		En atención y cumplimiento a la solicitud de la JUNAFO con el fin de apoyar la labor de las personas integrantes desde el marco que corresponde a la Alta Gerencia		Conforme lo exije la normativa aplicable emitida por el Conassif y bajo la supervisión directa de la Superintendencia de Pensiones así como las competencias establecidas en el perfil competencial.		Como parte de las funciones asignadas a la Alta Gerencia, se debe dar seguimiento al cumplimiento de los objetivos, metas e indicadores trazados en el Plan Anual Operativo establecido para la oficina a cargo.		Como parte de las funciones asignadas a la Alta Gerencia, se debe dar seguimiento al cumplimiento de la gestión de las áreas sustantivas de la oficina a cargo.		En cumplimiento a las directrices de la Institución y según lo definido en el Reglamento del Sistema Integrado de Evaluación del Desempeño, se deben aplicar las evaluaciones del desempeño a todas las personas colaboradoras del Poder Judicial.

								Valor de la Meta:		10%		30%		20%		30%		10%

								Porcentaje de cumplimiento esperado 		100%		100%		100%		100%		100%

								Unidad de medida:		Porcentaje		Porcentaje		Porcentaje		Porcentaje		Porcentaje

								Frecuencia de medición:		Mensual		Mensual		Mensual		Mensual		Semestral

								Fórmula de cálculo de la meta:		Cantidad de sesiones en que participa / Cantidad de sesiones convocadas		Requerimientos normativos efectuados / Requerimientos normativos existentes		Cantidad de metas cumplidas / Cantidad de metas del PAO		Cantidad de metas cumplidas / Cantidad de metas establecidas		Evaluaciones realizadas / Evaluaciones requeridas

								Fuente de los datos:		Grabación de las sesiones y actas de la Junta Administradora		Informe mensual de seguimiento y acuerdos de la JUNAFO		Sistema PAO		Informe de labores		Informes de labores y Sistema de Evaluación del Desempeño (PIN)

								Factor: Competencias Genéricas		Porcentaje asociado: 20%

								Nombre		Definición		Conductas Observables

								Compromiso		Actuar con responsabilidad cumpliendo con los deberes y obligaciones asignados, realizando el trabajo a tiempo, siendo eficiente y brindando un servicio de calidad.

								Ética y transparencia		Implica, asumir como propios la Misión, Visión y Valores del ámbito donde se desempeñe, identificándose con estos y tomándolos como referencia en su actuación, tanto en su vida laboral como en lo privado, siendo congruente con el cargo que desempeña, mediante prácticas y métodos a la disposición pública, en el marco de la legalidad.

								Servicio de calidad		Tener la actitud y aptitud de comprender las necesidades de otros, para brindar un servicio oportuno y de calidad a personas usuarias internas y externas, dando respuesta ágil, eficaz, cordial, asertiva, con conocimiento y transparencia en la gestión.





Subdirector

		Descripción de la meta:		Indicarle un nombre a la meta propuesta (Debe expresarse en términos de tiempo, por ejemplo: que al 31 de diciembre…)

		Justificación:		Indicar claramente, las razones y motivos para el establecimiento de esa meta.  Responder a las preguntas: ¿Por qué es importante? ¿Cuál es su impacto en la mejora del trabajo?, ¿Cómo contribuye en la mejora o en la toma de decisiones?

		Nivel de cumplimiento		Indicar el nivel de cumplimiento esperado: Un valor absoluto o un valor porcentual

		Unidad de medida:		Indicar si es un valor absoluto o un valor porcentual

		Frecuencia de medición:		Periodicidad en la que se va a contratar la meta establecida con el resultado obtenido para determinar su nivel de cumplimiento.  Ejm: mensual, trimestral, semestral, anual, un momento en el tiempo determinado (fecha de seguimiento del PAO). Se requiere ajustar la tabla de control en función con esta frecuencia. 

		Fórmula de cálculo de la meta:		Indicar la fórmula de cálculo de la meta:

				- Podría ser la simple comprobación de un dato en momento determinado a lo largo de la frecuencia de medición de la meta, como por ejemplo la realización de arqueos de manera mensual, trimestral o semestral.

				- Podría requerir cálculos utilizando una variedad de datos, en cuyo caso se debe ajustar el control o llevar un control aparte para el cálculo de ese dato (requiere la existencia o la elaboración de un control para ese cálculo).

				- Podría determinarse como un porcentaje de nivel de cumplimiento, utilizando los cálculos indicados en la viñeta anterior, en cuyo caso se debe ajustar el control o llevar un control aparte para el cálculo de ese dato (requiere la existencia o la elaboración de un control para ese cálculo). 

		Fuente de los datos:		Indicar el lugar o soporte (físico o tecnológico) donde se encuentran y se extraerán los datos para aplicar la fórmula de cálculo, es decir comparar el resultado obtenido con la meta propuesta para obtener el nivel de cumplimiento de la meta.

				- El dato “A” se encuentra en el registro que lleva la persona evaluada.

				- El dato “B” se extrae del control de excel a cargo de la secretaría de la oficina en la ruta: Oficina / Control de asuntos / Asignaciones por profesional.

				- El dato “C” se obtiene del sistema X generándolo desde la opción “Reporte”.













								Clase del puesto al que aplica la meta		Subdirector General 2

								Nombre de la persona colaboradora		Ingrid Moya Aguilar

								Despacho u oficina		Dirección de la JUNAFO-1907



		Factor: Rendimiento		Porcentaje asociado: 80%				Factor: Rendimiento		Porcentaje asociado: 80%

								Metas Subdirector General 2, Plaza 382294

								Descripción de la meta:		Que mensualmente por el periodo de evaluación, se participe en las sesiones de trabajo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y de sus Comités Técnicos debidamente convocadas.		Que quincenalmente y por el periodo de evaluación se coordine todo el ciclo para  la correcta y oportuna aplicación de pago de las asignaciones a la población jubilada y pensionada. 		Que al 31 diciembre de 2022, se hayan gestionado ante el Departamento de Proveeduría, las contrataciones pendientes para el funcionamiento de la Dirección de la JUNAFO 		Que al 31 diciembre de 2022, se haya cumplido las metas de gestión establecidas para las áreas sustantivas de la Dirección de la JUNAFO a cargo.		Que al 31 de diciembre de 2022, se hayan realizado las evaluaciones pertinentes del personal a cargo, en el periodo correspondiente. 

								Justificación:		En atención y cumplimiento a la solicitud de la JUNAFO con el fin de apoyar la labor de las personas integrantes desde el marco que corresponde a la Alta Gerencia		En atención a una de las actividades sustantivas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y el perfil competencial de los puestos de Alta Gerencia		Como parte de las funciones asignadas a la Alta Gerencia, se debe dar seguimiento al cumplimiento de los objetivos, metas e indicadores trazados en el Plan Anual Operativo establecido para la oficina a cargo en que se requiera el trámite de contrataciones administrativas.		Como parte de las funciones asignadas a la Alta Gerencia, se debe dar seguimiento al cumplimiento de la gestión de las áreas sustantivas de la oficina a cargo.		En cumplimiento a las directrices de la Institución y según lo definido en el Reglamento del Sistema Integrado de Evaluación del Desempeño, se deben aplicar las evaluaciones del desempeño a todas las personas colaboradoras del Poder Judicial.

								Valor de la Meta:		10%		30%		20%		30%		10%

								Porcentaje de cumplimiento esperado 		100%		100%		100%		100%		100%

								Unidad de medida:		Porcentaje		Porcentaje		Porcentaje		Porcentaje		Porcentaje

								Frecuencia de medición:		Mensual		Quincenal		Mensual		Mensual		Semestral

								Fórmula de cálculo de la meta:		Cantidad de sesiones en que participa / Cantidad de sesiones convocadas		Cantidad de planillas canceladas / Cantidad de planillas requeridas		Cantidad de procesos tramitados / Cantidad de procesos requeridos		Cantidad de metas cumplidas / Cantidad de metas establecidas		Evaluaciones realizadas / Evaluaciones requeridas

								Fuente de los datos:		Grabación de las sesiones y actas de la Junta Administradora		Sistema SIGA-FJP e informe de labores		Sistema SIGA-PJ/SICOP		Informe de labores		Informes de labores y Sistema de Evaluación del Desempeño (PIN)

								Factor: Competencias Genéricas		Porcentaje asociado: 20%

								Nombre		Definición		Conductas Observables

								Compromiso		Actuar con responsabilidad cumpliendo con los deberes y obligaciones asignados, realizando el trabajo a tiempo, siendo eficiente y brindando un servicio de calidad.

								Ética y transparencia		Implica, asumir como propios la Misión, Visión y Valores del ámbito donde se desempeñe, identificándose con estos y tomándolos como referencia en su actuación, tanto en su vida laboral como en lo privado, siendo congruente con el cargo que desempeña, mediante prácticas y métodos a la disposición pública, en el marco de la legalidad.

								Servicio de calidad		Tener la actitud y aptitud de comprender las necesidades de otros, para brindar un servicio oportuno y de calidad a personas usuarias internas y externas, dando respuesta ágil, eficaz, cordial, asertiva, con conocimiento y transparencia en la gestión.
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T: (506) 2501-8000, F: (506) 2501-8100   C: contraloria.general@cgr.go.cr 


 http://www.cgr.go.cr/   Apdo. 1179-1000, San José, Costa Rica 


 


Al contestar refiérase 


al oficio Nº 11481 


 


10 de agosto, 2018 


DFOE-PG-0436 


 


Señor 


Roberth García González 


Auditor General 


PODER JUDICIAL 


Correo: auditoria@poder-judicial.go.cr  


rgarciag@poder-judicial.go.cr  


 


Estimado señor: 


 


Asunto: Emisión de criterio solicitado sobre las competencias de la Auditoría Interna 


respecto de la nueva Junta Administradora del Fondo de Pensiones y 


Jubilaciones del Poder Judicial 


 


Se procede a dar respuesta a su consulta efectuada mediante oficio Nro. 713-AUD-2018 de 


fecha 4 de junio de 2018, al cual se previno mediante oficio del Órgano Contralor Nro. 07757 


(DJ-0711) de 6 de junio de 2018; el cumplimiento de requisitos para la admisibilidad de la 


consulta, los cuales fueron aportados según se aprecia del oficio Nro. 738-13-UJ-2018 de 8 de 


junio de 2018.  


 


I. OBJETO DE LA CONSULTA 


 


a) SOBRE EL FONDO: 


 


Aduce el consultante que mediante oficio emitido en su oportunidad por el Órgano Contralor, 


Nro. DJ-3905-2010 de 3 de noviembre de 2010, se consideró que la Auditoría Interna del Poder 


Judicial tenía facultades para la fiscalización del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder 


Judicial. 


 


Indica que en dicho oficio se externó el criterio que los recursos administrados por ese 


Fondo eran fondos públicos sujetos a fiscalización, de conformidad con las competencias 


otorgadas a las auditorías institucionales por el artículo 22 de la Ley General de Control Interno 


(LGCI). Que la administración del Fondo no salía del ámbito público al ser una labor normal y 


ordinaria del Poder Judicial a través del Consejo Superior y que por ello existe la obligación del 


Poder Judicial de responder con sus propios recursos por una administración deficiente. Que la 


fiscalización por parte de la Auditoría Judicial respecto a la forma como se llevaba a cabo esa 


labor de administración, es extensiva a la gestión del Fondo como tal y debía ser ejercida con 


arreglo a los parámetros ordinarios aplicables a la fiscalización de las actividades del Poder 
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Judicial como Administración. Que si la administración activa (representada por el Consejo 


Superior de la Corte Suprema del Poder Judicial) tiene como parte de sus atribuciones normales 


y ordinarias la administración del Fondo de referencia, es evidente que la fiscalización respecto 


al ejercicio de dicha atribución forma parte del ámbito competencial de la administración judicial.  


 


Dicho esto, en criterio del consultante, con la promulgación de la Ley Nro. 9544 “Reforma 


Ley Orgánica del Poder Judicial”, publicada en la Gaceta 89 del 22 de mayo del 2018, el cuadro 


fáctico y normativo analizado en el oficio DJ-3905-2010 por la Contraloría General varió 


sustancialmente, en razón de las siguientes consideraciones del consultante, las cuales se 


transcriben en su literalidad:  


 


“Se crea la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 
Judicial como un órgano del Poder Judicial, que contará con completa 
independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer las facultades y 
atribuciones que le otorga la ley, para la administración del Fondo. 
 
La Junta Administrativa contará con personalidad jurídica instrumental para ejercer 
las atribuciones que el Ordenamiento Jurídico le asigne, así como la representación 
judicial y extrajudicial del Fondo. 
 
El artículo 239 inciso h) señala -entre otras funciones- que le corresponde a la Junta: 
Dictar las normas para el nombramiento, la suspensión, la remoción y sanción del 
personal; así como aprobar el plan anual operativo, el presupuesto de operación, 
sus modificaciones y su liquidación anual" 
 
Se financiará con una comisión por gastos administrativos que surgirá de deducir un 
cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores judiciales, así como de 
las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo, con lo cual se pagarán las dietas 
de los miembros de la Junta Administrativa, los salarios de su personal y, en 
general, sus gastos administrativos. 
 
Por disposición expresa del artículo 241 de la Ley 9544, la supervisión y la 
regulación de Ia Junta Administrativa y del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 
Poder Judicial estarán a cargo de la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) y del 
Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF); 
adicionalmente él artículo 239 de la citada Ley, inciso g), dicta cumplir con Ia 
legislación y la normativa que emitan ambos entes.”. 


 
Finalmente, procede a la formulación de la consulta en los siguientes términos:  


 
“Debido a la creación de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y 
Jubilaciones del Poder Judicial y de conformidad con sus competencias y 
potestades otorgadas en los artículos 239 y 241 de la Ley 9544: 
 
 ¿Tiene la Auditoría lnterna del Poder Judicial la facultad de fiscalizar, advertir o 
asesorar este nuevo órgano desconcentrado con personalidad jurídica instrumental 
del poder Judicial? 
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En relación con los recursos que requiere para su funcionamiento la Plataforma 
Administrativa de dicha Junta Administradora del Fondo en mención: 
 
. ¿Puede el Poder Judicial prestarle sus propios funcionarios remunerados con el 
presupuesto institucional, para que realicen las funciones que le corresponden a 
este nuevo órgano? 
 
.¿Está facultado el Poder Judicial para brindar recursos materiales, financieros, 
tecnológicos y de infraestructura a esa Junta Administradora?” 


 


b) POSICIÓN DE LA AUDITORÍA DEL PODER JUDICIAL 


 


La Auditoría Interna del Poder Judicial externó su posición mediante oficio Nro. 


738-13-UJ-2018 de 8 de junio de 2018, en el cual indica que efectivamente con la promulgación 


de la Ley Nro. 9544 de 2018, varió el cuadro fáctico y normativo analizado por la Contraloría 


General en su oficio Nro. DJ-3905-2010 de 3 de noviembre de 2010, y aduce para dicha 


conclusión las siguientes consideraciones:  


 


“Se crea la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 
Judicial como un Órgano del Poder Judicial, que contará con completa independencia 
funcional, técnica y administrativa, para ejercer las facultades y atribuciones que le otorga 
la ley, para la administración del Fondo.  
 
La Junta Administrativa contará con personalidad jurídica instrumental para ejercer las 
atribuciones que el Ordenamiento Jurídico le asigne, así como la representación judicial y 
extrajudicial del Fondo.  
 
El artículo 239 inciso h) señala -entre otras funciones- que le corresponde a la Junta: 
Dictar las normas para el nombramiento, la suspensión, la remoción y la sanción del 
personal; así como aprobar el plan anual operativo, el presupuesto de operación, sus 
modificaciones y su liquidación anual.  
 
Se financiará con una comisión por gastos administrativos que surgirá de deducir un 
cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores judiciales, así como de las 
jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo, con lo cual se pagarán las dietas de los 
miembros de la Junta Administrativa, los salarios de su personal y, en general, sus 
gastos administrativos.  
 
Por disposición expresa del artículo 241 de la Ley 9544, la supervisión y la regulación de 
la Junta Administrativa y del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 
estarán a cargo de la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) y del Consejo Nacional 
de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF); adicionalmente el artículo 239 de la 
citada Ley, inciso g), dicta cumplir con la legislación y la normativa que emitan ambos 
entes.”.  
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Indica además que el artículo 239 de la Ley 9544 en relación con el artículo 83 de la Ley 


General de la Administración Pública (LGAP) dan pie para afirmar que lo que se creó con la 


nueva Junta en la reforma operada a la Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ) fue un órgano 


con desconcentración máxima, puesto que “el Jerarca del Poder Judicial se encuentra sustraído 


de avocarse la competencia de la Junta, revisar o sustituir su conducta o girarle órdenes, 


instrucciones o circulares”. En ese sentido, -aduce el auditor- el legislador dotó de personalidad 


jurídica instrumental al nuevo órgano y lo facultó “para que dicte las normas en relación con el 


nombramiento, la suspensión, la remoción y la sanción del personal; así como aprobar el plan 


anual operativo, el presupuesto de operación, sus modificaciones y su liquidación anual”.  


 


Consecuentemente señala, que todas las competencias propias del jerarca (elección del 
personal, potestad disciplinaria, dirección presupuestaria, entre otras) son trasladadas por 
voluntad legislativa a Ia nueva Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. 
 


Continúa indicando el auditor, en otro orden de argumentación, que la Ley General de 
Control lnterno No. 8292 establece en el artículo 20 la obligación de todos los órganos de contar 
con auditoría interna y en consecuencia este nuevo órgano desconcentrado con personalidad 
jurídica instrumental debería contar con su propia Auditoría lnterna y establecer el sistema de 
control interno que corresponda, puesto que al no ser subordinado del jerarca del Poder Judicial 
y contar con su propio régimen disciplinario, el suscrito carecería de competencia para emitir los 
productos de auditoría, y en especial se encontraría en una imposibilidad material de aplicar los 
procedimientos establecidos en la Ley General de Control Interno para los casos de 
discrepancias con las recomendaciones que emite este Departamento. 
 


A modo de ejemplo y en apoyo de su anterior posición, el consultante enumera algunos 
órganos desconcentrados con personalidad jurídica instrumental que cuentan cada uno con una 
auditoría interna separada e independiente al órgano al que están adscritos. 
 


Finaliza su posición argumentado que:  
 
“El Poder Judicial se encuentra imposibilitado a prestarle sus propios funcionarios remunerados 
con el presupuesto institucional, para que realicen las funciones que le corresponden a este 
nuevo órgano, pues para ello el legislador lo dotó con su propio presupuesto, así como la 
competencia para nombrar y sancionar al personal, de modo que se desnaturalizaría la relación 
de jerarquía con la Junta. Así tampoco brindarle recursos materiales, financieros, tecnológicos y 
de infraestructura a esa Junta Administradora, en el tanto estaría utilizando fondos públicos con 
un destino distinto a las funciones que le corresponden al Poder Judicial, violentando así el 
principio de legalidad que rige a la lnstitución y por ende, podría presentarse un eventual delito 
de malversación de fondos públicos.”.  
 
II. CONSIDERACIONES PREVIAS 


 


En atención a la consulta planteada, cabe señalar que de acuerdo con el artículo 29 de la 


Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, Ley n.º 7428, el Órgano Contralor ejerce 


la potestad consultiva en el ámbito de sus competencias, de manera que atiende las consultas 


que al efecto le dirijan los órganos parlamentarios, los diputados de la República, los sujetos 
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pasivos y los sujetos privados no contemplados en el inciso b) del artículo 4 de la citada Ley. 


Complementándose al efecto, con lo regulado en el “Reglamento sobre la recepción y atención 


de consultas dirigidas a la Contraloría General de la República” (resolución R-DC-197-2011), el 


cual establece las condiciones que rigen el trámite y la atención de las consultas ingresadas 


como parte del ejercicio de la competencia consultiva. 


 


Al efecto, el artículo 8 del Reglamento de referencia, establece requisitos de obligatorio 


cumplimiento para la presentación de las consultas dirigidas al Órgano Contralor, entre los que 


se citan, en lo de interés, lo dispuesto en los incisos 1 y 2 de dicho ordinal, los cuales determina 


lo siguiente:  


 


"Artículo 8°—Requisitos para la presentación de las consultas. Las 


consultas que ingresen para su atención conforme al artículo 29 de la Ley No. 


7428, deberán cumplir los siguientes requisitos: 


1. Tratarse de asuntos de competencia del órgano contralor. 


2. Plantearse en términos generales, sin que se someta al órgano consultivo a 


la resolución de circunstancias concretas propias del ámbito de decisión del 


sujeto consultante, o que atañen a la situación jurídica del gestionante. 


(…)." 


 


De lo cual se desprende la obligación de presentar las consultas dentro de las materias 


propias de la competencia constitucional y legal de esta Contraloría General vinculada con la 


Hacienda Pública. Asimismo, debe plantearse en términos generales, sin que se someta al 


Órgano Consultivo a la resolución de circunstancias concretas propias del ámbito de decisión del 


sujeto consultante, o que atañen a la situación jurídica del gestionante. 


 


Dicho proceder, obedece a la finalidad propia del proceso consultivo, que no pretende 


sustituir a la Administración en la toma de decisiones respecto de las competencias que le han 


sido asignadas en el ordenamiento jurídico, a la vez que se trata de evitar el riesgo que genera la 


emisión de un criterio vinculante sobre la base de supuestos fácticos y jurídicos que no se 


conocen a plenitud, y por ende, puede generar un pronunciamiento errado en sus conclusiones. 


De manera que se reitera el carácter general de las observaciones y el análisis que aquí se 


plantea sobre los temas en consulta. 


 


Por ello, la potestad consultiva no debe verse como un medio por el cual la Contraloría 


General sustituye a las Administraciones Públicas en el manejo de situaciones particulares en el 


plano meramente administrativo, la resolución de los conflictos internos que se puedan generar 


entre las diferentes instancias en el seno de la administración consultante, o la validación o 


confirmación de conductas previamente adoptadas por la Administración activa.  
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En ese tanto, lo anterior no impide emitir un criterio vinculante respecto a consultas 


relacionadas con el ámbito competencial del Órgano Contralor, máxime cuando se trata de 


temas o materias abordados previamente en el ejercicio de su potestad consultiva, bajo el 


entendido que se trata de consideraciones que se esbozan desde una perspectiva general, y no 


de una situación específica e individualizada, y dirigidas por demás a orientar a la entidad 


consultante en la toma de sus decisiones. 


 


III. CRITERIO JURÍDICO DE LA CONTRALORÍA GENERAL 


 


1) ANÁLISIS DEL OFICIO NRO. 10369 (DJ-3905) DEL ÓRGANO CONTRALOR A LA LUZ DE LA LEY 


NRO. 9544 “REFORMA LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL” 


 


Como se indicó en el apartado anterior, siendo que el objeto de la consulta se dirige 


principalmente a una serie de puntos concretos, que además requieren pronunciamiento de 


asuntos que no corresponden definir por competencia al Órgano Contralor, es importante 


resaltar que la respuesta a la consulta se atiende en términos generales y sobre los temas que 


por Ley corresponde, lo cual implica no entrar a conocer por esta vía consultiva de situaciones 


específicas que sean de conocimiento por la Administración, en las que le atañe las valoraciones 


pertinentes, de frente a la adopción de conductas administrativas con efectos concretos. 


 


En primera instancia, conviene establecer si con la reforma operada a la Ley Orgánica del 


Poder Judicial con la promulgación de la Ley Nro. 9544 “Reforma Ley Orgánica del Poder 


Judicial”, publicada en la Gaceta 89 del 22 de mayo del 2018, el cuadro fáctico y normativo 


analizado en el oficio de la Contraloría General No. 10369 (DJ-3905-2010) de 3 de noviembre de 


2010, varió sustancialmente o si en su defecto, se mantienen los presupuestos jurídicos 


analizados en dicha oportunidad. 


 


Preliminarmente, debe indicarse que en el 2010, año en que se emitió el oficio de referencia, 
el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial era administrado por el Consejo Superior 
del Poder Judicial, de acuerdo con las políticas de inversión establecidas por la Corte Suprema de 
Justicia1, lo cual significaba que su administración era una labor encargada al propio Poder 
Judicial, quien la ejercía como parte de sus atribuciones normales y ordinarias y asumiendo con 
sus recursos públicos los costos que implica y trae consigo dicha administración.  
 


Sin embargo, con la reforma operada por la Ley Nro. 9544, tenemos un nuevo panorama 
jurídico por el cual el Fondo es independiente del Poder Judicial (art. 235), y su administración es 
trasladada a una Junta Administrativa como un órgano del Poder Judicial (art.242 inciso f), que 
contará con completa independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer las 
facultades y atribuciones que le otorga la ley (art. 239 incisos a) y h); y tendrá personalidad 
jurídica instrumental, así como ejercer la representación judicial y extrajudicial del Fondo. 
Igualmente, la reforma de ley le otorga a la Junta facultades de inversión de los recursos 
acumulados en el Fondo (arts. 239 inciso f) y 240 bis).  


                                                 
1
 Competencia que era regulada en los incisos 12,13,14 y 15 del artículo 81 de la Ley 7333 del 5/5/1993, los cuales 


fueron derogados por el artículo 2 de la Ley Nro. 9544 “Reforma Ley Orgánica del Poder Judicial del 24/4/2018. 
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Ahora bien, en el oficio del Órgano Contralor del año 2010 se indicó:  


 


“En ese sentido, si la Administración Activa (representada por el Consejo Superior y 
la Corte Suprema del Poder Judicial) tiene como parte de sus atribuciones normales 
y ordinarias la administración del Fondo de marras, es evidente que la fiscalización 
respecto al ejercicio de dicha atribución forma parte del ámbito competencial de la 
Auditoría Judicial.”. 
 
Sin mayor rigor de análisis; a la luz de lo indicado, es de consecuencia lógica en el nuevo 


contexto de la reforma legal, que habiendo salido la administración del Fondo del ámbito del 
Consejo Superior y de la Corte Suprema de Justicia como administración activa, su fiscalización 
ya no forma parte del ámbito competencial de la Auditoría Judicial, como se verá con mayor 
detenimiento en el siguiente apartado. 
 


2) SOBRE EL EJERCICIO DE LAS COMPETENCIAS DE FISCALIZACIÓN DE LA AUDITORÍA JUDICIAL 


SOBRE LA JUNTA ADMINISTRATIVA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER 


JUDICIAL 


 


De seguido se impone el análisis de la estructura administrativa que el legislador diseña para 


la Junta Administrativa del Fondo, y si dicha configuración orgánica incide en las competencias 


fiscalizadoras de la Auditoría Judicial sobre aquella.  


 


En efecto, el nuevo órgano llamado Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y 


Pensiones del Poder Judicial, si bien su norma de creación no indica expresamente el tipo de 


desconcentración administrativa en los términos del artículo 83 de la LGAP;  la Procuraduría 


General de la República ha reconocido la posibilidad de la creación tácita de órganos 


desconcentrados. En ese sentido, ha indicado que un órgano desconcentrado requiere, al menos, 


independencia funcional, o sea la potestad de ejercer la competencia material que le ha sido 


transferida sin sujeción a un poder de mando o, en su caso, una potestad revisora2. Esta 


independencia funcional ha sido otorgada por el legislador a la Junta Administrativa en el artículo 


239 de la Ley 9544.  


 


Al ser la Junta Administrativa un órgano con desconcentración y ejercer en nombre propio la 


correspondiente competencia desconcentrada libre de los poderes de mando e instrucción y 


alternativamente el de revisión o de avocación del jerarca, no podría la Auditoría Judicial que 


tiene dependencia del jerarca (artículo 24 de la LGCI), ejercer las competencias y potestades 


otorgadas por los artículos 22 y 33 de la LGCI, por cuanto un eventual incumplimiento de las 


disposiciones del auditor interno por parte del órgano desconcentrado, no podría ser elevado en 


conflicto al máximo jerarca, que tendría sus potestades limitadas respecto de éste; y por ende el 


cumplimiento de lo dispuesto por la Auditoría no podría ser exigido.  


 


                                                 
2 Dictamen C-255-2005 del 15 de julio, 2005. Procuraduría General de la República. 
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La Ley General de Control Interno, N.° 8292, establece que el Sistema de Fiscalización 


Superior de la Hacienda Pública está compuesto por una serie de órganos3, entre los que se 


contemplan la administración activa y la auditoría interna de las instituciones. Al tener el jerarca 


limitadas sus competencias respecto de la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y 


Pensiones del Poder Judicial, faltaría uno de los componentes orgánicos del sistema de control 


interno (SCI), viéndose impracticable el deber, junto a los titulares subordinados, de lo dispuesto 


en el artículo 104 de la LGCI, esto es, establecer, mantener, perfeccionar y evaluar el SCI 


institucional, correspondiendo a la administración activa realizar las acciones necesarias para 


garantizar su efectivo funcionamiento. 


 


Siendo la Junta Administrativa un órgano con desconcentración; la Auditoría del Poder 


Judicial vería limitado su ejercicio funcional; el cual está circunscrito a su ámbito de pertenencia 


institucional, de conformidad con los artículos 7 y 21 de la Ley General de Control Interno que 


regulan el ámbito jurídico en que se ejerce legítimamente las funciones de auditoría, que es la 


propia organización a la que se pertenece o el ámbito de competencia institucional al que 


responde cada unidad de auditoría.  


 


Es importante anotar que, como parte de las competencias decisorias y resolutorias que la 


Ley le otorga a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 


Judicial, se incluyen, entre las más importantes administrar el Fondo de Pensiones y 


Jubilaciones de los Empleados del Poder Judicial, estudiar, conocer y resolver las solicitudes de 


jubilación y pensión que se le presenten, recaudar las cotizaciones que corresponden al Fondo y 


ejercer las acciones de cobro necesarias, atender las solicitudes de reingreso a labores 


remunerativas de jubilados inválidos, realizar los estudios actuariales con la periodicidad 


establecida en la normativa emitida al efecto por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema 


Financiero (Conassif) y la Superintendencia de Pensiones (Supén), invertir los recursos del 


Fondo, de conformidad con la ley y con la normativa que al efecto dicte el Consejo Nacional de 


Supervisión del Sistema Financiero y la Superintendencia de Pensiones, cumplir con la 


legislación y la normativa que dicten tanto el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema 


Financiero como la Superintendencia de Pensiones, dictar las normas para el nombramiento, la 


suspensión, la remoción y la sanción del personal; así como aprobar el plan anual operativo, el 


presupuesto de operación, sus modificaciones y su liquidación anual, aparte de las facultades de 


operaciones financieras de inversión de los recursos acumulados del Fondo (arts. 239 y 240 bis). 


 


 


                                                 
3 Artículo 9. Órganos del sistema de control interno. La administración activa y la auditoría interna de los entes y órganos 


sujetos a esta Ley, serán los componentes orgánicos del sistema de control interno establecido e integrarán el Sistema de 


Fiscalización Superior de la Hacienda Pública a que se refiere la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República. Ley 


General de Control Interno, Ley N.° 8292. 
4Artículo 10.- Responsabilidad por el sistema de control interno. Serán responsabilidad del jerarca y del titular subordinado 


establecer, mantener, perfeccionar y evaluar el sistema de control interno institucional. Asimismo, será responsabilidad de la 


administración activa realizar las acciones necesarias para garantizar su efectivo funcionamiento”.  
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Como puede verse, y conforme a lo ya analizado, cualquier conflicto derivado de una 


fiscalización, advertencia o asesoría ejercida por la Auditoría Judicial en estos temas reservados 


a la Junta, no podría ser solventada por el máximo jerarca, quedando el proceso de fiscalización 


y cumplimiento del sistema de control interno truncado, por cuanto cualquier revisión ulterior por 


parte del jerarca de disposiciones giradas por el auditor a la Junta en la materia de su 


competencia no sería legalmente posible.  
 


Asimismo, debe considerarse que el legislador diseñó un marco especializado de 


competencias; en cuanto a las labores de supervisión y regulación del Fondo y de la Junta 


Administrativa, ya que el artículo 241 de la Ley 95445 reserva tales facultades por especialidad 


de la materia a la Superintendencia de Pensiones (Supén) y el Consejo Nacional de Supervisión 


del Sistema Financiero (Conassif), respectivamente.  
 


Por los argumentos esgrimidos, la Auditoría lnterna del Poder Judicial no tiene la facultad de 


fiscalizar, advertir o asesorar a la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones 


del Poder Judicial. 
 


No obstante, debe considerarse que la Ley de Reforma sólo habilita una supervisión y 


regulación de tipo técnico-financiero sobre el Fondo, por lo que le resultará útil a las autoridades 


del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial atender a lo dispuesto por el artículo 


20 de la LGCI que regula la conformación de un sistema de control interno en los entes y 


órganos de naturaleza pública que se creen.  
 


Dicho lo indicado, resta hacer referencia a los dos últimos extremos de la consulta, en 


relación con los recursos que requiere para su funcionamiento la Plataforma Administrativa de la 


Junta Administrativa del Fondo; interrogantes que el consultante plantea de la siguiente forma:  
 


“¿Puede el Poder Judicial prestarle sus propios funcionarios remunerados con el 
presupuesto institucional, para que realicen las funciones que le corresponden a 
este nuevo órgano?, y 
 


¿Está facultado el Poder Judicial para brindar recursos materiales, financieros, 
tecnológicos y de infraestructura a esa Junta Administradora?” 


 


El Órgano Contralor no tiene las competencias legales ni constitucionales para decidir el 


ámbito de actuación legal de la administración activa en torno a sus propios funcionarios, lo cual 


obedece a su régimen de organización funcionarial, ni tampoco decidir la procedencia o no en la 


forma de utilización de sus recursos materiales, financieros, tecnológicos y de infraestructura, 


todo lo cual responde al ámbito de actuación interno que define cada institución.  


                                                 
5 “Artículo 241- La supervisión y la regulación de la Junta Administrativa y del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 


Poder Judicial estarán a cargo de la Superintendencia de Pensiones (Supén) y del Consejo Nacional de Supervisión del 


Sistema Financiero (Conassif), respectivamente, de conformidad con las atribuciones que les otorga la ley. La Junta 


Administradora estará sujeta al cobro por supervisión previsto en los artículos 173 y 174 de la Ley N.º 7732, Ley Reguladora del 


Mercado de Valores, de 17 de diciembre de 1997. Dicho cobro se calculará sobre los ingresos anuales que haya recibido la Junta 


Administrativa por la administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.” (El destacado no pertenece a su 


original)  
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Como se indicó en acápites anteriores, la potestad consultiva no debe verse como un medio 


por el cual la Contraloría General sustituye a las Administraciones Públicas en el manejo de 


situaciones particulares en el plano meramente administrativo, la resolución de los conflictos 


internos que se puedan generar entre las diferentes instancias en el seno de la administración 


consultante, o la validación o confirmación de conductas previamente adoptadas o por adoptarse 


por la Administración activa. 


 


El artículo 2 del “Reglamento sobre la Recepción y Atención de Consultas dirigidas a la 


Contraloria General de la República”(R-DC-197-2011) dispone:  


 


“Artículo 2º—Alcance de la potestad consultiva. La Contraloría General de 


la República ejerce la potestad consultiva como parte de sus funciones. De 


acuerdo con ello le corresponde atender las gestiones que le dirijan los sujetos 


consultantes en las materias de su competencia constitucional y legal.”. 


(El destacado no pertenece a su original). 


 


 Por su parte, el artículo 5 de dicho Reglamento dispone:  


 


“Artículo 5º—Materias objeto de consulta ante la Contraloría General de la 


República. Los dictámenes que se emitan con efectos vinculantes deberán 


tener relación con los componentes de la Hacienda Pública y en general con el 


ordenamiento de control y fiscalización de la Hacienda Pública.”. 


 


 Igualmente, el artículo 8 inciso 1) del Reglamento dispone:  


 


“Artículo 8º—Requisitos para la presentación de las consultas. Las 


consultas que ingresen para su atención conforme al artículo 29 de la Ley No. 


7428, deberán cumplir los siguientes requisitos: 1.Tratarse de asuntos de 


competencia del órgano contralor.” 


 


 Finalmente, el artículo 9 del Reglamento señala:  


 


   “Artículo 9º—Admisibilidad de las consultas. Aquellas consultas que cumplan 


con los requisitos establecidos en el artículo anterior, se admitirán para su 


atención por el fondo y emisión del dictamen correspondiente por parte del 


órgano contralor. Se rechazarán de plano y sin más trámite las consultas 


que no sean competencia de la Contraloría General de la República, las 


que no hayan sido presentadas por el jerarca en el caso de la administración 


activa, por el auditor o subauditor internos o del representante legal en caso de 


sujetos privados, aquellas cuyo objeto principal consista en requerir la 


resolución de circunstancias concretas que correspondan al sujeto consultante, 
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así como las que se presenten por sujetos que no están legitimados para 


consultar conforme a lo dispuesto en el artículo 6, párrafo primero, de este 


reglamento. Con excepción de los supuestos antes indicados, la Contraloría 


General de la República se reserva la facultad de prevenir por única vez el 


cumplimiento de requisitos que no constituyan un impedimento para conocer 


por el fondo el objeto consultado. De igual manera valorará circunstancias de 


excepción relevantes, cuya procedencia quedará a criterio del órgano 


contralor.”. (Subrayado no pertenece a su original).  


 


 En consecuencia, y atendiendo a dicho marco normativo, al no ser dichas consultas objeto de 


la competencia constitucional y legal del Órgano Contralor, resulta improcedente referirse a las 


mismas y se rechazan de plano y sin más trámite.  


 


IV. CONCLUSIONES:  


 


1) La Auditoría lnterna del Poder Judicial no tiene la facultad de fiscalizar, advertir o asesorar a la 


Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por cuanto 


escapa de su ámbito de actuación institucional de conformidad con los artículos 7 y 21 de la LGCI; 


además por el hecho de haberse depositado la administración del Fondo en un órgano 


desconcentrado como la Junta, fuera del ámbito de jerarquía del Poder Judicial. 


 


2) En relación a las labores de supervisión y regulación del Fondo y de la Junta Administrativa, el 


artículo 241 de la Ley 9544 reserva tales facultades a la Superintendencia de Pensiones (Supén) 


y al Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif), respectivamente, por lo 


cual no se contempló la participación de la Auditoría del Poder Judicial. 


 


3) La Ley General de Control Interno, Nro, 8292, establece que el Sistema de Fiscalización 


Superior de la Hacienda Pública está compuesto por una serie de órganos, entre los que se 


contemplan la administración activa y la auditoría interna de las instituciones. Al tener el jerarca 


limitadas sus competencias respecto de la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y 


Pensiones del Poder Judicial como órgano desconcentrado, hace que falte uno de los 


componentes orgánicos del sistema de control interno (SCI), viéndose impracticable el deber, 


junto a los titulares subordinados, de cumplir con el artículo 10 de la LGCI, esto es, establecer, 


mantener, perfeccionar y evaluar el SCI institucional respecto de la Junta.  


 


3) Cualquier conflicto derivado de una fiscalización, advertencia o asesoría ejercida por la 


Auditoría del Poder Judicial en los temas propios del ámbito de competencia de la Junta, no 


podría ser solventado por el máximo jerarca, quedando el proceso de fiscalización y 


cumplimiento del sistema de control interno truncado, por cuanto cualquier revisión ulterior de 


disposiciones giradas por la Auditoría Judicial a la Junta, no podrían ser decididas por el jerarca, 


al tener limitadas sus competencias de frente a un órgano desconcentrado.  
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4) No obstante, debe considerarse que la Ley de Reforma sólo habilita una supervisión y 


regulación de tipo técnico-financiero sobre el Fondo, por lo que le  resultará útil a las 


autoridades del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial atender lo dispuesto por el 


artículo 20 de la LGCI que regula la conformación de un sistema de control interno en los entes y 


órganos de naturaleza pública que se creen.  


 


5) Respecto a las consultas relativas a si el Poder Judicial puede prestarle a la Junta 


Administrativa sus propios funcionarios remunerados con el presupuesto institucional, para que 


realicen las funciones que le corresponden a ese nuevo órgano, y si está facultado para brindar 


recursos materiales, financieros, tecnológicos y de infraestructura, por aplicación de los artículos 


2, 5, 8.1 y 9 del Reglamento sobre la Recepción y Atención de Consultas dirigidas a la 


Contraloria General de la República”(R-DC-197-2011); al no ser dichas consultas objeto de la 


competencia constitucional y legal del Órgano Contralor, resulta improcedente referirse a las 


mismas y se rechazan de plano y sin más trámite.  


 
En los términos indicados, se tiene por atendida la consulta. 


 
 Finalmente, le recordamos la importancia de registrarse y utilizar el Sistema de la Potestad 


Consultiva, de manera que podamos brindarle un servicio oportuno y eficiente en la atención de 


su gestión, el cual puede consultar en el sitio web: www.cgr.go.cr. 


 


 


Atentamente, 


 


 


 


Licda. Damaris Vega Monge 


GERENTE DE ÁREA 


 


 


 


Msc. Mario A. Pérez Fonseca 


ASISTENTE TÉCNICO 
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División de Fiscalización Operativa y Evaluativa
Área de Fiscalización para el Desarrollo de la Gobernanza


Al contestar refiérase


al oficio Nº 7815


28 de mayo, 2021
DFOE-GOB-0042


Señores
Roberth García González
Auditor General
PODER JUDICIAL


Correo: auditoria@poder-judicial.go.cr


Arnoldo Hernández Solano
Presidente
JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL


CORREO: junta_fondojppj@poderjudicial.go.cr
omorava@poder-judicial.go.cr


Estimados señores:


Asunto: Emisión de criterio solicitado sobre las competencias de la Auditoría Interna
del Poder Judicial para prestar sus servicios al Fondo de Jubilaciones y
Pensiones del Poder Judicial y a la Junta Administradora de dicho Fondo.


Se procede a dar respuesta a sus respectivas consultas efectuadas por el señor Roberth
García González, Auditor Judicial, mediante oficio N° 399-17-UJ-2021 de 23 de marzo de 2021;
y por el señor Arnoldo Hernández Solano en su carácter de Presidente de la Junta
Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial; mediante oficio N°
0404-2021 de 15 de abril del año en curso.


I. OBJETO DE LA CONSULTA DEL AUDITOR DEL PODER JUDICIAL


a) SOBRE EL FONDO


El consultante señala una serie de antecedentes que sirven de contexto a la consulta, los
cuales se resumen a continuación:


1) Que mediante oficio DJ-3905-2010 del 03 de noviembre de 2010, la Contraloría General
de la República señaló que el Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial
(FPJPJ) se encontraba dentro de las competencias de fiscalización de la Auditoría


Contraloría General de la República
T: (506) 2501-8000, F: (506) 2501-8100   C: contraloria.general@cgr.go.cr
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Judicial; al entender básicamente que dicho Fondo constituía un conjunto de recursos
que eran administrados dentro del ámbito público representado por el Consejo Superior
y la Corte Suprema de Justicia del Poder Judicial; y por ello parte del ámbito de
competencia institucional de esa auditoría, según el artículo 22 de la Ley General de
Control Interno. Por lo que, a partir de dicho criterio se creó a lo interno de la estructura
administrativa del Poder Judicial; según el consultante, la Sección de Auditoría del
FPJPJ.


2) Que con la promulgación de la ley No. 9544 “Reforma a la Ley Orgánica del Poder
Judicial”, mediante publicación en La Gaceta No. 89 del martes 22 de mayo de 2018, el
cuadro fáctico y normativo varió sustancialmente. Ello por cuanto dicha reforma legal
creó la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial
como un órgano desconcentrado con personalidad jurídica instrumental para ejercer la
representación judicial y extrajudicial del Fondo. Que la reforma legal otorgó a dicha
Junta facultades de nombramiento, suspensión, remoción y sanción de su propio
personal, así como de aprobación del plan anual operativo, el presupuesto de operación,
sus modificaciones y su liquidación anual. Que el Fondo se financiará con una comisión
por gastos administrativos que surgirá de deducir un cinco por mil de los sueldos que
devenguen los servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a
cargo del Fondo, con lo cual se pagarán las dietas de los miembros de la Junta
Administrativa, los salarios de su personal y, en general, sus gastos administrativos.
Que al ser financiado única y directamente con el salario de los funcionarios no pasan
por formulación presupuestaria aprobada por la Asamblea Legislativa o Contraloría
General de la República, y no van ni provienen de Caja Única, sino que como lo señala
el artículo 239 inc. h) de la Ley de cita, es la misma Junta la que aprueba su
presupuesto, sus modificaciones y su liquidación. Que por disposición expresa del
artículo 241 de la Ley 9544, la supervisión y la regulación de la Junta Administrativa y
del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial estarán a cargo de la
Superintendencia de Pensiones (SUPEN) y del Consejo Nacional de Supervisión del
Sistema Financiero (CONASSIF); adicionalmente el artículo 239 de la citada Ley, inciso
g), dicta cumplir con la legislación y la normativa que emitan ambos entes. Que
actualmente la Junta Administrativa del FJPPJ cuenta con un Comité de Auditoría tal
como lo exige CONASSIF para las instituciones supervisadas.


3) Que ante ese cambio normativo del 2018 por la citada ley No. 9544, la Auditoría Judicial
solicitó criterio al Órgano Contralor con el fin de determinar si se habían variado las
competencias de la Auditoría Judicial respecto de lo indicado en el oficio DJ-3905-2010
del 03 de noviembre de 2010. A respecto, mediante oficio DFOE-PG-0436 del 10 de
agosto de 2018, cambió el criterio vertido en 2010, e indicó en lo sustancial que la
auditoría interna del Poder Judicial no tiene la facultad de fiscalizar, advertir o asesorar a
la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por
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cuanto escapa de su ámbito de actuación institucional de conformidad con los artículos
7 y 21 de la LGCI; además por el hecho de haberse depositado la administración del
Fondo en un órgano desconcentrado como la Junta, fuera del ámbito de jerarquía del
Poder Judicial. Que en relación a las labores de supervisión y regulación del Fondo y de
la Junta Administrativa, el artículo 241 de la Ley 9544 reserva tales facultades a la
SUPEN y al CONASSIF, respectivamente, por lo cual no se contempló la participación
de la Auditoría del Poder Judicial. Que la Ley General de Control Interno, Nro, 8292,
establece que el Sistema de Control Interno está compuesto por una serie de órganos,
entre los que se contemplan la administración activa y la auditoría interna de las
instituciones. Al tener el jerarca limitadas sus competencias respecto de la Junta
Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial como órgano
desconcentrado, hace que falte uno de los componentes orgánicos del sistema de
control interno (SCI), viéndose impracticable el deber, junto a los titulares subordinados,
de cumplir con el artículo 10 de la LGCI, esto es, establecer, mantener, perfeccionar y
evaluar el SCI institucional respecto de la Junta. Que cualquier conflicto derivado de una
auditoría, advertencia o asesoría ejercida por la Auditoría del Poder Judicial en los
temas propios del ámbito de competencia de la Junta, no podría ser solventado por el
máximo jerarca, quedando el proceso de fiscalización y cumplimiento del sistema de
control interno truncado, por cuanto cualquier revisión ulterior de disposiciones giradas
por la Auditoría Judicial a la Junta, no podrían ser decididas por el jerarca, al tener
limitadas sus competencias frente a un órgano desconcentrado. Que debe considerarse
que la Ley de Reforma sólo habilita una supervisión y regulación de tipo
técnico-financiero sobre el Fondo, por lo que le resultará útil a las autoridades del Fondo
de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial atender lo dispuesto por el artículo 20 de
la LGCI que regula la conformación de un sistema de control interno en los entes y
órganos de naturaleza pública que se creen. Que respecto a las consultas relativas a si
el Poder Judicial puede prestarle a la Junta Administrativa sus propios funcionarios
remunerados con el presupuesto institucional, para que realicen las funciones que le
corresponden a ese nuevo órgano, y si está facultado para brindar recursos materiales,
financieros, tecnológicos y de infraestructura, por aplicación de los artículos 2, 5, 8.1 y 9
del Reglamento sobre la Recepción y Atención de Consultas dirigidas a la Contraloría
General de la República”(R-DC-197-2011); al no ser dichas consultas objeto de la
competencia constitucional y legal del Órgano Contralor, resulta improcedente referirse a
las mismas y se rechazan de plano y sin más trámite.


4) Que a partir de la emisión del oficio DFOE-PG-0436 del 10 de agosto de 2018; siendo el
criterio de la Contraloría General de la República vinculante y obligatorio para esa
Auditoría Judicial, trasladó a conocimiento de la jerarquía del Poder Judicial y de la
Junta Administrativa del Fondo, la falta de competencia de ese órgano de control para
fiscalizar, advertir o asesorar a la Junta Administrativa del FJPPJ con las
consideraciones esbozadas por el Órgano Contralor. Ante el nuevo criterio, se
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reestructuró nuevamente la Auditoría Judicial y se eliminó la Sección creada para la
fiscalización de dicho Fondo.


5) Que en el año 2021, la Junta Administrativa del FJPPJ realizó consulta a la Procuraduría
General de la República, sobre la naturaleza jurídica de dicho órgano; obteniendo el
criterio a través del dictamen C-021-2021 del 29 de enero de 2021. A partir de este
último antecedente, la Auditoría Judicial refiere que a raíz de la interpretación del
dictamen de la Procuraduría General antes indicado, la Dirección Jurídica del Poder
Judicial brinda su criterio y con base en ello, la Junta Administrativa ordena a esa
Auditoría Interna la incorporación de dicho órgano dentro del universo auditable. Indica
el consultante que ante dicha situación, ese órgano de control les remitió oficio en el que
se expuso el criterio vinculante de la Contraloría General de la República sobre la falta
de competencia de esta Auditoría Interna para fiscalizar el Fondo y el análisis detallado
que realizó el ente de fiscalización superior de la Hacienda Pública para arribar a dichas
conclusiones. No obstante, la Junta reitera nuevamente que es obligación de la Auditoría
Judicial la incorporación de dicho órgano dentro del universo auditable conforme al
dictamen C-021-2021 de la PGR, a pesar que ese órgano asesor no entró a analizar
específicamente las competencias de la Auditoría Interna.


Finalmente, procede a la formulación de la consulta en los siguientes términos:


“¿El criterio de la CGR emitido mediante oficio DFOE-PG-0436 del 10 de agosto de 2018
prevalece en cuanto a la materia de control interno y las competencias de la Auditoría
Judicial sobre el dictamen de la PGR C-021-2021 del 29 de enero de 2021?


En caso de revertir nuevamente el Órgano Contralor, el criterio sobre las competencias de
esta Auditoría Interna, se agregan las siguientes consultas:


a) ¿Cuáles son las competencias de la Junta Administrativa del FJPPJ como jerarca del
órgano desconcentrado respecto de la Auditoría Interna del Poder Judicial?
¿Corresponde presentarle también la rendición del informe de labores anual regulado en
el artículo 22 inc. g) de la Ley General de Control Interno como jerarca de dicho órgano?


b) ¿Puede la Junta Administrativa del FJPPJ dictarle a la Auditoría Judicial directrices
administrativas como señala el artículo 239 inc h) de la Ley Orgánica del Poder Judicial?


c) En los conflictos por los informes de auditoría, ¿qué condición ostenta la Junta
Administrativa como jerarca del órgano desconcentrado? ¿La Auditoría Judicial tendría
que responder a dos jerarcas? ¿Quién conocería los conflictos de las recomendaciones
dirigidas a la Junta Administrativa si la Corte Plena no es su jerarca?
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d) Al haberse eliminado la Sección de Auditoría que fiscalizaba el Fondo de conformidad
con el criterio DFOE-PG-0436, la Junta Administrativa dentro de sus competencias para
crear las plazas puede aportar nuevamente el recurso humano para retomar la
fiscalización, ¿qué condición tendrían dichos funcionarios de auditoría según la Ley
General de Control Interno respecto de Corte Plena y de dicha Junta, así como en la
relación de puestos de la Auditoría Judicial?”.


a) POSICIÓN DE LA AUDITORÍA DEL PODER JUDICIAL


La Auditoría Interna del Poder Judicial externó su posición con las siguientes
consideraciones:


1) Que el criterio vertido por la Contraloría General de la República oficio DFOE-PG-0436
del 10 de agosto de 2018 prevalece en cuanto a la materia de control interno sobre el
dictamen de la PGR C-021-2021 del 29 de enero de 2021. El citado dictamen desarrolló
de manera muy general la naturaleza jurídica de la Junta Administrativa del FJPPJ y no
analizó integralmente las implicaciones en el sistema de control interno tal como lo hizo
el Órgano Contralor.


2) No comparte esta Auditoría Judicial la afirmación de la Procuraduría General y que
contradice lo indicado por la Contraloría General, en el sentido de que los empleados
que contrate la Junta con presupuesto propio -que por ley proviene directamente del
salario de los trabajadores y no de recursos públicos-, sean considerados funcionarios
en relación del empleo público del Poder Judicial, ya que no son plazas ligadas a un
código presupuestario, su creación no está sujeta a los mismos parámetros del resto de
funcionarios judiciales y no estarían incorporados en la Relación de Puestos propuesta
por Corte Plena al Ministerio de Hacienda, el cual lo remite a aprobación de la Asamblea
Legislativa para que se constituya en Ley de la República, aspecto que contraviene,
entre otros, al principio de especialidad cualitativa y cuantitativa, dispuesto en el artículo
5 de la ley No.8131, con las consecuencias asociadas al numeral 110 de ese cuerpo
normativo.


3) Existe el riesgo de que se distorsione el régimen sancionatorio institucional, ya que si se
consideran funcionarios judiciales estarían sometidos a la vigilancia de la Inspección
Judicial que depende del Consejo Superior (artículo 184 LOPJ), quien conoce sus
resoluciones en apelación, sin embargo, dichos funcionarios al ser contratados por la
Junta Administrativa deben responder disciplinariamente ante ellos.


4) Que los conflictos por los informes de auditoría tal como lo señaló en su oportunidad el
Órgano Contralor: “no podría ser solventado por el máximo jerarca, quedando el proceso
de fiscalización y cumplimiento del sistema de control interno truncado, por cuanto
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cualquier revisión ulterior de disposiciones giradas por la Auditoría Judicial a la Junta, no
podrían ser decididas por el jerarca, al tener limitadas sus competencias de frente a un
órgano desconcentrado.”


5) Que la Junta Administrativa actualmente posee un Comité de Auditoría según las
disposiciones de CONASSIF y la contratación constante de auditorías externas. Y al
igual que otros órganos desconcentrados con personalidad jurídica instrumental como
CONAVI, COSEVI, CTP, Comisión Nacional de Emergencias, FONABE, la Junta
Administrativa del Registro Nacional, la Junta Administrativa de la Imprenta Nacional,
entre otros, todos cuentan con su propia Auditoría Interna, lo cual como se indicó en el
oficio DFOE-PG-0436 es lo procedente de conformidad con el artículo 20 de la Ley
General de Control Interno y el modelo de las tres líneas de defensa desarrollado por el
Instituto de Auditores Internos y promovido por la OCDE.


II. OBJETO DE LA CONSULTA DE LA JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES


DEL PODER JUDICIAL


a) SOBRE EL FONDO


El consultante señala una serie de antecedentes que sirven de contexto a su consulta, los
cuales se indican a continuación:


1) El Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ) es un régimen
sustituto al régimen de Invalidez, Vejez y Muerte (IVM) administrado por la Caja
Costarricense de Seguros Social (CCSS), de beneficio definido, capitalización colectiva
y de adscripción obligatoria para las personas funcionarias del Poder Judicial,
perteneciente al primer pilar del Sistema Nacional Costarricense de Pensiones. Fue
creado el 09 de junio de 1939 y desde su creación se mantuvo bajo la administración
directa del estimable Consejo Superior y de la honorable Corte Plena, siendo su
administración claramente asumida por el aparato administrativo de ese Poder de la
República, conforme a las disposiciones de la Ley Orgánica del Poder Judicial, Ley N°.
7333 que en su artículo N°. 81 inciso 12 establecía: “Artículo 81.- Corresponde al
Consejo Superior del Poder Judicial: […] l2.- Administrar el Fondo de Pensiones y
Jubilaciones del Poder Judicial, de acuerdo con las políticas de inversión de ese Fondo,
establecidas por la Corte.”


2) A lo largo de los años de administración efectuada por ese Poder de la República, bajo
la tutela del Consejo Superior y la Corte Plena, se consideró necesario establecer áreas
especializadas que fueran directamente relacionadas con la gestión de este régimen de
pensiones, dentro de las cuales se destaca la Unidad de Auditoría del Fondo de


Contraloría General de la República
T: (506) 2501-8000, F: (506) 2501-8100   C: contraloria.general@cgr.go.cr


http://www.cgr.go.cr/ Apdo. 1179-1000, San José, Costa Rica



http://www.cgr.go.cr/





División de Fiscalización Operativa y Evaluativa
Área de Fiscalización para el Desarrollo de la Gobernanza


DFOE-GOB-0042 -7- 28/05/2021


Jubilaciones y Pensiones, perteneciente a la Auditoría Interna del Poder Judicial. Dicha
unidad fue conformada por el Consejo Superior en sesión Nº 51- 12 del 22 de mayo del
2012, artículo XXVIII.


3) Que tras un análisis efectuado por la Dirección de Planificación del Poder Judicial, el
Consejo Superior en sesión N° 063-2015, artículo XXXII del 09 de julio de 2015, decide
reclasificar dicha Unidad y elevarla al rango de Sección.


4) Con la promulgación en mayo del 2018, de la reforma impuesta mediante la Ley N°.
9544 a la Ley Orgánica del Poder Judicial, se crea un nuevo órgano encargado de
administrar el régimen de pensiones de este Poder de la República: La Junta
Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JAFJPPJ),
según se destaca del artículo N°. 239 de dicha ley.


5) La promulgación de esa reforma, así como la necesidad de identificar correctamente los
patrimonios individuales de cada órgano, y considerando el adecuado manejo tributario
necesario aplicable conforme a las reglas tributarias costarricense, volvieron necesario
dotar de dos personalidades jurídicas instrumentales nuevas, integrando un grupo de
interés económico conformado por por la Corte Suprema de Justicia, el FJPPJ y la Junta
Administradora del Fondo.


6) La creación de este nuevo órgano genera confusión a lo interno del Poder Judicial,
sobre su naturaleza jurídica, relación con dicho Poder y régimen de empleo aplicable,
por lo cual se remite consulta a la Procuraduría General de la República para dilucidar
estos temas.


7) Que con anterioridad a la reforma de la Ley Orgánica del Poder Judicial, promulgada
con la publicación el 22 de mayo de 2018 de la Ley N°. 9544 (Diario Oficial La Gaceta
N°. 89), la Contraloría General de la República mediante oficio N° DJ-3905-2010 (10639)
del 03 de noviembre del 2010, se refirió a la potestad de fiscalización de la auditoría
judicial sobre el régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial,
avalando su legítima procedencia.


8) Que con posterioridad a la reforma operada por Ley No. 9544, mediante oficio N°
DFOE-PG-0436 (Oficio N°. 11481) del 10 de agosto del 2018; la Contraloría General de
la República cambia su criterio del año 2010, argumentado en lo medular lo siguiente: a)
que habiendo salido la administración del Fondo del ámbito del Consejo Superior y de la
Corte Suprema de Justicia como administración activa, su fiscalización ya no forma
parte del ámbito competencial de la Auditoría Judicial. b) que al ser la Junta
Administrativa un órgano con desconcentración y ejercer en nombre propio la
correspondiente competencia desconcentrada libre de los poderes de mando e
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instrucción y alternativamente el de revisión o de avocación del jerarca, no podría la
Auditoría Judicial que tiene dependencia del jerarca (artículo 24 de la LGCI), ejercer las
competencias y potestades otorgadas por los artículos 22 y 33 de la LGCI, por cuanto un
eventual incumplimiento de las disposiciones del auditor interno por parte del órgano
desconcentrado, no podría ser elevado en conflicto al máximo jerarca, que tendría sus
potestades limitadas respecto de éste; y por ende el cumplimiento de lo dispuesto por la
Auditoría no podría ser exigido. c) que la Auditoría lnterna del Poder Judicial no tiene la
facultad de fiscalizar, advertir o asesorar a la Junta Administrativa del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por cuanto escapa de su ámbito de
actuación institucional de conformidad con los artículos 7 y 21 de la LGCI; además por el
hecho de haberse depositado la administración del Fondo en un órgano desconcentrado
como la Junta, fuera del ámbito de jerarquía del Poder Judicial, d) que en relación a las
labores de supervisión y regulación del Fondo y de la Junta Administrativa, el artículo
241 de la Ley 9544 reserva tales facultades a la Superintendencia de Pensiones (Supén)
y al Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif),
respectivamente, por lo cual no se contempló la participación de la Auditoría del Poder
Judicial; e) que la Ley General de Control Interno, Nro. 8292, establece que el Sistema
de Fiscalización Superior de la Hacienda Pública está compuesto por una serie de
órganos, entre los que se contemplan la administración activa y la auditoría interna de
las instituciones. Al tener el jerarca limitadas sus competencias respecto de la Junta
Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial como órgano
desconcentrado, hace que falte uno de los componentes orgánicos del sistema de
control interno (SCI), viéndose impracticable el deber, junto a los titulares subordinados,
de cumplir con el artículo 10 de la LGCI, esto es, establecer, mantener, perfeccionar y
evaluar el SCI institucional respecto de la Junta; f) que cualquier conflicto derivado de
una fiscalización, advertencia o asesoría ejercida por la Auditoría del Poder Judicial en
los temas propios del ámbito de competencia de la Junta, no podría ser solventado por
el máximo jerarca, quedando el proceso de fiscalización y cumplimiento del sistema de
control interno truncado, por cuanto cualquier revisión ulterior de disposiciones giradas
por la Auditoría Judicial a la Junta, no podrían ser decididas por el jerarca, al tener
limitadas sus competencias de frente a un órgano desconcentrado; g) que la Ley de
Reforma sólo habilita una supervisión y regulación de tipo técnico-financiero sobre el
Fondo, por lo que le resultará útil a las autoridades del Fondo de Pensiones y
Jubilaciones del Poder Judicial atender lo dispuesto por el artículo 20 de la LGCI que
regula la conformación de un sistema de control interno en los entes y órganos de
naturaleza pública que se creen. Y finalmente; h) que respecto a las consultas relativas
a si el Poder Judicial puede prestarle a la Junta Administrativa sus propios funcionarios
remunerados con el presupuesto institucional, para que realicen las funciones que le
corresponden a ese nuevo órgano, y si está facultado para brindar recursos materiales,
financieros, tecnológicos y de infraestructura, por aplicación de los artículos 2, 5, 8.1 y 9
del Reglamento sobre la Recepción y Atención de Consultas dirigidas a la Contraloría
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General de la República”(R-DC-197-2011); al no ser dichas consultas objeto de la
competencia constitucional y legal del Órgano Contralor, resulta improcedente referirse a
las mismas y se rechazan de plano y sin más trámite.


9) Que con base en la promulgación de dicho dictamen, la Auditoría Judicial de este Poder
de la República, procedió a efectuar un reajuste interno de las funciones asignadas a las
personas funcionarias que laboran para la Unidad de Auditoría del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, realizando un informe de cierre de labores y
desligandose de la fiscalización que sobre el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del
Poder Judicial había efectuado a lo largo de su existencia, sin entrar a conocer en
ningún momento temas relacionados con la Junta Administradora del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.


10) Por medio del dictamen N° C-021-2021 del 29 de enero del 2021 la Procuraduría
General de la República, atiende consulta efectuada por medio de oficio N°. 393-2020
de fecha 26 de junio 2020, realizada por la Junta Administradora del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con el fin de tener claridad sobre su
naturaleza jurídica, relación con el Poder Judicial y régimen de empleo aplicable a sus
eventuales colaboradores; y destaca las conclusiones a las que llegó el órgano asesor
del Estado.


11) Entre otras consideraciones, se indica que los reglamentos promulgados por el Consejo
Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF) y aplicables por el
supervisor del sector, la Superintendencia de Pensiones (SUPEN), tales como el
Reglamento de Gobierno Corporativo, Reglamento de Auditoria, Reglamento de
Información Financiera, entre otros, consideran como parte integral las líneas de
defensa que contribuyen a la gestión y control de los riesgos de la entidad supervisada,
a la Auditoría Interna, por lo cual tanto la Junta Administradora del FJPPJ como el propio
Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al ser supervisados según lo
establece el artículo N° 241 de la Ley N°. 9544, deben contar con una función o unidad
que efectúe esta labor.


12) Que la Asamblea Legislativa, decide promulgar una modificación a la Ley Orgánica del
Poder Judicial, para modificar el órgano encargado de la administración de este régimen
de pensiones, sin embargo, no crea un Ente o Institución para tal fin, únicamente
modifica la estructura interna del Poder Judicial y crea un órgano especializado a lo
interno del Poder Judicial, capaz de administrar de una manera más eficiente y
técnicamente adecuada los recursos que componen este régimen de pensiones.


13) Que el dictamen de la Procuraduría General de la República N° C-021-2021, aclara la
naturaleza jurídica de la Junta Administradora del FJPPJ como un órgano de
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desconcentración máximo en cuanto a la materia de su especialidad, pero que conserva
relación jerárquica con la Corte Plena, máximo jerarca del Poder Judicial “pues debe
quedar claro que forma parte del Poder Judicial, en tanto órgano de dicho poder”. El
citado dictamen, es claro en indicar que las eventuales personas funcionarias que
contrate este nuevo órgano conservan el mismo régimen de empleo público aplicable a
las personas funcionarias del Poder Judicial, debido a lo cual dicho personal no se
desliga de ninguna manera del Poder Judicial.


14) Que la administración del régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder
Judicial se extrae del Consejo Superior y de la Corte Plena, pero se ubica en un órgano
que pertenece al Poder Judicial como un todo, la Junta Administradora del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, debido a lo cual la gestión respectiva de
dicho régimen nunca abandona a este Poder de la República, el cual mantiene en la
administración activa, la gestión del citado régimen, respetando los mismos principios
observados en la emisión del dictamen DJ-3905-2010.


15) Que por principios de eficiencia, eficacia, experiencia y especialización en la materia,
existe una serie de personal capacitado, con conocimiento del régimen del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial que se encuentra con nombramientos en
plazas, cuyo origen fue específicamente pensado para satisfacer las necesidades de
gestión de este régimen de pensiones, quienes a la luz del dictamen C-021- 2021,
mantienen su relación de empleo público aunque laboren directamente bajo el mandato
de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial,
por cuanto se declara que este órgano de desconcentración máxima no se desliga de su
relación jerárquica con la Corte Plena y por ende mantiene su pertenencia a este Poder
de la República.


Finalmente, procede a la formulación de la consulta en los siguientes términos:


“A. ¿Debe la Auditoría Interna del Poder Judicial, a la luz del dictamen C-021-2021 incorporar a
la Junta Administradora del FJPPJ y al régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del
Poder Judicial dentro de su universo auditable, al conformar este órgano parte del Poder
Judicial y ser parte de la administración activa?


B. En caso de no ser aplicable la consideración anterior, ¿es posible que la Auditoría Interna del
Poder Judicial ceda las plazas de la Sección de Auditoría del Fondo de Jubilaciones y
Pensiones del Poder Judicial dado su enfoque exclusivo de atención, experiencia y
especialización en la materia, para que sean trasladadas bajo administración de la Junta
Administradora del FJPPJ y con ello respetar el enfoque original para el cual dichas plazas
fueron creadas?”
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III. CONSIDERACIONES PREVIAS


En atención a las consultas planteadas, cabe señalar que de acuerdo con el artículo 29 de
la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, Ley n.º 7428, el Órgano Contralor
ejerce la potestad consultiva en el ámbito de sus competencias, de manera que atiende las
consultas que al efecto le dirijan los órganos parlamentarios, los diputados de la República, los
sujetos pasivos y los sujetos privados no contemplados en el inciso b) del artículo 4 de la citada
Ley. Complementandose al efecto, con lo regulado en el “Reglamento sobre la recepción y
atención de consultas dirigidas a la Contraloría General de la República” (resolución
R-DC-197-2011), el cual establece las condiciones que rigen el trámite y la atención de las
consultas ingresadas como parte del ejercicio de la competencia consultiva.


Al efecto, el artículo 8 del Reglamento de referencia, establece requisitos de obligatorio
cumplimiento para la presentación de las consultas dirigidas al Órgano Contralor, entre los que
se citan, en lo de interés, lo dispuesto en los incisos 1 y 2 de dicho ordinal, los cuales determina
lo siguiente:


"Artículo 8°—Requisitos para la presentación de las consultas. Las
consultas que ingresen para su atención conforme al artículo 29 de la Ley No.
7428, deberán cumplir los siguientes requisitos:
1. Tratarse de asuntos de competencia del órgano contralor.
2. Plantearse en términos generales, sin que se someta al órgano consultivo a
la resolución de circunstancias concretas propias del ámbito de decisión del
sujeto consultante, o que atañen a la situación jurídica del gestionante.
(…)."


De lo cual se desprende la obligación de presentar las consultas dentro de las materias
propias de la competencia constitucional y legal de esta Contraloría General vinculada con la
Hacienda Pública. Asimismo, debe plantearse en términos generales, sin que se someta al
Órgano Consultivo a la resolución de circunstancias concretas propias del ámbito de decisión
del sujeto consultante, o que atañen a la situación jurídica del gestionante.


Dicho proceder, obedece a la finalidad propia del proceso consultivo, que no pretende
sustituir a la Administración en la toma de decisiones respecto de las competencias que le han
sido asignadas en el ordenamiento jurídico, a la vez que se trata de evitar el riesgo que genera
la emisión de un criterio vinculante sobre la base de supuestos fácticos y jurídicos que no se
conocen a plenitud, y por ende, puede generar un pronunciamiento errado en sus conclusiones.
De manera que se reitera el carácter general de las observaciones y el análisis que aquí se
plantea sobre los temas en consulta.
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Por ello, la potestad consultiva no debe verse como un medio por el cual la Contraloría
General sustituye a las Administraciones Públicas en el manejo de situaciones particulares en el
plano meramente administrativo, la resolución de los conflictos internos que se puedan generar
entre las diferentes instancias en el seno de la administración consultante, o la validación o
confirmación de conductas previamente adoptadas por la Administración activa.


En ese tanto, lo anterior no impide emitir un criterio vinculante respecto a consultas
relacionadas con el ámbito competencial del Órgano Contralor, máxime cuando se trata de
temas o materias abordados previamente en el ejercicio de su potestad consultiva, bajo el
entendido que se trata de consideraciones que se esbozan desde una perspectiva general, y no
de una situación específica e individualizada, y dirigidas por demás a orientar a la entidad
consultante en la toma de sus decisiones.


IV. CRITERIO JURÍDICO DE LA CONTRALORÍA GENERAL


Una vez conocidos los antecedentes y las posiciones externadas tanto por el Auditor
Judicial como por la Junta Administradora del FPJPJ; es patente que ambas consultas
coinciden en tener como propósito institucional obtener del Órgano Contralor criterio vinculante
acerca de la obligación de la Auditoría Judicial del Poder Judicial de incluir dentro de su
universo auditable a la Junta Administradora como al FPJPJ.


Si bien es cierto, el extremo de dicha consulta fue ampliamente desarrollado en el criterio
vinculante del Órgano Contralor; oficio Nro. DFOE-PG-0436 del 10 de agosto de 2018; un factor
común que se suma al contexto de antecedentes de ambas consultas, es el relativo a la emisión
del dictamen de la Procuraduría General de la República N° C-021-2021; el cual es presentado
como un nuevo insumo de análisis, que podría incidir en los fundamentos de hecho y de
derecho analizados en su oportunidad en el oficio referido, que lleve al Órgano Contralor a la
variación de su criterio y en consecuencia a la emisión de un nuevo criterio de oriente la
relación de los diferentes actores a la luz de las regulaciones propias del Sistema de Control
Interno; efectos que deben ser rechazados en el presente caso, como de seguido se analizará.


En primer término, respecto del dictamen de la Procuraduría General C-021-2021; el mismo
obedece a una consulta formulada por la Junta Administradora del FJPPJ. La Junta puso en
conocimiento del Órgano Asesor el acuerdo del artículo X de la sesión Nro. 21-20, de las 8:30
horas del 22 de junio de 2020, en el que se dispuso en firme “atender las interrogantes que se
tienen acerca de la naturaleza jurídica de la Junta consultante, a efecto de tener claridad,
acerca del grado de desconcentración que le fue otorgada a dicho órgano al momento de su
creación legal y las potestades que tendría a nivel presupuestario, disciplinario, de manejo de
recurso humano, entre otros”. Es así que esta Contraloría General observa que en todo
momento el enfoque del Dictamen emitido por la Procuraduría General gira en torno a dilucidar
la naturaleza jurídica de la Junta; ya que con respecto a los alcances de su grado de
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desconcentración en los ámbitos presupuestario y de personal, la Procuraduría General indicó
que “(...) la amplitud e imprecisión de la consulta así formulada nos impide profundizar en los
aspectos que se mencionan, relacionados con el tema presupuestario y de personal de la
Junta”. Por lo que tampoco estos temas fueron desarrollados por el Órgano Asesor en
profundidad, quedando solo como tema concreto de abordaje en el dictamen la naturaleza
jurídica de la JAFPJPJ.


Ahora bien, respecto a la naturaleza jurídica de la Junta Administradora del FPJPJ; no
encuentra el Órgano Contralor que el Dictamen C-021-2021 haya tenido una conclusión diversa
de la externada en el oficio DFOE-PG-0436 del 10 de agosto de 2018; siendo que ambos
criterios son coincidentes en ese punto. En efecto, en el oficio del 2018 el Órgano Contralor
indicó que “(...) con la reforma operada por la Ley Nro. 9544, tenemos un nuevo panorama
jurídico por el cual el Fondo es independiente del Poder Judicial (art. 235), y su administración
es trasladada a una Junta Administrativa como un órgano del Poder Judicial (art.242
inciso f), que contará con completa independencia funcional, técnica y administrativa, para
ejercer las facultades y atribuciones que le otorga la ley (art. 239 incisos a) y h); y tendrá
personalidad jurídica instrumental, así como ejercer la representación judicial y extrajudicial del
Fondo. Igualmente, la reforma de ley le otorga a la Junta facultades de inversión de los recursos
acumulados en el Fondo (arts. 239 inciso f) y 240 bis).”


Por su parte, el Dictamen C-021-2021 reconoce: “Tal como se puede observar del primer
párrafo del precepto transcrito (art. 239 Ley 9544), la Junta al tiempo que se concibe como
un órgano administrativo inserto en la estructura vertical del Poder Judicial, se le dota de
“independencia” en el ejercicio de sus funciones, en la toma de decisiones técnicas y en su
gestión administrativa (...)”. (Subrayado no pertenecen a su original). Más adelante, el criterio
profundiza sobre esta naturaleza jurídica indicando que “la “completa independencia” que
pregona el artículo 239 de comentario se garantiza sustrayendo a la Junta del poder de
mando o instrucción de la Corte o del Consejo Superior del Poder Judicial sobre la
materia desconcentrada – lo que, según apuntamos antes, se corresponde con un grado de
desconcentración máxima (artículo 83.3 LGAP); sin perjuicio de que la Corte Plena retenga
ciertas potestades propias de su condición de superior jerarca dentro del Poder Judicial y que
se expresan, por ejemplo, en la potestad de designar a la mitad de los miembros de la Junta, de
acuerdo con el artículo 240 de la LOPJ.” (Subrayado no pertenecen a su original); para
finalmente concluir que la Junta “es un órgano con grado de desconcentración máxima del
Poder Judicial para la administración de dicho régimen, dotado de personalidad jurídica
instrumental”.


Con lo anterior es claro que ambos criterios son coincidentes sobre la naturaleza jurídica y,
por ello, el grado de desconcentración de la Junta Administradora del FJPPJ, de tal forma que
no se identifica alguna contradicción que obligue al Órgano Contralor a variar su criterio
externado en dicho oficio, y que tampoco se ha presentado un cambio en el marco normativo
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aplicable que obligue a un análisis particular, resta examinar el punto medular de la consulta
cual es si; a partir del Dictamen C-021-2021, se deduce la obligación de la Auditoría Judicial del
Poder Judicial de incluir dentro de su universo auditable a la Junta Administradora como al
FPJPJ. Esto por cuanto el Órgano Contralor interpreta que la Junta está entendiendo el
Dictamen C-021-2021 desde un punto de vista “orgánico”, esto es que por ser un órgano inserto
en la estructura vertical del Poder Judicial, procede la fiscalización por parte de la auditoría
judicial.


Al respecto, debe indicarse que la Contraloría General no concuerda con dicha conclusión;
la cual no se desprende del dictamen, el cual como quedó analizado, sólo se refiere a la
naturaleza jurídica de la Junta, sin entrar al análisis del Sistema de Control Interno que en dicha
configuración administrativa de desconcentración tendría la Auditoría Judicial respecto de la
Junta y del FPJPJ. Tema que, por lo demás, excedería de las competencias otorgadas al
órgano procurador1 por cuanto en los temas de control interno, la Contraloría General goza de
una competencia prevalente, exclusiva y excluyente. La Ley General de Control Interno integra
el “ordenamiento hacendario o de control y fiscalización” (Ver Voto 3904-2004 SC). El control
interno es materia reservada a la Contraloría General por ser hacienda pública (arts. 4 in fine, 8
y 12 LOCGR). Igualmente, la Procuraduría General, en su Dictamen C-320-2020 confirmó esta
conclusión, al indicar:


“(...) resulta claro que la consulta está relacionada con el régimen de control interno,
específicamente con las funciones de las auditorías internas, lo cual, según lo dispone los
artículos 3, 23 y 38 de la Ley General de Control Interno (No. 8292 de 31 de julio de 2002), y
numerales 12, 14 y 26 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República (No. 7428
del 7 de setiembre de 1994), constituye competencia exclusiva y prevalente de la Contraloría
General de la República. Específicamente, el numeral 26 de la Ley Orgánica de la Contraloría
General de la República señala que el órgano contralor es quien posee la competencia para
fiscalizar que las auditorías internas de los entes y órganos sujetos a su competencia
institucional, cumplan adecuadamente con el ejercicio de las funciones otorgadas por el
ordenamiento jurídico; siendo, además, quien debe resolver los conflictos entre los auditores y
los jerarcas de la administración activa. Dispone dicho artículo:


“Artículo 26.-Potestad sobre auditorías internas. La Contraloría General de la
República fiscalizará que la auditoría interna de los entes y órganos sujetos a su
competencia institucional, cumpla adecuadamente las funciones que le señala el
ordenamiento jurídico que la regula; coordinará, como mínimo, una actividad anual
para fortalecer su gestión. El resultado de dichas fiscalizaciones deberá ser
informado directamente al jerarca de la institución y al auditor interno, quienes


1 El artículo 5 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, Nro. 6815, indica: “Artículo 5.-Casos
de Excepción: No obstante lo dispuesto en los artículos anteriores, no son consultables los asuntos propios de los
órganos administrativos que posean una jurisdicción especial establecida por ley.”.
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estarán obligados a tomar las medidas necesarias para su acatamiento o, en su
defecto, a plantear su oposición, dentro de un plazo máximo de quince días
hábiles.
Presentada la oposición, la auditoría interna dispondrá de un plazo máximo de
treinta días hábiles, contados a partir del recibo del informe de la Contraloría, para
fundamentar debidamente su oposición.


Recibida la fundamentación de la oposición, la Contraloría General de la República
tendrá un plazo máximo de treinta días hábiles para resolver el conflicto planteado
y deberá notificar, de inmediato, al ente u órgano discrepante, lo resuelto en este
asunto. (…)”


Conforme lo anterior, haciendo una nueva ponderación de las normas de control interno, a partir
de los criterios que ha emitido esta Procuraduría hasta la fecha, este órgano técnico consultivo
concluye que, el ejercicio de las competencias otorgadas a la Contraloría General de la
República, tanto en la Ley General de Control Interno como en su Ley Orgánica,
necesariamente implica la interpretación de las normas de esa naturaleza que rigen la labor de
los auditores internos, y, por tanto, es ese órgano el competente para referirse a lo consultado.”
(Subrayado es de su original).


Como consecuencia del análisis llevado a cabo, y atendiendo a cada una de las consultas
realizadas, debe indicarse respecto a la consulta del Auditor Judicial que no estamos ante un
caso en que se deba decidir sobre la “prevalencia” del oficio DFOE-PG-0436 del 10 de agosto
del 2018 por sobre el Dictamen C-021-2021 del 29 de enero de 2021; por cuanto este último no
se refirió ni podía referirse -por el ámbito de sus competencias legales- al sistema de control
interno (SCI) que decidiera el ámbito institucional de competencia en la prestación de servicios
de la Auditoría Judicial sobre la Junta Administradora y el FPJPJ. Es decir, ambos criterios
atienden a temas diversos que no podrían ser confrontados en sus análisis o conclusiones; ni
en consecuencia pretender la prevalencia de uno sobre el otro.


Por lo tanto, el Órgano Contralor mantiene incólume en todos sus extremos lo indicado en
el oficio DFOE-PG-0436 del 10 de agosto del 2018; así como su acatamiento vinculante; no
habiendo motivo para revertir en nada el criterio vertido sobre las competencias en la prestación
de servicios de esa Auditoría Judicial sobre la Junta Administradora y el FJPPJ; resultando en
consecuencia inevacuables los acápites a), b), c) y d) de su consulta.


En lo que atañe a la consulta realizada por el Presidente de la Junta Administradora del
FJPPJ; respecto a si debe la Auditoría Interna del Poder Judicial, a la luz del dictamen
C-021-2021 incorporar a la Junta Administradora del FJPPJ y al régimen del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial dentro de su universo auditable, al conformar este
órgano parte del Poder Judicial y ser parte de la administración activa; se reitera como quedó
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indicado, que el dictamen de la Procuraduría General no entró al análisis de si la pertenencia
orgánica de la Junta a la estructura vertical del Poder Judicial fuera un factor que decidiera el
ámbito de competencia en la prestación de servicios de la Auditoría Judicial sobre la Junta y el
FJPPJ, siendo que el dictamen sólo se refirió a la naturaleza jurídica de la Junta Administradora
del FJPPJ; no así -por imposibilidad de competencia en la materia-, a temas relacionados con la
aplicación del Sistema de Control Interno (SCI). En consecuencia, deberá atenerse la Junta
Administradora del FJPPJ al criterio externado por el Órgano Contralor en el oficio
DFOE-PG-0436 del 10 de agosto del 2018; el cual resulta vinculante en materia de control
interno. En torno a la consulta de si es posible que la Auditoría Interna del Poder Judicial ceda
las plazas de la Sección de Auditoría del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial
dado su enfoque exclusivo de atención, experiencia y especialización en la materia, para que
sean trasladadas bajo administración de la Junta Administradora del FJPPJ y con ello respetar
el enfoque original para el cual dichas plazas fueron creadas; se reitera lo señalado en el oficio
DFOE-PG-0436; respecto a que el Órgano Contralor no tiene las competencias legales ni
constitucionales para decidir el ámbito de actuación legal de la administración activa en torno a
sus propios funcionarios, lo cual obedece a su régimen de organización funcionarial, ni tampoco
decidir la procedencia o no en la forma de utilización de sus recursos materiales, financieros,
tecnológicos y de infraestructura, todo lo cual responde al ámbito de actuación interno que
define cada institución.


V. CONCLUSIONES:


1. Respecto a la naturaleza jurídica de la Junta Administradora del FPJPJ; no identifica el
Órgano Contralor que el Dictamen C-021-2021 haya tenido una conclusión diversa de la
externada en el oficio DFOE-PG-0436 del 10 de agosto de 2018; siendo que ambos
criterios son coincidentes en ese punto.


2. El dictamen de la Procuraduría General Nro. C-021-2021, se refirió a la naturaleza
jurídica de la Junta, sin entrar al análisis del Sistema de Control Interno que en la
configuración administrativa de desconcentración tendría la Auditoría Judicial respecto
de la Junta y del FPJPJ. Tema que, por lo demás, excedería de las competencias
otorgadas al órgano procurador por cuanto en los temas de control interno, la
Contraloría General tiene a cargo una competencia prevalente, exclusiva y excluyente.
El control interno es materia reservada a la Contraloría General por ser Hacienda
Pública (arts. 4 in fine, 8 y 12 LOCGR); conclusión sostenida por el Dictamen
C-320-2020.


3. Sobre la consulta del Auditor Judicial, no estamos ante un caso en que se deba decidir
sobre la “prevalencia” del oficio DFOE-PG-0436 del 10 de agosto del 2018 por sobre el
Dictamen C-021-2021 del 29 de enero de 2021; por cuanto este último no se refirió ni
podía referirse -por el ámbito de sus competencias legales- al sistema de control interno
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(SCI) que decidiera el ámbito institucional. Es decir, ambos criterios atienden a temas
diversos que no podrían ser confrontados en sus análisis o conclusiones; ni en
consecuencia pretender la prevalencia de uno sobre el otro.


4. El Órgano Contralor mantiene incólume en todos sus extremos lo indicado en el oficio
DFOE-PG-0436 del 10 de agosto del 2018; así como su acatamiento vinculante; no
habiendo motivo para revertir en nada el criterio vertido sobre la falta de competencia de
esa Auditoría Judicial para prestar sus servicios a la Junta Administradora y el FJPPJ;
resultando en consecuencia inevacuables los acápites a), b), c) y d) de la consulta del
Auditor Judicial.


5. En lo que atañe a la consulta realizada por el Presidente de la Junta Administradora del
FJPPJ; respecto a si debe la Auditoría Interna del Poder Judicial, a la luz del dictamen
C-021-2021 incorporar a la Junta Administradora del FJPPJ y al régimen del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial dentro de su universo auditable, al
conformar este órgano parte del Poder Judicial y ser parte de la administración activa; se
reitera que el dictamen de la Procuraduría General no entró al análisis de si la
pertenencia orgánica de la Junta a la estructura vertical del Poder Judicial fuera un factor
que decidiera el ámbito de competencia en la prestación de servicios de la Auditoría
Judicial sobre la Junta y el FJPPJ, siendo que el dictamen sólo se refirió a la naturaleza
jurídica de la Junta Administradora del FJPPJ; no así -por imposibilidad de competencia
en la materia-, a temas relacionados con la aplicación del Sistema de Control Interno
(SCI). En consecuencia, deberá atenerse la Junta Administradora del FJPPJ al criterio
externado por el Órgano Contralor en el oficio DFOE-PG-0436 del 10 de agosto del
2018; el cual resulta vinculante en materia de control interno.


6. En torno a la consulta que realiza la Junta Administradora del FJPPJ de si es posible
que la Auditoría Interna del Poder Judicial ceda las plazas de la Sección de Auditoría del
Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial dado su enfoque exclusivo de
atención, experiencia y especialización en la materia, para que sean trasladadas bajo
administración de la Junta Administradora del FJPPJ y con ello respetar el enfoque
original para el cual dichas plazas fueron creadas; se reitera lo señalado en el oficio
DFOE-PG-0436; respecto a que el Órgano Contralor no tiene las competencias legales
ni constitucionales para decidir el ámbito de actuación legal de la administración activa
en torno a sus propios funcionarios, lo cual obedece a su régimen de organización
funcionarial, ni tampoco decidir la procedencia o no en la forma de utilización de sus
recursos materiales, financieros, tecnológicos y de infraestructura, todo lo cual responde
al ámbito de actuación interno que define cada institución.


En los términos indicados, se tienen por atendidas las consultas respectivas.


Contraloría General de la República
T: (506) 2501-8000, F: (506) 2501-8100   C: contraloria.general@cgr.go.cr
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Finalmente, les recordamos la importancia de registrarse y utilizar el Sistema de la Potestad
Consultiva, de manera que podamos brindarle un servicio oportuno y eficiente en la atención de
su gestión, el cual puede consultar en el sitio web: www.cgr.go.cr.


Atentamente,


Falon Stephany Arias Calero
GERENTE DE ÁREA


Mari Trinidad Vargas Álvarez
ASISTENTE TÉCNICO


Pablo Pacheco Soto
FISCALIZADOR


PPS/aam
Ci: División Jurídica-CGR
NI: 9149/ 10794
G: 2021001617-1
Exp: CGR-CO-2021002547


Contraloría General de la República
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CID Gallup Encuestas de Opinión Pública 


COLOMBIA PAÍS QUE REPORTA MÁS PROBLEMAS CON 


CORRUPCIÓN: 


Honduras segundo Costa Rica tercer lugar 


 
Entre 13 países latinoamericanos es en Colombia donde más ciudadanos reportan a la 


corrupción como el problema principal del país. Afligido por un presidente de poca 


capacidad, los colombianos también perciben esta pesadumbre como de desafío. Este es 


uno de los resultados de encuestas nacionales de opinión pública realizadas en mayo y 


junio entre 1200 entrevistados en cada país.  Honduras está en segundo lugar y Costa Rica 


en tercero.          
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Entrevistas 1200 por país 
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Al contestar refiérase 


al oficio Nº 11481 


 


10 de agosto, 2018 


DFOE-PG-0436 


 


Señor 


Roberth García González 


Auditor General 


PODER JUDICIAL 


Correo: auditoria@poder-judicial.go.cr  


rgarciag@poder-judicial.go.cr  


 


Estimado señor: 


 


Asunto: Emisión de criterio solicitado sobre las competencias de la Auditoría Interna 


respecto de la nueva Junta Administradora del Fondo de Pensiones y 


Jubilaciones del Poder Judicial 


 


Se procede a dar respuesta a su consulta efectuada mediante oficio Nro. 713-AUD-2018 de 


fecha 4 de junio de 2018, al cual se previno mediante oficio del Órgano Contralor Nro. 07757 


(DJ-0711) de 6 de junio de 2018; el cumplimiento de requisitos para la admisibilidad de la 


consulta, los cuales fueron aportados según se aprecia del oficio Nro. 738-13-UJ-2018 de 8 de 


junio de 2018.  


 


I. OBJETO DE LA CONSULTA 


 


a) SOBRE EL FONDO: 


 


Aduce el consultante que mediante oficio emitido en su oportunidad por el Órgano Contralor, 


Nro. DJ-3905-2010 de 3 de noviembre de 2010, se consideró que la Auditoría Interna del Poder 


Judicial tenía facultades para la fiscalización del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder 


Judicial. 


 


Indica que en dicho oficio se externó el criterio que los recursos administrados por ese 


Fondo eran fondos públicos sujetos a fiscalización, de conformidad con las competencias 


otorgadas a las auditorías institucionales por el artículo 22 de la Ley General de Control Interno 


(LGCI). Que la administración del Fondo no salía del ámbito público al ser una labor normal y 


ordinaria del Poder Judicial a través del Consejo Superior y que por ello existe la obligación del 


Poder Judicial de responder con sus propios recursos por una administración deficiente. Que la 


fiscalización por parte de la Auditoría Judicial respecto a la forma como se llevaba a cabo esa 


labor de administración, es extensiva a la gestión del Fondo como tal y debía ser ejercida con 


arreglo a los parámetros ordinarios aplicables a la fiscalización de las actividades del Poder 
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Judicial como Administración. Que si la administración activa (representada por el Consejo 


Superior de la Corte Suprema del Poder Judicial) tiene como parte de sus atribuciones normales 


y ordinarias la administración del Fondo de referencia, es evidente que la fiscalización respecto 


al ejercicio de dicha atribución forma parte del ámbito competencial de la administración judicial.  


 


Dicho esto, en criterio del consultante, con la promulgación de la Ley Nro. 9544 “Reforma 


Ley Orgánica del Poder Judicial”, publicada en la Gaceta 89 del 22 de mayo del 2018, el cuadro 


fáctico y normativo analizado en el oficio DJ-3905-2010 por la Contraloría General varió 


sustancialmente, en razón de las siguientes consideraciones del consultante, las cuales se 


transcriben en su literalidad:  


 


“Se crea la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 
Judicial como un órgano del Poder Judicial, que contará con completa 
independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer las facultades y 
atribuciones que le otorga la ley, para la administración del Fondo. 
 
La Junta Administrativa contará con personalidad jurídica instrumental para ejercer 
las atribuciones que el Ordenamiento Jurídico le asigne, así como la representación 
judicial y extrajudicial del Fondo. 
 
El artículo 239 inciso h) señala -entre otras funciones- que le corresponde a la Junta: 
Dictar las normas para el nombramiento, la suspensión, la remoción y sanción del 
personal; así como aprobar el plan anual operativo, el presupuesto de operación, 
sus modificaciones y su liquidación anual" 
 
Se financiará con una comisión por gastos administrativos que surgirá de deducir un 
cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores judiciales, así como de 
las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo, con lo cual se pagarán las dietas 
de los miembros de la Junta Administrativa, los salarios de su personal y, en 
general, sus gastos administrativos. 
 
Por disposición expresa del artículo 241 de la Ley 9544, la supervisión y la 
regulación de Ia Junta Administrativa y del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 
Poder Judicial estarán a cargo de la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) y del 
Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF); 
adicionalmente él artículo 239 de la citada Ley, inciso g), dicta cumplir con Ia 
legislación y la normativa que emitan ambos entes.”. 


 
Finalmente, procede a la formulación de la consulta en los siguientes términos:  


 
“Debido a la creación de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y 
Jubilaciones del Poder Judicial y de conformidad con sus competencias y 
potestades otorgadas en los artículos 239 y 241 de la Ley 9544: 
 
 ¿Tiene la Auditoría lnterna del Poder Judicial la facultad de fiscalizar, advertir o 
asesorar este nuevo órgano desconcentrado con personalidad jurídica instrumental 
del poder Judicial? 
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En relación con los recursos que requiere para su funcionamiento la Plataforma 
Administrativa de dicha Junta Administradora del Fondo en mención: 
 
. ¿Puede el Poder Judicial prestarle sus propios funcionarios remunerados con el 
presupuesto institucional, para que realicen las funciones que le corresponden a 
este nuevo órgano? 
 
.¿Está facultado el Poder Judicial para brindar recursos materiales, financieros, 
tecnológicos y de infraestructura a esa Junta Administradora?” 


 


b) POSICIÓN DE LA AUDITORÍA DEL PODER JUDICIAL 


 


La Auditoría Interna del Poder Judicial externó su posición mediante oficio Nro. 


738-13-UJ-2018 de 8 de junio de 2018, en el cual indica que efectivamente con la promulgación 


de la Ley Nro. 9544 de 2018, varió el cuadro fáctico y normativo analizado por la Contraloría 


General en su oficio Nro. DJ-3905-2010 de 3 de noviembre de 2010, y aduce para dicha 


conclusión las siguientes consideraciones:  


 


“Se crea la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 
Judicial como un Órgano del Poder Judicial, que contará con completa independencia 
funcional, técnica y administrativa, para ejercer las facultades y atribuciones que le otorga 
la ley, para la administración del Fondo.  
 
La Junta Administrativa contará con personalidad jurídica instrumental para ejercer las 
atribuciones que el Ordenamiento Jurídico le asigne, así como la representación judicial y 
extrajudicial del Fondo.  
 
El artículo 239 inciso h) señala -entre otras funciones- que le corresponde a la Junta: 
Dictar las normas para el nombramiento, la suspensión, la remoción y la sanción del 
personal; así como aprobar el plan anual operativo, el presupuesto de operación, sus 
modificaciones y su liquidación anual.  
 
Se financiará con una comisión por gastos administrativos que surgirá de deducir un 
cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores judiciales, así como de las 
jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo, con lo cual se pagarán las dietas de los 
miembros de la Junta Administrativa, los salarios de su personal y, en general, sus 
gastos administrativos.  
 
Por disposición expresa del artículo 241 de la Ley 9544, la supervisión y la regulación de 
la Junta Administrativa y del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 
estarán a cargo de la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) y del Consejo Nacional 
de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF); adicionalmente el artículo 239 de la 
citada Ley, inciso g), dicta cumplir con la legislación y la normativa que emitan ambos 
entes.”.  
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Indica además que el artículo 239 de la Ley 9544 en relación con el artículo 83 de la Ley 


General de la Administración Pública (LGAP) dan pie para afirmar que lo que se creó con la 


nueva Junta en la reforma operada a la Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ) fue un órgano 


con desconcentración máxima, puesto que “el Jerarca del Poder Judicial se encuentra sustraído 


de avocarse la competencia de la Junta, revisar o sustituir su conducta o girarle órdenes, 


instrucciones o circulares”. En ese sentido, -aduce el auditor- el legislador dotó de personalidad 


jurídica instrumental al nuevo órgano y lo facultó “para que dicte las normas en relación con el 


nombramiento, la suspensión, la remoción y la sanción del personal; así como aprobar el plan 


anual operativo, el presupuesto de operación, sus modificaciones y su liquidación anual”.  


 


Consecuentemente señala, que todas las competencias propias del jerarca (elección del 
personal, potestad disciplinaria, dirección presupuestaria, entre otras) son trasladadas por 
voluntad legislativa a Ia nueva Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. 
 


Continúa indicando el auditor, en otro orden de argumentación, que la Ley General de 
Control lnterno No. 8292 establece en el artículo 20 la obligación de todos los órganos de contar 
con auditoría interna y en consecuencia este nuevo órgano desconcentrado con personalidad 
jurídica instrumental debería contar con su propia Auditoría lnterna y establecer el sistema de 
control interno que corresponda, puesto que al no ser subordinado del jerarca del Poder Judicial 
y contar con su propio régimen disciplinario, el suscrito carecería de competencia para emitir los 
productos de auditoría, y en especial se encontraría en una imposibilidad material de aplicar los 
procedimientos establecidos en la Ley General de Control Interno para los casos de 
discrepancias con las recomendaciones que emite este Departamento. 
 


A modo de ejemplo y en apoyo de su anterior posición, el consultante enumera algunos 
órganos desconcentrados con personalidad jurídica instrumental que cuentan cada uno con una 
auditoría interna separada e independiente al órgano al que están adscritos. 
 


Finaliza su posición argumentado que:  
 
“El Poder Judicial se encuentra imposibilitado a prestarle sus propios funcionarios remunerados 
con el presupuesto institucional, para que realicen las funciones que le corresponden a este 
nuevo órgano, pues para ello el legislador lo dotó con su propio presupuesto, así como la 
competencia para nombrar y sancionar al personal, de modo que se desnaturalizaría la relación 
de jerarquía con la Junta. Así tampoco brindarle recursos materiales, financieros, tecnológicos y 
de infraestructura a esa Junta Administradora, en el tanto estaría utilizando fondos públicos con 
un destino distinto a las funciones que le corresponden al Poder Judicial, violentando así el 
principio de legalidad que rige a la lnstitución y por ende, podría presentarse un eventual delito 
de malversación de fondos públicos.”.  
 
II. CONSIDERACIONES PREVIAS 


 


En atención a la consulta planteada, cabe señalar que de acuerdo con el artículo 29 de la 


Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, Ley n.º 7428, el Órgano Contralor ejerce 


la potestad consultiva en el ámbito de sus competencias, de manera que atiende las consultas 


que al efecto le dirijan los órganos parlamentarios, los diputados de la República, los sujetos 
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pasivos y los sujetos privados no contemplados en el inciso b) del artículo 4 de la citada Ley. 


Complementándose al efecto, con lo regulado en el “Reglamento sobre la recepción y atención 


de consultas dirigidas a la Contraloría General de la República” (resolución R-DC-197-2011), el 


cual establece las condiciones que rigen el trámite y la atención de las consultas ingresadas 


como parte del ejercicio de la competencia consultiva. 


 


Al efecto, el artículo 8 del Reglamento de referencia, establece requisitos de obligatorio 


cumplimiento para la presentación de las consultas dirigidas al Órgano Contralor, entre los que 


se citan, en lo de interés, lo dispuesto en los incisos 1 y 2 de dicho ordinal, los cuales determina 


lo siguiente:  


 


"Artículo 8°—Requisitos para la presentación de las consultas. Las 


consultas que ingresen para su atención conforme al artículo 29 de la Ley No. 


7428, deberán cumplir los siguientes requisitos: 


1. Tratarse de asuntos de competencia del órgano contralor. 


2. Plantearse en términos generales, sin que se someta al órgano consultivo a 


la resolución de circunstancias concretas propias del ámbito de decisión del 


sujeto consultante, o que atañen a la situación jurídica del gestionante. 


(…)." 


 


De lo cual se desprende la obligación de presentar las consultas dentro de las materias 


propias de la competencia constitucional y legal de esta Contraloría General vinculada con la 


Hacienda Pública. Asimismo, debe plantearse en términos generales, sin que se someta al 


Órgano Consultivo a la resolución de circunstancias concretas propias del ámbito de decisión del 


sujeto consultante, o que atañen a la situación jurídica del gestionante. 


 


Dicho proceder, obedece a la finalidad propia del proceso consultivo, que no pretende 


sustituir a la Administración en la toma de decisiones respecto de las competencias que le han 


sido asignadas en el ordenamiento jurídico, a la vez que se trata de evitar el riesgo que genera la 


emisión de un criterio vinculante sobre la base de supuestos fácticos y jurídicos que no se 


conocen a plenitud, y por ende, puede generar un pronunciamiento errado en sus conclusiones. 


De manera que se reitera el carácter general de las observaciones y el análisis que aquí se 


plantea sobre los temas en consulta. 


 


Por ello, la potestad consultiva no debe verse como un medio por el cual la Contraloría 


General sustituye a las Administraciones Públicas en el manejo de situaciones particulares en el 


plano meramente administrativo, la resolución de los conflictos internos que se puedan generar 


entre las diferentes instancias en el seno de la administración consultante, o la validación o 


confirmación de conductas previamente adoptadas por la Administración activa.  
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En ese tanto, lo anterior no impide emitir un criterio vinculante respecto a consultas 


relacionadas con el ámbito competencial del Órgano Contralor, máxime cuando se trata de 


temas o materias abordados previamente en el ejercicio de su potestad consultiva, bajo el 


entendido que se trata de consideraciones que se esbozan desde una perspectiva general, y no 


de una situación específica e individualizada, y dirigidas por demás a orientar a la entidad 


consultante en la toma de sus decisiones. 


 


III. CRITERIO JURÍDICO DE LA CONTRALORÍA GENERAL 


 


1) ANÁLISIS DEL OFICIO NRO. 10369 (DJ-3905) DEL ÓRGANO CONTRALOR A LA LUZ DE LA LEY 


NRO. 9544 “REFORMA LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL” 


 


Como se indicó en el apartado anterior, siendo que el objeto de la consulta se dirige 


principalmente a una serie de puntos concretos, que además requieren pronunciamiento de 


asuntos que no corresponden definir por competencia al Órgano Contralor, es importante 


resaltar que la respuesta a la consulta se atiende en términos generales y sobre los temas que 


por Ley corresponde, lo cual implica no entrar a conocer por esta vía consultiva de situaciones 


específicas que sean de conocimiento por la Administración, en las que le atañe las valoraciones 


pertinentes, de frente a la adopción de conductas administrativas con efectos concretos. 


 


En primera instancia, conviene establecer si con la reforma operada a la Ley Orgánica del 


Poder Judicial con la promulgación de la Ley Nro. 9544 “Reforma Ley Orgánica del Poder 


Judicial”, publicada en la Gaceta 89 del 22 de mayo del 2018, el cuadro fáctico y normativo 


analizado en el oficio de la Contraloría General No. 10369 (DJ-3905-2010) de 3 de noviembre de 


2010, varió sustancialmente o si en su defecto, se mantienen los presupuestos jurídicos 


analizados en dicha oportunidad. 


 


Preliminarmente, debe indicarse que en el 2010, año en que se emitió el oficio de referencia, 
el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial era administrado por el Consejo Superior 
del Poder Judicial, de acuerdo con las políticas de inversión establecidas por la Corte Suprema de 
Justicia1, lo cual significaba que su administración era una labor encargada al propio Poder 
Judicial, quien la ejercía como parte de sus atribuciones normales y ordinarias y asumiendo con 
sus recursos públicos los costos que implica y trae consigo dicha administración.  
 


Sin embargo, con la reforma operada por la Ley Nro. 9544, tenemos un nuevo panorama 
jurídico por el cual el Fondo es independiente del Poder Judicial (art. 235), y su administración es 
trasladada a una Junta Administrativa como un órgano del Poder Judicial (art.242 inciso f), que 
contará con completa independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer las 
facultades y atribuciones que le otorga la ley (art. 239 incisos a) y h); y tendrá personalidad 
jurídica instrumental, así como ejercer la representación judicial y extrajudicial del Fondo. 
Igualmente, la reforma de ley le otorga a la Junta facultades de inversión de los recursos 
acumulados en el Fondo (arts. 239 inciso f) y 240 bis).  


                                                 
1
 Competencia que era regulada en los incisos 12,13,14 y 15 del artículo 81 de la Ley 7333 del 5/5/1993, los cuales 


fueron derogados por el artículo 2 de la Ley Nro. 9544 “Reforma Ley Orgánica del Poder Judicial del 24/4/2018. 
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Ahora bien, en el oficio del Órgano Contralor del año 2010 se indicó:  


 


“En ese sentido, si la Administración Activa (representada por el Consejo Superior y 
la Corte Suprema del Poder Judicial) tiene como parte de sus atribuciones normales 
y ordinarias la administración del Fondo de marras, es evidente que la fiscalización 
respecto al ejercicio de dicha atribución forma parte del ámbito competencial de la 
Auditoría Judicial.”. 
 
Sin mayor rigor de análisis; a la luz de lo indicado, es de consecuencia lógica en el nuevo 


contexto de la reforma legal, que habiendo salido la administración del Fondo del ámbito del 
Consejo Superior y de la Corte Suprema de Justicia como administración activa, su fiscalización 
ya no forma parte del ámbito competencial de la Auditoría Judicial, como se verá con mayor 
detenimiento en el siguiente apartado. 
 


2) SOBRE EL EJERCICIO DE LAS COMPETENCIAS DE FISCALIZACIÓN DE LA AUDITORÍA JUDICIAL 


SOBRE LA JUNTA ADMINISTRATIVA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER 


JUDICIAL 


 


De seguido se impone el análisis de la estructura administrativa que el legislador diseña para 


la Junta Administrativa del Fondo, y si dicha configuración orgánica incide en las competencias 


fiscalizadoras de la Auditoría Judicial sobre aquella.  


 


En efecto, el nuevo órgano llamado Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y 


Pensiones del Poder Judicial, si bien su norma de creación no indica expresamente el tipo de 


desconcentración administrativa en los términos del artículo 83 de la LGAP;  la Procuraduría 


General de la República ha reconocido la posibilidad de la creación tácita de órganos 


desconcentrados. En ese sentido, ha indicado que un órgano desconcentrado requiere, al menos, 


independencia funcional, o sea la potestad de ejercer la competencia material que le ha sido 


transferida sin sujeción a un poder de mando o, en su caso, una potestad revisora2. Esta 


independencia funcional ha sido otorgada por el legislador a la Junta Administrativa en el artículo 


239 de la Ley 9544.  


 


Al ser la Junta Administrativa un órgano con desconcentración y ejercer en nombre propio la 


correspondiente competencia desconcentrada libre de los poderes de mando e instrucción y 


alternativamente el de revisión o de avocación del jerarca, no podría la Auditoría Judicial que 


tiene dependencia del jerarca (artículo 24 de la LGCI), ejercer las competencias y potestades 


otorgadas por los artículos 22 y 33 de la LGCI, por cuanto un eventual incumplimiento de las 


disposiciones del auditor interno por parte del órgano desconcentrado, no podría ser elevado en 


conflicto al máximo jerarca, que tendría sus potestades limitadas respecto de éste; y por ende el 


cumplimiento de lo dispuesto por la Auditoría no podría ser exigido.  


 


                                                 
2 Dictamen C-255-2005 del 15 de julio, 2005. Procuraduría General de la República. 
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La Ley General de Control Interno, N.° 8292, establece que el Sistema de Fiscalización 


Superior de la Hacienda Pública está compuesto por una serie de órganos3, entre los que se 


contemplan la administración activa y la auditoría interna de las instituciones. Al tener el jerarca 


limitadas sus competencias respecto de la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y 


Pensiones del Poder Judicial, faltaría uno de los componentes orgánicos del sistema de control 


interno (SCI), viéndose impracticable el deber, junto a los titulares subordinados, de lo dispuesto 


en el artículo 104 de la LGCI, esto es, establecer, mantener, perfeccionar y evaluar el SCI 


institucional, correspondiendo a la administración activa realizar las acciones necesarias para 


garantizar su efectivo funcionamiento. 


 


Siendo la Junta Administrativa un órgano con desconcentración; la Auditoría del Poder 


Judicial vería limitado su ejercicio funcional; el cual está circunscrito a su ámbito de pertenencia 


institucional, de conformidad con los artículos 7 y 21 de la Ley General de Control Interno que 


regulan el ámbito jurídico en que se ejerce legítimamente las funciones de auditoría, que es la 


propia organización a la que se pertenece o el ámbito de competencia institucional al que 


responde cada unidad de auditoría.  


 


Es importante anotar que, como parte de las competencias decisorias y resolutorias que la 


Ley le otorga a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 


Judicial, se incluyen, entre las más importantes administrar el Fondo de Pensiones y 


Jubilaciones de los Empleados del Poder Judicial, estudiar, conocer y resolver las solicitudes de 


jubilación y pensión que se le presenten, recaudar las cotizaciones que corresponden al Fondo y 


ejercer las acciones de cobro necesarias, atender las solicitudes de reingreso a labores 


remunerativas de jubilados inválidos, realizar los estudios actuariales con la periodicidad 


establecida en la normativa emitida al efecto por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema 


Financiero (Conassif) y la Superintendencia de Pensiones (Supén), invertir los recursos del 


Fondo, de conformidad con la ley y con la normativa que al efecto dicte el Consejo Nacional de 


Supervisión del Sistema Financiero y la Superintendencia de Pensiones, cumplir con la 


legislación y la normativa que dicten tanto el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema 


Financiero como la Superintendencia de Pensiones, dictar las normas para el nombramiento, la 


suspensión, la remoción y la sanción del personal; así como aprobar el plan anual operativo, el 


presupuesto de operación, sus modificaciones y su liquidación anual, aparte de las facultades de 


operaciones financieras de inversión de los recursos acumulados del Fondo (arts. 239 y 240 bis). 


 


 


                                                 
3 Artículo 9. Órganos del sistema de control interno. La administración activa y la auditoría interna de los entes y órganos 


sujetos a esta Ley, serán los componentes orgánicos del sistema de control interno establecido e integrarán el Sistema de 


Fiscalización Superior de la Hacienda Pública a que se refiere la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República. Ley 


General de Control Interno, Ley N.° 8292. 
4Artículo 10.- Responsabilidad por el sistema de control interno. Serán responsabilidad del jerarca y del titular subordinado 


establecer, mantener, perfeccionar y evaluar el sistema de control interno institucional. Asimismo, será responsabilidad de la 


administración activa realizar las acciones necesarias para garantizar su efectivo funcionamiento”.  
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Como puede verse, y conforme a lo ya analizado, cualquier conflicto derivado de una 


fiscalización, advertencia o asesoría ejercida por la Auditoría Judicial en estos temas reservados 


a la Junta, no podría ser solventada por el máximo jerarca, quedando el proceso de fiscalización 


y cumplimiento del sistema de control interno truncado, por cuanto cualquier revisión ulterior por 


parte del jerarca de disposiciones giradas por el auditor a la Junta en la materia de su 


competencia no sería legalmente posible.  
 


Asimismo, debe considerarse que el legislador diseñó un marco especializado de 


competencias; en cuanto a las labores de supervisión y regulación del Fondo y de la Junta 


Administrativa, ya que el artículo 241 de la Ley 95445 reserva tales facultades por especialidad 


de la materia a la Superintendencia de Pensiones (Supén) y el Consejo Nacional de Supervisión 


del Sistema Financiero (Conassif), respectivamente.  
 


Por los argumentos esgrimidos, la Auditoría lnterna del Poder Judicial no tiene la facultad de 


fiscalizar, advertir o asesorar a la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones 


del Poder Judicial. 
 


No obstante, debe considerarse que la Ley de Reforma sólo habilita una supervisión y 


regulación de tipo técnico-financiero sobre el Fondo, por lo que le resultará útil a las autoridades 


del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial atender a lo dispuesto por el artículo 


20 de la LGCI que regula la conformación de un sistema de control interno en los entes y 


órganos de naturaleza pública que se creen.  
 


Dicho lo indicado, resta hacer referencia a los dos últimos extremos de la consulta, en 


relación con los recursos que requiere para su funcionamiento la Plataforma Administrativa de la 


Junta Administrativa del Fondo; interrogantes que el consultante plantea de la siguiente forma:  
 


“¿Puede el Poder Judicial prestarle sus propios funcionarios remunerados con el 
presupuesto institucional, para que realicen las funciones que le corresponden a 
este nuevo órgano?, y 
 


¿Está facultado el Poder Judicial para brindar recursos materiales, financieros, 
tecnológicos y de infraestructura a esa Junta Administradora?” 


 


El Órgano Contralor no tiene las competencias legales ni constitucionales para decidir el 


ámbito de actuación legal de la administración activa en torno a sus propios funcionarios, lo cual 


obedece a su régimen de organización funcionarial, ni tampoco decidir la procedencia o no en la 


forma de utilización de sus recursos materiales, financieros, tecnológicos y de infraestructura, 


todo lo cual responde al ámbito de actuación interno que define cada institución.  


                                                 
5 “Artículo 241- La supervisión y la regulación de la Junta Administrativa y del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 


Poder Judicial estarán a cargo de la Superintendencia de Pensiones (Supén) y del Consejo Nacional de Supervisión del 


Sistema Financiero (Conassif), respectivamente, de conformidad con las atribuciones que les otorga la ley. La Junta 


Administradora estará sujeta al cobro por supervisión previsto en los artículos 173 y 174 de la Ley N.º 7732, Ley Reguladora del 


Mercado de Valores, de 17 de diciembre de 1997. Dicho cobro se calculará sobre los ingresos anuales que haya recibido la Junta 


Administrativa por la administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.” (El destacado no pertenece a su 


original)  
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Como se indicó en acápites anteriores, la potestad consultiva no debe verse como un medio 


por el cual la Contraloría General sustituye a las Administraciones Públicas en el manejo de 


situaciones particulares en el plano meramente administrativo, la resolución de los conflictos 


internos que se puedan generar entre las diferentes instancias en el seno de la administración 


consultante, o la validación o confirmación de conductas previamente adoptadas o por adoptarse 


por la Administración activa. 


 


El artículo 2 del “Reglamento sobre la Recepción y Atención de Consultas dirigidas a la 


Contraloria General de la República”(R-DC-197-2011) dispone:  


 


“Artículo 2º—Alcance de la potestad consultiva. La Contraloría General de 


la República ejerce la potestad consultiva como parte de sus funciones. De 


acuerdo con ello le corresponde atender las gestiones que le dirijan los sujetos 


consultantes en las materias de su competencia constitucional y legal.”. 


(El destacado no pertenece a su original). 


 


 Por su parte, el artículo 5 de dicho Reglamento dispone:  


 


“Artículo 5º—Materias objeto de consulta ante la Contraloría General de la 


República. Los dictámenes que se emitan con efectos vinculantes deberán 


tener relación con los componentes de la Hacienda Pública y en general con el 


ordenamiento de control y fiscalización de la Hacienda Pública.”. 


 


 Igualmente, el artículo 8 inciso 1) del Reglamento dispone:  


 


“Artículo 8º—Requisitos para la presentación de las consultas. Las 


consultas que ingresen para su atención conforme al artículo 29 de la Ley No. 


7428, deberán cumplir los siguientes requisitos: 1.Tratarse de asuntos de 


competencia del órgano contralor.” 


 


 Finalmente, el artículo 9 del Reglamento señala:  


 


   “Artículo 9º—Admisibilidad de las consultas. Aquellas consultas que cumplan 


con los requisitos establecidos en el artículo anterior, se admitirán para su 


atención por el fondo y emisión del dictamen correspondiente por parte del 


órgano contralor. Se rechazarán de plano y sin más trámite las consultas 


que no sean competencia de la Contraloría General de la República, las 


que no hayan sido presentadas por el jerarca en el caso de la administración 


activa, por el auditor o subauditor internos o del representante legal en caso de 


sujetos privados, aquellas cuyo objeto principal consista en requerir la 


resolución de circunstancias concretas que correspondan al sujeto consultante, 
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así como las que se presenten por sujetos que no están legitimados para 


consultar conforme a lo dispuesto en el artículo 6, párrafo primero, de este 


reglamento. Con excepción de los supuestos antes indicados, la Contraloría 


General de la República se reserva la facultad de prevenir por única vez el 


cumplimiento de requisitos que no constituyan un impedimento para conocer 


por el fondo el objeto consultado. De igual manera valorará circunstancias de 


excepción relevantes, cuya procedencia quedará a criterio del órgano 


contralor.”. (Subrayado no pertenece a su original).  


 


 En consecuencia, y atendiendo a dicho marco normativo, al no ser dichas consultas objeto de 


la competencia constitucional y legal del Órgano Contralor, resulta improcedente referirse a las 


mismas y se rechazan de plano y sin más trámite.  


 


IV. CONCLUSIONES:  


 


1) La Auditoría lnterna del Poder Judicial no tiene la facultad de fiscalizar, advertir o asesorar a la 


Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por cuanto 


escapa de su ámbito de actuación institucional de conformidad con los artículos 7 y 21 de la LGCI; 


además por el hecho de haberse depositado la administración del Fondo en un órgano 


desconcentrado como la Junta, fuera del ámbito de jerarquía del Poder Judicial. 


 


2) En relación a las labores de supervisión y regulación del Fondo y de la Junta Administrativa, el 


artículo 241 de la Ley 9544 reserva tales facultades a la Superintendencia de Pensiones (Supén) 


y al Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif), respectivamente, por lo 


cual no se contempló la participación de la Auditoría del Poder Judicial. 


 


3) La Ley General de Control Interno, Nro, 8292, establece que el Sistema de Fiscalización 


Superior de la Hacienda Pública está compuesto por una serie de órganos, entre los que se 


contemplan la administración activa y la auditoría interna de las instituciones. Al tener el jerarca 


limitadas sus competencias respecto de la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y 


Pensiones del Poder Judicial como órgano desconcentrado, hace que falte uno de los 


componentes orgánicos del sistema de control interno (SCI), viéndose impracticable el deber, 


junto a los titulares subordinados, de cumplir con el artículo 10 de la LGCI, esto es, establecer, 


mantener, perfeccionar y evaluar el SCI institucional respecto de la Junta.  


 


3) Cualquier conflicto derivado de una fiscalización, advertencia o asesoría ejercida por la 


Auditoría del Poder Judicial en los temas propios del ámbito de competencia de la Junta, no 


podría ser solventado por el máximo jerarca, quedando el proceso de fiscalización y 


cumplimiento del sistema de control interno truncado, por cuanto cualquier revisión ulterior de 


disposiciones giradas por la Auditoría Judicial a la Junta, no podrían ser decididas por el jerarca, 


al tener limitadas sus competencias de frente a un órgano desconcentrado.  
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4) No obstante, debe considerarse que la Ley de Reforma sólo habilita una supervisión y 


regulación de tipo técnico-financiero sobre el Fondo, por lo que le  resultará útil a las 


autoridades del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial atender lo dispuesto por el 


artículo 20 de la LGCI que regula la conformación de un sistema de control interno en los entes y 


órganos de naturaleza pública que se creen.  


 


5) Respecto a las consultas relativas a si el Poder Judicial puede prestarle a la Junta 


Administrativa sus propios funcionarios remunerados con el presupuesto institucional, para que 


realicen las funciones que le corresponden a ese nuevo órgano, y si está facultado para brindar 


recursos materiales, financieros, tecnológicos y de infraestructura, por aplicación de los artículos 


2, 5, 8.1 y 9 del Reglamento sobre la Recepción y Atención de Consultas dirigidas a la 


Contraloria General de la República”(R-DC-197-2011); al no ser dichas consultas objeto de la 


competencia constitucional y legal del Órgano Contralor, resulta improcedente referirse a las 


mismas y se rechazan de plano y sin más trámite.  


 
En los términos indicados, se tiene por atendida la consulta. 


 
 Finalmente, le recordamos la importancia de registrarse y utilizar el Sistema de la Potestad 


Consultiva, de manera que podamos brindarle un servicio oportuno y eficiente en la atención de 


su gestión, el cual puede consultar en el sitio web: www.cgr.go.cr. 


 


 


Atentamente, 


 


 


 


Licda. Damaris Vega Monge 


GERENTE DE ÁREA 


 


 


 


Msc. Mario A. Pérez Fonseca 


ASISTENTE TÉCNICO 
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29 de enero de 2021 
C-021-2021 


 
 
 
 
Señor 
Carlos Alberto Montero Zúñiga  
Presidente 
Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones 
y Pensiones del Poder Judicial 
 
 
Estimado señor: 
 
Con la aprobación del señor Procurador General de la República me refiero a su oficio n.°393-
2020, del 26 de junio del 2020, que ingresó el 13 de julio siguiente, en el que nos pone en 
conocimiento del acuerdo del artículo X de la sesión n.°21-20, de las 8:30 horas del 22 de 
junio de 2020, de esa Junta Administrativa – en adelante la Junta –  en el que se dispuso en 
firme “atender las interrogantes que se tienen acerca de la naturaleza jurídica de la Junta 
consultante, a efecto de tener claridad, acerca del grado de desconcentración que le fue 
otorgada a dicho órgano al momento de su creación legal y las potestades que tendría a nivel 
presupuestario, disciplinario, de manejo del recurso humano, entre otros”. 
 
Sucede que las interrogantes a las que alude no están expresamente formuladas y remite al 
criterio legal emitido por la asesora jurídica de esa Junta, centrado en las competencias y la 
naturaleza jurídica del órgano consultante, las implicaciones que se derivan de esta, así como 
su ubicación dentro de la estructura del Poder Judicial, a partir de lo dispuesto por la Ley 
n.°9544 del 24 de abril de 2018, que modificó la Ley Orgánica del Poder Judicial (n.°7333, del 
5 de mayo de 1993) – en adelante LOPJ o Ley n.°7333 – en lo relativo al régimen de 
jubilaciones y pensiones de dicho poder. Así, luego de referirse a los antecedentes normativos 
y administrativos que dieron lugar al nacimiento y puesta en funcionamiento de la Junta, 
señala que a tenor del artículo 239 de dicha ley, 83 de la  Ley General de la Administración 
Pública (n.°6227, del 2 de mayo de 1978) – en lo sucesivo LGAP –; el Reglamento de 
integración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 
emitido por la Corte Plena en su sesión n° 43-18, del 17 de setiembre de 2018, artículo XIII, 
así como con fundamento en las sentencias de la Sala Constitucional, números 2005-3629 de 
las 14:58 horas del 5 de abril de 2005 y 2019-21271 de las 12:10 horas del 30 de octubre de 
2019, así como de la Sala Primera de la Corte, n.°000221-A-2006, de las 15:40 horas del 26 
de abril del 2006 y nuestros pronunciamientos OJ-115-2005 y C-178-95, el órgano consultante 
ostenta un grado de desconcentración máxima – lo que según el aludido criterio, “también 
incluye la dotación de personería (sic) jurídica instrumental” – para la “administración plenaria 
respecto del Fondo”; adicionalmente, goza de autonomía administrativa y técnica en la toma 
de decisiones en materia de jubilaciones y pensiones, abarcando el conocimiento y aprobación 
de las solicitudes presentadas, así como el total manejo en los dineros que nutren el régimen 
(recaudo e inversiones), al igual que en la regulación y decisión de nombramientos, 
suspensión, remoción y sanción del personal que le asista. También, se le permitió modificar 
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– cuando proceda – los parámetros de requisitos de elegibilidad, perfil de beneficios, aportes 
y cotizaciones de los servidores judiciales y de las jubilaciones y las pensiones previstos en la 
ley. Lo que la lleva a afirmar que ni la Corte Plena, ni el Consejo Superior podrían sustituirla 
en el ejercicio de esas competencias, toda vez que la Ley n.° 9544 y, en particular, su 
transitorio I, vino a derogar las funciones que el Consejo Superior tenía con respecto al Fondo 
(plasmadas en los incisos 12, 13, 14 y 15 del artículo 81 de la LOPJ). Tampoco, añade, podrían 
girarle ordenes, directrices o circulares respecto de la labor sustancial que a esa Junta le fue 
encomendada legalmente. Agrega, que se le confirió “personería (sic) instrumental para que 
pueda representar en pleno al Fondo y ejerza sus labores sustanciales sin injerencia alguna y 
pueda con mayor agilidad gestionar recursos materiales y humanos para dar cumplimiento a 
las competencias asignadas”. Apunta que, para el cumplimiento de sus cometidos, la Junta 
cuenta con la potestad reglamentaria, de conformidad con el artículo 242 de la Ley n.°7333, 
para emitir el Reglamento General del Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, 
que deberá ser aprobado por la Superintendencia de Pensiones (SUPEN). Por otro lado, señala 
que la Junta tendría su propia fuente de financiamiento, que sería una comisión por gastos 
administrativos, producto de la deducción de un cinco por mil de los sueldos que devenguen 
los servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo. Con 
estos recursos se pagarán las dietas de los miembros de la Junta Administrativa, los salarios 
de su personal y, en general, sus gastos administrativos, aclarando que “no implica la 
autonomía respecto del Poder Judicial, quien debe velar por las necesidades presupuestarias 
y de recursos que requiere su continuidad, para el buen funcionamiento del Fondo”; pues se 
está en presencia de una desconcentración y no de una descentralización de instituciones 
públicas. En otro orden de consideraciones, señala que de conformidad con el artículo 240 de 
la Ley n.°7333, el mecanismo de elección estaría a cargo del colectivo judicial y de la Corte 
Plena, para lo que emitió el citado Reglamento de integración de la Junta, que regula la 
escogencia de sus miembros, en el que por la participación de distintos órganos del Poder 
Judicial en dicho procedimiento de designación (Dirección de Gestión Humana, Comisión de 
Nombramientos, Tribunal Electoral Judicial), le resulta “evidente que el Poder Judicial proveyó 
de toda su estructura administrativa, a la Junta, en lo relativo a su conformación y entrada en 
funciones, así como respecto de su continuidad cuando deba elegirse nuevamente a los 
integrantes de esta, por lo que se visualiza una activa transferencia de actuaciones 
administrativas de este Poder para con la Junta.” 
 
El criterio legal anterior fue ampliado mediante informe de fecha 7 de diciembre de 2020, 
intitulado “Determinación del régimen jurídico de los colaboradores de la Junta Administradora 
del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para definir si se encuentran o no, 
cubiertos por el régimen aplicable a los funcionarios del Poder Judicial”, que indica, se emite 
por solicitud de la SUPEN. Por lo que, tomando en consideración la naturaleza jurídica de esa 
Junta, el artículo 239 de la LOPJ – con su reforma por la Ley n.°9544 – y nuestro dictamen C-
282-2004, del 1 de octubre, concluye en lo que interesa:  
 


“5.4. Los colaboradores de la Junta, aunque adscritos a esta, son empleados 
del Poder Judicial, ya que ni la desconcentración ni la personalidad jurídica 
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instrumental de la Junta, tiene la fuerza de cambiar la relación de empleo 
que vincula a los funcionarios de la Junta con ese Poder de la República, 
pues, la Junta sigue aunque independiente, siendo un órgano del Poder 
Judicial (norma 239 de la LOPJ). 
5.5. El régimen jurídico laboral aplicable a los colaboradores de la Junta, es 
el mismo que el que se contempla para el colectivo judicial, claro está, con 
las salvedades que la Junta pueda aplicar, en el ejercicio de sus 
competencias y autonomía administrativa, tal y como se lo otorgó la ley, pero 
en lo no regulado por esa Junta, será de aplicación lo dispuesto por el Poder 
Judicial.” 
 


Por otro lado, se estimó oportuno contar con el criterio de la SUPEN acerca de la presente 
consulta, antes de emitir el pronunciamiento solicitado, el que fue rendido mediante oficio n.° 
SP-1399-2020, del 30 de octubre, en el que señala que coincide con la apreciación acerca de 
que la Junta es un órgano desconcentrado en grado máximo con personalidad jurídica 
instrumental del Poder Judicial, que goza de autonomía administrativa y técnica en la toma de 
decisiones en materia de jubilaciones y pensiones, tiene potestades disciplinarias y de 
dirección sobre su personal, dispone de su presupuesto y ostenta la representación legal del 
fondo, a tenor de los artículos 239 y 240 de la LOPJ, sin bien no se halla desligado 
orgánicamente del Poder Judicial, el cual debe velar por su adecuado funcionamiento. En ese 
sentido, destaca como notas distintivas de la Junta, en primer lugar, su competencia 
exclusiva en la materia, de forma que ningún órgano puede subrogarse o avocarse, ni aún 
el propio Poder Judicial, la decisión de aquellos asuntos que conozca, siendo sus resoluciones 
de acatamiento obligatorio, aparte de agotar la vía administrativa; y en segundo lugar, la 
independencia funcional y técnica en el desempeño de sus funciones, en particular, la 
administración del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, para lo que debe 
sujetarse a la Ley y a la normativa que dicten el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema 
Financiero (Conassif) y la SUPEN. Como parte de esa independencia y de contar con 
personalidad jurídica instrumental, la Junta puede dictar normas para el nombramiento, la 
suspensión, la remoción y la sanción de su personal; así como aprobar el plan anual operativo, 
el presupuesto de operación, sus modificaciones y liquidación anual. Además, concuerda 
también en que, para cubrir los salarios de su personal y sus gastos administrativos, la Junta 
se financia con una comisión que surgirá de deducir un cinco por mil de los sueldos que 
devenguen los servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del 
propio Fondo. También se refiere a la necesidad y relevancia de establecer la naturaleza 
jurídica de la Junta como un órgano de máxima desconcentración, con personalidad jurídica 
instrumental y con las capacidades técnicas necesarias, destinadas exclusivamente a la gestión 
del Fondo, ya que exige una administración especializada y con amplios conocimientos en 
administración, contabilidad, finanzas, temas actuariales y legales, entre otros; como así lo 
expuso en el expediente legislativo n.°19.922. Por lo mismo, apunta que aun cuando el 
Convenio de cooperación interinstitucional que suscribió desde el 27 de enero de 2020 con el 
Poder Judicial, para su constitución y puesta en operación le ha permitido a la Junta contar 
con los recursos y el apoyo logístico necesario, a través de la Dirección Ejecutiva, el 
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Departamento de Gestión Humana, el Departamento de Tecnologías de la Información y el 
Área Jurídica del Poder Judicial, aparte de proporcionársele un espacio físico, la normativa de 
Conassif y la SUPEN, en especial, el Reglamento sobre Gobierno Corporativo, aprobado por el 
primer órgano en los artículos 5 y 7 de las actas de las sesiones 1294-2016 y 1295-2016, 
celebradas el 8 de noviembre del 2016, exige que la Junta satisfaga una serie de 
requerimientos relacionados con gobierno corporativo y gobierno de las inversiones 
(verbigracia, el nombramiento de un director o gerente del Fondo, de un auditor interno y de 
un encargado de la función de cumplimiento), los que explica no han sido ejecutados debido 
a las dudas que la Junta mantiene acerca de su naturaleza jurídica y el alcance de sus 
potestades a nivel presupuestario, disciplinario y de manejo del recurso humano. En particular, 
si el personal de la Junta se encuentra o no cubierto por el régimen jurídico aplicable a los 
funcionarios del Poder Judicial, incluyendo su régimen de pensiones y jubilaciones; lo que para 
esa Superintendencia justifica la pertinencia de contar con un pronunciamiento de la 
Procuraduría General de la República que evacue estas inquietudes para el proceso de 
conformación de la estructura con que debe contar la Junta consultante.  
 
 
A. LA NATURALEZA DE LA JUNTA ADMINISTRATIVA COMO UN ÓRGANO DE 
DESCONCENTRACIÓN MÁXIMA DEL PODER JUDICIAL DOTADO DE PERSONALIDAD 
JURÍDICA INSTRUMENTAL 
 
Según se indicó al inicio, se plantea de forma muy general la duda acerca de la naturaleza 
jurídica de la Junta y los alcances de su grado de desconcentración en los ámbitos 
presupuestario y de personal. Siendo la SUPEN la que pide precisar, como parte de la consulta, 
si el recurso humano de la Junta se halla cubierto o no por el régimen jurídico aplicable a los 
funcionarios del Poder Judicial.  
 
La amplitud e imprecisión de la consulta así formulada nos impide profundizar en los aspectos 
que se mencionan, relacionados con el tema presupuestario y de personal de la Junta, ante la 
posibilidad de que nos extralimitemos indebidamente en aspectos no peticionados 
expresamente por la Administración consultante, dado el carácter vinculante de nuestros 
dictámenes; sin perjuicio de que cualquier precisión adicional que requieran acerca de su 
constitución y competencias, puedan formularla después a la Procuraduría en una gestión 
futura.  
 
Dicho esto, tenemos que, en efecto, fue con la modificación hecha por la Ley n.°9544 a la 
LOPJ, que se creó la aludida Junta, se establecieron sus funciones y fuente de financiamiento; 
determinando también su forma de integración y operación. Interesa, en particular, de esta 
reforma, el artículo 239 vigente que dispone: 
 


“Artículo 239- Se crea la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y 
Pensiones del Poder Judicial como un órgano del Poder Judicial, que contará 
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con completa independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer 
las facultades y atribuciones que le otorga la ley. 
Le corresponde a la Junta: 
a) Administrar el Fondo de Pensiones y Jubilaciones de los Empleados del 
Poder Judicial. 
b) Estudiar, conocer y resolver las solicitudes de jubilación y pensión que se 
le presenten. 
c) Recaudar las cotizaciones que corresponden al Fondo y ejercer las 
acciones de cobro necesarias. 
d) Atender las solicitudes de reingreso a labores remunerativas de jubilados 
inválidos. 
e) Realizar los estudios actuariales con la periodicidad establecida en la 
normativa emitida al efecto por el Consejo Nacional de Supervisión del 
Sistema Financiero (Conassif) y la Superintendencia de Pensiones (Supen). 
f) Invertir los recursos del Fondo, de conformidad con la ley y con la 
normativa que al efecto dicte el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema 
Financiero y la Superintendencia de Pensiones. 
g) Cumplir con la legislación y la normativa que dicten tanto el Consejo 
Nacional de Supervisión del Sistema Financiero como la Superintendencia de 
Pensiones. 
h) Dictar las normas para el nombramiento, la suspensión, la remoción y la 
sanción del personal; así como aprobar el plan anual operativo, el 
presupuesto de operación, sus modificaciones y su liquidación anual. 
i) Todas las demás atribuciones que le asignen la ley y sus reglamentos. 
Con base en el resultado de los estudios actuariales, y con autorización de 
la Superintendencia de Pensiones, la Junta Administrativa podrá modificar 
los parámetros iniciales establecidos en esta ley respecto de los requisitos de 
elegibilidad, el perfil de beneficios, así como los aportes y las cotizaciones de 
los servidores judiciales y de las jubilaciones y las pensiones previstos en la 
ley, siempre que esto sea necesario para garantizar el equilibrio actuarial del 
Régimen. 
La Junta contará con personalidad jurídica instrumental para ejercer las 
atribuciones que la ley le asigna, así como para ejercer la representación 
judicial y extrajudicial del Fondo. 
Se financiará con una comisión por gastos administrativos que surgirá de 
deducir un cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores 
judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo. 
Con estos recursos se pagarán las dietas de los miembros de la Junta 
Administrativa, los salarios de su personal y, en general, sus gastos 
administrativos. Los recursos ociosos serán invertidos de conformidad con lo 
previsto en el artículo 237 de esta ley.” (El subrayado no es del original).  


  







 
Señor                                                                                                          29 de enero de 2021 


Carlos Alberto Montero Zúñiga                                                                                    C-021-2021 
Presidente                                                                                                                    Página 6 


Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones 
y Pensiones del Poder Judicial 
 


 


 
Dirección: San José, Avenidas 2 y 6, calle 13, Internet Http://www.pgr.go.cr  


Apdo. 78-1003 La Corte. Teléfono 2243-8400, faxes 2233-7010, 2255-0997, 2222-5335 


Tal como se puede observar del primer párrafo del precepto transcrito, la Junta al tiempo que 
se concibe como un órgano administrativo inserto en la estructura vertical del Poder Judicial, 
se le dota de “independencia” en el ejercicio de sus funciones, en la toma de decisiones 
técnicas y en su gestión administrativa, siendo la muestra más ilustrativa de este último rasgo 
la potestad contenida en la letra h), de poder dictar normas para nombrar, suspender, remover 
y sancionar a su personal – aspecto al que nos referiremos en el apartado siguiente – así como 
para aprobar su plan anual operativo. 
 
La forma jurídica más adecuada para compaginar estas dos características dadas por el 
legislador a la Junta – como órgano con independencia plena o completa –  es entendiendo, 
según se indica en los dos criterios precedentes de la asesora jurídica y de la SUPEN, que 
tiene la naturaleza de un órgano desconcentrado en grado máximo, en los términos del artículo 
83 de la LGAP.  
 
Como sabemos del tenor literal del apartado 3 de la citada disposición, por virtud del grado 
máximo de desconcentración, el órgano inferior que la ostenta queda exceptuado de órdenes, 
instrucciones o circulares del jerarca en el ámbito competencial o materias que en función de 
esta técnica organizativa, le corresponde resolver en definitiva a aquél con carácter exclusivo 
y excluyente, aun cuando siga perteneciendo a la misma estructura jerárquica del titular 
originario de dichas atribuciones (ver al respecto, entre muchos otros, nuestros 
pronunciamientos C-086-91, del 23 de mayo y C-104-91, del 19 de junio, ambos de 1991; C-
004-1993, del 4 de enero de 1993; C-159-96, del 25 de setiembre y C-171-96, del 18 de 
octubre, ambos de 1996; C-033-2002, del 28 de enero de 2002; C-217-2007, del 3 de julio de 
2007; C-203-2008, del 13 de junio de 2008; C-003-2009, del 19 de enero, OJ-004-2009, del 
21 de enero, C-084-2009, del 20 de marzo, C-276-2009, del 13 de octubre todos del año 2009 
y C-166-2016, del 5 de agosto de 2016). 
 
En ese sentido, en el dictamen C-305-2009, del 28 de octubre, sostuvimos:  
 


“2.- La competencia desconcentrada 
La desconcentración es una técnica de distribución de competencias en favor 
de órganos de una misma persona jurídica, por la cual un órgano inferior se 
ve atribuida una competencia en forma exclusiva, para que la ejerza como 
propia, en nombre propio y bajo su propia responsabilidad.  
Ahora bien, no se trata de cualquier tipo de competencia, sino de una 
competencia para resolver, para decidir en forma definitiva sobre una 
materia determinada por el ordenamiento. Esta atribución se funda en la 
necesidad de especializar ciertos órganos en materias específicas, de manera 
que se satisfagan en mejor forma los cometidos públicos. Desde esa 
perspectiva, desconcentrar es especializar funcionalmente determinados 
órganos, sin que se desliguen orgánicamente tales competencias de la 
estructura originaria.  
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Normalmente se considera que la desconcentración es uno de los límites más 
importantes a la jerarquía. Esta es una técnica de descongestión de la 
jerarquía, que ya que la transferencia de competencias decisorias implica un 
cambio en la titularidad de las competencias y no solo en su ejercicio, como 
sí sucede en la delegación. Por medio de este mecanismo, el órgano inferior 
se ve atribuida una competencia en forma exclusiva, para que la ejerza como 
propia, en nombre propio y bajo su propia responsabilidad, no obstante lo 
cual mantiene su condición de órgano y por ende, parte de la organización 
que desconcentra. 
Como indicamos en el dictamen N° C-159-96 de 25 de setiembre de 1996, 
con la desconcentración se quiebra el principio jerárquico por cuanto el 
jerarca deviene incompetente para emitir los actos relativos a la materia 
desconcentrada, así como existe la posibilidad de que se elimine el 
agotamiento de la vía administrativa. En último término, en el caso de 
desconcentración máxima el jerarca pierde el poder de mando e instrucción 
sobre el órgano desconcentrado. Así, el órgano desconcentrado puede 
ejercer en propio nombre, y no en el de otro ente u órgano al que pertenece, 
la correspondiente competencia desconcentrada. La desconcentración 
máxima se convierte, de esa forma, en el mayor límite a la relación de 
jerarquía, en cuanto impide al jerarca el ejercicio de los poderes de mando 
y de instrucción y alternativamente el de revisión o de avocación. 
En palabras de la Sala Constitucional: “De manera que existe 
desconcentración administrativa cuando por norma legal se atribuye a un 
órgano inferior del ente una competencia exclusiva, con algún grado de 
autonomía, con lo que se produce la pérdida de la competencia por parte del 
superior jerárquico, de donde, su condición nunca puede ser igual a la del 
superior, aun cuando se trate del grado máximo de la desconcentración”. 
Sala Constitucional, resolución 9563-2006 antes citada. 
 


De conformidad con lo expuesto, se justifica la configuración de la Junta como un órgano de 
desconcentración máxima, tomando en cuenta la especialidad técnica de la materia tan 
sensible sobre la que le corresponde resolver y que la letra a) del artículo 239 bajo estudio, 
resume en “Administrar el Fondo de Pensiones y Jubilaciones de los Empleados del Poder 
Judicial”, con todo lo que ello supone y que los demás incisos del mismo precepto terminan 
de desarrollar, tal como  estudiar, conocer y resolver las solicitudes de jubilación y pensión de 
los afiliados al fondo y de reingreso, hacer estudios actuariales, decidir cómo se van a invertir 
los recursos del fondo de acuerdo con la normativa aplicable; que en su conjunto constituye 
la materia desconcentrada que se le arrebata, por así decirlo, al poder de decisión del superior 
jerarca. 
 
En efecto, de forma correlativa a las competencias que se le atribuyen al órgano consultante 
por el referido artículo 239, el artículo 2 de la Ley n.°9544 derogó las propias que tenía el 
Consejo Superior del Poder Judicial sobre el particular, en los incisos 12, 13, 14 y 15 del 
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artículo 81 de la LOPJ, órgano al que se le confiaba la administración del Fondo de Pensiones 
y Jubilaciones del Poder Judicial, “de acuerdo con las políticas de inversión establecidas por la 
Corte Suprema de Justicia”, así como el otorgamiento de toda clase de jubilaciones y pensiones 
judiciales; reforzando de esta forma la noción de que el poder de decisión último en la 
administración del fondo le corresponde en este momento exclusivamente a la Junta.  
 
Por otro lado, la “completa independencia” que pregona el artículo 239 de comentario se 
garantiza sustrayendo a la Junta del poder de mando o instrucción de la Corte o del Consejo 
Superior del Poder Judicial sobre la materia desconcentrada – lo que, según apuntamos antes, 
se corresponde con un grado de desconcentración máxima (artículo 83.3 LGAP); sin perjuicio 
de que la Corte Plena retenga ciertas potestades propias de su condición de superior jerarca 
dentro del Poder Judicial y que se expresan, por ejemplo, en la potestad de designar a la 
mitad de los miembros de la Junta, de acuerdo con el artículo 240 de la LOPJ. 
 
Pero, en todo caso, el artículo 241 de la misma Ley confía la supervisión y regulación de la 
materia desconcentrada a favor de la Junta a la SUPEN y al Conassif, respectivamente, 
mientras que el artículo siguiente, sujeta a la aprobación de la Superintendencia la aprobación 
del Reglamento General del Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial elaborado 
por la Junta; como claros ejemplos de que la competencia desconcentrada se guíe por criterios 
técnicos y objetivos, en aras de asegurar la seguridad, liquidez y sostenibilidad del fondo en 
beneficio de todos sus afiliados.  
 
En otro orden de consideraciones, el antepenúltimo párrafo del aludido artículo 239 le otorga 
personalidad jurídica instrumental a la Junta. Contrario a lo afirmado por la asesoría jurídica 
de la Junta, el dotar de personalidad instrumental – no de “personería”, como por error se 
suele confundir, pese a tratarse de nociones distintas1 – a un órgano no es una consecuencia 
de la desconcentración de competencias.  
 
En otras palabras, para ejercer las competencias desconcentradas no se requiere de 
personalidad jurídica. Por el contrario, el otorgamiento de la personalidad instrumental cobra 
sentido cuando al órgano se le permite administrar determinados recursos, como con toda 
claridad sucede con la Junta a la que, como ya indicamos, se le encomienda la administración 
del Fondo de Pensiones y Jubilaciones de los Empleados del Poder Judicial, a la vez que le 


                                                           
1 Ya en otras ocasiones la Procuraduría ha advertido de esa confusión en el uso de ambos conceptos: “Es necesario 


aclarar, en todo caso, que jurídicamente los términos "personería jurídica" y "personalidad jurídica" no son 


sinónimos. El primero se refiere a la representación de un determinado ente. La persona pública tiene personeros 


porque es un centro de imputación de derechos y obligaciones y como tal requiere representantes. La persona 


jurídica actúa a través de sus representantes, que son sus personeros. Ciertamente, en algunas ocasiones el 


legislador confunde "personalidad" y "personería" y en otras, señala que determinados funcionarios serán los 


personeros de un órgano. No obstante, estas deficiencias técnicas en que incurre el legislador no pueden conducir 


a considerar que el órgano constituya persona jurídica y pueda, entonces, ser considerado un ente público 


descentralizado” (dictamen C-201-2003, del 27 de junio, y en el mismo sentido, el pronunciamiento OJ-144 -


2016, del 18 de noviembre).  
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sirve para ejercer las acciones de cobro necesarias a que hace referencia la letra c) del artículo 
239 de repetida cita.  
 
Según lo hemos advertido también en otras oportunidades, el efecto propio de la personalidad 
jurídica instrumental reside en la titularidad de un presupuesto propio, por ende, 
independiente del presupuesto del organismo del que forma parte y la posibilidad de contratar 
con base en ese presupuesto: “Típicamente, la personalidad jurídica instrumental habilita al 
órgano inferior para administrar y ejecutar su presupuesto, con independencia de la gestión 
presupuestaria del Ente al que pertenece. Igualmente, la personalidad jurídica instrumental le 
permite celebrar contratos con cargo a su propio presupuesto. Pero, en modo alguno, esto 
conduce a considerar que el órgano con personalidad jurídica instrumental, constituya una 
suerte de ente autónomo.” (OJ-125-2008, del 14 de noviembre de 2008, el subrayado no es 
del original y en igual sentido, puede verse el dictamen C-305-2009, ya mencionado). 
 
Esta última consideración es importante resaltarla, respecto a que el otorgamiento de 
personalidad jurídica instrumental a la Junta no debe confundirse en modo alguno con la 
creación de una nueva persona jurídica, ni lleva implícita una descentralización de funciones 
o considerarla parte de la Administración descentralizada; pues debe quedar claro que forma 
parte del Poder Judicial, en tanto órgano de dicho poder, según lo precisamos líneas atrás.  
 
Ahora bien, la letra h) del artículo 239 alude al presupuesto de operación de la Junta y los dos 
párrafos finales establecen una fuente de financiamiento propia para sostener los gastos en 
que incurra en su labor, consistente en “un cinco por mil de los sueldos que devenguen los 
servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo”; con lo 
cual, se le reconoce una facultad para administrar y manejar el presupuesto propio de que es 
titular de forma diferenciada del presupuesto nacional que nutre al Poder Judicial.  
 
Por lo demás, la personalidad jurídica instrumental le permite a la Junta cumplir con las 
competencias que tiene encomendadas con mayor eficiencia y celeridad en la contratación de 
personal, bienes y servicios que le fueren indispensables para el cumplimiento de la función 
que le fue transferida, en el entendido de que la ley le faculte expresamente para ello (ver en 
esa línea, la sentencia de la Sala Constitucional n.° 2006-9563 de las 16:06 horas del 5 de 
julio del 2006). 
 
Finalmente, la atribución de personalidad jurídica instrumental a la Junta le permite asumir la 
representación del Fondo, como universalidad o patrimonio separado o autónomo que es del 
patrimonio de la propia Junta y del patrimonio del Poder Judicial, según lo establece el 
antepenúltimo párrafo del artículo 239 y el artículo 235 de la LOPJ.  
 
 
B. LA POTESTAD DE LA JUNTA EN EL MANEJO DEL RECURSO HUMANO A SU 
CARGO EL QUE, EN TODO CASO, SE HALLA CUBIERTO POR EL RÉGIMEN JURÍDICO 
APLICABLE AL RESTO DE FUNCIONARIOS DEL PODER JUDICIAL 
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Uno de los ámbitos en que la Junta solicita criterio de cómo se manifiesta su naturaleza como 
órgano con desconcentración máxima del Poder Judicial es lo relativo al manejo del recurso 
humano a su cargo y la potestad disciplinaria, ante lo que la SUPEN plantea la inquietud de si 
el personal de la Junta se encuentra o no cubierto por el régimen jurídico aplicable a los 
funcionarios del Poder Judicial, incluyendo su régimen de pensiones y jubilaciones; lo que la 
asesoría jurídica del órgano consultante responde afirmativamente con fundamento en nuestro 
dictamen C-282-2004. 
 
En el epígrafe anterior mencionamos que la letra h) del artículo 239 de la LOPJ le confirió la 
competencia a la Junta para, en lo que aquí interesa: “Dictar las normas para el nombramiento, 
la suspensión, la remoción y la sanción del personal”; mientras que, su párrafo in fine, destina 
parte de lo que se recaude por la comisión de gastos administrativos al pago de las dietas de 
los miembros de la Junta Administrativa y “los salarios de su personal”.  
 
Veamos estos dos puntos. Ya en otras ocasiones hemos apuntado que en tanto no se haya 
desconcentrado la competencia relativa al manejo de personal, esa competencia sigue a cargo 
del órgano que desconcentra (dictamen C-034-2003, del 11 de febrero).  Obsérvese, en primer 
lugar, que el precepto habla solo de “[d]ictar las normas” para el nombramiento, suspensión, 
remoción y sanción del personal; lo que se explica en que, dada la especialidad y el 
conocimiento técnico de la materia desconcentrada – de nuevo, la administración del fondo – 
sea pertinente que la Junta intervenga definiendo el perfil profesional de sus colaboradores 
en tanto se trata de una actividad que aun cuando se desarrolla en el seno del Poder Judicial, 
se diferencia de la función sustantiva o típica de dicho poder, como lo es la labor jurisdiccional. 
En el otro ámbito que se consulta, la potestad disciplinaria, puede que sea preciso definir el 
procedimiento a seguir, así como advertir de algunas faltas particulares que, con ocasión de 
esa labor tan delicada y técnica en la gestión del fondo, sea oportuno regular, respetando eso 
sí, los límites que imponen los principios de reserva legal y tipicidad a la colaboración 
reglamentaria también en la esfera del Derecho Administrativo Sancionador. 
 
Si a lo expuesto añadimos la circunstancia de que las remuneraciones del personal de la Junta 
se deben cancelar con su propio presupuesto y no con el del Poder Judicial, podemos inferir 
que el órgano consultante cuenta con la potestad de crear nuevas plazas y de definir sus 
funciones. En definitiva, la Ley concede a la Junta poderes que inciden directamente en la 
gestión de los recursos humanos a su cargo. 
 
No obstante, reiteramos que la consideración de la Junta como un órgano en grado de 
desconcentración máxima con personalidad jurídica instrumental no interrumpe su relación 
orgánica con el Poder Judicial.    
 
Consecuentemente, el personal destinado a la Junta se considera efectivamente cubierto por 
el régimen jurídico aplicable a los funcionarios del Poder Judicial, pues ni la desconcentración, 
ni la personalidad jurídica instrumental del aludido órgano tiene la virtud de disolver la relación 
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de empleo que los vincula con el Poder Judicial, de conformidad, precisamente, con la doctrina 
reiterada del citado dictamen C-282-2004, en que señalamos: 
 


“II.- SOBRE LA RELACIÓN ENTRE EL MOPT Y LOS FUNCIONARIOS 
DE SUS ÓRGANOS DESCONCENTRADOS: 
Si bien es cierto, señalamos con anterioridad que el Consejo de Seguridad 
Vial, el Consejo Técnico de Aviación Civil, el Consejo Nacional de Vialidad, el 
Consejo Nacional de Concesiones, y el Consejo de Transporte Público, son 
órganos desconcentrados del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, ello 
no impide que los servidores de esos órganos puedan ser catalogados como 
funcionarios del citado Ministerio. 
Al respecto, cabe indicar que la desconcentración es una técnica de 
organización de competencias administrativas que permite una ordenada 
distribución de las funciones encomendadas a un órgano o a un ente público. 
Mediante ese instrumento, se encarga a un órgano especializado el ejercicio 
de determinadas competencias, con la finalidad de alcanzar mayor eficiencia. 
A pesar de ello, la aplicación de dicha figura no desliga a los funcionarios que 
prestan sus servicios en los órganos desconcentrados de su relación con el 
ente u órgano al que originalmente estaban atribuidas las competencias 
desconcentradas. 
A diferencia de lo que ocurre con la descentralización (donde opera la 
asignación o el traslado de competencias a un ente nuevo, dotado de 
personalidad jurídica propia, y que por tanto pasa a ser un centro último de 
imputación de derechos y obligaciones) con la desconcentración no se crea 
una persona jurídica nueva, sino que solamente ocurre una distribución de 
competencias entre órganos. Así, las competencias que no hayan sido 
expresamente desconcentradas en las normas respectivas, deben seguir 
siendo ejercidas por el órgano o por el ente que desconcentra… 
En todo caso, lo que interesa destacar es que un órgano a favor del cual se 
desconcentraron determinadas competencias, no deja de formar parte de la 
estructura orgánica de aquél a quien pertenecían originalmente las funciones 
desconcentradas. Como consecuencia de ello, los funcionarios que prestan 
sus servicios en los órganos desconcentrados del Ministerio de Obras 
Públicas y Transportes, pueden ser válidamente catalogados como 
servidores de ese Ministerio.” (El subrayado no es del original y así reiterado 
en los pronunciamientos OJ-125-2008, ya citado; C-141-2018, del 18 de 
junio; y C-280-2019, del 1 de octubre). 


 
 
C. CONCLUSIÓN:  
 
De conformidad con lo expuesto, es criterio de la Procuraduría General de República, que:  
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1. La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial es 
un órgano con grado de desconcentración máxima del Poder Judicial para la 
administración de dicho régimen, dotado de personalidad jurídica instrumental para la 
gestión más eficiente de su propio presupuesto y de los recursos que componen el 
aludido fondo. 
 


2. La naturaleza jurídica de la Junta, a la que el artículo 239 de la LOPJ le confiere poderes 
– incluso normativos – que inciden directamente en la gestión de los recursos humanos 
a su cargo; no desliga a su personal del Poder Judicial, con el que sigue manteniendo 
una relación de empleo público. 


 
 


Atentamente,  
 
 
 


Alonso Arnesto Moya  
Procurador 


AAM/hsc 
 
C:  Señora Rocío Aguilar Montoya, Superintendente, Superintendencia de Pensiones 
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San José, 01 de febrero del 2021 


Criterio DJ-C-43-2021 


 


 


 


Lic. Arnoldo Hernández Solano, Presidente 


Junta Administradora 


Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 


S.          D. 


 


Estimado señor: 


 


             Me refiero al oficio N° 907-2020 del 16 de noviembre de 2020, suscrito por la Licda. 


Ana Lucrecia Ruiz Rojas, mediante el cual se nos da traslado del acuerdo tomado por la Junta 


Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 34-


2020 celebrada el 19 de octubre del 2020 que dispone lo siguiente: “Solicitar a la Dirección 


Jurídica criterio que defina las potestades que otorga la personería jurídica instrumental 


con respecto a las actuaciones de esta Junta Administradora, tanto en la representación 


judicial y extrajudicial, con relación a lo que establece en la Ley 9544, artículo N° 239” 


 


 Al respecto nos permitimos expresar lo siguiente: 


 


 Con el fin de dar debida respuesta a lo planteado, esta unidad asesora ha hecho 


revisión de lo recomendado, con relación a lo que establece en la Ley 9544, artículo N° 239 


el cual indica lo siguiente:   


 


 “Artículo 239- Se crea la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y 


Pensiones del Poder Judicial como un órgano del Poder Judicial, que contará 


con completa independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer 


las facultades y atribuciones que le otorga la ley. 


Le corresponde a la Junta: 


a) Administrar el Fondo de Pensiones y Jubilaciones de los Empleados del 


Poder Judicial. 


b) Estudiar, conocer y resolver las solicitudes de jubilación y pensión que se 


le presenten. 


c) Recaudar las cotizaciones que corresponden al Fondo y ejercer las 


acciones de cobro necesarias. 


d) Atender las solicitudes de reingreso a labores remunerativas de jubilados 


inválidos. 
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e) Realizar los estudios actuariales con la periodicidad establecida en la 


normativa emitida al efecto por el Consejo Nacional de Supervisión del 


Sistema Financiero (Conassif) y la Superintendencia de Pensiones (Supén). 


f) Invertir los recursos del Fondo, de conformidad con la ley y con la 


normativa que al efecto dicte el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema 


Financiero y la Superintendencia de Pensiones. 


g) Cumplir con la legislación y la normativa que dicten tanto el Consejo 


Nacional de Supervisión del Sistema Financiero como la Superintendencia de 


Pensiones. 


h) Dictar las normas para el nombramiento, la suspensión, la remoción y la 


sanción del personal; así como aprobar el plan anual operativo, el 


presupuesto de operación, sus modificaciones y su liquidación anual. 


i) Todas las demás atribuciones que le asignen la ley y sus reglamentos. 


Con base en el resultado de los estudios actuariales, y con autorización de la 


Superintendencia de Pensiones, la Junta Administrativa podrá modificar los 


parámetros iniciales establecidos en esta ley respecto de los requisitos de 


elegibilidad, el perfil de beneficios, así como los aportes y las cotizaciones de 


los servidores judiciales y de las jubilaciones y las pensiones previstos en la 


ley, siempre que esto sea necesario para garantizar el equilibrio actuarial del 


Régimen. 


La Junta contará con personalidad jurídica instrumental para ejercer las 


atribuciones que la ley le asigna, así como para ejercer la representación 


judicial y extrajudicial del Fondo. 


Se financiará con una comisión por gastos administrativos que surgirá de 


deducir un cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores 


judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo. 


Con estos recursos se pagarán las dietas de los miembros de la Junta 


Administrativa, los salarios de su personal y, en general, sus gastos 


administrativos. Los recursos ociosos serán invertidos de conformidad con lo 


previsto en el artículo 237 de esta ley. 


(Así reformado por el artículo 1° d ela ley N° 9544 del 24 de abril de 2018).” 


 


En el anterior sentido, estimamos oportuno indicar a la Junta Administradora del 


Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, realizar las siguientes 


consideraciones: 


 


Del artículo N° 239 de cita, podemos determinar que en el mismo se encuentran 


definidas las competencias del órgano, siendo así que, para su ejercicio, en el párrafo ante 


penúltimo se indica: “La Junta contará con personalidad jurídica instrumental para 


ejercer las atribuciones que la ley le asigna, así como para ejercer la representación 


judicial y extrajudicial del Fondo”. 
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Conforme a lo anterior y en orden a la solicitud de criterio expresada, se advierte 


que el otorgamiento de la condición de órgano- persona a la Junta Administradora posee 


un carácter instrumental, toda vez que dicha condición es un medio para que se pueda hacer 


debido ejercicio de las competencias legales.     


 


En este orden de ideas, la personería jurídica instrumental va permitir la capacidad 


de administración de recursos de manera separada del ente al cual pertenece y en este 


sentido, la Sala Constitucional en su resolución 15716 - 2005 con fecha del 16 de noviembre 


del 2005 dispuso lo siguiente: 


 
“V.- Por otra parte, también ha indicado la Sala que en el Derecho Público 


costarricense existen varios ejemplos de la figura de la "personificación 


presupuestaria" según la cual en algunos casos el legislador opta por dar a 


ciertos Órganos desconcentrados la posibilidad de manejar sus propios 


recursos fuera del Presupuesto del Estado central al dotarlos de 


"personalidad jurídica instrumental". Sobre el particular se ha señalado por 


este Tribunal que resulta válido a la luz del Derecho de la Constitución, 


conferir a un órgano desconcentrado, personalidad jurídica instrumental 


para efectos de manejar su propio presupuesto y así llevar a cabo en forma 


más eficiente la función pública que está llamado a desempeñar.  


Precisamente esa personificación presupuestaria le permite administrar sus 


recursos con independencia del Presupuesto del ente público al que pertenece 


aún cuando continúa subordinado a éste en todos los aspectos no propios de 


la función que le fue dada por desconcentración y de los derivados de su 


personalidad jurídica instrumental (ver en ese sentido sentencia No.2001-


11657 de las catorce horas cuarenta y tres minutos del catorce de noviembre 


del dos mil uno) (…)." (Voto No. 2004-08474 de las 15:11 hrs. del 4 de agosto 


del 2004). 


Es menester tomar en consideración que la figura de la personificación 


presupuestaria, también llamada personalidad instrumental, interórganica, 


incompleta o legitimación separada, responde a claros y evidentes principios 


de orden constitucional que informan la organización y función 


administrativa tales como los de eficacia, eficiencia, celeridad y agilidad, 


frente a la usual rigidez y entrabamiento de la organización del Estado. 


Nótese, adicionalmente, que la personalidad instrumental resulta, per se, 


limitada para un sector de actividad determinado -contratación de recursos y 


servicios de orden material y humano- con el propósito de obtener una gestión 


presupuestaria independiente a la del Gobierno central -respecto de partidas 


incluidas, obviamente, en el presupuesto ordinario- que le permita al órgano 


respectivo actuar de formal ágil, flexible y expedita. Consecuentemente, la 


personalidad instrumental no se proyecta, indiscriminadamente, para todo 


tipo de contratación administrativa, por su ámbito limitado. 



mailto:direccion_juridica@poder-judicial.go.cr





 


 


 


 


 


 


                     Teléfonos: 2295-4660 y 2295-4661         Correo: direccion_juridica@poder-judicial.go.cr             Fax: 2295-4686  
 


 


4 


                          
 
 
 


 


 
 


Consecuentemente, se debe denegar la acción en lo que a este punto 


corresponde” 


 


Siguiendo la misma línea de la función del órgano de personería jurídica 


instrumental en su función de facilitar y agilizar las funciones de la administración, la Sala 


Primera de la Corte en su resolución Nº00166 - 2018 con fecha del 01 de marzo del 2018 


dispuso la posibilidad de auto administración y la posibilidad de adquirir bienes y servicios 


de la siguiente manera: 


 
“En un principio esta Sala se decantó por achacarla en exclusiva al Estado. 


Posteriormente, se inclinó por imponerla al órgano con personería 


instrumental, en el caso de que el menoscabo se originara merced al ejercicio 


u omisión de alguna de sus competencias. Ha de hacerse observar, la 


asignación de personería jurídica instrumental a ciertos órganos tuvo su 


génesis en la necesidad de paliar en alguna medida las deficiencias 


operativas del Gobierno Central, así como de los entes descentralizados. Es 


indudable su objeto es que administren su propio presupuesto, realicen sus 


propias contrataciones, y en gran medida para simplificar el sistema de 


nombramiento de sus funcionarios. De ahí, que les proporcionara flexibilidad 


y los dotara de instrumentos de gestión óptimos, si se les compara con los de 


la Administración Pública tradicional. Así, para la doctrina y en opinión de 


la Procuraduría General de la República los órganos con personalidad 


jurídica instrumental se crean para facilitar su operación, evitar controles y 


simplificar requisitos. Pero, no puede dejarse de lado, continúan estando 


adscritos a un Ministerio o ente mayor con sujeción a directrices e 


instrucciones. Consecuentemente, es claro, en el caso de los adscritos a algún 


Ministerio, son parte integral de un todo más amplio, a saber, la 


Administración Central o Aparato Estatal que continúa siendo uno solo 


(unidad del Estado)”. 


 


No obstante, a pesar de que la función de un órgano con personería instrumental es 


facilitar, simplificar la administración no podemos dejar de lado que todavía siguen estando 


adscritos al ente, como así lo indica la Contraloría General de la Republica con el decreto, 


DAGJ-0056-2009 el 19 de enero, 2009, que dispuso, lo siguiente:  


 
       “Sin embargo, nuestro legislador ha dado forma a una figura de naturaleza 


especial que es la de los órganos desconcentrados con personalidad jurídica 


instrumental. Es decir, son aquellas administraciones del Estado que no 


constituyen entes descentralizados ni gozan por ende de personalidad jurídica 


plena, pero sí poseen personalidad jurídica instrumental que no es una 


personalidad jurídica plena como la de los entes descentralizados pues se 


mantienen adscritos a otra entidad, pero que sí se les otorga personalidad 
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especialmente para el trámite y manejo de su presupuesto. En consecuencia, 


si bien en principio un órgano desconcentrado carece de personalidad 


jurídica, en nuestra organización administrativa se ha reconocido una figura 


denominada “personalidad jurídica instrumental”. Ello con el fin de dotar a 


los órganos desconcentrados de la capacidad suficiente para administrar sus 


propios recursos, es decir, que el origen de esta categoría ha estado muy 


ligado al manejo presupuestario.        Este concepto sobre la personificación 


presupuestaria ha sido ampliamente desarrollado por la Procuraduría 


General de la República Al respecto véase oficios C-178-95, C- 115-89 del 4 


de julio de 1989, OJ-062-98 del 16 de julio de 1998, OJ-138-2004 del 02 de 


noviembre del 2004 y C-177-2007 del 4 de junio de 2007. Bajo este supuesto, 


son varios los órganos “adscritos” al Ministerio de Cultura que gozan de 


personalidad jurídica instrumental sobretodo en materia de presupuesto y el 


manejo financiero de sus recursos.  Por ejemplo, en el caso del Centro 


Costarricense de Producción Cinematográfica se ha considerado que  desde 


el origen de su creación, fue constituido como un órgano adscrito al 


Ministerio de Cultura, Juventud y Deportes, pero con personalidad jurídica 


instrumental, que no constituye una personalidad jurídica plena pues 


mantiene la adscripción del órgano a otro ente para efectos de uniformar 


políticas de acción, pero que le permite al órgano manejar su propio 


presupuesto y hasta tramitar sus contrataciones administrativas con sus 


propios fondos. En ese sentido y solo como ejemplo de muchos, el criterio de 


este Despacho es que el Centro es un órgano desconcentrado con 


personalidad y capacidad jurídica instrumentales, con presupuesto propio, y 


con competencia para el manejo de sus recursos financieros y de las 


contrataciones que realice. Debe interpretarse que la normativa confiere 


capacidad al Centro de trabajar en forma independiente, ajustándose a los 


procedimientos y normativa vigente, sus contrataciones administrativas, así 


como también goza de capacidad para las decisiones que involucren el 


manejo de su presupuesto (modificaciones y aprobaciones), manteniéndose 


siempre su condición de órgano adscrito al Ministerio de Cultura, Juventud y 


Deportes, procurándose así la uniformidad de políticas y criterios en materia 


de cultura costarricense. (el destacado es nuestro) 


 


 Conforme a lo anterior, la personería jurídica otorgada a los órganos personas, 


tiene un carácter típicamente instrumental, es decir es un medio para el cumplimiento de 


las competencias asignadas por el legislador, de una manera más eficaz y eficiente, 


conforme los principios del servicio público que se contemplan en el artículo 4 de la Ley 


General de la Administración Pública, que dispone lo siguiente: “Artículo 4º.-La actividad 


de los entes públicos deberá estar sujeta en su conjunto a los principios fundamentales del 


servicio público, para asegurar su continuidad, su eficiencia, su adaptación a todo cambio 


en el régimen legal o en la necesidad social que satisfacen y la igualdad en el trato de los 


destinatarios, usuarios o beneficiarios”. 
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 Complementario con lo anterior, el artículo 5.b. de la Ley de la Administración 


Financiera y Presupuestos Públicos, dispone lo siguiente: “Principio de gestión 


financiera. La administración de los recursos financieros del sector público se orientará 


a los intereses generales de la sociedad, atendiendo los principios de economía, eficacia y 


eficiencia, con sometimiento pleno a la ley”. 


 


 Corolario de lo anterior, se advierte que los órganos persona tienen la posibilidad 


de ejercicio de la potestad reglamentaria, vía reglamentos de organización o de servicio, -


sea sin potestades de imperio, dado que esto es reserva de ley- en tanto que los mismos son 


instrumentos para el mejor cumplimiento de las competencias asignadas. 


 


 En este orden de ideas, se puede determinar las siguientes competencias 


generales, comunes a todo órgano con personalidad jurídica instrumental: 


 


 
  


 Complementario con lo anterior, debe tomarse en consideración que las 


competencias que le asignan a los órganos persona, implican que, al tener presupuesto propio 


y personería particular, deviene además en obligaciones y consecuencias jurídicas. 


 


Poseer su propia organización administrativa 
mínima que sea necesaria para el cumplimiento de 


sus competencias.


Administrar su presupuesto y adoptar las decisiones 
que correspondan sobre el mismo.


Realizar contrataciones administrativas para 
adquirir bienes y servicios, conforme a la Ley de la 


Contratación Administrativa.


Establecer relaciones de empleo público.


Auto regularse por la vía de reglamentos 
autónomos. 
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 En este orden de ideas, la Ley General de Control Interno cubre este tipo de órganos 


persona, toda vez que se incorporan dentro del concepto de administración activa, de la 


siguiente manera: “a) Administración activa: desde el punto de vista funcional, es la función 


decisoria, ejecutiva, resolutoria, directiva u operativa de la Administración. Desde el punto de vista 


orgánico es el conjunto de órganos y entes de la función administrativa, que deciden y ejecutan; 


incluyen al jerarca, como última instancia”. 


 


 En el mismo sentido el artículo 4 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de 


la República señala: “Artículo 4.- Ámbito de su Competencia. La Contraloría General de la 


República ejercerá su competencia sobre todos los entes y órganos que integran la Hacienda 


Pública”. 


 


 Por otra parte, la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito dispone sus 


alcances, dentro del cual se incorpora a los órganos persona, de la siguiente manera: 


 
“Artículo 2º-Servidor público. Para los efectos de esta Ley, se considerará 


servidor público toda persona que presta sus servicios en los órganos y en los 


entes de la Administración Pública, estatal y no estatal, a nombre y por cuenta 


de esta y como parte de su organización, en virtud de un acto de investidura 


y con entera independencia del carácter imperativo, representativo, 


remunerado, permanente o público de la actividad respectiva. Los términos 


funcionario, servidor y empleado público serán equivalentes para los efectos 


de esta Ley. 


Las disposiciones de la presente Ley serán aplicables a los funcionarios de 


hecho y a las personas que laboran para las empresas públicas en cualquiera 


de sus formas y para los entes públicos encargados de gestiones sometidas al 


derecho común; asimismo, a los apoderados, administradores, gerentes y 


representantes legales de las personas jurídicas que custodien, administren o 


exploten fondos, bienes o servicios de la Administración Pública, por 


cualquier título o modalidad de gestión”. 


 


 Consecuentemente con este marco normativo y otros aplicables a la forma de 


operar en la administración pública -v.g. Ley de Simplificación de Trámites- el carácter 


instrumental del órgano, hace que sus directivos posean una serie de obligaciones 


particulares bajo la figura de responsables o titulares subordinados en cuanto al 


funcionamiento y organización general del mismo que deben ser tomados en consideración 


a la hora de delimitar el marco de sus competencias. 
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 Así la cosas, un listado muy básico de dichas responsabilidades sería el siguiente 


y en el entendido que no es excluyente de otras obligaciones legales: 


 


 
  


 Como se advierte, la existencia misma de una personería jurídica deviene en el 


cumplimiento de obligaciones legales de carácter insoslayable y necesarias para cautelar la 


seguridad y transparencia de las conductas que realicen los órganos respectivos, siendo un 


complemento necesario del ejercicio de sus competencias.  


 


 De manera adicional, debe tomarse en consideración que la instrumentalidad de 


la personería jurídica implica necesariamente que el órgano persona tiene la posibilidad de 


ejercer la defensa de sus intereses y la posibilidad de resolver los temas sometidos a su 


conocimiento en sede administrativa. 


 


 En este orden de ideas, el órgano persona puede demandar y ser demandado, en 


la vía contencioso administrativa conforme las siguientes normas: 


“ARTÍCULO 10.- 


1) Estarán legitimados para demandar: 


a) Quienes invoquen la afectación de intereses legítimos o derechos 


subjetivos. 


b) Las entidades, las corporaciones y las instituciones de Derecho público, y 


cuantas ostenten la representación y defensa de intereses o derechos de 


Rendir cuentas a los órganos internos y externos de 
control. (auditoría, Contraloría General de la República, 


SUPEN)


Establecer controles internos acordes con la Ley General de 
Control Interno.


Realizar su sistema específico de evaluación de riesgos 
(SEVRI)


Cumplir las regulaciones de la Contraloría General de la 
República.


Establecer los mecanismos internos para asegurar que sus 
integrantes rindan cuentas, garantías (pólizas de fidelidad), 


declaraciones de bienes, prohibiciones.


Establecer mecanismos de conservación de documentación 
conforme a Ley de Archivos.  
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carácter general, gremial o corporativo, en cuanto afecten tales intereses o 


derechos, y los grupos regidos por algún estatuto, en tanto defiendan intereses 


colectivos”. 


“ARTÍCULO 12.- Se considerará parte demandada: 


1) La Administración Pública autora de la conducta administrativa objeto del 


proceso, salvo cuando se trate de los Poderes Ejecutivo, Legislativo, Judicial 


y del Tribunal Supremo de Elecciones; en este caso, se demandará al Estado. 


2) Los órganos administrativos con personalidad jurídica instrumental, en 


tanto sean autores de la conducta administrativa objeto del proceso, 


conjuntamente con el Estado o el ente al que se encuentren adscritos…” 


 


 En la vía ordinaria laboral, resulta de interés destacar que tal supuesto no se previó 


toda vez que se establece la representación de la Procuraduría General de la República en 


estos casos, de la siguiente manera: 


 
“Artículo 448.- 


En las demandas contra el Estado, por actuaciones de la Administración 


Central, de los Poderes del Estado, del Tribunal Supremo de Elecciones, de la 


Contraloría General de la República y de la Defensoría de los Habitantes de 


la República, en tanto ejerzan función administrativa, la representación y 


defensa corresponderá a la Procuraduría General de la República”. 


 


 De conformidad con lo anterior, el órgano persona tiene además las siguientes 


atribuciones: 


   


 
 


Agotar la vía administrativa en los 
reclamos administrativos que le planteen.


Ejercer su propia representación legal 
como parte actora o demandada en sede 


contencioso administrativa.


Ser demandado y ejercer su propia 
representación legal en la vía de cobro.


Responder por sus propias conductas u 
omisiones frente a terceros. 
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En el caso concreto de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y 


Jubilaciones del Poder Judicial se advierte que todas las anteriores consideraciones son 


plenamente aplicables, en tanto la ley le definen las siguientes competencias: 


 


Competencia Potestad 


a) Administrar el Fondo de Pensiones y 


Jubilaciones de los Empleados del Poder 


Judicial. 


Potestad de autoadministración, 


realizar contratos   


b) Estudiar, conocer y resolver las solicitudes 


de jubilación y pensión que se le presenten. 


Potestad resolutiva y de agotamiento de 


la vía administrativa 


c) Recaudar las cotizaciones que 


corresponden al Fondo y ejercer las acciones 


de cobro necesarias. 


Potestad de autoadministración 


d) Atender las solicitudes de reingreso a 


labores remunerativas de jubilados inválidos. 


Potestad resolutiva 


e) Realizar los estudios actuariales con la 


periodicidad establecida en la normativa 


emitida al efecto por el Consejo Nacional de 


Supervisión del Sistema Financiero 


(Conassif) y la Superintendencia de Pensiones 


(Supén). 


Potestad de administración y de 


contratación de servicios 


f) Invertir los recursos del Fondo, de 


conformidad con la ley y con la normativa que 


al efecto dicte el Consejo Nacional de 


Supervisión del Sistema Financiero y la 


Superintendencia de Pensiones. 


Potestad de administración 


g) Cumplir con la legislación y la normativa 


que dicten tanto el Consejo Nacional de 


Supervisión del Sistema Financiero como la 


Superintendencia de Pensiones. 


Deber de cumplir controles y directrices 


h) Dictar las normas para el nombramiento, la 


suspensión, la remoción y la sanción del 


personal; así como aprobar el plan anual 


operativo, el presupuesto de operación, sus 


modificaciones y su liquidación anual. 


Potestad autonormativa. 


  


 


Conforme a las anteriores consideraciones, estima esta unidad asesora que la Junta 


Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, goza de un amplio 


marco de auto administración que le permite contratar bienes y servicios, establecer 
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relaciones de empleo público y controles para el cumplimiento de sus fines, toda vez que su 


personería jurídica posee un carácter evidentemente instrumental.  


 


Dejamos así evacuada su solicitud de criterio.  


 


Respetuosamente,                                                                      


 


 


 


 


 


Máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo 


Director Jurídica   a.í. 


                                                                                      


 


 
Ref: 1777-2020 


LMB  
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[bookmark: _Toc20310]1) PROPÓSITO 

 

El propósito del presente documento es definir la Planificación Estratégica del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (en adelante FJPPJ) para establecer lineamientos como entidad regulada para la gestión, administración y control de las inversiones pertenecientes al citado Fondo, tanto en mercados locales como internacionales, de conformidad con la normativa vigente aplicable. 



[bookmark: _Toc20311]2) ALCANCE 

 

La Planificación Estratégica del FJPPJ se aplica en la conformación y gestión del portafolio de inversiones que administra el Órgano de Dirección establecido. El FJPPJ corresponde a una reserva cuyos ingresos y disponibilidades se utilizan para el pago de los derechos de pensión y jubilación vigentes, así como los beneficios futuros de la población cubierta por el FJPPJ. En este sentido, se deben considerar elementos como los requisitos de los activos sujetos a inversión y los mercados en los cuales puede operar, los límites prudenciales de inversión de los activos de los fondos, los aspectos mínimos que deben verificarse para utilizar los proveedores de servicios de inversiones y los elementos mínimos por cumplir para la concesión de créditos por parte del FJPPJ.  

 

Por último, aspectos como el objetivo de rendimiento de los activos del fondo y el apetito de riesgo son talantes que considerar también dentro de la Planificación Estratégica de las Inversiones del FJPPJ.  

 

[bookmark: _Toc20312]3) MARCO NORMATIVO 

 

Para el cumplimiento de la normativa vigente, el FJPPJ considera como referencia lo siguiente: 

 	 

· Ley N°. 9544, Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, Contenido en la Ley N°. 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, del 5 de Mayo de 1993 y sus Reformas. 

· Ley N°. 7983, Ley de Protección al Trabajador y sus reformas. 

· Normativa vigente emitida por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF) dirigidos al sector de pensiones costarricense. 

· Los acuerdos y directrices emanados por el Órgano de Dirección del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 

· Cualquier otra normativa inherente; siempre y cuando, no contravenga la Ley N°. 9544 y sus reformas. 
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[bookmark: _Toc20313]4) CARACTERISTICAS DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL 

 

[bookmark: _Toc20314]a) Situación actual del FJPPJ. 

 

El Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial es el tercer participante dentro del primer pilar del Sistema Nacional de Pensiones, tanto por cartera como por cantidad de afiliados. El siguiente cuadro presenta la cantidad de personas funcionarias activas que forman parte de dicho Fondo: 

 

Cuadro N°. 1 

Año 2020 

[image: ] 

Fuente: Estudio Actuarial, Actuario Raúl Hernández. 

 

 

La composición de la población pasiva de este régimen con corte al año 2020, puede apreciarse en el siguiente detalle: 

 

 

Fuente: Estudio Actuarial, Actuario Raúl Hernández. 

 

Acorde a la información que se puede apreciar en el cuadro anterior, se destaca una población jubilada/pensionada de 4.216 personas 2.19% menos que en el año previo y con ingresos inferiores a la pensión máxima definida para el régimen del IVM. No obstante, es importante destacar que según la expectativa de vida de la población costarricense, se esperaría que la población jubilada y pensionada se mantenga viva en promedio por más de una década, aumentando la necesidad de recursos para atender el pasivo actuarial del Fondo. 

 

Con respecto a la población activa de este régimen de pensiones, se puede destacar la edad, género y salario promedio, según el siguiente detalle: 



Fuente: Estudio Actuarial, actuario Raúl Hernández. 

 

De dicha información los rangos de edades de las personas contribuyentes activas del fondo de jubilaciones, rango que inicia en los 19 hasta los 78 años. Donde el rango que se observa más personas contribuyentes de 27 a los 48 años, concluyendo con esto que los años faltantes para el beneficio jubilatorio rondará de 20 a 30 años laborables. Esto modifica el horizonte de inversión posible para la gestión del portafolio de inversiones, permitiendo un eventual aumento en la duración promedio de su cartera. 

 

Con la reforma implementada en la Ley N°. 9544, se eleva la edad de jubilación a los 65 años y se definen 35 años de servicio como requisitos para obtener el derecho jubilatorio, debido a lo cual se esperaría que en promedio la población activa cotice alrededor de 27 años más, permitiendo definir de mejor manera un horizonte posible de inversión. Con esta reforma se modificaron puntos medulares orientados a dar sostenibilidad al fondo, entre otros:  

 

· Aumento del aporte obrero del 11% al 13%. 

· Se definió un tope para el monto de la jubilación posible (82% del salario promedio de los últimos 20 años). 

· Aporte de contribución especial y solidaria escalonado para aquellas jubilaciones y/o pensiones en curso de pago que superen la suma de diez salarios base del puesto más bajo pagado en el Poder Judicial.  

· Se crea la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (en adelante Junta Administradora), como encargada directa de gestionar los recursos del FJPPJ. 

· Se establece de manera formal, la supervisión directa de la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) sobre el FJPPJ y la Junta Administradora. 

 

El volumen administrado que posee el FJPPJ al cierre del año 2020, supera la suma de quinientos noventa y ocho mil millones de colones (¢633 mil millones), cantidad equivalente a 1.25 veces el presupuesto anual del Poder Judicial para dicho año. 

 

A continuación, se presenta un detalle del plan de contribuciones vigentes para el FJPPJ al cierre del último periodo fiscal: 

 

  



Fuente: Estados Financieros Auditados 2019-2020 

 

La estructura del portafolio de inversiones vela por el cumplimiento de las obligaciones del FJPPJ con las jubilaciones y pensiones en curso de pago, procurando la sostenibilidad en el largo plazo, conforme a los ajustes que definan los estudios actuariales. 

 

En la versión del Estudio Actuaria efectuada con información del año 2020, se extrae información relevante sobre las características del Fondo:  

 

la generación actual de trabajadores activos concluye en el año 2065, mientras que los derechos los derechos en curso de pago se extinguirán en el año 2101, como se muestra en las siguientes imágenes: 

 

 

[bookmark: _Toc20315]b) 	Objetivo de rendimiento. 

 

Para la definición del rendimiento objetivo, se utilizará el “Rendimiento del escenario base del estudio actuarial vigente”, el vigente para el periodo 2022 es de 5.10%[footnoteRef:1] rendimiento real para el portafolio completo. El rendimiento objetivo variará según la periodicidad de los estudios actuariales de acuerdo con lo establecido en la norma, no obstante, es los supuestos del último estudio realizado, se estimó un nivel incremental para dicho objetivo según se aprecia a continuación:   [1:  En caso de variaciones importantes de las variables macroeconómicas por factores exógenos o no previsibles (emergencia nacional, guerra, sanciones económicas y/o crisis mundial, entre otros), el Órgano de Dirección podrá autorizar un ajuste al objetivo de rendimiento con la respectiva justificación técnica. 
  ] 


 

[image: ]Así mismo, se señala que de manera anual se emite el “Informe Anual Cartera de Inversión del FJPPJ”, con el fin de dar a conocer públicamente los resultados de la gestión para dicho periodo, no obstante, el seguimiento de su comportamiento y variables se efectúa de manera mensual por parte de los Comités de Inversiones y del Comité de Riesgos del Fondo. 

 

Por último, se destaca que, dada la composición actual de la cartera del FJPPJ y los plazos de vencimiento de sus activos, se espera para el periodo 2022 una importante sustitución de su portafolio, dado el vencimiento de los instrumentos en Unidades de Desarrollo (cerca del 11.40% de cartera) y con ello se estimaría una mejora directa del 0.5% en el rendimiento real de este Fondo. 

 

 

Para el segmento invertido en Mercados Extranjeros se definirá un benchmark, con el cual dar seguimiento al comportamiento de dicha cartera, será definido en “Política de Inversiones del FJPPJ para Mercados Internacionales” con seguimiento mensual en los informes de resultados de la gestión.  

 

 

 

[bookmark: _Toc20316]5) ELECCIÓN MODELO DE NEGOCIO 

 

Es importante destacar que según lo define el Reglamento de Información Financiera (RIF) autorizado por el CONASSIF “… la NIIF 9 introduce el “modelo de negocio” como una de las condicionantes para clasificar los activos financieros, reconoce que una entidad puede tener más de un modelo de negocio…”, por lo cual se debe considerar para la elección de este se debe buscar uno que refleje como se administran los grupos de activos financieros para atender los objetivos del fondo, considerando sus características particulares y actuales.  

 

Conforme al comportamiento histórico en el manejo de los recursos del FJPPJ, se adquirían instrumentos que se mantenían hasta su vencimiento (gestión pasiva), importando principalmente el flujo de efectivo, más que su nivel de bursatilidad. Al momento de declararse la supervisión directa por parte de la Superintendencia de Pensiones (SUPEN), se estaría en un proceso de alineamiento a su normativa y a un cambio en el tipo de gestión aplicable, hacia uno más activo, pero que mantenga su perfil de naturaleza moderada. 

 

Así mismo al analizar las características del FJPPJ, su resultado actuarial y perfil de beneficios vigentes, es posible asegurar que con la reforma presentada mediante la Ley 9544, este Fondo se encuentra con mayores probabilidades de alcanzar su equilibrio actuarial, permitiendo que las inversiones en activos financieros obedezcan en mayor medida a estrategias de inversión establecidas y no principalmente al calce de plazos para el pago oportuno de sus beneficios. 

 

De ahí que, la clasificación depende de cómo se gestiona la cartera de instrumentos financieros, la existencia o no de flujos de efectivo, pero sobre todo la intención o el fin que se tenga para la operación específica, al momento de compra por parte del Gestor, basado en el negocio de la entidad. Como se ha visto en el estudio actuarial más reciente, las estimaciones de crecimiento en el pago de beneficios y las características de los instrumentos que originalmente componen el portafolio de inversiones influyen en la necesidad de mantener activos financieros (durante los próximos años) con una orientación hacia el calce de plazos y que por compatibilidad con la norma deban ser clasificados bajo el modelo de Costo Amortizado. 

 

Así mismo en las estimaciones efectuadas, se espera que a partir de la segunda mitad de esta década se den incrementos importantes en los niveles de reserva del Fondo y un periodo de estancamiento en el crecimiento de los gastos, producto de un menor flujo de jubilaciones, lo que conlleva a espacios más orientadas hacia una gestión más de mercado, coincidiendo con las características de un modelo de Valor Razonable con Cambios en Otros Resultados Integrales. 

 

Dado lo anterior, los modelos de negocio elegidos para la administración del portafolio de inversiones son los denominados “Costo Amortizado” y “Valor Razonable con Cambios en Otros Resultados Integrales”, mientras que el enfoque de “Valor Razonable con Cambios en Resultados” se considera únicamente para los fondos de inversión abiertos según normativa aplicable. Tomando en consideración los criterios de clasificación definidos en párrafos anteriores, mediante el oficio 0482-FC-2019 del 21 de noviembre 2019 y el 040-PI-2020 del 03 de febrero 2020 (oportunamente remitidos a la SUPEN), se realizó la asignación inicial de la cartera del FJPPJ por modelo de negocio, destacándose las siguientes reglas de clasificación: 

 

[image: ] 

 

Así mismo, en dicho momento se determinó como distribución inicial por modelo de negocio la cual se compara con la segregación al corte de mayo 2021, seguidamente el detalle: 

 

		Modelo de Negocio 

		Distribución inicial 

		Distribución 

Actual 



		Costo amortizado 

		45% 

		22% 



		Valor razonable con cambios en otros resultados integrales (Balance de situación) 

		55% 

		78% 



		Valor razonable con cambios en resultados (Estado de Resultados) 

		0% 

		0% 





 

Al respecto se considera de vital importancia destacar que dicha composición continua en constante variación, conforme al vencimiento de algunos instrumentos clasificados como “No Autorizados” por la normativa vigente y la recomposición de la cartera heredada, que en principio llevarían a incrementar la postura en instrumentos clasificados como “ORI”. 
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[bookmark: _Toc20318]a) 	Cumplimiento y control de la gestión. 

 

Para coadyuvar con el proceso de control y supervisión del fondo, el Órgano de Dirección en aplicación de la normativa vigente ha desarrollado dos grupos encargados de apoyar la administración de los recursos financieros: Comité de Inversiones y Comité de Riesgos. Estos conformados por un miembro externo (para cada Comité) y miembros de la Junta Administradora. Aunado a lo anterior, existe el Proceso de Financiero que se encarga de la gestión del portafolio de inversiones del FJPPJ, realizando otras funciones suplementarias y especializadas las cuales se relacionan con el monitoreo del mercado financiero y bursátil nacional e internacional, cumplimiento de la normativa, reglamentación, entre otros; además del registro y control de las operaciones que se desarrollan.  

 

La Unidad de Riesgos que se encarga de monitorear los riesgos asociados a la operación propia del FJPPJ, análisis de emisores, instrumentos y proveedores de servicios financieros, así como lo atinente a lo establecido en la Metodología General de Valoración de Riesgos autorizados.  

 

Así mismo existen otras dependencias del Poder Judicial que brindan apoyo en las gestiones propias del citado Fondo, en carácter de auxiliares a su gestión. 
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Conforme a lo establecido, la meta planteada para la gestión de la cartera será monitoreada de forma mensual, con un replanteamiento anual de las variables involucradas en su determinación, la cual será aprobada por el Órgano de Dirección del FJPPJ. 

 

Dado que el rendimiento objetivo de cartera se determinará mediante el estudio actuarial, el cual se practica de manera anual, la medición del cumplimiento de este objetivo se realizará con dicha frecuencia. 

 

Los plazos de inversión por modelo de negocio se estiman en: 

 

a. Costo Amortizado 0 a 10 años plazo. 

b. Valor Razonable con Cambios en Otros Resultados Integrales 1 – 30 años plazo. 

 

Sin embargo, es importante destacar que por modelo de negocio, no se determina un rendimiento individual, sino que se considera el rendimiento total de la cartera definido en el apartado 4 inciso b de este documento. 
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Las inversiones realizadas con recursos económicos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se deben efectuar de conformidad con lo establecido en: 

 

· El artículo 240 bis de la Ley N°. 9544 publicada el 22 de mayo del 2018, en la Gaceta N°. 89. 

· El título III Régimen de Inversión, capítulos IV, V, VI, VII, VIII, IX del Reglamento de Gestión de Activos de la Superintendencia de Pensiones, aprobado por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero y publicado en el 192 del diario oficial La Gaceta el 02 de noviembre del 2018. 

· La Política de Inversiones vigente definida por el Órgano de Dirección. 

· El Reglamento de Crédito vigente definido por el Órgano de Dirección.  

 

Para la administración del portafolio de inversiones del FJPPJ, y en consideración de los modelos de negocio adoptados, se podrán efectuar operaciones con el siguiente tipo de valores, los cuales pueden ser locales o internacionales, respetando los siguientes limites generales: 

 

A. Instrumentos para el manejo de la liquidez: ofrecidos por entidades bancarias y bancos centrales que, por su muy corto plazo, alta liquidez y riesgo insignificante de cambios en su valor, puedan ser catalogados como efectivo, hasta un 5% del activo del Fondo. 

B. Valores representativos de deuda emitidos en serie, hasta un 100% del activo del Fondo.  

C. Valores de participación en fondos de inversión “Financieros”, independientemente del grupo de interés económico al que pertenece la SAFI, hasta un 5% del activo del Fondo. 

D. Valores de participación en fondos de inversión “No Financieros” (Inmobiliarios, Desarrollo, Titularización, entre otros), independientemente del grupo de interés económico al que pertenece la SAFI, hasta un 10% del activo del Fondo. 

E. Títulos de deuda del sector privado con calificación de grado de inversión, hasta un 70% del activo del Fondo. 

F. Títulos de deuda del sector público costarricense, al menos un 30% del activo del Fondo (Ley N°. 9544). 

G. Valores individuales de deuda emitidos por las entidades financieras supervisadas por la Superintendencia General de Entidades Financieras (CDP´s), siempre y cuando sean desmaterializados y el plazo no sea mayor a 360 días, hasta un 10% del activo del Fondo.  

H. Valores o instrumentos de inversión estructurados producto de procesos de desarrollo y/o titularización de obra (pública o privada), fideicomisos, vehículos de propósito especial y/o similares, hasta un 10% del activo del Fondo. 

I. Operaciones de recompras o reportos con valores negociados a través de Puestos de Bolsa con respaldo Estatal, realizados bajo las regulaciones establecidas por las bolsas de valores autorizadas por la Superintendencia General de Valores, hasta un 5% del activo del Fondo. J. 	Instrumentos en Mercados Internacionales(MI) hasta un 10% del activo del Fondo. 

 

Para la administración del portafolio de inversiones del FJPPJ, los gestores de dicho (s) portafolio (s) podrán efectuar los siguientes tipos de operaciones: 

 

		TIPOS DE OPERACIÓN 

		COSTO AMORTIZADO 

		VALOR 

RAZONABLE CON 

CAMBIOS EN 

“ORI” 

		VALOR 

RAZONABLE 

CAMBIOS EN 

RESULTADOS 



		Compra 	de 	instrumentos 	por 	medio 	de ventanilla electrónica. 

		X 

		X 

		N/A 



		Compra de instrumentos por medio de subasta (mercado primario) y/o a través de los mercados secundarios de negociación. 

		X 

		X 

		X 



		Operaciones de reporto. 

		X 

		N/A 

		N/A 



		Venta de instrumentos. 

		N/A 

		X 

		X 



		Canje de operaciones. 

		X 

		X 

		N/A 



		Subastas inversas. 

		X 

		X 

		N/A 



		Inversión en Fideicomisos de Titularización y/o Desarrollo de Obra Pública y/o Privada. 

		X 

		X 

		N/A 



		Adquisición de participaciones en fondos de inversión “Financieros” y “No Financieros”. 

		X 

		X 

		X 





 

 

Los gestores de dicho (s) portafolio (s) “No podrán” efectuar las siguientes operaciones, salvo autorización expresa del Comité de Inversiones y/o Órgano de Dirección del FJPPJ: 

 

1. Compra/venta de acciones de cualquier tipo y/o emisor. 

2. Venta de instrumentos financieros con pérdidas de capital. 

3. Bonos u obligaciones convertibles en acciones comunes o preferentes. 

4. Operaciones de reporto con garantía de instrumentos acá vedados. 

5. Operaciones con derivados. 

6. Préstamo de valores.  

7. Todas aquellas que no hayan sido expresamente autorizadas por el Comité de Inversiones y/ Órgano de Dirección del FJPPJ. 

8. Todas aquellas que no se encuentren autorizadas por el ente regulador en la normativa vigente. 

 

En términos generales, el FJPPJ priorizará para la ejecución de sus inversiones la moneda en curso legal de Costa Rica (colones)2, sin embargo por estrategia se define que podrá mantener hasta un 20% de sus activos en moneda extranjera (preferiblemente dólares o euros).  

 

Así mismo se destaca que, según la normativa aplicable, la cartera los activos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se podrán distribuir por sector de la siguiente forma: 

 

		Sector 

		Mínimo 

		Máximo 



		Público 

		30% (Ley N° 9544)3 

		80% (RGA) 



		Privado 

		20% (RGA) 

		70% (Ley N° 9544)4 



		Cartera Crédito 

		0% (Ley N° 9544) 

		25% (Ley N° 9544)5 





 

Otro elemento que considerar dentro de la Planificación Estratégica de las Inversiones es la autorización para conceder créditos según la Ley 9544 “Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”, así como lo señalado en el Reglamento de Gestión de Activos de la SUPEN, donde a la hora de proceder con la concesión se deberá desarrollar lo establecido en el Capítulo IX. 

 

En atención con los límites de inversión, la Planificación Estratégica de las Inversiones del FJPPJ considera lo establecido en capítulos XIV, XV y XVI Límites, Prohibiciones y Excesos del “Reglamento de Gestión de Activos”, así como lo indicado por el artículo 240 bis de la Ley 9544, definiendo a la fecha los límites establecidos en la “Política de Inversiones del FJPPJ”. 

 

Para el manejo de la liquidez se consideran fondos de inversión de mercado de dinero e instrumentos ofrecidos por entidades bancarias, Ministerio de Hacienda y Banco Central de Costa Rica que, por su muy corto plazo, alta liquidez y riesgo insignificante de cambios en su valor, puedan ser catalogados como efectivo. Los límites son los abordados en la “Política de 

 

 

2 Dada la actual composición de la cartera del FJPPJ, se aclara que para todos los efectos los instrumentos referenciados en Unidades de Desarrollo (UDES) serán considerados como parte de las inversiones en colones costarricenses. 

 

3 Artículo 240 bis de la Ley N°. 9544 inciso b), exige al menos un 30% de los activos invertidos en el sector público costarricense.  4 El Reglamento de Gestión de Activos facilita hasta un 100% de inversión en el sector privado, no obstante conforme a lo establecido en el artículo 240 bis de la Ley N°. 9544 inciso b) se debe mantener al menos un 30% invertido en el sector público.  5 Artículo 240 bis de la Ley N°. 9544 inciso a), permite hasta un 25% de los activos en operaciones de crédito. 

Liquidez” del FJPPJ, documento en el cual se justifica técnicamente su definición y los plazos de inversión predilectos se encuentran definidos en el apartado 6, inciso b de este documento. 

 

Todo lo anterior se encuentra en concordancia con lo definido en el documento “Metodología General de Valoración de Riesgos” y la “Declaración de Apetito de Riesgo”, el cual aborda los niveles y riesgos a gestionar para el FJPPJ. 

 

Con respecto a la gestión en Mercados Extranjeros se utilizará como base las siguientes consideraciones: 

 

· Asignación Estratégica de Activos: se propone una distribución por clase de activo (renta fija, renta variable), en función al perfil de riesgo aprobado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Revisión mínima una vez al año. 

· Asignación Táctica de Activos: aplicación de movimientos poco significativos a los porcentajes asignados a las clases de activos en la Asignación Estratégica de Activos, estos responderán a la coyuntura y ciclo económico (sobreponderar o subponderar clases activos). 

· Distribución Individual de Activos: Se realiza una asignación por cada tipo de activo (etf´s, fondos mutuos, deuda bonificada, entre otros). 

· Selección de Activos: elección de cada uno de los instrumentos, basada en la Distribución Individual de Activos. 

 

Se implementará un seguimiento periódico y estrategia de rebalanceo, proceso por el cual el portafolio se ajusta a la Asignación Táctica de Activos vigente, la cual haya sufrido desviaciones producto de los movimientos de mercado, situación económica y requerimientos de liquidez y/o cumplimiento normativo.  

 

Las particularidades operativas de la gestión en dichos mercados se plantearán en la “Política de Inversiones del FJPPJ para Mercados Internacionales” y en la “Estrategia de Inversiones del FJPPJ para Mercados Internacionales”. 
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Es importante destacar que el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial aprobó la “Metodología General de Valoración de Riesgos” por el Comité de Riesgos en la Sesión N°.52 celebrada el día 12 de junio del 2018 y por el Consejo Superior en la sesión N°.63-18 celebrada el 17 de julio de 2018, artículo VIII, dentro de esta metodología se considera el Código de Gobierno Corporativo, la Declaración de Apetito, el Perfil y las Políticas de Riesgos. 

 

En general, el apetito por riesgo va ligado a un perfil definido como “Moderado” para el FJPPJ, el cual busca un balance entre estabilidad, diversificación y apreciación de la cartera. Apunta hacia una rentabilidad real positiva. 
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Para la atención de los riesgos asociados a la administración del FJPPJ, se valoran las medidas de contingencia indicadas en el “Marco de Gestión de Riesgos”, la “Metodología General de Valoración de Riesgos” y las políticas específicas de gestión desarrolladas para dichos efectos. 
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Para la gestión eficiente de los recursos del FJPPJ, se adoptan los siguientes principios para la administración de las inversiones: 

 

a. Administración prudente: Los activos de los fondos administrados por las entidades reguladas deben manejarse con base en los deberes de cuidado y lealtad definidos en el Reglamento de Gobierno Corporativo, con altos estándares éticos, profesionales y técnicos, en procura de los mejores intereses para los afiliados y pensionados, dentro de un marco de gestión de riesgos.  

 

b. Debida diligencia: Es el proceso de investigación previo a la toma de decisiones. Debe tomar en cuenta, aspectos de la actualidad del mercado nacional e internacional, expectativas económicas y políticas, elementos operativos y legales de los mercados en que se pretende participar, análisis de los emisores, características de los instrumentos, la experiencia del administrador de fondos, el monto de recursos administrados, la liquidez de los instrumentos o participaciones, así como, el tipo y frecuencia de valoración de los instrumentos financieros. 

 

Además, se deben tener en cuenta los riesgos asociados a las inversiones.  

 

El uso de las calificaciones de riesgo emitidas por empresas calificadoras autorizadas por sus respectivos órganos reguladores no exime a la entidad regulada del análisis de riesgo de los valores y sus emisores.  

 

La entidad debe asegurarse que cuenta con los procedimientos operativos adecuados para los instrumentos adquiridos, así como, que las metodologías de medición y manejo de riesgos sean afines con la complejidad de la inversión que se desea realizar.  

 

Adicionalmente, debe asegurarse que los encargados de las áreas de negociación, análisis y control de riesgos, y del registro de las transacciones, conozcan y entiendan las particularidades de las inversiones tales como convenciones para pagos de intereses, aspectos tributarios, liquidaciones, registros contables, aspectos legales aplicables a los instrumentos, metodologías de riesgo, entidades supervisoras competentes, según corresponda.  

 

Asimismo, elaborar un plan táctico que establezca las acciones necesarias para el logro de los objetivos estratégicos dentro del marco de la política de inversiones.  

 

c. Toma de decisiones: Las decisiones para la gestión de activos deben estar orientadas a los mejores intereses de los afiliados y pensionados. Estas deben prevalecer por sobre de los intereses de la entidad regulada y del conglomerado, grupo financiero o económico al que pertenece, por lo que debe existir un proceso documentado de toma de decisiones objetivo, basado en criterios técnicos, fundamentado en información veraz, necesaria y oportuna que evite cualquier conflicto de interés en relación con las empresas del grupo o conglomerado financiero, el grupo de interés económico o de los personeros y funcionarios involucrados en el proceso de inversiones. Lo anterior, a los efectos de que los responsables en las entidades puedan tomar decisiones objetivas, documentadas, informadas y apegadas a la técnica y mejores prácticas.  

 

Como parte del proceso de toma de decisiones, se deben valorar previamente las consecuencias en la rentabilidad de los fondos y su exposición al riesgo de crédito, mercado, liquidez, operativo y legal, así como las variables geopolíticas que lo afecten.  

El Órgano de Dirección, debe establecer el monto máximo por transacción que debe respetarse por línea jerárquica, tomando en cuenta la complejidad y riesgo correspondiente al tipo de instrumento u operación.  

 

d. Idoneidad: Todas las personas que gestionan supervisan, controlan y auditan los activos regulados en este Reglamento deben contar con las competencias, cualidades morales, la independencia, los conocimientos y experiencia necesarios para el cumplimiento de sus responsabilidades, de acuerdo con la complejidad de las inversiones que se realicen. En caso de falta de conocimiento de algún tema específico se debe buscar apoyo de capacitación o asesoría, pero en ningún momento incursionar en alguna inversión sin tener el conocimiento necesario.  

 

El Órgano de Dirección debe asegurarse que tanto el personal que gestiona los activos como el que ejecuta labores de supervisión y control, tengan los conocimientos necesarios para entender sus características y riesgos.  

 

e. Separación de funciones: En el proceso de inversiones debe existir una adecuada separación de funciones entre los procesos de análisis, negociación, registro, control y manejo de sus riesgos. Asimismo, en el proceso de otorgamiento de créditos, las funciones de análisis, aprobación, formalización y cobro deben estar separadas.  

 

Desde el punto de vista físico, se debe procurar que exista restricción de acceso a personal ajeno a la función de inversiones.  

 

f. Costo-beneficio: En busca de la mayor eficiencia en la gestión de los activos, la entidad regulada debe asegurarse que las transacciones se realicen en las mejores condiciones de costo, rendimiento y servicio, siempre buscando el beneficio del afiliado. De manera que la cantidad de las operaciones, su volumen, el tipo de transacciones y su costo, correspondan a criterios de generación de valor para los fondos según sus características. 

 

i) En procura de la obtención de la mejor relación costo-beneficio se debe establecer un mecanismo de evaluación y selección de proveedores de servicios bursátiles financieros (intermediarios, bancos, custodios, proveedores de servicios, aseguradoras, peritos, entre otros), que tome en cuenta criterios de costo, volumen, experiencia, concentración y servicio, así como los controles necesarios para asegurar su aplicación. La selección final del proveedor debe documentarse y quedar justificada técnicamente en función de los criterios establecidos.  

ii) Previo a la firma de un contrato de servicios, las entidades reguladas deben conocer y entender la estructura de costos que genera el servicio, así como los gastos y comisiones incluidas en el valor de las cuotas de participación de los fondos o vehículos de inversión. De igual forma, deben analizar los deberes y responsabilidades de las partes contratantes. Este proceso debe quedar debidamente documentado.  

g. Dotación de recursos: La entidad regulada debe contar con los recursos que reúnan las condiciones necesarias para la ejecución del proceso de la administración de los activos, tales como: tecnología y sistemas de información que le permitan procesar y analizar los datos relacionados con las características de las inversiones, precios (históricos y de mercado), hechos relevantes, el comportamiento de los portafolios de inversiones, interfaces con custodios, intermediarios, plataformas de negociación, elaboración de reportes y cualquier otro proceso necesario para realizar eficientemente su labor.  

 

h. Rendición de cuentas: El Órgano de Dirección debe contar con informes periódicos de la gestión de los activos, sobre el logro de los objetivos y la estrategia, los riesgos asumidos y los materializados.  

 

En caso de incumplimientos en la política de inversión y de los límites, las propuestas de corrección y la efectividad de las medidas tomadas, deben ser comunicadas al Órgano de Dirección oportunamente. 
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Conforme las necesidades de rentabilidad, liquidez, diversificación, calce de plazos, condiciones de mercado y oportunidad, se han aprobado las siguientes actualizaciones de la Política de Inversión del Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial: 

 

		Fecha 

		Acuerdo de Autorización 



		Junio de 2020 

		Sesión N° 18-2020 celebrada el 01 de junio de 2020. – Junta 

Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial Artículo XXI 



		Julio de 2021 

		Sesión N°. 29-2021 celebrada el 12 de julio 2021 - Junta 

Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial Artículo VII 
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Sesión N°. 101 del Comité de Inversiones del 21 de junio de 2021. 
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[bookmark: _Toc20310]1) PROPÓSITO 

 

El propósito del presente documento es definir la Planificación Estratégica del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (en adelante FJPPJ) para establecer lineamientos como entidad regulada para la gestión, administración y control de las inversiones pertenecientes al citado Fondo, tanto en mercados locales como internacionales, de conformidad con la normativa vigente aplicable. 



[bookmark: _Toc20311]2) ALCANCE 

 

La Planificación Estratégica del FJPPJ se aplica en la conformación y gestión del portafolio de inversiones que administra el Órgano de Dirección establecido. El FJPPJ corresponde a una reserva cuyos ingresos y disponibilidades se utilizan para el pago de los derechos de pensión y jubilación vigentes, así como los beneficios futuros de la población cubierta por el FJPPJ. En este sentido, se deben considerar elementos como los requisitos de los activos sujetos a inversión y los mercados en los cuales puede operar, los límites prudenciales de inversión de los activos de los fondos, los aspectos mínimos que deben verificarse para utilizar los proveedores de servicios de inversiones y los elementos mínimos por cumplir para la concesión de créditos por parte del FJPPJ.  

 

Por último, aspectos como el objetivo de rendimiento de los activos del fondo y el apetito de riesgo son talantes que considerar también dentro de la Planificación Estratégica de las Inversiones del FJPPJ.  

 

[bookmark: _Toc20312]3) MARCO NORMATIVO 

 

Para el cumplimiento de la normativa vigente, el FJPPJ considera como referencia lo siguiente: 

 	 

· Ley N°. 9544, Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, Contenido en la Ley N°. 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, del 5 de Mayo de 1993 y sus Reformas. 

· Ley N°. 7983, Ley de Protección al Trabajador y sus reformas. 

· Normativa vigente emitida por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF) dirigidos al sector de pensiones costarricense. 

· Los acuerdos y directrices emanados por el Órgano de Dirección del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 

· Cualquier otra normativa inherente; siempre y cuando, no contravenga la Ley N°. 9544 y sus reformas. 
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[bookmark: _Toc20313]4) CARACTERISTICAS DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL 

 

[bookmark: _Toc20314]a) Situación actual del FJPPJ. 

 

El Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial es el tercer participante dentro del primer pilar del Sistema Nacional de Pensiones, tanto por cartera como por cantidad de afiliados. El siguiente cuadro presenta la cantidad de personas funcionarias activas que forman parte de dicho Fondo: 

 

Cuadro N°. 1 

Año 2020 

[image: ] 

Fuente: Estudio Actuarial, Actuario Raúl Hernández. 

 

 

La composición de la población pasiva de este régimen con corte al año 2020, puede apreciarse en el siguiente detalle: 

 

 

Fuente: Estudio Actuarial, Actuario Raúl Hernández. 

 

Acorde a la información que se puede apreciar en el cuadro anterior, se destaca una población jubilada/pensionada de 4.216 personas 2.19% menos que en el año previo y con ingresos inferiores a la pensión máxima definida para el régimen del IVM. No obstante, es importante destacar que según la expectativa de vida de la población costarricense, se esperaría que la población jubilada y pensionada se mantenga viva en promedio por más de una década, aumentando la necesidad de recursos para atender el pasivo actuarial del Fondo. 

 

Con respecto a la población activa de este régimen de pensiones, se puede destacar la edad, género y salario promedio, según el siguiente detalle: 



Fuente: Estudio Actuarial, actuario Raúl Hernández. 

 

De dicha información los rangos de edades de las personas contribuyentes activas del fondo de jubilaciones, rango que inicia en los 19 hasta los 78 años. Donde el rango que se observa más personas contribuyentes de 27 a los 48 años, concluyendo con esto que los años faltantes para el beneficio jubilatorio rondará de 20 a 30 años laborables. Esto modifica el horizonte de inversión posible para la gestión del portafolio de inversiones, permitiendo un eventual aumento en la duración promedio de su cartera. 

 

Con la reforma implementada en la Ley N°. 9544, se eleva la edad de jubilación a los 65 años y se definen 35 años de servicio como requisitos para obtener el derecho jubilatorio, debido a lo cual se esperaría que en promedio la población activa cotice alrededor de 27 años más, permitiendo definir de mejor manera un horizonte posible de inversión. Con esta reforma se modificaron puntos medulares orientados a dar sostenibilidad al fondo, entre otros:  

 

· Aumento del aporte obrero del 11% al 13%. 

· Se definió un tope para el monto de la jubilación posible (82% del salario promedio de los últimos 20 años). 

· Aporte de contribución especial y solidaria escalonado para aquellas jubilaciones y/o pensiones en curso de pago que superen la suma de diez salarios base del puesto más bajo pagado en el Poder Judicial.  

· Se crea la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (en adelante Junta Administradora), como encargada directa de gestionar los recursos del FJPPJ. 

· Se establece de manera formal, la supervisión directa de la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) sobre el FJPPJ y la Junta Administradora. 

 

El volumen administrado que posee el FJPPJ al cierre del año 2020, supera la suma de quinientos noventa y ocho mil millones de colones (¢633 mil millones), cantidad equivalente a 1.25 veces el presupuesto anual del Poder Judicial para dicho año. 

 

A continuación, se presenta un detalle del plan de contribuciones vigentes para el FJPPJ al cierre del último periodo fiscal: 

 

  



Fuente: Estados Financieros Auditados 2019-2020 

 

La estructura del portafolio de inversiones vela por el cumplimiento de las obligaciones del FJPPJ con las jubilaciones y pensiones en curso de pago, procurando la sostenibilidad en el largo plazo, conforme a los ajustes que definan los estudios actuariales. 

 

En la versión del Estudio Actuaria efectuada con información del año 2020, se extrae información relevante sobre las características del Fondo:  

 

la generación actual de trabajadores activos concluye en el año 2065, mientras que los derechos los derechos en curso de pago se extinguirán en el año 2101, como se muestra en las siguientes imágenes: 

 

 

[bookmark: _Toc20315]b) 	Objetivo de rendimiento. 

 

Para la definición del rendimiento objetivo, se utilizará el “Rendimiento del escenario base del estudio actuarial vigente”, el vigente para el periodo 2022 es de 5.10%[footnoteRef:1] rendimiento real para el portafolio completo. El rendimiento objetivo variará según la periodicidad de los estudios actuariales de acuerdo con lo establecido en la norma, no obstante, es los supuestos del último estudio realizado, se estimó un nivel incremental para dicho objetivo según se aprecia a continuación:   [1:  En caso de variaciones importantes de las variables macroeconómicas por factores exógenos o no previsibles (emergencia nacional, guerra, sanciones económicas y/o crisis mundial, entre otros), el Órgano de Dirección podrá autorizar un ajuste al objetivo de rendimiento con la respectiva justificación técnica. 
  ] 


 

[image: ]Así mismo, se señala que de manera anual se emite el “Informe Anual Cartera de Inversión del FJPPJ”, con el fin de dar a conocer públicamente los resultados de la gestión para dicho periodo, no obstante, el seguimiento de su comportamiento y variables se efectúa de manera mensual por parte de los Comités de Inversiones y del Comité de Riesgos del Fondo. 

 

Por último, se destaca que, dada la composición actual de la cartera del FJPPJ y los plazos de vencimiento de sus activos, se espera para el periodo 2022 una importante sustitución de su portafolio, dado el vencimiento de los instrumentos en Unidades de Desarrollo (cerca del 11.40% de cartera) y con ello se estimaría una mejora directa del 0.5% en el rendimiento real de este Fondo. 

 

 

Para el segmento invertido en Mercados Extranjeros se definirá un benchmark, con el cual dar seguimiento al comportamiento de dicha cartera, será definido en “Política de Inversiones del FJPPJ para Mercados Internacionales” con seguimiento mensual en los informes de resultados de la gestión.  

 

 

 

[bookmark: _Toc20316]5) ELECCIÓN MODELO DE NEGOCIO 

 

Es importante destacar que según lo define el Reglamento de Información Financiera (RIF) autorizado por el CONASSIF “… la NIIF 9 introduce el “modelo de negocio” como una de las condicionantes para clasificar los activos financieros, reconoce que una entidad puede tener más de un modelo de negocio…”, por lo cual se debe considerar para la elección de este se debe buscar uno que refleje como se administran los grupos de activos financieros para atender los objetivos del fondo, considerando sus características particulares y actuales.  

 

Conforme al comportamiento histórico en el manejo de los recursos del FJPPJ, se adquirían instrumentos que se mantenían hasta su vencimiento (gestión pasiva), importando principalmente el flujo de efectivo, más que su nivel de bursatilidad. Al momento de declararse la supervisión directa por parte de la Superintendencia de Pensiones (SUPEN), se estaría en un proceso de alineamiento a su normativa y a un cambio en el tipo de gestión aplicable, hacia uno más activo, pero que mantenga su perfil de naturaleza moderada. 

 

Así mismo al analizar las características del FJPPJ, su resultado actuarial y perfil de beneficios vigentes, es posible asegurar que con la reforma presentada mediante la Ley 9544, este Fondo se encuentra con mayores probabilidades de alcanzar su equilibrio actuarial, permitiendo que las inversiones en activos financieros obedezcan en mayor medida a estrategias de inversión establecidas y no principalmente al calce de plazos para el pago oportuno de sus beneficios. 

 

De ahí que, la clasificación depende de cómo se gestiona la cartera de instrumentos financieros, la existencia o no de flujos de efectivo, pero sobre todo la intención o el fin que se tenga para la operación específica, al momento de compra por parte del Gestor, basado en el negocio de la entidad. Como se ha visto en el estudio actuarial más reciente, las estimaciones de crecimiento en el pago de beneficios y las características de los instrumentos que originalmente componen el portafolio de inversiones influyen en la necesidad de mantener activos financieros (durante los próximos años) con una orientación hacia el calce de plazos y que por compatibilidad con la norma deban ser clasificados bajo el modelo de Costo Amortizado. 

 

Así mismo en las estimaciones efectuadas, se espera que a partir de la segunda mitad de esta década se den incrementos importantes en los niveles de reserva del Fondo y un periodo de estancamiento en el crecimiento de los gastos, producto de un menor flujo de jubilaciones, lo que conlleva a espacios más orientadas hacia una gestión más de mercado, coincidiendo con las características de un modelo de Valor Razonable con Cambios en Otros Resultados Integrales. 

 

Dado lo anterior, los modelos de negocio elegidos para la administración del portafolio de inversiones son los denominados “Costo Amortizado” y “Valor Razonable con Cambios en Otros Resultados Integrales”, mientras que el enfoque de “Valor Razonable con Cambios en Resultados” se considera únicamente para los fondos de inversión abiertos según normativa aplicable. Tomando en consideración los criterios de clasificación definidos en párrafos anteriores, mediante el oficio 0482-FC-2019 del 21 de noviembre 2019 y el 040-PI-2020 del 03 de febrero 2020 (oportunamente remitidos a la SUPEN), se realizó la asignación inicial de la cartera del FJPPJ por modelo de negocio, destacándose las siguientes reglas de clasificación: 

 

[image: ] 

 

Así mismo, en dicho momento se determinó como distribución inicial por modelo de negocio la cual se compara con la segregación al corte de mayo 2021, seguidamente el detalle: 

 

		Modelo de Negocio 

		Distribución inicial 

		Distribución 

Actual 



		Costo amortizado 

		45% 

		22% 



		Valor razonable con cambios en otros resultados integrales (Balance de situación) 

		55% 

		78% 



		Valor razonable con cambios en resultados (Estado de Resultados) 

		0% 

		0% 





 

Al respecto se considera de vital importancia destacar que dicha composición continua en constante variación, conforme al vencimiento de algunos instrumentos clasificados como “No Autorizados” por la normativa vigente y la recomposición de la cartera heredada, que en principio llevarían a incrementar la postura en instrumentos clasificados como “ORI”. 
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[bookmark: _Toc20318]a) 	Cumplimiento y control de la gestión. 

 

Para coadyuvar con el proceso de control y supervisión del fondo, el Órgano de Dirección en aplicación de la normativa vigente ha desarrollado dos grupos encargados de apoyar la administración de los recursos financieros: Comité de Inversiones y Comité de Riesgos. Estos conformados por un miembro externo (para cada Comité) y miembros de la Junta Administradora. Aunado a lo anterior, existe el Proceso de Financiero que se encarga de la gestión del portafolio de inversiones del FJPPJ, realizando otras funciones suplementarias y especializadas las cuales se relacionan con el monitoreo del mercado financiero y bursátil nacional e internacional, cumplimiento de la normativa, reglamentación, entre otros; además del registro y control de las operaciones que se desarrollan.  

 

La Unidad de Riesgos que se encarga de monitorear los riesgos asociados a la operación propia del FJPPJ, análisis de emisores, instrumentos y proveedores de servicios financieros, así como lo atinente a lo establecido en la Metodología General de Valoración de Riesgos autorizados.  

 

Así mismo existen otras dependencias del Poder Judicial que brindan apoyo en las gestiones propias del citado Fondo, en carácter de auxiliares a su gestión. 
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Conforme a lo establecido, la meta planteada para la gestión de la cartera será monitoreada de forma mensual, con un replanteamiento anual de las variables involucradas en su determinación, la cual será aprobada por el Órgano de Dirección del FJPPJ. 

 

Dado que el rendimiento objetivo de cartera se determinará mediante el estudio actuarial, el cual se practica de manera anual, la medición del cumplimiento de este objetivo se realizará con dicha frecuencia. 

 

Los plazos de inversión por modelo de negocio se estiman en: 

 

a. Costo Amortizado 0 a 10 años plazo. 

b. Valor Razonable con Cambios en Otros Resultados Integrales 1 – 30 años plazo. 

 

Sin embargo, es importante destacar que, por modelo de negocio, no se determina un rendimiento individual, sino que se considera el rendimiento total de la cartera definido en el apartado 4 inciso b de este documento. 
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Las inversiones realizadas con recursos económicos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se deben efectuar de conformidad con lo establecido en: 

 

· El artículo 240 bis de la Ley N°. 9544 publicada el 22 de mayo del 2018, en la Gaceta N°. 89. 

· El título III Régimen de Inversión, capítulos IV, V, VI, VII, VIII, IX del Reglamento de Gestión de Activos de la Superintendencia de Pensiones, aprobado por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero y publicado en el 192 del diario oficial La Gaceta el 02 de noviembre del 2018. 

· La Política de Inversiones vigente definida por el Órgano de Dirección. 

· El Reglamento de Crédito vigente definido por el Órgano de Dirección.  

 

Para la administración del portafolio de inversiones del FJPPJ, y en consideración de los modelos de negocio adoptados, se podrán efectuar operaciones con el siguiente tipo de valores, los cuales pueden ser locales o internacionales, respetando los siguientes limites generales: 

 

A. Instrumentos para el manejo de la liquidez: ofrecidos por entidades bancarias y bancos centrales que, por su muy corto plazo, alta liquidez y riesgo insignificante de cambios en su valor, puedan ser catalogados como efectivo, hasta un 5% del activo del Fondo. 

B. Valores representativos de deuda emitidos en serie, hasta un 100% del activo del Fondo.  

C. Valores de participación en fondos de inversión “Financieros”, independientemente del grupo de interés económico al que pertenece la SAFI, hasta un 5% del activo del Fondo. 

D. Valores de participación en fondos de inversión “No Financieros” (Inmobiliarios, Desarrollo, Titularización, entre otros), independientemente del grupo de interés económico al que pertenece la SAFI, hasta un 10% del activo del Fondo. 

E. Títulos de deuda del sector privado con calificación de grado de inversión, hasta un 70% del activo del Fondo. 

F. Títulos de deuda del sector público costarricense, al menos un 30% del activo del Fondo (Ley N°. 9544). 

G. Valores individuales de deuda emitidos por las entidades financieras supervisadas por la Superintendencia General de Entidades Financieras (CDP´s), siempre y cuando sean desmaterializados y el plazo no sea mayor a 360 días, hasta un 10% del activo del Fondo.  

H. Valores o instrumentos de inversión estructurados producto de procesos de desarrollo y/o titularización de obra (pública o privada), fideicomisos, vehículos de propósito especial y/o similares, hasta un 10% del activo del Fondo. 

I. Operaciones de recompras o reportos con valores negociados a través de Puestos de Bolsa con respaldo Estatal, realizados bajo las regulaciones establecidas por las bolsas de valores autorizadas por la Superintendencia General de Valores, hasta un 5% del activo del Fondo.

J. Instrumentos en Mercados Internacionales (MI) hasta un 10% del activo del Fondo. 

 

Para la administración del portafolio de inversiones del FJPPJ, los gestores de dicho (s) portafolio (s) podrán efectuar los siguientes tipos de operaciones: 

 

		TIPOS DE OPERACIÓN 

		COSTO AMORTIZADO 

		VALOR 

RAZONABLE CON 

CAMBIOS EN 

“ORI” 

		VALOR 

RAZONABLE 

CAMBIOS EN 

RESULTADOS 



		Compra 	de 	instrumentos 	por 	medio 	de ventanilla electrónica. 

		X 

		X 

		N/A 



		Compra de instrumentos por medio de subasta (mercado primario) y/o a través de los mercados secundarios de negociación. 

		X 

		X 

		X 



		Operaciones de reporto. 

		X 

		N/A 

		N/A 



		Venta de instrumentos. 

		N/A 

		X 

		X 



		Canje de operaciones. 

		X 

		X 

		N/A 



		Subastas inversas. 

		X 

		X 

		N/A 



		Inversión en Fideicomisos de Titularización y/o Desarrollo de Obra Pública y/o Privada. 

		X 

		X 

		N/A 



		Adquisición de participaciones en fondos de inversión “Financieros” y “No Financieros”. 

		X 

		X 

		X 





 

Los gestores de dicho (s) portafolio (s) “No podrán” efectuar las siguientes operaciones, salvo autorización expresa del Comité de Inversiones y/o Órgano de Dirección del FJPPJ: 

 

1. Compra/venta de acciones de cualquier tipo y/o emisor. 

2. Venta de instrumentos financieros con pérdidas de capital. 

3. Bonos u obligaciones convertibles en acciones comunes o preferentes. 

4. Operaciones de reporto con garantía de instrumentos acá vedados. 

5. Operaciones con derivados. 

6. Préstamo de valores.  

7. Todas aquellas que no hayan sido expresamente autorizadas por el Comité de Inversiones y/ Órgano de Dirección del FJPPJ. 

8. Todas aquellas que no se encuentren autorizadas por el ente regulador en la normativa vigente. 

 

En términos generales, el FJPPJ priorizará para la ejecución de sus inversiones la moneda en curso legal de Costa Rica (colones)2, sin embargo, por estrategia se define que podrá mantener hasta un 25% de sus activos en moneda extranjera (preferiblemente dólares o euros).  

 

La determinación de las necesidades de compra y venta de moneda extranjera se realizará de forma prospectiva en el documento denominado Estrategia de Inversión, según la normativa aplicable.



Así mismo se destaca que, según la normativa aplicable, la cartera los activos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se podrán distribuir por sector de la siguiente forma: 

 

		Sector 

		Mínimo 

		Máximo 



		Público 

		30% (Ley N° 9544)3 

		80% (RGA) 



		Privado 

		20% (RGA) 

		70% (Ley N° 9544)4 



		Cartera Crédito 

		0% (Ley N° 9544) 

		25% (Ley N° 9544)5 





 

Otro elemento que considerar dentro de la Planificación Estratégica de las Inversiones es la autorización para conceder créditos según la Ley 9544 “Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”, así como lo señalado en el Reglamento de Gestión de Activos de la SUPEN, donde a la hora de proceder con la concesión se deberá desarrollar lo establecido en el Capítulo IX. 

 

En atención con los límites de inversión, la Planificación Estratégica de las Inversiones del FJPPJ considera lo establecido en capítulos XIV, XV y XVI Límites, Prohibiciones y Excesos del “Reglamento de Gestión de Activos”, así como lo indicado por el artículo 240 bis de la Ley 9544, definiendo a la fecha los límites establecidos en la “Política de Inversiones del FJPPJ”. 



2  Dada la actual composición de la cartera del FJPPJ, se aclara que para todos los efectos los instrumentos referenciados en Unidades de Desarrollo (UDES) serán considerados como parte de las inversiones en colones costarricenses.

3 Artículo 240 bis de la Ley N°. 9544 inciso b), exige al menos un 30% de los activos invertidos en el sector público costarricense.  4 El Reglamento de Gestión de Activos facilita hasta un 100% de inversión en el sector privado, no obstante conforme a lo establecido en el artículo 240 bis de la Ley N°. 9544 inciso b) se debe mantener al menos un 30% invertido en el sector público.  5 Artículo 240 bis de la Ley N°. 9544 inciso a), permite hasta un 25% de los activos en operaciones de crédito. 



Para el manejo de la liquidez se consideran fondos de inversión de mercado de dinero e instrumentos ofrecidos por entidades bancarias, Ministerio de Hacienda y Banco Central de Costa Rica que, por su muy corto plazo, alta liquidez y riesgo insignificante de cambios en su valor, puedan ser catalogados como efectivo. Los límites son los abordados en la “Política de

Liquidez” del FJPPJ, documento en el cual se justifica técnicamente su definición y los plazos de inversión predilectos se encuentran definidos en el apartado 6, inciso b de este documento.  

Todo lo anterior se encuentra en concordancia con lo definido en el documento “Metodología General de Valoración de Riesgos” y la “Declaración de Apetito de Riesgo”, el cual aborda los niveles y riesgos a gestionar para el FJPPJ. 

 

Con respecto a la gestión en Mercados Extranjeros se utilizará como base las siguientes consideraciones: 

 

· Asignación Estratégica de Activos: se propone una distribución por clase de activo (renta fija, renta variable), en función al perfil de riesgo aprobado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Revisión mínima una vez al año. 

· Asignación Táctica de Activos: aplicación de movimientos poco significativos a los porcentajes asignados a las clases de activos en la Asignación Estratégica de Activos, estos responderán a la coyuntura y ciclo económico (sobreponderar o subponderar clases activos). 

· Distribución Individual de Activos: Se realiza una asignación por cada tipo de activo (etf´s, fondos mutuos, deuda bonificada, entre otros). 

· Selección de Activos: elección de cada uno de los instrumentos, basada en la Distribución Individual de Activos. 

 

Se implementará un seguimiento periódico y estrategia de rebalanceo, proceso por el cual el portafolio se ajusta a la Asignación Táctica de Activos vigente, la cual haya sufrido desviaciones producto de los movimientos de mercado, situación económica y requerimientos de liquidez y/o cumplimiento normativo.  

 

Las particularidades operativas de la gestión en dichos mercados se plantearán en la “Política de Inversiones del FJPPJ para Mercados Internacionales” y en la “Estrategia de Inversiones del FJPPJ para Mercados Internacionales”. 
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Es importante destacar que el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial aprobó la “Metodología General de Valoración de Riesgos” por el Comité de Riesgos en la Sesión N°.52 celebrada el día 12 de junio del 2018 y por el Consejo Superior en la sesión N°.63-18 celebrada el 17 de julio de 2018, artículo VIII, dentro de esta metodología se considera el Código de Gobierno Corporativo, la Declaración de Apetito, el Perfil y las Políticas de Riesgos. 

 

En general, el apetito por riesgo va ligado a un perfil definido como “Moderado” para el FJPPJ, el cual busca un balance entre estabilidad, diversificación y apreciación de la cartera. Apunta hacia una rentabilidad real positiva. 
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Para la atención de los riesgos asociados a la administración del FJPPJ, se valoran las medidas de contingencia indicadas en el “Marco de Gestión de Riesgos”, la “Metodología General de Valoración de Riesgos” y las políticas específicas de gestión desarrolladas para dichos efectos. 

 

 

[bookmark: _Toc20323]7) PRINCIPIOS RELATIVOS AL MANEJO DE LAS INVERSIONES. 

 

Para la gestión eficiente de los recursos del FJPPJ, se adoptan los siguientes principios para la administración de las inversiones: 

 

a. Administración prudente: Los activos de los fondos administrados por las entidades reguladas deben manejarse con base en los deberes de cuidado y lealtad definidos en el Reglamento de Gobierno Corporativo, con altos estándares éticos, profesionales y técnicos, en procura de los mejores intereses para los afiliados y pensionados, dentro de un marco de gestión de riesgos.  

 

b. Debida diligencia: Es el proceso de investigación previo a la toma de decisiones. Debe tomar en cuenta, aspectos de la actualidad del mercado nacional e internacional, expectativas económicas y políticas, elementos operativos y legales de los mercados en que se pretende participar, análisis de los emisores, características de los instrumentos, la experiencia del administrador de fondos, el monto de recursos administrados, la liquidez de los instrumentos o participaciones, así como, el tipo y frecuencia de valoración de los instrumentos financieros. 

 

Además, se deben tener en cuenta los riesgos asociados a las inversiones.  

 

El uso de las calificaciones de riesgo emitidas por empresas calificadoras autorizadas por sus respectivos órganos reguladores no exime a la entidad regulada del análisis de riesgo de los valores y sus emisores.  

 

La entidad debe asegurarse que cuenta con los procedimientos operativos adecuados para los instrumentos adquiridos, así como, que las metodologías de medición y manejo de riesgos sean afines con la complejidad de la inversión que se desea realizar.  

 

Adicionalmente, debe asegurarse que los encargados de las áreas de negociación, análisis y control de riesgos, y del registro de las transacciones, conozcan y entiendan las particularidades de las inversiones tales como convenciones para pagos de intereses, aspectos tributarios, liquidaciones, registros contables, aspectos legales aplicables a los instrumentos, metodologías de riesgo, entidades supervisoras competentes, según corresponda.  

 

Asimismo, elaborar un plan táctico que establezca las acciones necesarias para el logro de los objetivos estratégicos dentro del marco de la política de inversiones.  

 

c. Toma de decisiones: Las decisiones para la gestión de activos deben estar orientadas a los mejores intereses de los afiliados y pensionados. Estas deben prevalecer por sobre de los intereses de la entidad regulada y del conglomerado, grupo financiero o económico al que pertenece, por lo que debe existir un proceso documentado de toma de decisiones objetivo, basado en criterios técnicos, fundamentado en información veraz, necesaria y oportuna que evite cualquier conflicto de interés en relación con las empresas del grupo o conglomerado financiero, el grupo de interés económico o de los personeros y funcionarios involucrados en el proceso de inversiones. Lo anterior, a los efectos de que los responsables en las entidades puedan tomar decisiones objetivas, documentadas, informadas y apegadas a la técnica y mejores prácticas.  

 

Como parte del proceso de toma de decisiones, se deben valorar previamente las consecuencias en la rentabilidad de los fondos y su exposición al riesgo de crédito, mercado, liquidez, operativo y legal, así como las variables geopolíticas que lo afecten.  

El Órgano de Dirección, debe establecer el monto máximo por transacción que debe respetarse por línea jerárquica, tomando en cuenta la complejidad y riesgo correspondiente al tipo de instrumento u operación.  

 

d. Idoneidad: Todas las personas que gestionan supervisan, controlan y auditan los activos regulados en este Reglamento deben contar con las competencias, cualidades morales, la independencia, los conocimientos y experiencia necesarios para el cumplimiento de sus responsabilidades, de acuerdo con la complejidad de las inversiones que se realicen. En caso de falta de conocimiento de algún tema específico se debe buscar apoyo de capacitación o asesoría, pero en ningún momento incursionar en alguna inversión sin tener el conocimiento necesario.  

 

El Órgano de Dirección debe asegurarse que tanto el personal que gestiona los activos como el que ejecuta labores de supervisión y control, tengan los conocimientos necesarios para entender sus características y riesgos.  

 

e. Separación de funciones: En el proceso de inversiones debe existir una adecuada separación de funciones entre los procesos de análisis, negociación, registro, control y manejo de sus riesgos. Asimismo, en el proceso de otorgamiento de créditos, las funciones de análisis, aprobación, formalización y cobro deben estar separadas.  

 

Desde el punto de vista físico, se debe procurar que exista restricción de acceso a personal ajeno a la función de inversiones.  

 

f. Costo-beneficio: En busca de la mayor eficiencia en la gestión de los activos, la entidad regulada debe asegurarse que las transacciones se realicen en las mejores condiciones de costo, rendimiento y servicio, siempre buscando el beneficio del afiliado. De manera que la cantidad de las operaciones, su volumen, el tipo de transacciones y su costo, correspondan a criterios de generación de valor para los fondos según sus características. 

 

i) En procura de la obtención de la mejor relación costo-beneficio se debe establecer un mecanismo de evaluación y selección de proveedores de servicios bursátiles financieros (intermediarios, bancos, custodios, proveedores de servicios, aseguradoras, peritos, entre otros), que tome en cuenta criterios de costo, volumen, experiencia, concentración y servicio, así como los controles necesarios para asegurar su aplicación. La selección final del proveedor debe documentarse y quedar justificada técnicamente en función de los criterios establecidos.  

ii) Previo a la firma de un contrato de servicios, las entidades reguladas deben conocer y entender la estructura de costos que genera el servicio, así como los gastos y comisiones incluidas en el valor de las cuotas de participación de los fondos o vehículos de inversión. De igual forma, deben analizar los deberes y responsabilidades de las partes contratantes. Este proceso debe quedar debidamente documentado.  

g. Dotación de recursos: La entidad regulada debe contar con los recursos que reúnan las condiciones necesarias para la ejecución del proceso de la administración de los activos, tales como: tecnología y sistemas de información que le permitan procesar y analizar los datos relacionados con las características de las inversiones, precios (históricos y de mercado), hechos relevantes, el comportamiento de los portafolios de inversiones, interfaces con custodios, intermediarios, plataformas de negociación, elaboración de reportes y cualquier otro proceso necesario para realizar eficientemente su labor.  

 

h. Rendición de cuentas: El Órgano de Dirección debe contar con informes periódicos de la gestión de los activos, sobre el logro de los objetivos y la estrategia, los riesgos asumidos y los materializados.  

 

En caso de incumplimientos en la política de inversión y de los límites, las propuestas de corrección y la efectividad de las medidas tomadas, deben ser comunicadas al Órgano de Dirección oportunamente. 
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Conforme las necesidades de rentabilidad, liquidez, diversificación, calce de plazos, condiciones de mercado y oportunidad, se han aprobado las siguientes actualizaciones de la Política de Inversión del Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial: 

 

		Fecha 

		Acuerdo de Autorización 



		Junio de 2020 

		Sesión N° 18-2020 celebrada el 01 de junio de 2020. – Junta 

Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial Artículo XXI 



		Julio de 2021 

		Sesión N°. 29-2021 celebrada el 12 de julio 2021 - Junta 

Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial Artículo VII 



		Marzo de 2022
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Sesión N°. 101 del Comité de Inversiones del 21 de junio de 2021. 
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RJP del Poder Judicial
Miembros activos al 31 de diciembre del 2020
Edad Antigiiedad _ Salario
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antidad  omedio _promedio _Pormedio
Hombres 6,970 39 14 1467.636
Mujeres 6752 39 141522680

Total 13,722 39 14 1494720
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RJP del Poder Judicial

Monto promedio por tipo de beneficio
Montos en colones

Beneficio Hombres  Mujeres Total
Vejez 1780884 1846434 1803653
Invalidez 1504227 1,344003 1449413
Sucesiones 614024 672114 839,297
Total 1,701,080 1,462,397 __ 1,595,835
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Hombres Mujeres

Salario ;
Edad Cantidad Promedio Cantidad _Salario Promedio
19 4 538,838 2 535,309
20 17 543 509 15 554,791
21 25 557,018 41 546,272
22 46 568,553 66 566,024
23 62 617,764 5 578,780
24 101 631,022 102 594,958
25 90 681,019 114 631,046
26 115 733,369 170 703,833
27 176 753,385 198 721,726
28 196 934 835 191 802,958
29 221 907,271 230 969,146
30 248 980,793 235 991,997
3 308 1,124,888 286 1,109,941
32 269 1,130,659 287 1,193 011
33 306 1,165,978 281 1,290,943
34 338 1,277,195 262 1,344,499
35 302 1,306,509 293 1,419,424
36 288 1,320,977 280 1,345614
37 274 1,418,321 254 1,548 928
38 265 1,442 077 234 1,639,297
39 225 1,399,973 205 1,709,999
40 262 1,644 837 220 1,762,658
41 242 1,669,495 218 1,717,250
42 230 1,668,714 230 1,859,139
43 231 1,830,292 240 1,913473
44 207 1,954 798 201 1,979,771
45 184 1,859,772 196 1,987,765

46 179 1,990,801 170 2,066,372
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Programación Trimestral Divisas.xlsx
Abril-Mayo-Junio

		Activo Total		Colones		Dolarizado		Tipo de cambio

		Al 28/02/2022		740,939,104,416.77		1,149,402,144.51		644.63



		Resultado Neto		Nominal		Ventas		Relativo (activo total)

		Abril		$   - 0		$   - 0		0.00%

		Mayo		$   - 0		$   - 0		0.00%

		Junio		$   - 0		$   - 0		0.00%

		Trimestre		$   - 0		$   - 0		0.00%



		Abril										Mayo										Junio

		Fecha		Compras		Ventas		% del Activo Total				Fecha		Compras		Ventas		% del Activo Total				Fecha		Compras		Ventas		% del Activo Total

		4/1/22		$   - 0		$   - 0		0.00%				5/2/22		$   - 0		$   - 0		0.00%				6/1/22		$   - 0		$   - 0		0.00%

				$   - 0		$   - 0		0.00%				5/3/22		$   - 0		$   - 0		0.00%				6/2/22		$   - 0		$   - 0		0.00%

												5/4/22		$   - 0		$   - 0		0.00%				6/3/22		$   - 0		$   - 0		0.00%

		4/4/22		$   - 0		$   - 0		0.00%				5/5/22		$   - 0		$   - 0		0.00%						$   - 0		$   - 0		0.00%

		4/5/22		$   - 0		$   - 0		0.00%				5/6/22		$   - 0		$   - 0		0.00%

		4/6/22		$   - 0		$   - 0		0.00%						$   - 0		$   - 0		0.00%

		4/7/22		$   - 0		$   - 0		0.00%														6/6/22		$   - 0		$   - 0		0.00%

		4/8/22		$   - 0		$   - 0		0.00%														6/7/22		$   - 0		$   - 0		0.00%

				$   - 0		$   - 0		0.00%				5/9/22		$   - 0		$   - 0		0.00%				6/8/22		$   - 0		$   - 0		0.00%

												5/10/22		$   - 0		$   - 0		0.00%				6/9/22		$   - 0		$   - 0		0.00%

												5/11/22		$   - 0		$   - 0		0.00%				6/10/22		$   - 0		$   - 0		0.00%

		4/11/22		$   - 0		$   - 0		0.00%				5/12/22		$   - 0		$   - 0		0.00%						$   - 0		$   - 0		0.00%

		4/12/22		$   - 0		$   - 0		0.00%				5/13/22		$   - 0		$   - 0		0.00%

		4/13/22		$   - 0		$   - 0		0.00%						$   - 0		$   - 0		0.00%

		4/14/22		$   - 0		$   - 0		0.00%														6/13/22		$   - 0		$   - 0		0.00%

		4/15/22		$   - 0		$   - 0		0.00%														6/14/22		$   - 0		$   - 0		0.00%

				$   - 0		$   - 0		0.00%				5/16/22		$   - 0		$   - 0		0.00%				6/15/22		$   - 0		$   - 0		0.00%

												5/17/22		$   - 0		$   - 0		0.00%				6/16/22		$   - 0		$   - 0		0.00%

												5/18/22		$   - 0		$   - 0		0.00%				6/17/22		$   - 0		$   - 0		0.00%

		4/18/22		$   - 0		$   - 0		0.00%				5/19/22		$   - 0		$   - 0		0.00%						$   - 0		$   - 0		0.00%

		4/19/22		$   - 0		$   - 0		0.00%				5/20/22		$   - 0		$   - 0		0.00%

		4/20/22		$   - 0		$   - 0		0.00%						$   - 0		$   - 0		0.00%

		4/21/22		$   - 0		$   - 0		0.00%														6/20/22		$   - 0		$   - 0		0.00%

		4/22/22		$   - 0		$   - 0		0.00%														6/21/22		$   - 0		$   - 0		0.00%

				$   - 0		$   - 0		0.00%				5/23/22		$   - 0		$   - 0		0.00%				6/22/22		$   - 0		$   - 0		0.00%

												5/24/22		$   - 0		$   - 0		0.00%				6/23/22				$   - 0		0.00%

												5/25/22		$   - 0		$   - 0		0.00%				6/24/22						0.00%

		4/25/22		$   - 0		$   - 0		0.00%				5/26/22		$   - 0		$   - 0		0.00%						$   - 0		$   - 0		0.00%

		4/26/22		$   - 0		$   - 0		0.00%				5/27/22		$   - 0		$   - 0		0.00%

		4/27/22		$   - 0		$   - 0		0.00%						$   - 0		$   - 0		0.00%				6/27/22						0.00%

		4/28/22		$   - 0		$   - 0		0.00%														6/28/22						0.00%

		4/29/22		$   - 0		$   - 0		0.00%				5/30/22						0.00%				6/29/22						0.00%

				$   - 0		$   - 0		0.00%				5/31/22						0.00%				6/30/22						0.00%

														$   - 0		$   - 0		0.00%						$   - 0		$   - 0		0.00%





BD DIVISAS

		Activo Total				Colones		Dolarizado

		Al 28/02/2022				750,000,000,000.00		1500000000

		Resultado Neto		Columna1		Nominal

		Abril				ERROR:#REF!

		Mayo

		Junio

		Trimestre				ERROR:#REF!

		Fecha		Tipo Operación		Monto		% del Activo Total		Semana

		4/1/22		Compra		$   2,000,000.00		0.13%		Sem 01-01 Abril

		4/4/22		Compra		$   2,000,000.00		0.13%		Sem 04-08 Abril

		4/5/22		Compra		$   2,000,000.00		0.13%		Sem 04-08 Abril

		4/6/22		Compra		$   2,000,000.00		0.13%		Sem 04-08 Abril

		4/7/22		Compra		$   2,000,000.00		0.13%		Sem 04-08 Abril

		4/8/22		Compra		$   2,000,000.00		0.13%		Sem 04-08 Abril

		5/9/22		Compra		$   2,000,000.00		0.13%		Sem 09-13 Mayo

		5/10/22		Compra		$   2,000,000.00		0.13%		Sem 09-13 Mayo

		5/11/22		Compra		$   1,500,000.00		0.10%		Sem 09-13 Mayo

		5/12/22		Compra		$   1,500,000.00		0.10%		Sem 09-13 Mayo

		5/13/22		Compra		$   1,500,000.00		0.10%		Sem 09-13 Mayo

		6/6/22		Compra		$   1,500,000.00		0.10%		Sem 06-10 Junio

		6/7/22		Compra		$   1,500,000.00		0.10%		Sem 06-10 Junio

		6/8/22		Venta		$   300,000.00		0.02%		Sem 06-10 Junio

		6/9/22		Venta		$   300,000.00		0.02%		Sem 06-10 Junio

		6/10/22		Venta		$   300,000.00		0.02%		Sem 06-10 Junio
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Otros Requerimientos Operativos 2023 enviado a la Dirección Ejecutiva (Original).xlsx
Hoja1

				19606		ALQUILER DE EDIFICIO, LOCALES Y TERRENOS                                                            

				05262		SERVICIO LIMPIEZA                                                                                   

				04265		SERVICIO DE VIGILANCIA





Resumen

				Otros Requerimientos Operativos 2023

				Descripción		Monto

				Subpartida 10101 Alquiler de Edificios		607,231,308

				Subpartida 10406 Servicio de Limpieza		97,315,209

				Subpartida 10406 Servicio de Vigilancia		376,603,567

				TOTAL		1,081,150,084

				Otros Requerimientos Operativos 2023
Clasificados por Gasto Corriente y Gasto de Capital

				Descripción		Gasto Corriente		Gasto Capital		Monto

				Subpartida 10101 Alquiler de Edificios		607,231,308		0		607,231,308

				Subpartida 10406 Servicio de Limpieza		97,315,209		0		97,315,209

				Subpartida 10406 Servicio de Vigilancia		376,603,567		0		376,603,567

				TOTAL		1,081,150,084		0		1,081,150,084



Otros Requerimientos Operativos 2023





Subpartida 10101 Alquiler de Edificios	Subpartida 10406 Servicio de Limpieza	Subpartida 10406 Servicio de Vigilancia	607231308	97315209	376603567	





10101 Alquiler



				Centro de Responsabilidad		Código de Oficina		Nombre de Oficina		Código Artículo		Descripción Artículo		Formulado		Faltante		Total		Justificaciones		Observaciones Dirección Ejecutiva

				Tercer Circuito Judicial de Alajuela (San Ramón)		310		Juzgado Contravencional de Naranjo		19606		ALQUILER DE EDIFICIO, LOCALES Y TERRENOS                                                            		25,810,104		15,648,000		41,458,104		Para continuar con el procedimiento de contratación de un local para albergar el Juzgado Contravencional de Naranjo, aprobado por la Dirección Ejecutiva mediante el oficio N°3920-DE-2021.

				Administración de Quepos		443		Juzgado Contravencional de Quepos		19606		ALQUILER DE EDIFICIO, LOCALES Y TERRENOS                                                            		21,834,538		36,988,116		58,822,654		Incluir recursos adicionales en el presupuesto del año 2023 para el arrendamiento de un nuevo local para albergar al Juzgado Contravencional de Quepos, aprobado por la Dirección Ejecutiva mediante el oficio N°3882-DE-2021.

				Defensa Pública		482		Defensa Pública de Siquirres		19606		ALQUILER DE EDIFICIO, LOCALES Y TERRENOS                                                            		24,154,283		7,500,000		31,654,283		Buscar un nuevo local que permita mejorar las condiciones que actualmente se poseen. El local actual es una casa ubicada en un barrio de la zona, mismo que está alejado de otros despachos judiciales y además, se ha deteriorado. Con el presupuesto actual no es posible trasladar la oficina pues el monto que se paga es muy inferior a locales disponibles con las condiciones requeridas.

						259		Defensa Pública de Desamparados		19606		ALQUILER DE EDIFICIO, LOCALES Y TERRENOS                                                            		0		54,000,000		54,000,000		Según acuerdo del Consejo Superior en el que se ordena salir del local actual. Lo anterior en vista de las malas condiciones del local y la recomendación del Departamento de Servicios Generales que indicó que el edificio se debe demoler. Es importante señalar que durante el año 2022 se gestionará el alquiler de esta oficina ubicando recursos por la vía de modificación presupuestaria, por lo que es necesario la aprobación de presupuesto 2023.

						555		Defensa Pública de Atenas		19606		ALQUILER DE EDIFICIO, LOCALES Y TERRENOS                                                            		0		7,800,000		7,800,000		Se requiere trasladar esta oficina del edificio de los Tribunales de Justicia en vista de que no se cuenta con espacio óptimo. Actualmente se cuenta con un espacio de 38 metros cuadrados en el que se ubican 3 Defensores Públicos, 1 Secretaria y 1 Técnico Jurídico. La Administración Regional ha indicado que no se cuenta con más espacio en el edificio y es imposible remodelar. Es por lo anterior que se gestiona alquiler para el segundo semestre del año 2023.

						263		Defensa Pública de Pérez Zeledón		19606		ALQUILER DE EDIFICIO, LOCALES Y TERRENOS                                                            		0		84,000,000		84,000,000		Se solicita traslado de la oficina hacia un local arrendado que mejore las condiciones de las personas funcionarias y el servicio que se brinda. Anteriormente se había autorizado el traslado.

						410		Defensa Pública de Nicoya		19606		ALQUILER DE EDIFICIO, LOCALES Y TERRENOS                                                            		0		12,000,000		12,000,000		Se solicita presupuesto para trasladar la oficina debido al limitado espacio con el que cuentan en los Tribunales de Justicia. No existe posibilidad de ampliar las instalaciones y la oficina incrementa la cantidad de personal. Se cuenta con estudios técnicos de Salud Ocupacional. 

						261		Defensa Pública de Puriscal		19606		ALQUILER DE EDIFICIO, LOCALES Y TERRENOS                                                            		9,294,649		9,000,000		18,294,649		Se solicita incrementar el monto para buscar un nuevo local, ya que el espacio actual es poco para la cantidad de funcionarios, no se ajusta a la Ley N°7600 y no existe posibilidad de mejorar las condiciones del local según criterio técnico. Además, existe orden del Consejo Superior de salir de ese local, el monto actual no permite encontrar un local que reúna mejores condiciones. 

						599		Defensa Pública de Bribrí		19606		ALQUILER DE EDIFICIO, LOCALES Y TERRENOS                                                            		0		12,000,000		12,000,000		Se requiere porque existe hacinamiento en la oficina. Según criterio técnico no es posible ampliar el local y las condiciones de la oficina son graves. Existe criterio técnico y acuerdo del Consejo Superior en el que se aprueba recomendación de la Dirección de Planificación referente al asunto. 

						408		Defensa Pública de Santa Cruz		19606		ALQUILER DE EDIFICIO, LOCALES Y TERRENOS                                                            		0		18,000,000		18,000,000		Se solicita presupuesto para trasladar la oficina debido al limitado espacio con el que cuentan en los Tribunales de Justicia. No existe posibilidad de ampliar las instalaciones y la oficina incrementa la cantidad de personal. Se cuenta con estudios técnicos de Salud Ocupacional. Inicialmente se planeaba remodelar las instalaciones, no obstante, con la entrada de nuevas plazas no será posible.

				Organismo de Investigación Judicial		799		Oficina Regional de la Fortuna		19606		ALQUILER DE EDIFICIO, LOCALES Y TERRENOS                                                            		40,945,932		30,329,864		71,275,796		Nuevo local para la Oficina Regional del OIJ de La Fortuna, debido a que el local actual se tramitó mediante la Licitación 2019CD-000015-PROVEX para atender una necesidad puntual y de carácter temporal. La Dirección Ejecutiva mediante oficio N°1887-DE-2019 avaló el inicio de este proceso de contratación, bajo la indicación que el arrendamiento del local sería de forma temporal, a la espera de la adjudicación de la Licitación Abreviada 2018LA-000071-PROV, dado que existía una orden sanitaria de funcionamiento, cuyo cumplimiento dependía de la adjudicación de dicha Licitación, que al final se declaró desierta. El costo total de la nueva contratación se estima en ¢5.939.649,66. Este alquiler fue autorizado por la Dirección Ejecutiva mediante oficio N°4070-DE-2021.

				Primer Circuito Judicial Zona Atlántica		1523		Juzgado Penal de Batán		19606		Alquiler de Edificio, Locales y Terrenos		16,636,326		6,704,995		23,341,321		Con el fin de dar cumplimiento al acuerdo del Consejo Superior que acordó mejoras para que se habilite la sala de juicios de Batán, para contar con mayor seguridad. Se solicita que se incluya un monto adicional mensual de ¢558.750.00 y un total anual de ¢6.704.995 para la ampliación del local y realizar juicios en dicha localidad. El acuerdo del Consejo se tomó en la sesión N°84-2021 del 28 de setiembre, artículo VIII.

						479		Juzgado Contravencional de Matina		19606		ALQUILER DE EDIFICIO, LOCALES Y TERRENOS                                                            		9,424,282		25,782,953		35,207,235		Se requiere reubicar el Juzgado con el fin de mejorar las condiciones ya que el actual es de muy vieja construcción, que tiene un hotel encima, tiene problemas con el espacio y no permite atender las filas de usuarios adecuadamente, el distanciamiento, ni la realización de audiencias de manera adecuada. Los recursos del contrato actual no alcanza para cubrir un contrato nuevo. 

				Primer Circuito Judicial Guanacaste		402		Juzgado Contravencional de Cañas		19606		ALQUILER DE EDIFICIO, LOCALES Y TERRENOS                                                            		11,084,114		59,020,527		106,838,337		Aprobado por el Consejo Superior en la sesión N°103-2021, artículo XII. Se acordó: "...2.) Acoger la recomendación planteada por la Dirección Ejecutiva en el informe de cita, para solventar la situación; en consecuencia: Autorizar que para el 2023, se incremente la formulación de recursos en alquileres en la suma de ¢59.020.527,00 a efectos de tramitar nuevos arriendos para los Juzgados Contravencional, de Familia, Penal, así como el Tribunal Penal, todos de la zona Cañas. 

						576		Tribunal I Circuito Judicial Guanacaste, Sede Cañas		19606		ALQUILER DE EDIFICIO, LOCALES Y TERRENOS                                                            		13,170,605

						580		Juzgado Penal de Cañas		19606		ALQUILER DE EDIFICIO, LOCALES Y TERRENOS                                                            		13,170,605

						928		Juzgado de Familia, Penal Juvenil, Violencia Doméstica y Protección Cautelar Cañas		19606		ALQUILER DE EDIFICIO, LOCALES Y TERRENOS                                                            		10,392,486

				Dirección Ejecutiva				Centro Infantil del Poder Judicial		19606		ALQUILER DE EDIFICIO, LOCALES Y TERRENOS                                                            		28,042,768		26,989,068		55,031,836		Para cubrir el incremento que se proyecta en el pago de alquiler de un nuevo local para ubicar al Centro Infantil del Poder Judicial. Actualmente se está tramitando el procedimiento de contratación.

				Primer Circuito Judicial San José		527		Juzgado Penal de Pavas		19606		ALQUILER DE EDIFICIO, LOCALES Y TERRENOS                                                            		44,336,454		16,041,981		60,378,435		Se requiere la inclusión de los recursos adicionales, dado que por un proyecto promovido por la Comisión de la Jurisdicción Penal y la Dirección Ejecutiva se requiere reubicar este inmueble juntos a otros despachos.

				Tercer Circuito Judicial San José		256		Juzgado Pensiones Alimentarias III Circuito Judicial San José		19606		ALQUILER DE EDIFICIO, LOCALES Y TERRENOS                                                            		73,682,187		3,000,000		76,682,187		Recursos autorizados por la Dirección Ejecutiva mediante oficio N°1776-DE-21.

						525		Juzgado Penal de Hatillo		19606		ALQUILER DE EDIFICIO, LOCALES Y TERRENOS                                                            		51,588,013		50,982,039		102,570,052		Se requiere la inclusión de los recursos adicionales debido a un proyecto promovido por la Comisión de la Jurisdicción Penal y la Dirección Ejecutiva para reubicar la oficina en otro inmueble. 

						523		Tribunal Penal III Circuito Judicial de San José, Sede Suroeste 		19606		ALQUILER DE EDIFICIO, LOCALES Y TERRENOS                                                            		182,758,552		37,732,959		220,491,511		Este Tribunal debe reubicarse según acuerdo del Consejo Superior en sesión N° 3-2021 celebrada el 12 de enero de 2021, artículo IX. Además, los recursos adicionales obedecen a un proyecto promovido por la Comisión de la Jurisdicción Penal y la Dirección Ejecutiva, mediante el cual se pretende ubicar un Tribunal en Pavas y otro en Hatillo.

				Ministerio Público 		277		Fiscalía de Hatillo		19606		ALQUILER DE EDIFICIO, LOCALES Y TERRENOS                                                            		33,439,429		68,880,000		102,319,429		Estos recursos se requieren para atender el proyecto promovido por la Comisión de la Jurisdicción Penal y la Dirección Ejecutiva para reubicar la Fiscalía de Hatillo y de Pavas en otro inmueble. 

						283		Fiscalía de Pavas 		19606		ALQUILER DE EDIFICIO, LOCALES Y TERRENOS                                                            		10,992,831		24,830,806		35,823,637		Estos recursos se requieren para atender el proyecto promovido por la Comisión de la Jurisdicción Penal y la Dirección Ejecutiva para reubicar la Fiscalía de Hatillo y de Pavas en otro inmueble. 

														FALTANTE		607,231,308





























































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































10406 Limpieza



				Centro de Responsabilidad		Código de Oficina		Nombre de Oficina		Código Artículo		Descripción Artículo		Formulado		Faltante		Total		Justificaciones		Observaciones Dirección Ejecutiva

				Administración de Sarapiquí		1817		Administración Regional de Sarapiquí		05262		SERVICIO LIMPIEZA                                                                                   		4,707,076		7,402,761		12,109,837		Mediante oficio N°135-ARSQ-2021 el Administrador Regional señala que se requiere un nuevo puesto de limpieza de 8 horas ubicado en el Edificio de Tribunales de Sarapiquí, según acuerdo del Consejo Superior tomado en la sesión N°95-2021, del 04 de noviembre, artículo XXXI, en el que se indica que el Auxiliar de Servicios Generales, una vez que se cuente con el servicio de limpieza privada, debe atender el público y otras labores administrativas. Cuenta con la aprobación de la Dirección Ejecutiva, oficio N°153-DE-2022.

				Administración de Osa		1047		Administración de Osa		05262		SERVICIO LIMPIEZA                                                                                   		26,008,384		23,020,438		49,028,822		Para atender la necesidad de personal de limpieza, actualmente se tienen 3 personas trabajadoras, pero a partir del nuevo contrato que inicia en setiembre del año 2022, se contará con 4 personas trabajadoras a tiempo completo y uno a medio tiempo y según lo autorizado por la Dirección Ejecutiva. Aprobado por la Dirección Ejecutiva en correo del 07 de septiembre de 2021. 

				Defensa Pública		259		Defensa Pública de Desamparados		05262		SERVICIO LIMPIEZA                                                                                   		0		8,368,134		8,368,134		Se requiere servicio de limpieza para esta oficina en vista del traslado a un local más grande y en el contexto de la pandemia COVID-19 para garantizar la limpieza de las instalaciones. Actualmente no se cuenta con contrato de limpieza en la oficina. 

						555		Defensa Pública de Atenas		05262		SERVICIO LIMPIEZA                                                                                   		0		2,353,538		2,353,538		En vista del nuevo alquiler se requerirá el servicio. La Defensa Pública se ubicará afuera de los Tribunales de Justicia a partir del segundo semestre del año 2023.

						263		Defensa Pública de Pérez Zeledón		05262		SERVICIO LIMPIEZA                                                                                   		0		4,184,067		4,184,067		En vista del nuevo alquiler se requerirá el servicio. La Defensa Pública se ubicará afuera de los Tribunales de Justicia a partir del segundo semestre del año 2023. Depende de la aprobación de presupuesto para alquiler nuevo. 

						410		Defensa Pública de Nicoya		05262		SERVICIO LIMPIEZA                                                                                   		0		2,353,538		2,353,538		En vista del nuevo alquiler se requerirá el servicio. La Defensa Pública se ubicará afuera de los Tribunales de Justicia a partir del segundo semestre del año 2023. Depende de la aprobación de presupuesto para alquiler nuevo. 

						599		Defensa Pública de Bribrí		05262		SERVICIO LIMPIEZA                                                                                   		0		2,353,538		2,353,538		En vista del nuevo alquiler se requerirá el servicio. La Defensa Pública se ubicará afuera de los Tribunales de Justicia a partir del segundo semestre del año 2023. Depende de la aprobación de presupuesto para alquiler nuevo. 

						260		Defensa Pública de Hatillo		05262		SERVICIO LIMPIEZA                                                                                   		0		8,368,134		8,368,134		Se requiere servicio de limpieza para esta oficina en vista del contexto de la pandemia COVID-19 para garantizar la limpieza de las instalaciones. Actualmente no se cuenta con el servicio contratado de limpieza en la oficina. 

						408		Defensa Pública de Santa Cruz		05262		SERVICIO LIMPIEZA                                                                                   		0		2,353,538		2,353,538		En vista del nuevo alquiler se requeriá el servicio. La Defensa Pública estará ubicada fuera de los Tribunales de Justicia a partir del segundo semestre del año 2023. Depende de la aprobación de presupuesto para alquiler nuevo.

				Organismo de Investigación Judicial		71		Subdelegación Regional de Tres Ríos 		05262		SERVICIO LIMPIEZA                                                                                   		0		4,310,082		4,310,082		Se requiere de un medio tiempo.

				Segundo Circuito Judicial Guanacaste		871		Juzgado Penal Juvenil II Circuito Judicial Guanacaste		05262		SERVICIO LIMPIEZA                                                                                   		0		2,220,829		2,220,829		La Dirección Ejecutiva avaló y el Consejo Superior aprobó este alquiler para el 2022, por lo que se requiere incorporar para el 2023 el servicio de limpieza correspondiente.

						906		Administración Regional II Circuito Judicial Guanacaste (Supernumerarios)		05262		SERVICIO LIMPIEZA                                                                                   		0		2,220,829		2,220,829		Para una Sala de Juicios. La Dirección Ejecutiva avaló y el Consejo Superior aprobó este alquiler para el 2022, por lo que se requiere incorporar para el 2023 el servicio de limpieza correspondiente.

				Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos		718		Oficina de Atención y Protección de la Víctima del Delito		05262		SERVICIO LIMPIEZA                                                                                   		0		2,145,147		2,145,147		Mediante oficio 224-OAPVD-2022 se solicita ampliar por 10 horas semanales en la Oficina de San Ramón, ubicada en el edificio arrendado que alberga la Fiscalía, en 2021 la Administración del Ministerio Público solicitó la inclusión de más horas de limpieza debido a que solo con el actual es insuficiente. La pandemia vino a incrementar el servicio no solo para el aseo general, sino también para la aplicación de limpieza profunda por casos sospechosos de COVID 19. 

				Primer Judicial Circuito San José		520		Administración I Circuito Judicial San José		05262		SERVICIO LIMPIEZA                                                                                   		147,420,265		8,500,000		155,920,265		El recurso solicitado es para reforzar el servicio de limpieza en el nivel 14 de la Torre Judicial, para los Tribunales Primero y Segundo de Apelación Civil de San José, áreas comunes comedor, pasillos y servicios sanitarios. Esto por recomendaciones de la Dirección de Planificación como parte de las acciones para la entrada en operaciones del edificio, ya que las plazas de Auxiliar de Servicios Generales adscritas a dichos despachos judiciales pasan a colaborar con la Administración a cargo de la Torre Judicial. Dispone de la autorización de la Dirección Ejecutiva.

						520		Administración I Circuito Judicial San José		23221		SERVICIOS DE LIMPIEZA DE VIDRIOS		0		8,000,000		8,000,000		Por recomendación del Ing. Luis Adrián Piedra Segura de Salud Ocupacional y para dar mantenimiento al edificio de Torre Judicial. 

				Tercer Circuito Judicial de San José		236		Juzgado Contravencional de Aserrí		05262		SERVICIO LIMPIEZA                                                                                   		2,824,245		4,904,329		7,728,574		La Dirección Ejecutiva tiene en estudio la ampliación del contrato de limpieza, debido a que el Consejo Superior, en la sesión N°118-2020 del 10 de diciembre, conoció el oficio N°1951-PLA-EV-2020 de la Dirección de Planificación, para contratar (2 mañanas de 4,5 horas cada una - días martes y jueves de 7:30 am a 12:00 md y 5 tardes de 3,5 horas cada una-días de lunes a viernes), el servicio de limpieza que se brinda actualmente en este despacho (días lunes, miércoles y viernes de 7:30 am a 12:00 md).

						491		Juzgado Tránsito III Circuito Judicial de San José (Desamparados)		05262		SERVICIO LIMPIEZA                                                                                   		0		4,256,307		4,256,307		Autorizado por Dirección Ejecutiva mediante oficio N° 3594-DE-2021.

														FALTANTE		97,315,209





10406 Vigilancia



				Centro de Responsabilidad		Código de Oficina		Nombre de Oficina		Código Artículo		Descripción Artículo		Formulado		Faltante		Total		Justificaciones		Observaciones Dirección Ejecutiva

				Administración de Quepos		1045		Juzgado Contravencional de Parrita		04265		SERVICIO DE VIGILANCIA		0		9,821,648		9,821,648		Contratación de un tiempo completo de un Oficial de Seguridad, aprobado por la Dirección Ejecutiva mediante el oficio N°3702-DE-2021.

				Administración de Golfito		652		Administración Regional Golfito		04265		SERVICIO DE VIGILANCIA		0		12,000,000		12,000,000		Se solicita incorporar recursos para un oficial externa en horario administrativo para los Tribunales de Justicia de Golfito. Esto cuenta con la autorización de Ana Eugenia Romero Jenkins.

				Circuito Judicial Puntarenas		437		Juzgado Contravencional de Esparza		04265		SERVICIO DE VIGILANCIA		0		12,363,402		12,363,402		El Juzgado Contravencional de Esparza cuenta con una evaluación de riesgos del Departamento de Seguridad N°14-SEG/LOC-2021 ,donde se recomienda incuir un oficial de seguidad para el control de ingresos y revisión de las personas usuarias. La Dirección Ejecutiva mediante el oficio N°4232-DE-2021 autorizó incluir los recursos en el presupuesto 2023, puesto de 8 horas.

				Defensa Pública		482		Defensa Pública de Siquirres		04265		SERVICIO DE VIGILANCIA		1,278,376		13,210,654		14,489,030		Se solicita presupuesto para un puesto de vigilancia de 9 horas, existe recomendación del Departamento de Seguridad, al cual se le solicitó estudio debido situaciones que ponen en riesgo la seguridad de las personas que se encuentran en la oficina, sumándose la lejanía de otros despachos judiciales. 

						555		Defensa Pública de Atenas		04265		SERVICIO DE VIGILANCIA		0		6,605,327		6,605,327		En vista de la solicitud de un nuevo alquiler se requerirá el servicio. La Defensa Pública se ubicará fuera de los Tribunales de Justicia. Depende de la aprobación de presupuesto para alquiler nuevo. 

						1522		Defensa Pública de Batán		04265		SERVICIO DE VIGILANCIA		13,210,654		35,510,518		48,721,172		Se solicita presupuesto para ampliar el servicio de vigilancia a 24 horas. La zona es conflictiva rodeada de bananeras y la oficina está alejada de otros despacho. Usualmente por las diligencias, las personas funcionarias llegan solas fuera de horario y no hay servicio de seguridad.

						409		Defensa Pública de Cañas		04265		SERVICIO DE VIGILANCIA		0		13,210,654		13,210,654		En vista de que la oficina se encuentra alejada de otros despachos judiciales se solicita un puesto de vigilancia de 9 horas. Al no contar con un puesto de seguridad no existe control de ingreso.

						407		Defensa Pública de Liberia		04265		SERVICIO DE VIGILANCIA		0		13,210,654		13,210,654		En vista de que la oficina se encuentra alejada de otros despachos judiciales se solicita un puesto de vigilancia de 9 horas. Al no contar con un puesto de seguridad no existe control de ingreso. Es un edificio de alto tránsito de personas usuarias.

						263		Defensa Pública de Pérez Zeledón		04265		SERVICIO DE VIGILANCIA		0		6,605,327		6,605,327		En vista del nuevo alquiler se requerirá el servicio. La Defensa Pública se ubicará afuera de los Tribunales de Justicia a partir del segundo semestre del año 2023. Depende de la aprobación de presupuesto para alquiler nuevo. 

						410		Defensa Pública de Nicoya		04265		SERVICIO DE VIGILANCIA		0		6,605,327		6,605,327		En vista del nuevo alquiler se requerirá el servicio. La Defensa Pública se ubicará afuera de los Tribunales de Justicia a partir del segundo semestre del año 2023. Depende de la aprobación de presupuesto para alquiler nuevo. 

						599		Defensa Pública de Bribrí		04265		SERVICIO DE VIGILANCIA		0		6,605,327		6,605,327		En vista del nuevo alquiler se requerirá el servicio. La Defensa Pública se ubicará afuera de los Tribunales de Justicia a partir del segundo semestre del año 2023. Depende de la aprobación de presupuesto para alquiler nuevo. 

						408		Defensa Pública de Santa Cruz		04265		SERVICIO DE VIGILANCIA		0		6,605,327		6,605,327		En vista del nuevo alquiler se requerirá el servicio. La Defensa Pública estará ubicada afuera de los Tribunales de Justicia a partir del segundo semestre del año 2023. Depende de la aprobación de presupuesto para alquiler nuevo.

				Organismo de Investigación Judicial		69		Subdelegación Regional de Nicoya 		04265		SERVICIO DE VIGILANCIA		0		42,080,317		42,080,317		Se requiere de un puesto 24/7, ccuerdo de Consejo Superior, sesión N°100-2021 del 23 de noviembre, artículo XV, que indica: ¨Tener por recibido el informe suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante oficio N° 3837-DE-2021 del 11 de noviembre de 2021 y hacerlo de conocimiento de la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial para que tome las previsiones presupuestarias e incorpore los recursos necesarios para el alquiler de un local y para la contratación de un puesto de seguridad¨.

						70		Subdelegación Regional de Siquirres 		04265		SERVICIO DE VIGILANCIA		0		42,080,317		42,080,317		Se requiere de un puesto 24/7, ya que las personas usuarias ingresan por la puerta principal directamente hasta el área de recepción sin tener revisión que verifique si porta algún arma o explosivo. A solicitud de la Jefatura, la Oficina de Planes y Operaciones realizó un estudio de seguridad, oficio N°132-UPRO/OPO-2021, que señala debilidades que no pueden ser solventadas por el personal judicial. A nivel de la Zona Atlántica la Subdelegación Regional del OIJ de Siquirres es el único despacho que no cuenta con oficial de seguridad.

						71		Subdelegación Regional de Tres Ríos 		04265		SERVICIO DE VIGILANCIA		0		42,080,317		42,080,317		Se requiere de un puesto 24/7, esto como mejora incluida en el plan de trabajo según el informe N°1186-PLA-MI-2021 aprobado por el Consejo Superior en la sesión N°97-2021 del 11 de noviembre, artículo XLVII. Valorar la posibilidad de brindar el servicio de vigilancia privada en la Subdelegación Regional de La Unión, en resguardo de la seguridad de las personas y los bienes.

						76		Subdelegación Regional de Sarapiquí 		04265		SERVICIO DE VIGILANCIA		0		22,330,615		22,330,615		Se requiere de un puesto de 12 horas para dotar de un oficial de seguridad en horas y días no hábiles, ya que las instalaciones no tienen seguridad. Dicha gestión fue avalada por la Dirección General.

				Segundo Circuito Judicial Guanacaste		871		Juzgado Penal Juvenil II Circuito Judicial Guanacaste		04265		SERVICIO DE VIGILANCIA		0		8,482,918		8,482,918		La Dirección Ejecutiva avaló y el Consejo Superior aprobó este alquiler para el 2022, por lo que se requiere incorporar para el 2023 el servicio de limpieza correspodiente.

						906		Administración Regional II Circuito Judicial Guanacaste (Supernumerarios)		04265		SERVICIO DE VIGILANCIA		0		8,482,918		8,482,918		Para una Sala de Juicios. La Dirección Ejecutiva avaló y el Consejo Superior aprobó este alquiler para el 2022, por lo que se requiere incorporar para el 2023 el servicio de limpieza correspodiente.

				Primer Circuito Judicial Guanacaste		399		Juzgado Contravencional de Bagaces		04265		SERVICIO DE VIGILANCIA		0		9,816,000		9,816,000		Contratación de un tiempo completo de un Oficial de Seguridad,  según informe de recomendación del  Departamento de  Seguridad 04-SEG-LOC.

						402		Juzgado Contravencional de Cañas		04265		SERVICIO DE VIGILANCIA		0		9,816,000		9,816,000		Contratación de un tiempo completo de un Oficial de Seguridad,  según informe de recomendación del  Departamento de  Seguridad 11-SEG-LOC.

						403		Juzgado Contravencional de Abangares		04265		SERVICIO DE VIGILANCIA		0		9,816,000		9,816,000		Contratación de un tiempo completo de un Oficial de Seguridad,   INFORME PENDIENTE.  

						404		Juzgado Contravencional de Tilarán		04265		SERVICIO DE VIGILANCIA		0		9,816,000		9,816,000		Contratación de un tiempo completo de un Oficial de Seguridad, según informe de recomendación del Departamento de  Seguridad 05-SEG-LOC.

						580		Juzgado Penal de Cañas		04265		SERVICIO DE VIGILANCIA		0		9,816,000		9,816,000		Contratación de un tiempo completo de un Oficial de Seguridad,  según informe de recomendación del  Departamento de  Seguridad 06-SEG-LOC.

						927		Juzgado Civil y Trabajo de Cañas 		04265		SERVICIO DE VIGILANCIA		0		9,816,000		9,816,000		Contratación de un tiempo completo de un Oficial de Seguridad,  según informe de recomendación del  Departamento de  Seguridad 10-SEG-LOC

						928		Juzgado de Familia, Penal Juvenil, Violencia Doméstica y Protección Cautelar de Cañas		04265		SERVICIO DE VIGILANCIA		0		9,816,000		9,816,000		Contratación de un tiempo completo de un Oficial de Seguridad,  según informe de recomendación del  Departamento de  Seguridad 08-SEG-LOC.

														FALTANTE		376,603,567
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Resumen

				Otros Requerimientos Operativos 2023

				Descripción		Monto

				Subpartida 10101 Alquiler de Edificios		₡460,576,762

				Subpartida 10406 Servicio de Limpieza		₡69,334,260

				Subpartida 10406 Servicio de Vigilancia		₡185,153,838

				TOTAL		₡715,064,860

				12 - Tareas relacionados con la Unidad de Formulación Presupuestaria

				Otros Requerimientos Operativos 2023
Clasificados por Gasto Corriente y Gasto de Capital

				Descripción		Gasto Corriente		Gasto Capital		Monto

				Subpartida 10101 Alquiler de Edificios		₡460,576,762		₡0		₡460,576,762

				Subpartida 10406 Servicio de Limpieza		₡69,334,260		₡0		₡69,334,260

				Subpartida 10406 Servicio de Vigilancia		₡185,153,838		₡0		₡185,153,838

				TOTAL		₡715,064,860		₡0		₡715,064,860



Otros Requerimientos Operativos 2023





Subpartida 10101 Alquiler de Edificios	Subpartida 10406 Servicio de Limpieza	Subpartida 10406 Servicio de Vigilancia	460576762	69334260	185153838	





10101 Alquiler



				Centro de Responsabilidad		Código de Oficina		Nombre de Oficina		Código Artículo		Descripción Artículo		Formulado		Faltante		Total		Justificaciones		Observaciones Dirección Ejecutiva

				Tercer Circuito Judicial de Alajuela (San Ramón)		310		Juzgado Contravencional de Naranjo		19606		ALQUILER DE EDIFICIO, LOCALES Y TERRENOS                                                            		25,810,104		15,648,000		41,458,104		Para continuar con el procedimiento de contratación de un local para albergar el Juzgado Contravencional de Naranjo, aprobado por la Dirección Ejecutiva mediante el oficio N°3920-DE-2021.		Se incluye todo el año debido a que en 2022 inició contratación.

				Administración de Quepos		443		Juzgado Contravencional de Quepos		19606		ALQUILER DE EDIFICIO, LOCALES Y TERRENOS                                                            		21,834,538		27,741,087		49,575,625		Incluir recursos adicionales en el presupuesto del año 2023 para el arrendamiento de un nuevo local para albergar al Juzgado Contravencional de Quepos, aprobado por la Dirección Ejecutiva mediante el oficio N°3882-DE-2021.		Se autoriza. Se ajusta a 9 meses con el monto de ¢27.741.087.

				Defensa Pública		482		Defensa Pública de Siquirres		19606		ALQUILER DE EDIFICIO, LOCALES Y TERRENOS                                                            		24,154,283		7,500,000		31,654,283		Buscar un nuevo local que permita mejorar las condiciones que actualmente se poseen. El local actual es una casa ubicada en un barrio de la zona, mismo que está alejado de otros despachos judiciales y además, se ha deteriorado. Con el presupuesto actual no es posible trasladar la oficina pues el monto que se paga es muy inferior a locales disponibles con las condiciones requeridas.		Se autoriza.

						259		Defensa Pública de Desamparados		19606		ALQUILER DE EDIFICIO, LOCALES Y TERRENOS                                                            		0		54,000,000		54,000,000		Según acuerdo del Consejo Superior en el que se ordena salir del local actual. Lo anterior en vista de las malas condiciones del local y la recomendación del Departamento de Servicios Generales que indicó que el edificio se debe demoler. Es importante señalar que durante el año 2022 se gestionará el alquiler de esta oficina ubicando recursos por la vía de modificación presupuestaria, por lo que es necesario la aprobación de presupuesto 2023.		Se autoriza.

						410		Defensa Pública de Nicoya		19606		ALQUILER DE EDIFICIO, LOCALES Y TERRENOS                                                            		0		12,000,000		12,000,000		Se solicita presupuesto para trasladar la oficina debido al limitado espacio con el que cuentan en los Tribunales de Justicia. No existe posibilidad de ampliar las instalaciones y la oficina incrementa la cantidad de personal. Se cuenta con estudios técnicos de Salud Ocupacional. 		Se autoriza. Cuenta con estudio técnico N° PJ-DGH-SSO-876 -2019.

						261		Defensa Pública de Puriscal		19606		ALQUILER DE EDIFICIO, LOCALES Y TERRENOS                                                            		9,294,649		9,000,000		18,294,649		Se solicita incrementar el monto para buscar un nuevo local, ya que el espacio actual es poco para la cantidad de funcionarios, no se ajusta a la Ley N°7600 y no existe posibilidad de mejorar las condiciones del local según criterio técnico. Además, existe orden del Consejo Superior de salir de ese local, el monto actual no permite encontrar un local que reúna mejores condiciones. 		Se autoriza. Cuenta con criterio técnico de Servicios Generales.

				Organismo de Investigación Judicial		799		Oficina Regional de la Fortuna		19606		ALQUILER DE EDIFICIO, LOCALES Y TERRENOS                                                            		40,945,932		14,722,347		55,668,279		Nuevo local para la Oficina Regional del OIJ de La Fortuna, debido a que el local actual se tramitó mediante la Licitación 2019CD-000015-PROVEX para atender una necesidad puntual y de carácter temporal. La Dirección Ejecutiva mediante oficio N°1887-DE-2019 avaló el inicio de este proceso de contratación, bajo la indicación que el arrendamiento del local sería de forma temporal, a la espera de la adjudicación de la Licitación Abreviada 2018LA-000071-PROV, dado que existía una orden sanitaria de funcionamiento, cuyo cumplimiento dependía de la adjudicación de dicha Licitación, que al final se declaró desierta. El costo total de la nueva contratación se estima en ¢5.939.649,66. Este alquiler fue autorizado por la Dirección Ejecutiva mediante oficio N°4070-DE-2021.		Se autoriza. Se ajusta  el monto a ¢14.722.347.

				Primer Circuito Judicial Zona Atlántica		1523		Juzgado Penal de Batán		19606		Alquiler de Edificio, Locales y Terrenos		16,636,326		6,704,995		23,341,321		Con el fin de dar cumplimiento al acuerdo del Consejo Superior que acordó mejoras para que se habilite la sala de juicios de Batán, para contar con mayor seguridad. Se solicita que se incluya un monto adicional mensual de ¢558.750.00 y un total anual de ¢6.704.995 para la ampliación del local y realizar juicios en dicha localidad. El acuerdo del Consejo se tomó en la sesión N°84-2021 del 28 de setiembre, artículo VIII.		Se autoriza.

				Primer Circuito Judicial Zona Atlántica		479		Juzgado Contravencional de Matina		19606		ALQUILER DE EDIFICIO, LOCALES Y TERRENOS                                                            		9,424,282		25,782,953		35,207,235		Se requiere reubicar el Juzgado con el fin de mejorar las condiciones ya que el actual es de muy vieja construcción, que tiene un hotel encima, tiene problemas con el espacio y no permite atender las filas de usuarios adecuadamente, el distanciamiento, ni la realización de audiencias de manera adecuada. Los recursos del contrato actual no alcanza para cubrir un contrato nuevo. 		Se autoriza. Cuenta con estudio de la Dirección de Planificación.

				Primer Circuito Judicial Guanacaste		402		Juzgado Contravencional de Cañas		19606		ALQUILER DE EDIFICIO, LOCALES Y TERRENOS                                                            		11,084,114		59,020,527		106,838,337		Aprobado por el Consejo Superior en la sesión N°103-2021, artículo XII. Se acordó: "...2.) Acoger la recomendación planteada por la Dirección Ejecutiva en el informe de cita, para solventar la situación; en consecuencia: Autorizar que para el 2023, se incremente la formulación de recursos en alquileres en la suma de ¢59.020.527,00 a efectos de tramitar nuevos arriendos para los Juzgados Contravencional, de Familia, Penal, así como el Tribunal Penal, todos de la zona Cañas. 		Se autoriza. Cuenta con acuerdo del Consejo Superior.

						576		Tribunal I Circuito Judicial Guanacaste, Sede Cañas		19606		ALQUILER DE EDIFICIO, LOCALES Y TERRENOS                                                            		13,170,605

						580		Juzgado Penal de Cañas		19606		ALQUILER DE EDIFICIO, LOCALES Y TERRENOS                                                            		13,170,605

						928		Juzgado de Familia, Penal Juvenil, Violencia Doméstica y Protección Cautelar Cañas		19606		ALQUILER DE EDIFICIO, LOCALES Y TERRENOS                                                            		10,392,486

				Dirección Ejecutiva				Centro Infantil del Poder Judicial		19606		ALQUILER DE EDIFICIO, LOCALES Y TERRENOS                                                            		28,042,768		26,989,068		55,031,836		Para cubrir el incremento que se proyecta en el pago de alquiler de un nuevo local para ubicar al Centro Infantil del Poder Judicial. Actualmente se está tramitando el procedimiento de contratación.		Se autoriza. Hay un incumplimiento en la normativa de incendios y el propietario presenta negativa en las mejoras.

				Primer Circuito Judicial San José		527		Juzgado Penal de Pavas		19606		ALQUILER DE EDIFICIO, LOCALES Y TERRENOS                                                            		44,336,454		16,041,981		60,378,435		Se requiere la inclusión de los recursos adicionales, dado que por un proyecto promovido por la Comisión de la Jurisdicción Penal y la Dirección Ejecutiva se requiere reubicar este inmueble juntos a otros despachos.		Se autoriza. Hay un estudio de la Dirección de Planificación en proceso.

				Tercer Circuito Judicial San José		256		Juzgado Pensiones Alimentarias III Circuito Judicial San José		19606		ALQUILER DE EDIFICIO, LOCALES Y TERRENOS                                                            		73,682,187		3,000,000		76,682,187		Recursos autorizados por la Dirección Ejecutiva mediante oficio N°1776-DE-21.		Se autoriza. Hay un estudio de la Dirección de Planificación en proceso.

						525		Juzgado Penal de Hatillo		19606		ALQUILER DE EDIFICIO, LOCALES Y TERRENOS                                                            		51,588,013		50,982,039		102,570,052		Se requiere la inclusión de los recursos adicionales debido a un proyecto promovido por la Comisión de la Jurisdicción Penal y la Dirección Ejecutiva para reubicar la oficina en otro inmueble. 

						523		Tribunal Penal III Circuito Judicial de San José, Sede Suroeste 		19606		ALQUILER DE EDIFICIO, LOCALES Y TERRENOS                                                            		182,758,552		37,732,959		220,491,511		Este Tribunal debe reubicarse según acuerdo del Consejo Superior en sesión N° 3-2021 celebrada el 12 de enero de 2021, artículo IX. Además, los recursos adicionales obedecen a un proyecto promovido por la Comisión de la Jurisdicción Penal y la Dirección Ejecutiva, mediante el cual se pretende ubicar un Tribunal en Pavas y otro en Hatillo.

				Ministerio Público 		277		Fiscalía de Hatillo		19606		ALQUILER DE EDIFICIO, LOCALES Y TERRENOS                                                            		33,439,429		68,880,000		102,319,429		Estos recursos se requieren para atender el proyecto promovido por la Comisión de la Jurisdicción Penal y la Dirección Ejecutiva para reubicar la Fiscalía de Hatillo y de Pavas en otro inmueble. 		Se autoriza. Hay un estudio de la Dirección de Planificación en proceso.

						283		Fiscalía de Pavas 		19606		ALQUILER DE EDIFICIO, LOCALES Y TERRENOS                                                            		10,992,831		24,830,806		35,823,637		Estos recursos se requieren para atender el proyecto promovido por la Comisión de la Jurisdicción Penal y la Dirección Ejecutiva para reubicar la Fiscalía de Hatillo y de Pavas en otro inmueble. 

														FALTANTE		460,576,762





























































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































10406 Limpieza



				Centro de Responsabilidad		Código de Oficina		Nombre de Oficina		Código Artículo		Descripción Artículo		Formulado		Faltante		Total		Justificaciones		Observaciones Dirección Ejecutiva

				Administración de Sarapiquí		1817		Administración Regional de Sarapiquí		05262		SERVICIO LIMPIEZA                                                                                   		4,707,076		7,402,761		12,109,837		Mediante oficio N°135-ARSQ-2021 el Administrador Regional señala que se requiere un nuevo puesto de limpieza de 8 horas ubicado en el Edificio de Tribunales de Sarapiquí, según acuerdo del Consejo Superior tomado en la sesión N°95-2021, del 04 de noviembre, artículo XXXI, en el que se indica que el Auxiliar de Servicios Generales, una vez que se cuente con el servicio de limpieza privada, debe atender el público y otras labores administrativas. Cuenta con la aprobación de la Dirección Ejecutiva, oficio N°153-DE-2022.		Se autoriza. Cuenta con estudio técnico.

				Administración de Osa		1047		Administración de Osa		05262		SERVICIO LIMPIEZA                                                                                   		26,008,384		23,020,438		49,028,822		Para atender la necesidad de personal de limpieza, actualmente se tienen 3 personas trabajadoras, pero a partir del nuevo contrato que inicia en setiembre del año 2022, se contará con 4 personas trabajadoras a tiempo completo y uno a medio tiempo y según lo autorizado por la Dirección Ejecutiva. Aprobado por la Dirección Ejecutiva en correo del 07 de septiembre de 2021. 		Se autoriza. Cuenta con estudio técnico.

				Defensa Pública		410		Defensa Pública de Nicoya		05262		SERVICIO LIMPIEZA                                                                                   		0		2,353,538		2,353,538		En vista del nuevo alquiler se requerirá el servicio. La Defensa Pública se ubicará afuera de los Tribunales de Justicia a partir del segundo semestre del año 2023. Depende de la aprobación de presupuesto para alquiler nuevo. 		Se autoriza. 

				Organismo de Investigación Judicial		71		Subdelegación Regional de Tres Ríos 		05262		SERVICIO LIMPIEZA                                                                                   		0		4,310,082		4,310,082		Se requiere de un medio tiempo.		Se autoriza. Cuenta con estudio de la Dirección de Planificación que justifica la necesidad.

				Segundo Circuito Judicial Guanacaste		871		Juzgado Penal Juvenil II Circuito Judicial Guanacaste		05262		SERVICIO LIMPIEZA                                                                                   		0		2,220,829		2,220,829		La Dirección Ejecutiva avaló y el Consejo Superior aprobó este alquiler para el 2022, por lo que se requiere incorporar para el 2023 el servicio de limpieza correspondiente.		Se autoriza. Cuenta con aval de parte de la Dirección Ejecutiva.

						906		Administración Regional II Circuito Judicial Guanacaste (Supernumerarios)		05262		SERVICIO LIMPIEZA                                                                                   		0		2,220,829		2,220,829		Para una Sala de Juicios. La Dirección Ejecutiva avaló y el Consejo Superior aprobó este alquiler para el 2022, por lo que se requiere incorporar para el 2023 el servicio de limpieza correspondiente.		Se autoriza. Cuenta con aval de parte de la Dirección Ejecutiva.

				Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos		718		Oficina de Atención y Protección de la Víctima del Delito		05262		SERVICIO LIMPIEZA                                                                                   		0		2,145,147		2,145,147		Mediante oficio 224-OAPVD-2022 se solicita ampliar por 10 horas semanales en la Oficina de San Ramón, ubicada en el edificio arrendado que alberga la Fiscalía, en 2021 la Administración del Ministerio Público solicitó la inclusión de más horas de limpieza debido a que solo con el actual es insuficiente. La pandemia vino a incrementar el servicio no solo para el aseo general, sino también para la aplicación de limpieza profunda por casos sospechosos de COVID 19. 		Se autoriza. El aval que brindó la Dirección Ejecutiva fue para la fiscalía, por lo que debe cargarse a esa instancia.

				Primer Judicial Circuito San José		520		Administración I Circuito Judicial San José		05262		SERVICIO LIMPIEZA                                                                                   		147,420,265		8,500,000		155,920,265		El recurso solicitado es para reforzar el servicio de limpieza en el nivel 14 de la Torre Judicial, para los Tribunales Primero y Segundo de Apelación Civil de San José, áreas comunes comedor, pasillos y servicios sanitarios. Esto por recomendaciones de la Dirección de Planificación como parte de las acciones para la entrada en operaciones del edificio, ya que las plazas de Auxiliar de Servicios Generales adscritas a dichos despachos judiciales pasan a colaborar con la Administración a cargo de la Torre Judicial. Dispone de la autorización de la Dirección Ejecutiva.		Se autoriza. Se justifica en acuerdo del Consejo Superior.

						520		Administración I Circuito Judicial San José		23221		SERVICIOS DE LIMPIEZA DE VIDRIOS		0		8,000,000		8,000,000		Por recomendación del Ing. Luis Adrián Piedra Segura de Salud Ocupacional y para dar mantenimiento al edificio de Torre Judicial. 		Se autoriza. Cuenta con recomendación del Departamento de Seguridad.

				Tercer Circuito Judicial de San José		236		Juzgado Contravencional de Aserrí		05262		SERVICIO LIMPIEZA                                                                                   		2,824,245		4,904,329		7,728,574		La Dirección Ejecutiva tiene en estudio la ampliación del contrato de limpieza, debido a que el Consejo Superior, en la sesión N°118-2020 del 10 de diciembre, conoció el oficio N°1951-PLA-EV-2020 de la Dirección de Planificación, para contratar (2 mañanas de 4,5 horas cada una - días martes y jueves de 7:30 am a 12:00 md y 5 tardes de 3,5 horas cada una-días de lunes a viernes), el servicio de limpieza que se brinda actualmente en este despacho (días lunes, miércoles y viernes de 7:30 am a 12:00 md).		Se autoriza. Cuenta con estudio de la Dirección de Planificación que justifica la necesidad.

						491		Juzgado Tránsito III Circuito Judicial de San José (Desamparados)		05262		SERVICIO LIMPIEZA                                                                                   		0		4,256,307		4,256,307		Autorizado por Dirección Ejecutiva mediante oficio N° 3594-DE-2021.		Se autoriza. Cuenta con estudio de la Dirección de Planificación que justifica la necesidad.

														FALTANTE		69,334,260





10406 Vigilancia



				Centro de Responsabilidad		Código de Oficina		Nombre de Oficina		Código Artículo		Descripción Artículo		Formulado		Faltante		Total		Justificaciones		Observaciones Dirección Ejecutiva

				Administración de Quepos		1045		Juzgado Contravencional de Parrita		04265		SERVICIO DE VIGILANCIA		0		9,821,648		9,821,648		Contratación de un tiempo completo de un Oficial de Seguridad, aprobado por la Dirección Ejecutiva mediante el oficio N°3702-DE-2021.		 Se autoriza. Cuenta con estudio técnico.

				Administración de Golfito		652		Administración Regional Golfito		04265		SERVICIO DE VIGILANCIA		0		12,000,000		12,000,000		Se solicita incorporar recursos para un oficial externa en horario administrativo para los Tribunales de Justicia de Golfito. Esto cuenta con la autorización de Ana Eugenia Romero Jenkins.		 Se autoriza. Cuenta con estudio técnico.

				Circuito Judicial Puntarenas		437		Juzgado Contravencional de Esparza		04265		SERVICIO DE VIGILANCIA		0		12,363,402		12,363,402		Para una Sala de Juicios. La Dirección Ejecutiva avaló y el Consejo Superior aprobó este alquiler para el 2022, por lo que se requiere incorporar para el 2023 el servicio de limpieza correspondiente.		 Se autoriza. Cuenta con acuerdo del Consejo Superior.

				Defensa Pública		482		Defensa Pública de Siquirres		04265		SERVICIO DE VIGILANCIA		1,278,376		13,210,654		14,489,030		Se solicita presupuesto para un puesto de vigilancia de 9 horas, existe recomendación del Departamento de Seguridad, al cual se le solicitó estudio debido situaciones que ponen en riesgo la seguridad de las personas que se encuentran en la oficina, sumándose la lejanía de otros despachos judiciales. 		 Se autoriza. Cuenta con estudio técnico.

						407		Defensa Pública de Liberia		04265		SERVICIO DE VIGILANCIA		0		13,210,654		13,210,654		En vista de que la oficina se encuentra alejada de otros despachos judiciales se solicita un puesto de vigilancia de 9 horas. Al no contar con un puesto de seguridad no existe control de ingreso. Es un edificio de alto tránsito de personas usuarias. En el 2022 y 2023 se incluyeron recursos adicionales para el alquiler de un nuevo local. 		En virtud de que no hay condiciones para ubicar al oficial según las indicaciones en el estudio técnico, se debe brindar una solución y en caso de no tener alternativa de ubicación del puesto, no quedaría autorizado. Importante considerar que la necesidad  por concepto de alquiler de local no se incluyó en los adicionales.
RESPUESTA PLANIFICACIÓN: En el 2022 y 2023 se incluyeron recursos adicionales para el traslado a un nuevo local.

						410		Defensa Pública de Nicoya		04265		SERVICIO DE VIGILANCIA		0		6,605,327		6,605,327		En vista del nuevo alquiler se requerirá el servicio. La Defensa Pública se ubicará afuera de los Tribunales de Justicia a partir del segundo semestre del año 2023. Depende de la aprobación de presupuesto para alquiler nuevo. 		Se autoriza.

				Organismo de Investigación Judicial		70		Subdelegación Regional de Siquirres 		04265		SERVICIO DE VIGILANCIA		0		42,080,317		42,080,317		Se requiere de un puesto 24/7, ya que las personas usuarias ingresan por la puerta principal directamente hasta el área de recepción sin tener revisión que verifique si porta algún arma o explosivo. A solicitud de la Jefatura, la Oficina de Planes y Operaciones realizó un estudio de seguridad, oficio N°132-UPRO/OPO-2021, que señala debilidades que no pueden ser solventadas por el personal judicial. A nivel de la Zona Atlántica la Subdelegación Regional del OIJ de Siquirres es el único despacho que no cuenta con oficial de seguridad.		Se autoriza. Cuenta con estudio técnico.

				Segundo Circuito Judicial Guanacaste		871		Juzgado Penal Juvenil II Circuito Judicial Guanacaste		04265		SERVICIO DE VIGILANCIA		0		8,482,918		8,482,918		La Dirección Ejecutiva avaló y el Consejo Superior aprobó este alquiler para el 2022, por lo que se requiere incorporar para el 2023 el servicio de limpieza correspondiente.		Se autoriza.

						906		Administración Regional II Circuito Judicial Guanacaste (Supernumerarios)		04265		SERVICIO DE VIGILANCIA		0		8,482,918		8,482,918		Para una Sala de Juicios. La Dirección Ejecutiva avaló y el Consejo Superior aprobó este alquiler para el 2022, por lo que se requiere incorporar para el 2023 el servicio de limpieza correspondiente.		Se autoriza.

				Primer Circuito Judicial Guanacaste		399		Juzgado Contravencional de Bagaces		04265		SERVICIO DE VIGILANCIA		0		9,816,000		9,816,000		Contratación de un tiempo completo de un Oficial de Seguridad,  según informe de recomendación del  Departamento de  Seguridad 04-SEG-LOC.		Se autoriza. Cuenta con estudio técnico.

						402		Juzgado Contravencional de Cañas		04265		SERVICIO DE VIGILANCIA		0		9,816,000		9,816,000		Contratación de un tiempo completo de un Oficial de Seguridad,  según informe de recomendación del  Departamento de  Seguridad 11-SEG-LOC.		Se autoriza. Cuenta con estudio técnico.

						404		Juzgado Contravencional de Tilarán		04265		SERVICIO DE VIGILANCIA		0		9,816,000		9,816,000		Contratación de un tiempo completo de un Oficial de Seguridad, según informe de recomendación del Departamento de  Seguridad 05-SEG-LOC.		Se autoriza. Cuenta con estudio técnico.

						580		Juzgado Penal de Cañas		04265		SERVICIO DE VIGILANCIA		0		9,816,000		9,816,000		Contratación de un tiempo completo de un Oficial de Seguridad,  según informe de recomendación del  Departamento de  Seguridad 06-SEG-LOC.		Se autoriza. Cuenta con estudio técnico.

						927		Juzgado Civil y Trabajo de Cañas 		04265		SERVICIO DE VIGILANCIA		0		9,816,000		9,816,000		Contratación de un tiempo completo de un Oficial de Seguridad,  según informe de recomendación del  Departamento de  Seguridad 10-SEG-LOC		Se autoriza. Cuenta con estudio técnico.

						928		Juzgado de Familia, Penal Juvenil, Violencia Doméstica y Protección Cautelar de Cañas		04265		SERVICIO DE VIGILANCIA		0		9,816,000		9,816,000		Contratación de un tiempo completo de un Oficial de Seguridad,  según informe de recomendación del  Departamento de  Seguridad 08-SEG-LOC.		Se autoriza. Cuenta con estudio técnico.

														FALTANTE		185,153,838
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Junta Administradora 


Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 


 


 


COMITÉ DE AUDITORÍA 


ACTA DE SESIÓN ORDINARIA No. 03-2022 


 


 


Correspondiente a la Sesión extraordinaria del Comité de Auditoría de la Junta Administradora del Fondo 


de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial (JUNAFO), a realizarse el viernes 25 de marzo del 2022, a 


partir de las diecisiete horas, mediante video conferencia. 


 


 


Presentes: Arnoldo Hernández Solano 


Freddy Chacón Arrieta  


Parris Quesada Madrigal 


Alexander Arguedas Vindas 


 


 


Ausentes  


con justificación  


 


 


ARTÍCULO  


PRIMERO:  Aprobación del orden día 


 


 


ARTÍCULO  


SEGUNDO:  Aprobación del Acta anterior 


 


 


ARTÍCULO  


TERCERO: Designación del presidente y secretario del Comité. 


 


 


ARTÍCULO  


CUARTO: Se conocen los Estados Financieros correspondientes a enero 2022. 


 


 


ARTÍCULO  


QUINTO: Se conocen los Estados Financieros correspondientes a febrero 2022. 


 


 


ARTÍCULO  


SEXTO: Se conocen los Estados Financieros Auditados 2021. 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 







Junta Administradora 


Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 


Se conoce la agenda del día  


 


ARTICULO 


PRIMERO: Aprobación del orden día 


 


 


Acuerdo: Se acordó: Se aprueba el orden del día propuesto. Se procede con la votación, y siendo 


unánime, se declara acuerdo en firme. 


 


 


ARTÍCULO  


SEGUNDO: Aprobación del acta anterior. 


 


Revisión y aprobación del Acta No. 02-2022; celebrada en Sesión Ordinaria del 22 de 


febrero de 2022.  


 


Comité Auditoría 


Acta Sesion No. 02-22- 22-02-2022.pdf
 


 


Acuerdo: Se acordó: Aprobar el Acta No. 02-2022. Se procede con la votación, y siendo unánime, 


se declara acuerdo en firme.   


 


 


ARTÍCULO  


TERCERO: Designación del presidente, en razón de la renuncia del máster Óscar Edo. Víquez Trejos, 


como Presidente de este Comité, conocida en sesión N° 11-2022 del 7 de marzo de 2022, 


artículo XV, de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 


Judicial - JUNAFO, y designación del secretario, con motivo del traslado del máster 


Rodrigo Arroyo Guzmán, al Comité de Inversiones, a partir del 7 de febrero de 2022, 


dispuesto por dicha Junta, en sesión N° 6-2022 del 7 de febrero de 2022, artículo XVIII. 


  


  


Acuerdo: Se acordó: Tener por designado al licenciado Parris Quesada Madrigal, como presidente, 


y al licenciado Freddy Chacón Arrieta, como secretario, en el entendido que ambas 


designaciones son provisionalmente, hasta que se nombre al Asesor externo, quien asumiría 


la presidencia de este Comité, siendo así que, además se le incluya en la votación para la 


designación del secretario. Se procede con la votación, y siendo unánime, se declara 


acuerdo en firme.   


 


ESTADOS FINANCIEROS 


 


ARTÍCULO  


CUARTO: Se conoce correo electrónico de la servidora Yesenia Flores Chacón, de fecha 25 de febrero 


de 2022, mediante el cual remite oficio N° 0048-SAF/DJA-2022, referente a la remisión de 


los Estados Financieros con corte al 31 de enero de 2022. 


 


 A estos efectos el Comité de Auditoría de la JUNAFO, revisó los documentos recibidos. 


 







Junta Administradora 


Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 


0048-SAF-DJA-2022 


Comité Aud. EEFF Enero 2022.pdf
 


Políticas Contables 


Fondo de Jubilaciones y Pensiones.pdf
 


Estados Financieros 


FJPPJ Enero 2022.pdf
 


Estados Financieros 


FJPPJ Enero 2022.xlsx
 


Políticas Contables 


de la Junta Administradora del FJP.pdf
 


Estado Financiero 


JAFJP Enero 2022.pdf
 


Estado Financiero 


JAFJP Enero 2022.xlsx
 


 


Acuerdo: Se acordó: Una vez analizados y estudiados los Estados Financieros con corte al 31 de 


enero de 2022, se remiten a la Junta Administradora del FPJPJ para su aprobación. Se 


procede con la votación, y siendo unánime, se declara acuerdo en firme. 


 


 


ARTÍCULO  


QUINTO: Se conoce correo electrónico de la servidora Adriana Valladares García, del 16 de marzo 


de 2022, mediante el cual remite oficio N° 0070-SAF/DJA-2022, referente a la remisión de 


los Estados Financieros con corte al 28 de febrero de 2022. 


 


A estos efectos el Comité de Auditoría de la JUNAFO, revisó los documentos recibidos. 


 


Políticas Contables 


Fondo de Jubilaciones y Pensiones.pdf
 


Estados Financieros 


FJPPJ Febrero 2022.pdf
 


Estados Financieros 


FJPPJ Febrero 2022.xlsx
 


Políticas Contables 


de la Junta Administradora del FJP.pdf
 


Estado Financiero 


JAFJP Febrero 2022.pdf
 


Estado Financiero 


JAFJP Febrero 2022.xlsx
 


 


Acuerdo: Se acordó: Una vez analizados y estudiados los Estados Financieros con corte al 28 de 


febrero de 2022, se remiten a la Junta Administradora del FPJPJ para su aprobación. Se 


procede con la votación, y siendo unánime, se declara acuerdo en firme. 


 


 


ARTÍCULO 


SEXTO: Se conoce nuevamente correo electrónico de la servidora Yesenia Flores Chacón, de fecha 


18 de febrero de 2022, mediante el cual indica “Con instrucciones superiores, se remite el 


oficio N° 044-SAF/DJA-2021, referente a la remisión de la documentación presentada por 


el Despacho Carvajal & Colegiados sobre los Estados Financieros Auditados del periodo 


2021” 


 


 A estos efectos el Comité de Auditoría de la JUNAFO, revisó los documentos recibidos. 


 


Informe Riesgos 


2021 FPJPJ.pdf


EF 31122021 


FJPPJ.pdf


EEFF31122021 


Junta Administradora FJPPJ.pdf


CG-TI 2021 FPJ.pdf


 


CG1-2021 Junta 


Administradora FJPPJ.pdf


CG1-2021 Fondo 


Poder Judicial.pdf


Certificación 


JAFJPPJ Ingresos.pdf


Oficio 


044-SAF-DJA-2022 EEFF 2021 de A.E Comité Aud.pdf
 


 


 







Junta Administradora 


Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 


El licenciado Arnoldo Hernández Solano, reitera sus manifestaciones presentadas en las 


sesiones citadas, cuando fueron conocidos los Estados Financieros Auditados, en el 


entendido que están muy bien presentados. 


 


El licenciado Freddy Chacón Arrieta, indica que los índices de riesgo son aceptables, y 


eso satisface la confianza en lo que se está haciendo, por lo que considera, que el nivel 


de riesgo que se está utilizando es el adecuado y está de acuerdo con el informe. 


 


Acuerdo: Revisados y analizados los Estados Financieros Auditados del periodo 2021, conocidos 


por este Comité en sesión N° 02-2022, celebrada el 22 de febrero del 2022 y conocidos 


por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – 


JUNAFO, en sesión N° 9-2022 del 23 de febrero de 2022, artículo Único, se acordó: 


Tomar nota de las manifestaciones y se reitera lo acordado en sesión N° 02-2022, 


celebrada el 22 de febrero del 2022, sobre la aprobación de Estados Financieros 


Auditados del periodo 2021. Se procede con la votación, y siendo unánime, se declara 


acuerdo en firme. 


 


 


ARTÍCULO 


SÉTIMO:  Se acuerda señalar para la próxima sesión ordinaria de Comité de Auditoría el próximo 


miércoles 27 de abril de 2022, a partir de las 17:00 pm. 


 


 


Acuerdo: Se acordó: Agendar la próxima sesión de este Comité para el próximo miércoles 27 de 


abril de 2022, a partir de las 17:00 pm. Se procede con la votación, y siendo 


unánime, se declara acuerdo en firme. 


 


- 0 - 


 


Se cierra la sesión a las diecisiete horas treinta y dos minutos. 


 


 


 


 


 


_________________   ___________________ 


 


 Presidente                                                  Secretario 


 


Lic. Parris Quesada Madrigal                  Lic. Freddy Chacón Arrieta 
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1. Introducción



El Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ) fue creado el 09 de junio de 1939, desde su creación se mantuvo bajo la administración directa del estimable Consejo Superior y de la honorable Corte Plena. Con la promulgación en mayo del 2018, de la reforma impuesta mediante la Ley N°. 9544 a la Ley Orgánica del Poder Judicial, se crea un nuevo órgano encargado de administrar el régimen de pensiones de este Poder de la República: La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO).

El Fondo, con el fin de alinearse a las buenas prácticas de Gobierno Corporativo, considera los lineamientos generales, en atención a tendencias internacionales y nacionales, de conformidad con los principios de Gobierno Corporativo y las disposiciones reglamentarias aprobadas por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF). 

El Gobierno Corporativo define los fundamentos y directrices generales de la estructura del FJPPJ, que deben observar sus órganos de dirección, administración y control, personas beneficiarias; como las involucradas en su gestión y toma de decisiones, en todas sus actuaciones tendientes a procurar el mejor desempeño, basado en el apego a la conducta ética y responsabilidades asignadas. 

[bookmark: _Hlk3444649]Aunado a todo lo anterior, es de vital importancia destacar que el FJPPJ ejecuta sus operaciones bajo el principio de “negocio en marcha”, que mantiene obligaciones con su población afiliada y que debe continuar con una adecuada gestión de su portafolio de inversiones y activos en general, remisión de informes y cumplimiento de trámites operativos especializados necesarios para la correcta operación del FJPPJ, situación que a la fecha se ha cumplido a cabalidad.

Es importante resaltar que el Informe Anual de Gobierno Corporativo, considera la estructura administrativa y comités técnicos al 31 de diciembre de 2021.



2. Definiciones



Considerando el concepto de Gobierno Corporativo, como el conjunto de políticas, normas y órganos internos mediante los cuales se dirige y controla la gestión de una entidad, y conforme a las condiciones propias de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, es necesario definir los siguientes aspectos, los cuales son extraídos de la normativa vigente institucional:



a) Corte Plena: La Corte será presidida por su presidente (a) y estará formada por todos los Magistrados y Magistradas que componen las Salas Primera, Sala Segunda, Sala Tercera y Sala Constitucional (22 Magistrados y Magistradas). Artículo 58 LOPJ.

b) Jubilación: Derecho del servidor o de la servidora judicial de percibir una asignación calculada según los años de servicio y la edad de retiro de la función judicial.

c) Junta Administradora Fondo Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JAFJPPJ): es el Órgano de Máxima Dirección, que tiene a su cargo la administración del régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ), cuyo patrimonio es de exclusiva propiedad, de las personas afiliadas para operar y generar inversiones que le den sostenibilidad a dicho fondo, en distintos ámbitos del mercado financiero nacional e internacional.

d) Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ): Corresponde al cuerpo normativo que establece la organización funcional del Poder Judicial, que en su capítulo IX regula lo relativo al régimen del FJPPJ.

e) Pensión: Derecho que tienen las personas familiares a que hace referencia el artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, del servidor (a) o jubilado (a) judicial, en caso de fallecimiento de éstos, a percibir una asignación mensual.





3. Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial



a) Cantidad de miembros previstos en los estatutos:



		Órgano de Dirección

		Cantidad de Miembros

		Norma Legal



		Junta Administradora

		6 titulares 

		Con la promulgación en mayo del 2018, de la reforma impuesta mediante la Ley N°. 9544 a la Ley Orgánica del Poder Judicial, se crea un nuevo órgano de desconcentración máxima del Poder Judicial, encargado de administrar el régimen de jubilaciones y pensiones de este Poder de la República.



		

		6 suplentes

		



		

		

		









[bookmark: _Hlk478559207]Información de los integrantes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al cierre del periodo 2021, según el siguiente detalle:



		Nombre

		Puesto

		Fecha de último nombramiento



		Lic. Arnoldo Hernández Solano

		Presidente

		Debido a la necesidad de integrar la Junta Administradora del FJPPJ, para que efectúe la representación judicial y extrajudicial de este régimen de pensiones, se realizan en el año 2019 los procesos de selección respectivos, siendo finalmente conformado este nuevo órgano del Poder Judicial y juramentado por la Corte Plena en sesión N°. 004-2020 con fecha 27 de enero 2020.



		Dr. Juan Carlos Segura Solís

		Vicepresidente

		



		MBA. Rodrigo Arroyo Guzmán

		Secretaria

		



		Licda. Ingrid Moya Aguilar

		Tesorera

		



		Lic. Freddy Chacón Arrieta

		Director

		



		MGR. Alexander Arguedas Vindas

		Director

		



		Lic. Parris Quesada Madrigal

		Director Suplente

		





Datos al 31/12/2021



b) Indique las variaciones que se hayan producido en el período, según el siguiente detalle:



		Nombre

		Puesto

		Motivo Salida



		MBA. Miguel Ovares Chavarría

		Director

		Renuncia por señalamiento de conflicto de intereses (01-2021).



		MBA. Mauricio Villalta Fallas

		Director

		Renuncia por motivos laborales (06-2021).



		MSc. Carlos Montero Zuñiga 

		Director

		Renuncia por jubilación (11-2021).



		Licda. Ana Lucrecia Ruiz Rojas

		Directora

		Renuncia por motivos laborales (03/12/21).







· Al 31 de diciembre de 2021, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, presenta la salida de 4 directores titulares en su conformación, asumiendo los integrantes suplentes, las respectivas funciones y atribuciones que establece la LOPJ.





c) Indique, en los casos en que aplique, si los miembros de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial asumen cargos de administración o directivos en otras entidades que formen parte del mismo grupo vinculado:



		Nombre y número de identificación del director

		Nombre de la entidad

		Cargo



		N/A

		N/A

		N/A







· El Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial no forma parte de ningún grupo vinculado.





d) Indique la cantidad de sesiones que realizó la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial durante el periodo. 



		Sesiones

		Total Sesiones Ordinarias y Extraordinarias

		Período



		Junta Administradora

		50 

		01 de enero de 2021 al 31 de diciembre de 2021





                  Fuente: https://fjp.poder-judicial.go.cr/index.php/actas-de-la-junta-administradora-del-fjppj-2 



e) Indique la existencia de las políticas sobre conflicto de interés, el lugar en que están disponibles para su consulta, y las modificaciones que se hayan realizado durante el periodo.



· La Junta Administradora adoptó el Reglamento de Regulación de Conflictos de Interés del Poder Judicial como propio.



f) Realice una descripción de las políticas para la remuneración de los miembros de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, que se hayan aprobado.



		Organización

		Descripción de Política



		Junta Administradora del FJPPJ

		Con la promulgación en mayo del 2018, de la reforma impuesta mediante la Ley N°. 9544 a la Ley Orgánica del Poder Judicial, el artículo 240 indica:

“[…] Los miembros de la Junta Administradora no devengarán ninguna dieta pero sí contarán con los permisos necesarios para atender las sesiones…” 







g) [bookmark: _Hlk66777982]Si la entidad ha dispuesto voluntariamente una política interna sobre rotación realice una descripción de las políticas sobre rotación de los miembros de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.



		Organización

		Descripción de la Política



		Junta Administradora del FJPPJ

		Con la promulgación en mayo del 2018, de la reforma impuesta mediante la Ley N°. 9544 a la Ley Orgánica del Poder Judicial, el artículo 240 indica:

“[…] Quienes integran la Junta durarán en sus cargos cinco años, luego de los cuales podrán ser reelectos …”

Así mismo, en el artículo N°. 240 de la LOPJ se establece la rotación del rol de presidencia, conforme al siguiente detalle:

“En la primera sesión ordinaria, la Junta designará a la persona que habrá de presidir las sesiones, esta designación se hará por un espacio temporal de un año, debiendo alternarse cada año entre los representantes del colectivo judicial y de la Corte Plena. Además, se designará a quien le sustituya en caso de ausencia. La persona que preside tendrá voto calificado en caso de empate.”







4. Comités de apoyo



Al respecto conviene destacar que, por disposición de la propia Ley Orgánica del Poder Judicial vigente (según los artículos N°. 237 y N°. 241), tanto el FJPPJ como su Junta Administradora pasan a ser directamente supervisados por la Superintendencia de Pensiones (SUPEN), debido a lo cual se efectúa un importante esfuerzo de alineamiento normativo a los reglamentos y disposiciones dictados por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF). Como parte de dicho alineamiento ha sido necesario conformar comités de trabajo, quienes por reglamentación coadyuvan en la gestión del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial:



Organigrama Nº. 1

Órganos Auxiliares

Período 2021



       Fuente: Informe Anual JA-FJPPJ 2021 



4.1. [bookmark: _Toc507597276][bookmark: _Toc529881628]Comité de Riesgos[footnoteRef:1] [1:  Reglamento de Riesgos SUPEN.] 




El Comité de Riesgos es responsable de asesorar al Órgano de Dirección en todo lo relacionado con las políticas de gestión de riesgos, así como respecto de la capacidad y el Apetito de Riesgo de la entidad en relación con los fondos administrados. Este Comité tiene, entre otras, las siguientes funciones: 

I. Supervisar la ejecución de la Declaración de Apetito de Riesgo por parte de la Alta Gerencia, la presentación de informes sobre el estado de la Cultura del Riesgo de la entidad y la interacción con el director de riesgos, o con quien asuma este rol.  

II. Proponer el Apetito de Riesgo, así como las políticas de riesgos para cada tipo de fondo administrado, necesarias para cumplir con el apetito de riesgo y los objetivos definidos en el plan estratégico.  

III. Recibir informes periódicos y oportunos del director de riesgos o quien asuma este rol, así como de las otras áreas o funciones relevantes, sobre el Perfil de Riesgo actual de la entidad, de los límites y métricas establecidas, las desviaciones y los planes de mitigación.  

IV. Proponer para aprobación del Órgano de Dirección de la entidad regulada: 

a. Los límites de exposición al riesgo para cada tipo de riesgo identificado.  

b. Las estrategias de mitigación de riesgo necesarias.  

c. El marco de gestión de riesgos.  

V. Opinar sobre la designación que efectúe el Órgano de Dirección del director de riesgos o equivalente.  

VI. Informar al Órgano de Dirección y al Comité de Inversiones, al menos trimestralmente, sobre la exposición de los fondos administrados a los distintos riesgos y los potenciales efectos negativos que se podrían producir en la marcha de la entidad regulada por la inobservancia de los límites de exposición al riesgo previamente establecidos.  

VII. Vigilar el cumplimiento permanente del régimen de inversión aplicable. En caso de incumplimiento, presentar oportunamente un informe al Órgano de Dirección y al Comité de Inversiones sobre el incumplimiento (infracción) y sus posibles repercusiones.  

VIII. Conocer y analizar los informes sobre el cumplimiento del régimen de inversión y la política de riesgos que la unidad o función de riesgos deberá presentar, como mínimo, en forma mensual.  

El Comité de Riesgos debe intercambiar periódicamente con la Auditoría Interna o equivalente y otros comités relevantes, la información necesaria para asegurar la cobertura efectiva de todos los riesgos y los ajustes necesarios en el gobierno corporativo de la entidad a la luz de sus planes de negocio o actividades y los cambios en el entorno. 

El Comité de Riesgos debe contar con una normativa que regule su funcionamiento, su integración, el alcance de sus funciones y los procedimientos de trabajo; esto incluye la forma en que informará al Órgano de Dirección. 



4.1.1. [bookmark: _Toc529881629]Comité de Riesgos Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.



Se presenta información sobre la situación actual del Comité de Riesgos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.   



4.1.2. [bookmark: _Toc529881630]Conformación al 31 de diciembre de 2021 



El Comité de Riesgos está conformado actualmente de la siguiente manera:



Cuadro N° 1

Comité de Riesgos del FJPPJ

Al 31 de diciembre 2021



		Integrantes

		Puesto

		Potestad



		M.Sc. Ronald Chaves Marín

		Presidente y Miembro Externo

		Voz y voto



		Licda. Ingrid Moya Aguilar

		Secretaria

		Voz y voto



		MGR. Alexander Arguedas Vindas

		Director 

		Voz y voto



		Lic. Parris Quesada Madrigal

		Director

		Voz y voto



		Lic. Freddy Chacón Arrieta

		Director

		Voz y voto



		MBA. José Andrés Lizano Vargas

		Jefe Proceso de Riesgos

		Voz



		[bookmark: _Hlk97880809]MPM. Oslean Mora Valdez

		Director a.í. de la JUNAFO

		Voz





          Fuente: Comité de Riesgos.



4.1.3. [bookmark: _Toc529881631]Sesiones Ordinarias y Extraordinarias



El siguiente cuadro muestra la cantidad de Sesiones Ordinarias y Extraordinarias, realizadas por el Comité de Riesgos durante el año 2021.   













Cuadro N° 2

Comité de Riesgos del FJPPJ

Sesiones realizadas de enero 2021 a diciembre 2021



		[bookmark: _Hlk34298136]Año

		Sesiones Ordinarias

		Sesiones Extraordinarias



		2021

		12

		1





                                                         Fuente: Comité de Riesgos.





4.2. [bookmark: _Toc507597277][bookmark: _Toc529881634]Comité de Inversiones[footnoteRef:2] [2:  Reglamento de Reglamento de Gestión de Activos Vigente.] 




El Órgano de Máxima Dirección deberá nombrar un Comité de Inversiones conformado por un mínimo de tres miembros de los cuales, al menos uno, debe ser externo al grupo de interés económico o financiero. El miembro externo no podrá ser director, miembro del Consejo de calificación, administrador o funcionario de una calificadora de riesgo. 

El Comité de Inversiones deberá proponer, para la aprobación del Órgano de Máxima Dirección, la Política de Inversión correspondiente a cada fondo administrado. Este Comité tiene, entre otras, las siguientes funciones:

I. Proponer, para discusión y aprobación del Órgano de Dirección, la política de inversiones para la gestión de cada uno de los fondos administrados. Dicha política deberá ser revisada por el Órgano de Dirección, como mínimo, de manera anual. 

La política de inversiones deberá incluir, cuando menos, los objetivos y políticas de inversión de la cartera administrada, criterios de diversificación por título, plazo, moneda, emisión y emisor, concentración de emisores y emisión colocada, liquidez y demás que consideren pertinentes, así como los procedimientos y prácticas de inversión. La política y sus revisiones periódicas deberán documentarse en el libro de actas.

II. Sesionar, al menos, una vez al mes con el objeto de determinar la estrategia de inversión, la composición de los activos de los fondos gestionados e informar y documentar al Órgano de Dirección de las decisiones tomadas por el Comité. 

III. El Comité de Inversiones de cada entidad deberá establecer los mecanismos necesarios para verificar el cumplimiento de las políticas de inversión dictadas, la sujeción al régimen de inversión previsto y a los límites de riesgos vigentes. 

IV. Aprobar y dar seguimiento a los planes de reducción de riesgos, correspondientes a excesos de inversión, e informar al órgano de dirección una vez autorizado por la Superintendencia. 

V. Determinar las vinculaciones de la entidad con el grupo financiero o de interés económico o financiero para dar cumplimiento a las prohibiciones establecidas en el artículo 63 de la Ley de Protección al Trabajador. 

VI. El Comité de inversiones no podrá sesionar tres veces, en forma consecutiva, sin la asistencia y participación del miembro externo.





4.2.1. [bookmark: _Toc529881636]Conformación Comité de Inversiones al 31 de diciembre de 2021



El Comité de Inversiones está conformado actualmente de la siguiente manera:



[bookmark: _Hlk97628532]Cuadro N° 3

Comité de Inversiones del FJPPJ

Al 31 de diciembre 2021



		Integrantes

		Puesto

		Potestad



		MBA. Ana Romero Jenkins 

		Presidenta a.i.

		Voz y voto



		MBA. Miguel Ovares Chavarría

		Secretario a.í.

		Voz y voto



		M.Sc. Edi Velásquez Chávez

		Miembro Externo 

		Voz y voto



		Lic. Fabián Salas Fernández

		Jefe a.í. Proceso de Inversiones

		Voz



		MPM. Oslean Mora Valdez

		Director a.í. de la JUNAFO

		Voz





               Fuente: Comité de Inversiones.



Al respecto, conviene destacar que durante el periodo 2021, se presenta la renuncia del MBA. Mauricio Villalta Fallas como integrante de la JUNAFO e integrante del Comité de Inversiones por motivos laborales, MSc. Carlos Montero Zuñiga, como integrante de la JUNAFO e integrante del Comité de Inversiones por motivos de acogerse a su derecho jubilatorio y de la Licda. Ana Lucrecia Ruíz Rojas como integrante de la JUNAFO e integrante del Comité de Inversiones por motivos laborales.



4.2.2. Sesiones Ordinarias y Extraordinarias



El siguiente cuadro muestra la cantidad de Sesiones Ordinarias y Extraordinarias, realizadas por el Comité de Inversiones durante el año 2021:



Cuadro N° 4

Comité de Inversiones del FJPPJ

Sesiones realizadas de enero 2021 a diciembre 2021



		Año

		Sesiones Ordinarias

		Sesiones Extraordinarias



		2021

		12

		1





                                                          Fuente: Comité de Inversiones.



4.3. Comité de Auditoría[footnoteRef:3] [3:  Según lo establece el Reglamento de Gobierno Corporativo] 




La Junta Administradora integrará un Comité de Auditoría para el FJPPJ como órgano de apoyo para el control y seguimiento de las políticas, procedimientos y controles que se establezcan. Formado como un cuerpo colegiado integrado por personas integrantes de la Junta Administradora que se definirán reglamentariamente. El Comité de Auditoría debe realizar dentro de sus funciones, todas las estipuladas en esta normativa y las demás funciones y requerimientos de las normativas especiales que le sean aplicables al FJPPJ. Las reuniones del Comité de Auditoría deben ser al menos cada tres meses, en las cuales pueden participar sin derecho a voto, el Auditor Interno y las personas servidoras que el Comité de Auditoría considere necesarias, así como la jefatura del Proceso de Riesgos o la Auditoría Externa cuando así lo requiera dicho Comité.

La Auditoría Interna le corresponde evaluar, el uso de los recursos del FJPPJ, generar informes y dar seguimiento a las recomendaciones emitidas.







4.3.1. Conformación Comité de Auditoría al 31 de diciembre de 2021



El Comité de Inversiones está conformado actualmente de la siguiente manera:



Cuadro N° 5

Comité de Auditoría del FJPPJ

Al 31 de diciembre 2021



		Integrantes

		Puesto

		Potestad



		Lic. Óscar Eduardo Víquez Trejos 

		Presidente 

		Voz y voto



		Lic. Arnoldo Hernández Solano

		Director 

		Voz y voto



		Lic. Parris Quesada Madrigal

		Director

		Voz y voto



		MBA. Rodrigo Arroyo Guzmán

		Director

		Voz y voto





                                    Fuente: Comité de Auditoría.



4.3.2. [bookmark: _Toc529881637]Sesiones Ordinarias y Extraordinarias



El siguiente cuadro muestra la cantidad de Sesiones Ordinarias y Extraordinarias, realizadas por el Comité de Auditoría durante el año 2021:



Cuadro N° 6

Comité de Auditoría del FJPPJ

Sesiones realizadas de enero 2021 a diciembre 2021



		[bookmark: _Hlk34298240]Año

		Sesiones Ordinarias

		Sesiones Extraordinarias



		2021

		12

		5





                                                          Fuente: Comité de Auditoría.









4.4. Comisión de Gobierno Corporativo



La Comisión de Gobierno Corporativo tiene como objetivo promover la transparencia y eficacia del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial de Costa Rica (FJPPJ) y las responsabilidades de las distintas partes relacionadas, por lo que establece los lineamientos generales del FJPPJ, siguiendo las disposiciones reglamentarias aprobadas por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF) en el Reglamento de Gobierno Corporativo.



4.4.1. Conformación Comisión de Gobierno Corporativo al 31 de diciembre de 2021



La Comisión de Gobierno Corporativo está conformada actualmente de la siguiente manera:





Cuadro N° 7

Comisión de Gobierno Corporativo del FJPPJ

Al 31 de diciembre 2021



		Integrantes

		Puesto

		Potestad



		Lic. Parris Quesada Madrigal

		Presidente

		Voz y voto



		Lic. Freddy Chacón Arrieta

		Director

		Voz y voto



		Dr. Juan Carlos Segura Solís

		Director

		Voz y voto





                                          Fuente: Comisión de Gobierno Corporativo.



4.4.2. Sesiones Ordinarias y Extraordinarias



El siguiente cuadro muestra la cantidad de Sesiones Ordinarias y Extraordinarias, realizadas por la Comisión de Gobierno Corporativo durante el año 2021:











Cuadro N° 8

Comisión de Gobierno Corporativo del FJPPJ 

Sesiones realizadas de enero 2021 a diciembre 2021



		Año

		Sesiones Ordinarias

		Sesiones Extraordinarias



		2021

		1

		0





                                                  Fuente: Comisión de Gobierno Corporativo.



5. Operaciones vinculadas 



· Para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial no aplica esta descripción.



6. Auditoría externa



		a) Nombre de la firma de auditoría externa contratada para la auditoria de los estados financieros del periodo.

		Despacho Carvajal & Colegiados Contadores Públicos Autorizados S.A. 



		b) Indique el número de años que la firma de auditoría externa lleva de forma ininterrumpida realizando la auditoria de los estados financieros de la entidad y/o su grupo.

		Se han realizado en los últimos 19 años 8 contrataciones, las cuales han sido adjudicadas por el Despacho Carvajal & Colegiados en forma continua: 

1. Contratación Directa 528-2004 periodo 2003 

2. Contratación 584-2005 periodo 2004 

3. Contratación 2006-CD-PRO-00197 periodos 2005, 2006 y 2007. 

4. Contratación 2008-CD-000086-PROV periodos 2008, 2009, 2010 y 2011 

5. Contratación Directa 2012-CD-000711-PROVCD periodos 2012, 2013 y 2014.

6. Contratación Directa 2015-CD-000568-PROVCD, para los períodos 2015, 2016 y 2017.

7. Contratación Directa 2018-CD-000314-PROVCD, para los períodos 2018, 2019 y 2020.

8. Contratación Directa 2021CD-000007-PROVCD, para los períodos 2021, 2022 y 2023.



		c) Indique si la firma de auditoría externa realiza o ha realizado en el periodo otros trabajos para la entidad y/o su grupo, distintos de los servicios de auditoria.

		No se han efectuado otros servicios diferentes a los de auditoría externa.



		d) Indique, si los hubiera, los mecanismos establecidos por la entidad para preservar la independencia del auditor externo.

		La firma de auditoría externa presenta a la administración una declaración jurada mediante la cual hace constar que cumple con la necesaria independencia en relación con el régimen auditado, así mismo este despacho se encuentra debidamente inscrito ante el registro de auditores externos autorizados para brindar servicios a las entidades sujetas de supervisión por el Banco Central de Costa Rica o alguna de las Superintendencias del Mercado Costarricense.  







7. Estructura de propiedad



· Para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial no aplica este apartado.



8. Cumplimiento Normativo



· Este informe cumple con los establecido en el Artículo 43 del Reglamento de Gobierno Corporativo aprobado por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero y Artículo 5 del Código de Gobierno Corporativo del FJPPJ. 



Junta Administradora FJPPJ



Pres. Arnoldo Hérnandez S.

Comité de Inversiones



Pres. a.i. Ana Romero J.

Comité de Riesgos



Pres. Ronald Chaves M.

Comité de Auditoria



Pres. Oscar Víquez T.

Comisión de Gobierno Corporatiivo



Pres. Parris Quesada M. 
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